La transparencia del patrimonio e intereses económicos de los miembros del ejecutivo y legislativo bajo el análisis del "periodismo de precisión y de datos". El caso español comparado con los estadounidense y holandés by Tejedor Fuentes, Laura
UNIVERSIDAD COMPLUTENSE DE MADRID 
FACULTAD DE CIENCIAS DE LA INFORMACIÓN 
DEPARTAMENTO DE PERIODISMO I 
TESIS DOCTORAL 
La transparencia del patrimonio e intereses económicos de los miembros del 
ejecutivo y legislativo bajo el análisis del "periodismo de precisión y de datos". 
El caso español comparado con los estadounidense y holandés  
MEMORIA PARA OPTAR AL GRADO DE DOCTORA 
PRESENTADA POR 
Laura Tejedor Fuentes 
 Director 
José Luis Dader García 
Madrid, 2014 
©José Luis Dader García, 2014 
  
UNIVERSIDAD COMPLUTENSE DE MADRID 
FACULTAD DE CIENCIAS DE LA INFORMACIÓN 






La transparencia del patrimonio e intereses económicos 
de los miembros del Ejecutivo y Legislativo bajo el 
análisis del Periodismo de Precisión y de Datos. El caso 




MEMORIA PARA OPTAR AL GRADO DE DOCTOR EUROPEO 
PRESENTADA POR 
 
Laura Tejedor Fuentes 
 
Bajo la dirección del catedrático 
 









© Laura Tejedor Fuentes, 2014 
Gracias… 
A mi madre, por su confianza ciega en mí. A mi padre, por 
recordarme que no hay camino sino que el camino se hace al 
andar. Ambos supieron siempre que lo conseguiría. 
A Francis, por ser esa persona paciente que todo doctorando 
desearía tener a su lado. 
A mis amigas Blanca y Natasha, por recordarme la importancia 
del esfuerzo.  
A José Luis, por su exigencia y ‘precisión’ constantes que han 
pulido esta investigación.  
A los profesores Marga y Wouter de la Facultad de Derecho de 
Leiden, por su ayuda con el ‘hostil’ holandés. 
A todos aquéllos docentes, expertos, periodistas, políticos… que 
han contribuido a que esta ilusión sea posible, ya sea con una 
explicación generosa, una respuesta a tiempo o incluso un amable 
rechazo. 
Me habéis ayudado a estar más cerca de mi camino.  
 
- 3 - 
 
ÍNDICE 
I. Resumen en inglés. English abstract ............................... - 10 - 
I.I. Introduction ................................................................................... - 10 - 
I.II. Objectives and results ................................................................... - 11 - 
I.III. Conclusions .................................................................................... - 12 - 
Capítulo 1. Introducción ........................................................ - 15 - 
1.1. Presentación .................................................................................. - 15 - 
1.2. Justificación................................................................................... - 21 - 
1.3. Objetivos ........................................................................................ - 22 - 
1.4. Hipótesis y preguntas de investigación ......................................... - 24 - 
1.5. Metodología empleada ................................................................... - 26 - 
1.6. Fuentes .......................................................................................... - 27 - 
Chapter 1. Introduction (English) ......................................... - 29 - 
1.1. Presentation .................................................................................. - 29 - 
1.2. Justification ................................................................................... - 34 - 
1.3. Objectives ...................................................................................... - 35 - 
1.4. Hypothesis and investigative questions ........................................ - 36 - 
1.5. Methodology .................................................................................. - 38 - 
1.6. Sources .......................................................................................... - 39 - 
Capítulo 2. El periodismo de precisión, el papel del periodismo 
como perro guardián frente al Poder y la transparencia 
informativa en la teoría democrática ..................................... - 41 - 
2.1. El periodismo de precisión como estrategia de investigación 
periodística. El modelo de indagaciones frente al de declaraciones ......... - 41 - 
2.2. Los orígenes. El periodismo de investigación a lo largo de la historia . - 
44 - 
2.2.1. El periodismo de investigación en España ............................. - 53 - 
- 5 - 
 
2.3. La precisión como superación del periodismo de investigación o 
denuncia. Una especialidad multidisciplinar........................................... - 57 - 
2.3.1. La metodología de las ciencias sociales, el inicio de una mayor 
profundización en los estudios .............................................................. - 59 - 
2.3.2. El periodismo asistido por ordenador y el periodismo de datos 
como complementos básicos de la precisión .......................................... - 65 - 
2.3.3. La estadística, herramienta amiga del periodista .................. - 80 - 
2.4. La nueva objetividad periodística basada en el modelo de la ciencia ... - 
85 - 
2.5. El periodismo de precisión en la actualidad. Los casos más destacados
 - 91 - 
2.5.1. La situación profesional .......................................................... - 91 - 
2.5.2. Los premios Philip Meyer de Periodismo y los primeros premios 
de periodismo de datos ....................................................................... - 117 - 
2.5.3. La situación académica ........................................................ - 124 - 
2.5.4. El presente y futuro del periodismo de precisión. El periodismo de 
datos - 135 - 
2.6. El  periodismo como perro guardián frente al Poder, la rendición de 
cuentas y la transparencia informativa en la teoría democrática. ......... - 138 - 
2.6.1. El periodismo como ‘perro guardián’: Vigilancia y fiscalización de 
las instituciones por el periodismo ..................................................... - 139 - 
2.6.2. La rendición de cuentas ........................................................ - 146 - 
2.6.3. La transparencia y la publicidad de asuntos públicos .......... - 153 - 
2.6.4. El debate en la actualidad en España .................................. - 169 - 
Capítulo 3. El modelo legislativo español de acceso a datos 
públicos .................................................................................- 181 - 
3.1. Precedentes y evolución de la legislación general sobre acceso a la 
información de interés público en España ............................................. - 181 - 
3.1.1. Legislación medioambiental ................................................. - 182 - 
3.1.2. La ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común ......................................... - 187 - 
3.1.3. La ley Orgánica de Protección de Datos ............................... - 199 - 
3.1.4. La Ley Orgánica del Poder Judicial y el acceso a las sentencias 
judiciales ............................................................................................ - 210 - 
3.2. La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Análisis 
y discusión de los borradores de la ley ................................................... - 213 - 
3.2.1. Proyecto de Ley de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno .................................................................... - 218 - 
3.2.2. El texto definitivo de la Ley de Transparencia ..................... - 228 - 
3.2.3. Las leyes de transparencia de las Comunidades Autónomas - 241 - 
- 6 - 
 
3.3. Legislación de acceso a datos de patrimonio y actividades de 
miembros del Gobierno .......................................................................... - 249 - 
3.3.1. La declaración de actividades. Una situación estancada desde 
1995 - 258 - 
3.3.2. La declaración de patrimonio. Un paso adelante hacia el acceso 
digital - 263 - 
3.4. Legislación de acceso a datos de patrimonio y actividades del 
Congreso de los Diputados ..................................................................... - 273 - 
3.4.1. La declaración de actividades ............................................... - 275 - 
3.4.2. La declaración de patrimonio. Un sorprendente avance ...... - 281 - 
3.5. Legislación de acceso a datos de patrimonio y actividades en las 
comunidades autónomas. Pioneras en transparencia ............................ - 287 - 
3.5.1. Castilla-La Mancha. Gobierno. Una legislación muy avanzada .... - 
288 - 
3.5.2. Castilla la Mancha. Parlamento ........................................... - 292 - 
3.5.3. Andalucía. Gobierno. Buen acceso ........................................ - 294 - 
3.5.4. Andalucía. Parlamento. Buen acceso .................................... - 296 - 
3.5.5. Comunidad Valenciana. Gobierno, una excepción al aperturismo - 
298 - 
3.5.6. Comunidad Valenciana. Parlamento. Sólo declaración a la toma 
de posesión ......................................................................................... - 300 - 
3.5.7. Extremadura. Gobierno ........................................................ - 301 - 
3.5.8. Extremadura. Parlamento .................................................... - 304 - 
3.6. El resto de comunidades autónomas ........................................... - 305 - 
3.6.1. País Vasco. Gobierno ............................................................ - 305 - 
3.6.2. País Vasco. Parlamento ........................................................ - 308 - 
3.6.3. Navarra. Gobierno ................................................................ - 309 - 
3.6.4. Navarra. Parlamento. Sólo actividades ................................ - 312 - 
3.6.5. Madrid. Gobierno .................................................................. - 314 - 
3.6.6. Madrid. Parlamento ............................................................. - 317 - 
3.6.7. Aragón. Parlamento .............................................................. - 320 - 
3.6.8. Castilla y León. Gobierno ..................................................... - 322 - 
3.6.9. Cataluña. Gobierno .............................................................. - 324 - 
3.6.10. Galicia. Gobierno .................................................................. - 326 - 
3.6.11. La Rioja. Gobierno ................................................................ - 328 - 
3.6.12. Cantabria. Gobierno ............................................................. - 331 - 
3.6.13. Asturias. Parlamento ........................................................... - 334 - 
3.6.14. Murcia. Parlamento .............................................................. - 336 - 
3.6.15. Canarias. Gobierno ............................................................... - 338 - 
3.6.16. Islas Baleares. Parlamento ................................................... - 341 - 
3.6.17. Los municipios, pendientes de desarrollar una ley de publicidad . - 
343 - 
3.6.18. Conclusiones. Las comunidades, las más avanzadas ........... - 345 - 
- 7 - 
 
Capítulo 4. El acceso a datos de naturaleza pública en España, en 
la práctica .............................................................................- 372 - 
4.1. Acceso a declaraciones de actividades de los miembros del Gobierno. 
Peripecia práctica y resultados: Unas declaraciones poco transparentes- 372 
- 
4.1.1. Las declaraciones más ejemplares ........................................ - 385 - 
4.1.2. Las ausencias más graves. La incompatibilidad, la retribución y 
las actividades no declaradas ............................................................. - 388 - 
4.2. Acceso a declaraciones de patrimonio de los miembros del Gobierno. 
Peripecia práctica y resultados. ............................................................. - 402 - 
4.2.1. Estudios univariables ........................................................... - 404 - 
4.2.2. studios bivariables. Datos de activo y pasivo cruzados con sexo y 
cargo - 407 - 
4.2.3. La correlación entre variables. Gráfico de dispersión y recta de 
regresión lineal ................................................................................... - 414 - 
4.2.4. El coeficiente de garantía o de distancia a la quiebra .......... - 428 - 
4.2.5. La evolución del activo y del pasivo del gobierno del Partido 
Socialista ............................................................................................ - 430 - 
4.2.6. Niveles de transparencia de la información ......................... - 435 - 
4.2.7. Una inesperada noticia. Publicaciones voluntarias de la 
declaración patrimonial del Presidente del Gobierno y del presidente del 
grupo de la oposición .......................................................................... - 438 - 
4.3. Acceso a las declaraciones de actividades de los miembros del 
Congreso. Análisis de contenido: Unas declaraciones escasas y poco 
transparentes ......................................................................................... - 442 - 
4.3.1. Las declaraciones más ejemplares ........................................ - 449 - 
4.3.2. La incompatibilidad, la retribución y las actividades privadas no 
declaradas .......................................................................................... - 451 - 
4.4. Acceso a las declaraciones de patrimonio de los miembros del 
Congreso. Peripecia práctica y resultados. Una larga espera ................ - 455 - 
4.4.1. Un sorprendente avance. Declaraciones de bienes y rentas . - 456 - 
4.4.2. Reacciones en prensa ............................................................ - 462 - 
4.5. Acceso a las declaraciones de actividades y patrimonio de las 
Comunidades Autónomas. Las pioneras en transparencia .................... - 465 - 
4.5.1. Castilla la Mancha. Gobierno. Información pionera pero no 
digital - 466 - 
4.5.2. Castilla la Mancha. Parlamento. Información pionera y explícita.- 
467 - 
4.5.3. Andalucía. Gobierno. Información temprana pero algo escasa ...... - 
468 - 
4.5.4. Andalucía. Parlamento. Información accesible y relativamente 
detallada ............................................................................................. - 471 - 
4.5.5. Comunidad Valenciana. Gobierno, una excepción a la 
transparencia ..................................................................................... - 472 - 
- 8 - 
 
4.5.6. Comunidad Valenciana. Parlamento. Información suficiente - 475 
- 
4.5.7. Extremadura. Gobierno. ....................................................... - 476 - 
4.5.8. Extremadura. Parlamento. Un empeoramiento ostensible. . - 477 - 
4.6. El resto de comunidades autónomas ........................................... - 478 - 
4.6.1. País Vasco. Gobierno. Una decepcionante y atrasada respuesta ... - 
478 - 
4.6.2. País Vasco. Parlamento. Triste acceso.................................. - 481 - 
4.6.3. Navarra. Gobierno. Un buen ejemplo a imitar ..................... - 482 - 
4.6.4. Navarra. Parlamento. Una decepcionante situación ............ - 484 - 
4.6.5. Madrid. Gobierno. Ausencia de respuesta ............................ - 485 - 
4.6.6. Madrid. Parlamento. Una anacrónica y atrasadísima legislación . - 
486 - 
4.6.7. Aragón. Parlamento. Sólo actividades. ................................. - 488 - 
4.6.8. Castilla y León. Gobierno. Acceso digital a la declaración de 
bienes pero restringido a la de actividades......................................... - 490 - 
4.6.9. Cataluña. Gobierno. Sólo declaraciones de actividades ........ - 493 - 
4.6.10. Galicia. Gobierno. Sólo actividades. ..................................... - 495 - 
4.6.11. La Rioja. Gobierno. Escasa declaración de bienes pero aceptable 
declaración de actividades .................................................................. - 497 - 
4.6.12. Cantabria. Gobierno. Sólo declaración de actividades .......... - 498 - 
4.6.13. Asturias. Parlamento. Buena declaración de bienes ............ - 500 - 
4.6.14. Murcia. Parlamento. Declaración patrimonial excelente pero 
ausencia de las actividades ................................................................ - 501 - 
4.6.15. Canarias. Gobierno. Un atraso anacrónico. .......................... - 503 - 
4.6.16. Islas Baleares. Parlamento. Atraso legislativo compensado con un 
buen acceso real .................................................................................. - 505 - 
4.6.17. Los Municipios. Vélez-Málaga, ejemplo de transparencia. ... - 506 - 
4.7. Conclusiones del capítulo. La aplicación del periodismo de precisión 
como creador de valor añadido ............................................................... - 507 - 
4.7.1. Principales hallazgos respecto a miembros del Gobierno y 
diputados del Congreso ...................................................................... - 508 - 
4.7.2. Resultados destacados sobre asambleas autónomas y 
municipales: Las comunidades autónomas y los municipios, los más 
avanzados ........................................................................................... - 514 - 
Capítulo 5: El acceso a datos públicos en países de referencia: 
Estados Unidos y Países Bajos .............................................- 524 - 
5.1. Legislación general sobre acceso a la información de interés público 
en los Estados Unidos ............................................................................ - 524 - 
5.1.1. La FOIA ................................................................................ - 527 - 
5.1.1.1. Las nueve excepciones ............................................................................... - 531 - 
5.1.1.2. Las enmiendas de la FOIA. La administración electrónica y la ley de 
gobierno abierto ........................................................................................................... - 536 - 
5.1.1.3. La situación actual de la FOIA ................................................................. - 544 - 
- 9 - 
 
5.2. Legislación y acceso a datos de actividades y patrimonio de miembros 
del Ejecutivo y de la Cámara de Representantes estadounidense ......... - 546 - 
5.2.1. Las declaraciones de actividades y patrimonio de los miembros 
del Gobierno. La importancia de la Stock Act .................................... - 555 - 
5.2.2. Las declaraciones de actividades y patrimonio de los miembros de 
la Cámara de Representantes. Un ejemplo de transparencia en el acceso y 
el contenido......................................................................................... - 561 - 
5.3. Legislación general sobre acceso a la información de interés público 
en los Países Bajos ................................................................................. - 567 - 
5.3.1. La WOB ................................................................................ - 568 - 
5.4. Legislación y acceso a las declaraciones de actividades, patrimonio y 
retribuciones de los miembros del Gobierno de los Países Bajos ........... - 579 - 
5.4.1. La declaración de retribuciones de los miembros del Gabinete ..... - 
596 - 
5.5. Legislación y acceso a las declaraciones de la Cámara Baja ....... - 599 - 
5.6. Evaluación comparativa entre España, Estados Unidos y Países Bajos
 - 611 - 
Capítulo 6. Conclusiones ......................................................- 620 - 
6.1. Cumplimiento de objetivos .......................................................... - 620 - 
6.2. Cumplimiento de hipótesis .......................................................... - 623 - 
6.3. Cumplimiento de preguntas de investigación ............................. - 627 - 
Chapter 6. Conclusions .........................................................- 640 - 
6.1. Accomplishment of objectives ...................................................... - 640 - 
6.2. Accomplishment of hypothesis .................................................... - 643 - 
6.3. Accomplishment of investigative questions ................................. - 646 - 
Capítulo 7. Bibliografía ........................................................- 655 - 
Anexos en cd adjunto ............................................................- 712 - 
 
- 10 - 
 
I. Resumen en inglés. English abstract 
 
“La transparencia del patrimonio e intereses económicos 
de los miembros del Ejecutivo y Legislativo bajo el 
análisis del Periodismo de Precisión y de Datos. El caso 
español comparado con los estadounidense y holandés” 
I.I. Introduction 
 
The doctoral thesis developed is based on an analysis of the public 
access and journalistic investigation in Spain of the members of the 
Government, secretaries of State and the members of the Second Chamber 
of the Parliament’s declarations of assets and positions, in comparison with 
the legislative scenario in the equivalent organisms in the United States 
and the Netherlands. This study is done under the application of the 
precision/data journalism. 
It is divided in five central parts, considering the introduction as the 
first one: 
The second one is the theoretic context. The first section is dedicated 
to the precision/data journalism, as a modality linked to quantitative 
analysis of statistics and data bases as well as the qualitative but 
systematic analysis of social regularized phenomenon. In the second section, 
I deal with the role given in democratic theory to the concept of information 
transparency of public interest matters and the role of journalism as a 
citizen instrument to control public management. 
The third part compiles the Spanish general legislation on access to 
information under the control of public powers as well as the legislation on 
access to assets and positions data from the executive and legislative power.  
The fourth part is dedicated to the compilation of the assets and 
activities’ declarations made public by the different executive and legislative 
Spanish powers and its autonomous communities, checking the access that 
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anyone interested may exercise. I see the requirements to obtain the 
information and I put the documentation to an analysis socio-statistic 
quantitative of distribution of data according to several sociodemographic or 
political categories. I also value the degree of informative transparency 
obtained and the feasible insufficiencies. 
The fifth part comprises a description of the existing legislation and 
the characteristics of the current access to public information in United 
States and the Netherlands and especially the public diffusion of the 
Executive Power and the Second Chamber’s data of assets and activities. 
The culmination of this chapter consists of a comparison between the level 
of real transparency within the three countries and the opportunities for the 
exercise of precision/data journalism.  
I.II. Objectives and results 
 
My investigation aims to do contributions from a theoretic and 
practical point of view. 
Theoretic:  Inquiring how the contemporary democratic theory is more 
and more linked to the concept of informative transparency of public powers 
data and how this has evolved in the development of informative 
transparency and access to public data laws in an increasing number of 
countries. Besides, observing the big possibilities that citizen knowledge of 
public Administration management implies through a journalistic 
investigation applying statistical analysis tools and social sciences methods.  
Theoretic-Practical: Monitoring the different legal changes introduced 
in Spain during last months of 2009, 2010 and 2011, and studying the level 
of transparency and access to public data by comparison with that of United 
States or the Netherlands. 
Practical: Elaborate a statistical study of the top members of the 
Government’s and representatives of the Spanish Congress’ declarations of 
assets and economic interests. This part gathers univariable and bivariable 
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studies done through data crossing compiled in charts and tables, as well as 
other methods as the analysis of the correlation between sociodemographic 
variables and the politicians’ assets and economic or conflict of interest 
activities of both powers. 
Theoretic-Practical evaluation: Highlighting the possibilities and 
limitations that new laws offer in matter of public access to public posts’ 
personal data, as well as the contribution of precision journalism in the 
implementation of journalistic investigation. 
The combination of the wide revision and the theoretic discussion as 
well as the original fieldwork has achieved to reach all the objectives fixed 
at the beginning of this investigation, as well as corroborate the majority of 
the hypothesis and answer to the investigative questions (not compiled 
here). Next section will dedicate to the explanation of these points, 




As I have just mentioned, the revision, the theoretic discussion and 
fieldwork done have reached the objectives fixed. 
Therefore, as for the first theoretic objective fixed, the strong relation 
between the contemporary democracy and the transparency of public data 
has been proved. The importance of this union has led to the progressive 
approval of transparency laws in the studied countries, like the pioneer 
FOIA of 1966 in United States or the WOB of 1991 in the Netherlands. 
Spain has evolved with delay, being the last country of the European Union 
with more than one million inhabitants without a transparency law. 
However, the process of progressive approval of transparency laws in some 
pioneer autonomous communities such as Galicia or Navarra culminated in 
the approval in 2013 of the Transparency Law, Access to Public Documents 
and Good Government. Besides, this study has highlighted the important 
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role of the journalistic investigation based on the application of the 
statistical analysis and data crossing and the huge possibilities that implies 
for the citizen watchdogging of the public administration management. 
As for the theoretic-practical objective, a complete monitoring of the 
legislative scenario of access to general information and data protection 
laws has been done. Besides, a specific monitoring of the different legislative 
changes related to assets, activities and, to a lesser extent, retributions, 
progressively introduced from year 1995 in Spain and, specifically, since the 
relevant changes put into practice in 2009. This monitoring has been 
completed with the comparative study of the generic legislation on access to 
information and the specific one on access to activities and assets 
declarations of the equivalent posts in United States and the Netherlands.  
As for the practical objective, a statistical study of the top members of 
the Government and representatives of the Congress’ assets and interests 
declarations has been elaborated. It covered its aims, compiling: univariable 
studies, such as the average and the median active and passive by sex and 
post; bivariable studies, as the data crossing of active and passive by sex 
and post; correlation studies, as the chart type x-y (scatter) and the linear 
regression or the box-plot, for the correlation between the post and the 
active and passive; and economic studies, as the distance to bankruptcy 
rate.  
Dealing with the theoretic-practical evaluation, the law 5/2006 and its 
regulation in 2009 limited to a “comprehensive declaration” of Executive 
Power’ assets omitting the data referring to location. With respect to data 
transparency law passed in 2013, it is remarkable the inclusion of “the rest 
of the top members” between the subjects whose declarations of assets will 
be published in the BOE1 (Spanish Official Bulletin). Moreover, it 
establishes the publication of the resolutions of authorization or 
compatibility of the activities of all the public posts and those authorizing 
the exercise of a private activity after the cease of the top members. 
                                                
1
 Spanish Official Bulletin 
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However, the assets declarations will continue to be “comprehensive” and 
the declarations of activities will continue subject to written petition.  
So we can observe that ameliorations are focused on the content of the 
law but not in the access, that could be improved by making the activities 
publicly digitally available. 
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Capítulo 1. Introducción 
 
1.1. Presentación  
 
La Tesis doctoral desarrollada a continuación consiste en un análisis 
de las posibilidades de acceso público e investigación periodística sobre las 
declaraciones patrimoniales y de actividades de los integrantes del 
Gobierno, secretarios de Estado y diputados del Congreso de España, en 
comparación con el marco de transparencia legal existente respecto al 
mismo tipo de información de los organismos equivalentes de EEUU y 
Países Bajos. Dicho estudio se realiza bajo la perspectiva de la aplicación del 
periodismo de precisión/periodismo de datos a la investigación periodística 
sobre actividades de los poderes públicos. Por ello, mediante el tratamiento 
específico con estrategias y técnicas de periodismo de precisión/datos de una 
selección de las citadas declaraciones de altos cargos y diputados españoles 
se trata de poner de manifiesto el rendimiento superior de dicha 
especialidad periodística, frente al periodismo convencional, cuando la 
legislación de acceso a datos institucionales en un país permite un grado 
suficiente de transparencia.  
 Su enfoque se basa en el principio de la transparencia informativa de 
datos de interés público sobre la realidad social como pilar de la democracia, 
partiendo del acceso libre a toda información en manos de los funcionarios y 
cargos políticos que pueda afectar al ejercicio responsable de los derechos 
ciudadanos. Este mismo motivo constituye la base del trabajo de 
investigación del periodismo en general y, de forma también genérica, 
alienta la tradición de su función de perro guardián de las instituciones y los 
actores políticos que, mediante procedimientos más específicos, pretende 
potenciar el periodismo de precisión. 
La posibilidad de efectuar un control social sobre datos económicos o 
actividades de incidencia pública de los ciudadanos por medio de cualquier 
procedimiento de observación se ha considerado habitualmente por ciertas 
corrientes intelectuales y de interpretación jurídica como una intromisión 
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totalitaria en la privacidad o intimidad de las personas. Sin embargo, es 
precisamente la puesta en público de los asuntos que afectan al conjunto de 
la comunidad lo que permite que las personas gocen de más conocimiento de 
los derechos individuales y las responsabilidades colectivas y, por tanto, de 
más libertad.  
Concretamente en España, la situación ha respondido 
tradicionalmente en este terreno de manera prioritaria a la aplicación de un 
proteccionismo unidireccional y descompensado, en el que los datos de los 
ciudadanos sean bien conocidos por el Estado o empresas privadas, mientras 
que cuestiones de interés público, como el uso dado por la Administración a 
esos datos y la propia actividad de los representantes públicos, no puedan 
ser fiscalizadas. 
Frente a esto, los defensores de la privacidad y la intimidad 
denuncian que muchos datos de carácter personal de los sujetos privados 
circulan entre empresas y por Internet sin control y argumentan la 
necesidad de la privacidad de cualquier dato de identificación personal.  
Sin embargo, en este punto es preciso pararse a distinguir cuándo 
ciertos datos sobre personas y sus actividades constituyen en realidad un 
asunto de incumbencia pública, como es el caso de los informes financieros y 
de actividades económicas o de conflicto de intereses de los políticos, y 
cuándo ciertas informaciones de interés particular o privado están 
circulando a través de cauces abiertos pero requerirían algún tipo de 
protección. 
En este sentido la legislación española es restrictiva, con tendencia a 
la prevalencia del secreto administrativo frente a la publicidad. Esto se 
plasma en el hecho de que el artículo 105 de nuestra Constitución, que 
regula el “acceso de los ciudadanos a los archivos y registros 
administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, 
la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas” quede fuera del 
bloque de los derechos fundamentales, lo que ha facilitado que la legislación 
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hasta ahora dominante haya considerado el acceso a los documentos 
administrativos en inferioridad al de la privacidad e intimidad genéricas. 
Precisamente por eso, algunos juristas plantean la importancia de vincular 
también este derecho de acceso a la información de titularidad pública con el 
derecho a la información en sentido general, reconocido también como 
fundamental. Prueba de ese desequilibrio es la inexistencia en España hasta 
diciembre de 2013 de una ley que regule de manera proactiva el acceso a la 
información archivada por las administraciones y organismos públicos, a lo 
que se une el mantenimiento de leyes muy restrictivas como la vigente Ley 
Orgánica de Protección de Datos de Carácter Personal y la Ley de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.  
El buen entendimiento del concepto de interés público (información 
objetivamente importante para el funcionamiento de la sociedad), frente al 
interés general (simple agregado de curiosidades particulares coincidentes), 
nos llevaría a comprender la necesidad de proteger datos íntimos y al mismo 
tiempo dar publicidad a otros asuntos que identifican comportamientos 
individuales de responsabilidad y trascendencia pública, como los ingresos 
económicos de los políticos. 
Por otra parte, las nuevas herramientas que reivindica el periodismo 
de precisión, como son los métodos sociológicos, la estadística y el rastreo de 
datos informatizados, suponen una eficaz manera de acceder a estas 
informaciones. El empleo por los periodistas de los instrumentos de trabajo 
de los sociólogos ya sean cualitativos (observaciones etnográficas 
sistematizadas de situaciones y comportamientos, análisis mediante 
entrevistas en profundidad o grupos de discusión…) o cuantitativos 
(estudios relacionales de variables y cruces de datos, sondeos o encuestas, 
análisis de contenido…) permiten la superación de las herramientas 
convencionales del periodismo que, a menudo, no pasan de la mera 
reproducción de los datos que algunas fuentes interesadas filtran o 
manifiestan de manera informal e incompleta. En general, la incorporación 
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de los métodos sociológicos al periodismo, tal y como hace el periodismo de 
precisión/datos, supone una apuesta por una sistematización exhaustiva y 
una comprensión más profunda de los datos.  
La realización de estos análisis mediante métodos o técnicas 
sociológicas pasa por la aplicación de la estadística, que permite al 
profesional combinar interesantes datos formales con el sistema clásico de 
investigación periodística. Dota, además, de un mayor rigor al periodismo y 
lo configura como el intermediario necesario entre el riguroso lenguaje de los 
estadísticos y la baja especialización del ciudadano medio para encontrar así 
una adecuada y comprensible manera de contar una historia en un medio de 
comunicación. 
El periodismo asistido por ordenador o Computer Assisted Reporting 
(CAR) es una de las variantes en las que se apoya esta especialidad. La 
informática es, de hecho, una herramienta imprescindible que, bien 
manejada, permite realizar rastreos de bases de datos, análisis, 
compilaciones y estudio de datos, así como otras funciones como cruces de 
datos, tablas analíticas, etc., facilitada hoy día por la existencia de 
programas de procesamiento de datos con los que se pueden realizar 
operaciones programadas. 
Parece pues, especialmente oportuno, poner en práctica todas estas 
herramientas en la consecución del objetivo que aquí se persigue, el 
conocimiento de la situación económica y patrimonial de los representantes 
públicos, antes de acceder a sus cargos y durante o con posterioridad al 
abandono de los mismos, tal y como se abordará en esta tesis.  
De este modo, y tras la exposición del potencial y desarrollo del 
periodismo de precisión/datos como especialidad internacionalmente 
consolidada y la obtención de conclusiones en torno a la evidente 
insuficiencia de transparencia de la información de titularidad pública en 
España, la investigación abordada implica un estudio del caso español 
(tanto en su configuración estatal como de todas las comunidades 
- 19 - 
 
autónomas) y muestra comparativamente el nivel de acceso que este tipo de 
datos presenta en la actualidad en las democracias estadounidense y 
holandesa, por ser tenidas como referencia para la regulación en materia 
administrativa de muchos otros países democráticos. 
El objeto formal de estudio de mi trabajo es, por tanto, el cotejo de las 
diferentes publicaciones del patrimonio y actividades de los poderes 
Ejecutivo y Legislativo de estos países, en términos de: 
a) cuál es el marco legislativo de regulación de acceso a estos datos,  
b) qué estructura y contenidos son de carácter público y accesible para 
los ciudadanos, en comparación con las lagunas o insuficiencias 
informativas de la documentación disponible,  
c) qué resultados cuantitativos se observan del análisis socio 
estadístico de dichos datos, en el caso español. 
El objeto material o de fondo engloba la descripción y evaluación de la 
situación de transparencia y acceso público a los referidos datos en los tres 
países comparados y sus consecuencias para el conocimiento ciudadano 
mediante la práctica de la investigación periodística conforme a la aplicación 
de la especialidad del periodismo de precisión, en términos de: 
a) qué resultados positivos para el autogobierno ciudadano genera la 
difusión pública de datos de los políticos con cargo institucional y  
b) qué papel puede jugar la especialidad del periodismo de 
precisión/datos en la explotación informativa de estas fuentes. 
El presente estudio es de tipo teórico-práctico y su desarrollo consta 
de cinco partes, considerando esta introducción como la primera de ellas:  
- La segunda presenta el marco teórico, dividido a su vez en dos 
apartados: el primero, de mayor peso, dedicado a los principios del 
periodismo de precisión/datos, como modalidad vinculada al análisis 
cuantitativo de estadísticas y bases de datos y también al análisis 
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cualitativo, pero sistemático, de fenómenos sociales formalizados. Incluyo 
aquí algunos ejemplos de malas prácticas localizadas en la prensa actual, 
resultado de la falta de aplicación rigurosa de este tipo de periodismo. 
En el segundo, de menor envergadura, trato el papel adjudicado en la 
teoría democrática al concepto de transparencia informativa de los asuntos 
de interés público y/o general y la propia noción de interés público 
informativo. Asimismo abordo aquí el papel atribuido al periodismo en las 
sociedades democráticas como instrumento cotidiano para el acceso práctico 
de los ciudadanos al seguimiento de la gestión pública y, en particular, a la 
importancia y los límites del acceso a los datos personales de los políticos 
con representación institucional, en cuanto pudiera afectar al control 
legítimo por los gobernados de las actividades de los gobernantes.  
- La tercera parte comprende la legislación general española de acceso 
a la información obrante en poder de los organismos públicos, así como la 
legislación concreta de acceso a datos de patrimonio y actividades de los 
miembros de los poderes Ejecutivo y Legislativo que nos ocupa.  
- La cuarta parte, de enfoque práctico, está dedicada a la recopilación 
de las declaraciones de patrimonio y/o actividades hechas públicas por los 
diferentes poderes Ejecutivo y Legislativo de España y sus comunidades 
autónomas, en una investigación de campo sobre el acceso a dichas 
declaraciones que un informador o ciudadano interesado puede ejercer. 
Contemplo, por tanto, los requisitos exigidos a la hora de obtener la 
documentación solicitada y someto la documentación así lograda a un 
análisis socio estadístico cuantitativo de distribución de los datos según 
diversas categorías sociodemográficas o políticas. Evalúo además, el grado 
de transparencia informativa logrado y las posibles insuficiencias. 
- La quinta parte comprende una descripción de la legislación 
existente y las características concretas que presenta actualmente en 
Estados Unidos y Países Bajos el acceso a la información de titularidad 
pública y concretamente a la difusión pública de datos de bienes y 
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actividades del Poder Ejecutivo y la Cámara de Representantes. El colofón 
de este capítulo consiste en una comparación entre el nivel de transparencia 
real sobre actividades, intereses y patrimonio de altos cargos y diputados 
que ofrecen los tres países, y las oportunidades que cada uno de ellos 
proporciona para el ejercicio del periodismo de precisión/datos en la 
mencionada materia. Dicha comparación se ha limitado al estudio de la 
legislación, condiciones concretas de acceso y, de modo genérico, al 
contenido, ya que una comparación de datos superaría con creces los límites 
razonables marcados. No obstante, tal comparación directa de datos sería un 
objetivo para seguir trabajando en el futuro, una vez resuelta esta primera 
investigación. 
- El trabajo se cierra con una sexta parte de conclusiones, en la que 
realizo una comparación de la situación de acceso a datos de cargos públicos 





La elección de este tema como objeto de mi Tesis Doctoral se basó, 
como punto de partida, en la publicación oficial por primera vez en España 
en 2009, de las declaraciones de patrimonio y actividades de los poderes 
Ejecutivo y Legislativo, hecho que alteraba el panorama que existía hasta el 
momento en el acceso a datos personales de representantes y cargos 
institucionales.  
Asimismo, los diferentes Gobiernos de España barajaron a lo largo de 
la legislatura 2008-2012 diversos borradores para la aprobación de un ley de 
transparencia, iniciativa cuya aprobación parlamentaria se produjo 
finalmente en diciembre de 2013. Así, a la espera de que España dejara de 
ser el único país de la Unión Europa con población superior al millón de 
habitantes que carecía de una ley de este tipo, los movimientos 
institucionales al respecto y el tímido debate periodístico iniciado sobre el 
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particular alentaban la posibilidad de un cambio del marco jurídico con las 
consecuencias que el mismo podría suponer para el trabajo periodístico. 
Todo lo cual hacía especialmente oportuna una investigación doctoral sobre 
el desarrollo de la transparencia democrática de los archivos 
gubernamentales y el papel que podía jugar en ello el periodismo de 
investigación, que aplicara nuevas estrategias y herramientas de análisis de 
acuerdo con la especialidad denominada periodismo de precisión/datos.  
En segundo lugar, la importancia de un estudio comparado sobre la 
evolución en materia de secretismo de los asuntos del Estado español, 
respecto de los estadounidense y holandés, resulta de gran importancia para 
mostrar los beneficios que los avances en transparencia de datos públicos 
pueden implicar para la calidad de nuestra democracia.   
En tercer lugar, la puesta en conocimiento de los ciudadanos de las 
cifras reales de las cuentas e intereses económicos de los miembros de los 
poderes públicos, con los conflictos de compatibilidad que pudieran aflorar, 
constituye una ilustración sobre la utilidad que el desarrollo de la 
especialidad profesional del periodismo de precisión/datos puede aportar a la 




Mi investigación pretende hacer aportaciones desde el punto de vista 
teórico y práctico. 
 Teórico: Indagar cómo la teoría democrática contemporánea 
aparece cada vez más ligada al concepto de transparencia 
informativa de los datos o asuntos que gestionan los poderes 
públicos y cómo esa vinculación se ha ido plasmando en el 
desarrollo de leyes de transparencia informativa y acceso a 
datos públicos en un creciente número de países. Observar 
además, las grandes posibilidades que supone el  conocimiento 
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ciudadano de la gestión de la Administración a través de la 
investigación periodística que aplica herramientas de análisis 
estadístico y cruce informático de datos inspiradas en las 
ciencias sociales. 
 Teórico-Práctico: Realizar un seguimiento de los diferentes 
cambios legislativos que se han introducido en España a partir 
de los últimos meses de 2009, el año 2010 y el 2011, y estudiar 
el acceso en nuestro país a datos públicos en comparación con el 
establecido en Estados Unidos o Países Bajos. Evaluar el grado 
de transparencia y acceso posibles en España y ver cómo 
repercute en el tipo y calidad de la democracia. 
 Práctico: Elaborar un estudio estadístico de los datos obtenidos 
en una recopilación específica de declaraciones de patrimonio e 
intereses económicos de altos cargos del Gobierno y diputados 
del Congreso de España. Dicho apartado engloba estudios 
univariables y bivariables realizados por medio del cruce de 
datos recopilados en tablas y cuadros, así como otros métodos 
como el análisis de la correlación entre variables 
sociodemográficas y los mencionados patrimonios y actividades 
económicas o de conflicto de intereses de los políticos de ambos 
poderes. 
 De evaluación teórico-práctica: Resaltar las posibilidades y 
limitaciones que abren las nuevas reglamentaciones sobre 
acceso público a datos personales de cargos públicos, así como 
la potencialidad que el periodismo de precisión aporta en el 
incremento de la investigación periodística.  
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1.4. Hipótesis y preguntas de investigación 
 
Las hipótesis generales que someteré a análisis en este trabajo serán 
las siguientes: 
H1: El periodismo de precisión/datos es una especialidad innovadora 
que, en comparación con el periodismo convencional, permite un análisis 
más sistemático,  seguro y revelador de los datos sobre los cargos políticos. 
H2: El periodismo de precisión/datos requiere para su desarrollo un 
contexto legal muy aperturista en materia de transparencia informativa así 
como un entorno de facilitación práctica del acceso a datos obrantes en poder 
de los organismos públicos. 
H3: La transparencia de los datos oficiales sobre patrimonio y 
conflicto de intereses de los altos cargos constituye en las democracias 
contemporáneas un pilar fundamental de la responsabilidad de los 
representantes públicos ante los ciudadanos y la fiscalización de dicha 
información por los periodistas produce una de las más eficaces formas de 
ejercicio de dicho control. 
H4: El escenario tanto en términos legales como de acceso real y 
transparencia a los datos en Estados Unidos y Países Bajos es mucho más 
aperturista que en España, donde las medidas adoptadas por los últimos 
gobiernos no han supuesto la transparencia esperada tanto a nivel formal 
como de contenido.  
H5: La escasa transparencia facilitada en las declaraciones de 
patrimonio, actividades e intereses de los poderes Ejecutivo y Legislativo 
españoles permite, no obstante, obtener una visión sintética de alto valor 
para el control ciudadano o fiscalización democrática de los representantes y 
cargos públicos cuando, a diferencia del periodismo convencional, se utiliza 
el periodismo de precisión para la indagación y tratamiento de ese tipo de 
datos. 
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De manera complementaria a dichas hipótesis, el trabajo pretende 
responder a las siguientes preguntas de investigación: 
- De carácter general: 
¿Qué cambios introduce la promulgación de estas leyes y reglamentos 
en la democracia española en comparación con las democracias sometidas a 
contraste? 
¿Qué carencias presentan estas medidas españolas en su detalle y 
aplicación, desde el punto de vista de una transparencia democrática acorde 
con los principios contemporáneos de fiscalización y control de los 
representantes políticos ante el ilegítimo aprovechamiento privado de sus 
competencias públicas? 
- De carácter específico:  
¿Hasta qué punto la publicación de cuentas afecta por igual a los 
miembros del Gobierno, la Administración y el Poder Legislativo de los 
diferentes países considerados, de acuerdo con la aplicación general de las 
leyes de incompatibilidades en el ejercicio de altos cargos? 
¿Qué diferencias existen en la regulación de la publicación de 
declaraciones de patrimonio e intereses económicos de los diversos gobiernos 
y las asambleas legislativas de comunidades autónomas en España? 
 ¿Qué reacciones se han observado en los medios periodísticos 
españoles en torno a las posibilidades de información pública sobre dichas 
declaraciones de patrimonio e intereses? 
¿Qué aspectos resultan más sobresalientes o con mayor relevancia 
noticiosa en los resultados del análisis de datos específicamente desarrollado 
para la parte empírica de esta tesis? ¿Han aflorado mediante esta aplicación 
del periodismo de precisión algunas irregularidades o circunstancias de 
interés público que pasaban desapercibidas sin la utilización de esta 
estrategia de investigación periodística? 
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¿En qué medida la incorporación al acceso público de estas 
declaraciones puede contribuir al aumento de ejercicio del periodismo de 
precisión en España, EEUU y Países Bajos? 
1.5. Metodología empleada2 
 
El método de análisis, desde el punto de vista de los grandes 
procedimientos sustantivos, ha sido en primer lugar lógico-deductivo: 
Mediante la revisión de un corpus teórico sobre transparencia democrática, 
papel del periodismo en la fiscalización y control de los asuntos públicos y 
vinculación entre legislación progresiva de acceso a la información generada 
por la Administración y las herramientas periodísticas de análisis 
socioestadístico, he determinado el tipo de condiciones que debieran darse 
para el cumplimiento eficaz del papel de “perro guardián” de los poderes 
públicos por parte del periodismo, en el contexto de las actuales 
posibilidades tecnológicas y normativas de la sociedad de la información. He 
aplicado asimismo este enfoque en la exposición de los principios, evolución, 
logros más sobresalientes y circunstancias contextuales de la especialidad 
del periodismo de precisión/datos, como perspectiva de cobertura 
periodística fundamental para la obtención de los objetivos de divulgación 
informativa de interés público antes mencionados. 
En segundo lugar, he aplicado el método descriptivo para la 
enumeración y detalle de los corpus normativos estudiados y, finalmente, he 
aplicado un enfoque de tipo inductivo-deductivo respecto al aspecto 
siguiente: a partir de las diferentes leyes y reglamentos recopilados y 
estudiados he establecido conclusiones, que he verificado posteriormente con 
la realización de la parte práctica. 
Desde el punto de vista de las técnicas de investigación, el 
procedimiento seguido ha consistido, en primer lugar, en un análisis 
cualitativo de los diferentes textos legislativos españoles y, en menor 
                                                
2 Para la referencia a los métodos y técnicas de investigación aplicados he tenido en cuenta 
los conceptos y criterios señalados por: HERNÁNDEZ SAMPIERI, R. et al. (ed. 2007); 
KING, G. et al. (ed. 2005); HEPP, O. (ed. 1996); y BELTRÁN, M. (ed. 2006). 
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medida, estadounidenses y holandeses, estudiados en su idioma original, así 
como su correspondiente traducción por la autora.3 En segundo lugar, un 
tratamiento sistemático de los contenidos de las bases de datos primarias 
recogidas en los medios oficiales de notificación de los poderes Ejecutivo y 
Legislativo (BOE y webs institucionales de los organismos correspondientes 
de los países y comunidades autónomas estudiadas) y una petición por 
escrito de consulta a los diferentes organismos cuyos datos no estaban 
presentes en bases de datos digitalizadas. En tercer lugar, una recopilación 
de los datos en tablas para un estudio más profundo y un posterior análisis 
de contenido cuantitativo de los mismos. Tras esto y en cuarto lugar, un 
análisis cualitativo de síntesis de una selección de informaciones 
periodísticas relativas a la aprobación de dichas leyes y medidas.  
Una parte de estos análisis utiliza además, la variante interna del 
periodismo de precisión calificada de periodismo de rastreo informático de 
datos, cuya denominación más habitual en algunos ámbitos profesionales, 
como en Estados Unidos, es la de periodismo asistido por ordenador (CAR), 
fundamental a la hora de realizar el tratamiento y cruce de datos para la 
descripción y distribución de los resultados publicados en las referidas 
divulgaciones de patrimonio y actividad económica.   
1.6. Fuentes 
 
Las fuentes primarias para las descripciones legislativas y análisis 
estadísticos y hemerográficos mencionadas en el epígrafe anterior han sido 
las siguientes: Para la recopilación de las leyes y artículos he empleado la 
Hemeroteca digital de la U.C.M así como otras bases de datos. Por su parte, 
para la recopilación de las declaraciones de bienes y actividades, en el caso 
de España, he empleado la información contenida en el BOE y en la Oficina 
de Intereses (mediante petición por escrito), así como los recursos y bases de 
datos accesibles a través de la página web oficial del Congreso. Para el caso 
                                                
3 En el caso de la legislación de los Países Bajos, éstos se presentan en la bibliografía en su 
idioma original estudiado, a excepción de los casos en los que se ha podido encontrar un 
documento alternativo en inglés, para el que se incluye el acceso digital 
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de Estados Unidos, he utilizado las bases de datos disponibles en la página 
oficial del Gobierno de los Estados Unidos así como en la Oficina de la Casa 
de Representantes. Para los Países Bajos, he empleado las cartas remitidas 
por el Gobierno a la Cámara de Representantes así como la información 
publicada en la página web de esta última. 
Respecto a las fuentes secundarias, he procurado reunir una 
bibliografía suficiente y de máximo rigor, de amplia referencia 
internacional. Los campos temáticos de esa bibliografía, utilizada en el 
establecimiento del marco teórico de la tesis, integran el papel de 
fiscalización pública del periodismo con la importancia de la transparencia 
informativa en el desarrollo contemporáneo de la teoría democrática. 
Asimismo se incluye la bibliografía más exhaustiva disponible para la 
exposición del enfoque del periodismo de precisión, su papel de renovación 
del periodismo de investigación tradicional, puesto al servicio del más eficaz 
análisis de recopilación masiva de datos de interés público, y la aplicación 
más pertinente de sus técnicas en el estudio empírico concretamente 
desarrollado. 
Las perspectivas académicas a las que pertenece el conjunto 
bibliográfico interdisciplinariamente integrado son la teoría política de la 
democracia, la teoría de la opinión pública vinculada a la comunicación 
política, el derecho constitucional y administrativo de y a la información, la 
teoría del periodismo, y el periodismo de precisión/datos. 
 
 - 29 - 
 
 




The doctoral thesis developed is based on an analysis of the public access and 
journalistic investigation in Spain about the members of the Government, secretaries 
of State and the members of the Second Chamber of the Parliament’s declarations of 
assets and positions, in comparison with the legislative scenario in the equivalent 
organisms in the United States and the Netherlands. This study is done under the 
application of the precision/data journalism to the journalistic investigation about 
public powers’ activities.  
The specific treatment with strategies and techniques of precision/data 
journalism of a selection of the declarations of the top members and members of the 
Second Chamber of the Parliament aims to prove the high capacity of this speciality, 
by comparison with the conventional journalism, when the legislation of data access in 
a country allows a sufficient level of transparency.  
This investigation is based on the principle of informative transparency of 
public interest data about the social reality as a basis of the democracy, starting from 
the free access to all the information held by the civil servants and public posts that 
may affect the responsible exercise of citizens’ rights. This same reason constitutes the 
basis of the investigative work of the journalism in general and, in a generic way, its 
traditional role of watchdog of the institutions and public actors that, through more 
specific procedures, aims to foster the precision journalism. 
The possibility of carrying out a social control over citizens’ economic data or 
public interest activities through any procedure of observation has been very often 
considered by some intellectual and legislative movements as a totalitarian 
intromission in people’s privacy/intimacy. However, is that publicity to the matters 
affecting the whole of the community what allows people have more knowledge of 
individual rights and collective responsibilities and, consequently, more freedom.  
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With regard to Spain, the situation has primarily answered in this field to the 
application of a unidirectional and unbalanced protectionism, where the citizens’ data 
are well known by the State or private companies, while public interest questions, as 
the use of those data by the Administration and the public representatives’ activity 
cannot be supervised. 
At this respect, the privacy and intimacy defenders report that many personal 
data of private subjects go round within enterprises and by Internet without any 
control and defend the necessity of privacy of any personal identification data. 
However, it is necessary to stop at this point and distinguish when some data 
about people and their activities really constitute a matter of public concern as it is 
the case of the politicians’ financial reports, economic positions or conflicts of interest, 
and when private interest information is going round through this open channels but 
would require of some protection. 
Spanish legislation is restrictive in this aspect and tends to give prevalence to 
administrative secrecy against publicity. That is embodied in the article 105 of the 
Constitution that regulates “The access of citizens to administrative files and records, 
except to the extent that they may concern the State’s security and defence, the 
investigation of crimes and people’ privacy”, However, it stays out of the fundamental 
rights block, what has made easier that the legislation prevalent until now has 
considered the access to administrative documents in inferiority to generic privacy and 
intimacy. For that very reason, some jurists raise the importance of bind this right of 
access to public information with the right to information in a general sense, 
recognised also as a fundamental one. A proof of this unbalance is the inexistence in 
Spain until December 2013 of a law that regulates in a proactive way the access to 
archived information by the administrations and public bodies. Besides, the 
maintenance of very restrictive laws as the current Organic Law on the Protection of 
Personal Data and the Juridical Regime of Public Administrations and Common 
Administrative Procedure Law. 
The good understanding of the concept of public interest (objectively important 
information for the society functioning), against general interest (aggregation of 
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particular and coincident curiosities) would lead us to understand the necessity to 
protect intimate data and at the same time give publicity to other matters that 
identify individual behaviours of responsibility and public transcendent as the 
politicians’ economic incomes. 
On the other hand, the new tools that demand the precision journalism, as the 
sociologic methods, the statistics and the informatics data tracking suppose an efficacy 
manner to access to this information. The employment by the journalist of the working 
tools of sociologists whether they are qualitative (ethnographic observations of 
situations and behaviours, analysis through deep interviews and discussion groups…) 
or quantitative (related studies of variables and data crossing, polls or opinion polls, 
analysis of contents) allow the overcoming of the conventional tools of the journalist 
that, often, are only the very reproduction of data that some interested sources filter 
or manifest in an informal and incomplete manner. In general, the incorporation of the 
sociologic methods to journalism, as it does the precision/data journalism, supposes a 
commitment for an exhaustive systematization and a deeper comprehension of data. 
The development of these analyses through sociologic methods or techniques 
requires the application of statistics. It allows the professional to combine interesting 
formal data with the classic system of investigative journalism. It also provides the 
journalism with a bigger rigour and configures it as the necessary intermediate 
between the rigorous language of the statistics and the low specialization of the 
average citizen so as to find an appropriate and comprehensible manner to tell a story 
in a communication media.  
The Computer Assisted Reporting (CAR) is one of the alternatives in which this 
speciality rests. Informatics is, actually, an indispensable tool that allows doing 
databases tracking, analysis, compilations and data studies, as well as other functions 
as data crossing, analytic tables, etc. They all are easier nowadays thanks to the 
existence of programs of data processing with which programmed operations can be 
done. 
It seems especially convenient putting into practice all these tools in the 
consecution of the aim pursued here, the knowledge of the public representatives’ 
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economic and financial situation, before their access to the posts and during or after 
their leave. That is what will be handled in this thesis. 
This way, the potential and development of precision journalism as an 
international consolidated speciality is exposed and conclusions about the evident 
insufficiency of transparency existing in Spain are obtained. Therefore, this 
investigation implies a study of the Spanish context (at state level and in all the 
autonomous communities) showing the comparative level of access of this type of data 
in the United States and Dutch democracies nowadays, taken as a reference to the 
regulation in administrative matter for many other democratic countries.  
Consequently, my work’s formal objet of study is the comparison between the 
different publications of the assets and activities of the executive and legislative 
powers of these countries, in terms of: 
a) Which is the legal context of access to these data 
b) What structure and contents are of public condition and accessible to all 
citizens in comparison with the gaps or informative insufficiencies of the 
available information 
c) Which quantitative results may be observed from the analysis socio 
statistic of these data in the Spanish context 
The material object implies the description and evaluation of the situation of 
transparency and public access to the above-mentioned data in the three countries 
compared and the consequences for citizen knowledge through the practice of the 
journalistic investigation according to the application of the speciality of precision 
journalism, in terms of: 
 
a) Which positive results for the citizen auto government implies the public 
diffusion of data from the politician with an institutional post 
b) Which role may play the speciality of precision/data journalism in the 
informative exploitation of these sources    
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 This study is theoretic-practice and is developed in five central parts, 
considering this introduction as the first one: 
 The second one is the theoretic context, divided in two sections: the first 
one, of bigger importance, is dedicated to the notions of precision/data journalism, 
as a modality linked to quantitative analysis of statistics and data bases as well as 
the qualitative but systematic analysis of social regularized phenomenon. I also 
include here some examples of bad practices located in the current press, as a 
result of the lack of rigorous application of this type of journalism. In the second 
section, of less magnitude, I deal with the role given in democratic theory to the 
concept of information transparency of public interest matters and the notion of 
informative public interest. I also tackle here the role given to journalism in 
democratic societies as a daily instrument for the citizens to control the public 
management and, particularly, the importance and limits of access to the 
politicians with institutional representation’s personal data, as long as it could 
affect the control by the governed to the governors’ activities.  
 The third part compiles the Spanish general legislation on access to 
information under the control of public powers as well as the legislation on access 
to assets and positions’ data from the members of the executive and legislative 
power.  
 The fourth part has a practice approach and is dedicated to the 
compilation of the assets and activities’ declarations made public by the different 
executive and legislative Spanish powers and its autonomous communities, in an 
investigation about the access to those declarations that anyone interested, 
whether a journalist or a citizen, may exercise. Consequently, I see the 
requirements to obtain the information and I put the documentation to an analysis 
socio-statistic quantitative of distribution of data according to several 
sociodemographic or political categories. I also value the degree of informative 
transparency obtained and the feasible insufficiencies. 
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 The fifth part comprises a description of the existing legislation and the 
characteristics of the current access to public information in United States and the 
Netherlands and especially the public diffusion of the Executive Power and the 
Second Chamber’s data of assets and activities. The culmination of this chapter 
consists of a comparison between the level of real transparency about activities, 
interests and assets of members of Government and the Second Chamber within 
the three countries and the opportunities for the exercise of precision journalism 
and data journalism in the above-mentioned matter. That comparison is restricted 
to the legislation and conditions of access since a data comparison would overcome 
the limits established. However, that direct data comparison would be an objective 
to continue working in the future, once this first investigation is solved.  
 The work finishes with a sixth chapter of conclusions, where I do a 
comparison between the situation of data access to public posts and synthetize the 




The election of this subject as my Doctoral Thesis was based in the first official 
publication in Spain in 2009 of the Executive and Legislative Power’s declarations of 
assets and activities. This fact altered the existing scenario in the access to personal 
data of representatives and institutional posts.  
In the same way, the different Spanish governments during the legislature 
2008-2012 thought of several drafts for the approval of a law of transparency that was 
eventually past by the Parliament in December 2013. Spain was the unique country of 
the European Union with more than one million of inhabitants without a transparency 
law so institutional movements and a timid journalistic debate raised the possibility of 
a change in the legal scenario and the consequences it may imply for the journalistic 
work. All that made especially convenient a doctoral investigation about the 
development of the democratic transparency of the government archives and the role 
that investigative journalism could play in the application of new strategies and tools 
of analysis according to the speciality of precision/data journalism. 
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In second place, the importance of a comparative study about the evolution in 
matter of secrecy of Spanish Government affairs, with respect to the American and 
Dutch scenario, is of great importance in order to show the benefits that advances in 
transparency of public data may imply for the quality of our democracy. 
In third place, the publicity of the real ciphers of the accounts and economics 
interests of the public powers’ members, and the possible conflicts of compatibility, 
constitutes an illustration about the utility that the development of the speciality of 




My investigation aims to do contributions from a theoretic and practical point of 
view. 
 Theoretic:  Inquiring how the contemporary democratic theory is more 
and more linked to the concept of informative transparency of data or matters 
managed by public powers and how this linking has evolved in the development of 
informative transparency and access to public data laws in an increasing number 
of countries. Besides, observing the big possibilities that citizen knowledge of 
public Administration management implies through a journalistic investigation 
applying statistical analysis tools and social sciences methods such as data 
crossing.  
 Theoretic-Practical: Monitoring the different legal changes introduced in 
Spain during last months of 2009, 2010 and 2011, and studying the access in our 
country to public data by comparison with that of United States or the 
Netherlands. Evaluating the level of transparency and access in Spain and 
observing how it affects the quality of democracy.  
 Practical: Elaborate a statistical study of the data obtained in a specific 
compilation of the top members of the Government’s and representatives of the 
Spanish Second Chamber’s declarations of assets and economic interests. This part 
gathers univariable and bivariable studies done through data crossing compiled in 
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charts and tables, as well as other methods as the analysis of the correlation 
between sociodemographic variables and the politicians’ assets and economic or 
conflict of interest activities of both powers. 
 
 Theoretic-Practical evaluation: Highlighting the possibilities and 
limitations that new laws offer in matter of public access to public posts’ personal 
data, as well as the contribution of precision journalism in the implementation of 
journalistic investigation. 
 
1.4. Hypothesis and investigative questions 
 
The general hypothesis I will submit into analysis in this study will be the 
following: 
H1: The precision/data journalism is an innovative specialty, by comparison 
with conventional journalism, that allows doing a more systematic, detailed and safe 
analysis of public posts’ data. 
H2: The precision/data journalism requires for its development a very open legal 
context in matter of informative transparency as well as a context of access to data 
under the public institutions’ control. 
H3: The transparency of the politicians’ official assets and financial interests’ 
data supposes in the contemporary democracies a fundamental mainstay of public 
representatives’ responsibility before the citizens and the overseeing of this 
information by the journalists is one of the most efficacy forms of control.  
H4: The scenario in legal terms, real access and transparency in United States’ 
and the Netherlands’ data is much more liberal that it is in Spain, where the 
measures adopted by last Governments hasn’t brought the desired transparency 
neither in formal level nor in its content.  
H5: However, the scarce transparency in the declarations of assets, activities 
and interests of Spanish Executive and Legislative Powers allows obtaining a 
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synthetic high value vision for the citizen control or accountability of public 
representatives and public posts when precision journalism is employed to inquire and 
treat this type of data.  
 Complementary to these hypotheses, the work aims to respond to these 
investigative questions 
 General nature questions: 
Which changes introduces the implementation of these laws in Spanish 
democracy in contrast to the other democracies studied? 
Which deficiencies present the Spanish measures in its application from the 
point of view of a democratic transparency according with contemporary principles of 
overseeing and prevention political representatives’ benefit from their public 
competencies? 
 Specific questions: 
How differently affects the publication of members of Government’s, 
Administration’s and Legislative Power’s accounts in the different countries 
considered, according to the general application of incompatibility laws in the top 
members’ functions? 
What are the differences in the regulation of declarations of assets and economic 
interests’ publication in the governments and the legislative assemblies of the Spanish 
autonomous communities? 
What reactions can be observed in the Spanish media with relation to the 
possibilities of public information about these declarations of assets and interests? 
Which aspects are more noteworthy or informative relevant in the results of the 
data analysis specifically developed for the empiric part of this thesis? Have we 
noticed through the application of precision journalism any irregularities or public 
interest circumstances that were not noticed without the application of this strategy of 
investigative journalism?  
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In which way the incorporation of public access to these declarations can 




The methodology of analysis, according with the substantive procedures, has 
been firstly logical-deductive, through the revision of a theoretic corpus about 
democratic transparency, the role of journalism in the watchdogging of public affairs 
and the connexion between the access to public information legislation and the 
journalistic tools for socio statistical analysis. I have determined the ideal conditions 
for an effective accomplishment of the “watchdog role” by the journalism in the context 
of the current technological possibilities of the information society. I have additionally 
applied this view in the exposition of principles, the evolution, more noteworthy 
achievements and circumstances of the precision/data journalism specialty, as a 
perspective of the fundamental journalistic coverage to the consecution of the aim of 
divulgation of public interest information.  
In second place, I have applied the descriptive method to enumerate and detail 
the legal corpus studied and, finally, I have applied a focus inductive-deductive: I have 
compiled different laws and regulations, from which I have studied and established 
conclusions that I have therefore verified with the realization of the practical part.  
From the point of view of the investigative techniques, the procedure followed 
has been a quantitative analysis of the different Spanish legislative texts and, to a 
lesser extent, the U.S and Dutch, studied in its original version and consequently 
translated by the author4. In second place, a systematic treatment of the primary data 
bases’ contents compiled in the official media of notification of the Executive and 
Legislative Powers (BOE and institutional websites of the studied countries and 
autonomous communities’ corresponding organisms) and a written consultation to 
different organisms which data were not present in digitalized databases.  
                                                
4 In the Dutch legislation, the texts are included in the Bibliography in its original version studied, 
except in the cases when an alternative document in English could be found, for which digital access is 
included 
 - 39 - 
 
 
In third place, a data compilation in charts so as to do a deeper study and a 
subsequent quantitative analysis of them. After that and in fourth place, a qualitative 
synthesis analysis of a selection of journalistic information related to the approval of 
those laws and measures. 
 A part of these analyses uses also the variant of precision journalism: computer 
tracking data journalism, commonly known in certain professional basis, especially in 
United States, as computer assisted journalism. It is basic in order to develop the 
treatment and data crossing for the description and distribution of results published 
in the mentioned publications of assets and economic activity. 
1.6. Sources 
 
The primary sources for legislative descriptions and statistical and 
hemerographic analysis (mentioned in the last epigraph) are the following: 
For laws and articles compilation, I have used the Complutense University’s 
digital newspaper library as well as other databases. Besides, for the compilation of 
the Spanish assets and activities declarations I have used the information included in 
the BOE and the “Oficina de Intereses” (through a written petition), as well as the 
resources and databases accessible through the Second Chamber’s official website. In 
United States’ case, I have used the databases available in the official Government’s 
and Office of the Clerk of the U.S. House of Representatives’ websites. For the 
Netherlands, I have used the letters sent by the Government to the House of 
Representatives, as well as the information published in the House’s website.  
With respect to the secondary sources, I have tried to reunite a sufficient, 
rigorous and wide international reference bibliography. The thematic fields of that 
bibliography, used in the establishment of this thesis’ theoretical framework, integrate 
the role of public watchdogging of journalism with the importance of the democratic 
transparency in the development of the democratic theory. Moreover, the most 
exhaustive available bibliography is included for the exposition of precision 
journalism’s approach, its role of renovation of traditional investigative journalism at 
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the service of the most efficacy analyses of massive compilation of public interest data 
and the application of the most pertinent techniques in the empiric study developed. 
This bibliographic compilation interdisciplinary integrated belongs to the 
academic perspective of democratic politics theory, the public opinion theory linked to 
political communication, the constitutional and administrative right of/to information, 
the journalism theory and precision/data journalism.  
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Capítulo 2. El periodismo de precisión, el papel del periodismo 
como perro guardián frente al Poder y la transparencia 
informativa en la teoría democrática  
 
2.1. El periodismo de precisión como estrategia de 
investigación periodística. El modelo de indagaciones frente 
al de declaraciones 
 
El periodismo de precisión surge como reacción al convencional, por medio del 
acercamiento a la sociología, la estadística y el rastreo de datos informatizados. Por su 
parte, la llamada precisión investigadora consiste en la aplicación de procedimientos 
sistematizados y altamente formalizados de comparación, agrupación, cuantificación, 
relación estadística, etc. a conjuntos de datos cuyas relaciones pueden hacer aflorar 
una información periodística relevante que permanecería inadvertida en caso de un 
tratamiento simplista y coyuntural de datos aislados. Implica un proceso de 
indagaciones (basado en la iniciativa de los profesionales), a diferencia del llamado 
periodismo de declaraciones, en el que el periodista se limita a organizar, sintetizar o 
relacionar las revelaciones de una o varias fuentes, aun cuando esta otra acumulación 
de revelaciones puede tener el impacto y el interés de situaciones como el denominado 
caso ‘wikileaks’. 
En términos más estrictos podemos recurrir a la definición del profesor y director 
de esta tesis doctoral, José Luis Dader, que califica al periodismo de precisión como la 
modalidad profesional de “información periodística que elabora o analiza con rigor 
científico-técnico datos numéricos o empíricamente verificados mediante métodos de 
investigación psicosocial, estadística o de tratamiento informático sobre cualquier 
asunto de trascendencia social y relevancia pública” (DADER, 2009).  
Philip Meyer, el autor que acuñó el término e inició la delimitación académica y 
práctica de la especialidad, aporta una definición aún más sintética: “Aplicación de 
métodos científicos de investigación social y comportamental a la práctica del 
periodismo” (MEYER, 1989: 196). 
Tras él otros autores aportaron su definición personal, entre las que cabe destacar 
la de D.P. Demers: “Un reportaje que explica datos cuantitativos: los comportamientos 
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o actitudes noticiosas han sido traducidos a números y esos números son analizados 
[con rigor]”, (DEMERS, 1987: 10).  
A pesar de estas delimitaciones, actualmente, el término de precisión se sigue 
asociando inevitablemente con el de investigación, de modo que una buena parte de 
periodistas y ciudadanos encuentra dificultades para identificar cada una de estas 
modalidades por separado.  
En realidad, los periodismos de precisión e investigación comparten muchos puntos 
en común, pero sus ejes axiológicos son diferentes, lo que les permite mantener su 
propia autonomía y producción periodística. Entre sus similitudes destaca que, en 
ambos, la iniciativa de búsqueda de información pertenece al profesional de la 
información y no a las fuentes, aunque éstas también puedan filtrar gran parte de la 
información al periodista, quien se encarga de cotejar, contrastar lo obtenido y, si es 
necesario, indagar fuentes complementarias. Se abre así la posibilidad de que el 
periodista se convierta en su propia fuente, elaborando sus bases de datos personales 
para, partiendo de éstas, realizar cuadros de datos o establecer relaciones estadísticas 
que le permitan poner de manifiesto las relaciones entre personas o hechos y elaborar 
así sus propias conclusiones. 
Dicho periodista es, en ambos casos y según José Luis Dader, alguien con la actitud 
de indagar “un conjunto de datos más o menos difíciles de obtener -y más complejos 
aún de verificar o interpretar-, con los que poner en evidencia una realidad oculta que 
los principales afectados seguramente no quisieran que fuese revelada” (DADER, 
2002: 27).  
Al margen de esta parcela común entre ambas modalidades, el periodismo de 
precisión se desmarca de su antecesor mediante el uso de los métodos 
anticonvencionales procedentes del arsenal metodológico de las ciencias sociales y, en 
muchos casos, del campo estadístico y el análisis informático. Además, no todo el 
periodismo de precisión cabe dentro de la ‘indagación’, ya que el uso de las 
herramientas de las ciencias sociales permite trabajar con informaciones aportadas 
por fuentes voluntariamente identificadas y documentos ya publicados con 
anterioridad, que supongan un manejo de cifras o datos cuantitativos. 
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Quizá este esquema, elaborado por el profesor José Luis Dader, resulte aclaratorio 
(IBID: 28). 
 
Dentro de los modelos anteriormente mencionados, aquel en el que se encuadra 
esta tesis es el de periodismo de precisión investigadora, cuyas pretensiones están 
estrechamente ligadas con el objeto de análisis que desarrollo en este trabajo: el 
estudio de los datos de actividades y patrimonio de la clase política española.  Esta 
relación lo es en la medida en que mi trabajo se basa en una recopilación de amplios 
conjuntos de datos estructurados y formalizados de una realidad de interés noticioso 
(cuyos principales afectados –los políticos– seguramente no quieren que sea revelada, 
o preferirían que no lo fuera), para extraer las tendencias y asociaciones globales que 
puedan existir dentro de dicho conjunto. Y todo esto apoyado por la aplicación de 
métodos sociológicos específicos, a fin de diseñar, planificar y realizar una 
investigación sociológica propia.   
Por otro lado y según la escala de niveles de práctica del periodismo de 
precisión, elaborada por el profesor Dader (2009), esta tesis se basa en el llamado 
periodismo de precisión pleno, cuyo análisis de rastreo de datos y distribución 
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estadística presenta una relativa complejidad y detalle sobre las tendencias y pautas 
de, en este caso, el patrimonio y bienes de los representantes y altos cargos de los 
diferentes poderes institucionales del Estado. Su puesta en práctica pasa por una 
recopilación de conjuntos de datos estructurados para extraer las tendencias globales 
existentes, todo esto apoyado por la aplicación de métodos sociológicos y estadísticos 
apropiados al caso.   
 
2.2. Los orígenes. El periodismo de investigación a lo largo 
de la historia 
 
El periodismo de investigación, al menos por lo que se refiere a Estados Unidos, 
país del que existe un conocimiento acumulado muy superior al del resto de países, 
tiene sus primeros antecedentes a principios del siglo XVII, cuando el periodista se da 
cuenta de que su trabajo no se basa en la mera reproducción de una información 
recibida y propugna una actitud activa que impulsa el estudio, análisis e investigación 
de las informaciones. Su labor se identifica en ocasiones con la lucha política, debido a 
su afán de investigar la ‘cosa pública’, lo que le ha hecho en muchos casos perder el 
apoyo de los ciudadanos receptores que identifican (de un modo algo surrealista y 
equivocado) la imparcialidad con equidistancia de dos puntos de vista.  
PROTESS y su equipo (1991:29) fijan los inicios de ese periodismo de investigación 
con Benjamin Harris, a quien los historiadores de la prensa habitualmente consideran 
como el primer ‘muckraker’. En septiembre de 1690, Harris publicó en Boston el único 
ejemplar que de hecho llegó a imprimirse del periódico Publick Occurences en el que 
denunciaba el mal trato dado a los soldados franceses por parte de los nativos 
amerindios aliados de los británicos. El periodista cuestionó también el juicio de los 
británicos a la hora de forjar una alianza con los que llamó “salvajes miserables”, lo 
que provocó que, cuatro días más tarde, las autoridades de Massachusetts le quitaran 
la licencia de impresión. 
A pesar de su limitada vida, puede decirse que el periódico Publick Occurences fue 
notable en varios aspectos. Destacaba evidencias de conductas escandalosas y 
mostraba una gran sensibilidad hacia la opinión pública, dejando una de sus cuatro 
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páginas en blanco para los comentarios de los lectores. Además, cuestionaba la política 
pública establecida. 
Treinta y un años después –según la misma fuente antes indicada–, otro impresor 
tuvo la temeridad de retar a la autoridad pública. En 1721, James Franklin lanzó la 
primera cruzada de un periódico, el New England Courant. En él, atacaba entre otros 
a los líderes de la Iglesia puritana por patrocinar un programa para vacunar a los 
bostonianos de la viruela. Franklin demostró, por medio de un proceso de 
documentación de casos de viruela inducida por las vacunas, que el programa de la 
Iglesia sólo expandiría la enfermedad y, aunque el éxito final de las vacunaciones minó 
significativamente su ‘cruzada’, consiguió generar un animado debate acerca de un 
problema urgente de salud pública.  
Franklin publicó también una defensa del periodismo de perro guardián que usó 
para atacar a los británicos por haber fallado en su tarea de “librar la costa de New 
England de piratas” y se negó a incluir la frase “publicado por la autoridad” en la 
mancheta del Courant (IBID: 31). Sus atrevimientos le llevaron a la cárcel en 1722 y 
al siguiente año la Asamblea de Massachusets le prohibió publicar el Courant. 
Muy similar fue el destino del impresor John Peter Zenger en Nueva York, a quien 
sus historias sobre la corrupción de la administración del gobernador real William 
Cosby le llevaron a juicio y a la cárcel en 1735. Aunque al final un jurado absolvió a 
Zenger, éste abandonó su cruzada y empezó a imprimir noticias oficiales del Gobierno. 
Según destacan PROTESS y su equipo, “el mensaje para los periodistas era claro, el 
Gobierno estaba dispuesto a acosar a los impresores disidentes con sanciones, además 
de recompensar a los impresores leales con patrocinio” (IBID: 31).  
Esto hizo que los periodistas coloniales procediesen más cautelosamente hasta el 
periodo de la revolución americana. Pero al llegar 1768, multitud de publicaciones que 
exponían la mala conducta oficial estallaron por todas las colonias originando un 
nuevo reto para la autoridad británica.  
Concretamente en 1793, el editor republicano Philip Freneau publicó detalles del 
escándalo del Departamento del Tesoro de los Estados Unidos en su periódico National 
Gazette. Su denuncia concluyó con la detención de varios funcionarios pero, pese a 
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todo, La Gaceta puso punto final a su publicación cuando su benefactor republicano, 
Thomas Jefferson, dimitió como secretario de Estado a finales de 1793. 
La crítica de los periódicos a la política exterior del Gobierno produjo un fuerte 
contraataque por parte del ya presidente Jefferson (1801-1809) y ocho editores de 
periódicos republicanos fueron acusados de violar la ley de sedición de 1798. 
Al contrario que el siglo XVIII, el XIX no se caracterizó por grandes periodos de 
‘muckraking’ en Estados Unidos, a pesar de que no había pocos problemas que 
denunciar: crisis económicas repetidas, guerras internas y externas, corrupción 
extendida, serios problemas sociales... Existía sin embargo una desgana o inhabilidad 
por parte de la prensa a la hora de denunciar o luchar intensivamente.  
No será hasta la última década del siglo XIX y principios del XX, cuando nazca el 
primer periodo ininterrumpido de periodismo de investigación norteamericano. El 
aumento de la demanda de información por parte de una alienada pero ilustrada 
población de consumidores dio lugar a una feroz competitividad entre medios 
nacionales en respuesta. Esto se plasmó en un incremento desmesurado del número de 
cabeceras entre 1870 y 1900, llegando a coexistir en 1916, 2.461 periódicos diarios, el 
número más alto en la historia de Estados Unidos. 
Junto a esto, el ambiente sociopolítico, descrito por DADER (2002: 31) se basaba en 
una situación bastante extendida de corrupción de políticos de todos los partidos; una 
creciente concentración del poder político en pequeños sectores alejados de las clases 
medias, una importante crisis económica que afectó sobre todo a las clases medias, 
gran emigración del campo a las ciudades con ciudadanos más interesados en los 
asuntos políticos y buscadores de una mayor participación, un clima de protesta y 
descontento social, y un interés comercial y político de los empresarios de prensa en los 
escándalos. 
Estos factores propiciaron el surgimiento de los llamados ‘muckrakers’ o 
‘rastrilladores de basura’, término acuñado y empleado despectivamente por Roosevelt 
en 1906 para referirse a los protagonistas del periodismo de investigación que 
empezaba a emerger en aquellos años.  
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Sus investigaciones periodísticas dan lugar a lo que se denominó ‘Edad de oro del 
periodismo de investigación’, que abarca desde 1870 hasta la Primera Guerra 
Mundial, siendo Nueva York la gran “cocina” de este movimiento, que revolucionará el 
periodismo con repercusiones más allá de las fronteras de Estados Unidos.  
Ésta es la etapa de las grandes investigaciones periodísticas de Joseph Pulitzer y 
Random Hearst contra la corrupción de los políticos. Sus periódicos The New York 
World, New York Journal, Times, Tribune y Herald, posibilitaron una gran 
concentración de informaciones de denuncia y de investigaciones periodísticas, aunque 
algunos no tenían repercusión más allá de la ciudad en la que se editaban.  
Los muckrakers tenían un fuerte espíritu de concienciación frente a los abusos de 
autoridad y un gran sentido moral de lucha contra la corrupción ‘husmeante’, ya fuera 
ésta de hombres de negocios, políticos o líderes religiosos.  
Entre los nombres más famosos cabe destacar el de Upton Sinclair, que se infiltró 
durante semanas en un matadero de reses de Chicago para investigar las condiciones 
de higiene en las que trabajaban. Sinclair publicó sus conclusiones en varios periódicos 
y revistas y escribió su libro “la Jungla”, donde detallaba las insalubres condiciones de 
trabajo. El esfuerzo de su investigación derivó seis meses después en la aprobación de 
la ley Pure Food and Druge Act, una sorpresa para el propio Sinclair, que dejó en el 
recuerdo su célebre frase: “Quería dar en el corazón del público pero por accidente les 
di en el estómago” (SINCLAIR, 1906: 591-595).  
Se han señalado algunas debilidades que provocaron el declive de estos 
‘rastrilladores’ o ‘husmeadores de basura’ a principios del siglo XX. Entre ellas cabe 
nombrar la realización de sus denuncias con escaso espíritu de responsabilidad social; 
sus tendencias claramente políticas y partidistas (resultado de la aprobación de 
algunas leyes progresistas por parte del Gobierno); la escasa trascendencia de sus 
revelaciones, mayoritariamente locales; la facilidad de compra de la prensa; la retirada 
de publicidad de los medios muckraking y el consecuente descenso de la rivalidad y el 
esfuerzo por movilizar al público lector. Éste, además, se acostumbró poco a poco a las 
repetidas y sensacionalistas revelaciones de esta era muckraking. En palabras de 
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REGIER (1931: 109), “el movimiento muckraker cesó básicamente porque la sociedad 
americana estaba cansada de él”.  
Además, la Primera Guerra Mundial desvió la atención de los grandes magnates 
Hearst y Pulitzer hacia asuntos bélicos, lo que, sumado a la entrada de la prensa en el 
siglo XX como una institución asentada y fuerte, y la menor percepción de corruptelas 
por parte de la población (debido a la aprobación de algunas reformas legales), propició 
el declive de esta etapa de oro del periodismo de investigación.  
Los medios de comunicación estadounidenses dejaron poco a poco de lado esta 
práctica y se sumergieron en el sensacionalismo tabloide del ‘jazz journalism’ 
(PIZARROSO ET AL, 1994: 451) así como en la versión formalmente neutral y 
distanciada de la norma objetivista, dejando de retar a las autoridades con 
investigaciones independientes, salvo honrosas excepciones como la del periodista 
Eduard Morrow y sus denuncias sobre el senador Mc Carthy, o su documental sobre 
las denigrantes condiciones de vida de los inmigrantes trabajadores en granjas, en los 
años cincuenta e inicio de los sesenta.   
El oscuro túnel en el que se había sumergido el periodismo de investigación vio la 
luz en los años sesenta, dando paso a la historia del periodismo de investigación 
norteamericano contemporáneo. Esta puede dividirse en dos etapas (DADER, 2002: 
34), una primera en la que se sigue ejerciendo un periodismo de investigación al modo 
tradicional; y la segunda, más reciente, con predominio del uso de técnicas del 
periodismo de precisión y del rastreo informático de bases de datos, en la que se 
produce una alteración radical en el modo de practicar la investigación periodística con 
una simbiosis entre periodismo de investigación y de precisión.  
En la década de los sesenta resurge una nueva década de oro de los muckrackers, 
caracterizados por un trabajo periodístico menos activista y más profesional, 
“especializados no sólo en denunciar temas de interés periodístico sino también en 
realizar un trabajo en profundidad, analizando los hechos y buscando las causas que 
se encuentran detrás de cada acontecimiento importante” (CAMINOS, 1997: 74).  
Siguiendo el análisis de PROTESS ET AL. (1991: 53-54), en esta nueva etapa, los 
muckrackers eran periodistas de investigación menos implicados políticamente y que 
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hacían menos llamadas a los valores y al cambio de la sociedad. Junto a esto, sus 
informaciones eran contrastadas por varias fuentes y su temática se centraba en las 
actividades de la Administración y el Gobierno, tratando los temas empresariales, 
sociales y económicos únicamente como resultado de un problema noticiable específico. 
Por otro lado, se advierte la superación de los problemas de principios de siglo, aunque 
persisten las presiones comerciales de los anunciantes, que consiguen que se les 
excluya del punto de mira de las investigaciones. 
Uno de los ejemplos más destacados se enmarca en el contexto de la guerra de 
Vietnam, que espoleó a los periodistas, sumidos en un clima de descontento político, en 
la búsqueda de métodos de medición y observación social más potentes. Los 
corresponsales tenían que luchar con la información militar deliberadamente 
falsificada procedente de fuentes oficiales, pero consiguieron llevar hasta todos los 
hogares americanos el horror de la guerra, además de un fuerte rechazo hacia ésta.  
Otro de los nombres más conocidos dentro del ‘muckracking’ del siglo XX es el de 
Gunter Wallraff, periodista alemán del mundo industrial y obrero, definido por las 
asociaciones patronales de la República Federal Alemana como “el creador de una 
forma de expresión que procede tanto del periodismo como de la literatura y que ha 
demostrado ser un poderoso instrumento de agitación” (SCHUFFELS, 1979: 5).  
Wallraff establecía un escenario claramente definido en cinco actos: preparación y 
documentación (incluyendo su propio cambio de imagen o Curriculum vite ficticio); 
entrada en escena (como obrero, confidente ante la policía política, mendigo, 
alcohólico...); publicación de sus experiencias en diarios o revistas; revelación de su 
identidad; e incorporación de las reacciones del público a su reportaje.  
Wallraff fue perseguido y amenazado de muerte y aunque recibió críticas hacia su 
excesivo afán de fama (que puso en riesgo su vida y su trabajo), es considerado uno de 
los recuperadores contemporáneos del periodismo de investigación, definido por 
Schuffels, uno de sus biógrafos, como una forma de periodismo que “no se queda al 
nivel de la constatación, sino que retransmite los hechos con la densidad de la vivencia 
y ofrece la prueba de su autenticidad” (IBID: 5). 
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Destaca también, Nicholas Cage, que inició sus investigaciones en 1970 en The 
New York Times. Él fue quien denunció las relaciones de Frank Sinatra con la mafia 
americana y la aportación de fondos por la multinacional ITT a la campaña 
presidencial de Richard Nixon. 
Seymour M. Hersch, por su parte, investigó las relaciones del Pentágono con la 
venta y utilización de armas químicas y reveló el asesinato de los habitantes de una 
aldea, My Lai, en Vietnam del Sur a manos de tropas norteamericanas. Su reportaje 
fue premiado con el Pulitzer en 1970 y publicado en treinta y seis periódicos 
americanos. Tras su incorporación al New York Times, investigaría otros asuntos, 
como el espionaje ilegal de la CIA a ciudadanos estadounidenses, los bombardeos 
secretos a Camboya en la etapa de Richard Nixon y la participación de Henry 
Kissinger en la escucha ilegal de sus funcionarios de confianza. 
En 1971, llegaron a manos del New York Times cuarenta y siete volúmenes de gran 
interés periodístico compilados por el Pentágono acerca de la política de Vietnam 
durante el periodo del Secretario de Defensa con las administraciones de Kennedy y 
Johnson, Robert McNamara. El periódico publicó los primeros retazos de los llamados 
“papeles del Pentágono”, ante amenazas del gobierno, que consiguió que un juez 
forzará al Times a detener la serie tras la tercera entrega. El periódico Washington 
Post comenzó a publicar esas mismas entregas y también fue denunciado y detenido, 
pero sus abogados consiguieron una decisión favorable del Tribunal Supremo. El 
propio gobierno admitiría su error poniendo después estos volúmenes a la venta, y El 
New York Times recibió el Pulitzer por su trabajo sobre el caso en 1972. 
Pero sin duda el caso más conocido es el de ‘Watergate’, destapado por Robert 
Woodward y Karl Bernstein entre el 17 de junio de 1972 y agosto de 1974 y 
considerado el mayor éxito del periodismo de investigación en la década de los setenta. 
Robert Woodward era especialista en investigar los datos públicos municipales, el 
poder local y la incompetencia de los funcionarios, y “habitualmente se dedicaba a 
cubrir los pequeños escándalos que otros periodistas del Washington Post descuidaban 
o no daban importancia” (CAMINOS, 1997: 75), como investigaciones sobre el paso de 
la droga cubana a los Estados Unidos por Miami, o la corrupción que empezaba a 
florecer en los altos escalones de la policía. 
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Durante la campaña de reelección de Nixon, fueron detenidos dos ladrones de 
documentos que habían entrado ilegalmente en el cuartel general demócrata en el 
Hotel Watergate de Washington. El incidente era grave pero no impidió la reelección 
del presidente Nixon y hubiera podido quedar simplemente en un truco preelectoral 
más. Sin embargo, los reporteros del Washington Post, Woodward y Berstein, 
progresivamente apoyados por su periódico, se empeñaron en demostrar la implicación 
de Nixon en el caso. Al principio, el resto de periódicos no prestaron la menor atención 
al asunto, -que inicialmente se había difundido con carácter general como un simple 
asalto de ladrones comunes-, porque los nuevos aspectos de la noticia que iban 
aflorando se publicaban en la sección local del Washington Post, pero poco a poco se 
fue ampliando su repercusión, hasta concluir con la dimisión final del presidente.  
Aunque esta dimisión no fue consecuencia directa del periodismo de investigación, 
es destacable la repercusión que la investigación de Robert Woodward y Carl 
Bernstein tuvo en la práctica del periodismo de casi todos los países occidentales. No 
sólo puso de moda el reporterismo de investigación, dando lugar a la creación en 
muchas publicaciones de secciones específicas, sino que, además, consolidó el derecho a 
la libertad de expresión en la prensa estadounidense y la importancia del trabajo 
profesional serio y riguroso, tras una larga etapa de tendencias sensacionalistas o de 
neutralismo oficialista.  
Otro de los hitos que marca este periodo es la fundación en 1975 por un pequeño 
grupo de periodistas en colaboración con un profesor de periodismo5 de la Asociación 
Norteamericana de Redactores y Reporteros de Investigación (IRE), cuyo fin era el 
estudio y fomento del periodismo de investigación. Nace con el objetivo de constituir 
una comunidad transversal de profesionales, diseminados por todas las empresas 
periodísticas del país, que tengan el derecho y la posibilidad de crear su propio 
conjunto de estándares y técnicas de trabajo compartidas. Esta asociación y su entorno 
han acabado por generar una transformación radical de la formación y divulgación de 
técnicas estructuradas de investigación periodística, entre las que destacan de forma 
                                                
5
 Myrtha Pulliam y Harley Beirce, redactores del Indianapolis Star,  junto con el antiguo periodista y profesor de la 
Ohio State University y el director de comunicación de un grupo religioso organizaron un encuentro entre periodistas en 
la ciudad de Reston (Virginia), en el curso de la cual quedó fundada la organización, con el nombramiento del 
periodista del Chicago Tribune, Ron Koziol, como primer presidente de la misma (Aucoin, 1997:15).   
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mayoritaria todas las englobadas bajo las etiquetas de periodismo de precisión y 
rastreo electrónico.  
Sus creadores no sabían si habría mucho entusiasmo al principio, pero en la 
primera conferencia de IRE en junio de 1976 en Indianápolis, más de 300 periodistas 
se presentaron, sobrepasando las expectativas. 
La IRE plantea al comienzo de la edición de 2002 de su Investigative Reporter’s 
Handbook la duda que les surgió a la hora de editar un panfleto en el que no sabían si 
escribir “todo periodista es un periodista de investigación”, “todo periodista debería ser 
un periodista de investigación” o por el contrario, “todo periodista puede ser un 
periodista de investigación” (HOUSTON ET AL., 2002: 7). 
Sus reflexiones dejan entrever la necesidad de superación del modelo en el que el 
periodista está sujeto a una agenda y es un mero transmisor de un acto oficial, pero 
fracasa a la hora de revisar contratos u otros documentos potencialmente reveladores 
en los que las decisiones de un Gobierno en general se basan. 
Estas y otras cuestiones permiten que la nueva etapa de los muckrackers consiga 
avanzar respecto a la repetición literal de lo revelado por una sola fuente para aplicar 
el contraste entre varias fuentes independientes entre sí. Pese a todo, tal y como se 
aprecia en los casos de ‘Watergate’ o el de ‘los papeles del Pentágono’, subsiste aún la 
dependencia de una fuente o garganta profunda que revele los datos y active la mecha 
de la investigación. 
El periodismo de precisión, en cambio, abogará por el apoyo del periodista en las 
fuentes como otro recurso más en su desvelamiento de la verdad mediante 
comprobaciones sistemáticas propias que, por su rigor metodológico, resulten 
inapelables. 
Respecto al surgimiento y desarrollo internacional del periodismo de investigación 
más allá del ámbito de Estados Unidos, hay que tener en cuenta, no obstante, que las 
aportaciones en otros países han sido numerosas aunque más dispersas y menos 
documentadas por los estudios académicos contemporáneos. Además del ejemplo ya 
consignado de Gunter Walraff en Alemania, muchos otros medios en un amplio 
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número de países fueron realizando aportaciones, algunas de las cuales encajan a su 
vez en los antecedentes remotos –en el siglo XIX- del periodismo de precisión o de 
datos, como más adelante será expresamente mencionado en relación con una 
interesante aportación del diario británico The Guardian. O como otros ejemplos del 
periodismo austriaco del último tercio del XIX que cita José Luis Dader (2002:157), 
haciéndose eco de Langenbucher (1993). Otro exponente notable de ese periodismo de 
investigación disperso de primera época es el de Émile Zola en Francia, que para la 
preparación de su novela Germinal descendió a las minas del norte de Francia 
haciéndose pasar por secretario de un diputado, convivió con los mineros y elaboró un 
informe de casi mil páginas sobre sus condiciones de trabajo (CHICOTE, 2006:23-24). 
El hecho de que la historia de estas modalidades de periodismo no constituya el objeto 
prioritario de la presente tesis desaconseja una exposición más pormenorizada y 
comporta el tratamiento más sintético aquí adoptado. 
 
2.2.1. El periodismo de investigación en España 
 
La historia remota del periodismo de investigación en España está igualmente poco 
sistematizada, si bien existen monografías y referencias académicas que demuestran 
que también a finales del XIX o primeras décadas del XX hubo periodistas españoles 
que desarrollaron activa y eficazmente esta especialidad. De la mano de Josep María 
Casasús (1996), Juan Cantavella (1998), Ramón Reig (2000) o Ferrán Lalueza (2003: 
56-57) conocemos así que reporteros que simultáneamente o más tarde fueron más 
conocidos por su obra novelística, como Leopoldo Alas, Clarín; José Martínez Ruiz, 
Azorín; Vicente Blasco Ibáñez y Ramón J. Sender realizaron importantes reportajes de 
investigación que vieron la luz entre 1905 y 1934, en periódicos de la época, o fueron el 
armazón principal de algunas de sus novelas. Otros reporteros de dedicación 
estrictamente periodística, como Ciges Aparicio, Carles Sentís y Josep María Planes 
realizaron también en el primer tercio del siglo XX un periodismo de investigación que 
no tenía nada que envidiar a los referentes internacionales. 
Asimismo, y como documenta pormenorizadamente la tesis doctoral del también 
periodista de investigación –en los tiempos actuales–, Antonio Rubio (2005), entre 
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1921 y 1923, con ocasión de la guerra del Rif entre el ejército español y los insurgentes 
del actual Marruecos, varios periodistas españoles (Manuel Aznar, Victor Ruiz 
Albeniz, Luis De Oteyza y Rafael López Rienda) realizaron periodismo de 
investigación de la máxima altura para sus periódicos El Sol, Diario Universal y La 
Libertad, constituyendo además en el último de ellos el primer equipo estable de la 
modalidad. 
Pero no será hasta después de la larga dictadura franquista, en los años ochenta, y 
sin duda como consecuencia de la gran repercusión mundial del ejemplo de Watergate, 
cuando se empieza a hablar con más fuerza del periodismo de investigación en nuestro 
país. Aquí, al igual que en la mayoría de países, existe una fuerte dependencia de las 
fuentes, de quienes parte habitualmente la iniciativa de comunicar al periodista unos 
hechos que luego éste presenta como fruto de su investigación.  
En consecuencia, tal y como destaca Dader “nada hay que revelar cuando nadie 
está dispuesto a contar problemas a los periodistas y las instituciones u organizaciones 
permanecen internamente compactas” (DADER, 2002: 37) 
El punto de partida se encuentra, según diversos autores como Fran Casal  (ed. 
2010: 285), que cita a Monserrat Quesada, en 1983, “cuando el diario El País, 
coincidiendo con el décimo aniversario del atentado contra Carrero Blanco, ponía en el 
mercado un libro titulado Golpe Mortal. Asesinato de Carrero y Agonía del 
Franquismo”. Según la mencionada, entonces profesora de la Universidad Autónoma 
de Barcelona, resucitaba así, una “antigua tradición casi olvidada” (1987: 7). Ese libro, 
basado en una intensa recopilación de datos dispersos, contraste de testimonios y 
aspectos apenas conocidos hasta entonces sobre la preparación y desarrollo del 
atentado que costó la vida al vicepresidente de Franco, había sido elaborado por el 
primer equipo de investigación estable que un año antes había constituido el citado 
diario, inaugurando una tendencia que durante unos cuantos años siguieron otros 
medios impresos españoles como Cambio 16 y La Vanguardia. Mediante trabajos de 
esos colectivos o de periodistas individuales, fueron apareciendo denuncias de 
diferentes casos de corrupción o problemas sociales de la época que el periodismo 
convencional había omitido o apenas había considerado merecedores de noticias 
básicas. Redactores de esos medios como Ismael Fuentes, Joaquín Prieto, Rafael Cid, 
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José Díaz Herrera, Jordi Bordas, Eduardo Martín Pozuelo, o las investigaciones de 
más larga duración y publicadas en formato de libro de Pepe Rodríguez (1984, 1991) 
mostraron una extendida práctica de la especialidad, que en algunos casos se prolongó 
también a lo largo de los años noventa (Pepe Rodríguez, 1995, a y 1995, b). 
Pero sin duda, uno de los trabajos con mayor repercusión sociopolítica del 
reconstituido periodismo de investigación en España surgió en 1989, cuando los 
diarios El periódico de Catalalunya y El Mundo comienzan a publicar informaciones 
relacionadas con el caso ‘Filesa’, una investigación política sobre la financiación ilegal 
del Partido Socialista que abrió las puertas a muchas otras investigaciones sucedidas 
en los últimos años.  A pesar de las importantes repercusiones del caso, muchos 
autores lo consideran más periodismo de filtración que propiamente de investigación, 
por provenir en su mayor parte de las revelaciones directas y sin aportación 
fundamental de los periodistas, de un confidente (CASAL, ed. 2010: 294). 
De mayor complejidad, por las diversas etapas de su investigación, que había 
arrancado ya en 1983, los diversos medios periodísticos intervinientes y el mayor 
equilibrio entre iniciativa periodística y revelaciones interesadas de fuentes es el caso 
‘GAL’ que destapó el llamado “terrorismo de Estado” contra ETA impulsado desde el 
gobierno de Felipe González. Se trata de un caso especialmente utilizado para el 
estudio del periodismo de investigación ya que, de modo poco habitual, arranca desde 
la investigación periodística y la tenacidad de los dos periodistas iniciadores, Ricardo 
Arqués y Melchor Miralles, primero desde el diario vasco DEIA y luego desde Diario 
16. En los años siguientes trabajaron también en su seguimiento otros periodistas 
como Manuel Cerdán y Antonio Rubio, primero desde Interviú y más tarde desde el 
diario El Mundo, cuyas revelaciones paralelas al proceso judicial llevado adelante por 
el juez Garzón a algunos de los policías y altos cargos implicados en la “guerra sucia” 
desencadenaron importantes repercusiones políticas e institucionales. La concurrencia 
en estas informaciones entre la investigación periodística depurada y las simples 
filtraciones de fuentes interesadas ha lastrado el caso con una imagen confusa de 
hasta qué punto predominó más la iniciativa investigadora o la reproducción de 
declaraciones de fuentes amparadas en el anonimato (CASAL, ed. 2010: 295 y ss.; 
CAMINOS, 1997 a: 129-146).  
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El caso ‘Roldán’ constituye por los mismos años otro de los casos más populares. 
Conducido por el periodista José María Irujo y, en menor medida, por Jesús Mendoza, 
y José Macca, reveló la corrupción generalizada del Director General de la Guardia 
Civil, José Luis Roldán. Su clasificación o no como estricto periodismo de investigación 
genera también un amplio debate entre los expertos. Entre los que lo consideran un 
ejemplo del uso de las técnicas de investigación periodística de principio a fin, está el 
periodista y corresponsal Carlos Yárnoz, citado por José María CAMINOS (1997 b: 83) 
que, entre otras cuestiones, asegura que la historia estaba destinada a permanecer 
oculta y su desvelamiento traería consecuencias muy profundas para la sociedad. 
Además, destaca que las informaciones publicadas fueron consecuencia de una 
investigación realizada por el periodista y no fruto de la reproducción de documentos 
oficiales, que sólo sirvieron como punto de partida para comprobar, ampliar o rectificar 
los datos que contenían. Por último, Yárnoz menciona la identificación de las fuentes 
en las informaciones de Irujo y Mendoza, lo que hace que “las historias se presentan de 
una manera más creíble y sólida a quien las lee, quien, además, recibe así dosis 
informativas más elevadas y más rigurosas” (IBID: 83). 
El profesor Dader, por su parte, resalta la escasa iniciativa de los periodistas en la 
revelación del asunto, y alude a la confesión de José María Irujo en un texto 
retrospectivo publicado en su propio periódico, Diario 16, en el sentido de que fue un 
conocido quien le dijo “Tú a quien tienes que investigar es a Luis Roldán” (DADER, 
2002: 37). Aunque reconoce que el mérito de la verificación de una serie de evidencias 
que eran conocidas por muchas personas en las ciudades de Zaragoza y Pamplona fue 
de los periodistas de Diario 16, asegura que los dos reporteros recibían llamadas al 
periódico que les aportaban nuevas pistas y marcaban la ruta a seguir.  
En la mayoría de estas investigaciones subsiste, como ocurría en el caso 
estadounidense, la dependencia de una fuente o garganta profunda que revele los 
datos y encienda la mecha de la investigación. Mucho se ha avanzado desde la 
repetición literal de lo emitido por una única fuente, en ocasiones interesada, hasta el 
contraste basado en la pluralidad de fuentes. Sin embargo, esta tendencia revela la 
insistente dependencia del redactor de una “garganta profunda”, que sigue sin superar 
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su indefensión y carece de material que revelar en caso de no contar con la declaración 
inicial de una solícita fuente. 
 
2.3. La precisión como superación del periodismo de 
investigación o denuncia. Una especialidad multidisciplinar 
 
El periodismo de precisión intentará superar estas limitaciones del periodismo de 
investigación, como disciplina basada en métodos más irrebatibles que los habituales 
de las revelaciones declarativas inducidas.  
Entre sus aspiraciones figura la ampliación de su foco de atención a “un conjunto 
de asuntos de amplia y profunda importancia sociopolítica y cultural que, por 
definición, no forman parte del objeto característico del reportaje de investigación para 
la denuncia, al no quedar encuadrados en el ámbito de lo intencionalmente mantenido 
en secreto por sus protagonistas” (IBID: 44). Tal es el caso los datos contenidos en las 
declaraciones patrimoniales y de actividades del Gobierno y el Congreso, que, en 
algunos países, y en el caso español en el momento de la realización de esta tesis, no 
tienen el carácter de secretos y se encuentran accesibles a la consulta.  
En general, el periodismo de precisión se rige por las siguientes notas distintivas, 
enumeradas por el profesor Dader (IBID: 46) 
- “El objeto o protagonista de la información será prioritariamente un fenómeno o 
tendencia social, por encima de personas concretas o casos individuales. 
- Se tratará de identificar y analizar los indicadores formales que de manera más 
inequívoca describan el tema o problema social objeto de análisis, por lo que la 
cuantificación numérica, científicamente verificada, se convierte en elemento central 
de este tipo de reportaje. 
- Por encima de la inmediatez de la rabiosa actualidad o el detalle esporádico –en 
ocasiones contradictorio con la tendencia o tónica realmente dominante–, se intentan 
captar, al modo científico, las pautas predominantes de los fenómenos, más allá de las 
apariencias espectaculares de algunos datos aislados y personalizados. 
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- En consonancia con lo anterior, las informaciones periodísticas de esta modalidad no 
están supeditadas a la inmediatez y la caducidad de los acontecimientos perentorios; 
admiten una planificación más sosegada sobre el momento de su divulgación, aunque, 
en sintonía con los principios generales del periodismo, es lógico que se conecten a la 
contingencia de la actualidad en función de hechos o circunstancias que hayan 
despertado la atención pública. 
- La inclinación hacia temas de carácter colectivo, complejo y disperso, habitualmente 
sometidos a lenta evolución y dispar confluencia de fuerzas contradictorias, obligan a 
un tratamiento extenso y matizado, donde difícilmente llegan a aflorar conclusiones 
tajantes o sensacionales. Sin embargo, el tratamiento ecuánime y suficiente de estos 
temas no tiene por qué desecharse ante el tópico de que los temas sociales anónimos 
ni producen noticias evidentes ni son incapaces de atraer la atención del gran público.  
- El énfasis de la información versa sobre la cuantificación y distribución numérica de 
los indicadores formales recopilados, así como en torno a la transparencia verificable 
del método o métodos de análisis empleados. En ese sentido, el auténtico reportaje de 
precisión no se limita a proporcionar cifras –que han podido ser parcialmente 
facilitadas o incluso inventadas por una fuente interesada-, sino que remite la 
objetividad de los datos a la transparencia de los métodos empleados en la 
elaboración (una cifra o un dato formal sólo vale si tiene validez técnica el método de 
su obtención). 
- En la medida en que esta concepción estratégica de la indagación periodística sobre 
datos formales puede aplicarse por igual a la detección e interpretación de grandes 
tendencias sociales, como a la investigación de circunstancias específicas del 
comportamiento individual de personas relevantes o a las trayectorias observables en 
el funcionamiento de grupos específicos o instituciones, todo este potencial 
metodológico puede ser también puesto al servicio del periodismo de investigación. 
Presentando en definitiva, el periodismo de precisión, una configuración mucho más 
densa y extensa, puede en la práctica generar una subespecialidad interna (que 
habitualmente será reconocida como rastreo informático de bases de datos) al servicio 
de la renovación metodológica de la estrategia programática del servicio de 
investigación.” 
El desarrollo de este enfoque de precisión requiere que los profesionales del 
periodismo se formen en áreas y técnicas más avanzadas que las del periodista 
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convencional, incluyendo conocimientos de estadística, métodos de investigación 
sociológica e informática.  
 
2.3.1. La metodología de las ciencias sociales, el inicio de una mayor 
profundización en los estudios  
 
Una de las áreas en las que el periodista que aspire a desarrollar la modalidad de 
precisión debe formarse es la referida a métodos de investigación sociológica y de las 
ciencias sociales en general (sociología, psicología social, ciencia política, 
principalmente).  
En este sentido, el empleo de los instrumentos de trabajo de los sociólogos, ya sean 
cualitativos (descripciones detalladas de situaciones, personas y comportamientos, 
observación etnográfica, historias de vida, etc.) o cuantitativos (sondeos o encuestas, 
análisis de contenido, análisis y cruce de datos, relaciones estadísticas entre 
variables…) permiten la superación de las herramientas convencionales del periodista, 
que a menudo no pasan de la mera reproducción de los datos de primera mano. En 
general, la incorporación de la sociología al periodismo, tal y como hace el periodismo 
de precisión, supone una apuesta por una mayor profundización y comprensión de los 
datos. Junto a esto, permite al periodista abandonar la sensación de rapidez y escasez 
de tiempo, para asumir parte de esa plenitud de tiempo de la que gozan los sociólogos, 
que no hace que la información esté ‘fuera de fecha’ sino, por lo contrario, que sea 
completa y rigurosa. Por último, acerca las técnicas sociológicas a la población, de 
modo que no se queden en meras herramientas usadas por y para sociólogos.  
Volviendo a la historia del periodismo de precisión, la realización de encuestas y 
sondeos de opinión pública marcó sus primeros pasos, y hoy sigue siendo la parte más 
conocida de la especialidad tanto entre los profesionales como entre el público general.  
 
 En los albores del siglo XIX diversos autores documentaron ejemplos de prácticas 
aisladas que hoy calificaríamos de periodismo de precisión, entre ellas, la realización 
en 1810 por un diario de Carolina del Norte (Estados Unidos) de un primitivo sondeo 
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postal a lo largo de todo el estado, evaluando un amplio rango de asuntos que iban 
desde la igualdad del suelo y las producciones de cultivo hasta la alfabetización, las 
escuelas, el estado de la sociedad y el progreso de la civilización. (McCOMBS en 
CASAL, 2010: 42) 
Tras ésta, llegaron las primeras estimaciones de voto efectuadas por algunos 
periódicos estadounidenses en 1824 y los famosos ‘votos de paja’ organizados durante 
décadas por publicaciones como el Literary Digest. Estos ‘votos de paja’ consistían en 
unos cupones de votación electoral impresos en los periódicos, que debían ser 
rellenados y enviados por los lectores y era un procedimiento lúdico sin validez 
científica para anticipar el posible resultado de las elecciones reales. De hecho, en 
1936 quedó demostrada su ineficacia cuando se produjo el fracaso del Literary Digest, 
que había predicho la victoria de Landon en las elecciones por medio del envío de 
cupones a dos millones de direcciones obtenidas del directorio telefónico y de los 
listados de propietarios de automóviles. A pesar el impresionante acopio de 
encuestados, el pronóstico resultó ser un fracaso, la revista auguró 136 representantes 
para Roosevelt y 370 para Landon, pero resultaron ser 523 para Roosevelt y 8 para 
Landon. Gallup fue el encargado de poner en evidencia la terrible debacle y, 
alternativamente, con sólo 5.000 encuestas, logró una gran aproximación al resultado 
real y predijo en qué porcentaje se equivocaría la revista Literary Digest (DADER, 
2009). 
En el resto de Europa, otros trabajos dan a entender que otros países pueden 
reivindicar también los primeros vestigios de lo que ahora llamamos periodismo de 
precisión o periodismo de datos. Es el caso de la información publicada por el diario 
británico The Guardian en 1821, que este mismo diario ha recuperado como punto de 
referencia para su actual y prolija sección de “Data Store”, en la que el diario de 
aquella época publicaba una detallada tabla con la distribución de los alumnos pobres 
beneficiados por las escuelas públicas de la zona. Gracias a la facilitación por una 
fuente identificada sólo por sus iniciales, la distribución de los datos por las diferentes 
escuelas revelaba que los niños que recibían instrucción gratuita eran unos 25.000 y 
no unos 8.000, como se creía hasta entonces, (THE GUARDIAN, 1821: web). 
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En España, datos esporádicos prueban que existieron retazos del llamado 
periodismo de precisión en algunos reportajes del siglo XIX y comienzos del XX. A 
finales de 1860, el rotativo madrileño Las Novedades dedicó al menos cinco extensos 
artículos a informar de la publicación del Anuario de la Comisión General de 
Estadística, al mismo tiempo que hacía una minuciosa crítica y revisión de los métodos 
de elaboración de estadísticas, destapando todos y cada uno de los errores que 
encontraba. Sin embargo, tal y como destaca DADER (IBID: 156), “la ausencia de 
investigaciones exhaustivas sobre el particular impide conocer si el ejemplo aquí 
aportado de Las Novedades no es más que una rareza o si, por el contrario, el 
periodismo decimonónico español pudo ser más fecundo en una perspectiva luego 
desaparecida”.  
Ya en el siglo XX, el profesor Josep María Casasús cataloga de periodismo de 
precisión los reportajes de Pere Corominas (una encuesta metódica y directa realizada 
por el reportero en los mercados de la ciudad de Barcelona para describir las 
tendencias del consumo popular en los días de Navidad) y Pau Vila (una serie 
publicada durante la guerra civil en el periódico La Publicitat sobre el consumo de 
leche en Cataluña durante esos años). Ambos constituyen un ejemplo de información 
cuantitivista y elaborada conforme a métodos propios de las ciencias sociales. 
En el ámbito estadounidense, los años 30 del pasado siglo vieron los primeros pasos 
hacia el periodismo de precisión contemporáneo. En 1935 la revista Fortune publicaba 
la que se considera “la primera encuesta científica contratada directamente por una 
empresa periodística” según DEMERS y NICHOLS (1987:11). Entre otras cosas, la 
encuesta preguntaba acerca de los cigarrillos que fumaban los americanos o su 
preferencia en la compra de coches. Ese mismo año, según aporta Dader, The 
Washington Post publicaba en primera página su primera gran encuesta, realizada 
por el pionero en la materia, George Gallup, sobre la posición de la opinión pública 
estadounidense sobre el mantenimiento de las ayudas gubernamentales para la 
recuperación económica tras la Gran Depresión (The Washington Post, 1935: 1). Estos 
trabajos, al que hay que añadir la encuesta electoral de Gallup que desmontó la 
confianza en los tradicionales ‘votos de paja’, en realidad no suponían todavía un 
actividad de precisión de los propios periodistas –que se limitaban a publicar la nota 
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informativa de lo realizado por expertos externos-, pero mostraban al menos que el 
periodismo comenzaba a considerar noticia -y de primera magnitud- los trabajos sobre 
la realidad social que utilizaban métodos científicos. 
 
Cuatro años más tarde la Reader´s Digest visitaba talleres de reparación de 
automóviles y electrodomésticos para comprobar que, tal y como se creía, la mitad de 
ellos sobrecargaban los precios o engañaban en el diagnóstico de la avería. Aplicaba 
así el que pudo ser el primer experimento de campo, otro de los métodos de análisis 
más aplicados para los proyectos del periodismo de precisión. [TANKARD 1976: 224 y 
ss. y DADER ed. 2002:76] 
La década de los treinta supuso un creciente interés periodístico hacia todo lo 
relacionado con los sondeos de opinión que, en los años setenta, saturarán los medios. 
Sin embargo, estos medios de comunicación se limitaban a ser receptores pasivos de 
los resultados de los sondeos, con total desconocimiento de las cuestiones 
metodológicas.  
Uno de los mejores ejemplos que anuncian la llegada de un nuevo periodo, aunque 
sin generar todavía mayor reiteración en otros medios, a pesar de obtener el premio 
Pulitzer, se encuentra en 1967, cuando Philip Meyer publica en el Detroit Free Press 
un estudio sobre los disturbios de Detroit, titulado “People beyond 12th street” 
(considerado un hito en el periodismo de precisión y también en la modalidad de 
periodismo asistido por ordenador, como veremos más adelante). En él realiza una 
encuesta sociológica y un análisis de significación estadística de resultados sobre los 
factores sociales de los disturbios. Descubre así que, frente a la creencia generalizada 
de que había una mayor incidencia de jóvenes negros con bajo nivel cultural y origen 
sureño, en realidad, se da el mismo nivel de implicación que en el caso de negros con 
buen nivel de estudios y criados en el Norte de EEUU. Meyer describe las revueltas 
como un problema racial y no socioeconómico o cultural, pues el factor desencadenante 
no era la clase o cultura sino la raza (MEYER, 1993 a: 43 y ss.). Al año siguiente, como 
queda reseñado más arriba, Philip Meyer recibe el premio Pulitzer por la citada 
cobertura de las revueltas. 
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La década de 1970 constituye el período clave de la especialidad del periodismo de 
precisión. Es entonces cuando los resultados del trabajo de los investigadores sociales 
se convierten en noticia habitual de los medios periodísticos. Para el profesor Dader tal 
vez sea en este momento cuando comienza a fraguarse una nueva simbiosis entre 
sociología y periodismo:  
“El periodismo de precisión parte de una autocrítica sobre el método periodístico (…) y 
tanto por razones metodológicas como temáticas e incluso epistemológicas nace de su 
acercamiento a la investigación sociológica. La vinculación metodológica con los científicos 
sociales será vampirizante en el mejor sentido de la palabra (…) el indiscutible adelanto de 
casi un siglo que los sociólogos mantienen respecto a los periodistas en la ideación, ensayo 
y verificación de herramientas rigurosas de medición cuantitativa y cualitativa de la 
realidad social obliga a los segundos obliga a los segundos a tener que pedir prestados 
dichos utensilios metodológicos” (Dader, 1997: 14-15). 
Un buen indicador de esta posible simbiosis es la dedicación por los periodistas 
estadounidenses de una mayor atención a la publicación y comentario del censo de 
población de ese año, considerado por el mundo periodístico norteamericano como una 
fuente capital de indicadores sociales. 
Para DEMERS y NICHOLS, (1987: 12), dos casos en 1973 tuvieron un profundo 
efecto en el uso y desarrollo del periodismo de precisión.  
El primero fue otro proyecto de investigación llevado a cabo por los reporteros del 
Philadelphia Inquirer, Donald Barlett y James Steele, que diseñaron y ejecutaron el 
primer análisis de contenido de documentos de tribunales dado a conocer por una 
organización de prensa. El estudio supuso otro hito del periodismo asistido por 
ordenador, como desarrollaré con mayor detalle en el epígrafe referido a esta 
modalidad de periodismo. 
El segundo suceso que tuvo un gran efecto en el desarrollo del periodismo de 
precisión fue la publicación en 1973 del libro de Meyer, Precision Journalism: A 
reporter’s introduction to social science methods (MEYER, 1973). Este fue el primer 
libro que incorporaba el término de precisión y se convirtió en un manual de referencia 
en muchas clases de reporterismo avanzado.  




El término había sido ideado por primera vez en 1971 por el profesor Everette 
Dennis en un seminario acerca del “nuevo periodismo” en la Universidad de Oregon. 
Su influencia motivó a Neil Felgenhauer a escribir en 1971 un capítulo sobre 
periodismo de precisión en La máquina de escribir mágica y en ese mismo año, 
Michael L. Johnson usó el término en The New Journalism (GALINDO, 2004: 55). En 
el 72, cuando la Universidad de Indiana acepta el manuscrito del libro de Meyer, 
decidieron que el término inventado por Dennis tenía el toque adecuado y lo 
adoptaron.  
 
En 1975 encontramos un ejemplo de encuesta que fusiona periodismo con 
sociología, la llamada ‘Carolina poll’, un proyecto de la Escuela de Periodismo y el 
Instituto UNC Para La Búsqueda De Las Ciencias Sociales (UNC Institute For 
Research In Social Science) que emplea técnicas profesionales como muestras 
digitales, entrevistas telefónicas asistidas por ordenador o archivo permanente de 
datos. Se aplica en el estado de Carolina del Norte por estudiantes que durante una 
tarde entrevistan a personas mayores de dieciocho años residentes en casas con 
teléfono, acerca de temas de interés actual (valoración de los políticos, televisión de 
servicio público, confianza en los negocios…) o temas teóricos. Usan la encuesta como 
un estudio de método de búsqueda científica que va desde la teoría del muestreo y el 
diseño de búsqueda hasta la lógica de los test de hipótesis y los análisis estadísticos 
hechos por ordenador. Sus resultados se ponen en una red local mantenida por el 
Instituto y se archivan en su biblioteca de datos para ser usados para tesis de 
posgrado o como documentos de búsqueda académica (STEVENSON: web). 
Con nuevo nombre y una identidad definida, el periodismo de precisión cerraba 
los años 70 con fuerza. “Más de un tercio de los diarios de los Estados Unidos habían 
llevado a cabo al menos una encuesta, y más del 80% de ellos decían que harían más” 
(DEMERS Y NICHOLS, 1987: 12). Además, un estudio conducido por Demers mostró 
que los periódicos confiaban más profundamente en los expertos en encuestas para 
manejar cuestiones del proceso de búsqueda, lo que supone una mejora de la calidad 
de las encuestas de los periódicos.  
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Sin embargo, es en una nueva etapa de la historia del periodismo de investigación 
norteamericano contemporáneo cuando se da una simbiosis entre periodismo de 
investigación y de precisión. En ella predomina el uso de técnicas del periodismo de 
precisión y del rastreo informático de bases de datos para realizar investigaciones en 
profundidad sobre asuntos de gran relevancia social y contenido de denuncia, 
produciéndose una alteración radical en el modo de practicar la investigación 
periodística. 
 
2.3.2. El periodismo asistido por ordenador y el periodismo de datos 
como complementos básicos de la precisión 
 
En los años 80, el creciente entorno informático propicia el despegue en Estados 
Unidos de una nueva variante del periodismo de precisión, el periodismo asistido por 
ordenador. 
  El interés creciente por esta modalidad se ve confirmado por la concesión en los 
90 de varios premios Pulitzer a distintos reportajes de precisión que usaron un 
ordenador para recabar y analizar datos.  
Tres décadas antes los medios ya utilizaban ordenadores para la producción de 
noticias. El primer ordenador comercial, el UNIVAC I, nació en 1951. Pocos meses 
después, un representante de la cadena CBS propuso a su creador, Remington Rand, 
salir en antena a cambio de que prestase a la cadena su máquina para cubrir las 
elecciones presidenciales de otoño de 1952. Él propuso una oferta mejor a la CBS, les 
dejaría usar todas las máquinas que quisieran si la cadena dejaba al UNIVAC I  
predecir el ganador de la noche basándose en las encuestas de declaración a la salida 
de los colegios electorales. 
La cadena accedió, viendo en esta predicción un gancho para atraer la atención de 
los espectadores durante el largo proceso de votación y recuento. De este modo, 
mantenía a los televidentes “enganchados” a la televisión toda la noche para ver si 
finalmente el ordenador había acertado o no (Wulforst en CASAL, ed. 2010: 51).  
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Las predicciones del ordenador apuntaban que Eisenhower ganaría por una 
diferencia abrumadora, pero los ejecutivos de la CBS se negaron a difundir una 
predicción que consideraban imposible, así que la silenciaron durante horas. 
Finalmente, tras el cierre de los colegios electorales, Walter Cronkite se aventuró a 
presentar en antena la predicción informática, y, poco después, los ejecutivos de la 
CBS se maldecían por su incredulidad tras comprobar que el ordenador había 
acertado. La aplastante victoria de Eisenhower el 4 de Noviembre de 1952 fue la 
primera noticia producida bajo lo que hoy se denomina Periodismo asistido por 
ordenador, y Cronkite, el primer periodista en usar la información generada de esta 
forma, si bien la creación de la misma había sido de absoluta autoría del técnico 
colaborador, ya que él se limitó a leer los datos que le proporcionó la fuente (CASAL, 
IBID). 
Sin embargo, la relación entre los medios y los ordenadores se estancó en la que se 
llamo “fase empresarial” durante los años 50 y buena parte de los 60, cuando las 
máquinas se quedaron para los negocios comerciales y la tipografía de los periódicos y 
revistas. 
No sería hasta 1967 cuando un periodista volvería a usar un ordenador en la 
creación de una noticia. Dicho periodista fue Philip Meyer, calificado de “padre del 
periodismo de precisión” y que, como puede verse, también actuó como tal para el 
“asistido por ordenador” (REAVY, 2001:4). Con la ayuda de John Robinson y Nathan 
Kaplan, de la universidad de Michigan, Meyer utilizó un ordenador IBM 360/40 para 
analizar los resultados de su encuesta y generar información numérica que dio lugar 
al ya citado estudio-reportaje “People beyond 12th street”. 
Un año más tarde, Clawrence Jones publica “A scientific look at Dade Crime”6 
(CASAL, ed. 2010:54), basándose en el empleo de un ordenador para realizar una 
tabulación cruzada de archivos oficiales sobre los reclusos del condado de Dade. 
Estas investigaciones coincidieron en el tiempo con la aprobación en 1966 por el 
Congreso estadounidense de la ley de Libertad de Información o Freedom of 
                                                
6
 Para un mayor detalle sobre el trabajo de Jones en el Herald, ver Maier, S. R. (1999) The Digital 
Watchdog´s First Byte. Journalism’s First Computer Analysis of Public Records. American Journalism, 
17:4, pp. 75-91 
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Information Act (FOIA, 1966), de la que hablaré con más detalle en el capítulo tercero. 
Ésta permitía a los ciudadanos solicitar cualquier archivo o registro del gobierno, 
dando lugar a un cambio en el acceso público a documentos, al ser el Estado quien 
debía argumentar la negativa de acceso a la información. Esta ley fomentaría además 
el análisis de datos públicos archivados de forma magnética, y con él, el periodismo 
asistido por ordenador.  
Continuando con la trayectoria de Meyer, este se convirtió en un asesor para 
periodistas a lo largo de todo el país que quisieran explorar el uso de las máquinas en 
su trabajo. En 1973 ayudó a los reporteros del Philadelphia Inquirer Donald Barlett y 
James Steele a usar ordenadores del gobierno para analizar sentencias de juzgado de 
la ciudad. Con la ayuda de Meyer, los reporteros diseñaron y ejecutaron su primera 
serie de reportajes asistidos por ordenador. Reunieron más de 100.000 documentos 
acerca de 1.034 acusados de crímenes violentos e investigaron más de 4.000 páginas de 
listados de ordenador, encontrando una gran disparidad entre la manera en que los 
acusados eran tratados por el sistema penal en función de su origen social y étnico. El 
estudio constituyó el primer documento de la serie “Unequal Justice” (DADER, 2009), 
que ganó dos premios nacionales de periodismo. En esa ocasión no ganaron el Pulitzer, 
pero sí lo harían en el año 75 y 89, con sus trabajos "Auditing the Internal Revenue 
Service”, acerca de la desigual aplicación de la ley federal de tasas; y con su 
investigación acerca de los suministros de “tiro de fusil” en la ley de reforma de tasas 
de 1986 (PULITZER, WEB). Esta segunda investigación levantó tal indignación 
pública que el Congreso tuvo que rechazar las exenciones de impuestos a individuos 
relacionados con política y negocios.  
Meyer llevó a cabo un número importante de investigaciones en los 70, sin 
embargo, la tarea era complicada y tediosa e introducir datos en un ordenador era un 
proceso nada fácil. Según describe REAVY (2001: 5): 
 “En primer lugar, los documentos tenían que ser obtenidos de los organismos 
gubernamentales apropiados. Si el trabajo no había sido almacenado por un ordenador, los 
trabajadores tenían que traducir los datos al formato del ordenador haciendo agujeros en 
cartulinas de papel que estaban organizadas e introducirlas en el ordenador a mano. Las 
tarjetas debían ser revisadas una y otra vez para evitar errores, especialmente aquellos 
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causados por dobleces y rasgaduras del papel. Además, como la mayoría de los periódicos no 
tenían ordenadores principales, los periodistas a menudo se veían forzados a alquilar otros 
ordenadores, algo muy costoso. También tenían que esperar, a menudo durante días, mientras 
los técnicos manipulaban los datos. Durante el proceso los periodistas rara vez veían los datos. 
Obviamente, algunos se desanimaban”. 
Con estas perspectivas, el periodismo asistido por ordenador parecía ser un campo 
limitado a periodistas con el tiempo y dinero suficiente para llevar a cabo estas 
profundas investigaciones. Sin embargo, los avances en la industria del ordenador se 
sucedían, dando una esperanza a esta manera de hacer periodismo. En 1971 Ted Hoff 
inventó el microprocesador, un chip de silicona minúsculo que contenía circuitos en 
miniatura que comprimían la mayoría de las funciones del ordenador en una fracción 
del espacio. En la década de los 70 llegaría también la calculadora de mano, que haría 
las mismas funciones que los grandes ordenadores de dos décadas atrás. Por encima 
de todo, el gran invento fue el microordenador o Personal Computer (PC) que, a 
diferencia del antiguo mainframe, no necesitaba un programa especialmente diseñado 
para cada tipo de máquina y estaba pensado para que pudiera trabajar con él una sola 
persona, de ahí su nombre.   
El despegue del periodismo de precisión de los años 80 se debió en buena parte a la 
mayor accesibilidad a los ordenadores y su bajo coste, que motivó que más periodistas 
comenzasen a usarlos. Junto a esto, el responsable de la extensión de la aplicación de 
la informática al periodismo fue, sin duda, Elliot Jaspin, quien inventó un dispositivo 
que permitía leer las bobinas de nueve pistas de los macroordenadores desde los 
ordenadores personales convencionales (CASAL, ed. 2010: 59). Además, a mediados de 
los años 80 este periodista fue uno de los más imaginativos y concienzudos aplicadores 
de la nueva especialidad. 
Jaspin había comenzado una investigación sobre corrupción en el gobierno local en 
el año 1984 en la que analizaba la supuesta concesión de préstamos hipotecarios 
fraudulentos a políticos. Entonces, influenciado por el libro de Philip Meyer, decidió 
averiguar si el ayuntamiento guardaba sus archivos informáticamente. Hizo una 
solicitud al Servicio Público de Préstamos Hipotecarios para Viviendas Oficiales a fin 
de obtener el listado informático de beneficiarios del programa de ayudas pero fue 
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rechazada, lo que le llevó a presentar una demanda judicial basándose en su derecho 
al acceso según la Ley de Acceso a la Información del Estado de Rhode Island. 
El periodista ganó el litigio y una primera revisión de una cinta magnética de 
nueve pistas con la ayuda del departamento de sistemas del Providence Bulletin 
Journal, reveló que 1.140 expedientes habían sido borrados. Finalmente y con la ayuda 
de expertos informáticos pudieron recuperar dichos expedientes que, según 
comprobaron, correspondían a un sistema de préstamos más antiguo, en teoría 
clausurado pero que se había mantenido abierto para financiar subrepticiamente las 
hipotecas de otros funcionarios y cargos públicos. Entre los beneficiarios, se 
encontraban la hija del ex gobernador del Estado, ejecutivos de bancos, etc. 
Este caso demostró la gran utilidad de la informática en el periodismo, que pudo 
revelar unos hechos ilícitos por medio de la investigación de unos listados informáticos 
que los directivos del Servicio Público de Préstamos Hipotecarios para Viviendas 
Oficiales no se molestaron en ocultar porque suponían que nadie tendría tiempo para 
cotejar los expedientes archivados en papel. Además, convenció a Jaspin del valor de 
un ordenador como elemento de trabajo periodístico, pero le dejó la amarga sensación 
de que no ejercía el control total sobre la información, según confesó al doctor 
Francisco CASAL (ed. 2010: 58).  
Otros casos ejemplares a destacar se enmarcan entre 1987 y 1999, cuando varios 
premios Pulitzer respaldaron el uso de técnicas de precisión y rastreo informático, 
despertando la atención de los grandes medios hacia esta actividad periodística que 
venía consolidándose en diarios pequeños. En este periodo, Dwight Morris y Elliot 
Jaspin, dos profesionales destacados de la modalidad del periodismo asistido por 
ordenador –o Database Journalism, como también se le llamaba en la época-, realizan 
varios de sus macroproyectos.  
En 1987 Elliot Jaspin desarrolló la investigación periodística que le llevaría a 
obtener el Pulitzer. Trabajando para el mismo periódico al que llevaba varios años 
vinculado, el Providence Bulletin Journal, descubrió una extraña coincidencia, se 
habían producido varios accidentes graves de autobuses escolares con un escaso 
intervalo de tiempo entre ellos. Para esclarecerlo, decidió cruzar los archivos 
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informatizados de los 5.000 conductores de autobuses escolares de su Estado, Rhode 
Island, con los de 500.000 procesos penales y los 300.000 atestados sobre accidentes de 
tráfico registrados en los archivos oficiales del Estado. Descubrió de este modo que 
más de uno de cada cuatro conductores de autobuses escolares tenían antecedentes por 
sanciones de tráfico, algunos acumulaban al respecto escalofriantes historiales de 
sanciones y varios presentaban otros antecedentes, desde tráfico de drogas a chantaje 
(DADER, 2009 y CASAL, ed.2010: 75). En 1995, tras su etapa de profesor de 
periodismo asistido por ordenador en la Escuela de Periodismo de la Universidad de 
Missouri en la que revisaría las leyes relacionadas con la privacidad, llevaría a cabo su 
investigación acerca del programa sanitario Medicare, que abordaré en el apartado de 
este capítulo referido a los casos más destacados. 
 
Hasta finales de los ochenta la historia había estado marcada por éxitos 
individuales, pero en 1989 se produjo un cambio sustancial en la situación. Elliot 
Jaspin creó el Instituto de Missouri Para el Reportaje Asistido por Ordenador 
(MICAR), en un esfuerzo conjunto de la Universidad de Missouri y la Organización de 
Periodistas y Reporteros de Investigación (IRE). Esto permitía que los datos pudiesen 
ser analizados por un periodista sin la necesidad de un informático. El instituto sirvió 
como un banco de datos centralizados para toda la información relacionada con 
archivos electrónicos del Gobierno. El MICAR sobrevive hoy, renombrado como el 
Instituto Nacional para el periodismo asistido por ordenador (NICAR). 
 
Una vez apuntado el marco histórico, es preciso abordar el marco conceptual de 
esta disciplina. Para hacerlo, realizaré un repaso comparativo interdisciplinar entre el 
periodismo asistido por ordenador y el periodismo de precisión a partir del estudio 
realizado por Margaret DeFleur y sintetizado por Francisco CASAL (ed. 2010: 67). En 
él, la autora mencionada señala que ambas modalidades parten del principio implícito 
de que la conducta humana sigue patrones que pueden ser descubiertos a través de la 
investigación sistemática. La meta principal de ambas es, por tanto, la descripción 
exacta del comportamiento social contemporáneo en relación con asuntos noticiables. 
Ambas son perspectivas prioritariamente cuantitativas (aunque también existen 
aplicaciones de técnicas cualitativas en el periodismo de precisión) y usan muchas 
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veces las mismas técnicas en sus análisis, como el cálculo de porcentajes, medias, 
medianas y otros índices estadísticos. El papel de las cuestiones cuantitativas no es, 
por tanto, exclusivo, y los números son en ocasiones complementados con entrevistas y 
comentarios individuales para ganar profundidad y comprensión. 
Hasta aquí las características enumeradas parecen indicar una mímesis casi exacta 
de una perspectiva respecto de la otra. Sin embargo, existe una modalidad de 
periodismo asistido por ordenador en la que los periodistas usan documentos 
electrónicos de la misma forma que buscarían en archivos de papel. DeFleur recoge el 
término empleado por Meyer para definir a estos periodistas, los "vaqueros 
informáticos" o, más recientemente, "potentes navegadores/curioseadores" (DEFLEUR, 
1997: 204). Éstos, en la mayor parte de los casos, restringen sus análisis al recuento, 
puesta en orden, clasificación y procedimientos de cruce de datos, (sin apenas 
aplicación de procedimiento estadísticos) lo que, según  DeFleur, no quita que a veces 
descubran sorprendentes y críticos hechos noticiables, pero suelen dejar intacta –en 
términos de aprovechamiento- la mayor parte de la información contenida en las bases 
de datos. 
Estos "potentes curioseadores" no consideraron los métodos científicos como parte 
del proceso, resultando en una forma de periodismo asistido por ordenador (que en 
parte tuvo su origen en la creciente popularidad y el descenso de precios de los 
ordenadores personales en los años 80) desarrollada independientemente del 
periodismo de precisión.  
La dificultad de comparar el periodismo asistido por ordenador con la perspectiva 
de la de precisión, deviene en parte del problema apuntado por DeFleur, la 
inexistencia en el primer caso de una metodología, lo que le convierte en un concepto 
“paraguas” (IBID: 205). Meyer sugiere que la relación puede ser vista conceptualmente 
como dos círculos o categorías que intersectan, algunas formas de rastreo informático 
pueden ser también clasificadas como precisión mientras que otras no pueden. 
Para ilustrar esta idea, es muy aclaratorio el gráfico creado por Meyer para 
DEFLEUR (IBID: 206). 




Para este ejemplo, la celda A incluiría los análisis de bases de datos de un archivo 
informático de, por ejemplo, sentencias judiciales; la celda B, la navegación por 
internet para documentar un reportaje; la celda C, el análisis de una encuesta; y la D, 
el periodismo convencional de declaraciones.  
Volviendo a la parte conceptual, es preciso concretar que aunque la informática 
es un complemento perfecto para realizar una buena investigación, por sí sola no es 
suficiente. De hecho, “el uso de un ordenador se hace efectivo sólo cuando los 
periodistas llegan a la conclusión de que un problema debe ser investigado” (IBID: 7). 
En esta línea, DeFleur defiende el periodismo asistido por ordenador como 
herramienta de control de los asuntos públicos y sus representantes y de revisión de 
que estos cumplan su tarea con rigor. Uno de sus estudios sobre 130 investigaciones 
asistidas por ordenador determina que la mayoría de éstas estuvieron destinadas al 
control de asuntos nacionales, empleando como recursos mayoritarios cintas 
magnéticas y bases de datos en papel e incluso un número sorprendente de periodistas 
construyeron sus propias bases de datos… sin embargo,  
“sólo un pequeño número de historias emplearon procedimientos adicionales que 
aprovechasen extensivamente el potencial del ordenador, apenas ninguna usó parámetros 
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estadísticos (más allá de medias y porcentajes)… pocas mencionaron la probabilidad como la 
base para interpretar la importancia de los descubrimientos…” (IBID: 109). 
Esto pone de manifiesto dos aspectos, del lado negativo, la poca aplicación de 
técnicas más desarrolladas del análisis de datos, como la estadística o la probabilidad, 
facilitada hoy día por la existencia de programas de procesamiento de datos en los que 
se pueden realizar operaciones ya programadas.  
En cuanto al aspecto positivo, destaca el hecho de que un buen número de 
profesionales se ayudasen del ordenador para la creación de sus propias bases de 
datos. Esto permite al periodista no depender de fuentes que le dicten los datos que 
habrá de convertir en noticia y abre la posibilidad de que se convierta en su propia 
fuente, elaborando sus bases de datos personales a partir de las cuales realizar 
cuadros de datos o establecer relaciones estadísticas que le permitan poner de 
manifiesto las relaciones entre personas o hechos y elaborar sus propias conclusiones. 
Sin embargo, no siempre los periodistas tienen una formación especializada en 
informática y la aplicación de las técnicas para la investigación periodística se escapa 
a menudo de sus manos. Esto ha ido mejorando progresivamente con el paso de los 
años, superado ya el periodo de los 90 cuando Elliot Jaspin describió, en las 
conferencias presentadas en las Jornadas Internacionales sobre Periodismo de 
Precisión e Investigación en Bases de Datos, celebradas en la Facultad de Ciencias de 
la Información de la Universidad Complutense en 1993, cuatro grupos de periodistas 
norteamericanos según su actitud con respecto a las técnicas del rastreo informático. 
El primero de ellos, compuesto por un 5%, estaría convencido de la necesidad de 
aplicar esas técnicas, que consideraría decisivas para el éxito un programa de 
información asistida por ordenador. Estos son los mejores informadores, que 
producirán la primera serie de artículos que, a su vez, conseguirían interesar a un 
segundo grupo, integrado por un 25 ó 30% de periodistas. Este segundo grupo no 
cambia con tanta rapidez, y su actitud no será uniforme, agrupando desde los muy 
interesados hasta los que se conformarían con aprender unos cuantos comandos de 
búsqueda rudimentarios, y para otras búsquedas recurrirán a un especialista. El 
tercer grupo, integrado también por un 25% ó 30% de redactores, sólo utilizaría el 
software de análisis informático de manera ocasional y si cuenta con apoyo técnico. 
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Este grupo aprenderá, como mucho, unos cuantos comandos, y considerará interesante 
el proceso, al margen de su éxito, pero no esencial para su trabajo. En último lugar, 
Jaspin establecía un cuarto grupo de periodistas que nunca utilizaría el software de 
análisis informático y que oscilaría entre la indiferencia y la hostilidad (JASPIN, 
1993). 
Para muchos autores, como es el caso de Dwight Morris (1993), presente 
también en las citadas jornadas internacionales de 1993 en Madrid, las técnicas de 
rastreo informático son el instrumento básico de análisis de datos públicos. Su equipo 
de Los Angeles Times se valió de éstas para llevar a cabo varias de sus 
investigaciones, según relataré con más detalle en la sección referida a los casos más 
destacados del periodismo de precisión.   
A comienzos de los años noventa del siglo XX, algunos periodistas 
estadounidenses comenzaron, en definitiva, a emplear un nuevo término para designar 
su trabajo especializado realizado por medio de las herramientas informáticas: el 
periodismo asistido por ordenador, el periodismo de bases de datos o periodismo de 
datos, (database Journalism o data journalism). 
El primero de dichos términos, que resultó ser el más popular en aquellos 
momentos, hasta el punto de casi hacer desaparecer a los otros e incluso al más 
antiguo de periodismo de precisión ha provocado sin embargo un ácido rechazo por 
parte de Philip Meyer. El iniciador principal de este conjunto de enfoques sigue 
considerando que el aspecto distintivo de estas nuevas modalidades de periodismo 
analítico no es ni la tecnología empleada ni el tipo de fuentes o documentos con los que 
se trabaje, sino la adopción del método científico. En las conferencias e intervenciones 
que Meyer realiza en los últimos años alrededor del mundo dice irónicamente que 
hablar de periodismo asistido por ordenador es algo tan absurdo como hablar de 
“arquitectura asistida por ordenador” o “contabilidad asistida por ordenador”, y añade 
que la expresión vista en perspectiva resultará tan ridícula como si alguien se le 
ocurriera decir que hace ‘periodismo asistido por teléfono’ o ‘asistido por grabadora’.  
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Más circunspectamente en su cuarta edición revisada y ampliada de libro 
central Precision Journalism. A Reporter’s Introduction to Social Science Methods , 
escribe: 
“A los periodistas que los utilizan [los ordenadores] en sus análisis de investigación les 
gusta jactarse de que están haciendo ‘periodismo asistido por ordenador’ [‘Computer-Assisted 
Reporting’]. [Pero] En un mundo en que casi todo está asistido por el ordenador, pronto eso no 
significará gran cosa, aun cuando se haya creado al respecto una brecha entre los periodistas 
más viejos y los más jóvenes” (Meyer, 2002:79). 
Añadía a lo anterior (IBID: 96) que aunque todavía en 2001 seguían 
publicándose trabajos periodísticos que utilizaban expresamente esa denominación, 
consideraba que en breve dejaría de emplearse. El tiempo parece estarle dando la 
razón cuando, más recientemente, otras expresiones como data driven journalism o 
simplemente periodismo de datos se van imponiendo o están más de moda, en 
ocasiones para referirse a trabajos que de forma más correcta podrían seguirse 
llamado periodismo de precisión o, según otras propuestas, periodismo analítico o de 
análisis de datos. 
Precisamente esa nueva terminología que pone el énfasis en el hecho de 
recopilar y estructurar datos para someterlos a algún procedimiento sistemático de 
análisis (con la tecnología que resulte conveniente o disponible) es la que ha llevado al 
periódico británico The Guardian a reclamar un origen más antiguo de esta 
especialidad, destacando su empleo en los primeros tiempos de su diario, entonces 
llamado Manchester Guardian, el 5 de mayo de 1821, tal y como ha sido mencionado 
ya, páginas atrás.  
Esta primera investigación de data journalism, mostraba un cuadro con datos 
que “hoy parecerían controvertidos” (THE GUARDIAN, 1821: web) en la que se 
recogían los datos de todas las escuelas de Manchester y Salford desglosados según 
tipo de escuela, número de estudiantes (chicos y chicas), la media del gasto anual y 
otras observaciones.  
El periódico hizo públicos en su web los datos en 2011, con la digitalización y 
puesta a disposición del público del ejemplar original con la tabla de datos. The 
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Guardian revelaba que las estimaciones previas de 8.000 niños que recibían educación 
gratis resultaron imprecisas, a la vista del recuento aportado por el periódico, siendo el 
total cercano a 25.000, ya que gran parte de la educación se impartía en las escuelas 
de domingo, debido a que muchos niños tenían que trabajar durante la semana (la 
educación no fue obligatoria hasta 1880). Basa la falta de rigor de las estadísticas en el 
escaso empleo de recursos para la investigación, ya que, asegura, “en 1821 las 
estadísticas oficiales para la ciudad fueron realizadas por sólo cuatro empleados de la 
oficina, una tarea imposible que resultó en datos imprecisos y defectuosos” (IBID: 
web). Por el contrario, las bases de datos “mostraban, por primera vez, cuántos 
alumnos recibían educación gratis y cuántos niños pobres había en la ciudad” (IBID: 
web).  
Lo cierto es, como ya fue señalado en la primera mención de esta información,  
que las tablas de datos no fueron creadas por el periódico, sino filtradas por una fuente 
creíble sólo identificada como “NH”. Esto indica que el reportaje no cumplía la 
característica atribuible al periodismo de análisis de datos: la creación de bases de 
datos propias que pueden contener información recolectada por los propios periodistas 
desde diferentes fuentes, o que si fueran de creación externa hayan sido sometidas a 
un procedimiento analítico por los propios periodistas. Sea como fuere, la publicación 
de los datos en 1821 “causó sensación” (IBID: web) y supone un gran ejemplo de las 
posibilidades que se derivan de la recopilación y análisis de los datos, ya sea con 
software informático o mediante procedimientos de cálculo más elementales.  
En 1851 se recoge otro caso temprano de periodismo de datos. Florence 
Nightingale era una enfermera británica durante la guerra de Crimea que decidió 
recopilar la información a la que tenía acceso sobre los muertos en campaña para 
escribir el libro “Mortalidad en el ejército británico” (NIGHTINGALE, 1858: web). En 
él, recogía diagramas y tablas de datos, e incluso un novedoso formato para visualizar 
los datos de las causas de la muerte de una manera clara y convincente. Su obra la 
catapultó como una excelente escritora y, sobretodo, estadística, además de una 
pionera periodista de datos.  
Aunque estos primeros casos no emplearon herramientas informáticas, la 
asociación entre estas y el periodismo de datos es hoy indisoluble. La tecnología y, 
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especialmente, los hechos o datos, son la base de cualquier historia o trabajo 
periodístico de datos. 
De nuevo el periódico inglés The Guardian es hoy un buen ejemplo de la puesta 
en público de los datos para fines informativos. Su web recoge un apartado llamado 
‘Data Store’ (THE GUARDIAN: web) en el que se pueden consultar y descargar tablas 
de datos en formatos reutilizables. Entre los muchos asuntos que recoge están los 
resultados de la primarias en Estados Unidos en 2012 desglosados por estados y 
condados; los datos del llamado movimiento “occupy” (15M en España) por países, 
clasificados por dirección, número de manifestantes, fecha de inicio y fin; o el número 
de británicos heridos o asesinados en la guerra de Irak según el día, mes y año.  The 
Guardian considera de gran importancia la recopilación de datos y su puesta a 
disposición del público, actitud que corrobora la frase citada en la cabecera de la 
sección del que fue director del periódico durante 57 años, C.P. Scott: “los comentarios 
son libres, los hechos son sagrados” (SCOTT, 1921).  
Desde un punto de vista crítico habría que consignar, no obstante, que esta 
nueva ‘fiebre’ de datos, no siempre conlleva una auténtica implicación de los 
periodistas, ya que, si se limitan a reproducir los datos que otras fuentes elaboran, aún 
cuando sea en formatos de reutilización para el análisis estadístico, pero ellos sólo 
aportan el comentario tradicional de los mismos, seguirá desaprovechándose buena 
parte del potencial de esas cifras, en la medida en que ese periodismo de datos carezca 
del reprocesamiento experto del genuino periodismo de precisión. 
Otro de los proyectos de periodismo de datos a destacar en la actualidad es el 
desarrollado por la organización Farmsubsidy.org, cuyo objetivo es obtener datos 
detallados acerca de los pagos y beneficiarios de los subsidios agrícolas de cada estado 
miembro de la Unión Europea, y ponerlos accesibles de modo que sean útiles para los 
ciudadanos comunitarios. De este modo, los muestran en listas por países y, dentro de 
éstos, por organismos públicos y privados. Además, elaboran un índice de 
transparencia en el que evalúan a los países de la Unión Europea del 1 al 100 en 
función de su transparencia a la hora de dar a conocer los beneficiarios de los subsidios 
de la política agraria. Valoran el número de años durante los cuales los datos han sido 
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desvelados, la cantidad de detalle y descripción en dichos datos o que el formato de 
revelación sea legible por una máquina.  
El proyecto es llevado a cabo por una red de periodistas europeos, investigadores 
y activistas. Los datos con los que trabajan han sido publicados directamente por los 
gobiernos de los países de la Unión Europea u obtenidos con solicitudes de libertad de 
información. Definen su objetivo como “incrementar la transparencia de la política 
agraria común” (FARMSUBSIDY, 2012: web). 
También es importante mencionar la labor realizada por el International 
Consortium of Investigative Journalists (ICIJ), basado en el periodismo de perro 
guardián y cuyo comité asesor cuenta con varios de los más grandes nombres del 
periodismo de investigación, siendo Mar Cabra y Marcos García Rey los periodistas en 
España. Su objetivo es producir revolucionarios reportajes multimedia que se acojan a 
los más altos standards de imparcialidad y exactitud. Entre los temas tratados a lo 
largo de los años figuran asuntos como los siguientes: contrabando de tabaco por 
compañías internacionales y grupos criminales organizados (ICIJ, 2012a: web), 
peligros de las compañías de amianto (ICIJ, 2012b: web), grupos de presión sobre el 
cambio climático (ICIJ, 2012c: web), contratos de trabajo en Irak o Afganistán tras la 
guerra (ICIJ, 2012d: web), o una singular revelación, a partir de una enorme filtración 
de datos, sobre el uso de lejanos paraísos fiscales por personalidades del mundo entero 
(ICIJ, 2013: web) 
La relación entre el periodismo asistido por ordenador y el de datos aviva el  
debate presente acerca de la clasificación del segundo como una especialidad derivada 
de la anterior y basada en el empleo de herramientas informáticas o, por el contrario, 
una modalidad completamente nueva (un debate que es idéntico al que ya surgió entre 
los términos de precisión y asistido por ordenador tras la popularización de este 
último, como queda señalado páginas atrás) 
Cuando la etiqueta de periodismo asistido por ordenador se asocia con la 
expresión de periodismo de bases de datos podría entonces interpretarse que incluye al 
menos tres grandes maneras en las que los periodistas usan ahora los ordenadores 
para desarrollar noticias. Siguiendo el repaso de DEFLEUR (1997: 205), la primera es 
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la búsqueda o uso de bases de datos disponibles de forma pública o a través de 
servicios comerciales, BBSS, o Internet, para localizar fuentes o reunir información y 
documentación sobre una persona, un asunto o un tema. La segunda forma o peldaño 
incluye la creación o construcción de bases de datos "caseras" que pueden contener 
información recolectada por los propios periodistas desde diferentes fuentes. Y la 
tercera es, propiamente, el periodismo de investigación que aplica software de análisis 
informático bajo criterios de método científico (si bien DeFleur utilizaba simplemente 
la expresión periodismo asistido por ordenador). En la más común aplicación de éste, 
los ordenadores y el software se usan para analizar documentos electrónicos conforme 
a un plan de investigación prestablecido descubriendo así asuntos noticiables ocultos.  
Entre los que disocian el periodismo asistido por ordenador del de datos, 
consideran que en el pasado, los especialistas del primero, “estaban entrenados y 
tenían destrezas técnicas, pero el periodismo asistido por ordenador era y es ante todo 
una técnica, no un proceso que afecte el completo flujo de trabajo del periodismo de 
una manera decisiva (…) El periodismo de datos hoy puede ser definido como un flujo 
de trabajo, donde los datos son la base del análisis, visualización y –aún más 
importante- la narración de historias”. (LORENZ, 2010: 9-10). Como puede apreciarse, 
este enfoque reproduce en realidad la misma perspectiva que Philip Meyer ya 
estableciera para el periodismo de precisión, con la particularidad de que éste no se 
limita a técnicas cuantitativas para el análisis de datos y engloba también técnicas 
cualitativas de las ciencias sociales, cuyo producto son ‘evidencias’ o ‘tendencias’ acerca 
de una realidad social establecidas mediante procedimientos rigurosos aunque no-
numéricos.  
Liliana Bounegro, la coordinadora de los primeros premios de periodismo de datos 
(que detallaré más adelante), simplifica el debate, orientándolo al futuro en lugar de al 
pasado: 
“En lugar de debatir si el periodismo de datos es completamente original o no, una postura 
más provechosa sería considerarlo como una parte de una más amplia tradición, pero 
respondiendo a las nuevas circunstancias y condiciones. Incluso aunque pueda no haber una 
diferencia en objetivos y técnicas, la urgencia de la etiqueta periodismo de datos al principio 
del siglo indica una nueva fase en donde el volumen absoluto de datos que es de libre acceso 
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online combinado con las sofisticadas herramientas centradas en el usuario, permiten a más 
gente trabajar con más datos más fácilmente que nunca. El periodismo de datos se base en el 
alfabetismo de grandes cantidades de datos” (HOWARD, 2012: web).  
En cualquier caso y dejando a un lado la clasificación del periodismo de datos, esta 
modalidad se postula como un punto importante en el futuro desarrollo profesional, 
además de la posible heredera del periodismo de precisión, como analizaré en un 
apartado posterior destinado al futuro de esta perspectiva. 
 
2.3.3. La estadística, herramienta amiga del periodista  
 
El periodista tradicional es a menudo considerado como “hombre de letras” y no 
se siente muy cercano al empleo de números, que considera una tarea alejada de la 
labor de las redacciones. Su refractaria actitud hacia las ciencias cuantitativistas 
contrasta con el interés creciente de la población por las cifras y la cuantificación de su 
mundo en números. El número de parados, el porcentaje de votantes del candidato A 
respecto de los del B o, simplemente, la media de horas anuales que pasa un individuo 
frente a la televisión son algunos de los datos que interesan a la población. 
Estas cuantificaciones permiten a los individuos valorar el mundo que les rodea 
de una manera más concreta. Los periodistas sienten interés y dedican gran atención, 
en principio a todas esas cifras, pero suelen desentenderse de la verificación y los 
procedimientos que garantizan el rigor de las investigaciones que avalan esos datos 
sin prestar tampoco suficiente atención a una divulgación más clara y comprensible de 
las complejidades técnicas de los datos científicos.  
En los últimos tiempo se aprecia, no obstante, un esfuerzo mayor de los 
periodistas por transmitir datos numéricos en sus informaciones, superando la 
tradicional barrera existente entre expertos y público general. De este modo, se han 
convertido en los transmisores de estadísticas, encuestas y sondeos (género muy 
atractivo para el público) mediante el análisis y reproducción de estudios científicos, 
un método de trabajo secundario o pasivo utilizado en la mayoría de las redacciones. 
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Sin embargo, a menudo “no son capaces o ni siquiera están dispuestos a 
comprobar los datos estadísticos por sí mismos, especialmente en los extremadamente 
limitados márgenes de tiempo de las publicaciones diarias. Mientras los estadísticos 
tienen días y hasta semanas para realizar sus análisis de bases de datos, los 
periodistas tienen entre minutos y horas” (WORMER, 2007: 396) 
Esta problemática es la causante de un buen número de los errores que 
apreciamos en las publicaciones actuales, donde los periodistas fracasan a la hora de 
traducir o interpretar los datos estadísticos en sus páginas.  
Un ejemplo que ilustra este fracasado análisis en la interpretación de datos 
estadísticos lo recoge la página web malaprensa.com, editada por el doctor en Ciencias 
Políticas y profesor de la Universidad de Castilla la Mancha en Toledo, Josu Mezo, y 
destinada al seguimiento y publicación de “errores y chapuzas de la prensa española: 
números equivocados, gráficos incorrectos, fallos lógicos, conceptos erróneos, mala 
interpretación de estadísticas o datos científicos… etc.” 
Entre los muchos casos recogidos en dicha página se analiza por ejemplo un 
error publicado por El Correo el 10 de febrero de 2011. El diario anunciaba en un 
titular: “El apoyo a la Constitución en Euskadi es el doble del obtenido en 1978” 
(MEZO, 2011: web) pero ya en el texto, se leía: 
 “En concreto, si hoy volviera a celebrarse el referéndum constitucional, el 46% 
votaría de forma afirmativa supone un aumento de 15 puntos respecto a 1978 y un 
14% lo haría en contra, es decir, 3 puntos más” (P.O., 2011: web). 
Tal y como explica Mezo, se detectan aquí varios fallos. En primer lugar, se 
indica en el titular que el apoyo a la Constitución en el País Vasco es el doble de 1978. 
Pues bien, sobre el total de la población electoral vasca, el número de votantes de la 
Constitución sólo aumenta en 15 puntos (en 1978 votó afirmativamente el 31%), lo que 
supone un 48,38% más (15/31*100) y sólo redondeando se convertiría en el 50%, pero 
nunca en el doble, el 100%.  
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Para el citado especialista, además, el titular que anunciaba “el doble” de apoyo 
a la Constitución en el País Vasco, sólo se justificaría comparando el número absoluto 
de votantes, en lugar del número porcentual.  
En el texto se indicaba que “en términos absolutos optarían por el 'sí' por encima 
de los 800.000 electores -entonces fueron algo menos de 480.000- y por el 'no' casi 
250.000, frente a los 163.000 de hace 33 años” (IBID: web). 
Sin embargo, el incremento de los 480.000 electores de 1981 a los 800.000 
actuales, no es el doble (el 100%), sino el 66’6%: 
(800.000- 480.000) 
       480.000  
 
Por otro lado, traducir el cálculo en números absolutos es una práctica 
incorrecta, ya que todas las cifras tienden a incrementarse por el aumento natural de 
la población y se distorsiona así cualquier perspectiva de comparación. Ahora hay más 
posibles votantes de la Constitución por el simple hecho de que hay más habitantes en 
el País Vasco y también en el resto de España. Para evitar estos sesgos, debe 
recurrirse a los porcentajes, que eliminan las lógicas diferencias de población 
producidas entre un momento histórico y otro.  
Otro ejemplo de habitual mala práctica está en relación con la problemática, 
resaltada por el profesor Dader, de los recuentos parciales de voto durante las noches 
de celebración de comicios: “Las estimaciones (…) nada tienen que ver –y por tanto no 
cabe confundir o comparar los respectivos resultados– con los avances, en sucesivos 
momentos de la noche electoral, del voto real escrutado en una determinada etapa del 
recuento oficial” (DADER, 2002: 67).  
Mientras que en el caso de las estimaciones, las muestras son 
probabilísticamente seleccionadas y por tanto representativas del comportamiento 
global, los avances del voto real escrutado carecen de representatividad por lo que no 
tiene por qué aproximarse al voto real hasta prácticamente haberse completado el 
recuento del censo completo (o en un porcentaje muy cercano a él). 
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De hecho, este error sigue produciéndose en los recuentos electorales parciales 
de los que informan los periodistas españoles en la actualidad. En las elecciones 
catalanas del 28 de noviembre de 2010, una gran mayoría de reporteros en televisión, 
entre ellos los de Televisión Española, daban por vencedor al partido de Convergencia 
i Unió (CIU) cuando solamente se había escrutado el 29% de los votos. Lo mismo 
ocurría en prensa, donde el periódico La Vanguardia titulaba: “Con el escrutinio en el 
25%, CIU gana las elecciones y se acerca a la mayoría absoluta” (REDACCIÓN, 2010).  
Nada permite asegurar que este dato de escrutinio sea representativo, ya que 
esa porción de los votantes, aunque cuantitativamente sea muy superior a las que 
presenta cualquier encuesta probabilista, no ha sido obtenida por un procedimiento de 
sorteo riguroso o “aleatorio” y por consiguiente puede haber ocurrido que las primeras 
mesas escrutadas contengan concentraciones de un tipo u otro de votantes muy 
dispares respecto a la distribución global del conjunto. Se trata de ‘muestras 
accidentales’, por lo que no son fiables. Dado que el escrutinio no se realiza mediante 
selección probabilística sino por simple acumulación de las zonas dispersas que antes 
van acabando sus recuentos –normalmente colegios con un pequeño número de 
electores-, este dato del 25% puede resultar muy favorable a un determinado partido, 
cuya situación resulte muy diferente cuando el escrutinio haya avanzado en veinte o 
treinta puntos porcentuales más. Aunque es cierto que la mayoría de las veces, cuando 
ha sido escrutado ya el 70% de los votos, los resultados finales no suelen sufrir 
variaciones apreciables –y los líderes de los partidos suelen reconocer ya en ese 
momento el resultado global–, la ausencia de muestreo probabilístico en el recuento 
impide asegurar que la tendencia observada incluso entonces no pueda aún variar en 
algunos puntos porcentuales. Y, de hecho, el baile de los últimos escaños atribuidos 
puede mantenerse a veces aun cuando el recuento haya superado el 97 o 98 por ciento. 
La única posibilidad que justifique esta incorrección es que los medios 
denominen escrutinio circunstancial a lo que en realidad interpretan como si fuera 
una estimación proporcional en el contexto de las encuestas electorales, por lo que 
contribuyen a confundir fuertemente a los ciudadanos y siembran la sospecha de 
manipulación cuando la distribución de escaños observada en porcentajes muy altos de 
votación varía en varios escaños decisivos al finalizar el recuento. 
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Un último caso ilustrativo en esta línea puede ser el reflejado por el periódico 
gratuito Qué! en su número del 2 de marzo de 2011. Bajo el título “Vamos menos a los 
bares” (VIAÑA, 2011:1) el artículo recoge que “los españoles visitamos los bares 158 
veces de media al año, 40 menos que en 2006”. Esta primera afirmación ya resulta 
confusa, puesto que el lector no sabe si se refiere a veces en sentido de descenso 
matemático o a ocasiones literales. La afirmación que se haya en la segunda página 
añade más información: “La asistencia a estos establecimiento ha caído un 20% desde 
2006” (IBID:2). En ese punto el lector puede hacer el cálculo siguiente:  
80/158 =100/x  80*x=100*158  x = 100* 158   x = 15800 /80  x = 197,5.                                                                  
                                                          80 
Ó también: 
x-20% x = 158  x-20/100x=158   x-0,2x=158  0,8x=158  x= 197,5                                                       
Según este resultado, si en 2011 se acude a los bares 158 veces de media al año, 
cantidad que es el 20% menos que en 2006 (o el 80%), en 2006 se acudía 197,5 veces de 
media a los bares. 
Este resultado ya nos indica cuál es la verdadera interpretación que estos 
periodistas dan a la expresión “40 veces menos”, ya que 197,5  40 = 157,5, las 158 
veces (redondeadas) a las que aluden en la entrada del artículo. Esta interpretación es 
muy distante de la que haría un matemático, que para obtener las citadas “40 veces 
menos”, dividiría la cifra base: 197,5 entre 40, que da como resultado 4,9375. Es justo 
decir, sin embargo, que el gazapo matemático cometido por estos redactores se justifica 
en parte por la intromisión de la palabra veces, que en este caso se usa como expresión 
literal y no figurada, como en el caso matemático.  
Estos ejemplos nos demuestran las frecuentes malas prácticas de los periodistas 
en el tratamiento de números, lo cual es recogido por un creciente número de 
instituciones y páginas webs, como la anteriormente mencionada malaprensa.com 
La solución pasa por una mejor formación de los periodistas en labores de 
estadística, de modo que puedan enriquecer sus informaciones con la recolección, 
análisis e interpretación de datos, para explicar de modo más preciso las condiciones 
regulares o irregulares de algún fenómeno o estudio aplicado. 
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El periodista se configuraría así como el intermediario necesario entre el 
riguroso lenguaje de los estadísticos y la baja especialización del ciudadano medio y 
podría “combinar interesantes datos estadísticos con el sistema clásico de 
investigación, así como ayudar a los estadísticos a encontrar una adecuada y 
comprensible manera de contar una historia en un medio de comunicación por medio 
de la estadística” (WORMER, 2007: 396). 
 
2.4.  La nueva objetividad periodística basada en el modelo de la 
ciencia 
 
La aplicación de las técnicas sociológicas, informáticas y estadísticas, convierte 
al periodista en su propio creador de bases de datos e informaciones, pasando a reducir 
su dependencia de las fuentes oficiales y acercándose así al concepto de objetividad, 
cuya interpretación es uno de los asuntos más debatidos en el mundo del periodismo. 
Siguiendo el repaso de Michael SCHUDSON (1978: 3-11), antes de 1830 la 
objetividad no era un tema a tratar, puesto que se asumía que los periódicos de 
Norteamérica presentaban un punto de vista partidista, no neutral. La idea de 
‘información neutral’ está directamente relacionada con el nacimiento en 1840 del 
servicio de información por cable o también llamado telégrafo, que daría lugar en 1848 
a Associated Press (AP).  
Este servicio suministraba información a todo tipo de periódicos con diferentes 
puntos de vista ideológicos, por lo que su éxito dependía de la objetividad con que 
dotaba a sus informaciones. Por su parte, en 1896 el periódico New York Times 
propone un modelo basado en la información en lugar de la historia, algo memorable 
en un medio que, a diferencia de lo que sucedía con AP, se dirigía a un núcleo de 
lectores homogéneo y selecto.  
Durante la Revolución Americana, según el mismo autor arriba mencionado, no 
se pensaba mucho acerca de la subjetividad de la percepción y se confiaba en que un 
mercado libre de ideas permitiría la victoria de la verdad sobre la mentira. Los 
reporteros de 1890 llamaron simplemente “realismo” al empirismo de la época, y rara 
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vez dudaban de la posibilidad de escribir con arreglo a la realidad, no existía el 
término “objetividad”. De hecho, hasta la Primera Guerra Mundial, los periodistas –
como la mayor parte de las personas-, creían que los hechos no eran afirmaciones 
humanas sobre el mundo sino aspectos del mundo en sí mismo.  
Sin embargo, en 1920, la idea de que los seres humanos construyen 
colectivamente la realidad que les rodea adquiere una posición central en la percepción 
social. La Primera Guerra Mundial había producido un descontento hacia el uso de la 
prensa por parte de los propagandistas, lo que extendió el ideal de objetividad como 
sistema sujeto a los rigores del método científico, a pesar de que voces de expertos en 
relaciones públicas como Ivy Lee afirmaban que “el esfuerzo de afirmar un hecho 
absoluto es simplemente un intento de conseguir lo que es humanamente imposible; 
todo lo que puedo hacer es darte mi interpretación de los hechos” (LEE, 1925: 21). 
Walter Lippman es, según Schudson, el más sabio y poderoso portavoz del ideal 
de objetividad enfrentado a la dificultad de su consecución. En su libro Public Opinion, 
explica el impulso emocional que se encuentra detrás de la cuestión de la objetividad: 
“Mientras nuestras mentes se hacen más conscientes de su propia subjetividad, 
seguimos entusiasmándonos con un método objetivo inexistente”7 (LIPPMANN, 1922: 
256). Él estaba convencido de la subjetividad de los hechos y, al mismo tiempo, 
esperanzado con la profesionalización del periodismo.  
Tomando como referencia el estudio de Monserrat Ganuza (2003: 31), sabemos 
hoy que algunas voces como las de Lippman y Mertz pedían en aquella época una 
aproximación científica como solución. Lippmann aseguraba que sólo había una 
posible unidad, la unidad del método, la del experimento disciplinado. Lippmann creía 
que la búsqueda del método científico en periodismo haría que la prensa fuese no sólo 
más profesional sino más liberal y más heroica.  
A mediados de 1930 el término ‘objetividad’ se convierte en una palabra común 
y un valor de la profesión, que era consciente, al mismo tiempo, de la imposibilidad de 
                                                
7
 “As our minds become more deeply aware of their own subjetivism, we find a zest in objective method that is not 
otherwise there” 
 - 87 - 
 
 
superar la subjetividad al presentar una información, por lo que las críticas 
acompañaron su propia enunciación. (SCHUDSON, 1978: 157). 
En esa década nace el periodismo interpretativo, a raíz de una serie de 
innovaciones en los periódicos de Estados Unidos, como la introducción de sumarios de 
noticias los fines de semana en los periódicos New York Sun o The Washington Post. 
Una buena prueba de este nacimiento es el libro publicado en 1938 por Curtis 
McDougall, Interpretative Reporting, en el que se plasma una nueva dirección de 
informar hacia la combinación de la función de intérprete con la de reportero, aunque 
compatible con la llamada objetividad y apoyada por una resolución de la American 
Society of Newspapers Editors en 1933 (IBID: 146). Para esta sociedad, la guerra, la 
depresión y el New Deal hicieron que los asuntos políticos, económicos y sociales 
fueran tan complicados que forzaron al periodismo a enfatizar el significado de la 
información en el contexto de los hechos.  
Tras la Segunda Guerra Mundial surgió el ideal de objetividad basado en una 
radical separación de hechos y valoraciones. Surgió, no como la expresión final de una 
creencia en los hechos, sino como afirmación de un método designado para un mundo 
(sociedad democrática de mercado) en el cual incluso los hechos podían no ser creíbles 
(IBID, 1978: 122). Esta creencia se mantuvo en los años 60, cuando la objetividad se 
convirtió en el emblema del periodismo estadounidense tanto para los críticos como 
para los partidarios. En esta línea, el control de las noticias por el Gobierno durante la 
guerra de Vietnam, chocaba con una creciente adversidad entre la población. 
Con el paso de los años, la objetividad quedó reducida a ciertos aspectos 
formales que Monserrat Ganuza sintetiza en su tesis (GANUZA, 2003: 32): 
 Narración descriptiva que prescinde de cualquier comentario u opinión que no 
pueda a su vez quedar entrecomillado o referido a una fuente y que, por 
consiguiente sólo pudiera ser atribuido al periodista autor del relato (...) 
 En consecuencia de lo anterior, información redactada en tercera persona y 
prescindiendo de adjetivaciones subjetivas en el relato. Los únicos adjetivos 
calificativos permitidos son los que proceden expresamente de alguna fuente o 
protagonista de los hechos narrados (y así es expresamente mencionado) o, aquellos 
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de delimitación indiscutible que sitúan un hecho o circunstancia (por ejemplo 
“acuerdo unánime” para referirse a una decisión aceptada por todas las partes; 
“programa pionero” para referirse a un proyecto que nadie discute que se desarrolla 
por primera vez, etc.) 
 Narración que, tanto en la forma como en el fondo (actitud deducible del periodista), 
refleje un frío equilibrio e imparcialidad aséptica del narrador frente a las posibles 
discrepancias observables entre los diversos protagonistas de los sucesos narrados, 
que pueden y deben aparecer en el relato sin contar con ningún elemento de apoyo 
emocional o intelectual por parte del narrador. 
 Pasividad y nulo ejercicio de anticipación por parte del periodista, pues, en 
consonancia con lo anterior, ha de evitar convertirse él mismo en parte activa del 
proceso narrado. (...) 
Para Robert M. Entman (1989: 30-31), la objetividad se basa en dos requisitos 
principales: la despersonalización, que supone que los periodistas eviten las opiniones 
personales o evaluaciones ideológicas, y el equilibrio, que implica neutralidad y 
requiere que los periodistas presenten a los representantes de las dos partes de un 
conflicto recibiendo igual atención. Sin embargo, el propio Entman reconoce que el 
mero hecho de elegir cómo poner los hechos en relación y cuáles enfatizar, afecta 
inevitablemente a la realidad que perciben las audiencias. Concluye así que “los 
periodistas siguen las leyes que la objetividad establece, pero no pueden cumplir sus 
propósitos” (IBID: 31) y que el estudio de la parcialidad o imparcialidad de una 
información se debería hacer en términos de la influencia que ésta tiene sobre las 
actitudes del público. La objetividad para Entman se podría traducir como “ideología 
subyacente que privilegia unos aspectos de la realidad para que sean transmitidos y 
excluye otros que nunca llegan a ser noticia” (GANUZA, 2003: 34). 
Estos aspectos han generado muchos escépticos en las últimas décadas del siglo 
XX.  En los 70, la profesión constató que el criterio de objetividad impedía examinar 
las estructuras básicas de poder, por lo que los periódicos comenzaron a reclamar más 
autonomía de las versiones oficiales. 
Así, Gaye Tuchman consideró que la objetividad se usa como “ritual estratégico 
a modo de defensa ante las críticas” (TUCHMAN, 1972: 660). De este modo, los 
 - 89 - 
 
 
periodistas se ahorran problemas con los diferentes gobiernos, partidos políticos o 
empresas si se muestran exageradamente “imparciales” ante sucesos perfectamente 
criticables. Otros autores como Bárbara Phillips comparten esta interpretación del 
empleo de la objetividad como “un mecanismo protector” y “garantía de la legítima 
autoridad de los periodistas” (PHILLIPS, 1977: 63). 
Phillips recuerda que el valor de la objetividad debatido por los periodistas 
apenas guarda relación con el de la objetividad científica y aseguró ya en 1977 que los 
periodistas se remiten al término de objetividad por el prestigio que aporta la 
evocación de ese término desde el campo científico, cuando en realidad evitan todos los 
criterios y pasos por los que la objetividad científica se lleva a la práctica.  
En esta línea, Schudson propone la “identificación en periodismo, derecho u 
otras profesiones de objetividad con CIENCIA, entendida como el derecho o verdad o la 
mejor parte del conocimiento” (SCHUDSON, 1978: 8). 
En respuesta a estas cuestiones, el profesor Meyer aseveró en su conferencia de 
1993 en la Facultad de Ciencias de La Información de la Universidad Complutense de 
Madrid, que lo que el nuevo periodismo necesita es “un standard más sofisticado de 
objetividad, que evite el concepto de no-intervención y permita la intervención de los 
editores y escritores de una manera que otorgue disciplina al proceso” (MEYER, 
1993b). 
Meyer (1993b) propone una nueva objetividad, basada en adaptar los elementos 
del método científico al uso periodístico, ya que las reglas que la ciencia ha 
desarrollado para el descubrimiento y revelación de la verdad bien pueden cubrir las 
demandas del periodismo. 
El autor destaca tres reglas en concreto: 
- Investigación teórica: Es precisa algún tipo de estructura teórica para organizar 
los datos, por ejemplo, algunas aplicaciones de bases de datos. 
- Test de hipótesis: Aunque la ética de la objetividad crea en muchos periodistas 
una objeción a empezar una indagación con hipótesis predeterminadas (la 
objeción intuitiva aunque falaz de “¿cómo voy a ser objetivo si de antemano 
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declaro tener una suposición explicativa?”), la mente periodística debe estar 
abierta a todas las posibilidades, al igual que ocurre con la mente de los 
científicos, quienes han descubierto que formar una hipótesis falsable, y luego 
ponerla a prueba, es una manera de preservar la objetividad.   
- Replicabilidad: A pesar de la cultura del secretismo construida en torno al 
periodismo, basada en la no divulgación de sus fuentes o la ocultación de sus 
apuntes, la manera de otorgar disciplina en las investigaciones periodísticas es 
estructurarlas de manera que cualquier otro investigador pueda seguir la senda 
del reportero, hacer las mismas preguntas y llegar a las mismas respuestas. En 
resumen, las investigaciones basadas en encuestas, bases de datos y otros 
métodos sociológicos deben dejar una trayectoria trazable para otros interesados 
y destapar la metodología empleada de modo que sus investigaciones puedan 
ser replicadas.  
El periodismo de precisión y dentro de este el periodismo de datos, permite 
acercarse a esta concepción de objetividad científica, ya que se basan en la 
irrefutabilidad de los métodos de trabajo. La atención pasa así del resultado al 
proceso, de modo que se entiende un proceso o información periodística como objetivo 
cuando los métodos empleados se han atenido a una sistematización formal y  han 
sufrido un proceso riguroso de verificaciones. 
En esta línea, no debería considerarse que un medio de comunicación que 
realice una investigación en la que destape la corrupción de un partido político sea 
parcial. Por el contrario, si el proceso por el que ha destapado este caso de corrupción 
ha sido sistemático, riguroso, exhaustivo, tan prolongado en el tiempo como haya sido 
menester y contrastado, debe calificarse de objetivo. 
Del mismo modo, cualquier posicionamiento a favor de algo que es justo, es 
objetivo si la superioridad en términos de justicia de esa postura o asunto se ha 
verificado previamente mediante procedimientos rigurosos y sólidamente 
argumentados. Por el contrario, dar el mismo trato a dos cuestiones diferentes bajo la 
excusa de la objetividad –en realidad, mera equidistancia-, cae en el mismo error que 
dar diferente trato a cuestiones iguales. 
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2.5. El periodismo de precisión en la actualidad. Los casos más 
destacados 
 
2.5.1. La situación profesional  
 
Entre los casos del siglo XX que el profesor José Luis Dader cita como 
“ejemplares”,8 por su “capacidad para mostrar el gran potencial que encierra esta 
nueva forma de practicar el periodismo o el procesamiento de información de 
actualidad”, se encuentran algunos como los siguientes: 
El primero de ellos data de una fecha muy temprana. Sin embargo, su amplia 
extensión y desarrollo a lo largo de casi 50 años, propicia su inclusión en este 
apartado.  
En 1963 una productora privada de televisión británica, la ‘Granada Productions’ 
puso en marcha un trabajo televisivo basado en la selección de una serie de niños 
londinenses de siete años de edad, procedentes de diferentes ambientes sociales, y la 
realización de entrevistas ante la cámara, individualmente y en grupo, a fin de captar 
sus opiniones sobre la vida, la sociedad, sus relaciones con otros niños y con el sexo 
opuesto y, especialmente, sus expectativas respecto a lo que les gustaría ser de 
mayores (DADER, ed. 2002: 127-130). 
Una vez archivada esta primera información, la segunda recogida de datos tendría 
lugar siete años más tarde, a la edad de los 14 años, y posteriormente a la edad de 21 y 
28 años, respectivamente. 
El objetivo central del trabajo era observar si las trayectorias de los niños anotadas 
a los siete años, seguían un rumbo rectilíneo hasta la madurez o, por el contrario, se 
veían truncadas o desviadas. Junto a esto, desvelaba interrogantes como el 
condicionamiento del medio ambiente, la familia, la vocación, la evolución de la 
sociedad o la clase socioeconómica en la transformación personal de unos individuos 
que pasaban de la infancia a la madurez en esos años. Con este fin, los niños fueron 
                                                
8
 De acuerdo con los apuntes de clase del curso en Periodismo de Precisión impartido en la Facultad de Ciencias de la 
Información de la Universidad Complutense de Madrid por este profesor desde 1997 a 2010-11, y los diversos textos 
publicados por el mismo que vienen siendo citados a lo largo de este capítulo. 
 - 92 - 
 
 
elegidos en representación del rango socio económico existente en Gran Bretaña en ese 
momento. 
Para evitar influir en los entrevistados, el personal de la televisión se limitaba a 
entrevistar a los chicos en cada momento y conservar actualizados los datos sobre su 
residencia, no existiendo ningún otro contacto con ellos durante los siete años 
siguientes. 
El proyecto finalizó, en una primera fase, en 1984, veintiún años después de su 
inicio, cuando los protagonistas del seguimiento habían cumplido los 28 años. El 
resultado fue un reportaje de tres horas de duración titulado 28 Up, que fue emitido en 
las televisiones de un buen número de países europeos, entre ellos Televisión 
Española.9  
En él se desvelaba la importancia del estatus social y la educación recibida a la 
hora de hacer elecciones en la vida, pero también el grado de elasticidad de la 
psicología humana. El documental reconoce que los individuos están constreñidos por 
numerosas fuerzas sociales, pero también que tienen la habilidad de reinventarse en 
un periodo de siete años. 
El reportaje se siguió desarrollando más adelante con nuevas etapas de 
seguimiento por parte de la productora, generando así entregas sucesivas de 35 Up, 42 
Up, 49 Up y 56 Up.10 Según Dader (ed. 2002) este reportaje puede considerarse 
ejemplar debido a que recopila un buen número de las características básicas del 
periodismo de precisión, entre las que se encuentran: la visión a largo plazo sobre la 
evolución social de los individuos, con una atípica visión empresarial dispuesta a 
afrontar que los protagonistas del proyecto pudiesen desaparecer durante el 
transcurso del mismo; la combinación de una técnica cualitativa de entrevistas en 
                                                
9
 La emisión en España se realizó en dos semanas sucesivas de 1987 dentro de un programa de documentales titulado 
“El Ojo de Cristal”, bajo el título de “28 años”. Como también explica Dader (ed. 2002: 128-129), TVE incorporó al 
documental una serie de entrevistas a profesores españoles de ciencias sociales para que valoraran el interés científico 
de este trabajo periodístico. Los comentarios de dichos académicos fueron en general reticentes y frívolos –
argumentaban impresiones que se refutaban con el visionado completo del documento británico, poniendo en evidencia, 
según Dader, la escasa disposición entre los científicos sociales respecto a la posibilidad de que los periodistas pudieran 
aplicar con rigor sus mismas herramientas de investigación. 
10
 Una Edición en bloque, bajo el título de “7, 14, 21, 28, 35, 42, 49 UP” por ITV Studios Limited, bajo licencia de 
Network-Granada Ventures Ltd. (London, 2009).  El capítulo correspondiente a los 49 años de los protagonistas fue 
emitido en 2005. 
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profundidad con un método indistintamente cualitativo/cuantitativo (series temporales 
mediante muestra de panel), que demuestra que las técnicas del periodismo de 
precisión no requieren siempre de un análisis estadístico o cuantitativo; una temática 
alejada de los clásicos censos de población o encuestas sociopolíticas y, por último, la 
demostración de que el periodismo de precisión es posible también en un medio 
audiovisual como la televisión. 
Junto a este caso, considero también especialmente destacables los macro proyectos 
de revisión de costes a escala nacional llevados a cabo por los distintos equipos de 
periodistas organizados por Dwight Morris y Elliot Jaspin, dentro de sus respectivas 
empresas periodística, entre 1990 y 1995, ambos periodistas destacados del que ahora 
llamaríamos periodismo de datos,11 que analizaré siguiendo la tesis doctoral de 
Monserrat Ganuza dedicada principalmente al periodista y politólogo, Dwight Morris. 
Morris es uno de los pioneros estadounidenses que, según Ganuza, “mejor integran 
la filosofía del periodismo de precisión con la aplicación del periodismo asistido por 
ordenador para el rastreo informático de bases de datos” (GANUZA, 2003: 94). La 
doctora asegura que Morris lleva a la práctica de una forma mucho más radical y 
ambiciosa que bastantes de sus colegas, la planificación y control de sus proyectos 
desde perspectivas científicas (con planteamiento de hipótesis, delimitación detallada 
de los métodos y técnicas a utilizar, control y verificación rigurosa de todos los pasos 
de recuento y organización de los datos, etc). Esta opinión es compartida por el 
profesor Dader para quien “el tipo de investigaciones diseñadas y llevadas a cabo por 
Dwight Morris constituyen la máxima expresión de la sofisticación técnica que puede 
llegar a alcanzar el periodismo de análisis informático de datos” (DADER, ed. 2002: 
149). 
Su investigación dedicada a la financiación de las campañas electorales 
norteamericanas es el trabajo periodístico más largo en términos de duración y de 
número de informaciones publicadas en el periódico Los Angeles Times bajo la 
denominación de database journalism o periodismo de precisión, en palabras de 
Ganuza. 
                                                
11
 Ellos denominaban a su especialidad indistintamente “Database Journalism” y “Computer Assisted Reporting”. 
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La primera parte de ese proyecto fue desarrollado por el periodista entre abril y 
diciembre de 1990, como director de proyectos especiales de la oficina en Washington 
de Los Angeles Times. Su objetivo era múltiple, en primer lugar, demostrar que la 
gran cantidad de dinero gastado por los candidatos en las elecciones se destinaba a 
cuestiones que tenían poco que ver con las propiamente electorales (debido a la 
disminución de la importancia de los partidos políticos); junto a esto, cómo a pesar de 
las reformas electorales de 1974-1975 y la creación de la Comisión Electoral Federal, 
la financiación de las campañas electorales seguía siendo irregular y el público 
continuaba ignorándolo; y, por último, que el dinero gastado en publicidad televisiva 
no era tanto como la creencia popular sostenía. 
  Morris tomaba como fuente los expedientes de los candidatos a la Cámara de 
Representantes del Congreso norteamericano recogidos en la propia House of 
Representatives. La otra fuente de análisis era la Comisión Electoral Federal, 
encargada de archivar e inspeccionar los recibos sobre contribuciones de instituciones 
y particulares a los fondos de organización de las campañas electorales de cualquier 
candidato concurrente a unos comicios, así como los comprobantes de todos los gastos 
electorales realizados por éstos. En ellos se recogía el salario directo por cargo y las 
declaraciones sobre otras retribuciones que pudieran provenir por conferencias, 
publicaciones y asistencia a actos, a los que la FEC ofrecía acceso directo online. Sin 
embargo, los informes sobre los gastos se mantenían guardados un par de años y luego 
eran destruidos, por lo que hasta la investigación de Morris nadie había realizado un 
análisis a fondo de las facturas de los gastos. 
El trabajo de investigación mostraba mediante el cruce de datos y el agrupamiento 
por apellidos una minuciosa radiografía de la procedencia de los donativos obtenidos 
por cada candidato. Así, Morris fue capaz de demostrar las cuatro hipótesis que había 
anticipado (GANUZA, 2003: 123 y 160). 
 En primer lugar, que la legislación que regulaba el uso de los fondos electorales no 
estaba formulada en términos concretos y permitía que los candidatos utilizaran el 
dinero en cuestiones ajenas a las electorales (como compra de entradas de fútbol o 
coches, que suponía un 65% de los gastos electorales). 
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En segundo lugar, que la financiación de las campañas electorales seguía siendo 
irregular y a pesar de las reformas electorales, seguían burlándose sistemáticamente 
los topes y procedimientos fijados en la ley sin que los ciudadanos corrientes tuvieran 
mayor idea de ello (por ejemplo, muchos magnates dispersaban donativos entre sus 
parientes supuestamente autónomos para financiar las campañas de los candidatos y, 
además, se daban curiosas coincidencias entre grandes donaciones realizadas por 
determinadas empresas y la aprobación en los comités del Senado o de la Cámara de 
Representantes de contratos con estas compañías). 
En tercer lugar, que la creencia tradicional de que los gastos en campañas 
publicitarias para televisión suponían el porcentaje más alto de dinero gastado por los 
candidatos en las campañas electorales era falsa, siendo mucho mayor el gasto en 
consultores políticos, equipo jurídico y otros gastos administrativos. 
Por último, que a pesar de las ventajas institucionales y de eco popular de los 
“titulares” del Congreso norteamericano (aquellos que se presentan a reelección), sobre 
los “aspirantes” (los que optan por desbancar a otro congresista), los gastos de los 
primeros eran mucho mayores que los de los segundos. 
La repercusión de la publicación de los artículos por el equipo de Los Angeles 
Times, que siguió generando reportajes sobre el particular durante varios años y 
recopilando el material con nuevos análisis en varios libros, contribuyó a un 
endurecimiento (cuatro años y medio más tarde) de las leyes sobre el uso de fondos 
electorales. Asimismo, se instó el debate acerca de la reforma de la financiación de las 
campañas electorales, una vez desmontada la creencia de que la mayor parte del 
dinero gastado por los candidatos se destinaba a las campañas publicitarias en 
televisión. Morris continuaría sus análisis sobre gastos y contribuciones electorales en 
su consultoría particular creada tras abandonar el citado periódico, en 1996. 
 Siguiendo la tesis de Ganuza, otro de los trabajos de Morris a destacar fue 
realizado, también para el periódico Los Angeles Times, y constituye uno de los casos 
más significativos y de mayor envergadura de su trabajo, según el propio periodista 
comentó a Monserrat Ganuza, durante el periodo en que ésta formó parte de su equipo 
de Investigaciones Especiales.  
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 En este proyecto, Morris estudió uno de los sistemas generales de asistencia 
pública sanitaria de la Administración estadounidense, el llamado ‘Medicare’, creado 
en 1965 por el gobierno de Johnson y cuyo principal objetivo es proporcionar atención 
médica a los mayores de 65 años, además del tratamiento de incapacitados crónicos y 
de enfermos en fase terminal que requieren diálisis, entre otras coberturas.  
En 1992, Clinton anunció a su llegada al poder una contención de los costes del 
programa de subvención pública de asistencia sanitaria ‘Medicare’, así como su 
extensión a todos los norteamericanos. Por su parte, Dwight Morris y su equipo de Los 
Angeles Times consideraron una contradicción la posibilidad de expandir a toda la 
población norteamericana la asistencia médica y ahorrar costes al mismo tiempo, lo 
que les llevó a “probar de manera científica la imposibilidad de realizar la reforma 
sanitaria en los términos propuestos por Clinton” (IBID: 222) 
Su material empírico eran los datos económicos y de historiales de pacientes de los 
centros asistenciales adscritos al sistema de subvención. Así, cotejando tres bases de 
datos diferentes, consiguieron 11,2 millones de expedientes registrados de los 
pacientes atendidos en un año, y estructuraron y volcaron toda la información en una 
base de datos generada con el programa “SPSS” sobre la que aplicaron cruces de datos, 
correlaciones estadísticas y niveles de significación de las distintas comparaciones y 
cálculos hallados. Sin embargo, no pudieron obtener la base de datos que contenía el 
nombre de los médicos y el dinero percibidos por éstos, pues el organismo oficial adujo 
impedimentos por protección de la privacidad e intimidad. 
Entre sus hallazgos más relevantes, descubrieron que la reforma de 1983 para 
contener el crecimiento del gasto había reducido el gasto por diagnóstico pero no así 
las ganancias de los médicos, que decidieron mantener sus ingresos prescribiendo más 
consultas y operaciones. 
Junto a esto, las hipótesis demostradas en este estudio probaban el descontrol de 
gasto que se había producido en el programa Medicare (a raíz del aumento de 
población mayor de 65 años) y la necesidad de la inversión en tecnología. Probaron 
además, las diferencias entre intervenciones quirúrgicas en función de la zona 
geográfica y la correlación entre el número de intervenciones de alto riesgo, la tasa de 
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mortalidad y el coste (descubrieron que, a pesar de su evidente coste de 
mantenimiento, los grandes centros intervenían como red de vital apoyo para la 
asistencia de urgencia que los pequeños centros privados no podían suministrar. La 
prueba: la tasa de pacientes fallecidos durante una operación de bypass coronario era 
un 43% más alta en hospitales en los que se practicaban menos de cincuenta 
operaciones anuales de este tipo, que en los que se practicaban más de 250 al año).  
De este modo, probaban que el proyecto de reforma de la administración Clinton 
era insostenible y que un recorte presupuestario afectaría a la calidad de los servicios 
prestados por lo que “no resultaba factible recortar los gastos del programa y 
simultáneamente ampliar, ni siquiera en una porción mínima, el volumen de población 
acogida a la cobertura” (IBID: 237). 
Pese a las grandes posibilidades del reportaje, la publicación prevista de cuatro 
grandes reportajes en los que se irían analizando aspectos concretos, quedó finalmente 
en dos entregas. Esto demuestra, según destaca Dader, cómo el esfuerzo de unos pocos 
periodistas individuales para dotar a su profesión de un potencial informativo 
extraordinario, no se ve correspondido con el suficiente apoyo de los directivos de la 
empresa periodística (DADER, ed. 2002: 146).  
 En 1995, Elliot Jaspin volvió a abordar el Medicare. Su interés partió de su 
análisis de la legislación vigente sobre la privacidad durante su periodo de docencia en 
la Escuela de Periodismo de la Universidad de Missouri, donde descubrió que “los 
médicos adscritos al Medicare no estaban obligados a revelar el dinero que ganaban 
atendiendo a pacientes beneficiarios de este programa gubernamental” (GANUZA, 
2003: 259). 
 Así, aunque con una perspectiva similar a la de Morris, su investigación se 
centraba específicamente en las facturaciones abusivas e ingresos desorbitados de 
gran parte de los médicos adscritos a esta modalidad asistencial. Por su parte, los 
archivos analizados procedían de las facturas almacenadas en la Oficina de Finanzas 
de la Asistencia Sanitaria (HCFA) del Departamento Federal de Salud y Servicios 
Humanos. 
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La cadena periodística Cox, para la que trabajaba Jaspin en los años noventa con 
dedicación exclusiva a macroproyectos de análisis de datos, rellenó unos 
requerimientos de la Ley de Libertad de Información Estadounidense o Freedom of 
Information Act (FOIA, 1966) para conseguir los datos y realizar el análisis, pero la 
Oficina de Finanzas de la Asistencia Sanitaria se negó a revelar la información. Así, el 
equipo de Jaspin sostuvo una batalla legal de seis meses de duración para lograr el 
acceso a unos cien millones de facturas y expedientes, grabados en 290 bobinas 
informatizadas de nueve pistas que los periodistas convirtieron a formato manejable 
para PC’s y redistribuyeron por los nueve periódicos de la cadena que intervinieron en 
el trabajo. La Administración no reveló, sin embargo, los nombres de los médicos 
receptores de los pagos, pero sí incluyó entre las variables desglosadas el código postal 
de su lugar de trabajo, lo que permitió obtener su identidad a partir de la localización 
de estos centros. 
Según explica Dader sobre este mismo caso (ed. 2002. 147), de los resultados de 
esta investigación se desveló una imagen de enriquecimiento escandaloso por parte de 
una minoría de la clase médica (sólo un 2% aproximado de los médicos de los seis 
estados analizados concentraban entre el 16% y el 27% de todo lo pagado por el 
programa en sus respectivos estados); así como la orientación hacia prácticas 
asistenciales más rentables, como las operaciones de cataratas y otras formas de 
cirugía rápida, en detrimento de las menos interesantes. El equipo de Jaspin extrajo 
como conclusión la existencia de una atención especialmente dedicada a las clases 
media y alta y una reducción de las posibilidades de recibir un mínimo de asistencia 
sanitaria del resto de las clases. 
Estas investigaciones acerca del sistema Medicare contribuyeron a la aprobación 
por el Gobierno de Bill Clinton en 1997 de la ley The Balanced Budget Act que 
especificó un nuevo sistema de pago para diversas modalidades sanitarias y nuevas 
medidas antifraude y, según recoge un artículo de la CNN de 1999 citado por 
GANUZA (BROOKS, 1999: web), frenó el crecimiento del coste del Medicare de un 8% 
en 1997 a un 1,5% en 1998.  
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Los tres casos anteriores se consideran ejemplares del periodismo de precisión 
puesto que aglutinan los rasgos distintivos de esta modalidad, como se extrae de las 
características enumeradas por Monserrat GANUZA (2003:145, 248 y 276):  
1. Información referida a un conjunto muy extenso y complejo de datos que pone de 
manifiesto tendencias sociopolíticas de amplio espectro. 
2. Conjunto que no observable a simple vista, ni resulta por tanto auto evidente, por lo 
que es preciso un plan sistemático de recopilación, organización y procesamiento de 
datos para alcanzar conclusiones. 
3. Establecimiento de un método de trabajo que sigue, en buena medida, los mismos 
criterios de organización y procesamiento reflexivo de datos para alcanzar conclusiones. 
4. Formulación de unas hipótesis de investigación, operacionalización de las mismas y 
delimitación de unas técnicas específicas y rigurosas, propias de un trabajo científico en 
ciencias sociales, altamente especializado (sólo aplicable en los trabajos de Morris) 
5. Trabajo en equipo mediante una organización colectiva creada al efecto y aplicación 
rigurosa de una mecánica sistemática y rigurosa de realización del trabajo de campo. 
Además se utiliza la técnica tradicional de la entrevista que supone un toque humano 
para el estudio y que permite la colaboración de un miembro de la redacción que no 
pertenezca al departamento especializado en investigaciones. 
6. Realización de un trabajo de campo de gran amplitud y complejidad, mediante la 
acumulación y procesamiento de ingentes cantidades de datos (en el caso de la 
investigación de Morris acerca de la financiación de las campañas electorales). 
7. Establecimiento riguroso y perfectamente delimitado de un “corpus” de material 
empírico o fuente primaria sobre el que versa el análisis. 
8. Aplicación exhaustiva del método, empleando el procesamiento informático de datos 
(previamente categorizados conforme a un plan de análisis deducido de las hipótesis de 
investigación, en el caso de la primera investigación de Morris; y recogidos y 
clasificados por un organismo oficial, en sendas investigaciones acerca del Medicare). 
9. Verificación de todo el proceso 
10.  Explicación transparente del método, de forma que pueda ser recorrido nuevamente 
por cualquier analista, llegando necesariamente a los mismos resultados (esta 
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condición no se cumple en el caso de la investigación acerca del Medicare llevado a cabo 
por Morris, una ausencia que, en opinión de Ganuza, “parece haber obedecido a las 
constricciones impuestas por la política editorial de los directivos del medio”) (IBID: 
249). 
11. Despliegue de los resultados en tablas y cuadros demostrativos para avalar las 
conclusiones obtenidas, en conexión con las hipótesis formuladas al principio (no se 
cumple en el caso Medicare de Morris, en sintonía con lo explicado en el punto 
anterior). 
12. Exposición de conclusiones y descripción de los hallazgos realizados en una doble 
dimensión: 
o Como una descripción periodística que pone de manifiesto la presencia de 
unos hechos observados, de una manera amena y sencilla de seguir por una 
audiencia popular. 
o Conforme a los presupuestos de concebir investigaciones y estrategias de 
demostración y exposición de resultados propios de la lógica científica. 
13.  La exposición de las conclusiones y la descripción de los hallazgos se hace en forma de 
serie, es decir, las informaciones derivadas del proyecto en cuestión se publican bajo un 
título genérico que da nombre a la serie y en días más o menos consecutivos (no se 
cumple en la investigación del Medicare llevada a cabo por Morris, donde se parte de la 
idea de publicar en forma de serie, pero la forma final no guarda continuidad temporal, 
ni tiene un título genérico por razones de política editorial ya comentadas). 
El periodismo de precisión, de rastreo informático de bases de datos o simplemente 
de análisis de datos ha continuado a lo largo de las dos últimas décadas produciendo 
en Estados Unidos un constante flujo de trabajos de gran relevancia. De lo que dejan 
constancia los archivos de algunas grandes organizaciones profesionales como la de los 
premios Pulitzer y la del National Institute por Computer Assisted Reporting. Pero al 
no ser el objeto de esta tesis un tratamiento exhaustivo de la historia de la modalidad, 
el recorrido histórico queda limitado a la pequeña selección realizada, la ilustración 
sobre su eclosión y desarrollo, junto a algunas referencias adicionales que serán 
expuestas en un epígrafe posterior sobre la importancia de los premios de 
reconocimiento para el estímulo de la especialidad. 
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Por lo que se refiere a España, la realización de trabajos incluibles en el área ha 
sido mucho menos frecuente y de menor envergadura y calidad técnica que en países 
anglosajones. Sin embargo, existen algunos trabajos aislados, como los referidos a 
continuación, que merecen un especial reconocimiento:  
El desaparecido periódico El Sol publicó en 1990 un reportaje de cuantificación y 
distribución sistemática sobre las preguntas realizadas al Gobierno entre el 2 de enero 
y el 22 de septiembre de 1990 por los diputados del Congreso (JIMÉNEZ SANTOS y 
NIETO, 1990: 1). En él analizaba cuantitativamente dichas preguntas, cruzando los 
datos con el departamento ministerial afectado por la pregunta, y el partido político o 
circunscripción electoral a la que representaba cada diputado interpelante.  
El Sol estudiaba el porcentaje de preguntas efectuadas por cada partido político en 
comparación con su representación parlamentaria, dando así a conocer que el PP tenía 
un 30% de representación parlamentaria, mientras que sus preguntas suponían el 
76% (de un total de 4.553). Por su parte, el PSOE, que ostentaba el 51% de los escaños, 
sólo había hecho preguntas equivalentes al 2,7% del total. Esto permitía afirmar al 
periódico que la oposición del PP “a juzgar por los datos, ha preguntado más de lo que 
le correspondería si se relaciona el porcentaje de escaños que tiene en el Congreso con 
el total de preguntas” (IBID: 1) 
En cuanto al análisis por temática, El Sol cruzaba los datos de partidos políticos 
con la temática de las preguntas, dando así a conocer que el PSOE se había centrado 
en asuntos como las carreteras, al que había dedicado 20 preguntas; el empleo, 17 
preguntas; las obras públicas, 11 o la cultura, 9. El PP por su parte había incidido en 
asuntos de gran interés social para la época como las Fuerzas Armadas, 132 
preguntas; la educación, 166 preguntas; el futuro del país en el año 92, 100 preguntas; 
el funcionamiento de las líneas telefónicas, 554 preguntas; o la delincuencia, 35 
preguntas. Mientras, Izquierda Unida se centraba en educación, con 46 preguntas; las 
obras, 38 preguntas; la protección del medio ambiente, 31 o la energía nuclear, 15. 
El Sol destacaba además aquellos asuntos sobre los que no se habían formulado 
apenas preguntas, entre ellos la delincuencia, con las 35 únicas preguntas del PP; o el 
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caso Juan Guerra (que destapó un delito de intrusismo en la Administración Pública 
del hermano del vicepresidente del Gobierno, Alfonso Guerra), con sólo 9 preguntas. 
En el otro extremo, El Sol remarcaba los asuntos sobre los que los parlamentarios 
habían dirigido una auténtica lluvia de cuestiones, desglosadas por partidos políticos. 
Por ejemplo, el Ministro de Turismo, Transportes y Comunicaciones, había recibido un 
total de 968 preguntas (un 21% del total) y las dudas sobre Telefónica habían marcado 
un total de 574 cuestiones (554 de ellas por parte del PP). 
El cruce por departamentos ministeriales arrojaba que las cuestiones estaban 
dedicadas mayoritariamente a transportes, seguidas de Obras Públicas, Economía, 
Agricultura, Interior, Educación, Defensa, Sanidad, Cultura, Industria, Justicia, 
Trabajo, la Expo 92 y el Centenario, Asuntos Sociales, Asuntos Exteriores, RTVE, y, 
en los tres últimos puestos, las preguntas sobre el Portavoz del Gobierno, las 
Administraciones públicas y las relaciones con las Cortes.  
Otro de los análisis reflejaba cuáles eran los diputados más “preguntones”, que 
situaban en cabeza de lista a Manuel García Margallo, con 356 preguntas, seguido de 
Manuel Núñez Pérez, con 291 preguntas, y así hasta llegar a los más callados, un total 
de 164 miembros del Congreso (sin contar los catorce miembros del Gobierno que no 
son diputados) que no habían formulado preguntas en esos nueve primeros meses del 
año. Entre ellos, 133 diputados del PSOE, 16 del PP, los 8 del Grupo Catalán, 4 del 
Grupo Centrista, 1 del grupo Mixto, 1 de Izquierda Unida y 1 del Grupo Vasco. En esa 
cifra estaban incluidos además todos los diputados de Herri Batasuna, que ni siquiera 
habían acudido al Parlamento. 
El último cruce de datos ponía en relación los diputados y las provincias, dando 
así a conocer que los diputados por Andalucía, con 872 preguntas, eran los más 
preguntones y los de Navarra, con 17, los menos.  
En definitiva, este reportaje supone un buen ejemplo de periodismo de precisión, 
a pesar de algunos errores numéricos en los porcentajes, ya que realiza estudios 
estadísticos como el cruce de datos entre diferentes variables y recoge los datos en 
gráficas de barras y rankings de datos, que revelan la presencia fundamental del 
tratamiento estadístico. Además, el objeto de esta información no es exclusivamente 
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una persona concreta sino la tendencia social de las preguntas hechas por los 
diputados, que se describe mediante una cuantificación numérica. De este modo, se 
desecha la rabiosa actualidad en favor del análisis a largo plazo y el seguimiento 
periodístico mantenido a lo largo de todo un año legislativo y se da un tratamiento más 
o menos extenso y matizado. 
Otro importante caso de periodismo de precisión en España en los años noventa 
del siglo XX comentado por Dader (ed. 2002: 151-152) se titula “Las propiedades de los 
ministros, una a una” (DURÁN y DÍAZ HERRERA, 1992: 13-16), un reportaje de 
Diario 16 que destapa una corruptela muy característica de la época que también 
habrían practicado los ministros del Gobierno de entonces, del PSOE, en la 
escrituración de viviendas por debajo de las tasaciones bancarias o del precio del 
mercado en el momento de la compra, a fin de ahorrarse el pago de los impuestos de 
transmisiones patrimoniales, plusvalías, etc. 
Los datos, recogidos del Registro de la Propiedad, permitían al periódico hacer 
un detallado análisis de la situación, que evidenciaba los casos más significativos, 
como el del Ministro de Educación y Ciencia, Javier Solana Madariaga, con 5.888.000 
de pesetas de diferencia entre el precio escriturado y el que habría correspondido 
según los indicadores de referencia; el de Economía y Hacienda, Carlos Solchaga, con 
una diferencia de 8.500.000 de pesetas y el de la ministra portavoz, Rosa Conde, con 
27.120.000 millones de pesetas de diferencia (quien además, tal y como destacaba 
Diario 16, fue quien aprobó el borrador inicial de la Ley de Tasas y Precios Públicos de 
1989, cuya finalidad era precisamente adecuar los precios reales de las viviendas a los 
escriturados para evitar el fraude en la compra-venta de inmuebles). 
Junto a esto, Diario 16 destapaba otras irregularidades, como el hecho de que 
dos pisos de características similares fueran declarados por precios diferentes, u otros 
fueran escriturados por precios irrisorios, como las 300.000 pesetas por un piso de 87 
m2 del ministro José Borrel o las 5.500.000 de pesetas del piso de 229 m2 de Virgilio 
Zapatero, Ministro para las Relaciones con las Cortes. 
También hacía mención aparte a aquellos ministros que no tenían viviendas 
propias en la sede del Gobierno central o a aquellos como el entonces Ministro de 
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Justicia, Tomás de La Cuadra Salcedo, a quien no se le conocían bienes inmuebles. 
Según explicaba el periódico, su nombre no aparece en el Registro Central de la 
Propiedad, pero eso no significa nada, ya que “la legislación española de la época 
permitía comprar y vender sin acudir a los fedatarios públicos” (IBID: 16).  
El artículo puede encuadrarse dentro de la modalidad de precisión ya que 
emplea análisis bivariables de cruce de datos de los precios escriturados de los 
ministros con los precios de tasación bancaria, aunque obvia otras muchas 
combinaciones posibles que podrían hacerse (por medio de tablas y cuadros) como el 
cruce por sexo y cargo, por renta, etc. Junto a esto, otros posibles análisis sociológicos 
como la media en pesetas del fraude efectuado por los ministros o un ranking con los 
miembros del gobierno más morosos. 
En líneas generales, y al igual que ocurría en el caso anterior, cumple las notas 
distintivas del periodismo de precisión, como el desvelamiento de una tendencia en 
lugar de un hecho aislado, la cuantificación numérica o la planificación a largo plazo y 
tratamiento extenso.  
Otro caso descrito por el profesor Dader como ejemplo de la potencialidad de la 
investigación periodística por “contribuir de manera directa a la mejora de las 
condiciones de vida de la gente corriente” y “levantar cuestiones de gran trascendencia 
institucional” (DADER, 1999: 190) es el reflejado en varias informaciones y reportajes 
realizados por el diario El País a partir de la investigación propia desarrollada por la 
Organización de Consumidores y Usuarios (OCU) sobre la demostración del fraude 
generalizado en los dispositivos de medición del combustible en las gasolineras 
(GONZÁLEZ, 1998: 27).  
En enero de 1998 El País hacía público un estudio realizado por los técnicos de 
la OCU que demostraba que bastantes de las gasolineras de Madrid y alrededores 
utilizaban contadores trucados que expedían menos combustible del mostrado a los 
consumidores. En concreto el estudio revelaba que tres de cada diez gasolineras 
examinadas, de la comunidad de Madrid, engañaban a sus clientes.  
El procedimiento seguido consistió, en primer lugar, en seleccionar una muestra 
aleatoria por compañías petroleras y zonas geográficas compuesta de 21 estaciones de 
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servicio (quince de Madrid y seis de municipios aledaños). Los inspectores contratados 
tomaron muestras de gasolina súper (el producto más consumido por los automóviles 
españoles), pero, a diferencia de los inspectores del gobierno autonómico, los de la 
OCU no avisaron de que estaban realizando una inspección.  
El resultado desveló que 19 de las 21 estaciones suministraban una cantidad 
menor de combustible de la que cobraban, estando sólo dos de ellas dentro del margen 
de defecto de entre el 0% y el 0,5% tolerado por ley. Los casos más destacables eran los 
de seis gasolineras que llenaban entre un 4% y un 7% menos combustible del que 
figuraba en los contadores, algo que la OCU consideró imposible de justificar por 
errores o averías de las máquinas.  
La repercusión de esta noticia fue grande y, durante meses, los medios escritos y 
audiovisuales analizaron y comentaron los episodios de la trama y el secreto del 
fraude, un ‘bicho’ que alteraba los impulsos enviados del medidor al contador público. 
La trama terminó por involucrar a inspectores que avisaban a las gasolineras antes de 
una inspección, Parlamentos y Gobiernos regionales que eludían responsabilidades y  
desembocó en actuaciones judiciales. El resultado, una mejora de los sistemas de 
medición de los contadores de combustible y de las inspecciones en general. 
Según explica Dader en el texto indicado (1999), el caso demostró la falta de 
reflejos de la organización periodística convencional, incapaz por sí misma de abordar 
un tema de tanta importancia como éste. De hecho, la investigación se inició tras el 
chivatazo a un periodista de un diario nacional sobre el fraude de la gasolina, quien 
tuvo que recurrir a la ayuda de la OCU, al no poder por sí mismo o con la ayuda de su 
periódico, realizar la comprobación que probase el fraude. Pese a todo, el trabajo 
requirió una importante intervención práctica así como un detallado estudio de cruces 
de datos. 
El siguiente trabajo que recojo de esta modalidad en el ámbito español es un 
estudio llevado a cabo por el periódico El País en el periodo 2001-2008 sobre la 
variación de precios producida con la llegada del euro. La publicación de informaciones 
relacionadas con este proyecto comenzó con un modesto artículo en diciembre de 2001 
(GALINDO y MATÍAS, 2001: p.4-5), para el que la primera redactora había pedido 
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asesoramiento al profesor Dader, de cara a intentar medir el impacto real en los 
precios de la compra en supermercados y pequeños establecimientos que pudiera tener 
la entrada en vigor, en aquel cambio de año, de la nueva moneda del euro. La idea 
inicial consistía en realizar una compra real de una amplia variedad de productos en 
diferentes tipos de tiendas en zonas diversas de Madrid a mediados del mes de 
diciembre, para volver a repetir la experiencia y comparar los resultados con compras 
y establecimientos idénticos, unas semanas después de la entrada en vigor de la nueva 
moneda. El proyecto debió ser considerado demasiado costoso y complicado a los 
responsables del periódico y finalmente quedó reducido a una sola compra de una 
amplia cesta de productos en un hipermercado madrileño.12 
La información de la única compra realizada fue publicada el 30 de diciembre en 
una tabla exhaustiva con los precios en euros y pesetas de un carrito de la compra 
compuesto por 61 productos, divididos en alimentos y bebidas, que suponían casi el 
82%; aseo, un 9,83%; y limpieza, un 8,19%. La información, desplegada a lo largo de 
dos páginas completas, con gran alarde gráfico, se justificaba como simple ejercicio de 
acostumbramiento a la comparación de los precios en ambas monedas, y no incluía 
ningún elemento que permitiera extraer comparaciones acordes con el proyecto 
original. El reportaje, no obstante, estuvo seguido de un artículo el 5 de enero de 2002 
–es decir, seis días después–, en que la misma periodista Cristina Galindo junto con L. 
Abellán comentaban en rasgos generales una serie de experiencias de comparaciones 
de precios efectuadas aquellos días en diferentes bares y establecimientos pero sin 
seguir un patrón determinado ni superar el impresionismo característico del reportaje 
tradicional. 
Tal trabajo no hubiera merecido por sí solo la consideración de precisión. Sin 
embargo, su valor residió en la repetición en el mes de diciembre siguiente de la 
misma compra y en el mismo hipermercado, con la generación de una nueva tabla que 
mostraba, producto a producto, las subidas de precios producidas en esos 12 meses, 
muy superiores al índice oficial de inflación. La continuación del estudio se prolongó a 
lo largo de ocho años en los que, por las mismas fechas, se comparaba por medio de 
una tabla los precios de la misma cesta de la compra año tras año, destapando las 
                                                
12
 Explicación obtenida en la entrevista personal a Dader (2012). 
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variaciones interanuales, bajo titulares tan significativos como “lo que el euro se llevó -
un año después-” (GALINDO Y MATÍAS, 2002: 6). Así, El País probó que de 2001 a 
2002 el valor del carrito de la compra subió de 170,44 € a 201,12 € (un 18%) y de 2002 
a 2003, pasó de 201,12 € a 205,38 € (un 2,1%). 
A pesar de la continuidad del reportaje entre los años 2001 y 2008, no he 
encontrado evidencias, tras una búsqueda en las ediciones digitalizadas del periódico 
El País, de que en 2004, 2005 ni 2006 se realizase este estudio, por lo que es muy 
posible que hubiese un parón en la investigación, para ser retomada después en 2007. 
Precisamente por este motivo, los periodistas indican en el reportaje del año 2007 el 
cómputo de diferencia de los años 2001 a 2007, y no, como anteriormente, el porcentaje 
de diferencia anual. De este modo, los datos revelan que el carro de la compra semanal 
subió en seis años de 169,71 € a 242, 41 € (un 42, 83%). El estudio se completa con la 
cifra de 2008, cuando se registró una bajada interanual del 7,49%, pasando de 229, 51 
€ en 2007 a 212,32 €. 
El País realiza un análisis por categorías y productos, lo que le permite 
establecer resultados por secciones, como la subida del 63,10% en carnes y pescados; o 
la de la leche, un 71,6% más cara en 2007 respecto de 2001, debido mayoritariamente 
al déficit de oferta en Europa. El Cola Cao es otro producto destacable en sentido 
contrario, ya que su precio se mantuvo en 2,13 € a lo largo de seis años. 
Además, el análisis permite a los periodistas hacer una comparativa respecto 
del índice de Precios de Consumo (IPC), deduciendo, por ejemplo, que de 2001 a 2007 
el carrito de la compra –al menos en ese supermercado concreto-, subió un 42,8%, 
frente a la subida del IPC del 21,8% y de los salarios de sólo un 7,95%. Esta diferencia 
con el IPC se debe a que este índice se elabora de acuerdo a la cesta de la compra, 
compuesta por 491 productos entre los que los alimentos y bebidas no llegan al 25%, 
mucho menos que en la compra de El País, donde éstos suponen el 82%. Además, en la 
estadística del INE ponderan la gasolina, la hostelería, las medicinas o el ocio, 
productos no incluidos en la cesta del periódico. Asimismo, conviene resaltar que las 
variaciones en un mismo hipermercado de una conocida cadena no son representativas 
del conjunto de establecimientos de todo el territorio nacional y tienen sólo el valor 
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indicativo de un caso característico similar al de muchos otros establecimientos de 
utilización común. 
Otros sesgos que podrían variar el resultado es la diferencia entre los productos 
a lo largo de los seis años de encuesta, ya que, aunque el estudio intenta obtener 
aquellos de iguales características, algunos productos desaparecen o cambian, por lo 
que los autores diferencian entre los plenamente homologables (aquellos en los que 
han encontrado la misma marca y cantidad que en 2001), y el resto. De hecho, 
utilizando sólo aquellos productos considerados homologables, el incremento de precio 
interanual disminuye. 
Junto a esto, existen diferencias en la toma de muestras, ya que en algunos años 
se han tomado en los primeros días de diciembre y en otros durante los últimos, 
cuando los productos son más caros. 
Pese a todo, se considera un reportaje de periodismo de precisión, ya que, entre 
otras cuestiones, realiza un cruce de datos entre las variables de producto y precio y su 
aplicación se prolonga a lo largo de ocho años por lo que requiere una planificación 
más sosegada. Además, describe una tendencia social con un tratamiento extenso y 
matizado y no un único fenómeno aislado. 
Paso a comentar ahora otro caso descollante en el que la proyección a largo 
plazo es una de las notas distintivas, como propone el periodismo de precisión. Me 
refiero a una serie de reportajes reunidos bajo la denominación de estudio sobre los 
‘pueblos clónicos’ en comportamiento electoral: localidades cuyos resultados electorales 
son una copia casi exacta de los resultados a nivel nacional.  
El periódico El Mundo recogía en 1996 una breve información con unas decenas 
de pequeñas localidades españolas que “calcan en sus resultados de los últimos dos 
comicios generales la misma distribución de votos en porcentaje de la totalidad del 
Estado” (EL MUNDO, 1996: 12). El artículo, acompañado de una tabla numérica que 
mostraba los resultados y diferencias exactas entre el resultado nacional y el local 
para los tres principales partidos nacionales en una serie de poblaciones de Aragón y 
la Comunidad Valenciana, es interesante porque permite constatar las similitudes 
entre los diferentes ‘pueblos clónicos’ que aparecen en el listado. Sin embargo, no 
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puede ser clasificado de periodismo de precisión y sólo puede encuadrarse dentro del 
llamado periodismo de declaraciones, ya que no se aporta ninguna elaboración propia 
(se cita el nombre de una fuente a pie de la tabla de datos sin ninguna aclaración sobre 
su origen o método de trabajo). La información viene enfocada además en términos de 
curiosidad o sorprendente misterio, sin apuntar a ninguna de las fundamentaciones 
científicas y tradición en los estudios de ciencia política que tiene el tema, ni menos 
aún a posibles aplicaciones sistemáticas para un periodismo de precisión de 
anticipación electoral. 
La idea  fue, sin embargo, retomada pocos años más tarde por el diario El País 
como una iniciativa ya más encuadrada en la perspectiva de precisión, cuando en 
febrero de 2000, durante las tres semanas previas a las elecciones generales, dedicó, –
con publicación de amplios reportajes en los sucesivos domingos previos al de los 
comicios–, un estudio de contexto socioeconómico y análisis cualitativo de opiniones 
sobre las elecciones a un pueblo de la provincia de Badajoz, Almendralejo, catalogado 
como ‘pueblo clónico’ por haber demostrado ser un fiable indicador de los resultados 
electorales nacionales, siendo calificado por el periódico de ‘pequeña España’.  
El País se interesaba por las opiniones de sus habitantes acerca de la política de 
modo que pudiera extrapolar los datos al resto de la política española. De este modo, 
escogía un grupo de ciudadanos de la localidad seleccionados por sexo, edad y 
tendencia política y, mediante la técnica del grupo de discusión, les realizaba 
cuestiones acerca de la política del Estado y los acontecimientos de la campaña, a fin 
de conocer cuáles podrían ser los resultados de los comicios del mes de marzo de ese 
año. Así, publicaron un reportaje a lo largo de todos los domingos del mes de febrero y 
de marzo de 2000, previos a las elecciones. Esto supuso un paso más en el empleo de 
las técnicas sociológicas, al introducir el grupo de discusión consistente en seleccionar 
una cantidad de personas con una distribución interna similar a la de la población 
nacional. Pese a todo, no se puede hablar de representatividad estadística, ya que el 
análisis no es cuantitativo sino cualitativo.  
Los diarios locales Hoy y El periódico de Extremadura se hicieron también eco 
del experimento, comparando a Almendralejo con New Hampshire, el estado de EEUU 
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que diversas publicaciones de aquel país consideran que en las primarias suele dar la 
victoria al futuro presidente del país. 
Por su parte, El País dedicó un capítulo más al reportaje, los días posteriores a 
los comicios, con una comparativa de los resultados a nivel nacional y local y una 
información de aclaración sobre la experiencia vivida en la población durante las 
semanas del “experimento” (GONZÁLEZ, 2000: 25). El PP obtuvo la mayoría absoluta, 
tal y como había “pronosticado” Almendralejo, lo que el periódico explicaba por el 
punto de vista favorable de los almendralejenses hacia el presidente del Gobierno, José 
María Aznar, ya tuvieran estos tendencias a la derecha, a la izquierda o al centro 
(medidas según el voto de las elecciones anteriores, en 1996).  
Así, mientras el Partido Popular obtuvo el 44,54% del total de los votos en las 
generales y el 52,10% en Almendralejo, el Partido Socialista recibió el 34,08 % y 
38,52% respectivamente, e IU obtuvo el 5,46 % y el 5,66% respectivamente. En 
definitiva, unos resultados muy similares, con 7,56% de diferencia en los votos 
populares nacionales y locales, 4,44% en los votos socialistas y sólo un 0,2% en los de 
IU, resultados que sólo variaron por la mayor participación registrada en 
Almendralejo (un 74,09%) respecto de la nacional (un 69,98%). 
El periódico El Mundo (GÓMEZ, 2008: 3) retomó el seguimiento en 2008 con un 
reportaje en el que, a imitación de El País, reunió a diez habitantes indecisos de esta 
misma localidad seleccionados conforme a la diversidad de perfiles socioprofesionales, 
políticos y de edad existentes y les aplicó un similar patrón de entrevista grupal 
durante la campaña.  
El Mundo recopilaba y comparaba los datos porcentuales de las elecciones 
generales en España y Almendralejo13 desde los inicios de la democracia, en un cuadro 
similar al mostrado a continuación (sin incluir los resultados correspondientes a 2004, 
2008 y 2011, recopilados por la autora).  
 
Cuadro 1: Distribución resultados electorales en Almendralejo: 
                                                
13
 Correspondientes a los tres partidos más votados en Almendralejo 
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% Horizontal 1977 1979 1982 
PARTIDO UCD PSOE PCE UCD PSOE PCE PSOE 
AP-
PDP UCD 
% ESPAÑA 34,4% 29,2% 9,3% 35,0% 30,4% 10,8% 47,9% 26,5% 6,7% 
% 
ALMENDRALEJO 47,3% 36,6% 4,1% 47,6% 30,1% 6,9% 55,0% 28,3% 6,3% 




5,5% 12,9% 5,3% 






(UCD) PSOE PP CDS(UCD) PSOE PP IU 
% ESPAÑA 44,0% 26,0% 9,2% 39,6% 25,8% 7,9% 38,7% 34,8% 9,6% 
% 
ALMENDRALEJO 48,2% 28,3% 16,3% 48,4% 29,1% 10,9% 45,3% 39,2% 9,5% 




1,9% 5,5% 2,2% 
  1996 2000 2004 
PARTIDO PP PSOE IU PP 
PSOE-
PRO IU PSOE PP IU 
% ESPAÑA 38,9% 37,5% 10,6% 44,5% 34,1% 5,5% 42,6% 37,6% 5,0% 
% 
ALMENDRALEJO 43,7% 42,5% 10,0% 52,1% 38,5% 5,7% 46,5% 46,1% 3,5% 




0,2% 3,2% 4,6% 
  2008 2011       
PARTIDO PSOE PP IU PP PSOE IU-LV       
% ESPAÑA 43,7% 40,1% 3,8% 44,6% 28,7% 6,9%       
% 
ALMENDRALEJO 46,5% 46,6% 3,0% 58,7% 28,5% 5,4%       






(*) Diferencias sumadas 
al ser en sentido contrario 
los resultados Nal / Local 
14,3% 
   
 
 Aun con las ligeras diferencias porcentuales que arrojaba el cómputo de 
votantes sin incorporar el censo de residentes en el extranjero, El Mundo repasaba las 
coincidencias de victoria de UCD en los resultados nacional y de Almendralejo de los 
años 1977 y 1979 (con una horquilla de entre el 12,6 y 13,0 puntos porcentuales de 
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diferencia entre los cómputos de cada partido a nivel nacional y local), las victorias del 
PSOE en 1982, 1986, 1989 y 1993 (con unas diferencias de entre 4,1 y 8,9 puntos 
porcentuales), y la del PP en 1996 y 2000 (con 4,8 y 7,5 puntos de diferencia 
respectivamente). Según se aprecia, los resultados a lo largo de todos esos años, si bien 
mantuvieron hasta 2004 una coincidencia en el partido ganador –rota por un escaso 
margen en 2008-, tuvieron en ocasiones desviaciones demasiado holgadas como para 
calificar a Almendralejo de ‘pueblo crónico’ genuino.  
 El tratamiento de El Mundo dejaba fuera, además, las elecciones generales de 
2004, en las que el PSOE (con el 42,6% del voto total y el 46,5% en Almendralejo) y el 
PP (37,6% a nivel nacional y el 46,1% en Almendralejo) mostraron importantes 
diferencias entre ambos cómputos, tanto si se atiende a la diferencia nacional/local de 
cada partido (3,9 puntos porcentuales para los socialistas y 8,5 para los populares) 
como en el dato de la desviación entre las diferencias internas (4,6 puntos).  
 Junto a esto, hay que resaltar que en 2008 Almendralejo falló por primera vez 
incluso en el paralelismo del tipo ‘todo o nada’, ya que el municipio dio por vencedor al 
partido popular por 8.301 votos (46,6%) frente a 8.280 votos (46,5%) del partido 
socialista. En cambio, el ganador nacional fue el PSOE con 11.071.649 votos (43,7%) 
frente a los 10.171.828 (40,1%) del PP. La desviación de las diferencias entre el 
primero y el segundo fue de 3,7 puntos porcentuales, pues en este caso las diferencias 
se suman al ser en sentido contrario el resultado nacional y el local. 
  Posteriormente, en las elecciones generales de noviembre de 2011, comprobamos 
que el ganador, el PP (10.830.693 votos y el 44,6% a nivel nacional frente a 10.451 
votos y 58,7% en Almendralejo), registró 14,1 puntos porcentuales de diferencia 
nacional/local. Por su parte, el PSOE (28,7% del voto nacional y 28,5% en 
Almendralejo) difirió sólo en 0,3 puntos en sus resultados particulares. La desviación 
en las diferencias internas de los resultados nacionales frente a los locales fue en este 
caso la más abultada de todo el ciclo examinado: 14,3 puntos. 
 De todas estas investigaciones se puede extrapolar que Almendralejo es más 
bien válido a la hora de predecir el ganador de las elecciones generales, que, según se 
aprecia en la tabla, ha coincidido en todos los años de la historia de la democracia 
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contemporánea española con la excepción de 2008. Por el contrario, no parece tan útil 
a la hora de predecir el porcentaje concreto de votos de las dos formaciones 
mayoritarias ni la diferencia entre el partido vencedor y el segundo. Por contra, 
resulta muy ajustado para conocer los resultados del tercer partido de ámbito 
nacional, al que hasta aquí no hemos hecho referencia. En efecto, en los casos de IU, 
PCE, AP y UCD, (en función del mapa electoral concurrente en cada convocatoria de 
comicios), las oscilaciones entre el resultado nacional y el obtenido en Almendralejo se 
han mantenido en seis de las once elecciones generales celebradas en desviaciones 
inferiores al punto porcentual, destacando los resultados de 0,1 de desviación en 1993 
(IU), 0,2 en 2000 (IU), 0,3 en 1977 (AP), 0,4 en 1982 (UCD) y 0,6 en 1996 (IU). 
 El seguimiento de Almendralejo como posible “pequeña España electoral”, con 
independencia de las exageraciones interpretativas de los diarios implicados, ofrece un 
buen reflejo del interés de una investigación a largo plazo a la hora de observar las 
tendencias de un fenómeno y no un comportamiento aislado que pueda ser casual.  
 Sin embargo, en la actualidad no es frecuente que los medios periodísticos 
españoles hagan ese tipo de periodismo de precisión y 2008 parece ser el último año en 
el que un medio de nuestro entorno, en dicho caso El Mundo, estudiara los resultados 
de la localidad pacense. El cese de tales trabajos ha podido estar influido quizá por el 
error de predicción en la jornada de reflexión de 2008, cuando el citado diario anunció 
un posible cambio de última hora basado en el apoyo al candidato popular de siete de 
los ciudadanos indecisos sometidos a seguimiento, lo que supuestamente llevaría a la 
victoria del PP (J.G. 2008: 5). 
Lo más próximo a un estudio de “pequeña España” en la actualidad es la 
realización de un análisis del reparto de escaños por provincias comparado con los 
resultados nacionales. Así lo hace el periódico Público (BOCANEGRA, 2011:18-25), en 
su número posterior al día de las elecciones de 2011, donde página a página desglosa 
en gráficos de secciones los resultados de las votaciones de las comunidades 
autónomas al Congreso, proporcionando material gráfico para un posible estudio de 
pequeña España. Sin embargo, no elabora cuadros comparativos con los resultados 
porcentuales del cruce de datos entre las variables ‘provincia’ de votación y ‘voto’ que 
permitiese observar las similitudes de las circunscripciones con el conjunto nacional.  
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La labor habitual de los periódicos tras las elecciones se centra en la elaboración 
de gráficos con la evolución de los votos y escaños por grupos políticos o provincia; la 
transferencia de votos entre partidos; o la transposición de los resultados de las 
elecciones generales en una comunidad autónoma o provincia a unas hipotéticas 
autonómicas, tal y como hacen con el parlamento andaluz el periódico El País (LUCIO 
y PEDROTE, 2011: 21), El Mundo, con el País Vasco y Andalucía (RUBIO, 2001:13) o 
Público (BOCANEGRA y MUNÁRRIZ, 2011:12).  
Aquí se observa cómo los periódicos se limitan a proporcionar el cálculo pero no 
dan a conocer los métodos de análisis empleados y por tanto no cumplen la exigencia 
del periodismo de precisión de una “transparencia verificable”. El Mundo menciona 
simplemente en el apartado de fuente en su ficha técnica que el cálculo es de 
“elaboración propia” (RUBIO, 2011: 13), sin aclarar nada más allá de la mención a la 
aplicación de la ley D’Hont y la distribución de escaños entre las listas más votadas. 
Mientras, Público sí menciona la fuente que ha facilitado las cifras, la directora 
del Centro de Análisis y Documentación Política y Electoral de Andalucía, Carmen 
Ortega. Evidencia así lo que el profesor Dader califica de periodismo de énfasis 
numérico (DADER, 2009), basado en informaciones en las que se muestran cifras 
proporcionadas por fuentes ajenas y sin ninguna elaboración por parte del periodista, 
aunque con cierto desglose gráfico.  
Dicho cálculo, omitido por los periódicos, consistiría en una transposición (por 
medio de la ley D’ Hont) de los resultados de la comunidad autónoma de Andalucía en 
las elecciones nacionales, a su Parlamento autonómico. Para ello, se tomarían los votos 
obtenidos por cada partido y se repartirían según el número de escaños de cada 
provincia hasta completar los 109 que conforman el Parlamento. Por ejemplo, en Jaén 
(Ver Cuadro 2) que cuenta con 12 escaños en el Parlamento andaluz, el PP obtuvo 
182.523 votos; el PSOE, 165.094; IU, 28.033 y UPyD, 13.703. El resto de partidos como 
el Partido Andalucista, EQUO o PRAO no se incluyen en el cuadro a pesar de que si 
obtuvieron votos ya que no llegan al umbral mínimo del 3% de los votos válidos 
emitidos (los votos totales menos los nulos). 
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Con estos resultados, se confecciona un cuadro en el que “se ordenan de mayor a 
menor, en una columna, las cifras de votos obtenidos por las restantes candidaturas” y 
“se divide el número de votos obtenidos por cada candidatura por 1, 2, 3, etc., hasta un 
número igual al de escaños correspondientes a la circunscripción”. Por último “los 
escaños se atribuyen a las candidaturas que obtengan los cocientes mayores en el 
cuadro, atendiendo a un orden decreciente” (LOREG, 1985: art.162.2). 
Cuadro 2: Reparto de escaños para la circunscripción de Jaén en el Parlamento 
de Andalucía en 2011 
 
JAÉN (12  
ESCAÑOS) 1 2 3 4 5 6 
PP 182.523,00 91.261,50 60.841,00 45.630,75 36.504,60 30.420,50 
PSOE 165.094,00 82.547,00 55.031,33 41.273,50 33.018,80 27.515,67 
IU 28.033,00 14.016,50 9.344,33 7.008,25 5.606,60 4.672,17 
UPyD 13.703,00 6.851,50 4.567,67 3.425,75 2.740,60 2.283,83 
 
De este modo, de los 12 escaños atribuibles a la circunscripción de Jaén en el 
parlamento de Andalucía, el PP obtendría 6; el PSOE, 5; e IU, 1. (Aquellos señalados 
en amarillo). 
Para calcular la totalidad de escaños del parlamento andaluz, se repetiría este 
procedimiento con cada una de las 8 circunscripciones, hasta completar el resultado 
final que daría un total de 58 escaños para el PP, 43 para el PSOE, 6 para IU y 2 para 
UPyD. 
De este modo, realizando cuadros similares al presentado anteriormente para 
cada provincia a analizar, podría realizarse un estudio de precisión, donde el lector 
podría verificar la transparencia de los métodos empleados, y tendría un conocimiento 
más profundo y razonado del origen de los datos.  
En la línea electoral, otra labor de precisión llevada a cabo por los diarios 
españoles en referencia a las elecciones generales es el cálculo de escaños 
directamente proporcional al número de votos obtenidos. Es decir, el resultado que se 
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obtendría si en lugar de la Ley D’Hont, se aplicara el criterio de que cada partido 
obtuviera escaños proporcionales al voto que obtuvo en las urnas. De nuevo Público 
realiza un estudio (P.R., 2011:25) en el que recoge dicho cálculo. De este modo calcula 
que, en un sistema estrictamente proporcional, en las elecciones generales de 2011 el 
PP habría bajado de 186 a 159 escaños; el PSOE, de 110 a 103; CIU, de 16 a 15 y 
AMAIUR, de 7 a 5. De entre los que subirían, IU-LV pasaría de 11 a 25; UpyD, de 5 a 
17; ERC, de 3 a 4; BNG, de 2 a 3 y COMPROMÍS-Q, de 1 a 2. Respecto a aquellos que 
se quedarían igual, EAJ-PNV se quedaría en 5; CC-NC-PNC, en 2; FAC, en 1; y 
GEROA BAI también en 1. Por último, de aquéllos que se quedaron sin 
representación, varios entrarían a formar parte del Congreso de los diputados, así, 
EQUO obtendría 3 escaños; PACMA, 1; Escaños En Blanco, 1; PA, 1; PXC, 1 y PRC, 1.  
Es importante tener en cuenta que este cálculo fue realizado con los resultados 
provisionales del día 22 de noviembre de 2011, por lo que algunos de los análisis dados 
a conocer se elaboraron con el 99% de los votos escrutados, cuando en realidad, el 
resultado definitivo con el 100% de los votos escrutados no se dio a conocer hasta el 10 
de diciembre de 2011, en el BOE (Junta Electoral Central, 2011).  
También se constata aquí que, al igual que ocurría en el caso anterior, el diario 
se limita a proporcionar el cálculo sin dar a conocer el método o métodos de análisis 
empleados, sin cumplir por tanto la exigencia del periodismo de precisión de una 
“transparencia verificable”. Ocurre igual con el cálculo publicado en el periódico La 
Información (ESTEBAN, 2011: web), donde el cálculo del reparto proporcional 
reflejado mediante gráficos de secciones, no se acompaña de una explicación del 
método de cálculo. En los casos comentados, sirve no obstante como eximente que la 
mera referencia al método D’Hont utilizado por nuestro sistema electoral aporta una 
indicación del procedimiento seguido para estos cálculos. Por ello, aunque al público no 
llega una explicación suficientemente clara del método se proporciona al menos la 
referencia principal en la que se han basado los cálculos. 
El Mundo, por su parte, dedica en la segunda jornada postelectoral un análisis a 
los diferentes elementos del sistema electoral, la división en 52 circunscripciones, el 
establecimiento de un mínimo de dos escaños por circunscripción, la utilización de la 
Ley D’Hont para el reparto de escaños…etc. Asegura que todos ellos “favorecen la 
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formación de mayorías parlamentarias con el objetivo de que las cámaras no estén 
excesivamente fragmentadas y se facilite la gobernabilidad del país” (BENITO, 2011: 
11). Analiza además el número de votos de cada partido en relación a su número de 
escaños obtenidos y propone una hipotética situación en la que se aplicase la llamada 
“circunscripción única nacional” dando lugar a un gráfico en el que recoge los nuevos 
resultados, muy similares a los de Público. 
Como conclusión a este apartado, destaca el interés de los casos de precisión 
seleccionados, que contrasta fuertemente con la escasa presencia de trabajos más 
sólidos y numerosos de periodismo de precisión en España, especialmente en los 
últimos tiempos, probablemente debido a que el rápido ritmo de las redacciones impide 
el mayor desarrollo que requiere este enfoque científico social.  
 
2.5.2.  Los premios Philip Meyer de Periodismo y los primeros 
premios de periodismo de datos 
 
Volviendo al análisis de la realidad profesional del periodismo de precisión, una 
de las causas que puede apuntar a la escasez de reportajes en prensa puede ser la falta 
de impulso de esta materia por parte de las organizaciones profesionales y las 
instituciones académicas relacionadas con el periodismo.  
En este sentido, de nuevo el ámbito norteamericano se diferencia del europeo y 
especialmente del español. En Estados Unidos el primer gran impulso ha venido de la 
mano, desde hace más de veinte años, de la organización del premio Pulitzer, que 
desde finales de los años ochenta del siglo XX ha sabido valorar la calidad y especial 
relevancia de muchos trabajos periodísticos realizados mediante la utilización de 
técnicas de rastreo informático de datos, análisis estadístico de los mismos, etc. Según 
explica José Luis Dader (2012), el hecho de que jóvenes periodistas de medios locales 
dispersos por todo el territorio estadounidense comenzaran a obtener el preciado 
galardón profesional en diversas categorías, como periodismo de investigación, 
periodismo de servicio público, etc., fue precisamente una de las razones que entre 
1985 y 1990 llevó a algunos de los grandes periódicos, como The New York Times, The 
Washington Post, USA Today o Los Angeles Times, a preguntarse quiénes eran esos 
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jóvenes periodistas y qué estaban trabajando de manera diferente para derrotar a las 
figuras consagradas de los grandes medios en la consecución de los Pulitzer. 
En 2005 se creó en aquel país otro premio más específico, el “Philip Meyer de 
periodismo”, entregado por el National Institute for Computer-Assisted Reporting y 
organizado conjuntamente por el Investigative Reporters and Editors (IRE) y la 
Escuela de Missouri de Periodismo. Su finalidad es reconocer, bajo la dedicatoria al 
indiscutible pionero y propagador de la especialidad, la mejor labor de periodismo 
realizada por medio de los métodos de búsqueda de ciencias sociales. 
Al igual que ha venido haciendo hasta el momento, el IRE define los métodos de 
las ciencias sociales como las herramientas de búsqueda usadas por los científicos 
sociales a lo largo de una amplia variedad de disciplinas como la sociología, la 
demografía, la geografía, la ciencia política, la etnografía, la comunicación, etc. Para 
ellos, “estas herramientas pueden incluir métodos cuantitativos y cualitativos como las 
entrevistas que usan personas elegidas al azar, análisis estadísticos descriptivos y 
deductivos, análisis de redes sociales, análisis de contenido, experimentos de campo y 
más” (PHILIP MEYER AWARDS, 2011: web)  
Anualmente se dan tres premios, que reconocen el mejor trabajo que use las 
técnicas propias del periodismo de precisión, del reportaje asistido por ordenador y la 
búsqueda de las ciencias sociales. Se pretende fomentar que unos miembros aprendan 
de otros por lo que se aporta información sobre las técnicas y recursos usados para 
completar cada historia. 
Cada candidato al premio debe explicar el proceso de obtención de los datos y 
documentos, relatando las dificultades. Debe añadir también si ha tenido que recurrir 
a las diferentes leyes de protección de datos de su país, y mencionar sus fuentes, el 
método de investigación social empleado, el proceso por el que verificó los resultados 
de los métodos usados, la información que aportan los resultados del reportaje, la 
posible ayuda de otros científicos y sus mayores descubrimientos. 
Si lo desea, también puede aportar consejos a otros periodistas que planeen 
proyectos similares, explicar las dificultades, el esfuerzo y otras circunstancias 
relacionadas con la materia.  
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Algunos ejemplos de estos proyectos son los ganadores del premio Philip Meyer 
2010, entregado en la conferencia de Raleigh, N.C. en 2011. 
El primer premio fue para el proyecto “Evaluando a los profesores” (IBID: web), 
llevado a cabo por el staff del periódico Los Ángeles Times, compuesto, entre otros, por 
Jason Felch, Jason Song y Sandra Poindexter. Este constituye un buen ejemplo de la 
función de contar historias de la prensa, haciendo su labor de perro guardián y 
empleando los métodos de las ciencias sociales al mismo tiempo.  
El punto clave del proyecto fue el estudio del fracaso de los funcionarios del 
distrito educativo de Los Ángeles en la tarea de medir, con métodos efectivos, la labor 
de los profesores. Los Angeles Times aplicó un método que llamó análisis gain-score a 
una gran base de datos con puntuaciones de test de estudiantes y sus profesores, 
identificando el más y el menos efectivo basándose en cuánto mejoraban las 
puntuaciones de sus estudiantes. A fin de dar credibilidad a los resultados, el periódico 
contrató a un experto nacional en análisis de puntuación, e hizo análisis estadísticos 
adicionales para identificar las escuelas de alto y bajo rendimiento y verificar sus 
hallazgos. 
El periódico identificó y evaluó a más de 6.000 docentes por su nombre y 
escandalizó al sindicato de profesores, pero los resultados empujaron a los distritos 
oficiales a negociar con los sindicatos para usar los métodos gain-score en la 
evaluación. Junto a esto, un buen indicador del impacto de estos acontecimientos es 
que los periódicos a lo largo del país empezaron a pedir datos similares de los distritos 
de escuelas locales.  
El segundo premio fue para el proyecto “Ataques sexuales en el Campus: Una 
búsqueda frustrante de la Justicia” (IBID: web), desarrollado por el Center for Public 
Integrity, entre cuyo staff se encuentran, entre otros: David Donald, Kristen Lombardi 
o Gordon Witkin. En este proyecto se contó con la colaboración de siete organizaciones 
dirigidas por el Centro de Integridad Pública y combina la recopilación de historias 
personales de las víctimas con sólidas búsquedas que respalden la tendencia general. 
El centro empleó sofisticados métodos de encuesta para conocer el coste humano 
del crimen oculto de las violaciones en los campus y recopiló los documentos de 
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estudiantes que se mostraron de acuerdo con compartir sus historias. En total, estudió 
diez años de documentos de violaciones dentro y fuera del campus y reunió denuncias 
y pleitos archivados en el Departamento de Educación.  
El fin era mostrar la indocumentación de los asaltos sexuales y la falta de 
castigo de aquellos que son hallados responsables en los campus de centros 
universitarios públicos y privados frente a las fuertes barreras que las víctimas 
encuentran para denunciar los crímenes. Ayudaba además a los reporteros a encontrar 
fuentes y sujetos para sus historias. La serie fue reproducida en varias organizaciones 
de noticias, como The Rocky Mountain Investigative News Network, The Wisconsin 
Center For Investigative Journalism o Texas Watchdog, que crearon reportajes 
regionales específicos, y contribuyó a cambios en las políticas de la legislación nacional 
en este ámbito.  
El tercer puesto fue para el proyecto “Los inmigrantes y la economía de 
California” (IBID: web) llevado a cabo por Ron Campbell, redactor del periódico The 
Orange County Register. 
El proyecto muestra una serie de historias “meticulosas y reveladoras” cuyo 
objetivo es mostrar que California confía en la labor de los inmigrantes más que 
cualquier otro Estado e incluso más que cualquier país desarrollado. 
Por medio del análisis del Censo mediante el uso de microdatos desde 1970 a 
2008 combinados con otros datos y reportajes, Ron Campbell creó lo que llamó “la 
economía de la inmigración”. Campbell presentó resultados que mostraban que los 
inmigrantes en California habían cubierto la mayoría de los trabajos desde 1970 y que 
los trabajadores extranjeros se habían convertido en la primera fuente de trabajo 
exterior.  
El periodista unió su trabajo de Censo con datos de inmigración y estudios que 
revelaban que las políticas de vigilancia contra la inmigración habían sido ignoradas 
durante décadas y las probabilidades de que un inmigrante ilegal fuera detenido en el 
trabajo eran de una entre 1.300. Estos documentos enfadaron a muchos lectores que 
interpretaron las historias como “pro inmigrantes”, pero no pusieron en duda la 
veracidad de los datos. 
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En general, el análisis de Campbell de los microdatos y su atención particular al 
error marginal de sus resultados es una tutoría en sí misma para los periodistas que 
emplean métodos estadísticos. De hecho, el estudio es calificado por la academia como 
“un riguroso y complejo proyecto de recopilación de datos que sustituye mera 
percepciones con hechos” (IBID: web).  
Otra nueva iniciativa de galardones es la surgida en 2012 para la especialidad 
de periodismo de datos, con los primeros premios en Europa que reconocen este tipo de 
trabajo, impulsados por la Red de Editores Globales (Global Editors Network- GEN) 
en colaboración con Google y el Centro de Periodismo Europeo. Su objetivo es 
“contribuir a fijar altos estándares y destacar las mejores prácticas de periodismo de 
datos”, así como “demostrar el valor del periodismo de datos entre los editores y los 
directores de los medios de comunicación” (DATA JOURNALISM AWARDS, 2012: 
web). 
The Guardian recogía las palabras del director ejecutivo de GEN en la que 
justificaba la entrega de estos premios: “Hoy hay miles de millones de datos en la red, 
y pocos periodistas tradicionales saben cómo hacer uso de ellos. Afortunadamente, en 
el campo del periodismo de datos tenemos los ingenieros de los datos y los promotores 
que pueden hacerlos accesibles al público” (BURN-MURDOCH, 2012: web). 
A su vez, Antoine Laurent, subdirector del GEN, manifestaba su deseo de que 
este tipo de periodismo fuese “adecuadamente reconocido como una disciplina 
autónoma” (IBID: web). 
La entrega de premios de esta primera edición tuvo lugar el 31 de mayo de 2012 
en París. Se otorgaron seis premios principales, dos para cada categoría; uno destinado 
a proyectos de organizaciones nacionales o internacionales, y otro para aquellas 
regionales o locales, que otorga al ganador la cantidad de 7.500 dólares. 
La primera categoría premia investigaciones basadas en la aplicación del 
periodismo de datos (data-driven investigations), para trabajos que sean “un ejemplo 
extraordinario de periodismo de investigación propulsado por datos”. El trabajo debe 
cubrir materias relevantes para la sociedad y aspirar a tener resultados o impacto a 
nivel social. Debe mostrar excelencia en el arte de contar historias, un trabajo editorial 
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y esfuerzo por atraer la experiencia del usuario. Además, debe emplear una o varias 
bases de datos como recursos, junto a una combinación de fuentes y métodos (Por 
ejemplo entrevistas a expertos, políticos, etc).  
Entre las investigaciones premiadas en esta categoría a nivel nacional e 
internacional se encontraba “Terroristas para el FBI” (IBID: web), basada en la 
creación por el periódico Mother Jones de una “base de datos del terror” en la que 
analizaba los casos de 508 acusados de terrorismo interno tras el 11 de septiembre, 
(según una lista realizada por el Departamento de Justicia de Estados Unidos e 
incluyendo casos adicionales que cumplían los criterios de este Departamento). La 
investigación se centraba en descubrir cuántos de estos acusados estaban envueltos en 
realidad en terrorismo. Así, los periodistas destapan la difusa denominación de ‘delitos 
de terrorismo’ dada por el Departamento de Justicia, que establece, en primer lugar, 
los “directamente relacionados con terrorismo internacional” (toma de rehenes, 
piratería de industria aeronáutica, bombardeos, refugio, financiación o entrenamiento 
de terroristas, provisión de material de apoyo a terroristas, uso de misiles para 
destruir aviones, bombas “sucias”, actos terroristas en el extranjero contra personas de 
los EEUU...) 
En segundo lugar, el Departamento establece aquellos casos con “una 
identificable relación con el terrorismo internacional” (IBID: web), en los que engloba 
aquellos que no envuelven terrorismo, como violaciones de las políticas de inmigración, 
cargos por conspiración, falsos testimonios, crímenes financieros y fraudes, crimen 
organizado, armas de fuego, drogas, evasión de impuestos…  
Según la investigación del Mother Jones, el Departamento de Justicia encontró 
en su propio informe que, paradójicamente, el 60% de los 400 casos encuadrados como 
delitos de terrorismo no eran tales. Por su parte, el Mother Jones localizó que en 53% 
de los 508 casos estudiados no existían dichos delitos, siendo algunos casos tan ajenos 
a la etiqueta adjudicada como el de unos chicos de New Jersey que fueron incluidos en 
la lista de delitos de terrorismo tras ser pillados robando cereales en una tienda. 
En la subcategoría local/regional la investigación premiada fue “Metadona o la 
política del dolor” (IBID: web), por el diario Seattle Times, de Estados Unidos.  
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La segunda categoría de premios es la referida a visualizaciones de datos 
interactivas y storytelling (data visualisation & storytelling); otorgada a ejemplos 
extraordinarios en el uso de visualizaciones de datos estáticas o interactivas, 
incluyendo mapas, a fin de poner las noticias en contexto y dar una visión de materias 
complejas que son relevantes para la sociedad. El trabajo debe aspirar a tener 
resultados o un impacto de un nivel social.  
El premio en la subcategoría de nacional/internacional fue para el reportaje de 
“Riot rumors” (IBID: web) llevado a cabo por The Guardian. El estudio se basa en los 
falsos rumores difundidos en la red social twitter durante las revueltas del mes de 
agosto de 2011 en Londres, para analizar cómo la desinformación se extiende en 
twitter en tiempos de crisis y cómo esta red social es experta en corregir 
desinformación tan descabellada como la presencia de un tigre (liberado del zoo) en 
Primrose Hill o tanques del ejército paseándose por la ciudad de Londres. 
Para ello, The Guardian, junto con un equipo de investigadores de la 
Universidad de Manchester, realizó un análisis de 2,6 millones de tweets para 
monitorizar siete de los rumores que surgieron durante los cinco días de revueltas. 
El estudio reveló, entre otras cuestiones, que twitter no fue usado por los 
manifestantes para incitar las revueltas. Junto a esto, otra conclusión fue que a pesar 
de que twitter ayudó a que los rumores se extendiesen a gran velocidad, tuvo el mismo 
poder en la tarea de desmentirlos, especialmente cuando la evidencia era poderosa.  
En conclusión, el estudio probó que cinco de los siete rumores analizados eran 
falsos. En cuanto a los otros dos, el rumor de la policía golpeando a una chica de 16 
años quedó sin confirmar por la policía, y el del fuego provocado en una tienda en 
Manchester, fue confirmado. 
A nivel local/ regional, el galardón fue para “Accidentes peatonales en 
Novosibirsk” (IBID: web) del Nikolay Guryanov, Stas Seletskiy and Alexey 
Papulovskiy, en Rusia. 
La última categoría de premios es la referida a la aplicación de periodismo de 
datos para móviles o webs (data-driven applications), otorgada a la mejor ilustración 
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del intercambio de una o más bases de datos de importancia pública con un formato 
que posibilite una fácil visión, navegación simple y reutilización. Ya sean datos 
“limpios” en una hoja de cálculo o un servicio o aplicación construida con datos, el 
trabajo debe cubrir cuestiones relevantes para la sociedad y aspirar a tener resultados 
o impacto a un nivel social. Mientras en la primera categoría se premian los reportajes 
originales y de alta calidad, en ésta el juzgado premia diferentes vías de ofrecer datos 
que posibiliten a cualquiera mejorar la comprensión de lo que es relevante para su 
comunidad o crear sus propias narraciones. 
El premio a nivel nacional/internacional fue para “Transparent politics”, 
publicado por el periódico suizo Polinetz AG (2012: web). Esta investigación se centra 
en la política de transparencia basada en el conocimiento, intercambio y gestión 
conjunta. Para ello, el diario realiza gráficos interactivos que recogen  las diferentes 
votaciones en el Parlamento suizo clasificadas por sesiones (primavera, verano, otoño e 
invierno), partido político, sexo, cantón (entes políticos y administrativos en que se 
divide el Estado suizo) o área. 
Entre los temas recogidos en las votaciones, el asilo de la familia, el derecho de 
vivienda para la tercera edad, la tarifa del IVA o la convención sobre las municiones de 
racimo.  
Por último, a nivel local/regional el premio fue para el reportaje “Tarjetas de 
denuncia de la escuela de Illinois” (IBID: web), realizado por el periódico 
estadounidense Chicago Tribune.  
Es destacable a su vez la publicación del “Data Journalism Handbook” en abril 
de 2012 en el “School of data” durante el Festival Internacional de Periodismo 
(celebrado anualmente en Perugia, Italia), un manual para periodismo de datos de 
código abierto y escrito de manera colaborativa entre especialistas de todo el mundo. 
  
2.5.3. La situación académica  
 
En la evolución del periodismo hacia su convergencia con las ciencias sociales fue 
muy relevante el paso inicial de establecimiento a comienzos del siglo XX de los 
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programas académicos de periodismo en los EE.UU. En 1905 surgía la primera 
escuela de periodismo, la Missouri School of Journalism en la University of Missouri-
Columbia; y la Columbia Journalism School de la Columbia University de la ciudad de 
Nueva York, fundada en 1912, aunque los primeros pasos para su constitución los 
había ya dado Joseph Pulitzer en torno a 1904.  
Con el nacimiento y reproducción de estas escuelas se gestaba la estrecha relación 
que se estableció desde un principio, aunque sólo en el terreno meramente académico, 
entre el periodismo y las ciencias sociales, la que constituiría más adelante la columna 
vertebral del periodismo de precisión. 
Los críticos de la ‘academización’ del periodismo aseveraron que las escuelas de 
periodismo establecerían una distinción en el mundo del periodismo entre los 
profesionales de universidad y los provenientes de la práctica directa, a lo que 
Pulitzer, impulsor de la escuela de la Columbia University de la ciudad de Nueva 
York, respondió que su pretensión era exactamente establecer una distinción entre los 
que estaban capacitados para la profesión y los que no. Su intención era “iniciar un 
movimiento que elevará el periodismo al rango de una profesión aprendida, creciendo 
en el respeto de la comunidad, tal y como otras profesiones bastante menos 
importantes para el interés público han crecido” (PULITZER, 1904: 657). 
En la década de 1930, Willard Bleyer creó, dentro de los programas doctorales de 
ciencia política y sociología de Wisconsin, el doctorado especializado en periodismo. 
Situó la enseñanza en periodismo en el ámbito doctoral en Wisconsin junto a las 
ciencias sociales en lugar de entre las humanidades, una decisión que “tuvo un 
impacto de largo alcance sobre el tipo de investigación en periodismo que se acabaría 
acometiendo y sobre la enseñanza de periodistas y educadores de la profesión en el 
ámbito universitario” (WEAVER y MCCOMBS, 1980: 477). 
Como consecuencia de la iniciativa de Bleyer, muchos futuros fundadores de los 
grandes programas de periodismo en los Estados Unidos llevaron consigo la ideología 
de las ciencias sociales empíricas integradas con el periodismo a universidades como 
Stanford, Illinois, Michigan State, Northwestern y Minnesota. Como resultado, las 
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facultades de periodismo comenzaron a contratar a docentes que se habían doctorado, 
principalmente, en disciplinas como la ciencia política, la sociología y la psicología.  
La decisión de Bleyer en Wisconsin marcará, según Weaver y McCombs (IBID), “un 
incipiente cambio de rumbo en los estudios de periodismo y comunicación social en 
EE.UU”, que hizo que en los programas de estas escuelas de periodismo se 
generalizase a partir de los años 70 del pasado siglo, la existencia de cursos sobre 
métodos estadísticos e investigación sociológica. 
En España, la unión entre el periodismo y la sociología es más reciente y la 
enseñanza de los métodos estadísticos y de investigación sociológica es menos 
frecuente. Esta ha sido precisamente, la batalla de la asignatura de periodismo de 
precisión, que desde su implantación ha pretendido lograr esa fusión interdisciplinar. 
El gran impulso a esta modalidad de periodismo llega de la mano de las diversas 
publicaciones, seminarios y actividades desarrolladas por el profesor de la Facultad de 
Ciencias de la Información de la Universidad Complutense, José Luis Dader, entre 
1992 y 1997 y cristaliza de manera más evidente con la publicación de su libro 
Periodismo de precisión: La vía socioinformática de descubrir noticias (DADER, 
1997)14 y la inclusión por parte de las Facultades de Periodismo de esta asignatura 
entre sus planes de estudio. 
Al año siguiente, el Real Decreto 779 de 30 de abril de 1998 establece los criterios 
que han de regir los nuevos planes de estudio conducentes al título de licenciado en 
periodismo. Muchas universidades, según recoge el profesor Fermín Galindo Arranz 
(GALINDO, 2004: 62) “optan por incluir los conocimientos propios del periodismo de 
precisión en sus planes de estudios, ya sean integrados en otras materias (Periodismo 
de investigación o periodismo especializado) o como asignatura independiente”.  
                                                
14
 Si bien le había dedicado ya una amplia descripción en su libro de 1992, El periodista en el espacio público (Dader, 
1992: 79-90), un capítulo monográfico en un manual de periodismo del año 1995 (Dader, 1995) y otros artículos en 
solitario o con el también profesor de la Facultad de Ciencias de la Información, Pedro Gómez Fernández, publicados 
entre 1993 y 1997 en revistas académicas y medios periodísticos. Corresponde también a José Luis Dader la traducción 
al español del libro de Philip Meyer, bajo el título de Periodismo de precisión. Nuevas fronteras para la investigación 
periodística  (Meyer, ed. 1993), para el que asimismo escribió el prólogo (Dader, 1993). El citado profesor fue también 
el organizador, con el respaldo de la Fundación Fulbright de las Jornadas Internacionales sobre “Periodismo de 
Precisión e Investigación en Bases de Datos” celebradas en 1993 en la Facultad de Ciencias de la Información de la 
Universidad Complutense, ya mencionadas con anterioridad. 
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En un recuento realizado por la autora de esta tesis en 2011/2012 a través de todas las 
universidades españolas (en torno a setenta y cinco), comprobé que, de todo el espectro 
español universitario, sólo doce impartían la asignatura de periodismo de precisión. De 
ellas, la mayoría incorporaban esta asignatura en su plan de estudios de licenciatura, 
anterior al Espacio de Educación Europea Superior (EEES), estando a extinguir entre 
el curso 2010/2011 y 2011/2012. 
En Madrid, el catedrático y director de esta tesis, José Luis Dader, impartía la 
asignatura optativa: Periodismo de precisión, tanto en la licenciatura como en el 
Máster y Doctorado de la rama de Periodismo de la Facultad de Ciencias de la 
Información de los planes de 1995 y 2002 en la Universidad Complutense de Madrid 
hasta el curso 2010/2011. 
Su trayectoria comenzó en el curso 91/92, cuando inició la oferta de un curso de 
doctorado sobre periodismo de precisión en el Departamento de Sociología VI de la 
Facultad de Ciencias de la Información de la UCM, curso que mantuvo hasta el 93/94, 
al trasladarse a continuación a la Universidad de Salamanca por un período de dos 
años. En el curso 1996/1997, tras haber negociado la inclusión del periodismo de 
precisión en el nuevo plan de 1995 y posteriormente a su docencia en Salamanca (como 
se detallará más adelante) el profesor no se pudo incorporar en ese año a la docencia 
regular de la Facultad de Ciencias de la Información de la Complutense, por un 
cambio de área y, en su lugar, organizó un seminario optativo sobre la materia.  
No sería hasta el curso 97/98 cuando Dader comenzaría a impartir Periodismo 
de precisión como optativa de segundo ciclo de la licenciatura en Periodismo en la 
Universidad Complutense, asignatura que ha desarrollado hasta el curso 2010/2011 en 
la licenciatura de Periodismo y que se extinguió en el curso 2012/2013 (por la 
implantación del grado de cuatro cursos del plan Bolonia). En esa extinción han 
confluido dos factores, según considera el citado profesor15: En primer lugar la 
ausencia de interés mostrado por los responsables últimos del nuevo plan de estudios 
para mantener la citada materia, y en segundo lugar, el trabajo en solitario que ha 
venido desarrollando en torno a la especialidad el citado docente, sin que otros 
                                                
15
 Entrevista personal Dader (2012). 
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profesores de su mismo departamento, o de otros, asumieran una dedicación 
sistemática a la citada asignatura, más allá de algunas referencias y breves 
divulgaciones en los contenidos de otras materias.  
También en Madrid, la universidad Francisco de Vitoria la incluía como 
optativa en quinto curso de la licenciatura; la Universidad Rey Juan Carlos, como 
asignatura optativa complementaria en segundo ciclo; la Universidad San Pablo CEU, 
como optativa (Periodismo de precisión y documental) sólo para acceso en 4º curso y la 
Universidad Carlos III de Madrid, como optativa en segundo curso: Periodismo de 
investigación y de precisión. 
En Galicia, la Universidad de Santiago de Compostela la incorporaba primero 
en su programa de doctorado y luego en el plan de estudios de la licenciatura en 
periodismo desde el curso 2003/2004 como optativa de segundo ciclo, impartida por el 
profesor Fermín Galindo Arranz, autor del libro “Ámbitos del periodismo de precisión”. 
En Murcia, la Universidad Católica San Antonio imparte la asignatura de 
cuarto curso, Periodismo especializado, que incluye periodismo de precisión. 
En Salamanca, la Universidad pública de Salamanca la estuvo impartiendo 
como optativa de segundo ciclo de la licenciatura de comunicación audiovisual durante 
el curso 1995/96 a cargo de José Luis Dader (pero a su regreso a Madrid la asignatura 
dejó de impartirse en dicho centro) y en la Universidad Pontificia de Salamanca, la 
docente Pilar Pérez Herrero impartía Periodismo de precisión como optativa en 5º 
curso  
En Cataluña, la Universitat Autónoma de Barcelona la incluía también como 
optativa y la Universitat de Vic incluía en cuarto curso de la licenciatura en 
Periodismo la asignatura Periodisme de investigació, uno de cuyos contenidos es 
periodisme de precisió.  
Entre las que impartían estudios adaptados al Espacio Europeo de Educación 
Superior (EEES) o el llamado Plan Bolonia, (de aplicación obligatoria desde el año 
2010), solamente cuatro universidades mantenían la asignatura de periodismo de 
precisión en 2012.  
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Entre ellas, la Universidad Complutense de Madrid, con la asignatura conjunta 
de Periodismo de precisión, periodismo cívico y otras modalidades de profesionalismo, 
impartida desde el curso 2010/2011 por el profesor Dader en el Máster Universitario 
en Investigación en Periodismo, aunque desaparecida del grado en periodismo. 
También la Universidad de Zaragoza, con la asignatura Periodismo de investigación y 
precisión como optativa en el grado de Periodismo; la Pontificia de Salamanca, que 
incluía Tratamiento periodístico de las encuestas según la filosofía del periodismo de 
precisión en la asignatura de Opinión Pública del grado en Periodismo (en este caso se 
fusionan las antiguas asignaturas de Periodismo de precisión y Periodismos no 
convencionales para dar lugar a Periodismo de investigación, de impartición desde 
2012/20113); y la Universidad a Distancia de Madrid (UDIMA), en funcionamiento 
desde 2008, que recogía en su plan de estudios del grado de Periodismo la optativa de 
periodismo de precisión.  
En cuanto a las materias relacionadas, conviene señalar que el Máster sobre 
Periodismo Multimedia Profesional, recientemente implantado en la Facultad de 
Ciencias de la Información de la Universidad Complutense, ha realizado una 
modificación en su plan de estudios inicial para incorporar a partir de 2012/13 una 
materia de Periodismo de Datos.  
También es importante destacar el Máster en Periodismo de investigación, 
datos y visualización, por ser el primero de sus características en nuestro país y en el 
mundo hispano-hablante. El máster, impartido en la Universidad Rey Juan Carlos (en 
colaboración con la empresa Unidad Editorial) desde el curso 2012/2013, incluye entre 
sus disciplinas la formación en periodismo de datos, considerado por el director del 
Máster y Subdirector de El Mundo como “la antesala de la investigación” (RUBIO, 
2012: web). De sus seis módulos, uno de ellos está íntegramente dedicado al 
periodismo de datos, basado en el empleo de herramientas y técnicas para la 
extracción y el análisis de datos, registros y fuentes de datos, hojas de cálculo y 
gestores de bases de datos y programación. La transparencia y el acceso a la 
información también ocupan otro de los módulos de este Máster, con una introducción 
al derecho de acceso a la información, la libertad de expresión y la transparencia y la 
lucha contra la corrupción. Para el desarrollo de los diferentes módulos, colaboran en 
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este Máster diversas organizaciones destinadas a la promoción del derecho de acceso a 
la información en Europa y el mundo, tales como Access Info y CIVIO.  
Además, en julio de 2012 se celebró un curso pionero sobre periodismo de datos 
dentro de los cursos de verano de El Escorial, en el que se abordaba el panorama de la 
disciplina y su potencial y posibilidades en nuestro país así como el derecho de acceso a 
la información pública en España y en el mundo.  Diez meses más tarde, del 24 al 26 
de mayo de 2013, tenían lugar en España las primeras jornadas de Periodismo de 
datos (Open Knowledge Foundation, 2013: web), donde se englobaba además, la 
primera Hackathon de Periodismo de Datos y Open Data, en la que participé 
activamente, tanto en la redacción de sus bases como en la coordinación de la misma.  
El objetivo era desarrollar proyectos de periodismo de datos, que trabajasen la 
búsqueda, recopilación, tratamiento y análisis de los datos en un lapso de tiempo de 30 
horas.  
En cuanto al desglose de contenidos de la asignatura de periodismo de precisión, 
éste variaba en cada universidad, en función de si la asignatura era desarrollada de 
manera independiente o fusionada con otras temáticas cercanas. 
Si observamos por ejemplo la Universidad Pontificia de Salamanca, vemos que 
presentaba sus competencias u objetivos como “conocer la filosofía, los métodos, las 
técnicas y el entorno jurídico de la práctica del periodismo de precisión, así como sus 
variantes y los proyectos macros y micros llevados a cabo en los Estados Unidos y en el 
caso de España” (Planes de Estudio, 2000). Entre sus contenidos, recogía los 
fundamentos del periodismo de precisión, su evolución y desarrollo, así como los del 
periodismo asistido por ordenador, también la mentalidad de los científicos sociales, la 
estadística y análisis de datos como fuente de conocimiento y de poder, la necesidad de 
vigilancia periodística sobre datos informatizados y estadísticas, la mentalidad 
popular ante el acceso público a bases de datos, la regulación del acceso a la 
información y bases de datos de interés público, las variantes del periodismo de 
precisión y del “rastreo informático de datos” o la aplicación de esta modalidad de 
periodismo a los sondeos electorales y de opinión. 
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En esta Universidad se aprecia además, un modelo que tiene bastante presencia 
en las Facultades españolas del área, consistente en fusionar la materia de periodismo 
de precisión con otras especialidades afines para dar lugar a una coordinación entre 
asignaturas, en este caso, la asignatura obligatoria de tercer curso, Opinión Pública 
(también impartida por Pilar Pérez Herrero), en cuyo apartado de investigación 
incluía “Tratamiento periodístico de las encuestas según la filosofía del periodismo de 
precisión”. También en tercer curso, en la optativa de periodismos no convencionales 
impartida por la misma docente, se incluía, junto al periodismo de investigación o el 
cívico, el periodismo de precisión. Además, en esta universidad, algunas de estas 
asignaturas se mantienen para la adaptación al grado en Periodismo, algo que no es 
habitual, ya que los nuevos planes han supuesto una criba de muchas asignaturas 
optativas, como la de precisión.  
En una consulta a dicha docente de la materia, Pilar Pérez Herrero aclaraba 
que las asignaturas de periodismo de precisión y periodismos no convencionales eran 
dos optativas de antiguos planes que se decidió fusionar en una única en el nuevo 
plan, denominada periodismo de investigación e impartida desde el curso 2012/2013. 
(PÉREZ, 2011).  
Pérez Herrero defiende la importancia del mantenimiento de la enseñanza de 
periodismo de precisión en el plan nuevo. Asegura que “cuando diseñamos los planes 
nuevos, me encargué de especificar cuáles serían los contenidos de periodismo de 
investigación y me aseguré de que en esta materia tuviera especial protagonismo el de 
precisión” (IBID, 2011). 
Otras universidades en las que se fusionaban varias asignaturas son las ya 
citadas Universidad Complutense de Madrid, donde el profesor Dader imparte en el 
curso 2012/2013 la asignatura de Máster, Periodismo de precisión, periodismo cívico y 
otras modalidades de profesionalismo; también la Universidad Carlos III de Madrid, 
cuya optativa del segundo curso del plan antiguo Periodismo de investigación, incluía 
periodismo de precisión; la Universidad San Pablo CEU, en cuya licenciatura incluía 
una asignatura optativa llamada Periodismo de precisión y documental, y la 
Universidad Católica San Antonio de Murcia, que impartía en el cuarto curso de la 
 - 132 - 
 
 
licenciatura en Periodismo (de cuatro años), la asignatura de Periodismo 
especializado, donde se explicaba la modalidad de precisión. 
En la referencia a la Universidad Carlos III de Madrid, merece no obstante 
mención especial, la existencia desde la creación de los grados en Periodismo en el 
curso 2009/2010 de la asignatura Estadística aplicada al periodismo, catalogada de 
“Formación Básica” e impartida en el Primer Curso del Grado de Periodismo por  el 
profesor titular del Departamento de Estadística y doctor en economía, Andrés 
Alonso16. Éste es el único caso de los identificados en España en que la formación de 
los periodistas en aspectos relacionados con el periodismo de precisión se centra y 
profundiza en su base metodológica fundamental. Si bien esta materia no está 
orientada al análisis o preparación de trabajos periodísticos ‘de precisión’, intenta 
proporcionar a los futuros periodistas el conocimiento sistemático sobre el que 
sustentar más adelante la aplicación que propugna el periodismo de precisión de 
mayor calidad. El curso, por otra parte, tiene sólo carácter introductorio y se limita a 
introducir a los estudiantes en tipología de datos, series temporales, números índice, 
teoría de la probabilidad e introducción a la inferencia estadística (UC3M, 2013: web). 
En EEUU el panorama es bastante amplio, aunque con poca profundización en 
los aspectos más cercanos a la metodología científica que propugna la perspectiva de 
precisión y centrado más bien en las disciplinas más volcadas en las herramientas 
analíticas de periodismo asistido por ordenador y periodismo de datos.  
Según el seguimiento llevado a cabo en 2012 por la autora de esta tesis, el 
panorama de la disciplina en las universidades estadounidenses estaba del siguiente 
modo: 
Enumerando por orden de mayor a menor importancia en relación con la 
materia, la primera de la lista sería la School of Walter Cronkite, en University State 
of Phoenix. Allí el profesor Steve Doig impartía un curso de pre graduado en 
periodismo de precisión, que define como “Métodos de periodismo avanzados mediante 
el uso de las búsquedas en Internet y las herramientas de análisis de datos para 
                                                
16
 Con la asistencia de los profesores Daniel Ruiz y Gabriel Núñez. 
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historias de investigación” (Cronkite, 2012: web). Además, un profesor asociado a Doig 
imparte un curso de Periodismo asistido por ordenador. 
En segundo lugar, la que fuera durante muchos años la escuela de referencia 
del periodismo de precisión en Estados Unidos y sede del profesor Philip Meyer (ahora 
ya retirado), la School of Journalism & Mass Communication en la University of North 
Carolina, ofrecía cursos relacionados con la materia. En concreto, los profesores Ryan 
Thornburg y Sarah Cohen impartían un curso de Periodismo de investigación en el 
que fusionan contenidos referidos al Periodismo asistido por ordenador, periodismo de 
rendición de cuentas y periodismo de datos. Es interesante destacar, además, el 
proyecto ‘OpenRural’ desarrollado por el profesor Thornburg dentro de los llamados 
Knight News Challenge Project, y destinado a adquirir, organizar y publicar datos 
digitales del Gobierno a nivel local y estatal (THORNBURG, 2012: web).  
La Missouri School of Journalism, en University of Missouri (Columbia, 
Missouri), es la sede de la Asociación Norteamericana de Redactores y Reporteros de 
Investigación (IRE) y del Instituto Nacional de Periodismo Asistido por Ordenador 
(NICAR), e imparte un curso de Periodismo asistido por ordenador, a cargo del 
Profesor David Herzog en el que se aplican las herramientas del Periodismo asistido 
por ordenador para la identificación, obtención, evaluación y análisis de documentos 
públicos almacenados electrónicamente (HERZOG, 2012: web). Junto a esto, el IRE da 
cursos de entre tres y seis días sobre las herramientas básicas de esta modalidad de 
periodismo. 
La Columbia Journalism School en Columbia University de Nueva York 
impartía como, asignatura de grado: Periodismo de datos y visualización de la 
información así como talleres en la materia a cargo de la directora del Centro de 
Periodismo Digital, Susan McGregor.  
Además, la Medill School en la Northwestern University impartía un curso de 
formación en periodismo de datos y un curso de periodismo de bases de datos 
destinado a introducir a los estudiantes en las últimas técnicas de periodismo asistido 
por ordenador  por medio de las técnicas matemáticas e informáticas necesarias, el uso 
de estadísticas, hojas de cálculo y bases de datos (MEDILL, 2012: web). 
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Finalmente, la School of Media and Public Affairs en la George Washington 
University, School of Communication en American University, o el Philip Merril 
College of Journalism en la University of Maryland, incluían la asignatura de 
Periodismo asistido por ordenador en sus programas de graduado, máster o doctorado. 
Queda así apuntado un breve resumen del panorama reciente estadounidense 
en la materia, sin adentrarse en un estudio más exhaustivo que quedaría fuera del 
objeto de esta tesis.  
Por lo que se refiere a Europa –y sin tener la posibilidad de una revisión más 
amplia, fuera del objetivo de una pincelada inicial–, merece destacarse la oferta de la 
City University en Londres. Dicha universidad imparte Periodismo de datos como 
asignatura de grado y posgrado y Periodismo de investigación como estudio de 
posgrado. Dentro de esta universidad, se encuentra el Centro de Periodismo de 
Investigación o The Centre for Investigative Journalism (TCIJ), cuyo evento más 
destacado es la organización cada mes de julio de un curso de verano sobre periodismo 
de investigación (TCIJ: web). En 2012, el curso se basó en la figura del periodista de 
investigación, centrándose en “cómo convertirse en un gran periodista de 
investigación”. Entre los temas tratados durante los tres días de duración del curso, se 
encontraban el empleo de la ley de acceso a la información británica (BRITISH FOIA, 
2000), las técnicas del periodismo asistido por ordenador, la visualización de datos, la 
estadística y, en general, el periodismo de datos.  
Junto a esto, el Centre for Investigative Journalism organizó en abril y octubre 
de 2012 dos cursos de periodismo de datos, basados en el análisis de bases de datos, el 
manejo de datos con SQL, la importación y limpiado de datos, la conexión de 
evidencias de datos con reportajes narrativos, la producción de historias basadas en 
datos, y los proyectos de datos.  
Además, se daba la posibilidad a los reporteros que identificasen y aportasen 
datos de sus áreas de interés, que pudieran trabajar uno a uno con sus entrenadores al 
final de cada día para empezar y desarrollar sus análisis de datos.  
Volviendo a España y como nota final, conviene destacar el evidente descenso en 
nuestro país de la disciplina de precisión, que reduce en más de un 60% su presencia 
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tras la incorporación de los nuevos planes de estudio de Bolonia. Junto a esto, su 
derivación hacia estudios de posgrado y hacia otras modalidades como el periodismo de 
datos que, como veremos en el epígrafe siguiente, se plantea como su sucesor natural, 
con ventajas e inconvenientes derivadas de ello. 
  
2.5.4. El presente y futuro del periodismo de precisión. El periodismo 
de datos 
 
Como resumen final a este apartado referido a la situación profesional y 
académica del periodismo de precisión, apuntaré unas cuantas claves acerca del 
escenario actual de esta modalidad en España, a partir de una entrevista con el 
profesor Dader (2012) y de la referencia a las actividades más recientes que a partir de 
ese mismo año se han venido desarrollando sobre la especialidad de forma dispersa en 
nuestro país. 
En primer lugar, el citado profesor destacaba que la práctica de este periodismo 
ha ido siempre al margen de la docencia, por lo que la implantación de la enseñanza 
universitaria (en el curso académico 94/95) no generó una masa crítica en las 
universidades como para afirmar que se pudiera estimular la aplicación en las 
empresas periodísticas. Reconocía que en la actualidad hay más facultades que tienen 
alguna asignatura a la que llaman periodismo de investigación o alguna combinada de 
precisión con investigación, además de la aparecida más recientemente bajo la 
etiqueta de periodismo de datos. 
Consideraba que en los años 90 se publicaron con alguna frecuencia reportajes 
que podía identificarse con esta línea, cuyos autores posiblemente no habían oído en su 
vida hablar del periodismo de precisión, sino que, simplemente, se planteaban temas 
que trataban sobre datos numéricos de una realidad social y dichos periodistas 
procuraban organizarlos y extraerles el sentido periodístico de manera intuitiva o 
como imitación de la labor de otros periodistas extranjeros sobre asuntos sociales o de 
demografía. 
Destacó el profesor de la Complutense que, a pesar de la relativa facilidad para 
encontrar trabajos de empresas periodísticas en esos años que, aun de manera 
 - 136 - 
 
 
intuitiva, producían resultados sistematizados interesantes, resultaban 
metodológicamente muy simples y, en general, muy poco rigurosos. Consideraba que si 
los periodistas que hicieron estos trabajos hubieran tenido alguna formación en 
métodos sociológicos o en software informático destinado a la cuantificación de análisis 
de datos, podían haber elaborado informaciones mucho más sólidas y consistentes.  
Por eso, según sus palabras (IBID: 2012a), el declive existente desde 2008 no se 
puede achacar al recorte académico (al haberse reducido en todas las Facultades el 
número y variedad de asignaturas optativas especializadas), ya que la situación 
profesional ha evolucionado al margen de la académica. Ese factor ha podido 
contribuir algo pero dicho declive está más bien relacionado en su opinión, con las 
condiciones de trabajo de las empresas periodísticas, ya que la crisis económica en 
general y la brutal reducción de sus plantillas hace que cada vez sean más raros los 
trabajos en este campo.  
En su opinión, el problema es que, en la actualidad, al periodista se le exige 
hacer múltiples informaciones sobre un mismo hecho noticioso para ser publicadas en 
diferentes soportes multimedia (prensa, radio, formato digital…) lo que hace 
inconcebible que pueda dedicarse durante varias semanas a agrupar datos, crear su 
propia base de datos y someterlos a un análisis sistemático, matemático o de otro tipo.  
Esta falta de tiempo sumada a la carencia habitual de los periodistas de 
conocimientos en estadística o en métodos sociológicos avanzados, implica que acaben 
haciendo un tratamiento rápido y más centrado en las competencias técnicas para la 
edición que para el análisis de la información, lo que se conoce habitualmente con el 
nombre de periodismo de declaraciones. 
En conclusión, el profesor Dader se mostraba pesimista acerca del futuro de 
periodismo de precisión mientras no cambiasen las condiciones académicas y de las 
empresas periodísticas. En su opinión, era difícil que en las condiciones existentes se 
desarrollase un periodismo que requiere más tiempo y preparación técnica, como el de 
precisión. 
Calificaba la situación de “oscura” y sólo apuntaba una solución hacia el 
desarrollo de otras modalidades de periodismo que enlazan con el de precisión, tales 
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como el public journalism (también llamado citizen journalism o civic journalism), que 
propone una búsqueda más directa de las demandas e intereses del público y una 
mayor sensibilidad hacia los problemas que le preocupan, en contraposición a su 
alejamiento de la realidad.17  
Junto a esto, consideraba también como aliciente favorable la recuperación al 
menos de la atención hacia el periodismo de precisión bajo una nueva denominación 
que empieza a encontrar cierto eco. Se trata del denominado periodismo de datos, muy 
relacionado con la “minería de datos” que se viene abriendo camino en el campo de las 
grandes empresas como compañías de seguros, financieras o de grandes superficies 
comerciales. Todas éstas han descubierto el enorme poder de un análisis en 
profundidad de grandes cantidades de datos para controlar riesgos y establecer 
rentabilidades. Por ejemplo, en el caso de un hipermercado, un análisis de los datos de 
compra de sus consumidores permite establecer una serie de relaciones entre el 
consumo de sus productos más dispares, como la carne y el champú (¿los consumidores 
habituales de pollo tienden también a preferir champús de determinadas 
modalidades?, etc.), y crear ofertas relacionadas. Destaca, en ese sentido, el auge de 
las empresas infomediarias, dedicadas a la extracción, tratamiento y análisis de 
información del sector público para generar productos para su comercialización a otras 
empresas, ciudadanos, universidades, etc. Dader destacaba éste como un “campo en 
plena expansión en el mundo de la actividad empresarial general”. Fuera de España, 
de hecho, según añadía este profesor, un creciente número de profesionales y de 
organizaciones periodísticas comienza a explorar las posibilidades del periodismo de 
datos. Y aunque en muchas ocasiones el mismo se limita a transcribir mediante 
herramientas visuales muy atractivas compendios de datos previamente organizados 
por instituciones ajenas, en buena medida, periodismo de precisión y periodismo de 
datos constituirían parte de la misma tendencia. El problema en todo caso residiría en 
si lo ahora mostrado bajo la segunda etiqueta alcanzaría el mismo nivel de iniciativa 
propia y análisis en profundidad que habían llegado a alcanzar los precursores del 
                                                
17
 Albert Dzur considera al periodista cívico como un “intermediario capacitado entre los ciudadanos y las instituciones 
sociales y políticas que les afectan” (DZUR, 2008: 136) y tiene un “impacto potencial directo en el conocimiento del 
público y compromiso cívico respecto del más amplio rango de asuntos sociales (...) aunque no se espera de ellos que 
sean activistas políticos, sí se espera que se ocupen y promuevan un público más deliberativo "(IBID: 136). 
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periodismo de precisión o del computer assisted reporting –como en otros momentos 
algunos especialistas han preferido llamarlo-. 
La idea de un nuevo campo en expansión sobre el análisis de datos que el 
periodista podría aprovechar es compartida por los organizadores de la primera mesa 
redonda de periodismo de datos en el Centro de Periodismo Europeo y la Universidad 
de Amsterdam, en 2010, que reunió en una jornada a especialistas de la extracción de 
datos, visualización y el storytelling multimedia. Para ellos, el periodismo de datos es 
una de las áreas con mayor potencial de crecimiento en el futuro del periodismo, cuyo 
objetivo es “la existencia de un ecosistema de datos accesibles para usar y redistribuir 
por cualquiera, la creación de nuevas historias desde conjuntos de datos, la publicación 
de las propias fuentes de datos o la respuesta a los intereses del público” (GRAY, 2010: 
20). De hecho, el periodismo de datos comienza a tener una mayor presencia en la 
sociedad y la actividad periodística española, con iniciativas como las sesiones sobre 
periodismo de datos que, desde 2011, viene desarrollando el centro MediaLab-Prado de 
Madrid (MEDIALAB PRADO, 2013: web) o secciones de repertorios de datos tratados 
con avanzado software de visualización y en ficheros reutilizables que al estilo de lo 
ofrecido por The Guardian18,algunos medios españoles, como La Información.com han 
comenzado a incorporar 
De hecho, muchos autores se preguntan si esta sociedad llamada “sociedad de la 
información” no sería más bien una “sociedad del dato”, presente en todo lo que nos 
rodea. Esta opinión fue sostenida por Marc Garriaga en el congreso sobre Open Data 
del 26 de junio de 2012 (GARRIAGA, 2012: web), para quien se debería educar a la 
ciudadanía desde la infancia en el uso y tratamiento analítico del dato.  
 
2.6. El  periodismo como perro guardián frente al Poder, la 




                                                
18
 Este medio ha incorporado una  etiqueta específica de entrada en la cabecera de su página que, durante un tiempo ha 
estado denominando “datos” y que más recientemente ha preferido llamar “gráficos”, lo que apunta quizá a una 
orientación de tratamiento meramente atractivo, mediante la aplicación mecánica de software disponible y no tanto de 
enfoque analítico propio. 
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Todo el despliegue realizado por el periodismo de precisión y de rastreo de datos 
no se limita a un mero interés por el alarde en la divulgación sofisticada de grandes 
conjuntos de cifras explicativas de la realidad social, o por el afán de mostrar curiosas 
evidencias de las tendencias sociales de múltiples campos de la vida cotidiana. Más 
allá de lo anterior, la revelación y explicación de datos de interés general responde y 
entronca con unos de los objetivos centrales que caracterizan al periodismo desde su 
aparición en las sociedades de cultura o expectativas democráticas: Se trata de la idea 
de que el periodismo pretende actuar como un “perro guardián” que vigila para que los 
poderes públicos y las instituciones de cualquier tipo actúen de manera correcta y 
responsable ante los ciudadanos. El periodismo en consecuencia atiende sobre todo a la 
denuncia de las irregularidades19 -al menos en una de las modalidades más reputadas 
y clásicas de la actividad periodística-, y en esa tarea los métodos científicos de la 
investigación social pueden suponer una ayuda crucial. El periodismo asume así un 
papel de servicio político de primer orden y buena parte de su razón de ser se vincula a 
algunos de los principios fundamentales de la teoría democrática. 
 
2.6.1. El periodismo como ‘perro guardián’: Vigilancia y fiscalización 
de las instituciones por el periodismo 
 
Los sistemas democráticos actuales se rigen por el esquema clásico de 
Montesquieu, que establece tres poderes: el Poder Legislativo, el encargado de 
redactar las leyes; el Poder Ejecutivo, el que las aplica; y el Legislativo, el que juzga, 
interpreta y sanciona su incumplimiento.  
Para MUÑOZ ALONSO (1989: 41): 
“(La) función de control la tienen asignada algunos de los poderes estatales y, así, el 
Parlamento controla al Ejecutivo y uno y otro pueden quedar sometidos al control de los 
Tribunales (Por ejemplo, por medio de la declaración por el Tribunal Constitucional de  la 
inconstitucionalidad de una ley aprobada por el Parlamento). Pero en una democracia existe y 
                                                
19
 Como, al parecer, dijera Lord Northcliffe, propietario del Times de Londres de la segunda mitad del XIX y principios 
del XX, en una frase que para muchos periodistas define la esencia de su oficio o profesión, “noticia es lo que alguien 
en algún lugar intenta ocultar. El resto es publicidad.” Entre los muchos autores que la han recordado figura Chris 
Horrie (HORRIE, 2000:129), quien también menciona que se encuentra grabada en una placa colgada en la redacción 
de la agencia Reuters en Londres. 
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actúa la llamada “teoría de la redundancia”, en virtud de la cual los mecanismos de control y 
de garantía se multiplican para lograr una mayor eficacia”.  
El autor ejemplifica el caso basándose en el ejemplo del Boeing 747, el avión 
más seguro precisamente porque sus sistemas de seguridad y control están 
cuadruplicados y, además, son independientes entre sí. Muñoz considera este enfoque 
“plenamente válido también para el sistema político, donde es positivo que se dé la 
redundancia de mecanismos de control” (IBID: 41). 
Esta redundancia sólo es posible si el esquema se completa añadiendo a los 
poderes constitucionales del Estado, otros poderes sociales que, “sin participar de la 
soberanía ni estar investidos con funciones públicas reguladas por la Constitución, 
cumplen un evidente papel político” (...) “Cualquier fragmento del cuerpo social puede 
llevar a cabo acciones que produzcan efectos políticos (IBID, 1989: 37). 
En este sentido, la prensa puede ser considerada como un mecanismo 
redundante, pero, además, absolutamente necesario. 
El autor continúa: 
 “La conclusión a la que hay que llegar es que la prensa es un poder en una red 
de poderes que se controlan y contrapesan mutuamente (…) Todo lo anterior rectifica 
la consideración de la prensa y, por extensión, de todos los medios de comunicación de 
masas, como un cuarto poder según la conocida expresión de Macaulay, y permite 
afirmar que las relaciones entre poder y los medios son unas relaciones entre poder y 
poder” (IBID: 42). 
Según destaca GRABER (1995: 119) “los medios de comunicación no se 
mencionan en ninguna parte como un poder de Gobierno. Sin embargo, desde los 
tiempos de los fundadores de la nación hasta ahora, la prensa es considerada como un 
cuarto poder, o poder en la sombra, del Gobierno de Estados Unidos. Actúa como 
supervisor insobornable que vigila cómo el gobierno realiza las funciones que le son 
asignadas. La prensa realiza esta función como representante de los ciudadanos, a los 
que debe informar de sus descubrimientos para que estos puedan obrar así en 
consecuencia”.  
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Su papel es tan importante que se considera moldeador de la opinión pública y 
“señala los temas de la opinión pública”. Determina de qué hablará y pensará la gente 
(…) Ninguna ley del Congreso, acción exterior, acción diplomática o reforma social 
importante puede tener éxito en Estados Unidos sin que la prensa prepare 
mentalmente al público (White Theodore en GRABER, 1995: 135).  
La autora recoge las principales funciones llevadas a cabo por los medios de 
comunicación, según el científico político Harold Lasswell (GRABER, 1993: 4): 
“vigilancia del mundo para informar de los hechos en curso, interpretación del 
significado de los hechos y socialización de los individuos en su escenario cultural”. 
Graber considera, además, una cuarta función que debería ser añadida, “manipulación 
[o intervención] deliberada de la política”. La manera en que estas cuatro funciones 
son llevadas a cabo afecta el destino político de los individuos, grupos y organizaciones 
sociales, al mismo tiempo que el curso de la política internacional y doméstica. 
Estas funciones coinciden en parte con las enumeradas por MUÑOZ ALONSO 
(1989: 42-45) que se sintetizan en “recogida y presentación de información objetiva, 
interpretación y explicación de las informaciones, contribución en la formación de la 
opinión pública, fijación de la agenda política y control del gobierno y de otras 
instituciones” 
Siguiendo el análisis de ambos autores, en primer lugar, la función de recogida 
de la información (MUÑOZ ALONSO, 1989: 42), supone el intento de recopilar y 
facilitar información desde la base de la objetividad y según el principio de que “los 
hechos son sagrados y las opiniones libres”.  
En segundo lugar, la función de vigilancia implica dos tareas. En cuanto a la 
comunidad política, para GRABER (1993: 5) la vigilancia pública puede forzar la 
decisión de qué demandas políticas son expuestas y cuáles quedan ocultas, 
convirtiendo a personas, organizaciones y eventos en cuestiones que conciernan a los 
políticos y al público general, y forzando a los políticos a responder a situaciones en las 
que, de otro modo, sus visiones no hubieran sido aireadas.  
En una obra dos años posterior (1995: 125), la misma autora ampliaría y 
renombraría esta función de vigilancia pública como la de ‘perro guardián’ de las 
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instituciones y los actores políticos que, además, constituye la base del trabajo de 
investigación del periodismo en general. Graber destaca este papel de perro guardián 
como “el más antiguo y recompensado entre los muchos papeles políticos jugados por la 
prensa norteamericana”.  
En su forma más simple, los periodistas mantienen contacto regular con los 
altos cargos y agencias del Gobierno, interesándose por sus actividades, ejerciendo la 
citada función de vigilancia. En su forma más compleja, los periodistas van más allá 
de la mera observación de la actividad gubernamental y pasan a investigaciones 
sistemáticas de los asuntos de los cargos y agencias públicas cuando hay indicios que 
sugieren un posible intento deliberado de encubrir infracciones. La autora explica 
cómo los informadores llevan a cabo actividades de investigación periodística y “en 
lugar de depender de funcionarios de los poderes Judicial, Legislativo y Ejecutivo para 
detectar y castigar la corrupción oficial, los periodistas actúan como detectives” (IBID: 
125).  
MUÑOZ ALONSO (1989: 44) entiende la función de vigilancia pública más bien 
como función de control al gobierno y otras instituciones, ya que, los medios, al sacar a 
la luz casos de corrupción o escándalo, ponen en marcha mecanismos oficiales de 
control. Esto se ejemplifica muy claramente si se tiene en cuenta que, en España, las 
preguntas que los Parlamentarios dirigen al ejecutivo proceden, en buena parte, de los 
casos planteados por la prensa. Para el autor “el Parlamento no cumple los aspectos 
más importantes de la función de control del gobierno y la prensa ha ocupado ese vacío 
en buena medida. Se explica así que, según una opinión muy generalizada, en 
situaciones de mayoría absoluta, la única oposición a los gobiernos y la única que estos 
temen verdaderamente es la de la prensa” (IBID: 44). 
En cuanto a la función de vigilancia privada, ésta informa a los ciudadanos 
acerca de los sucesos presentes y sus funciones primarias consisten en gratificar las 
necesidades personales y calmar las ansiedades. Los medios de comunicación, como 
Marshall McLuhan observó, son extensiones de los sentidos para los individuos que no 
pueden ser testigos directos de la mayoría de los eventos de interés para ellos y sus 
comunidades (GRABER, 1993: 5).  
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Tal y como explica la autora:  
“Ser capaz de mantenerse informado hace a la gente sentirse segura, recuerden o no lo 
que leen, escuchan o ven. Incluso aunque las noticias sean malas, al menos sienten que no 
habrá sorpresas perturbadoras. Las noticias les aseguran que el sistema político continúa 
operando del modo de crisis constantes y errores frecuentes. La reafirmación es muy 
importante para la paz mental de la gente. Tiende a mantenerles políticamente inactivos 
porque no hay necesidad de actuar si los líderes políticos parecen estar haciendo sus trabajos. 
Como resultado, esto tiene consecuencias significativas para la estabilidad del sistema político 
y la habilidad del gobierno para funcionar. Para bien o para mal, la inactividad del público 
ayuda a mantener el estatus quo político y económico” (IBID: 8-9). 
En lo que respecta a la función de interpretación:  
“Los medios no sólo estudian los hechos del día y los convierten en el foco de la atención 
pública y privada, además, interpretan sus significados, los ponen en contexto y especulan 
acerca de sus consecuencias. La mayoría de los incidentes llevan a una variedad de 
interpretaciones, dependiendo de los valores y experiencias del que interpreta. El tipo de 
interpretación elegida afecta las consecuencias políticas de la información en prensa” (IBID: 
9). 
La autora utiliza el ejemplo del cambio en la postura de los medios de 
comunicación ante el aborto desde 1962. El aborto solía ser interpretado casi 
universalmente como un asesinato, los abortistas eran considerados villanos y las 
mujeres embarazadas, cómplices de un crimen atroz. Actualmente, el aborto es 
mayoritariamente encuadrado en el marco de los derechos de las mujeres y muchos 
estadounidenses consideran que la mujer embarazada tiene el derecho, con ciertas 
limitaciones, de proteger su salud física y mental o el bienestar de un hijo con 
posibilidades de llevar una vida de sufrimiento físico y mental.  
GRABER recoge cómo: 
“el punto clave que llevó a cabo el cambio en la interpretación de los medios y facilitó la 
evolución de la actitud pública hacia el aborto implicó una personalidad televisiva, Sherri 
Finkbine, quien había tomado talidomida durante su embarazo antes de que los efectos de la 
droga en niños fueran conocidos. Temiendo una malformación severa en su bebe, decidió 
abortar en 1962” (1993: 9).  
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En ese momento, los medios defendieron la acción de Sherri y, para limpiar las 
connotaciones negativas de la palabra aborto, usaron un vocabulario nuevo para situar 
el acto bajo una luz diferente. Hablaron de una “cirugía para prevenir un bebé 
malformado” (IBID: 9). Estas elecciones de los periodistas jugaron un papel 
importante en la determinación de las consecuencias políticas de varias situaciones.  
Una cita de BENETT y EDELMAN, en GRABER (IBID: 10) explica muy bien la 
visión de la autora sobre el papel de los periodistas como interpretadores: 
“Los periodistas podemos atribuir cualquier problema social a las políticas oficiales, las 
manipulaciones de aquellos que se benefician de ello, o la patología de aquellos que sufren por 
ello. Podemos atribuirlo a desigualdades de clase o raciales, ideologías como nacionalismo o 
patriotismo, o a la resistencia al régimen. Podemos arraigar el problema en Dios, en su 
historia de génesis, en la accidental o sistemática conjunción de sucesos, en la racionalidad, 
irracionalidad o en una combinación de estos u otros orígenes. En la elección de cualquier 
causa última estamos también describiendo un hecho, un curso de acción apropiado y 
virtuosos y malignos caracteres, y haciendo esto de un modo que apele a una parte del público 
que vea sus propios sentimientos o intereses reflejados en esa elección o escena social”.  
Mientras, MUÑOZ ALONSO (1989: 43) considera esta función de interpretación 
de un modo más ingenuo y naif, desde la explicación de las informaciones para que 
éstas sean comprendidas por los lectores menos expertos y sólo mencionando algunos 
de los géneros que se engloban dentro de la interpretación como los editoriales, los 
análisis de noticias, o las variantes del columnismo y del comentario. La función de 
interpretación de GRABER se asimila más bien con la de fijación de una agenda 
política de MUÑOZ ALONSO (1989: 43), que explica la participación de los medios en 
el proceso político enfocando la atención del público y del gobierno sobre determinados 
temas. Para el autor, “esta función debe ser vista no sólo en su aspecto positivo de 
atraer la atención sobre ciertos temas, sino también en el negativo, en cuanto que los 
medios actúan como el gatekeeper, que filtra las informaciones e impide que lleguen al 
público algunas cuestiones” (1989:44),  
La función de socialización de los medios de comunicación fue ampliamente 
ignorada hasta 1970, pues se creía que los padres y las escuelas eran los agentes 
primarios únicos. Sin embargo, los estudios conducidos en ese año establecieron 
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finalmente que los medios jugaban un importante papel en la socialización política. El 
grueso de la información que la gente joven adquiere sobre la naturaleza de su mundo 
político viene de los medios de masas.  
Para GRABER (1993: 204), la socialización política, entendida como el 
aprendizaje sobre las estructuras y factores del entorno y la internalización de las 
costumbres y las reglas que gobiernan la vida política, es importante porque afecta a 
la calidad de las interacciones entre los ciudadanos y sus gobiernos. Los sistemas 
políticos no funcionan fácilmente sin el apoyo de la mayoría de sus ciudadanos, 
quienes deben estar dispuestos a acatar las leyes y apoyar al gobierno por medio de 
sus obligaciones como votar, pagar tasas o servir en el ejército.  
En este contexto, los medios juegan un papel imprescindible, con datos de casi 
cuatro horas de media diarias de consumo de televisión en España en el año 2011 
(GÓMEZ, 2012), frente a las cuatro y media en Estados Unidos, la pequeña pantalla y, 
en general, los medios de comunicación de masas, contribuyen al eterno proceso de 
socialización política y aprendizaje, dando lugar a la mayoría del conocimiento e ideas 
de una persona sobre normas políticas, valores o hechos. En opinión de la autora,  
“los medios de comunicación deben ser considerados, por tanto, como un considerable 
factor en la socialización y resocialización política de los adultos, como los cambios en la 
sexualidad moral y las actitudes raciales que el público americano ha llevado a cabo desde 
hace medio siglo y las visiones cambiantes de las relaciones con China y las Naciones Unidas” 
(GRABER, 1993: 11). 
MUÑOZ ALONSO (1989: 43) asimila la función de socialización con la de 
contribución de formación de la opinión pública, considerando ésta como “quizás, la 
más importante y la que sintetiza a las otras”. Los medios llaman la atención tanto del 
público como del gobierno acerca del clima de opinión imperante. Sin embargo, el  
autor recoge la idea de Grossman y Rourke, para quienes:  
“Mientras los oficiales ejecutivos tienden a ver a los medios informativos como 
moldeadores de la opinión pública, los medios, con la misma frecuencia, se ven a sí mismos 
como cautivos de esa opinión. Desde su punto de vista, ellos publican noticias relativas a 
ciertos asuntos precisamente porque al público le gusta leer tales cosas” (IBID: 43). 
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El autor recuerda así la retroalimentación existente en la socialización medios-
audiencias, según la cual, los propios medios son cautivos de esa opinión pública 
supuestamente generada por ellos: “es cierto que un periódico moldea o pretende 
moldear la opinión pública, pero tal pretensión recibe el contraste de esa votación 
cotidiana que representa la evolución de sus cifras de venta, lo que le obliga a una 
rectificación continua a la mínima señal de alejamiento de los lectores” (IBID: 43). 
En último lugar, la autora añadía una última función a las establecidas por 
Harold Lasswell, la de intervención deliberada por parte de los medios. Según relataba 
“en la era post-watergate, la modificación directa del proceso político por los medios se 
ha convertido en algo crecientemente común. Muchos periodistas son poderosos 
participantes del juego de la política, en lugar de actuar primeramente como cronistas 
de una información dada por otros” (GRABER, 1993: 11).  
“El propósito principal del periodista puede ser escribir historias que expongan la mala 
conducta del gobierno y produzcan reformas. Alternativamente, el propósito principal puede 
ser presentar información sensacionalista que atraiga grandes audiencias y realce el proceso. 
Otras historias de manipulación pueden ser creadas fundamentalmente para afectar el curso 
de la política en línea con las preferencias políticas de los periodistas” (IBID: 11).   
 
2.6.2. La rendición de cuentas 
 
La esencia de las democracias parlamentarias es la rendición de cuentas ante el 
Parlamento, un concepto que en inglés tiene su propio término: accountability, lo que 
en sí mismo es una prueba del origen anglosajón del concepto. 
Por su parte, en la mayoría de las lenguas romances, como el español, francés, 
italiano o portugués, se emplea como equivalente inexacto el término de 
‘responsabilidad’. Algo que para Dubnick (1998:68) supuso toda una frustración en su 
primer contacto con el mundo hispano luso, cuando descubrió que habían traducido los 
carteles de su conferencia en una universidad de Brasil sobre accountability como 
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“responsabilidade”20, siendo precisamente uno de los temas de su conferencia la 
distinción entre “accountability” y “responsability”.  
El autor cita a UHR (IBID: 70) para explicar las diferencias entre ambos 
términos: 
 “Accountability obliga y pone trabas a la discrecionalidad oficial, mientras la 
responsabilidad facilita dicha discrecionalidad. Accountability está en relación con la 
autoridad, mientras la responsabilidad trata acerca del empoderamiento (empowerment) y la 
independencia (...) Si accountability trata sobre la minimización del mal gobierno, la 
responsabilidad trata sobre la maximización de buen gobierno”.  
DUBNICK hace un repaso por algunos de los países no hablantes de inglés 
donde el término accountability ha sido adoptado de forma casi directa, por ejemplo, 
Japon. Allí el diccionario recoge como transcripción literal el término “akauntabiritii” 
(IBID: 70), algo que, para el autor, es un obvio reflejo de la capacidad japonesa para 
adoptar términos útiles de fuentes extranjeras. Dubnick encontró, además, 17 
términos tradicionales japoneses asociados con responsabilidad, ninguno de los cuales 
estaba explícitamente unido a la noción inglesa de rendición de cuentas.  
En Israel, la estrecha relación del país con el mundo anglosajón les permite 
estar familiarizados con la palabra y el concepto de accountability en sus 
manifestaciones británicas y americanas, pero los oficiales del gobierno encargados de 
aplicarlo (como el interventor del Estado) se frustran en su búsqueda de un 
equivalente en el hebreo moderno.  
El autor destaca cómo incluso cuando otro idioma aporta un término 
aparentemente similar, el concepto suele ser más estrecho que el anglicano. Es el caso 
de las lenguas nordeuropeas como el holandés, danés o alemán, donde accountability 
es distinguible de responsabilidad. Sin embargo, las traducciones son más cercanas en 
significado a ‘deber’ u ‘obligación’. 
Siguiendo a DUBNICK (IBID: 70), el francés nos da una buena pista de la 
conceptualización originaria del término anglicano. La clave para entender la 
                                                
20
 En portugués, responsabilidad 
 - 148 - 
 
 
naturaleza anglicana del accountability es conocer los términos institucionales e 
históricos y, especialmente, las raíces de la idea de accountability (en contraste con la 
palabra per se), que se gestaron bajo el gobierno normando del reino inglés. De hecho, 
etimológicamente, los términos del inglés medieval relacionados con accountability 
(acompte, aconte) son ubicados como mínimo a comienzos del siglo XIV y no hay duda 
de que derivan del equivalente del término francés antiguo “rendre compte”. 
Centrándonos en la traducción a la lengua española de accountability como 
‘rendición de cuentas’ o ‘responsabilidad democrática’, el autor Robert D. Bhen (2001: 
2-3) asegura que estos términos no siempre se emplean con conocimiento. Este autor 
asegura que el concepto engloba dos tipos de personas, los titulares de la 
responsabilidad y los receptores de ésta. Para él, “es bueno ser un titular pero no es 
tan divertido ser un receptor” (BEHN, 2001: 2). Asegura que no cree que ninguno de 
los llamados titulares (políticos, auditores, abogados, periodistas) sea capaz de dar una 
definición de lo que significa ‘hacer responsable a alguien’, pero sospecha que los 
receptores sí tienen una idea clara de lo que es ser responsable. Apunta dos cosas que 
pueden ocurrir cuando alguien es responsable: en primer lugar, cuando haga algo 
bueno, no ocurrirá nada; sin embargo, cuando meta la pata, “puede armarse la 
gorda”.21 Asegura que aquellos a quienes queremos hacer responsables tienen una 
clara idea de lo que la responsabilidad significa: castigo. Este término es básico, en 
opinión de Bhen, y suele estar ausente en las definiciones formales, pese a que, cuando 
la gente quiere hacer responsable a alguien suele planificar algún tipo de castigo.  
Para él, los motivos por los que alguien debe rendir cuentas están en constante 
cambio, sujetos en gran parte a los caprichos de la política. Por eso, conductas que 
eran legales hace una generación son ahora corruptas, tal y como recogen Frank 
Anwchiarico, del Hamilton College y James Jacobs, de la Universidad de Nueva York: 
“El Departamento de Investigaciones de Nueva York persigue hoy malas conductas 
que solían ser consideradas apropiadas por la acción disciplinaria de la 
administración, como fraude de baja por enfermedad y abuso” (IBID: 4) 
 
                                                
21
 Expresión hecha “all hell can break loose” 
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También los métodos para fiscalizar la responsabilidad de los políticos están en 
constante cambio desde su inicio en las primeras democracias conocidas. Ya la Grecia 
clásica, considerada la primera comunidad política con algunos períodos y territorios 
de ejercicio de la democracia, establecía tempranos sistemas de responsabilidad de sus 
políticos, tan estrictos que incluso podían castigarles por aquellas manifestaciones 
verbales que fueran decretadas anticonstitucionales. Siguiendo el repaso de ELSTER 
(1999: 253-278) que define a la griega como una cultura “de resultados, en la que la 
gente era hallada responsable por el resultado de sus acciones sin tener en cuenta 
circunstancias atenuantes” (IBID: 264), conocemos diversos mecanismos de 
responsabilidad en el sistema político ateniense. 
El autor cita a Aristóteles para ejemplificar uno de los métodos de la cultura 
ateniense. “(…) Con respecto a la Asamblea, todo el mundo es libre de asistir, pero las 
multas por no asistir  son impuestas o sólo a los ricos o a los ricos en su mayoría (...) 
Con respecto a los tribunales de leyes, los ricos son multados por falta de asistencia, 
pero los pobres pueden ausentarse con impunidad” (IBID: 265). 
Esta cita ejemplifica el sistema de imposición de multas a los ricos para forzar 
su participación en los asuntos públicos y la eliminación de los costes a los pobres para 
fomentar su exclusión.  
Para Elster, el pasaje muestra la posibilidad de fomentar comportamientos por 
medio de recompensas o desalentarlos por medio de castigos. Enlaza así con muchas 
de las estructuras de responsabilidad, donde la distinción entre recompensa y castigo 
está ausente. Para él, no hay diferencia si decimos que los votantes castigan a los 
políticos no reeligiéndolos o que descartan la recompensa de la reelección. La promesa 
implícita de la reelección si el político lo hace bien es equivalente a la amenaza 
implícita de la no reelección si lo hace mal.  
Volviendo a los mecanismos de responsabilidad presentes en el sistema 
ateniense, Elster realiza un repaso pormenorizado de los mismos (IBID: 267-275). 
El ostracismo o destierro político, que puede ser usado con tres funciones: 
primera, de modo similar a nuestras elecciones generales, para decidir entre dos 
alternativas políticas expulsando a una de ellas; segunda, como un voto de no 
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confianza contra individuos específicos; o tercera, como un vehículo de envidia (IBID: 
267).  
El llamado “Euthynai” (IBID: 268), especialmente importante en el siglo V, era 
un escrutinio automático de los magistrados al final de su mandato. En el proceso de 
Euthynai, una junta de auditores examinaba las cuentas de cualquier fondo público 
que el magistrado hubiera recibido y gastado en la oficina. Después, si se encontraba 
algún abuso de mala gestión o soborno o se planteaba alguna acusación (que podía ser 
presentada por cualquier ciudadano), el magistrado era llevado a un tribunal, donde 
los auditores ejercían la acusación. Si era encontrado culpable de malversación, tenía 
que pagar diez veces la cantidad de dinero usurpada. 
El Eisangelia (IBID: 268-270) era planteado por un ciudadano individual contra 
cualquier otro conciudadano ateniense por razones de mala conducta política o 
religiosa, como por ejemplo el intento de derrocar o minar la democracia, la traición a 
la ciudad o la exposición de un discurso contrario a los intereses de los atenienses por 
un orador de la Asamblea. Los más importantes casos de Eisangelia en el siglo IV son 
los sorprendentemente frecuentes juicios contra generales (treinta generales 
perseguidos entre el año 403 a.c. y el 322 a.c.).  
El Apophasis, introducido en el año 340 y que parece haber sido usado 
frecuentemente, era similar al Eisangelia, pero la acusación no era planteada por un 
individuo sino por el Areopagus o por la Asamblea. De hecho, el juicio iniciado en el 
AreoPagus era la única forma ateniense de un enjuiciamiento iniciado por el Estado y 
podía desembocar en duras multas y pérdida de derechos civiles. 
Como excepción, es posible que en dos importantes casos los funcionarios fueran 
juzgados por la Asamblea en lugar de por los tribunales. Centrándonos en el primero 
de ellos, las acusaciones fueron formuladas contra una junta entera de funcionarios 
(IBID: 271) acusados de malversación en la administración de los ingresos de la Liga 
de Delos. 
El Graphe Paranomon es similar al derecho que ostenta la Corte Suprema de los 
Estados Unidos desde 1803 de revisar y derrocar las leyes del Congreso. Mediante este 
mecanismo, un decreto propuesto en la Asamblea podía ser nulo, y su promotor 
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castigado, si violaba una ley existente o resultaba deficiente o nocivo para los intereses 
de la gente. Un ejemplo de un más o menos desinteresado graphe paranomon con éxito 
fue la acusación contra Thrasybulus en el año 403, tras su propuesta de convertir a 
todos aquellos que habían dejado Atenas por El Pireo durante su reinado, en 
ciudadanos atenienses a su regreso, incluyendo extranjeros y esclavos. Se consideró 
que la propuesta alarmaría a la gente de la ciudad y el influjo de un número 
desconocido de esclavos y extranjeros harían inclinar la balanza electoral en su 
desfavor, por lo que un graphe paranomon anuló el decreto. 
Elster destaca cómo, a pesar de los defectos del sistema griego, transcurrirían 
más de dos mil años hasta que surgiera un sistema mejor de responsabilidad 
democrática.  
RUIZ CABALLERO (2008: 41) cita el sistema griego como ejemplo de modelo 
centrado en la virtud de la libertad de pensamiento, que permite la confrontación de 
opiniones diversas y con ello, la mejor búsqueda de la verdad.  
Este otorga la consideración de “parresiastes” a aquel que dice todo cuanto tiene 
en mente porque entiende que decir la verdad es un deber (incluso aunque esto pueda 
derivar en su propia condenación, como le ocurre a Sócrates, que en su empeño ético se 
niega a aparentar inocencia ante los jueces ni elaborar un discurso falso de defensa). 
De esta exigencia de verdad sumada al término ateniense de “dar cuenta” (término 
que ARENDT (en RUIZ CABALLERO) nos recuerda que tiene un origen político en sí 
mismo) surge el legado que, en el siglo XX, se desarrollará como compromiso moral y 
político del ser humano y, concretamente, de todo cargo público. Para RUIZ (2008: 46) 
“cuando en una sociedad impera el derecho a no dar cuenta, abandona la racionalidad 
y se encamina a la barbarie”, por eso, el periodismo tiene como importante función el 
obligar a los actores sociales a dar cuenta de sus acciones a los ciudadanos. 
En la actualidad, el sistema pasa por la rendición de cuentas de los políticos 
ante el Parlamento y éste, a su vez, ante los ciudadanos, quienes son encargados de 
elegirlos. Así, “aunque los ciudadanos en las democracias parlamentarias no tengan 
recursos para sancionar a un gobierno directamente, pueden cambiar la composición 
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del Parlamento que puede, a su vez, forzar cambios en la composición del gabinete” 
(LAVER/ SHEPSLE, 1999: 279).   
Laved y Shepsle (IBID: 294) aseguran que, en la mayoría de los regímenes 
democráticos del mundo, la responsabilidad política es mediada. Los cargos políticos 
que desarrollan políticas con impacto en el bienestar de los ciudadanos no son 
directamente responsables ante estos ciudadanos, sino ante los diputados de esos 
ciudadanos. Los diputados, a su vez, son responsables ante los ciudadanos en un grado 
mayor o menor dependiendo de las propiedades del sistema electoral y el modelo de la 
confrontación electoral. 
Los autores consideran la responsabilidad o rendición de cuentas como un 
estado (equilibrio) y un mecanismo (procedimiento de confianza).  
En primer lugar un equilibrio, porque un representante político es responsable 
ante su superior cuando éste, teniendo los medios para hacerlo, no tiene deseo de 
remplazarlo por una alternativa factible. Son responsables, por lo tanto, sólo en el 
sentido de que, han sido seleccionados por sus directores parlamentarios en un proceso 
en el cual aquellos directores eran bien libres de elegir cualquiera de las diferentes 
alternativas pero, mientras los agentes seleccionados actúen como deben, no serán 
remplazados o sancionados. Por su parte, el mecanismo del procedimiento de ‘no 
confianza’, sólo puede ser observado como un reconocimiento retrospectivo de una 
situación que ha perdido su equilibrio. Sólo se pone en práctica cuando la 
responsabilidad ha fallado y un representante parlamentario ha violado las 
expectativas hasta hacerlas vulnerables al reemplazamiento. En estas circunstancias 
el gobierno cae y es remplazado por un nuevo grupo de ministros. Por tanto, 
recurriendo a una expresión algo irónica, los mecanismos de responsabilidad pueden 
funcionar sólo cuando la responsabilidad ha fallado (IBID: 295). 
La autora Rosa Nonell (2002: 12) define la rendición de cuentas como “el 
requerimiento a una organización, tanto pública como privada, para explicar a la 
sociedad sus acciones y aceptar consecuentemente la responsabilidad de las mismas”. 
La autora establece diversas áreas de rendición de cuentas (IBID: 12-13): 
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En primer lugar, las organizaciones públicas y las agencias independientes que 
dependen de la financiación pública. Un área que, en opinión de la autora, ha tenido 
históricamente una actitud poco favorable en el impulso de la rendición de cuentas, lo 
que se traduce en que el ciudadano perciba esa actitud como una tendencia voluntaria 
hacia la opacidad. 
La segunda área de la rendición de cuentas afecta al conjunto de organizaciones 
intermedias de la sociedad, tales como fundaciones, asociaciones y organizaciones no 
gubernamentales. La mayor transparencia y responsabilidad en sus actuaciones 
mejorará su legitimidad y su aceptación social. 
Por último, la tercera área está en el ámbito de las empresas a través de la 
llamada “responsabilidad social de las acciones de las empresas” (social responsibility), 
que afecta no sólo a los accionistas sino también a todos aquellos ciudadanos que se 
ven afectados por sus decisiones y con los que comparten intereses. 
Esta rendición de cuentas está muy relacionada con el concepto del buen 
gobierno, definido por la autora como aquel que incluye “aquellos principios, actitudes, 
conductas y actuaciones de los distintos gobiernos y organizaciones públicas que 
permiten implicar más a los ciudadanos en el devenir de la sociedad”. Junto a esto, 
considera un gobierno efectivo a aquel que asegura la consecución de los objetivos 
establecidos, una adecuada gestión de los recursos y la obtención de beneficios para la 
sociedad. “Por lo tanto, la misión de un gobierno es precisamente el buen gobierno en 
sus actuaciones y la rendición de cuentas ante la sociedad” (IBID: 16). Enlazando con 
esto, la autora recoge la lista de características del buen gobierno establecidas por las 
Naciones Unidas en su programa de desarrollo, que incluyen la participación, 
transparencia, responsabilidad, orientación, equidad, eficacia y eficiencia, rendición de 
cuentas y visión estratégica (IBID: 19). 
 
2.6.3. La transparencia y la publicidad de asuntos públicos 
 
La rendición de cuentas está en relación directa con la transparencia 
informativa de datos sobre la realidad social, que a su vez constituye un pilar de la 
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democracia, ya que no puede darse una democracia sin que los ciudadanos tengan 
acceso libre a cuanta información en manos de los representantes pueda afectar al 
ejercicio de los derechos ciudadanos.  
Gran parte de los autores en la materia refrendan la imprescindible relación 
entre democracia, rendición de cuentas y transparencia. 
Así lo hace el escritor indio Pareek (2012: web), para quien “el alumbramiento 
de una verdadera democracia sólo puede ser alcanzado con la participación pública, y 
las mejores herramientas para incrementar la participación pública en el gobierno 
dependen de la transparencia y rendición de cuentas”.  
La definición dada por el Fondo Monetario Internacional en sus guías de 
transparencia fiscal enfatiza el derecho del público a saber (HOLLYER ET AL, 2011: 
1194). Para la institución “la transparencia fiscal requiere dar información 
comprensible y de confianza sobre las actividades pasadas, presentes y futuras del 
gobierno, y la disponibilidad de esta información mejora la calidad de las decisiones 
políticas y económicas”. De hecho, el Fondo Monetario Internacional es la organización 
que recopila de los gobiernos nacionales datos como los de inflación y que luego 
traslada al Banco Mundial, que mide en sus Indicadores de Desarrollo Mundial (THE 
WORLD BANK: web), explicados más adelante, la buena disposición de los gobiernos a 
revelar datos económicos.  
Los autores (IBID: 1194) recogen definiciones más simples que analizan el 
trasfondo del concepto: “el anuncio del gobierno no sólo de la decisión política sino 
también de la información usada para tomar dicha decisión” o también “la liberación 
por las instituciones de información que es relevante para evaluar a dichas 
instituciones”. 
Distinguen específicamente entre la transparencia de un sistema electoral y las 
políticas de transparencia, y recuerdan cómo la existencia de elecciones en los 
regímenes democráticos no es, por sí sola, suficiente para que un país sea considerado 
una democracia, y la transparencia debe ser incluida como parte de la definición de 
régimen político.  
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En su análisis, estudian las hipótesis de que las democracias sean más 
transparentes que otros regímenes políticos y las elecciones incrementen la disposición 
de los gobiernos a aportar datos económicos. 
Para ello, valoran en primer lugar la gran vulnerabilidad de los gobiernos 
democráticos a la desaprobación pública, que puede hacer a sus funcionarios más 
tendentes a ocultar información que otros gobernantes dictatoriales menos 
preocupados por la percepción pública. Esto puede motivar que promuevan 
activamente la transparencia en las áreas de política donde lleven a cabo acciones que 
gusten a los votantes, mientras oscurecen áreas donde la acción del gobierno vaya en 
contra del deseo de la mayoría. Por otro lado, valoran el hecho de que en los sistemas 
electorales en los que la supervivencia del gobierno depende del bienestar del votante 
(y como consecuencia la reelección), como es el caso de las democracias, la élite 
gobernante es más tendente a revelar información política. 
Para comprobar estas hipótesis, usan una definición minimalista de 
transparencia, en la que la contestabilidad de las elecciones sea básica. Así, 
construyen su índice de transparencia (2011: 1198-1199) basándose en las 172 
variables sobre deuda y política económica de los Indicadores de Desarrollo Mundial 
(World Development Indicators) del Banco Mundial aplicadas a los informes emitidos 
por, al menos, un país cada año entre 1960 y 2008 y evaluados de 0 a 1 en función de 
la aportación de datos por ese país. 
Junto a esto, establecen diferentes índices de medición de la democracia. El 
índice DD de medición de la democracia clasifica un régimen como democracia cuando 
tanto el Poder Legislativo como el Ejecutivo se rigen por elecciones democráticas. Este 
índice va del 0 al 1; siendo el 0, no democracia y el 1, democracia. El índice Polity 2 
sitúa a los países en un ranking de -10 a +10 (de menos a más democracia) según 
criterios institucionales que incluyen la competitividad y la apertura de la 
contratación del ejecutivo, el grado de restricciones del ejecutivo principal y la 
competitividad de la participación política.  
Ambos índices están relacionados con las variables de los Indicadores de 
Desarrollo Mundial citados más arriba. Un cambio de autocracia a democracia, según 
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el índice DD, aumenta el número de variables presentes del WDI en 13 puntos 
porcentuales. Un cambio en la puntuación del Polity 2 desde -10 a +10, incrementa el 
número de variables presentes según el WDI en un 20%.  
Los autores presentan una clara conclusión a estos resultados: la confrontación 
electoral libre está relacionada con la mayor transparencia, y los gobiernos 
democráticos son más tendentes a liberar información que los autocráticos.  
Pese a todo, el ser humano ha tardado en comprender la importancia de la 
publicidad de los asuntos estatales en el desarrollo de la sociedad, y los primeros 
referentes en este ámbito tienen fecha reciente. 
   El primer avance significativo tiene lugar en el siglo XVIII, cuando el Ministro 
(ilustrado) de Finanzas de Luis XVI, Jaques Necker, abrió a conocimiento público las 
cuentas del Estado, al considerar que la buena opinión del pueblo respecto a su 
actividad política dependía de una gran claridad en “la rendición de cuentas” 
(SPEIER, 1972: 108). Se aprecia así que, para los constructores de la sociedad 
ilustrada, de la que deriva nuestro equilibrio democrático, “la publicidad de las 
actuaciones sociales negativas, no sólo no merece el velo que hoy vuelven a reclamar 
los absolutistas de la privacidad, sino que, bien al contrario, constituye un elemento 
tan esencial como la acción administrativa y judicial para garantizar la convivencia 
ciudadana” (DADER, 2012b: 25). 
Este afán democrático dio lugar a un impulso que seguiría evolucionando hasta 
llegar al siglo XIX, cuando se concibe y organiza una democracia, no sólo ideal, sino 
constitucionalmente operativa, basaba en la soberanía popular y en su configuración 
cotidiana del tribunal de la opinión pública. Jeremy Bentham fue uno de sus 
impulsores, pues creía que el control y la inspección de los poderes públicos por parte 
de los ciudadanos eran la mejor garantía de democracia. El pensador abogó por lo que 
denominó ‘Tribunal de la Opinión Pública’, que pasaba por la fiscalización de los 
asuntos oficiales por el ojo público de los ciudadanos, a fin de evitar el mal gobierno. 
Bajo esta pretensión escribió los llamados “Panopticon Writings”, una utópica 
propuesta que concretó en la construcción de cárceles de visión total que permitieran 
la vigilancia extrema y permanente de los encarcelados por parte de los carceleros, 
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pero que, a la inversa también permitiría que los carceleros pudieran ser vigilados por 
el resto de los residentes en la prisión, y se evitaran así los abusos, bien comunes 
hasta entonces. Su idea era aplicar el panóptico a todos los espacios públicos que, 
según el autor, debían quedar a la vista de todos los ciudadanos, como si de parques o 
plazas se tratasen. 
Bentham dio a entender que el control no debe detenerse ante los que controlan; 
pues controlar al controlador es la clave para obtener un sistema justo. Su pretensión 
era, por encima de todo, arrojar luz sobre los asuntos de la vida pública, a fin de evitar 
abusos y malas prácticas. “La publicidad es la primera de las garantías: ella lo 
perfecciona todo, y es el mejor medio de poner en acción todos los motivos morales y 
todos los recursos intelectuales” aseguraba. (BENTHAM, 1989: 53). 
Sin embargo, el paso de los años y la complejidad de la colisión entre derechos 
individuales y colectivos ha debilitado la identificación radical entre transparencia 
pública y democracia que alentó a los liberales del XIX y, de manera derivada, a toda 
la teoría del papel de fiscalización de la acción política atribuido al periodismo en las 
democracias del modelo occidental. Ello ha dado lugar a lo que el profesor José Luis 
Dader denomina: “El terror panóptico” (DADER, 2001: 151). Este autor menciona la 
popular novela de “1984” de George Orwell, como el emblema en el que muchos basan 
sus terrores ante un control unidireccional por el Estado.  
Uno de los autores de la cultura contemporánea que se han encargado de 
espolear este terror, según indica Dader, ha sido Michael Foucault. Él relacionó (en su 
obra “Vigilar y castigar”), las teorías de Bentham con un proyecto represor, ignorando 
los beneficios de la transparencia, y denunció el control social como un arma para 
justificar la supresión de la libertad individual, social y política.  
Por éste y otros factores, la concepción extrema de Jeremy Bentham acerca de la 
fiscalización pública de un estado democrático se ha desvirtuado en gran medida. De 
hecho, la posibilidad de efectuar un control social por medio de cualquier 
procedimiento de observación se ha venido identificando por una corriente intelectual 
y legislativa (autoconsiderada progresista) como una intromisión totalitaria, que 
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dejaría la reputación o la buena imagen de los individuos desprotegida ante la 
contemplación indiscriminada de los demás. 
Sin embargo, es precisamente la puesta en público de los asuntos que afectan al 
conjunto de la comunidad lo que permite que las personas gocen de más conocimiento 
y, por tanto, de más libertad. Junto a esto, la revelación pública no sólo da información 
a los ciudadanos, sino que somete a los reveladores a la presión del control público, que 
les empuja ,en el caso de las declaraciones patrimoniales y de actividades del Poder 
Ejecutivo y Legislativo, a presentar unos informes saneados y veraces que convenzan 
al ciudadano de su buen hacer. Esto puede comprobarse también en el mundo de la 
bolsa donde las empresas que quieran atraer inversiones deben sanear sus cuentas 
para poder hacer públicos unos buenos resultados de sus estados financieros.  
En definitiva, la transparencia lleva aparejada una mejora de la calidad del 
servicio público y, por tanto, una reducción de la corrupción política.  
Así lo entiende la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, 
firmada en diciembre de 2003 en México que, en su artículo 10, recoge: 
“Habida cuenta de la necesidad de combatir la corrupción, cada Estado parte, de 
conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, adoptará las 
medidas que sean necesarias para aumentar la transparencia en su administración 
pública, incluso en lo relativo a su organización, funcionamiento y procesos de 
adopción de decisiones, cuando proceda” (Naciones Unidas, 2004: web). 
Organizaciones No Gubernamentales se lamentan a menudo de la falta de 
información en los ambientes en los que operan. Human Rights Watch, por ejemplo, 
aborda la importancia de la transparencia y la buena disposición del gobierno a 
revelar datos en un reciente informe en Angola:   
“Uno de los mayores obstáculos en el escrutinio público del uso del gobierno de los 
fondos públicos ha sido el fracaso del gobierno en ofrecer datos relevantes. El gobierno 
restringe severamente información sobre sus actividades y rechaza revelar información básica 
sobre sus ingresos y gastos. Desde comienzos de 1990, ha habido numerosas alegaciones de 
mala gestión de los fondos, ingresos pasando ilegalmente al Banco Central y compras opacas 
de armas… debido a que el público angoleño no puede obtener información relevante. Sin 
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embargo, los ciudadanos tienen pocas maneras de evaluar estas alegaciones (Human Rights en 
HOLLYER ET AL, 2011: 1194). 
En esta línea, organizaciones pro transparencia como Access Info, Open Secrets 
u Open Knowledge Foundation, reclaman el cese de la ocultación de los asuntos 
administrativos, fiscales y de gestión de los políticos, ya que la opacidad de todo ello 
suele tener costes que se traducen en una mayor corrupción.  
Para evitar dicha corrupción, Rosa Nonell (2002: 36) apela a la conducta y 
comportamiento ético exigible en todas las actuaciones públicas que, por ejemplo, se 
plasma en el establecimiento de mecanismos públicos de elección y selección de los 
cargos públicos sometidos a la supervisión del Parlamento. En Reino Unido existe el 
Comissioner for Public Appointments (web) o guardián de los procesos de 
nombramientos en los organismos públicos basados en méritos e igualdad de 
oportunidades. Este organismo incorporó en abril de 2012 un nuevo régimen de 
regulación para nombramiento públicos, más proporcional y basado en los principios 
de mérito, justicia y apertura, para proporcionar a los Ministerios la posibilidad de 
elegir a candidatos de alta calidad, escogidos en un ámbito fuerte y diverso.  
En Estados Unidos la Text of the Government Performance and Results Act o Ley 
de Actuaciones y Resultados, mide la actuación del Gobierno Federal, rigiéndose por 
estos objetivos:  
“Mejorar la confianza de la sociedad estadounidense en la capacidad del Gobierno Federal 
haciendo rendir cuentas sistemáticamente a los organismos federales para el cumplimiento de 
los resultados del programa; iniciar la reforma del programa con una serie de proyectos piloto 
para fijar los objetivos, medir el rendimiento del programa en dichos objetivos y exponer 
públicamente su progreso; mejorar la efectividad del programa federal y la rendición de 
cuentas pública por medio de la promoción de un nuevo enfoque en los resultados, la calidad 
del servicio y la satisfacción del cliente; ayudar a los directivos federales a mejorar la entrega 
del servicio, exigiendo que planifiquen los objetivos del programa de encuentro y dándoles 
información acerca de los resultados del programa y la calidad del servicio; mejorar la toma de 
decisiones del Congreso dándole más información objetiva sobre la consecución de los objetivos 
estatutarios, y la efectividad relativa y la eficiencia de los programas federales y el gasto; por 
último, mejorar la gestión interna del Gobierno federal” (GPRA, 1993: secc.2).  
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Además, la ley obliga al director de cada organismo a remitir un informe anual 
sobre el rendimiento del programa durante el año fiscal anterior en el que se recoja el 
éxito o no en el cumplimiento de los objetivos fijados. 
En esta línea, la General Accounting Office u Oficina de rendición de cuentas 
publica informes donde indica los beneficios obtenidos por el Gobierno Federal por 
medio de la transparencia y la accesibilidad. Creada en 1920, su función es  
“apoyar al Congreso en el cumplimiento de sus responsabilidades constitucionales y 
ayudarle a mejorar la actuación y asegurar la rendición de cuentas del gobierno federal para el 
beneficio de la sociedad americana. La GAO examina el uso de los fondos públicos, evalúa los 
programas federales y las actividades, y proporciona análisis, opciones, recomendaciones y 
otro tipo de asistencia para ayudar al Congreso a hacer supervisiones efectivas, y tomar 
decisiones de financiación. En este contexto, trabaja para mejorar continuamente la economía, 
la eficiencia y la efectividad del gobierno federal por medio de auditorías financieras, 
revisiones de programas y evaluaciones, análisis económicos, opiniones legales, 
investigaciones y otros servicios. Sus actividades están designadas para asegurar la rendición 
de cuentas del Poder Ejecutivo al Congreso bajo la Constitución y la rendición de cuentas del 
gobierno a la sociedad americana y está dedicada al buen gobierno por medio de su 
concienciación con los valores comunes de rendición de cuentas, integridad y confianza” 
(NONELL, 2002: 90).  
Como se puede apreciar, Nonell destaca la que era y es una realidad, que la 
rendición de cuentas en la esfera de la vida pública está siendo desarrollada 
principalmente en los países anglosajones. 
En esta línea, en los últimos años se han planteado acciones políticas a nivel 
internacional para la mejora de la calidad de la democracia en los organismos 
dependientes del Estado y sus respectivos gobiernos. La Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y otros organismos internacionales 
vienen impulsando desde hace años programas sobre gobernabilidad tanto para los 
países desarrollados con sólidas democracias como para los países menos 
desarrollados. La OCDE pretende estimular a los gobiernos de sus países miembros 
para que construyan y fortalezcan estructuras de gobierno activas, eficientes, 
transparentes y que rindan cuentas. En esta línea, ha puesto en marcha el Comité de 
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gestión pública (PUMA) que “trata de plantear la necesidad de que el poder público 
tiene que liderar el cambio e impulsar un sistema de participación activa por parte de 
la sociedad” (IBID: 30). 
El problema es que, en ocasiones, los propios países tienen carencias técnicas en 
su capacidad para recolectar y generar datos. En esta línea, el Banco Mundial ha 
creado, dentro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, un plan global para 
incrementar la capacidad de los gobiernos en la recolección de datos, el Marrakech 
Action Plan for Statistics o Plan de Acción de Marrakesh para la Estadística (VRIES, 
2004: web) dentro de la Segunda Mesa Redonda de Medición de Resultados del 
Desarrollo. 
Entre sus medidas figuran la creación de estrategias nacionales para el 
desarrollo de estadísticas (NSDS) en países de bajos ingresos, el incremento de 
financiación para la construcción de capacidad estadística, la adopción de mejoras 
urgentes necesarias para la monitorización de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, 
o el incremento de la rendición de cuentas del sistema estadístico internacional.  
También el FMI está aplicando los principios de buen gobierno a su propia 
institución tras las críticas recibidas a su gestión y creó en 2001 la Oficina de 
Evaluación Independiente (IEO), encargada de “llevar a cabo valoraciones 
independientes y objetivas acerca de las políticas y actividades del FMI” (IEO, 2012: 
web). Se define como “totalmente independiente de la dirección del FMI y opera en 
calidad de Junta de Directores Ejecutivos”. Sus funciones son: mejorar la cultura del 
aprendizaje en el FMI, fortalecer su credibilidad externa, promover un mayor 
entendimiento de su trabajo y respaldar el gobierno institucional y la vigilancia” 
(IBID: web).  
En Europa también se está tomando nota de los principios del buen gobierno e 
incremento de la transparencia. La Comisión Europea inició, en junio de 2011, un 
proceso abierto de mejora del buen gobierno de la UE a través de la elaboración de un 
libro Blanco llamado European Governance: A White paper, que se ha sometido a 
discusión pública de toda la sociedad europea para establecer un gobierno más 
democrático y participativo de la UE. Establece cinco principios para la mejora del 
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compromiso social y la creación de una cultura de consultas y diálogo para reforzar la 
legitimidad de las políticas públicas: Apertura, participación, rendición de cuentas, 
eficacia y coherencia. Por medio de este documento, la UE pretende crear una cultura 
de consulta y participación ciudadana que no se consigue sólo con leyes sino con el 
establecimiento de un código de conducta que defina unas normas mínimas. Para 
Nonell (2002: 33-34) estas normas deberían mejorar la representatividad de la 
sociedad civil y sus organizaciones, y estructurar el debate con las instituciones 
comunitarias.  
El Registro de Transparencia Europeo (Transparency Register: web), regulado 
por el Parlamento y la Comisión Europeas, fue creado en 2011 para la interacción de 
las instituciones europeas con asociaciones ciudadanas, ONG’s, organizaciones de 
negocios, comercio o profesionales, sindicatos de comercio, etc, a fin de dotar a los 
ciudadanos de acceso directo y sencillo a la información acerca de quién se dedica a 
actividades destinadas a influenciar el proceso de toma de decisión de la UE, qué 
intereses son perseguidos y qué recursos son invertidos en estas actividades. Su 
objetivo es hacer posible el derecho de los ciudadanos a contar con un proceso 
transparente y en sintonía con la ley así como el respeto a los principios éticos, 
evitando presiones y acceso ilegítimo o privilegiado a la información. Ofrece un sencillo 
código de conducta, uniendo a todas las organizaciones e individuos que aceptan seguir 
las reglas con arreglo a los principios éticos, y un mecanismo de queja y sanciones 
asegura la aplicación de las reglas y controla las posibles violaciones del código.  
Además, la presencia de las empresas en el Registro supone un mayor prestigio, 
ya que indica que están dispuestas a interaccionar con las instituciones europeas con 
plena transparencia y a contribuir con el proceso europeo, asegurando así que sus 
visiones, intereses o aquellos a los que representan sean conocidos por los que toman 
las decisiones en la Unión Europea.  
Sin embargo, organizaciones pro transparencia como la Alianza para la 
transparencia de los lobbies y la regulación ética, (ALTER- EU: web) y Access Info han 
criticado al registro por su fracaso a la hora de proveer información exacta, actual y 
fácilmente comparable para los ciudadanos de la UE. Su propuesta es hacer que el 
registro sea obligatorio para todos los grupos de interés. Otro incentivo para el registro 
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podría ser la negativa de los miembros del Parlamento Europeo a encontrarse con 
lobbies o grupos de presión no registrados y que la participación en los grupos de 
expertos de la Comisión dependiese del registro. Consideran, además, que el Consejo 
de la Unión Europea debería ser incluido en el Registro, que la información debería ser 
más detallada, incluyendo el nombre del lobby, en caso de que haya ocupado un cargo 
público en los últimos cinco años, el nombre del oficial que toma la decisión y aquel 
sobre el que la toma y las fuentes que financian el gasto. Acces Info pide además que 
los lobbies declaren si tienen alguna relación personal con los funcionarios y que los 
datos sean revisados regularmente, incluyendo un escaneo para detectar información 
perdida. Por último, exige que la naturaleza y duración de las sanciones para aquellos 
que violen el código de conducta sea claramente especificada cuando se proceda al 
registro (ACCESS INFO SUBMISSION, 2012a: web).  
También en Europa, los programas Marco se basan en una amplia consulta 
pública a los ciudadanos europeos para identificar sus problemas y necesidades y 
desarrollar políticas de investigación para responder a éstas. En 2002, el Sexto 
Programa Marco creó una línea de investigación sobre “Ciudadanos y gobernanza en la 
sociedad del conocimiento” (6PM, 2001: web) a fin de “movilizar la capacidad europea 
de investigación económica, política, social y humana, necesaria para entender la 
sociedad del conocimiento y las relaciones entre sus ciudadanos, por un lado, y entre 
sus ciudadanos y sus instituciones, por otro, y para abordar los problemas relacionados 
con el surgimiento de esta nueva sociedad” (IBID: web).  
Para articular todas estas iniciativas de gobierno abierto, Europa creó la 
“agenda digital para Europa” (UNIÓN EUROPEA, 2012: web) como uno de los siete 
pilares de la estrategia “Europa 2020” que fija objetivos para el crecimiento de la 
Unión Europea de aquí a 2020. Esta agenda digital propone explotar mejor el 
potencial de las tecnologías de la información y la comunicación para favorecer la 
innovación, el crecimiento económico y el progreso. Entre otras cuestiones, como la 
accesibilidad electrónica o la ‘alfabetización’ digital, propone la digitalización de datos 
públicos por medio del programa “Europeana” (dentro de la iniciativa de bibliotecas 
digitales que posibilita la digitalización de material cultural de museos, archivos, 
bibliotecas y archivos audiovisuales de toda Europa sin necesidad de tener que 
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conectarse a múltiples sitios para tener acceso libre a libros, periódicos, registros de 
archivos, fotografías y archivos audiovisuales digitalizados). Este programa fomenta 
por parte de los Estados la digitalización, accesibilidad en línea y conservación digital. 
España es parte activa del programa, con más de 1.600.000 obras digitalizadas en 
octubre de 2011.  
En esta línea también actúa el Plan de acción europeo de administración 
electrónica (EUROPEAN COMMISSION, 2012: web) cuyo objetivo es dotar de un 
mejor acceso a la información del sector público, transparencia de los gobiernos y 
administraciones públicas, y proveer de medios que posibiliten la involucración activa 
de los ciudadanos y empresas en el proceso de creación de políticas basadas en las 
nuevas tecnologías.  
Junto a los organismos públicos, las empresas también se ven afectadas por 
estos principios de transparencia y buen gobierno. En su caso se plasma en la llamada 
“responsabilidad social” que está destinada a “todos aquellos sujetos que se ven 
implicados o afectados por las decisiones y actuaciones de la empresa, o con todos 
aquellos con quienes comparten intereses” (NONELL, 2002: 26). Esta responsabilidad 
abarca la garantía de las condiciones de seguridad y calidad del producto producido; la 
inversión en la comunidad; la responsabilidad sobre las externalidades que producen, 
como la salvaguarda del medio ambiente o la minimización de los efectos sociales, y el 
mantenimiento de un compromiso social con problemas como la pobreza o la 
desigualdad.  
En este sentido, Nonell se plantea en su informe varias preguntas (IBID: 29): 
¿Tienen que ofrecer las organizaciones una información detallada sobre sus acciones 
de conformidad con las relaciones laborales, el medio ambiente, los derechos humanos, 
los consumidores, la salud, la seguridad ciudadana, la competencia y las leyes fiscales 
o las políticas? ¿Tiene el Gobierno que establecer accesos fáciles a las bases de datos 
que contengan dicha información?  ¿Debe un gobierno privar de beneficios y 
subvenciones a aquellas empresas que no cumplen con sus responsabilidades sociales? 
¿Hay que desarrollar mecanismos positivos que impulsen esta trayectoria? 
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Como acercamiento a la respuesta acerca del papel del Estado en la 
responsabilidad social, resulta interesante tomar en cuenta la medida aplicada por el 
Congreso de los Estados Unidos en el año 2000 tras una serie de accidentes mortales 
provocados por neumáticos Firestone en vehículos Ford SUVs (FUNG et al., 2007: 2). 
Las investigaciones del Senado concluyeron que los vehículos que usaban estos 
neumáticos tendían a descontrolarse y dar vueltas de campana, la causa de un tercio 
de las muertes en accidente de tráfico en Estados Unidos. El descubrimiento hizo 
plantearse al Senado la manera por la que, además de imponer la correspondiente 
sanción a la empresa, se pudiesen evitar nuevos accidentes.  
La política de revelación fue la solución, la Transportation Recall Enhancement, 
Accountability and Documentation Act obligaba a las compañías a revelar datos sobre 
la seguridad de sus coches destinados a los compradores. Esta política no sólo 
beneficiaría a los consumidores sino que además obligaría a los vendedores a mejorar 
la calidad de sus vehículos lo que a su vez salvaría más vidas. Junto a esto, los 
legisladores obligaron a que la información puesta a disposición del público fuese clara 
y comprensible, basada en la calificación de una a cinco estrellas de los posibles 
riesgos, como el vuelco del coche. En 2007, la legislación fue más allá y obligó a que 
dichos tests fueran publicados en paneles de los concesionarios de coches. 
En cuanto a los resultados de la publicación de estos test, cinco años después de la 
aprobación de la ley sólo un modelo de coche recibía dos estrellas en la clasificación de 
seguridad mientras que 24 recibían cuatro estrellas, lo que puso de manifiesto la 
eficacia de la puesta en público de los rankings como medida de retroalimentación de 
los propios vendedores. 
Otro ejemplo del papel de las políticas de transparencia en la responsabilidad 
social de las empresas se remonta a 1990 (IBID: 5). Tras el descubrimiento por los 
científicos de Estados Unidos de que los hábitos insanos de alimentación estaban 
provocando millones de muertes por infarto y cáncer cada año, el Congreso requirió a 
las compañías de alimentación que informasen al público acerca de los niveles de 
grasa, azúcar y otros nutrientes de cada bote de sopa y caja de cereales, entre otros 
alimentos.  
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Del mismo modo, el Congreso estadounidense, tras los escándalos de las cuentas 
de diferentes corporaciones en 2001 y 2002, obligó a las multinacionales públicas y 
compañías con sede en Estados Unidos a revelar sus datos financieros. Ambas 
políticas ayudaron a la población a incrementar su información acerca de los alimentos 
que consumían y los informes financieros de las compañías, así como empujar a las 
empresas a cuidar más sus productos y sus cuentas, respectivamente.  
Sin embargo, de nuevo según FUNG et al. (IBID:7) en ocasiones las políticas de 
transparencia pueden hacer más daño que beneficio y, cuando la información es 
incompleta, inadecuada o confusa, pueden contribuir a daños innecesarios, muertes o 
pérdidas económicas. Esto puede ejemplificarse con un caso ocurrido en 2006, cuando 
el Congreso estadounidense trató de usar el poder de la información para reducir el 
riesgo de enfermedades derivadas de las reservas de agua pública contaminadas en 
Wisconsin, que mató a 110 personas en un par de semanas e hizo enfermar a otras 
400.000. El órgano legislativo exigió a las compañías de aguas que informasen a los 
consumidores acerca de las contaminantes en las reservas de agua. Sin embargo, en 
vez de ofrecer una información clara (similar a la baremación con estrellas de las 
compañías de coches), los consumidores se enfrentaron a la tarea de desentrañar 
complejos documentos inaccesibles a su comprensión y, sobretodo, atrasados un año 
(debido al largo tiempo de preparación). Como consecuencia, algunos consumidores 
que confiaron en que el agua de su grifo era segura, corrieron serios riesgos. 
Este caso es un buen ejemplo de cómo, en ocasiones, los objetivos de las políticas 
de información y transparencia pública pueden no coincidir con los de los ciudadanos. 
Mientras el ideal que persiguen aquellos que luchan por la implantación de sistemas 
más transparentes es el de incrementar el conocimiento y la calidad de vida de los 
ciudadanos; estos no experimentan siempre esta mejora, bien por no llegar a 
comprender la información ofrecida, bien por no hacer un buen uso de la misma.  
En el caso de estudio de esta tesis ocurre lo mismo que en la revelación de 
información por las compañías de agua. Mientras las declaraciones financieras de los 
representantes públicos son vistas por los expertos en transparencia como una manera 
de incrementar el conocimiento que tienen los ciudadanos sobre sus políticos; los 
ciudadanos pueden tener una visión diferente, bien por incomprensión de la 
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información, bien por su interpretación como un mero ‘cotilleo’ acerca de la fortuna de 
un político concreto. Se confunde de nuevo aquí información con entretenimiento.  
En este sentido los autores FUNG et al. ofrecen una clasificación sobre la 
efectividad de la información en función de su grado de conexión entre el emisor y el 
receptor (IBID: 74): 
- Altamente efectiva: la política de transparencia ha cambiado 
significativamente el comportamiento de la mayoría de los usuarios y los 
reveladores en la dirección pretendida por las políticas de acceso público 
- Moderadamente efectiva: La política de transparencia ha cambiado el 
comportamiento de una porción sustancial de los usuarios y reveladores en la 
dirección pretendida por las políticas de acceso público pero también ha 
dejado agujeros en el cambio de comportamiento y producido consecuencias 
inesperadas 
- Inefectivas: La política de transparencia ha fallado en el cambio de 
comportamiento de los usuarios y reveladores o ha cambiado el 
comportamiento en direcciones diferentes a las pretendidas. 
Este desencuentro entre los objetivos del emisor y del receptor justifica la 
necesidad, no sólo del incremento de las políticas de transparencia y revelación, sino 
también del impulso de un mejor uso de la información por los ciudadanos, procurando 
que entiendan qué grado de importancia deben conferirle. 
Esta mayor comprensión de los receptores pasa por la aplicación de métodos de 
análisis más rigurosos que permitan aumentar dicha comprensión, preservando, al 
mismo tiempo, la rigurosidad.   
Conocidas las funciones de la prensa, es interesante regresar al tema de la 
relación de prensa libre y transparencia, analizada por los autores Hollyer et al (2011: 
1194). Ellos estudian si la rendición de cuentas sumada al libre flujo de información 
(traducida en circulación de periódicos) afecta la calidad del gobierno. Su hipótesis es 
que los países con gobiernos más dispuestos a proporcionar datos acerca de acciones y 
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decisiones políticas son más tendentes a permitir un mejor flujo de información en 
todos los asuntos.   
En esta línea y para garantizar este flujo de información, deben existir 
medidores fiables de su libertad e independencia. El índice Freedom of the Press 
dentro de la Organización Freedom House (web) responde a estas iniciativas.  
El índice mide el grado de libertad impresa, en medios audiovisuales y en 
Internet en todos los países del mundo según los hechos de cada año y establece sus 
ratings por medio del examen de tres amplias categorías: la legal (leyes y regulaciones 
que influencian los contenidos de los medios y su uso por los gobiernos para restringir 
la capacidad de estos); la política (control del gobierno, censura y auto censura) y la 
económica (estructura y concentración de la propiedad de los medios así como sobornos 
en los contenidos). 
Según estas categorías, cada país recibe un ratio numérico de 0 (el más libre) a 
100 (el menos libre), que sirve como base para la designación de un estatus de libertad 
de prensa como libre, parcialmente libre o no libre. 
Para Hollyer et al (2011: 1198) las tres categorías afectan al libre flujo de 
información pero ninguna está directamente relacionada con la decisión del gobierno 
de liberar u ocultar los datos, siendo las variables de los Indicadores del Desarrollo 
Mundial combinadas con los índices DD y Polity, ya mencionados, los instrumentos 
adecuados. Así, como mencionábamos en el epígrafe anterior, los autores concluyen 
que las elecciones o la libertad de prensa son garantías que, aunque valorables, no 
pueden funcionar aisladas, sino que deben englobarse en el concepto de democracia a 
fin de asegurar una mayor transparencia estatal. 
En este sentido, el periodismo de precisión permite fiscalizar esa labor de 
transparencia estatal. De hecho, la mayoría de los autores que han reflexionado acerca 
de la modalidad han señalado la importancia de la legislación de libre acceso a las 
bases de datos oficiales como condición decisiva en la expansión de esta y otras 
modalidades relacionadas como el periodismo de investigación, de datos o de bases de 
datos.  De este modo, se podrán realizar análisis más profundos que permitan ir más 
allá de, en el caso que nos ocupa, cuánto capital tiene un político, y permitan aplicar 
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otros procedimientos para conocer, por ejemplo, cuál es la media de patrimonio de los 
cargos, la correlación entre su patrimonio y deudas o establecer en datos porcentuales 
las tendencias patrimoniales por sexo o cargo, todo ello de un modo riguroso y sencillo, 
accesible al ciudadano.  
 
2.6.4. El debate en la actualidad en España 
 
En España, la tendencia actual es hacia la defensa de la privacidad, que cuenta 
con una actitud mayoritariamente favorable de la opinión pública. Sin embargo dicha 
individualidad, que goza de tan ‘buena prensa’ en el ámbito de las relaciones sociales, 
incurre en contradicción flagrante cuando el objeto analizado es la actividad 
económica. “El neoliberalismo económico despierta críticas generalizadas de cuantos 
consideran como valor democrático básico y signo de progreso la razonable regulación e 
intervención del Estado en las actividades mercantiles, financieras y laborales de los 
individuos” (DADER, 2012b: 22). 
Sin embargo y, tal y como destaca DADER (IBID: 23),  
“Hay otro tipo de neoliberalismo, sin embargo, que afecta a los derechos políticos 
y las prácticas de la convivencia civil, que se viene extendiendo últimamente, sin que 
muchos ciudadanos, grupos políticos e intelectuales sean conscientes del retroceso al 
oscurantismo cultural que supone (…) se refiere a la propiedad rabiosamente privada 
de los datos personales y que considera una opción de progreso democrático la 
instauración de los derechos de privacidad, intimidad, honor e imagen personal como 
valores, no ya fundamentales -cuestión que aquí no se discute-, sino más bien 
irrefrenables o jurídicamente indomesticables”. 
La situación responde de manera prioritaria a una mentalidad proteccionista 
que hace que se mantenga un manto de privacidad sobre las cuestiones de interés 
público, como son cuentas y declaraciones de los políticos. Todo ello mientras, 
paradójicamente, los datos de los ciudadanos sí son conocidos por el Estado, como 
ocurre con los censos de población (no accesibles al público de manera directa y 
generalizada), o por empresas privadas como bancos, que poseen datos sobre nuestra 
insolvencia patrimonial (los ficheros de morosos). Tal contradicción refuerza el error de 
aplicar un proteccionismo unilateral y descompensado en el que los datos de los 
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ciudadanos sean bien conocidos por el Estado mientras que el uso dado por la 
Administración a esos datos y la propia actividad de los representantes públicos no 
pueda ser fiscalizada en sentido inverso. Esto permite que las conductas de los 
ciudadanos queden a cubierto de los comentarios del resto de ciudadanos y sólo sean 
conocidas por el Estado, aunque se asume el terrible riesgo de que éste abuse 
totalitariamente de su posición.  
A diferencia de España, el control ciudadano de los asuntos públicos es 
considerado un asunto de primera importancia en muchos países democráticos, entre 
ellos EEUU, como prueban las diferentes leyes que regulan el acceso a cuestiones 
públicas (que expondré en el capítulo dedicado a la legislación de ese país). EEUU, a 
diferencia de España, es un país con tradición garantista de la autonomía  privada y 
reducción de la presencia pública en los asuntos de la sociedad civil. Al mismo tiempo, 
el mismo sentido del liberalismo –el individuo debe tener recursos para defenderse de 
los abusos del Estado–, le lleva a permitir la transparencia de los asuntos públicos, sin 
proteccionismos que busquen limitar el acceso a la información.  
La actitud de ese país en el aspecto que nos ocupa se explica con mayor claridad 
en palabras del profesor Vaughn,  
“A los gobiernos autoritarios los identifica el acceso fácil a la información sobre 
actividades de los ciudadanos y las extensas limitaciones a la capacidad de los 
ciudadanos de obtener información acerca del gobierno. En contraste, los gobiernos 
democráticos se destacan por las restricciones significativas a la capacidad del gobierno 
de obtener información acerca de sus ciudadanos y por el acceso fácil de los ciudadanos 
a la información sobre actividades del gobierno” (VAUGHN, 2000: 21). 
Esta teoría es refrendada por Alejandro MUÑOZ ALONSO (1989: 49), quien 
establece que “así como los sistemas autoritarios se caracterizan por la opacidad (los 
arcana imperii medievales), las democracias se basan precisamente en la publicidad de 
lo político”. 
Esto hace que, en España, la transparencia total de datos públicos sea una 
asignatura pendiente que empaña la etiqueta de democracia otorgada a nuestro país.  
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Para explicar la situación de nuestro país es interesante detenerse en la 
confusión entre el concepto de ‘interés público’ y el de ‘interés general’. Es habitual que 
se venda como información objetivamente importante para el funcionamiento de la 
sociedad o información de ‘interés público’ (unas elecciones presidenciales) la que es en 
realidad mero entretenimiento o ‘interés general’ –en el sentido cuantitativo y literal 
del término-, de una amplia variedad de públicos (la vida privada de los hijos de los 
políticos).22 
A ese respecto, MORRISON y SVENNEVIG (2007: 44-65) hacen una reflexión 
acerca de estos dos conceptos diferenciando entre aquello ‘en lo que el público está 
interesado’ y lo que es de ‘interés público’. Citan las clásicas historias de sexo y 
corrupción de los tabloides británicos “The Sun” y “News of the World” que definen 
como noticas “en las que el público puede estar interesado, pero que no son de interés 
público” (IBID: 47). Para ellos, es lógico que las noticias se conformen en base a 
aquello en lo que el público está interesado y “resulta difícil imaginar a un medio de 
comunicación publicando noticias en las que el público no esté interesado, incluso si 
éstas son en su interés (interés público)” (IBID: 60). Como ejemplo, recuerdan el 
episodio ocurrido en una boda en Jerusalén, cuando la pista en la que bailaban los 
invitados se derrumbó repentinamente. Aquí analizan si la gran repercusión mediática 
se debió al interés público derivado de la pérdida de vidas y los motivos del derrumbe o 
simplemente en el dramatismo presente en este tipo de sucesos que siempre atrae el 
interés del público (IBID:50). Del mismo modo, los atentados del 11 de septiembre en 
Estados Unidos generaron una amplísima cobertura por parte de los medios, con 
imágenes de gente saltando por las ventanas de las Torres Gemelas y las últimas 
llamadas a sus familiares de los rehenes del avión secuestrado por yihadistas antes de 
estrellarse. En una encuesta realizada a 1.039 británicos y formada por ocho grupos de 
trabajo, sólo el 20% de los encuestados consideró que la cobertura del 11S contenía 
escenas inapropiadas y “carentes de interés público” (IBID: 51). Entre los restantes, 
las mujeres del grupo de discusión de rango de edad entre 50 y 60 años y nacionalidad 
africana/caribeña, reducían la importancia de la invasión en la privacidad de los 
                                                
22
 Para una distinción entre “interés público”, “interés general”  e interés particular y comercial de públicos más o 
menos amplios, junto con la diferencia entre “interés público” e “interés del público” o de los públicos, en el ámbito de 
la información periodística, véase por ejemplo Hallin (1997). 
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suicidas (ya que no se veían sus caras) y justificaban toda intrusión, pues permitía 
mostrar el horror de la tragedia. Por el contrario, sí consideraban una invasión a la 
privacidad la emisión sin su consentimiento de las últimas llamadas de los rehenes del 
avión, aunque no dejaban de insistir en su capacidad de transmitir el horror de la 
tragedia.  
Para los autores, la defensa del interés público como justificación a la invasión 
en la intimidad puede ser sostenida de dos maneras. La primera, como un evento de 
interés para todos, cuestionándose siempre cuánta información personal es necesaria 
para contar la historia. La segunda, como una manera de alimentar el odio hacia los 
culpables de un acto, en este caso la masacre del 11 S, en un sentido propagandístico 
que asimila el interés nacional con el interés público (IBID:53). 
Volviendo a la diferenciación entre ‘interés público’ e ‘interés general’, un caso 
relativamente reciente de nuestra prensa revela hasta qué punto la justicia, los 
medios y la sociedad en general, confunden ambos términos. En abril de 2008, Telma 
Ortiz (hermana de la princesa Letizia Ortiz) demanda a cincuenta medios por el 
“insoportable y permanente acoso de la prensa” al que dice verse sometida y pide que 
“se prohíba captar, publicar, distribuir, difundir, emitir o reproducir imágenes o 
fotografías suyas” (AUTO, 2008: razonamientos jurídicos). Telma destaca que ni ella ni 
su marido son ‘personajes públicos’ ni tienen interés en serlo, amparándose en el 
artículo 18 de la C.E que recoge el derecho a la intimidad y a la propia imagen.  
Por su parte, la respuesta de los medios demandados fue rotunda y calificaron la 
petición de la señora Ortiz de censura previa, alegando que ambos eran personajes de 
"acreditada notoriedad pública" y apoyándose en el derecho a la información recogido 
en el artículo 20 de la C.E.  
Finalmente, la demanda de Ortiz se desestimó al considerar que la demandante sí 
tenía “proyección pública” (IBID: parte dispositiva). La magistrada se apoyó en la 
excepción fijada en el artículo 8.a de la ley orgánica de Protección Civil del Derecho al 
Honor, a la Intimidad Personal y Familiar y a la Propia Imagen (L.O.,1982: 8.a), que 
considera que existe proyección pública “cuando se trate de personas que ejerzan un 
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cargo público o una profesión de notoriedad o proyección pública y la imagen se capte 
durante un acto público o en lugares abiertos al público”.  
Esta sentencia es un buen indicador de la confusión mayoritariamente reinante en 
este aspecto en España. Mientras existen todo tipo de leyes de protección pública que 
restringen el acceso de los ciudadanos a datos de interés público como los propios datos 
de la administración; los datos de interés general, como la vida de Telma Ortiz, no 
relevantes para la sociedad y tan sólo objeto de morbo, no son protegidos.  
Esta problemática se hace muy patente en la reacción de la prensa ante la 
denuncia de Ortiz, que se movilizó frontalmente ante lo que calificó de censura de la 
información y corrió a refugiarse en el artículo 20 de la Constitución. La pregunta es 
¿Por qué los medios no reproducen una reacción similar ante el latente ocultismo de 
datos de los políticos? Si, partiendo de la sentencia del caso de Telma, se consideran de 
carácter público las imágenes referidas a personajes públicos, ¿Por qué no se califican 
también como públicos los datos patrimoniales o actividades de personajes públicos 
como son los políticos? ¿Es que acaso no reviste mayor interés para la sociedad el 
conocimiento de un dato que permite controlar la calidad de nuestra democracia que 
una simple imagen de un personaje famoso? Es curioso que, en España parecen 
generar una mayor reacción contestataria las supuestas censuras a los datos de 
interés general que a los de interés público. 
 Ya en 1992, en El periodista en el espacio público, José Luis Dader (1992:166) 
planteaba una reflexión sobre esta misma contradicción, acusando a los periodistas 
españoles de una “doble vara de medir los asuntos de hipotética trascendencia 
pública”:  
 “Por un lado se sigue practicando la caza y captura de las intimidades o 
privacidades de cualquier individuo que ya es celebre, ostenta un cargo o goza de alguna 
notoriedad pública. [Pero] (…) mientras la visualización pública del color de los ‘pantys’ de 
una conocida diva es aceptable para nuestra profesión, parece inadmisible que esos mismos 
periodistas pudieran divulgar los secretos bancarios de un anónimo defraudador de 
Hacienda” (IBID: 166). 
 - 174 - 
 
 
Citando de nuevo a Morrison y Svennevig (2007: 55), éstos dejan patente que no 
existe una definición clara y ampliamente compartida del concepto de interés público 
(según los análisis a la población británica en la citada encuesta a 1.039 adultos 
anónimos y 13 entrevistas a figuras de los medios de comunicación y reguladores de 
medios). Sin embargo, “el término general sí es al menos reconocido, aunque no sea 
claramente articulado”. Un 34% de la población encuestada relacionaba el interés 
público con los “derechos públicos”, información es lo que el público tiene derecho a 
saber; el 28% asimilaba el concepto con el de “efectos públicos”, cosas que afectan 
directamente a la gente; el 3% identificaba el concepto con el de “interés nacional”, en 
relación con la seguridad del país; un 15% lo unía al de “interés del público” o 
información interesante para el público (citado más arriba como “interés general”); un 
7% se decantaba por los “intereses personales”, que afectan a cada sujeto 
individualmente; y un 2% por los “intereses locales y de la comunidad”, que afectan 
directamente al área más próxima al individuo (IBID: 57-58). La confusión aún 
presente hace que los autores sugieran la necesidad de emplear un nuevo término en 
sustitución del concepto de interés público, el de “importancia social”, o, al menos, que 
este concepto sea empleado como test de interés público (IBID: 59-63). Dicha 
‘importancia social’ engloba aquellas cuestiones que cambian la vida de un colectivo y 
que justifican la intrusión en su privacidad. 
En general, el buen entendimiento del (a veces confuso) concepto de interés 
público nos llevaría a comprender la necesidad de proteger datos íntimos (como bien 
defienden los defensores de la privacidad y la intimidad) y al mismo tiempo dar 
publicidad a otros asuntos que identifican comportamientos individuales con una 
ineludible responsabilidad o trascendencia pública (por afectar a los derechos de 
equidad, seguridad, etc. del conjunto de la sociedad). Es el caso de las listas de las 
notas de los alumnos de un centro, los opositores a un puesto público o los ingresos 
económicos de los políticos. 
Su ocultismo sólo lleva a que se produzca un acceso unidireccional por parte de 
unos pocos encargados de custodiar el asunto. Esto, según el profesor Whitaker es un 
“irónico recurso si tenemos en cuenta que tanto las leyes que protegen la libertad de 
información como las que protegen la intimidad de los ciudadanos han sido 
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promovidas por grupos de la sociedad civil para limitar el poder del Estado 
burocrático” (WHITAKER, 1999: 192). 
Pese a todo, la trayectoria de la sociedad en España indica una cierta tendencia 
a cometer fraudes (especialmente si se la compara con otros países europeos o 
norteamericanos), además de proteger al infractor, antes que delatarle, una costumbre 
inculcada desde la infancia.  
Una prueba de esto es la comparativa del acceso al metro de Madrid con el de la 
ciudad de Toronto, en Canadá. En Madrid el transeúnte debe meter su ticket para 
abrir el torno de acceso, mientras que en la ciudad canadiense (al menos hasta el año 
2006) los tornos del metro están siempre abiertos, y aquel que quiera pasar sólo debe 
depositar una moneda en una tarrina. La trayectoria de la sociedad de Madrid revela 
una mayor tendencia a la evasión del pago del ticket, por lo que el sistema parte de la 
desconfianza, y el ciudadano está obligado a pagar para acceder. Mientras, en Toronto, 
puesto que la tendencia revela una mayor civismo, el sistema parte de la confianza y el 
ciudadano puede acceder sin pagar. 
En países donde las conductas tienden a ser éticas, como es el caso de Canadá y 
muchos de los países nórdicos, los ciudadanos reclaman transparencia, puesto que no 
tienen nada que ocultar. Por el contrario, en países donde las conductas tienden a ser 
menos éticas, la gente prefiere evitar la exigencia de transparencia, pues ellos mismos 
podrían tener conductas que preferirían ocultar.  
Aplicado al campo de la transparencia de los poderes públicos, en países con 
conductas menos éticas, el político que llega al poder tiene más posibilidades de ser 
corrupto (por educación y mentalidad) y de no ser condenado por ello (por la poca 
conciencia de exigencia de transparencia entre los ciudadanos).  
El problema pasa por la falta de conciencia de que todos somos perjudicados 
cuando un ciudadano (con relevancia pública o no) infringe las leyes y, por tanto, 
somos también nosotros quienes ostentamos el derecho democrático de comprobar que 
los daños causados han sido resarcidos. 
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Para solucionar esta problemática, diversas organizaciones nacionales exigen 
más transparencia en nuestro país. Un gran número de ellas se agrupan en la 
Coalición Pro Acceso, una plataforma constituida en octubre de 2006 con el fin de 
promover la adopción de una Ley de Acceso en España. Sus miembros son miembros 
individuales y organizaciones no gubernamentales como Access Info Europe, dedicada 
a promover y proteger el derecho de acceso a la información en Europa y el mundo 
como una herramienta para la defensa de las libertades civiles y los derechos humanos 
y la fiscalización de los gobiernos. Otras instituciones integradas en la misma 
plataforma son, por ejemplo, Transparencia Internacional España, organización no 
gubernamental a escala universal dedicada a combatir la corrupción,; Asociación 
Transparencia y Libertad, organización por la transparencia y contra la corrupción de 
las instituciones; Trabucon, organización por la transparencia, buena gobernanza y 
comunicación; Pro Bono Público, organización por la apertura de datos públicos; Open 
Knowledge Foundation, organización que busca la apertura del conocimiento como 
medida para transformar el mundo; Open Data Foundation, organización por la 
consecución de datos abiertos y accesibles; Civio, organización que busca fomentar la 
ciudadanía activa mediante la transparencia informativa y la apertura de datos; 
Alboan, ONG para la cooperación para el desarrollo que, en línea con su misión de 
transparencia, publica en su web informes detallados y desglosados de sus cuentas y 
se somete a exámenes periódicos para la revisión del cumplimiento de su misión de 
transparencia y buen gobierno; o Amnistía Internacional, organización internacional 
que lucha por la defensa de los derechos humanos, y así hasta 60 organizaciones.  
Junto a éstas, forman parte de Coalición Pro acceso, individuos como Manuel 
Sánchez de Diego, profesor de Derecho de la Información de la Universidad 
Complutense de Madrid, y José Luis Dader, Catedrático de Periodismo de la 
Universidad Complutense de Madrid y director de esta tesis doctoral.   
En su lucha por la consecución de una ley de acceso a la información, la 
Coalición ha definido los diez principios (COALICIÓN PRO ACCESO, 2012a: web)23 de 
transparencia democrática que deberían recogerse en dicha ley, derivados de la 
                                                
23
 Basados en parte en los nueve principios establecidos en 1999 por la Organización No Gubernamental “Artículo 19” 
(1999: web) y los diez principios de la OSJI (Iniciativa de justicia por una sociedad abierta) presentados en el tercer día 
internacional del derecho a saber) (OSJI, 2005: web) 
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Convención del Consejo de Europa sobre el acceso a documentos oficiales de 2008 así 
como de un estudio comparado de la legislación y la práctica de acceso a documentos 
administrativos en más de 80 países del mundo, que ha manejado este colectivo.  
Dichos principios pueden resumirse en el derecho fundamental de acceso de 
todos los ciudadanos a la información elaborada, recibida o en posesión de las 
entidades públicas,  los poderes del Estado y entidades privadas que realicen funciones 
públicas, de modo sencillo, rápido, gratuito y sin necesidad de realizar una solicitud ni 
justificar las razones; la dedicación de un cuerpo de funcionarios que ayuden a los 
solicitantes de información y un órgano independiente que garantice el derecho de 
acceso a la información; y la justificación por la Administración de los motivos en caso 
de denegación de una solicitud, que podrá ser recurrida por el solicitante.  
Además, otras organizaciones como Lynce (creada en 2012), dedicada al 
recuento de los asistentes a aglomeraciones urbanas y manifestaciones, responden a la 
necesidad de contar con datos transparentes basados en procedimientos científicos.  
Junto a esto, es importante mencionar la iniciativa desarrollada en 2011-2012 
por la fundación Civio “¿Dónde van mis impuestos?” (CIVIO, 2012a: web), una 
visualización de los Presupuestos Generales del Estado en España basada en el 
original “Where does my money go?”. También Civio es la organización autora del 
estudio “España en llamas” (CIVIO, 2012b: web), una visualización interactiva sobre 
la situación de los incendios en España durante la última década, que muestra el lugar 
de inicio y la magnitud de la superficie quemada, además de otros criterios que 
permiten filtrar la información en función de, por ejemplo, incendios intencionados o 
no intencionados, aquéllos de mayor magnitud, siniestros durante un periodo concreto, 
días de mayor concentración de incendios, espacios naturales afectados, etc. Su último 
proyecto, en abril de 2013; “El Indultómetro” (CIVIO, 2013: web),  está basado en un 
web scraping24 de los indultos publicados en el BOE de los años 1996 a 2013, el 
tratamiento y “limpieza” de los datos y por último, la creación de visualizaciones 
dinámicas de los indultos por año, categoría o comunidad. 
                                                
24 “Extracción de datos de la web en un formato estructurado” (WEBSCRAPING, 2013: web) 
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También es interesante la web creada en marzo de 2012 “Tu derecho a saber” 
(ACCESS INFO, 2012c: web), plataforma intermediaria para la solicitud de 
información a cualquier institución pública española, creada por Access Info Europe, 
basada en el proyecto británico “What do they know” (2012: web) y  el europeo “Ask the 
EU” (ACCESS INFO, 2012d: web).  
A nivel estatal, en 2012 se produce un significativo esfuerzo hacia la apertura y 
reutilización de datos públicos. A principios de año el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas pone en marcha el portal de “Gobierno Abierto” 
Datos.gob.es, que analiza y gestiona el catálogo de información Pública de la 
Administración General del Estado, aunque, en enero de 2013, los datos eran aún 
escasos y no cumplían el requisito del Convenio del Consejo de Europa de “poner a 
disposición de todos los documentos públicos en su poder (…)” (Convenio, 2009: art.10), 
como veremos en el próximo capítulo.  
El origen de esta iniciativa se hallaba en el Proyecto Aporta y, conjuntamente, 
ambas dieron lugar en junio de 2012 al encuentro Aporta de Iniciativas Open Data en 
España (en la que el Secretario de Estado de Telecomunicaciones reconocía que “la 
reutilización de datos por el sector público es la forma de la Administración de poner a 
disposición de la sociedad una materia prima que va a trabajar a favor de la 
transparencia administrativa, de la actividad económica, de la innovación y la 
eficiencia de la propia administración pública”) (CALVO-SOTELO IBÁÑEZ-MARTÍN, 
2012: web).  
En línea con la investigación acerca del patrimonio y actividades de los 
miembros del Gobierno y diputados, desarrollada en esta tesis, son destacables las 
iniciativas “adopta a un diputado” (2012: web) y “adopta un senador”  (2012: web), 
basadas en la transcripción por ciudadanos voluntarios de los datos patrimoniales de 
los diputadores y senadores, su recogida en formatos manipulables/ reutilizables y 
puesta a disposición pública.  
En general y como se puede apreciar, Internet es una magnífica plataforma de 
difusión de información así como de control y fiscalización de los poderes públicos y 
privados. Sin embargo, el influjo de la mentalidad popular reticente a la transparencia 
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ha motivado que la protección de la privacidad se haya convertido en España en un 
valor absoluto a la hora de regular el acceso a cualquier información sobre la realidad 
social, especialmente en los enclaves de Internet. Así, el derecho español tiende a 
restringir la libertad de información sobre datos personales de interés público que los 
derechos de igualdad, seguridad jurídica y vigilancia de las instituciones requieren en 
una sociedad democrática. En este sentido, según destaca el profesor DADER (2012b),  
“la ausencia de equilibrio entre una legítima protección de la privacidad y la 
igualmente legítima transparencia de los datos de incumbencia pública se ejerce con 
especial inquina, mediante la aplicación celosa y selectiva de la actual Ley Orgánica de 
Protección de Datos, en el ámbito de Internet”  
Así, continúa: 
“Al amparo del principio moral de que los datos personales han de ser protegidos 
de la difamación o el chismorreo, se impide en realidad que muchas denuncias de 
irregularidades y corruptelas de individuos concretos afloren en páginas webs o 
mediante un ejercicio cívicamente responsable del cruce de datos de archivos 
digitalizados. Una interpretación elitista y trasnochada de los conceptos de “medio de 
comunicación” y “periodismo”, niega a los ciudadanos y los grupos sociales la capacidad 
democráticamente responsable de informar sobre irregularidades administrativas 
diversas. La consecuencia es que la corrupción y las actuaciones de abuso individual 
contra los recursos y propiedades colectivas quedan a cubierto de la mirada pública con 
mucha mayor facilidad” (IBID: 1). 
Un caso recogido por el profesor Dader en su artículo ejemplifica la intensidad 
de la persecución por parte de la Agencia Española de Protección de Datos de la 
divulgación en el ciberespacio. En 2009, la Agencia denuncia al administrador de la 
empresa Cooperación Internacional en Tecnologías Avanzadas, Miguel Ángel Gallardo 
Ortiz, por la comunicación en su página web de la actuación de unos catedráticos de 
una universidad pública que pudieran estar simultaneando su actividad pública en 
régimen de exclusividad con su actuación mercantil particular como peritos.  
La Agencia Española de Protección de Datos se basaba en una estricta lectura 
de la Ley Orgánica de Protección de Datos (LOPD, 1999), tal y como se explicará con 
más detalle en el capítulo referido a la legislación española de acceso a datos públicos, 
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por la cual una página web de universidad o un portal de acceso público como Youtube 
no eran “fuentes accesibles al público”, ni “medios de comunicación” y el acusado no 
tenía derecho a realizar dicho tratamiento de datos ni a publicar dicha información. 
 Aunque con final feliz, pues finalmente el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea y el Tribunal Supremo en España dieron la razón al denunciado, este ejemplo 
“ilustra hasta qué punto la protección absolutista de la privacidad cercena, con la 
legislación española de protección de datos en la mano, los derechos más elementales a 
la denuncia pública de hechos probados que pudieran estar siendo constitutivos de 
corrupción o daño social” (DADER, 2012b: 3).  
La persecución a los datos proyectados en Internet roza incluso la paradoja, con 
casos como el de la sanción y multa a la página web Asociación contra la tortura, 
actualmente censurada (2012: web) por divulgar, sin el consentimiento de los 
afectados, un listado de funcionarios policiales y de prisiones condenados por malos 
tratos a detenidos o reclusos. Mientras, el libro Informe sobre la tortura en el Estado 
español circulaba sin problema conteniendo los mismos listados sin que se presentaran 
diligencias (IBID: 17). 
En general, la transparencia en una democracia puede y debe afectar a un 
amplio abanico de cuestiones, consideradas de interés público, para que los ciudadanos 
puedan conocer los aspectos fundamentales para la toma de decisiones de manera 
autónoma y responsable. Dentro de esa gran variedad de asuntos, se englobaría la 
fiscalidad de los políticos, uno de los campos que los ciudadanos tendrían mayor 
interés y necesidad de clarificar. Por ello, parece especialmente oportuno centrar el 
esfuerzo de transparencia en el conocimiento de la situación económica y patrimonial 
de los representantes, antes de acceder a sus cargos y durante o con posterioridad al 












Capítulo 3. El modelo legislativo español de acceso a datos públicos25 
 
3.1. Precedentes y evolución de la legislación general sobre acceso a 
la información de interés público en España 
 
La Constitución Española reconoce la importancia de la posesión de información 
por los ciudadanos, equiparando implícitamente el derecho de información y 
participación con la calidad de la democracia. De este modo, el Título primero, referido 
a Derechos y Deberes fundamentales, en su artículo 20.d, recoge el derecho “a 
comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión” 
(CE, 1978: art.20.d). Esta provisión es muy parecida al Artículo 10 del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos, que ampara “la libertad de opinión y la de recibir o de 
comunicar informaciones o ideas sin que pueda haber injerencia de autoridades 
públicas y sin consideración de fronteras” (Convenio, 1950: art.10).  
Sin embargo, el límite impuesto en el epígrafe cuatro del artículo 20 de nuestra 
Constitución, en el respeto al “derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a 
la protección de la juventud y de la infancia” (CE, 1978: art.20.4) da pie a que pueda 
interpretarse, en un olvido de que todos los derechos fundamentales recogidos en el 
Título I son igual de fundamentales, que fuera prioritario el artículo 18, referido al 
derecho al honor, la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. (CE, 1978: 
art.18). 
Junto a esto y, como han puesto de relieve numerosos juristas, el hecho de que 
el artículo 105.b, que regula el “acceso de los ciudadanos a los archivos y registros 
administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la 
averiguación de los delitos y la intimidad de las personas” (IBID: art.105.b) quede 
fuera del Título Primero de los derechos y deberes fundamentales, ha facilitado que la 
interpretación legisladora hasta ahora dominante haya considerado el acceso a los 
                                                
25
 La redacción de este capítulo y de los apartados de los siguientes en que abundan citas de textos legales procura 
guiarse, sobre todo en lo relativo al uso de mayúsculas y minúsculas, por la normativa de la RAE cuando se trata de la 
propia expresión de la autora. Por el contrario, cuando se reproducen citas textuales de documentos oficiales, el respeto 
a la literalidad de las mismas hace que, de modo especial en el caso de mayúsculas y minúsculas, su empleo 
contravenga a menudo la ortografía correcta del español.  
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documentos administrativos en inferioridad al de la privacidad e intimidad genéricas, 
recogido en el artículo 18.  
La existencia de una Ley de Acceso a la Información y Transparencia es, según 
muchos autores, un potente indicador para medir la transparencia de un Gobierno. 
HOLLYER ET AL (2011: 1194) la considera una de las principales fuentes de 
transparencia, junto con la que llaman “oportunidad” de provisión de datos por el 
gobierno (según la velocidad con la que los datos aparecen en el Indicador de 
Desarrollo Mundial y las estadísticas financieras internacionales del Fondo Monetario 
Internacional), y una prensa libre de propiedad privada. 
Pues bien, al inicio de esta tesis en octubre de 2010, y hasta el 9 de diciembre de 
2013 (fecha en la que se aprueba la ley de transparencia) las diferencias entre España 
y el resto de Europa en esta materia se vislumbraban claramente. Tras el estudio 
comparativo entre las respectivas legislaciones, España era el único país de la Unión 
Europea con más de un millón de habitantes sin “una ley específica del derecho de 
acceso a la información” (Coalición Pro Acceso, 2011a: web). Mientras, países como 
Finlandia o Suecia contaban con ella desde 1766. Tampoco poseía España una agencia 
o comisionado específico que regulase las denegaciones y contestaciones en general a 
las solicitudes de los ciudadanos sobre información pública.  
Frente a la Freedom Of Information Act de Gran Bretaña (BRITISH FOIA, 
2000) o la Ley de Acceso a Documentos Públicos de Francia (LOI 78-753, 1978), en 
España sólo existían leyes sectoriales como la 27/2006 (Ley derechos de acceso en 
medio ambiente, 2006) que regula los derechos de acceso a la información, de 
participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente. 
 
3.1.1. Legislación medioambiental 
 
La ley sobre el Derecho de acceso a la información en materia de Medio 
Ambiente se basa en el derecho de los ciudadanos “a exigir a los poderes públicos que 
adopten las medidas necesarias para garantizar la adecuada protección del medio 
ambiente, para disfrutar del derecho a vivir en un medio ambiente sano” (Ley medio 
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ambiente, 2006: Exposición de motivos) y destaca la participación de la población como 
garante del funcionamiento democrático y la transparencia. Su objetivo es definir un 
marco jurídico que a la vez responda a los compromisos asumidos con la ratificación 
del Convenio de Aarhus de 1998, sobre el acceso a la información, la participación del 
público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente, 
y lleve a cabo la transposición de la Directiva 2003/4/CE de acceso del público a la 
información medioambiental (Directiva Medioambiental, 2003a) y la Directiva 
2003/35/CE para la participación del público en planes relacionados con el medio 
ambiente (Directiva medio ambiente, 2003b), al ordenamiento interno.  
En relación con el acceso a la información, concede a todo el mundo el derecho a: 
“a) acceder a la información ambiental que obre en poder de las autoridades públicas o 
en el de otros sujetos en su nombre, sin que para ello estén obligados a declarar un interés 
determinado, (…); b) a ser informados de los derechos que le otorga la presente ley y ser 
asesorados para su correcto ejercicio; c) a ser asistidos en su búsqueda de información; d) a 
recibir la información que soliciten en los plazos máximos establecidos en el artículo 10; e) a 
recibir la información ambiental solicitada en la forma o formato elegidos, en los términos 
previstos en el artículo 11; f) a conocer los motivos por los cuales no se les facilita la 
información, total o parcialmente, y también aquellos por los cuales no se les facilita dicha 
información en la forma o formato solicitados; g) a conocer el listado de las tasas y precios que, 
en su caso, sean exigibles para la recepción de la información solicitada, así como las 
circunstancias en las que se puede exigir o dispensar el pago” (IBID: art.3.1.a).  
En cuanto a las obligaciones de las autoridades públicas en materia de 
información ambiental, éstas deben informar, aconsejar y asesorar al público 
adecuadamente sobre los derechos que les otorga la presente ley y las vías para 
ejercitarlos correctamente, elaborar y hacer públicas listas de la información 
ambiental que obre en su poder y garantizar el principio de agilidad en la tramitación 
y resolución de las solicitudes de información ambiental, entre otras cuestiones (IBID: 
art 5.1).  
Junto a esto, velar porque la información recogida por ellas o en su nombre esté 
actualizada y sea precisa y susceptible de comparación (IBID: art. 5.2.) y garantizar su 
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puesta a disposición del público en bases de datos electrónicas por medio de las 
tecnologías de la información y las telecomunicaciones (IBID, arts. 6.1, 6.2 y 6.3). 
Estos esfuerzos culminarán en la elaboración y publicación, como mínimo cada 
año, de un informe de coyuntura sobre el estado del medio ambiente y, cada cuatro 
años, un informe completo (IBID: art.8).  
Pese a todo, en dicha ley existen también excepciones a la obligación de facilitar 
la información medioambiental (IBID: art. 13), por ejemplo, cuando no obre en poder 
de la administración pública; cuando la petición de información sea poco razonable o 
excesivamente generalista; así como cuando la información solicitada sea confidencial; 
afecte negativamente a las relaciones internacionales, la defensa nacional o la 
seguridad pública; viole derechos de propiedad; afecte negativamente a lo recogido por 
la ley de protección de datos de carácter personal (LOPD, 1999) o a la protección del 
medio ambiente.  
La mayoría de estas excepciones no se aplican, sin embargo, para denegar por 
parte de la autoridad pública una solicitud relativa a emisiones en el medio ambiente. 
Además, existe la posibilidad de hacer un suministro parcial de la información (IBID: 
art.14), cuando sea posible separar del texto de la información solicitada la 
información referida a material en curso de elaboración, documentos o datos 
inconclusos, comunicaciones internas (según el interés público), e incluso aquellas 
materias cuya revelación pueda afectar negativamente a la confidencialidad, 
seguridad o defensa, procedimientos judiciales, derechos de propiedad, protección del 
medio ambiente, etc.  
Junto a esto, es importante destacar la incorporación entre las excepciones del 
concepto del ‘interés público’ (IBID: art.13.4) como método de valoración, que 
“ponderará en cada caso concreto el interés público atendido con la divulgación de una 
información respecto del interés atendido con su denegación”, de un modo que 
recuerda al test de interés público aplicado por la British Freedom of Information Act 
(BRITISH FOIA, 2000).  
La ley supone un avance respecto de la definición del concepto de persona 
interesada, (especialmente si se compara con el resto de legislación española, como 
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veremos más adelante) ya que hace una distinción legal entre los conceptos de ‘público’ 
en general, referido al conjunto de los ciudadanos y sus asociaciones y agrupaciones, y 
el de ‘persona interesada’. Define el público como cualquier persona física o jurídica, 
así como sus asociaciones, organizaciones y grupos constituidos con arreglo a la 
normativa que les sea de aplicación. Mientras, las personas interesadas son personas 
físicas o jurídicas que reúnan los siguientes requisitos: 
“a) Que tengan entre los fines acreditados en sus estatutos la protección del medio 
ambiente en general o la de alguno de sus elementos en particular. b) Que se hubieran 
constituido legalmente al menos dos años antes del ejercicio de la acción y que vengan 
ejerciendo de modo activo las actividades necesarias para alcanzar los fines previstos en sus 
estatutos. c) Que según sus estatutos desarrollen su actividad en un ámbito territorial que 
resulte afectado por la actuación, o en su caso, omisión administrativa” (IBID: art.23).  
De este modo, se amplía considerablemente el concepto de persona interesada 
respecto de lo recogido en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJ-PAC, 1992) que, como 
veremos más adelante, equipara el concepto de ‘interesado’ con el de ‘afectado’. 
Además, se dota a estas personas del derecho a ejercer la llamada ‘acción popular’, un 
recurso ante posibles omisiones imputables a las autoridades públicas que vulneren 
las normas relacionadas con el medio ambiente. 
Pese a estos avances respecto a la anterior legislación, Ecologistas en Acción 
(2007: web) se remite a los artículos 22 y 23 para asegurar que la ley “no establece 
procedimientos específicos cuando se produce una infracción, por acción u omisión, de 
la normativa ambiental aplicable, sino que regula lo que viene a denominar: “acción 
popular en asuntos medioambientales”, que de hecho se traduce, simplemente, en 
otorgar a determinadas personas jurídicas legitimación, esto es, reconocer legalmente 
su interés para recurrir actos u omisiones administrativas”. 
Para ellos, la ley 27/2006 viene a limitar el alcance del derecho de acceso a la 
justicia medioambiental existente antes de su aprobación y, para dar un mejor 
cumplimiento a las disposiciones del Convenio de Aarhus, debería haber incorporado 
procedimientos específicos para una tutela judicial que evitase la excesiva longitud de 
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los procesos judiciales y su alto coste. Además, “recursos suficientes” (IBID: web) que 
evitasen el deterioro del medio ambiente objeto del litigio mientras recae una 
sentencia y, por último, la obligación de informar al público sobre su derecho de acceso 
a la justicia en materia ambiental. 
Por su parte, la Coalición Pro Acceso considera esta ley como la más cercana a lo 
establecido por el Convenio Europeo sobre acceso a documentos públicos del Consejo 
de Europa (CONVENIO, 2009: web).  
De hecho, la Ley de Acceso a Información sobre Medio Ambiente es la única ley 
española que garantiza ocho de los diez principios enunciados por dicha coalición como 
garantía de un auténtico sistema de transparencia informativa (COALICIÓN, 2012a: 
web) y sólo deja fuera la mitad del principio número dos, al no incluir entre las 
entidades públicas sujetas al derecho de la información a los poderes Legislativo y 
Judicial; y el principio nueve, ya que no se garantiza el derecho a la información por 
un órgano independiente.  
Junto a ésta, existen otras leyes de relevancia para la transparencia del 
Gobierno, aunque tampoco son leyes generales de acceso a la información y se quedan 
en regulaciones sectoriales.  
Entre ellas destaca la 11/2007, de Acceso Electrónico de los ciudadanos a los 
Servicios Públicos (Ley Acceso electrónico, 2007), que basándose en el principio de 
“eficacia” y “servicio al ciudadano”, establece el derecho de los ciudadanos a realizar 
los trámites administrativos utilizando procedimientos electrónicos, y obliga a la 
Administración a proporcionar servicios por estas vías.  
Meses más tarde se aprueba la ley 37/2007 (Reutilización, 2007) de 
Reutilización de Información del Sector Público, que transpone la Directiva Europea 
2003/98 (Directiva Reutilización, 2003) y tiene por objeto la regulación básica del 
régimen jurídico aplicable a la reutilización de los documentos elaborados o 
custodiados por las Administraciones y organismos del sector público. Esta ley 
reconoce la importancia y el valor que tiene la información generada desde las 
instancias públicas por el interés que posee para las empresas y, consecuentemente, 
para el crecimiento económico y la creación de empleo, y señala el interés de la citada 
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información para los ciudadanos como elemento de apertura y participación 
democrática, pero no desarrolla el derecho a la información en ningún sentido.  
En cualquier caso, ambas leyes quedan sometidas a lo dictado por la Ley 
Orgánica de Protección de Datos (LOPD, 1999) y la Ley de Régimen Jurídico y de 
Procedimiento Administrativo Común (LRJ-PAC, 1999), analizadas más adelante. 
 
3.1.2. La ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común 
 
Fuera de las leyes citadas se encuentran las leyes españolas que, de manera 
general o parcial, se ocupan de la “protección de datos”, de las que se puede decir que 
buena parte de la redacción está planteada de modo restrictivo, de forma que se da 
prevalencia a la protección sobre el acceso. Así ocurre en la Ley del Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común de 1992, 
la única ley española que “regula” el acceso a la información. 
Esta ley forma parte de la ola de regulación legislativa a nivel europeo que 
pretendía la mejora del acceso a la información así como la ruptura con la tradicional 
opacidad de la administración. Sin embargo, en un estudio comparativo con el 
Convenio del Consejo de Europa sobre el Acceso a Documentos Públicos ratificado en 
2009, comprobamos que ni esta ley ni sus sucesivas modificaciones y desarrollos logran 
cumplir con la expectativa europea. 
En la ley de Régimen Jurídico se hace una temprana referencia al concepto de 
‘transparencia’ referida a la actuación administrativa, que se pretende impulsar por 
medio de la “tecnificación y modernización de la actuación administrativa (…) y a la 
adaptación permanente al ritmo de las innovaciones tecnológicas” (LRJ-PAC, 1992: 
Exposición de motivos 5). También se declara vinculada a lo establecido en el artículo 
105.b de la Constitución, para regular el acceso a la información de los archivos y 
registros administrativos.  
En materia de derecho de acceso a archivos y registros, mientras el Convenio del 
Consejo Europeo califica de documento público “toda la información registrada 
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[archivada] de cualquier forma, elaborada o recibida, y en posesión de las autoridades 
públicas” (Convenio, 2009: art.1.2.b), el artículo 37 de la Ley de Régimen Jurídico 
delimita el derecho de acceso de los ciudadanos  
“a los registros y a los documentos que, formando parte de un expediente, obren 
en los archivos administrativos, cualquiera que sea la forma de expresión, gráfica, 
sonora o en imagen o el tipo de soporte material en que figuren, siempre que tales 
expedientes correspondan a procedimientos terminados en la fecha de solicitud” (LRJ-
PAC: 37.1).  
Además, el epígrafe 2 de este mismo artículo, reserva el derecho de acceso al 
propio sujeto objeto del expediente cuando “contengan datos referentes a la intimidad 
de las personas”. (IBID: 37.2).  
El concepto de intimidad aparece de nuevo en el artículo 37.3, que recoge el 
acceso de terceros a documentos de carácter nominativo cuando estos no incluyan 
“otros datos pertenecientes a la intimidad de las personas”. 
Intimidad se introduce en ambos epígrafes como un concepto polémico, derivado 
de la ambigüedad en la Constitución y cuyo marco o límite no está delimitado ni 
especificado. De este modo la explicación queda ambigua, lo que permite que, bajo el 
escudo de un borroso concepto de intimidad, el acceso a las cuentas del Poder Ejecutivo 
y Legislativo pueda reservarse a los propios miembros de dichos poderes sin 
demasiadas explicaciones. Además, pone una barrera infranqueable en el derecho de 
acceso, sin establecer límites o distinciones entre intimidad y privacidad. 
A la ambigüedad existente se añade otro punto de confusión, al delimitarse que 
el contenido de dichos documentos que incluyen nombres personales es reclamable, 
además de por sus titulares, por “terceros que acrediten un interés legítimo directo”. 
(IBID: 37.3), cuando, el Convenio establece claramente que los solicitantes de 
información no deberán ser obligados a dar las razones por las que quieren la 
información solicitada (CONVENIO, 2009: art.4.1). Para Access Info, “este es el típico 
conflicto con la protección de datos personales que en otros países se soluciona 
tachando los nombres que no deben ser vistos” (ANDERICA y DARBISHIRE, 2010: 
web). Por otra parte, el margen de acceso que ese mismo artículo 37.3 concede a los 
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terceros con interés legítimo directo, se reconoce “salvo [para] los [expedientes] de 
carácter sancionador o disciplinario”, por lo que en este ámbito se recorta todavía más 
la ya de por sí exigua posibilidad de acceso a la documentación administrativa. 
La palabra interés se consolida como otro término eufemístico que aporta 
información escasa. Este término está presente de un modo ambiguo a lo largo de la 
Ley de Procedimiento Administrativo (en sus variantes “intereses” e “interesado”) y en 
general en toda la legislación referente al acceso a datos en nuestro país. La pregunta 
a plantearse es: ¿Quién es ese interesado del que se habla? ¿Debe cumplir una serie de 
requisitos al margen o simplemente basta con que declare su interés?  
La propia ley hace un acercamiento al concepto de interesado, considerando 
como tales en el procedimiento administrativo a: (LRJ-PAC: art.31). 
“a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos 
individuales o colectivos. b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan 
derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte. c) 
Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar 
afectados por la resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya 
recaído resolución definitiva”. 
La respuesta, como se puede apreciar, pasa por entender que esta regulación 
emplea el término interesado en sustitución del de afectado, con lo que restringe en 
buena medida el espectro de posibles beneficiarios del acceso.  
Volviendo al derecho de acceso a archivos y registros, el Convenio del Consejo de 
Europa sobre el Acceso a Documentos Públicos establece el principio de publicidad de 
todos los documentos y fija una serie limitada de excepciones al derecho de acceso a la 
información, como son: la seguridad nacional, la defensa y las relaciones 
internacionales, la seguridad pública; la prevención, la investigación y el 
procesamiento de actividades criminales, las investigaciones disciplinarias; la 
inspección, control y supervisión por autoridades públicas, la intimidad y otros 
intereses privados legítimos, los intereses económicos y comerciales, etc. (Convenio, 
2009: art.3 1). 
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Las excepciones tienen que estar definidas por ley, ser necesarias en una 
sociedad democrática y deberán aplicarse únicamente tras haberse considerado caso 
por caso. El Convenio establece que:  
“El acceso a la información contenida en un documento oficial puede ser rechazado si 
puede o probablemente pueda dañar los intereses mencionados [en el primer párrafo], a menos 
que haya un interés público que prevalezca en dicha revelación” (IBID: art 3.2). 
Esto último es conocido como el test de interés público (valoración de la 
divulgación de la información respecto del interés atendido con su denegación). 
Junto a esto, la Constitución española sitúa como únicas excepciones al acceso a 
los archivos y registros administrativos; la seguridad y defensa del Estado, la 
averiguación de los delitos y la intimidad de las personas. Sin embargo, la ley de 
Régimen Jurídico amplía esas excepciones y añade aquellos expedientes que 
“contengan información sobre las actuaciones del Gobierno del Estado o de las 
Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus competencias constitucionales no 
sujetas a Derecho Administrativo” (IBID, 1992: art.37.5a) (Y esto a pesar de que el 
Convenio (2009: art.1.2a) establece que el acceso a datos atañe a todas las autoridades 
públicas, siendo éstas, el gobierno y administración a nivel nacional, regional y local; 
los organismos legislativos y autoridades judiciales; y las personas naturales o 
jurídicas cuando ejercen como una autoridad administrativa), sin embargo, como se 
puede ver, la Ley de Procedimiento Administrativo Común es aplicable únicamente a 
las autoridades administrativas.  
Junto a ésta, la citada ley añade otras excepciones (además de las excepciones 
contempladas por la Constitución como los expedientes que contengan información 
sobre la Defensa Nacional o Seguridad del Ejército o los tramitados para la 
investigación de los delitos cuando pudieran ponerse en peligro la protección de los 
derechos y libertades de terceros). Incluye también la restricción de los documentos 
concernientes a las investigaciones que estén en proceso de realización, los expedientes 
relativos a las materias protegidas por el secreto comercial o industrial y los relativos 
a actuaciones administrativas derivadas de la política monetaria” (IBID: art.37.5). 
Asimismo excluye también del acceso, como se ha indicado antes, los expedientes “de 
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carácter sancionador o disciplinario”, que no serán accesibles ni para quienes pudieran 
probar un interés legítimo directo (IBID: art.37.3). 
Mientras, el Convenio Europeo permite retener tales modalidades de 
información pero sólo tras haber considerado las solicitudes caso por caso y haberlas 
sometido al test de interés público, por lo que puede decirse que son limitaciones más 
que restricciones. En el caso de la ley de Régimen Jurídico sólo puede hablarse de 
limitaciones al estilo del Convenio en las contenidas en el artículo cuatro, que 
establece que el ejercicio de los derechos podrá ser denegado “cuando prevalezcan 
razones de interés público, por intereses de terceros más dignos de protección o cuando 
así lo disponga la ley” (IBID: art.37.4). Este artículo obliga además al órgano 
competente a “dictar resolución motivada” (IBID: art.37.4). Pero esta obligación de 
motivación es restringida si se compara con lo establecido en el Convenio, que fija que 
“una autoridad pública que rechaza el acceso total o parcial a un documento oficial 
deberá dar las razones de la denegación. El solicitante tiene el derecho a recibir sobre 
su petición una justificación escrita de la denegación de esa autoridad pública” 
(Convenio, 2009: art.5.6). 
Parte del problema reside en que la Ley de Régimen Jurídico aplica en la 
relación de la Administración con el ciudadano la doctrina del llamado “silencio 
administrativo”,26 aunque la misma reconoce que éste no es un silencio administrativo 
positivo27 que dé carácter positivo a la inactividad de la Administración cuando los 
particulares se dirijan a ella. Además, reconoce que este silencio, positivo o negativo28, 
no debe ser un instituto jurídico normal sino la garantía que impida que los derechos 
de los particulares se vacíen de contenido cuando su Administración no atiende 
eficazmente y con la celeridad debida las funciones para las que se ha organizado.  
Además, la citada ley sufrió en 1999 una modificación en su artículo 42 para 
añadir que las Administraciones Públicas deben indicar “los efectos que produzca el 
silencio administrativo” (LRJ-PAC, 1992: art.42.4). Junto a esto, la ley 25/2009 (Ley de 
modificación, 2009: art.2.Dos) introdujo una modificación en dicho texto jurídico, por la 
                                                
26
 “Pasividad de la Administración” (RAE, 2012: web) 
27
 Cuando el silencio implica que lo que se solicita es concedido. Consentimiento tácito/implícito. 
28
 Cuando el silencio implica que lo que se solicita no es concedido. Denegación tácita/implícita. 
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que el artículo 43 especifica el “Silencio administrativo en procedimientos iniciados a 
solicitud del interesado”. En él establece los casos en que el silencio puede ser 
considerado estimatorio o desestimatorio y estipula que el silencio administrativo es 
considerado positivo en el caso de  
“vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa legítima al 
interesado o interesados que hubieran deducido la solicitud (…) excepto en los casos en los que 
una norma con rango de ley por razones imperiosas de interés general o una norma de 
Derecho Comunitario establezcan lo contrario” (LRJ-PAC, 1992: art.43.1) 
Al contrario, el silencio es considerado negativo o desestimatorio “en los 
procedimientos relativos al ejercicio del derecho de petición, a que se refiere el artículo 
29 de la Constitución,29 aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia que se 
transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al 
servicio público, así como los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones. 
No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la desestimación 
por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá 
estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo 
competente no dictase resolución expresa sobre el mismo” (IBID: art.43.1). 
El Convenio del Consejo de Europa (2009: art.8) regula los casos de silencio 
administrativo, según el cual, el ciudadano tiene derecho a un procedimiento de 
revisión rápido y gratuito de aquellas peticiones de documentos oficiales que le hayan 
sido denegadas expresa o implícitamente. 
Volviendo a nuestra legislación, esto se plasma en la ley de Régimen Jurídico 
del Procedimiento Administrativo, que aclara que la estimación por silencio 
administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo 
finalizador del procedimiento, mientras que la desestimación por silencio 
administrativo tiene los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del 
recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte procedente (LRJ-PAC, 
1992: 43.2). 
                                                
29
 “Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los efectos 
en que determine la ley” (C.E., 1978: art.29) 
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El Capítulo II del Título VII de la mencionada ley regula más concretamente  
los recursos administrativos existentes, dividiéndolos en recurso de alzada, potestativo 
de reposición y extraordinario de revisión. 
El recurso de alzada se interpone cuando la resolución administrativa no agota 
la vía administrativa y el interesado se dirige al órgano superior al que dictó la 
resolución. El recurso potestativo de reposición se interpone cuando la resolución 
agota/ pone fin a la vía administrativa; el interesado se dirige al mismo órgano (el más 
superior) que ha dictado la resolución para que reconsidere su postura antes de acudir 
a los tribunales, por lo que contribuye a que disminuya el número de pleitos ante los 
tribunales, tras la resolución del recurso potestativo se puede pasar a interponer el 
recurso contencioso-administrativo (vía judicial). El recurso extraordinario de revisión 
se interpone contra actos firmes en vía administrativa y en condiciones especiales, por 
lo que se considera de carácter extraordinario o excepcional, de manera que sólo puede 
ser interpuesto por las causas especiales que se señalan en el artículo 118 (IBID: 
art.18), por ejemplo, errores de hecho, aparición de documentos de valor esencial, 
influencia de documentos falsos en la resolución, prevaricación o cohecho, etc. El 
interesado se dirige al mismo órgano que ha dictado la resolución objeto de recurso.  
Además, la ley regula el procedimiento en los tribunales tras agotar la vía 
administrativa en la ley 29/1998 (LJCA, 1998) pasando a la vía jurisdiccional 
contencioso-administrativa. No existe sin embargo ningún órgano de revisión 
independiente. 
De regreso al derecho de acceso, junto a las excepciones, la ley deja sin regular 
(de la mano de disposiciones específicas) el acceso a archivos sobre materias 
clasificadas, los documentos relativos a datos sanitarios personales de los pacientes, 
archivos regulados por la legislación de régimen electoral, archivos con fines 
exclusivamente estadísticos, el Registro Civil y el Registro Central de Penados y 
Rebeldes, el acceso a documentos obrantes en los archivos de las Administraciones 
Públicas por parte de las personas que ostenten la condición de diputado de las Cortes 
Generales, senador, miembro de una Asamblea Legislativa de una Comunidad 
Autónoma o de una Corporación Local y la consulta de fondos documentales existentes 
en los archivos históricos (IBID: art.37.6). 
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Además, en este mismo artículo se produce, en opinión de Access Info, otra 
contradicción respecto del Convenio Europeo, que establece que los funcionarios 
deberán ayudar a los solicitantes de información (Convenio, 2009: art.5.1). Por su 
parte, la ley aquí descrita fija el derecho de los ciudadanos de “ser tratados con respeto 
y deferencia por las autoridades y funcionarios, que habrán de facilitarles el ejercicio 
de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones” (LRJ-PAC, 1992: art.35 i) y su 
derecho “a exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y del 
personal a su servicio, cuando así corresponda legalmente” (IBID: art.35 j). Además, 
éstos deberán “adoptar las medidas oportunas para remover los obstáculos que 
impidan o retrasen el ejercicio de los derechos de los interesados” (IBID: art.41.1). Sin 
embargo, de regreso al artículo 37, el mismo establece que el derecho de acceso se 
ejercerá por los particulares “de forma que no se vea afectada la eficacia del 
funcionamiento de los servicios públicos” (IBID: 37.7), por lo que entra en 
contradicción con lo fijado por el Convenio Europeo.  
Además, se aprecia, de nuevo según Access Info, un ejemplo de discriminación, 
ya que, “cuando los solicitantes sean investigadores que acrediten un interés histórico, 
científico o cultural relevante, se podrá autorizar el acceso directo de aquéllos a la 
consulta de los expedientes, siempre que quede garantizada debidamente la intimidad 
de las personas” (IBID: 37.7). Esta discriminación está explícitamente prohibida por el 
Convenio del Consejo de Europa que establece que “cada parte garantizará el derecho 
de cualquiera, sin discriminación de ningún tipo a acceder, bajo petición, a los 
documentos públicos en posesión de las autoridades públicas” (Convenio, 2009: 1.2.1).  
Otro de los puntos flacos de la citada ley es la obligación de resolver, ya que se 
aplica el límite general para los procedimientos administrativos, en el plazo de tres 
meses (LRJ-PAC, 1992: art.42.3). Si bien es cierto que en el Convenio del Consejo de 
Europa no se fija un plazo concreto de resolución (sólo dice que deberán limitarse a lo 
esencial para poder resolver la petición y que “la decisión deberá ser resuelta, 
comunicada y ejecutada tan pronto como sea posible o dentro de un límite de tiempo 
razonable que ha sido especificado de antemano”) (Convenio, 2009: art.5.4), la media 
Europa de resolución está en 15 días, frente a los tres meses de España, a la cola de 
Europa. 
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En lo referente al coste de la información, el Convenio Europeo establece que la 
consulta de documentos debe ser siempre gratuita y que sólo se podrá cobrar gastos 
por copias y la entrega de las mismas, pero que éstos no deben superar el coste real de 
las mismas (Convenio, 2009: art.7.1). En España, la legislación de acceso a 
documentos públicos no establece nada al respecto del cobro de los documentos y sólo 
limita el derecho de acceso a aquellas “copias o certificados de los documentos cuyo 
examen sea autorizado por la Administración, previo pago, en su caso, de las 
exacciones que se hallen legalmente establecidas” (LRJ-PAC, 1992: art.37.8). 
Junto a esto, el Convenio europeo establece en su artículo 10 que “por su propia 
iniciativa y cuando sea conveniente, las autoridades públicas tomarán las medidas 
necesarias para poner a disposición de todos los documentos públicos en su poder, para 
promover la transparencia y la eficacia de la administración y para fomentar la 
participación informada del público en materias de interés general” (Convenio, 2009. 
Art.10).  
El artículo no concreta los documentos que deberán publicarse obligatoriamente 
pero el Memorándum Explicativo del Convenio establece que se refiere a “estructuras, 
personal, presupuestos, actividades, reglamentos, políticas, decisiones, delegaciones de 
poder, información sobre el derecho de acceso así como cualquier tipo de información 
de interés público.” (ANDERICA y DARBISHIRE, 2010: web) 
Partiendo de esto, en el caso concreto de los Presupuestos Generales del Estado, 
éstos son públicos y puede accederse por medio de la web del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas (SECRETARÍA DE ESTADO DE PRESUPUESTOS Y 
GASTOS, 2013: web). Sin embargo, dicha publicación no es tan completa como 
debería.  
Así lo detalló el International Budget Partnership (IBP, 2010a: web), que realizó 
en 2010 un Índice de Presupuesto Abierto (OBI por sus siglas en inglés) donde se 
calificaba de uno a cien la transparencia en la publicación presupuestaria de 94 países 
encuestados. Para ello, los dividía en cuatro bloques: el primero, de 81 a 100 puntos, 
englobaba a los países con “Información extensa” presupuestaria; el segundo, de 61 a 
80 puntos, a los países con “Información suficiente”; el tercero, de 41 a 60 puntos, a 
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aquéllos con “Alguna información”; el cuarto, de 21 a 40 puntos, a aquellos con 
“Mínima información”; y el quinto, de 0 a 20 puntos, a los que presentaba “Poca 
información”. En el caso de España, incluida por primera vez en el estudio en 2010, el 
Índice la situaba en el bloque de países con “Información suficiente”, otorgándole una 
puntuación de 63 puntos sobre 100 en su transparencia presupuestaria, muy por 
debajo de países como Nueva Zelanda, con 96 puntos; Noruega, con 83; o democracias 
anglosajonas como Reino Unido y Estados Unidos, con 87 y 82 respectivamente.  
Entre los mayores déficit de España extraídos del informe se señalan el hecho 
de no tener un Poder Legislativo fuerte, que, entre otras cosas, apruebe los 
presupuestos al comienzo del año y las modificaciones introducidas en el presupuesto 
durante el curso del año fiscal; además de comunicarse con la sociedad civil; la 
ausencia de informes sobre el gasto público del Tribunal de Cuentas y la fiscalización 
al Poder Ejecutivo. Junto a esto, la no publicación de algunos documentos 
presupuestarios como el documento preliminar (que sí se produce pero no se publica), 
el presupuesto ciudadano o la revisión semestral (IBP, 2010 b: web). 
En conclusión, el Gobierno de España, según el mencionado informe 
internacional, proporciona al público un nivel suficiente de información aunque 
incompleto sobre el Presupuesto General del Estado y sobre sus actividades 
financieras a lo largo del año fiscal, lo que permite apreciar que ni el Convenio europeo 
ni la ley 30/1992 se cumplen en su totalidad en materia de presupuestos. 
A este respecto, lo establecido en la Ley de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Buen Gobierno, detallada más abajo, supone un gran avance: 
 “Las entidades que deban aplicar principios contables públicos así como las 
restantes que no tengan obligación de publicar sus cuentas en el Registro Mercantil, 
publicarán anualmente en el «Boletín Oficial del Estado», el balance de situación y la 
cuenta del resultado económico-patrimonial, un resumen de los restantes estados que 
conforman las cuentas anuales y el informe de auditoría de cuentas. A estos efectos, la 
Intervención General de la Administración del Estado determinará el contenido 
mínimo de la información a publicar” (Ley de transparencia, 2013: Disposición final 
tercera). 
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Por su parte, la citada ley 30/1992 recoge que “será objeto de periódica 
publicación la relación de los documentos obrantes en poder de las Administraciones 
Públicas sujetos a un régimen de especial publicidad por afectar a la colectividad en su 
conjunto y cuantos otros puedan ser objeto de consulta por los particulares” (LRJ-PAC, 
1992: art.37.9). También dice que “serán objeto de publicación regular las 
instrucciones y respuestas a consultas planteadas por los particulares u otros órganos 
administrativos que comporten una interpretación del Derecho positivo o de los 
procedimientos vigentes (…)” (IBID: art.37.10).  
Es preciso apuntar aquí que la ley parte de una postura restrictiva, ya que sólo 
habla de la publicación de las respuestas a consultas planteadas, obviando que las 
propias consultas también pueden ser objeto de interés público.  
Tras una consulta por la autora de esta tesis a los diferentes ministerios en 
septiembre de 2012, varios de ellos aclararon que dichas respuestas no se publicaban.  
Como excepción, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas provee 
en su web una base de datos o recopilación de respuestas a consultas de ciudadanos 
más frecuentemente utilizadas, por ejemplo la de consultas tributarias de la Dirección 
General de Tributos (MINISTERIO DE HACIENDA, 2012a: WEB).    
Aquí el interesado puede hacer consultas en un motor de búsqueda, sin 
embargo, esto es más bien una recopilación de dichas preguntas y sus respuestas con 
transcripción en tercera persona, no contemplando el texto original.  
Otro ejemplo son las consultas tributarias sobre regímenes forales por parte de 
la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local, (MINISTERIO DE 
HACIENDA, 2012b: WEB). Aquí de nuevo se transcribe la pregunta en tercera 
persona, bajo la forma “la entidad consultante pregunta si…” 
Además, el Ministerio de Hacienda recoge preguntas frecuentes en diversos 
ámbitos, que en ningún caso es una recopilación de las preguntas de los ciudadanos 
 - 198 - 
 
 
transcritas, sino las típicas FAQ30, por ejemplo, a la dirección general del Catastro 
(MINISTERIO DE HACIENDA, 2012c: WEB)  
En este sentido, constituye un avance la creación de la página web datos.gob.es, 
que cumple con la exigencia del memorándum del Convenio europeo que recomienda 
que se utilicen las nuevas tecnologías como por ejemplo páginas web accesibles al 
público. 
Del lado más positivo, recoge muchos datos en formato reutilizable como CSV31, 
XML32, JSON33 y ficheros de datos de imágenes como DXF, DWG, JPG. Además, 
señala que todos los recursos propios de datos.gob.es están disponibles para su 
reutilización libre y gratuita en los términos del “Aviso legal” del sitio web. Además, 
permite la aportación de sugerencias por los ciudadanos aunque, en este caso nos 
enfrentamos al problema contrario al de la ley de régimen jurídico, sólo incluye la 
pregunta pero no la respuesta del Gobierno. 
En 2013, los datos de la web data.gob.es eran aún escasos y no se recogía nada 
respecto al tema que nos ocupa, las declaraciones de bienes patrimoniales y 
actividades de miembros del Poder Ejecutivo y Legislativo. 
De regreso a la ley 30/1992, conviene destacar, en último lugar, que ésta no 
contempla la existencia de un órgano independiente que garantice el respeto al 
derecho a la información, mientras el Convenio del Consejo de Europa sí recoge la 
posibilidad de reclamación ante un órgano independiente (CONVENIO, 2009: art.8). 
En general, la ley de transparencia ya menciona respecto de la ley de régimen 
jurídico que:  
“adolece de una serie de deficiencias que han sido puestas de manifiesto de forma 
reiterada al no ser claro el objeto del derecho de acceso, al estar limitado a documentos 
contenidos en procedimientos administrativos ya terminados y al resultar su ejercicio 
extraordinariamente limitado en su articulación práctica” (IBID, 2013: Preámbulo II). 
                                                
30
 Del inglés “Frequent answered questions”. Se trata por tanto de preguntas y respuesta tipo que en absoluto recogen la 
literalidad de lo realmente planteado. 
31
 Comma Separated Value  
32
 eXtensible Markup Language 
33
 “JavaScript Object Notation”.  Formato ligero de intercambio de datos para JavaScript. 
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Por eso, plantea una modificación del artículo 35 h de la misma, que pasa a 
tener la siguiente redacción: “Los ciudadanos, en sus relaciones con las 
Administraciones Públicas, tienen los siguientes derechos (…) Al acceso a la 
información pública, archivos y registros” (IBID, 2013: Disposición final primera, 
Uno). De este modo, se invalida lo anteriormente recogido, que ceñía el derecho de 
acceso a “los términos previstos en la Constitución y en ésta u otras leyes” (LRJ-PAC, 
1992: art.35 h), dándole así un carácter menos restringido. También el artículo 37, 
referido al “Derecho de acceso a Archivos y Registros” se modifica, sugiriendo la 
sustitución de su título por un más amplio “Derecho de acceso a la información 
pública”, que condensa su extensa redacción en una frase: “Los ciudadanos tienen 
derecho a acceder a la información pública, archivos y registros en los términos y con 
las condiciones establecidas en la Constitución, en la Ley de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno y demás leyes que resulten de aplicación” (IBID, 
2013: Disposición final primera. Dos). 
Continuando con el resto de nuestra jurisprudencia, ésta no contempla tampoco 
la legítima transformación en información pública de datos originariamente privados, 
al no apreciar que tan fundamentales como “el derecho al honor, la intimidad personal 
y familiar y la propia imagen”, protegidos por el artículo 18 de la C.E., son todos los 
demás “derechos y deberes fundamentales” recogidos en el Título I. Lo cual implica la 
posibilidad de conflictos entre esos diferentes derechos de igual rango sin que puedan 
establecerse a priori la prevalencia sistemática de alguno de ellos.  
 
3.1.3. La ley Orgánica de Protección de Datos 
 
Otro de los “huesos duros de roer” de nuestra legislación es la Ley Orgánica de 
Protección de Datos que transpone al Derecho Español la Directiva Europa sobre 
Protección en el Tratamiento de Datos Personales (Directiva, 1995). Su pretensión es 
ser un avance frente a la antigua Ley Orgánica de Regulación del Tratamiento 
Automatizado de los Datos de carácter personal (LORTAD, 1992) y adaptarse, al 
menos en los aspectos formales más inevitables, al equilibrio entre los derechos de 
acceso a la información y preservación de la privacidad que el derecho comunitario 
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estableció en la mencionada directiva. Supone también un avance frente a la 
desconfianza radical de la LORTAD contra los procedimientos informáticos en general, 
pero manteniendo todo tipo de cautelas ante el riesgo de que el tratamiento 
informático de datos pueda suponer una diseminación indiscriminada de los 
contenidos de los archivos públicos o privados.  
Dicha ley es un buen ejemplo de la fusión del término ‘interesado’ con el de 
‘afectado’ presente en nuestra legislación pues, en su apartado de ‘Definiciones’ recoge 
como sinónimos ambos términos, definiendo conjuntamente al “afectado o interesado” 
como “persona física titular de los datos que sean objeto del tratamiento a que se 
refiere el apartado c) del presente artículo” (LOPD, 1999: art.3 e). Este error viene 
arrastrado de la traducción de la Directiva Europea Re1ativa a la Protección de las 
Personas Físicas en lo que Respecta al Tratamiento de Datos (1995) que convierte el 
“data subject” (sujeto de los datos (Directive European Parliament, 1995: art.2a)) de su 
versión original en “el interesado” (Directiva Europea, 1995: art.2a).  
En esta línea, sólo reconoce derechos de acceso a los que llama interesados o 
afectados y exige su consentimiento “inequívoco” para el tratamiento de los datos que 
le conciernen (IBID: art.3h y art.6.1). A este respecto, Lorenzo COTINO (2010:291) 
matiza que la expresión “salvo que la ley disponga otra cosa”, incluida en el artículo 6, 
permite entender que no es necesario el consentimiento del afectado cuando el artículo 
20 de la Constitución (CE, 1978) permita el tratamiento, “lo que exigirá una 
ponderación del caso concreto y desde los principios de adecuación, pertinencia y 
congruencia recogidos en el artículo 4 de la LOPD”. 
Dicho artículo 6 propone, además, algunas excepciones de tratamiento legítimo 
de datos personales sin dicho consentimiento del afectado.   
“No será preciso el consentimiento cuando los datos de carácter personal se 
recojan para el ejercicio de las funciones propias de las Administraciones públicas en el 
ámbito de sus competencias; cuando se refieran a las partes de un contrato o 
precontrato de una relación negocial, laboral o administrativa y sean necesarios para 
su mantenimiento o cumplimiento; cuando el tratamiento de los datos tenga por 
finalidad proteger un interés vital del interesado (…) o cuando los datos figuren en 
fuentes accesibles al público…”. (LOPD, 1999: art.6.2) 
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Pero estas excepciones a la restricción siguen siendo paradójicamente 
restrictivas, y en el mismo artículo se permite que “en los casos en los que no sea 
necesario el consentimiento del afectado para el tratamiento de los datos de carácter 
personal, (…), éste podrá oponerse a su tratamiento cuando existan motivos fundados 
y legítimos relativos a una concreta situación personal” (IBID: art.6.4). 
De este modo invalida lo anterior, ya que a la opción limitada de acceso a datos 
sin necesidad del consentimiento del interesado, se contrapone la posibilidad de 
oposición del mismo. Además, malinterpreta la directiva europea, que sólo prevé la 
necesidad de consentimiento del afectado cuando los intereses de los derechos y 
libertades fundamentales de éste superan los de intereses legítimos de terceras partes 
(Directiva, 1995: art.7f). 
Entre las cuestiones más positivas estaría la referida a la posibilidad de 
tratamiento de datos cuando figuren en fuentes accesibles al público. Sin embargo, en 
esta cuestión existe una disfunción en la transposición de la directiva europea ya que 
la ley española llega a inventarse una definición de “fuentes accesibles al público” que 
de nuevo restringe de forma muy restrictiva la aparente liberalidad de acceso. De este 
modo se incluyen como fuentes accesibles al público, 
“exclusivamente, el censo promocional, los repertorios telefónicos en los términos 
previstos por su normativa específica y las listas de personas pertenecientes a grupos 
de profesionales que contengan únicamente los datos de nombre, título, profesión, 
actividad, grado académico, dirección e indicación de su pertenencia al grupo. 
Asimismo, tienen el carácter de fuentes de acceso público los diarios y boletines 
oficiales y los medios de comunicación”. (IBID: art. 3j).  
La situación de dicha limitación sobre “fuentes accesibles al público” queda, no 
obstante, en la actualidad, en un confuso terreno de ambigüedad o inaplicabilidad 
parcial, como consecuencia de una sentencia del Tribunal Europeo y sus trasposiciones 
derivadas en tribunales españoles, tal y como se describe con detalle más adelante. 
En referencia al ‘censo promocional’ es importante destacar cómo el auge del 
marketing directo había desencadenado en los años noventa del siglo XX un enorme 
interés por aprovechar las nuevas tecnologías para cruzar datos y facilitar la 
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identificación de segmentos específicos de consumidores. El acceso a directorios con los 
datos postales del mayor número de personas se había convertido en objetivo comercial 
de primer orden y diversos colectivos rentabilizaban de manera encubierta o 
clandestina el acceso a los listados totales o parciales del censo de población. La LOPD 
intentó solucionar la controversia sobre el uso comercial del censo al establecer una 
nueva figura: el censo promocional, que contendría sólo los datos básicos de todos los 
ciudadanos incluidos en el censo electoral y sería de acceso gratuito. Como era de 
prever, las principales interesadas en la creación de dicho censo y su inclusión en la 
ley fueron las empresas dedicadas al mundo de la publicidad directa (marketing 
directo).  
En concreto, la LOPD define el censo promocional como una base de datos 
personal con los nombres, apellidos y domicilios de los ciudadanos que constan en 
el censo electoral (de adscripción obligatoria). El objetivo era que dicho ‘censo 
promocional’ estuviera a disposición de “quienes pretendan realizar permanente o 
esporádicamente la actividad de recopilación de dirección, reparto de documentos, 
publicidad, venta a distancia, prospección comercial u otras actividades análogas”. 
(IBID, 1999: art- 31.1). 
La redacción inicial de la LOPD en su artículo 31 establece que los ciudadanos 
podían evitar aparecer en dicho censo mediante una solicitud expresa de no formar 
parte del mismo, con un procedimiento gratuito que sería regulado mediante un 
reglamento concreto. De esa forma, el censo promocional incluiría a todos los 
ciudadanos censados a efectos electorales, salvo los que expresamente manifestaran su 
negativa. Sin embargo, cuando en 2001 los primeros contactos entre el Instituto 
Nacional de Estadística y la Oficina del Censo Electoral intentaban poner en marcha 
el cumplimiento del referido artículo, la Junta Electoral Central se opuso a tal forma 
de interpretación del silencio de los ciudadanos y poco después la totalidad de los 
partidos políticos cayó en la cuenta de lo que habían aprobado al respecto en 1999 sin 
haber sido conscientes entonces de su significación. La polémica suscitada por 
supuesto abuso del desconocimiento ciudadano desencadenó una iniciativa 
parlamentaria apoyada por todos los grupos para modificar la ley y establecer el 
sentido contrario al respecto: Que para figurar en el censo promocional hiciera falta el 
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consentimiento expreso de cada ciudadano. No obstante, el acuerdo parlamentario 
unánime del 29 de octubre de 2002 por cambiar el significado del silencio ciudadano 
como positivo, no se tradujo en una modificación directa de la ley –como pedían los 
partidos de la oposición-, sino en una promesa para incluirlo cuando se desarrollase el 
reglamento pendiente (CUÉ, 2002). El cambio de sentido dado al procedimiento de 
interpretación de las respuestas ciudadanas hacía ya muy improbable que un número 
importante de electores dieran su consentimiento para figurar en tal censo y 
condenaba ya a la inutilidad esa alternativa. Pero como más adelante tal reglamento 
nunca llegó a ser establecido, el prometido ‘censo promocional’ quedó convertido en 
una ficción jurídica sin ningún contenido. 
Para comprobar la situación concreta del acceso a dicho censo realicé, en junio 
de 2009, un intento de consulta del denominado censo promocional.  
De este modo presenté ante el Instituto Nacional de Estadística una solicitud de 
consulta del citado censo. Tras varias notificaciones confusas y reiteraciones de 
petición por parte de la autora de este trabajo basadas en la disposición transitoria 
segunda de la ley, en la que se recoge: 
“reglamentariamente se desarrollarán los procedimientos de formación del censo 
promocional, de oposición a aparecer en el mismo, de puesta a disposición de sus 
solicitantes, y de control de las listas difundidas. El Reglamento establecerá los plazos 
para la puesta en operación del censo promocional” (IBID: 1999, Disposición 
Transitoria Segunda) 
Recibí una respuesta negativa de la Subdirección General de la Oficina del 
Censo Electoral. 
Dicha negativa reconocía la vigencia de la Disposición Transitoria Segunda 
relativa al desarrollo del censo pero resaltaba la inexistencia del necesario reglamento, 
así como de cualquier previsión sobre su posible desarrollo en un futuro próximo. 
Junto a esto, la Oficina del Censo Electoral incluía en su contestación lo 
establecido por el acuerdo de la Junta Electoral Central de 22 de marzo de 2001 en su 
punto primero: “el silencio de los electores a las comunicaciones que se les cursen por 
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la Oficina del Censo Electoral a los efectos de incluirles en el censo promocional, se 
considere como manifestación de su voluntad de no figurar en dicho censo 
promocional”. 
Este acuerdo modificaba lo establecido previamente por la ley, que la no 
contestación del afectado a las comunicaciones se considerase como respuesta 
afirmativa a la inclusión de sus datos, si bien reconocía al afectado el derecho a 
“oponerse a su tratamiento cuando existan motivos fundados y legítimos relativos a 
una concreta situación personal” (IBID, 1999: art.6.4), junto a su derecho a “ (…) a 
exigir gratuitamente la exclusión de la totalidad de sus datos personales que consten 
en el censo promocional por las entidades encargadas del mantenimiento de dichas 
fuentes” (IBID, 1999: art.28.2). Así, otorgaba al silencio administrativo un valor 
positivo en contra de la norma general de manifestación del “consentimiento 
inequívoco del afectado” (IBID, LOPD: art. 6.1) y resultaba muy favorable para la 
Administración y las empresas de marketing directo.  
Sin embargo, con el cambio de lectura introducido por el citado acuerdo de la 
Junta Electoral, la resolución parlamentaria posterior y la caída en el olvido de la 
elaboración del reglamento preceptivo, se ha dado una clara prevalencia de la 
privacidad sobre el acceso en esta materia.  
Asimismo, la contestación recibida por esta investigadora aseguraba que “la 
elaboración del necesario Reglamento no se ha llevado a cabo ni está previsto para un 
futuro próximo” (VER ANEXO I).  
Hasta la fecha, el único Reglamento vigente de desarrollo de la ley, (Real 
Decreto, 2007), no regula este asunto y sólo hace mención al censo promocional para 
incluirlo en el apartado de “fuentes accesibles al público”.  
En 2012, tras una nueva consulta acerca de la situación, no se había 
desarrollado aún el Reglamento de creación del censo promocional ni tampoco estaba 
previsto que se regulase próximamente, según confirmaban desde la Oficina del Censo 
Electoral y la Agencia Española de Protección de Datos. De hecho, en opinión de la 
Agencia de Protección de Datos, la creación de este censo es “inviable”, ya que, en 
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opinión de este organismo, la ley no puede exigir al Instituto Nacional de Estadística 
que se faciliten datos personales con finalidad publicitaria. 
Esto hace que, por lo que se puede apreciar, la situación siga embarrancada, 
además de ser una importante prueba de la enrevesada Ley de Protección de Datos 
que, como vemos, incluye elementos que denomina fuentes de acceso público, que luego 
no son tales o ni siquiera existen. La inexistencia del desarrollo del citado reglamento 
confunde a los ciudadanos, por lo que es imprescindible que, o bien se apruebe para 
poner en funcionamiento el prometido Censo Promocional o éste se retire de la 
calificación de fuentes de acceso público de la LOPD.  
Continuando con el estudio de la definición de fuentes accesibles al público, un 
buen ejemplo de su falta de precisión así como de las restricciones impuestas por la 
LOPD en general lo constituye el caso ya aludido en el capítulo anterior sobre la 
actuación en diciembre de 2009 de la Agencia Española de Protección de Datos contra 
el administrador de la empresa Cooperación Internacional en Tecnologías Avanzadas, 
Miguel Ángel Gallardo Ortiz (cfr. DADER, 2012b). 
Gallardo Ortiz denunciaba en la página web de su empresa la posible 
incompatibilidad de unos catedráticos de una universidad pública para simultanear su 
actividad académica en régimen de exclusividad con su actuación profesional 
particular como peritos contratados por empresas privadas. Sustentaba su acusación 
por medio de la inclusión en su página web de unos links a datos públicos de la 
universidad donde trabajaban dichos profesores y al portal de Youtube donde se les 
veía ejerciendo como peritos particulares en procesos judiciales. 
Como base de la denuncia por el “tratamiento sin consentimiento de los datos 
personales de los denunciantes, mediante su incorporación a Internet” (cfr. DADER, 
2012b: 3) la Agencia Española de Protección de Datos se basaba en una estricta 
lectura de la Ley Orgánica de Protección de Datos (LOPD, 1999). Según destacaba la 
Agencia, la definición de ‘fuentes accesibles al público’ de la LOPD (IBID: 3j) no 
permite incluir una página web de universidad o un portal de acceso público como 
Youtube, a pesar de que, según destaca DADER (2012b: 7), “miles o millones de 
personas accedan a ella todos los días sin impedimento técnico o legal de ningún tipo”, 
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por lo que no podrían ser usados por terceros sin el consentimiento previo de los 
afectados.  
Junto a esto, ni la web de una universidad ni el portal de Youtube ni la página 
digital de un ciudadano tienen para la Agencia Española de Protección de Datos la 
consideración de “medios de comunicación” o “medios de comunicación social”, dentro 
de las fuentes accesibles al público que formulan la LOPD (1999: art.3j) y su 
Reglamento de desarrollo (Real Decreto, 2007: art.7.1.e), de nuevo a pesar de que, 
cómo matiza DADER (2012b: 7) “miles o millones de personas se comunican a diario a 
través de estos enclaves digitales”. En este sentido, la citada AEPD desestima la 
Directiva Europea de tratamiento de datos personales, sobre la excepcionalidad del 
tratamiento de datos cuando este se haga “para fines exclusivamente periodísticos” 
(Directiva, 1995: art.9) ya que considera que “las páginas web del imputado no pueden 
ser consideradas medios de comunicación” (cfr. DADER, 2012: 10) 
En este punto, el mismo autor que describe el caso destaca la inexistencia en la 
LOPD y en todo el sistema jurídico español de una definición de ‘medio de 
comunicación’, algo que, en su opinión, resulta sintomático. Se pregunta cómo la 
legislación puede carecer de una definición precisa de medio de comunicación, cuando 
por el contrario se atreve luego a aplicarlo de manera tan restrictiva, otorgando o 
quitando dicho rango a su antojo e identificándolo mayoritariamente con “empresas de 
comunicación de masas” y “empresas periodísticas tradicionales” (lo que deja fuera a 
aquellas como el periodismo de blogs y páginas web) (LOPD: art. 8-9). 
Junto a esto, la amplia definición dada por la ley al “tratamiento de datos” como 
“operaciones y procedimientos técnicos de carácter automatizado o no, que permitan la 
recogida, grabación, conservación, elaboración […]”, etc. (IBID: art.3c)  implica que, 
según la AEPD, el acusado haya hecho un tratamiento de datos, aunque en realidad se 
hubiera limitado a escribir unas palabras y añadir unos hipervínculos.  
Todos estos factores hicieron que la empresa de Gallardo Ortiz fuese hallada 
culpable y sancionada por la Agencia Española de Protección de Datos en 2010. Sin 
embargo, en 2011 una sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
(Sentencia TJUE, 2011) daba la razón por circunstancias similares al recurso 
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contencioso administrativo de las asociaciones españolas Asociación Nacional de 
Establecimientos Financieros (ASNEF) y la Federación de Comercio Electrónico y 
Marketing Directo (FECEMD) que alegaban que el Reglamento de desarrollo de la 
LOPD desvirtuaba la Directiva europea de protección de datos.  
Las asociaciones impugnaban el artículo 10.2, a y b de dicho Reglamento, a los 
que imputaban la infracción del artículo 7, letra f), de la Directiva 95/46. Dicho 
Reglamento establecía que sólo era posible el tratamiento o la cesión de los datos de 
carácter personal sin necesidad del consentimiento del interesado cuando estos 
figurasen “en fuentes accesibles al público” o, lo que es lo mismo, la necesidad de 
consentimiento previo para la divulgación de datos que no procedieran de esas 
exclusivas “fuentes accesibles al público”, no reconocidas por la Directiva Europea 
(Real Decreto, 2007: art.10.2.b).  
La Sentencia dio la razón a las asociaciones, declarando así que el artículo 7, 
letra f), de la Directiva Europea: 
“se opone a una normativa nacional que, para permitir el tratamiento de datos 
personales necesario para la satisfacción del interés legítimo perseguido por el 
responsable del tratamiento o por el tercero o terceros a los que se comuniquen los 
datos, exige, en el caso de que no exista consentimiento del interesado, no sólo que se 
respeten los derechos y libertades fundamentales de éste sino, además, que dichos 
datos figuren en fuentes accesibles al público, excluyendo así de forma categórica y 
generalizada todo tratamiento de datos que no figuren en tales fuentes” (Sentencia, 
2012: punto 56.1).  
Daba, así, “efecto directo” al artículo 7, letra f), de la Directiva 95/46.  
Como consecuencia a esta sentencia, el Tribunal Supremo de España falló en 
febrero de 2012 “extender el pronunciamiento de estimación del recurso contencioso 
administrativo” y emitió así una sentencia que anulaba el artículo 10.2 del 
Reglamento de desarrollo de la LOPD “por disconforme a derecho, sin hacer especial 
condena en costas” (Sentencia TS, 2012). A su vez, como derivación de lo anterior, dos 
meses más tarde, la Audiencia Nacional anulaba la sanción promovida por la AEPD 
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contra la empresa Cooperación Internacional en Tecnologías Avanzadas, del referido 
Miguel Ángel Gallardo. 
Tal y como destaca el profesor Dader (2012b: 14) “la referida jurisprudencia 
parece desestimar en la práctica las ‘fuentes accesibles al público’ que con carácter tan 
limitativo introdujeron en el ordenamiento jurídico español la LOPD y su Reglamento, 
si bien está aún por verse qué consecuencia tenga ello en los nuevos pronunciamientos 
administrativos de la AEPD”. 
 Por otra parte, señala este autor que la derogación ejercida por el Tribunal 
Supremo se ha limitado a un epígrafe de un artículo del Reglamento y en cualquier 
caso esa capacidad anulatoria del Tribunal no puede alcanzar a la Ley Orgánica 
matriz (la LOPD), en la que sigue estando presente la divulgación exclusiva para las 
enumeradas “fuentes accesibles al público”. Por todo lo anterior, el profesor explica 
que, de no modificarse expresamente la LOPD y su Reglamento, tendríamos, cuanto 
menos una incoherencia entre lo establecido en dichos textos y la jurisprudencia que 
habrán de aplicar los tribunales (IBID: 14).  
Otra de las objeciones que cabe plantear a la LOPD es que se aplica de manera 
más estricta para los datos en soportes digitales, como prueban tres casos, de nuevo 
recogidos por DADER (2012b: 17-22). En el primero, la divulgación por la página web 
de la Asociación Contra La Tortura de un listado con los funcionarios policiales y de 
prisiones condenados por malos tratos a detenidos desencadenó el cierre de la web 
mientras que los mismos datos circulaban impunemente en un libro. En el segundo 
caso, la aprobación en 2001 por el gobierno de Castilla la Mancha de la publicación de 
las sentencias firmes condenatorias sobre violencia doméstica motivó la persecución 
del listado online, mientras el propio profesor recibía por correo postal una copia de las 
sentencias editada en una publicación del citado organismo.  
Por último, cabe destacar la práctica que se ha venido ejecutando en la última 
década aproximadamente, de exclusión de los nombres de los ciudadanos (que así lo 
solicitasen) de diferentes listas de indultados, morosos o simplemente becados, 
aparecidas en los Boletines Oficiales Del Estado en su versión digital. La medida 
cuenta con el respaldo de la Agencia Española de Protección de Datos, en aplicación de 
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la LOPD, pero con la frontal oposición de instancias del BOE, como su propio director, 
que ha manifestado que “cuando un nombre está en una lista y lo que se bloquea es 
toda la lista ¿Cómo se salvaguarda en este caso el derecho de una persona a tener 
información sobre los resultados de un acto administrativo si ha de ocultarse a los 
buscadores?” (IBID: 28). La consecuencia de este caduco exceso de proteccionismo 
hacia los derechos de privacidad es un acceso de diferente nivel a aquellos ciudadanos 
que accedan a la versión en papel del BOE frente a aquellos que sólo tengan acceso a 
la digital. Supone además, una censura a posteriori, con un carácter retrospectivo que 
recuerda al borrado selectivo de informaciones de periódicos atrasados plasmada en la 
novela de George Orwell, “1994”. 
Pese a este ataque selectivo a los datos en soporte digital, cabe recordar que el 
ámbito de aplicación de la ley de Protección de Datos engloba “los datos de carácter 
personal registrados en soporte físico, que los haga susceptibles de tratamiento, y a 
toda modalidad de uso posterior de esos datos por los sectores público y privado” 
(LOPD, 1999: art. 2.1). Junto a eso, la definición de fichero como “todo conjunto 
organizado de datos de carácter personal, cualquiera que fuere la forma o modalidad 
de su creación, almacenamiento, organización y acceso” (IBID: art.3.b) da a entender 
que el control debiera ser el mismo para el soporte físico o digital. Para Dader, la 
explicación es un lavado de imagen por parte de la Agencia Española de Protección de 
Datos, que evita meterse en el terreno ‘sagrado’ del libro para no ser comparada con 
los antiguos censores: “Libertad y transparencia informativa sí, mientras sea por vías 
lentas, deficientes e incompletas” (DADER, 2012b: 22). 
En general, la LOPD basa su desarrollo en la defensa de la privacidad, un 
terreno que, según DADER, (IBID: 22) está “en consonancia con un viento favorable de 
la opinión pública, que acoge con automática simpatía las referencias en este campo a 
la protección de los individuos” y lo que deriva en una legitimación por parte de las 
instituciones jurídico-políticas de “una fuerte censura, que la opinión pública nacional 
tiende asimismo a respaldar”. Así, la Ley de Protección de Datos deja la sensación de 
que en cualquier conflicto entre la obtención de información y la privacidad, la 
condición de derecho fundamental de esta última transforma en inferior la pretensión 
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de exigencia de la primera, pese a que, como se ha comentado, ambas figuran en el 
Titulo I de la Constitución Española, como derechos igualmente fundamentales. 
Como cierre a este punto, conviene añadir que la ley de Transparencia, Acceso a 
la Información Pública y buen Gobierno, recogida más adelante, supone una 
oportunidad fallida de abordar la revisión de la LOPD. 
 
3.1.4. La Ley Orgánica del Poder Judicial y el acceso a las sentencias 
judiciales 
 
Junto a las restrictivas leyes referidas a la protección de datos en nuestro país, 
es interesante destacar también las limitaciones de acceso a las sentencias judiciales. 
El artículo 120.1 de nuestra Constitución contempla la publicidad de las actuaciones 
judiciales, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento (C.E., 1978: 
art.120.1). Sin embargo ocurre que, como veíamos en el caso de la Ley de 
Procedimiento Administrativo Común y la ley Orgánica de Protección de Datos (y en 
parte derivado de la ambigüedad presente en el artículo 20 de la Constitución 
Española), la jurisprudencia sobre acceso a la información de sentencias judiciales 
utiliza una ambigua concepción de los conceptos ‘interesado’ e ‘intimidad’.  
Así, la Ley Orgánica del Poder Judicial recoge que “los secretarios y personal 
competente de la Oficina Judicial facilitarán a los interesados cuanta información 
soliciten sobre el estado de las actuaciones judiciales (…)” (LOPJ, 1985: art.234.1). 
Una modificación posterior añadió un segundo epígrafe al artículo, para matizar que 
“las partes y cualquier persona que acredite un interés legítimo tendrán derecho a 
obtener copias simples de escritos y documentos que consten en los autos, no 
declarados secretos ni reservados” (IBID: art.234.2). 
Por su parte, el siguiente artículo añade que “los interesados tendrán acceso a 
los libros, archivos y registros judiciales que no tengan carácter reservado, mediante 
las formas de exhibición, testimonio o certificación que establezca la ley” (IBID: 
art.235). Junto a esto, en lo referido a las sentencias se establece que una vez 
extendidas y firmadas por el Juez  y depositadas en la Secretaría del Juzgado o 
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Tribunal y “se permitirá a cualquier interesado el acceso al texto de las mismas” 
(IBID: art.266).  
Respecto a la intimidad, una modificación posterior limita lo dicho 
anteriormente para restringir el acceso al texto de las sentencias o a determinados 
extremos de las mismas “cuando el mismo pudiera afectar al derecho a la intimidad, a 
los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela (…)” (IBID: 
266.1).  
La intimidad está presente a su vez en el reglamento de 2005 de aspectos 
accesorios de las actuaciones judiciales (como actualización del Reglamento 5/1995), 
que recoge que “el derecho de acceso no podrá ejercerse en perjuicio del derecho a la 
intimidad de personas distintas del afectado” (Acuerdo, 2005:93.4). Aquí se da un paso 
más y se utiliza directamente el término de afectado en lugar del interesado. Además, 
de nuevo se apela al concepto de intimidad con prioridad respecto al  derecho a recibir 
información. Esto, como ya se ha señalado anteriormente, supone un olvido del hecho 
de que ambos derechos figuran entre los derechos fundamentales contenidos en el 
Título Primero de la Constitución y del principio constitucional de que todos ellos son 
igual de fundamentales, por lo que no cabe restringir con carácter absoluto uno frente 
al otro.   
El reglamento recoge también que “tendrán carácter reservado las actuaciones 
judiciales que sean o hayan sido declaradas secretas, de conformidad con lo dispuesto 
en las leyes procesales, así como aquellas otras cuya publicidad pudiera afectar a 
derechos, principios y valores constitucionales” (Acuerdo, 2005: 2.2). Por su parte, el 
artículo 3 repite lo recogido en la Ley Orgánica del Poder Judicial en lo referido al 
acceso a las sentencias judiciales.  
El reglamento vela por el cumplimiento de lo dispuesto en el art. 107.10 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, (en lo que se refiere a la publicación oficial de las 
sentencias y otras resoluciones del Tribunal Supremo y del resto de órganos judiciales) 
y establece la obligación de todos los juzgados y tribunales de remitir al Consejo 
General del Poder Judicial “copia de todas las sentencias, así como de otras resoluciones que 
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puedan resultar de interés, que hayan sido dictadas por el respectivo órgano judicial” 
(Acuerdo, 2005: art.7). 
En general, la situación práctica del acceso directo e indiscriminado a las 
sentencias judiciales es de severa restricción. Así lo ilustra la sentencia del Tribunal 
Supremo que denegó la petición de acceso de una empresa de tratamiento informático 
de datos a pronunciamientos judiciales de una serie de sentencias para su 
comercialización informática, concluyendo que el interés legítimo de acceso a la 
sentencia sólo era reconocible a las personas físicas o jurídicas con una conexión de 
carácter concreto con el proceso y en aras de salvaguardar la privacidad e intimidad 
(Sentencia 1227, 1995). 
También los episodios como el comentado anteriormente sobre sentencias por 
violencia doméstica en Castilla-La Mancha son un buen ejemplo de dicha restricción.  
En general y como conclusión, cabe añadir la opinión manifestada por el 
profesor José Luis Dader de que no resulta razonable que la expresión “cualquier 
interesado”, que los artículos 235 y 266 de la Ley Orgánica del Poder Judicial utilizan 
para reconocer el derecho de acceso a las sentencias, sea interpretada por la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo (en casos como el aludido anteriormente) como 
“los directamente afectados”. De este modo, una vez más, la ambigüedad de los 
términos empleados en el ordenamiento jurídico español es aprovechada por los 
órganos jurisdiccionales para realizar lecturas limitativas de los derechos 
teóricamente reconocidos. 
 En relación con el acceso a sentencias judiciales, sí cabe destacar un avance; la 
existencia, desde 2012, de una base de datos de sentencias emitidas por los tribunales 
españoles, accesible desde la página web del Consejo General del Poder Judicial (2012: 
WEB). Las sentencias se recogen íntegras en formato pdf aunque, eso sí, con borrado 
de los apellidos de los afectados (de los que sólo aparece su nombre de pila), así como 
su domicilio y otros datos de identificación, como matrículas de coches, etc.  
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3.2. La Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública. Análisis y discusión de los borradores de la ley  
 
El Partido Socialista Obrero Español (en adelante PSOE) incluía en el capítulo 
dos de su programa electoral de 2004 la aprobación de una ley de acceso a la 
información: 
“Impulsaremos una Ley sobre el derecho al libre acceso a la información, que garantice 
que todos los poderes, autoridades públicas y entidades sostenidas con fondos públicos, 
faciliten, en tiempo útil, el libre acceso a toda información o documento oficial, con la única 
excepción de lo que atente a la legislación de protección de datos o de secretos oficiales”. 
(PSOE, 2004: web) 
El primer movimiento en este sentido fue la publicación del Código de Buen 
Gobierno de los Altos Cargos de la Administración General del Estado, en marzo de 
2005 (ORDEN APU, 2005) que establece la necesidad de que la actuación de los altos 
cargos se inspire y guíe “por principios éticos y de conducta que hasta ahora no han 
sido plasmados expresamente en las normas” (IBID, 2005: 7953). Su elaboración se 
basa en las líneas directrices de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) y otras organizaciones internacionales. 
Establece, en primer lugar, unos principios básicos según los cuales actuarán los 
miembros del Gobierno y los altos cargos de la Administración General del Estado, 
entre ellos: objetividad, integridad, neutralidad, credibilidad, imparcialidad, 
confidencialidad, dedicación al servicio público, transparencia, austeridad, eficacia u 
honradez (IBID, 2005: Primero).  
Junto a éstos, marca unos principios éticos, algunos de los cuales ya enlazan con 
la declaración de actividades por los altos cargos. Es el caso de los principios tres y 
nueve, que previenen frente a posibles conflictos de intereses entre el puesto público y 
el desarrollo de una actividad privada. El diez, por su parte, advierte del carácter 
público de las actividades públicas aunque, como de costumbre, no indica nada en 
referencia a los bienes patrimoniales (IBID, 2005: Segundo).  
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En cuanto a los de conducta, es destacable el primer principio, que exige la 
plena dedicación a su actividad; y el séptimo, que establece que en el desempeño de 
sus funciones (actividades) serán accesibles a todos los ciudadanos y extremarán la 
diligencia en contestar todos los escritos, solicitudes y reclamaciones que estos realicen 
(IBID, 2005: Tercero).  
Junto a esto, el siguiente paso hacia la creación de una ley de transparencia fue 
la redacción de un Anteproyecto de Ley por el PSOE en los primeros años de 
legislatura, creado con cierto oscurantismo, ya que no fue presentado públicamente (lo 
que hace que sea difícil concretar la fecha de redacción), y dejando sin respuesta a las 
peticiones de publicación por parte de los medios y las diferentes organizaciones pro 
transparencia, como Access Info.  
Fue esta organización quien, en septiembre de 2010, publicó en su web el 
documento, tras recibir una copia filtrada (Anteproyecto, 2010: web). Este primer 
anteproyecto mencionaba los derechos fundamentales a recibir información y el acceso 
de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, y reconocía que la ley de 
procedimiento administrativo era “mejorable” (IBID: Exposición de motivos). A su vez, 
presentaba bastantes carencias, ya que no reconocía el derecho de acceso a la 
información como derecho fundamental de toda persona, excluía a numerosas 
instituciones públicas así como información importante, hacía una ambigua 
delimitación entre el derecho de acceso y la protección de datos personales (por 
ejemplo, el artículo 5.2 establecía la prevalencia de un interés público superior 
respecto de las limitaciones al acceso, mientras el 6.2 establecía la imposibilidad de 
acceso a aquellas solicitudes que contengan datos íntimos o afecten a la vida privada, 
echando por tierra lo anterior), no establecía plazos rápidos de contestación a las 
peticiones ni la obligación de los funcionarios de ayudar a los solicitantes, ni 
contemplaba el principio de publicidad de la información. 
Por su parte, el Grupo Parlamentario Mixto presentó en abril de 2011 una 
Proposición de Ley Orgánica de principios y medidas contra la corrupción y por la 
transparencia en la gestión pública (Proposición GM, 2011), justificada según datos de 
la organización Transparencia Internacional que situaban a España “en el puesto 15 
de los 27 países miembros de la UE en el Índice de Percepción de la corrupción 2010” y 
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calificando la corrupción de “grave problema para la democracia española”  (IBID: 
Exposición de Motivos). 
También el Partido Popular (en adelante PP), presentó el 28 de junio de 2011 
desde la oposición, una Proposición de Ley relativa a la transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno (Proposición PP, 2011), que sería tomada como 
referencia para el desarrollo, una vez en el Gobierno, del proyecto de marzo de 2012. 
Ambas proposiciones parecieron animar a la presentación, justo un mes 
después, de un nueva versión del Anteproyecto aprobada en Consejo de Ministros y 
hecha pública por el Congreso de los Diputados el 29 de julio de 2011 (Anteproyecto, 
2011: web) el mismo día en que se comunicaba el adelanto de las elecciones generales, 
previstas para marzo de 2012, al 20 de noviembre de 2011. El Gobierno del Partido 
Socialista aclaraba lo previsible, que la tramitación parlamentaria no sería posible en 
esa legislatura, dejándola a expensas del desarrollo por un futuro gobierno.  
El nuevo borrador se planteaba el objetivo de “completar una tarea pendiente –
la configuración legal del derecho de acceso a la información pública-” (Anteproyecto, 
2011: Exposición de motivos I) con la pretensión de convertirse en la esperada ley de 
acceso a la información de la que carecía España. Junto a esto, hacía autocrítica de la 
debilidad de la legislación española, reconociendo que, entre otras,  la citada ley 
30/1992 era mejorable. 
Dicho anteproyecto se fijaba como fuente de inspiración en las técnicas y 
modelos de la práctica normativa internacional europea. En él se dispone “la 
transparencia y publicidad como regla, salvo que prevalezca un interés, público o 
privado, del que derive un deber de reserva” (IBID: Exposición de Motivos III). 
En general, mejoraba el proyecto filtrado anteriormente y, siguiendo el análisis 
del cumplimiento de los diez principios de la Coalición Pro Acceso (Coalición 2011 b: 
web), cumplía totalmente con cinco de los principios y parcialmente con tres de ellos. 
Del lado más negativo, el derecho de acceso a la información no se aplicaba a toda la 
información de las Administraciones Públicas, según el tercer principio, pues se seguía 
excluyendo del ámbito de aplicación “la información en curso de elaboración o en curso 
de publicación general, la que requiera una actividad de reelaboración y la meramente 
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auxiliar y de apoyo para el ejercicio de la actividad pública” (Anteproyecto 2011: art. 
2.3). Siguiendo el análisis de la Coalición, tampoco se cumplía el principio de la 
rapidez a la hora de responder a las solicitudes, ya que el plazo se mantenía en 30 
días, cuando la media europea es de 15. Además, el anteproyecto excluía mucha 
información, por lo que incumplía el principio de publicidad de la información. Junto a 
esto, la Coalición hacía hincapié en que la obligación de motivar “las resoluciones que 
denieguen total o parcialmente el acceso, las que lo concedan cuando haya habido 
oposición de un tercero afectado y las que prevean una modalidad de acceso distinta a 
la solicitada” (Anteproyecto, 2011: art. 13.2) amparada en su séptimo principio, 
entraba en contradicción con la posibilidad del silencio administrativo negativo, 
recogido en el artículo 14.2 (IBID: 14.2). Por último, el órgano encargado de fomentar 
la transparencia y velar por la protección del derecho de acceso a la información 
pública, la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información, no se constituía 
como órgano independiente, según lo fijado por el décimo principio, sino como adscrito 
al Ministerio de la Presidencia.  
Si comparamos el anteproyecto socialista de julio de 2011 con la proposición de 
ley del Partido Popular de 2011 según los principios de la Coalición Pro Acceso (2011c: 
web), la segunda se ceñía ligeramente mejor a los diez principios, ya que cumplía 
totalmente con seis de ellos (sencillez, rapidez y gratuidad; obligación de los 
funcionarios de ayudar a los solicitantes; publicidad de la información; motivación de 
la denegación del acceso; recurso de las denegaciones y puesta a disposición de 
información por las administraciones) y parcialmente con dos de ellos (excluía al Poder 
Judicial y los registros del ámbito de aplicación y dejaba fuera la documentación 
preparatoria de la actividad de los órganos administrativos) 
Sin embargo, incumplía totalmente el primer principio, referido al derecho de 
acceso a la información como fundamental de toda persona, y el último; la necesidad 
de que el derecho de acceso a la información sea garantizado por un órgano 
independiente (pues ni siquiera establecía la creación de un órgano garante del 
derecho de acceso a la información pública). 
En conclusión, dicha propuesta sería más adecuada a la hora de desarrollar la 
ansiada ley de acceso a la información. Sin embargo, ninguna de estas dos propuestas 
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culminaron en una ley, y el cambio de gobierno pareció paralizar durante varios meses 
el asunto.     
El siguiente paso vino de la mano del Partido Popular (ya en el gobierno) que, a 
finales de enero de 2012, anunciaba la presentación de un nuevo anteproyecto de ley 
de transparencia. No fue hasta el 23 de marzo de 2012 cuando haría la presentación 
del Anteproyecto de Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 
Gobierno (Anteproyecto, 2012: web). 
Dicho proyecto acometía reformas importantes en el tema que nos ocupa, como 
la modificación de la ley 30/1992 (LRJ-PAC, 1992) en su artículo 35 h, que pasa a tener 
la siguiente redacción: “Los ciudadanos, en sus relaciones con las Administraciones 
Públicas, tienen los siguientes derechos… Al acceso a la información pública, archivos 
y registros” (ANTEPROYECTO, 2012: Disposición Final Primera, Uno). De este modo, 
se invalida lo anteriormente recogido que ceñía el derecho de acceso a “los términos 
previstos en la Constitución y en ésta u otras leyes” (LRJ-PAC, 1992: art.35 h). 
También el artículo 37, referido al Derecho de Acceso a Archivos y Registros se 
modifica, sugiriendo la sustitución de su título por un más amplio “Derecho de acceso a 
la información pública”, que condensaría su extensa redacción en una frase:  
“Los ciudadanos tienen derecho a acceder a la información pública, archivos y 
registros en los términos y con las condiciones establecidas en la Constitución, en la 
Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno y demás leyes 
que resulten de aplicación” (ANTEPROYECTO, 2012: Disposición Final Primera, 
Dos). 
También reviste especial importancia la modificación de la ley 5/2006 de 
Regulación de Conflictos de Intereses de miembros del Gobierno y Altos Cargos de la 
Administración General del Estado (Ley Regulación, 2006) para, en primer lugar, 
cambiar el nombre a la Oficina de Buen Gobierno por el de “Oficina de Buen Gobierno 
y Conflictos de Intereses”. Junto a esto, es crucial para el análisis de esta tesis la 
modificación del apartado 4 del artículo 14 de la ley para incluir la publicación en el 
Boletín Oficial del Estado de las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales de 
los “demás altos cargos” (ANTEPROYECTO, 2012: Disposición Final Segunda Dos) 
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ampliando la obligación de presentar su declaración a los altos cargos previstos en el 
artículo tres como subsecretarios y asimilados, directores generales, etc. 
En general, este anteproyecto, presentado en el Open Government Parnertship 
del 17 de abril de 2012 en Brasil, fue considerado insuficiente por organizaciones 
nacionales e internacionales, además de por muchos especialistas individuales.  
En España, la norma se sometió durante 15 días a un proceso de consulta 
pública, que recibió 3.683 aportaciones de particulares y organizaciones, según datos 
del profesor Sánchez de Diego (2013: web). Entre ellas, las de las 55 ONG que integran 
la Coalición Pro Acceso, que enviaron un análisis conjunto al gobierno español. 
Además, la plataforma Avaaz (2012: web) lanzó una campaña que recogió 90.097 
firmas, según sus datos. Sin embargo, ni las propuestas ni sus respuestas fueron 
hechas públicas por el Gobierno (incumpliendo, según algunas interpretaciones, el 
artículo 37.10 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común)34.  
De hecho, en las cuatro reuniones del comité de expertos designado ad hoc por el 
Centro de Estudios Constitucionales para analizar el borrador de dicha ley (formado 
por cuarenta expertos en derecho, sociología, ciencias políticas y de la información, 
miembros de la Administración General del Estado y de organizaciones por la 
transparencia), se dieron “largas” a las preguntas de las diversas organizaciones pro 
transparencia acerca de si serían publicadas las propuestas ciudadanas, asegurando 
que serían los diputados quienes estudiarían dichas sugerencias (Access Info, 2012b: 
web). 
 
3.2.1. Proyecto de Ley de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno 
 
En mayo de 2012, el Gobierno presentaba nuevos cambios que se realizarían en 
la nueva ley, incorporando supuestamente algunas de las propuestas generadas en el 
                                                
34
 “Serán objeto de publicación regular las instrucciones y respuestas a consultas planteadas por los particulares u otros 
órganos administrativos que comporten una interpretación del Derecho Positivo o de los procedimientos vigentes a 
efectos de que puedan ser alegadas por los particulares en sus relaciones con la Administración” 
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proceso de consulta pública, pero sin identificar éstas ni hacer público el repertorio de 
las recibidas. A su vez, este nuevo borrador se presentaba al mismo tiempo que se 
celebraba la segunda de las cuatro reuniones previstas de la comisión de expertos, lo 
que dio a entender a la Coalición que la redacción del nuevo borrador ni siquiera 
contemplaba la cortesía de esperar el dictamen de la citada comisión y su elaboración 
se había hecho a espaldas de los expertos (IBID: web). 
Así, el 27 de julio de 2012 el Consejo de Ministros aprueba el Proyecto de Ley de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno para remitirlo a las 
Cortes y lo hace público en la página web del Ministerio de Presidencia (PROYECTO, 
2012: web). 
Dos meses después, el 9 de septiembre, el periódico El diario.es publica en su 
página web informes, que hasta ese momento habían permanecido ocultos a la opinión 
pública, de los organismos por los que pasó el anteproyecto antes de ser aprobado; la 
Secretaría de Estado de relaciones con las Cortes, el Consejo de Estado y la Agencia 
Española de Protección de Datos. 
Según el informe de la Secretaría de Estado de relaciones con las Cortes (2012: 
web, donde se analizaban las principales observaciones al anteproyecto recibidas de 
los ciudadanos), el análisis de la Coalición Pro Acceso (COALICIÓN, 2012b: web) y el 
de la Organization for Security and Cooperation in Europe (OSCE, 2012: web), el 
borrador no era adecuado ya que no cumple con los principios y estándares fijados por 
los tribunales de Derechos Humanos o las llamadas IGO, incluido el Consejo.  
Siguiendo el repaso del proyecto según estas aportaciones, en lo referido al 
Poder Legislativo y Judicial el ámbito de aplicación está restringido a “las actividades 
sujetas a derecho administrativo” (Proyecto, 2012: art 2.1 e), como herencia de lo 
recogido en la ley de régimen jurídico (LRJ-PAC: ART. 37.5 a). Tampoco incluía este 
texto otras instituciones como el Tribunal de Cuentas, la Casa Real, ni los receptores 
de fondos públicos, incluidos ONGs, partidos políticos, sindicatos o patronal. En lo que 
respecta a la casa Real, la vicepresidenta Sáenz de Santamaría señaló en rueda de 
prensa que la normativa internacional prevé que las monarquías "no estén sujetas a 
este régimen" (Europa Press, 2012: web). 
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En este sentido, Tuderechoasaber, a través de la plataforma de peticiones por 
Internet Change.org dirigió, en enero de 2013, una petición a la vicepresidenta del 
Gobierno, Soraya Sáez de Santamaría, para que se incluyera a los políticos en la 
futura ley de transparencia (CHANGE.ORG, 2013: WEB) 
Como punto positivo, se prioriza la publicación de la información en las sedes 
electrónicas y páginas web (PROYECTO, 2012: art.4.4). 
Es importante destacar el artículo 7 h, referido a la información económica y 
presupuestaria que los sujetos deberán hacer pública y muy en relación con el tema 
objeto de esta tesis, “Las declaraciones anuales de bienes y actividades de los 
representantes locales así como de los miembros no electos de la Junta de Gobierno 
Local, en los términos previstos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, (Ley Reguladora, 
1985). Cuando el reglamento orgánico no fije los términos en que han de hacerse 
públicas estas declaraciones, se aplicará lo dispuesto en el artículo 14, apartado 4 de la 
Ley 5/2006 (Ley Regulación, 2006), de 10 de abril, de regulación de conflictos de 
intereses de los miembros del Gobierno y Altos Cargos de la Administración General 
del Estado” (PROYECTO, 2012: art.7.h). 
Como dato muy negativo, las aportaciones ciudadanas, la Coalición Pro Acceso y 
la OSCE coinciden en destacar la carencia que el proyecto de ley arrastra de la 
proposición en el Congreso y anteproyecto del PP, respectivamente. Así, no se ampara 
el derecho de acceso a la información vinculado al artículo 20 de la Constitución 
Española, sino que se sigue refiriendo al artículo 105 b  (IBID. Art.9) que se encuentra 
fuera de los derechos fundamentales. 
Otro punto negativo destacado por la Coalición y la OSCE es la confusa 
redacción de los artículos referidos a los límites y excepciones. La Coalición sugería la 
modificación del artículo 10, sobre los límites al acceso a la información, para incluir 
las excepciones del artículo 9 y modificar el límite en “la garantía de la 
confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de decisión” para fijarlo en 
“el proceso de toma de decisiones”, además de añadir el límite en “la 
privacidad/intimidad y la protección de datos personales” (Coalición, 2012b: 7). En el 
proyecto fue aceptada la inclusión de las excepciones en el artículo referido a los 
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límites (Proyecto, 2012: art.11) pero no fue modificado ninguno de los dos puntos 
anteriormente mencionados.  
En cuanto al artículo 13, las excepciones fueron simplemente trasladadas al 
artículo 15, referido a las causas de inadmisión, pero en ningún caso modificadas, 
como ocurría con los límites a la información pública. 
Del lado positivo, el órgano que acuerde la inadmisión cuando las solicitudes se 
dirijan a un órgano en cuyo poder no obre la información, deberá indicar en la 
resolución “el órgano que, a su juicio, es competente para conocer de la solicitud” 
(IBID: art.15. 2.). 
También es importante destacar la inclusión del concepto de “interés público” en 
la ponderación del acceso a datos personales:  
“Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, 
el órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa ponderación 
suficientemente razonada del interés público en la divulgación de la información y los 
derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información solicitada, en 
particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal”.  
Todo esto se hará teniendo en cuenta la justificación por los solicitantes de su 
petición en el ejercicio de un derecho, su condición de investigadores o acceso motivado 
en fines históricos, científicos o estadísticos y el menor perjuicio de los derechos de los 
afectados en caso de que los documentos únicamente contuviesen datos de carácter 
meramente identificativo de aquéllos o de que los datos contenidos en el documento 
puedan afectar a su intimidad o a su seguridad (IBID: art.12.4) 
Además, el artículo 14, referido a la solicitud de acceso a la información, se 
relaja y según lo solicitado por la OSCE, establece que la solicitud podrá presentarse 
por cualquier medio “que permita tener constancia” de los datos del solicitante, en 
lugar de “deberá especificar” (IBID.art.14). 
Del lado más positivo cabe resaltar que en todo el Proyecto se cambia la 
denominación de autoridad pública por sujeto, por ejemplo en el artículo 16.1, lo cual 
es mucho más amplio. 
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Además, se intenta hacer una redacción mucho más clara y concisa, en lugar de 
“en caso contrario” se indica “en caso de no hacerlo” (IBID: 16.2) y más aclaratoria, por 
ejemplo, en lugar de “deberán guardar”, indica “guardarán” (IBID: 23. 2.b) 
En cuanto a la resolución, no se invierte, según sugerencias de las 
organizaciones pro transparencia, la desestimación de la solicitud transcurrido el 
plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y notificado resolución expresa (el 
llamado silencio negativo). En su lugar, se incluye la obligación de notificar “al 
solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado” cuando se conceda o 
deniegue el acceso. También, que la ampliación del plazo cuando el volumen o la 
complejidad de la información que se solicita así lo hagan necesario se hará “previa 
notificación al solicitante” (IBID: 17.1) y que “el incumplimiento reiterado de la 
obligación de resolver en plazo tendrá la consideración de infracción grave a los efectos 
de la aplicación a sus responsables del régimen disciplinario previsto en la 
correspondiente normativa reguladora” (IBID: 17.6). 
El Proyecto tampoco acepta la sugerencia de sustitución de las unidades de 
Información por los archivos pero sí incluye la necesidad de “Realizar el seguimiento y 
control de la correcta tramitación de las solicitudes de acceso a la información”, 
“asegurar la disponibilidad en la respectiva página web o sede electrónica de la 
información cuyo acceso se solicita con más frecuencia” y “mantener actualizado un 
mapa de contenidos en el que queden identificados los distintos tipos de información 
que obre en poder del órgano”. (IBID: 18.2). 
En lo que respecta al artículo 19, de formalización del acceso, se cumple la 
petición de las organizaciones pro transparencia y los ciudadanos en referencia a la 
inclusión del formato electrónico como vía preferente de acceso salvo cuando no sea 
posible o se haya solicitado expresamente y de forma justificada otro medio. 
En cuanto a los recursos, se permite que la Reclamación ante la Agencia Estatal 
de Transparencia, Evaluación de las Políticas Públicas y de la Calidad de los Servicios, 
tenga “la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 107.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
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Administrativo Común”. Sin embargo, el punto siguiente contradice lo dicho 
anteriormente y asegura que contra las resoluciones dictadas por los órganos previstos 
en el artículo 2.1 f) (referidas a el Congreso de los Diputados, el Senado, el Tribunal 
Constitucional y el Consejo General del Poder Judicial, así como el Consejo de Estado, 
el Defensor del Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el Consejo Económico y Social y las 
instituciones autonómicas análogas, en relación con sus actividades sujetas a Derecho 
administrativo), sólo cabrá la interposición de recurso contencioso-administrativo 
(PROYECTO, 2012: art.20.2). 
El siguiente artículo ahonda en este asunto, manteniendo como organismo de 
supervisión y tratamiento de los recursos planteados y del cumplimiento de las 
obligaciones de transparencia en general, la citada agencia de transparencia (Access 
Info y la OSCE proponían cambiarla por la Agencia Española de Protección de Datos, 
aun cuando ésta pasara a tener otra denominación que reflejara la doble competencia 
asumida) aunque se incorpora su colaboración con la Agencia Española de Protección 
de Datos, para determinar los criterios de ponderación del interés público en el acceso 
a la información y la garantía de los derechos de los interesados. (Proyecto, 2012: 
Disposición Adicional Quinta). 
Del lado negativo, se aumenta el plazo para resolver las resoluciones por dicha 
agencia hasta tres meses y se sigue entendiendo una reclamación como desestimada, 
transcurrido dicho plazo para notificar la resolución sin obtener respuesta. Pero se 
publicarán las resoluciones de la Agencia (“previa disociación de los datos de carácter 
personal que contuvieran, por medios electrónicos y en los términos en que se 
establezca reglamentariamente, una vez se hayan notificado a los interesados”) (IBID: 
art.21.5). 
 En cuanto a los principios éticos de actuación de los miembros del Gobierno, 
secretarios de Estado y el resto de altos cargos de la Administración General del 
Estado, no incorpora ninguna de las recomendaciones hechas y simplemente modifica 
su amparo en “la normativa reguladora de las incompatibilidades y los conflictos de 
intereses”, (IBID: 23.2b). 
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También se amplían las sanciones económico-presupuestarias para el 
incumplimiento injustificado de la obligación de rendir cuentas (IBID: 25 p), 
cumpliendo así lo solicitado por las peticiones de Coalición Pro Acceso y la OSCE. Se 
endurecen las sanciones de las infracciones muy graves (IBID: 27.3)  aunque no se 
contempla la inhabilitación total, según lo exigido por las aportaciones ciudadanas, 
manteniéndose el periodo de “entre 5 y 10 años” (IBID: art. 27. 2.d). 
Se incorpora un apartado para regular la prescripción de dichas sanciones 
(IBID: 29). También se delimitan con más claridad los órganos competentes para 
ordenar dichas sanciones, sobretodo en el caso de las aplicadas a los altos cargos de las  
comunidades autónomas o entidades locales (IBID: art.28) y se incorporan los plazos 
de prescripción. 
Además, se incluye en el proyecto la obligación por la Agencia Estatal de 
Transparencia de redactar anualmente un informe estadístico sobre el grado de 
cumplimiento de las obligaciones de transparencia y acceso a la información Pública 
contenidas en la ley (PROYECTO, 2012: Disposición Final Tercera 4). Junto a esto, el 
presidente cesará en su mandato por incumplimiento grave de sus obligaciones, 
incapacidad permanente para el ejercicio de su función, incompatibilidad sobrevenida 
o condena por delito doloso. (IBID: Disposición Final Tercera 7)  
También se modifica respecto del anteproyecto la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria para establecer la publicación anual en el BOE del 
balance de situación y la cuenta del resultado económico-patrimonial, un resumen de 
los restantes estados que conforman las cuentas anuales y el informe de auditoría de 
cuentas por "Las entidades que deban aplicar principios contables públicos así como 
las restantes que no tengan obligación de publicar sus cuentas en el Registro 
Mercantil” (IBID: Disposición Final Quinta). 
Por último, el nuevo proyecto matiza su título competencial respecto del 
anteproyecto, que exceptuaba todo lo dispuesto en el artículo 18 de la Constitución 
(CE, 1978: art.18), referido al derecho a la intimidad, y la inviolabilidad del domicilio. 
El nuevo proyecto sólo exceptúa lo dispuesto en el apartado 2 de este artículo, referido 
a la inviolabilidad del domicilio (IBID: Disposición Final Octava). 
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Además, comentar que el proyecto mantenía lo establecido por el anteproyecto 
respecto a las modificaciones de las leyes 30/1992 y 5/2006, respectivamente.   
Para comentar dicho proyecto y celebrar el décimo aniversario del Día 
Internacional del Derecho a saber, el 28 de septiembre de 2013 se celebró en la 
Facultad de Ciencias de la Información de la Universidad Complutense, una mesa 
redonda sobre la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 
Gobierno. A dicha mesa acudieron diputados representantes de todos los partidos 
políticos mayoritarios: Partido Socialista; Unión Progreso y Democracia (UPyD) e 
Izquierda Plural, a excepción del Partido Popular, que declinó la invitación a última 
hora. Del lado de Access Info Europe acudió Victoria Anderica. 
Entre los puntos a tratar figuraba el retraso de la ley de transparencia en 
España, de lo que el PSOE reconoció el incumplimiento de su compromiso de 
desarrollar el proyecto como ley. Junto a esto, fue muy importante el debate en torno 
al reconocimiento de acceso a la información como un derecho fundamental por ley, 
pues el proyecto sólo cita el artículo 105 de la Constitución Española, en lugar del 20, 
recogido entre los derechos fundamentales (Título Primero). En este sentido, la 
representante del Partido Socialista dejó clara su postura: para ellos “el ordenamiento 
jurídico de España contempla el acceso a la Información en el artículo 105 de la 
Constitución y no en el 20” pues el primero se ajusta más a la realidad jurídica, y no 
importa no se halle entre los referidos a los derechos fundamentales porque 
igualmente se encuentra protegido. No compartieron su opinión los diputados de 
UPyD e Izquierda Plural, para quienes debe citarse como referencia en la ley el 
artículo 20 y, de este modo, considerar la información como derecho fundamental. 
El profesor José Luis Dader, invitado a participar con otros especialistas en el 
coloquio posterior, debatió sobre la colisión entre la Ley Orgánica de Protección de 
Datos y la futura Ley de Transparencia, que implica que si no se reforma la primera 
en concordancia con los nuevos preceptos y no se dota de carácter orgánico a la 
segunda –para ponerla en pie de igualdad con la anterior en los posibles conflictos-, va 
a ser imposible que el acceso a la información promovido por la segunda pueda 
prevalecer en algún sentido. El diputado de Izquierda Plural estuvo de acuerdo con la 
necesidad de desarrollar la ley de transparencia como Ley Orgánica, para que la 
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protección de datos “no se coma a la transparencia”. Mientras, la diputada del PSOE 
insistía en las mínimas diferencias entre la mayoría absoluta, requerida para las leyes 
orgánicas y la mayoría simple, para las leyes ordinarias, lo que hace que el hecho de 
que la ley sea ordinaria, no sea un handicap. 
Junto a esto, se insistió en la necesidad de la creación de un órgano de revisión 
independiente (el Proyecto plantea a la Oficina de Buen Gobierno y Conflictos de 
Intereses, adscrita al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas) (2012: 
Disposición Final Segunda, Tres), algo exigido por la Coalición Access Info y que fue 
una idea compartida por los tres diputados presentes. También se prestó atención al 
tema del silencio administrativo negativo, que la diputada del PSOE consideró algo 
“no tan negativo” pues, al fin y al cabo, permite aclarar el fin del procedimiento y así la 
persona puede recurrir. Los diputados de UPyD e Izquierda Plural no estuvieron de 
acuerdo en este planteamiento y defendieron la eliminación del procedimiento 
administrativo negativo. 
De regreso a la tramitación de la ley, a finales de enero de 2013 arrancaban las 
comparecencias en el Congreso para la presentación de enmiendas parciales, por 
medio de una comisión que contaba con la presencia de expertos en el Congreso para 
“ilustrar” a los diputados encargados de redactar la ley de transparencia (Europa 
Press, 2013a: web). En dicha comisión –en la que una vez más la transparencia brilló 
por su ausencia pues no se hizo público el procedimiento de selección de tales expertos-
, participaron, entre otros, el Presidente de la Agencia Española de Protección de 
Datos, José Luis Rodríguez, y dos miembros de la organización Transparencia 
Internacional, Antonio Garrigues Walker y Jesús Lizcano, personas que son, para 
David Cabo, fundador de la plataforma por la transparencia informativa Civio, 
expertos “demasiado institucionales”. Victoria Anderica, miembro de Access Info 
Europe (BELMONTE, 2013: web) añadía por su parte que “no representan las 
demandas que la sociedad civil les ha realizado por muchas vías”. 
Para estos dos representantes de organizaciones por la transparencia, “la 
gestación de la norma no hace sino confirmar los peores augurios. Lo primero que hizo 
el Gobierno fue redactar el anteproyecto. Posteriormente puso en marcha una consulta 
pública de la que, en contra de cualquier respeto básico por la transparencia que 
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debería postular la norma, no conocimos los resultados. Entonces se añadieron al 
redactado sólo las sugerencias que eran acordes al espíritu de la ley. Hace unos días 
llegaron las aportaciones de los expertos a través de la comisión parlamentaria”. Para 
Guzmán Garmendia, que fue director general de Gobierno Abierto y Nuevas 
Tecnologías del Gobierno de Navarra y puso en marcha la ley de transparencia de la 
comunidad foral, “el proceso debería haber sido justamente el contrario, de arriba 
abajo: primero se consulta a expertos y a la sociedad civil y luego se redacta la ley” 
(IBID, 2013: web). 
A mediados de mayo de 2013 comienza la tramitación parlamentaria en el 
Congreso (donde había entrado ocho meses antes) y el primer debate de sesión 
plenaria sobre las enmiendas se anuncia para el 30 de mayo. Se prevé que el Proyecto 
de Ley salga de la Cámara baja antes del verano y entre en la Cámara Alta a la vuelta 
del verano para estar definitivamente terminada a finales de año. Sin embargo, el 
propio articulado anticipa que, tras su aprobación, las medidas de transparencia no 
entrarán en vigor hasta un año después de la publicación del texto en el BOE.  
IU y UPyD plantean en el Congreso enmiendas a la totalidad de la ley pues 
consideran que ésta debería haberse tramitado como ley orgánica. Además, el ejecutivo 
no concreta cómo van a aparecer en la ley la Casa Real (ya que no es Administración 
Pública sino órgano del Estado por lo que requiere de un tratamiento específico), los 
partidos políticos, sindicatos y organizaciones empresariales. En relación a la Casa 
Real, tras varios meses de conversaciones secretas entre representantes de dicha 
institución, altos cargos del Gobierno y miembros del Congreso ( y quizá influida por la 
imputación de la Infanta Cristina), la propia Corona de España aceptó ser incluida 
también, bajo ciertas limitaciones, entre las instituciones sometidas a control en la 
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3.2.2. El texto definitivo de la Ley de Transparencia 
 
El texto de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 
Gobierno queda aprobado de forma definitiva por el Pleno del Congreso el 28 de 
noviembre de 2013, tras la ratificación de las enmiendas incorporadas en el Senado. Se 
publica en el BOE el 10 de diciembre (LEY TRANSPARENCIA, 2013). 
Destaca en primer lugar que la ley no se constituye como orgánica por lo que se 
sitúa en posición subsidiaria en la posible colisión con la Ley Orgánica de Protección 
de Datos y eso restringe en la práctica el derecho de acceso a la información de manera 
muy profunda y grave, como más adelante se demuestra. Tampoco realiza ninguna de 
las modificaciones necesarias del texto de la LOPD, como sí ocurre con otras leyes, sin 
duda por el problema técnico que implica el hecho de que esta otra norma tiene el 
carácter de ley orgánica que se le niega a la de transparencia. 
Además, sigue ignorando las exigencias del reconocimiento del derecho de 
acceso a la información como derecho fundamental según el artículo 20 de la 
Constitución Española,  y cita “la previsión contenida en el artículo 105 b de nuestro 
texto constitucional” (Ley Transparencia, 2013: Preámbulo II). Al no estar recogido 
dicho artículo en el Título I relativo a los derechos fundamentales, queda en situación 
de inferioridad respecto a la privacidad. De este modo, arrastra y plasma 
definitivamente sobre el papel (IBID: art. 12) las carencias de la proposiciones 
anteriores del PP en el Congreso. 
Incorpora en cambio algunas demandas de las diferentes organizaciones pro 
transparencia en cuanto a la ampliación del ámbito subjetivo de aplicación. Así, pasa a 
incluir a “las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales 
colaboradoras de la Seguridad Social” y muy importante: “La Casa de su Majestad el 
Rey” y “el Banco de España” (Ley Transparencia, 2013: Art.2). Como contrapunto, 
sigue restringiendo el ámbito de aplicación a “las actividades sujetas a derecho 
administrativo”. Por eso mismo, no incluye al Poder Judicial en su conjunto sino 
únicamente al Consejo General del Poder Judicial. 
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Además, incorpora un nuevo epígrafe que recoge “otros sujetos obligados” como 
“los partidos políticos, organizaciones sindicales y organizaciones empresariales” así 
como,   
“las entidades privadas que perciban durante el período de un año ayudas o 
subvenciones públicas en una cuantía superior a 100.000 euros o cuando al menos el 
40% del total de sus ingresos anuales tengan carácter de ayuda o subvención pública, 
siempre que alcancen como mínimo la cantidad de 5.000 euros” (IBID: Art. 3b).  
 
Pasando al análisis del capítulo referido a la publicidad activa, del lado más 
negativo, se contempla solamente la publicación periódica y actualizada de la 
información para “los sujetos enumerados en el artículo 2.1”, lo que dejaría fuera a los 
mencionados partidos políticos, organizaciones sindicales y empresariales, y entidades 
privadas con las condiciones anteriormente mencionadas (por estar recogidos todos 
ellos en el artículo tercero). Pese a esto, se cita a ciertas entidades sin ánimo de lucro, 
por lo que puede deducirse que también estarían incluidas dentro de la publicidad 
activa, aunque quizá no “periódica y actualizada” (la redacción es ambigua en 
cualquier caso). La Iglesia Católica sigue quedando fuera, por lo que no se daría 
cumplimiento total a lo requerido por las organizaciones pro transparencia.  
Del lado más positivo, se tiene en cuenta lo sugerido por las aportaciones 
ciudadanas en 2012 y se añade la publicación de la información “en formatos 
reutilizables” (IBID: art. 5.4), un importante paso en el avance hacia la accesibilidad 
electrónica. 
En cuanto a la información institucional, organizativa y de planificación, la ley 
obliga a la publicación por los sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación del 
título a incluir un organigrama indicando su perfil y trayectoria profesional (IBID, 
2013: art. 6). Sin embargo, se desoye la petición de la Coalición Pro Acceso de incluir la 
información sobre el teléfono de contacto, correo electrónico y actas de los plenos de los 
ayuntamientos. Tampoco se incluyen las propuestas ciudadanas para ampliar la 
identificación a los responsables de todas las unidades que forman parte del 
organigrama de los sujetos obligados y la inclusión específica de los currículum vitae 
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de los altos cargos, la publicidad de las agendas de reuniones de los ministros y altos 
cargos y de la actividad de los órganos de gobierno de los entes locales. 
En lo referido a la información de fuentes institucionales del Estado, no se 
incluye ninguna modificación, por lo que se desoyen las propuestas de la Coalición Pro 
Acceso para la publicación de los dictámenes emitidos por los órganos consultivos 
correspondientes sobre los Anteproyectos de Ley y los proyectos de Reales Decretos 
Legislativos cuya iniciativa les corresponda. 
En cuanto a la información económica, presupuestaria y estadística, se pasa a 
publicar la información de todos los contratos (no sólo los formalizados), indicando su 
duración. También se indicará la duración para los convenios suscritos (IBID: art.8.1.a 
y b) pero se dejan de incluir las subvenciones y ayudas públicas reguladas en la Ley 
38/2003, General de Subvenciones. Además, se pasa a incluir que los partidos políticos, 
sindicatos y organizaciones sin ánimo de lucro publiquen la información referida a 
contratos y convenios suscritos cuando sean celebrados con una Administración 
Pública y de las subvenciones cuando el órgano concedente sea una Administración 
Pública (IBID: art.8.2).  
En los presupuestos, se pasa a incluir la información sobre el cumplimiento de 
los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera de las 
administraciones públicas (IBID: art.8.1.d).  
Como paso importante para la declaraciones de actividades, se establece un 
mayor ámbito de publicación de las resoluciones sobre la compatibilidad de 
actividades, ya que se pasa de incluir únicamente las de los cargos mencionados en el 
artículo tres de la ley 5/2006 a las “que afecten a los empleados públicos”. Junto a esto, 
se incluyen “las que autoricen el ejercicio de actividad privada al cese de los altos 
cargos de la Administración General del Estado o asimilados según la normativa 
autonómica o local” (IBID: art. 8.1. g). Esto resulta muy importante para fiscalizar el 
desarrollo de actividades privadas por los cargos a su retirada del ámbito público. 
También es muy importante la regulación de la declaración anual de bienes y 
actividades de los representantes locales para la que se pasa de aplicar lo dispuesto en 
la ley 5/2006 a lo establecido en “la normativa de conflictos de intereses en el ámbito 
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de la Administración General del Estado”. Sin embargo, se añade que “se omitirán los 
datos relativos a la localización concreta de los bienes inmuebles y se garantizará la 
privacidad y seguridad de sus titulares” (IBID: art.8.1.h) en imitación de la restricción 
recogida en la ley 5/2006 (Ley regulación, 2006:art. 14.4). 
Se observa, en general en toda la redacción de la ley, la sustitución de la 
mención a la ley 5/2006 de conflictos de intereses de miembros del Gobierno y Altos 
Cargos de la Administración General del Estado por la mención a “la normativa en 
materia de conflictos de intereses”, lo que amplía la consideración en este punto a 
cualquier regulación presente o futura sobre el particular.  
Como otro punto destacable para los ámbitos de análisis de la presente 
investigación, se añade la obligación de las administraciones públicas de publicar “la 
relación de los bienes inmuebles que sean de su propiedad o sobre los que ostenten 
algún derecho real” (IBID: art. 8.3). 
En cuanto a la creación del Portal de la Transparencia, la ley pasa a establecer 
unos criterios a los que debe adecuarse la información publicada en éste: accesibilidad, 
interoperabilidad y reutilización (IBID: art.11). 
En cuanto al concepto de información pública de los soportes, el concepto de 
documento se amplía a “cualquiera que sea su formato o soporte” (IBID: art.13), lo cual 
supone un avance en el acceso a todo tipo de documentos en papel y digitalizados. 
Otro punto positivo es el cambio formal del derecho de acceso, que pasa de ser 
“restringido” a tan sólo “limitado” cuando el acceso a la información suponga un 
perjuicio para ciertos límites de consulta (IBID: art.14.1). Junto a esto, se dispone la 
publicidad de las resoluciones dictadas en aplicación del artículo, eso sí, previa 
disociación de los datos de carácter personal que contengan (IBID: art.14.3). 
Los límites no se modifican respecto de los establecidos en el proyecto, por lo que 
tampoco se incorporan las exigencias repetidas por la Coalición Pro Acceso para 
sustituir el freno de “la garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en 
procesos de toma de decisión” por la simple mención del “proceso de toma de 
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decisiones”, además de añadir la restricción de “la privacidad/intimidad y la protección 
de datos personales” (Coalición, 2012b). 
En lo referido a la protección de datos personales se plantean algunas de las 
mayores y más radicales restricciones del texto aprobado, tal y como ilustra la 
eliminación del siguiente párrafo que contemplaba el Proyecto:  
“Cuando la solicitud de acceso se refiera a información pública que contenga datos de 
carácter personal se aplicarán las disposiciones previstas en esta Ley. No obstante, se aplicará 
la normativa de protección de datos personales cuando los que contenga la información se 
refieran únicamente al solicitante, sin perjuicio de que, en este caso, el otorgamiento del 
acceso permita el conocimiento por el solicitante no sólo de los datos que contenga la 
información de los que sea titular, sino de ésta en su totalidad” (Proyecto, 2012: art.12.1). 
 
Dicha eliminación resulta muy sintomática de uno de los defectos 
fundamentales e irresolubles de la nueva ley, como consecuencia de la negativa a 
dotarla de carácter orgánico y al mismo tiempo del mantenimiento en los actuales 
términos de la Ley de Protección de Datos, ésta sí de carácter orgánico. Según el 
párrafo ahora eliminado se establecía que en materia de “datos de carácter personal” 
tendría prevalencia lo establecido en la Ley de Transparencia, frente a lo que pudiera 
señalarse en la LOPD –no nombrada, quizá para hacer más digerible el párrafo-. Sin 
embargo, tal prevalencia resultaba un contrasentido jurídico mientras la LOPD siga 
teniendo carácter orgánico y la regulación de la transparencia carezca de ese rango. 
Sin duda los asesores técnicos del grupo parlamentario mayoritario advirtieron este 
contrasentido y en lugar de aconsejar las reformas de mayor calado que fueran 
precisas para cumplir el espíritu inicial de respaldar la transparencia de documentos 
de interés público aun cuando contengan datos personales, han ‘cortado por lo sano’ y 
eliminado el párrafo incompatible por razones técnicas, tirando al mismo tiempo por el 
desagüe –al menos en este apartado del texto-, la transparencia de todo documento de 
interés público que contenga datos personales. 
En su lugar, la nueva redacción dada al apartado de protección de datos 
personales, establece tres niveles de conjugación de los dos derechos en conflicto. Un 
primer nivel para los “datos especialmente protegidos”: en dicho caso se remite a la 
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LOPD y se contempla el acceso al documento solicitado sólo en caso de “consentimiento 
expreso y por escrito del afectado” (Ley Transparencia, 2013: art. 15.1), lo que equivale 
a decir que muy pocas veces se podrá disponer de tal consentimiento. Un segundo nivel 
para el resto de datos personales: En tal circunstancia la nueva ley se autorreconoce 
con capacidad de facilitar exclusivamente “los datos meramente identificativos 
relacionados con la organización, funcionamiento o actividad pública del órgano” y 
asume otra vez el rango superior de la LOPD, con la única salvedad del improbable 
“consentimiento del afectado” (art. 15.2). Un tercer nivel, que en realidad resulta 
contradictorio y confuso respecto al anterior, respecto a información solicitada que “no 
contuviera datos especialmente protegidos”: En esta situación que como se acaba de 
señalar se solapa con la del segundo nivel, se concede al órgano consultado la potestad 
de “ponderar” si debiera primar el interés público de la divulgación frente al de la 
protección de datos (art. 15.3). Pero si bien, el órgano apelado podría intentar justificar 
su autorización conforme a los diversos criterios de ponderación que el artículo 
especifica acto seguido, le resultará mucho más sencillo ‘evitarse problemas’ y 
apelando al carácter rector de la LOPD, negar el acceso. 
A la vista de lo expuesto sobre este punto cabe concluir que si bien la nueva ley 
hace profesión del principio del interés público para justificar la transparencia de un 
gran número de documentos, a la hora de la verdad la presencia de datos personales 
en ellos –y que justamente formaría parte insustituible de ese interés-, producirá una 
reducción muy amplia de las posibilidades de acceso. 
Cabe al menos indicar un avance en lo referido al “acceso parcial”, ya que en los 
casos en los que omita una información por aplicación de alguno de los límites, “deberá 
indicarse al solicitante qué parte de la información ha sido omitida” (IBID: art. 16). 
En lo referido al ejercicio general del derecho de acceso se hacen varias 
modificaciones. En primer lugar, establece que las solicitudes acerca de información en 
posesión de personas físicas o jurídicas que presten servicios públicos o ejerzan 
potestades administrativas, se dirijan directamente “a la Administración, organismo o 
entidad de las previstas en el artículo 2.1 a las que se encuentran vinculadas” (IBID: 
art. 17). Esto no supone un cambio sustancial en cuanto a la mejora del acceso, aunque 
tampoco lo contrario.  
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Junto a esto, se añade, de modo muy positivo, que el solicitante “no está 
obligado a motivar su solicitud de acceso a la información” (IBID: art. 17.3). Recoge, de 
este modo, el principio cuarto de la Coalición Pro Acceso y las exigencias de 
modificación de la OSCE (2012: web), quienes consideran que incluir los motivos por 
los que solicita la información no concuerda con los estándares internacionales y 
disuade de pedir información.  
La posibilidad de la petición por los solicitantes en cualquiera de las lenguas 
cooficiales del Estado supone una mejora formal pero no afecta al aspecto sustantivo 
de transparencia.  
La ley elimina la inadmisión de una solicitud cuando ésta revele los datos 
personales de una pluralidad de personas tal que no sea posible darles traslado de la 
solicitud. Esto supone la eliminación de una barrera en el ejercicio de acceso a la 
información pública, recogida en el proyecto de 2012 (Proyecto, 2012: art. 15.1 f).  
En cuanto a la tramitación, cuando la solicitud no identifique de forma 
suficiente la información, junto a la llamada al solicitante para que concrete la 
información, se le informará “de la suspensión del plazo para dictar resolución”. (Ley 
Transparencia, 2013: art. 19.2). 
En cuanto a la resolución, se sigue manteniendo un mes para notificar al 
solicitante desde la recepción de la solicitud, un plazo que supera el razonable de 
veinte días hábiles (Access Info, 2013: web). Del lado positivo, se da un paso en la 
transparencia de la información aportada al solicitante. La ley pasa a recoger la 
obligación de indicar expresamente a éste que el acceso a una información en la que 
haya habido oposición de un tercero sólo tendrá lugar cuando no se haya formalizado 
un recurso administrativo por éste, lo que confirmaría el derecho a recibir información 
(IBID: art. 20.2).  
En sentido contrario a la facilitación de la transparencia, no se atiende la 
propuesta de la Coalición Pro Acceso para la eliminación del silencio administrativo 
negativo (o su sustitución por uno positivo) y “transcurrido el plazo máximo para 
resolver sin que se haya dictado y notificado resolución expresa se entenderá que la 
solicitud ha sido desestimada” (IBID, 2013: art.20.4). 
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En la formalización del acceso es importante destacar, tras la inclusión en el 
anterior proyecto del acceso preferente por vía electrónica que, cuando no pueda darse 
dicho acceso en el momento de la notificación, se otorgará “en un plazo no superior a 
diez días” (Ley, 2013: art. 22). Esto supone un importante avance en cuanto a la 
reducción del plazo de respuesta, que se equipara a la media europea, de 15 días.  
Pasando al análisis del Título II referido al buen gobierno, el ámbito de 
aplicación pasa a abarcar a los altos cargos según “la normativa en materia de 
conflictos de intereses” (IBID: art. 25.1), en lugar de la ley 5/2006. Concretamente, se 
incluye a los miembros de las Juntas de Gobierno de las Entidades Locales.  
Sin embargo, la ley diferencia entre la condición del cargo gubernativo, al que se 
aplican las disposiciones de esta sección y la posible doble condición de puestos electos, 
ya que la declaración “no afectará, en ningún caso, a la condición de cargo electo que 
pudieran ostentar” (IBID: art. 25.3). 
Los principios éticos se mantienen respecto del proyecto anterior, sin incluir las 
aportaciones ciudadanas que proponen que se establezca un límite de valor económico 
a partir del cual los regalos no podrán aceptarse. Se elimina únicamente el principio 
de evitar toda acción que pueda poner en riesgo “la imagen que debe tener la sociedad 
respecto a sus responsable públicos” (IBID: art. 26.2b 4º). 
En cuanto a las infracciones y sanciones en materia de gestión económico-
presupuestaria, se elimina el punto referido a la realización de pagos reintegrables, 
según la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria (Ley 
presupuestaria, 2003: art. 77) o en la normativa presupuestaria equivalente en el caso 
de las administraciones distintas de la General del Estado. Esto supone la eliminación 
de entre las infracciones de los llamados ‘pagos indebidos’, lo cual supone un paso 
atrás en la transparencia.  
Además, se añade como infracción la omisión del trámite de intervención previa 
de los gastos, obligaciones o pagos, cuando ésta resulte preceptiva o del procedimiento 
de resolución de discrepancias frente a los reparos suspensivos de la intervención, 
regulado en la normativa presupuestaria.  
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Se especifican también, las infracciones por la realización de operaciones de 
crédito y emisiones de deudas que no cuenten con la preceptiva autorización o, 
habiéndola obtenido, no se cumpla con lo previsto en la ley orgánica 2/2012 (Ley 
Estabilidad Presupuestaria, 2012). Se añade además, la mención a la ley de 
Financiación de las Comunidades Autónomas y la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales.  
Se incluye también como infracción la no presentación o puesta en marcha del 
plan económico-financiero y la falta de justificación de la desviación o nuevas medidas 
en el plan económico-financiero o en el plan de reequilibrio según la ley 2/2012 (IBID: 
art. 28.j). 
Se amplían como infracción la no adopción de un acuerdo de no disponibilidad, 
la no constitución del depósito que se hubiere solicitado o la falta de ejecución de las 
medidas propuestas por la Comisión de Expertos cuando se hubiere formulado el 
requerimiento del Gobierno según la citada ley de estabilidad presupuestaria (IBID: 
art. 28.ñ).  
En las infracciones disciplinarias, desaparece de las infracciones muy graves “el 
incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales en caso de huelga” 
(Proyecto, 2012: art. 26.1 k) y se introduce “la comisión de una infracción grave cuando 
el autor hubiera sido sancionado por dos infracciones graves a lo largo del año anterior 
contra las que no quepa recurso en la vía administrativa (Ley Transparencia, 2013: 
art. 29.1.l). En las infracciones graves, se matiza la forma pero no cambia el contenido 
al pasar de considerar “el haber sido sancionado por la comisión de tres infracciones 
leves en el plazo de un año” a especificar “la comisión de una infracción leve cuando el 
autor hubiera sido sancionado por dos infracciones leves…” (IBID: art. 29.2 f). 
En cuanto a las sanciones, se cambia el orden de algunos puntos pero ello no 
supone ningún cambio ostensible. Se deja, así, sin incluir la petición ciudadana de 
inhabilitación total para el caso de las infracciones muy graves. 
En cuanto al órgano competente y procedimiento, la competencia para ordenar 
la incoación y la imposición de sanciones públicas se reordena. Así, pasa de ser el 
Ministro de Hacienda quien se ocupa de los altos cargos de la Administración local por 
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infracciones económico presupuestarias, a los órganos autonómicos correspondientes, 
el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma o el Pleno de la Junta de Gobierno 
de la Entidad Local. (IBID: art. 31.4c). 
Además, se establece que las resoluciones que se dicten en aplicación del 
procedimiento sancionador del título serán recurribles ante el contencioso 
administrativo (IBID: art. 31.5). 
Otro aspecto especialmente importante de la ley que refunde y reestructura 
aspectos anteriores del proyecto es la creación de un nuevo título dedicado íntegro al 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. 
Dicho organismo de nueva creación pasa a sustituir la proyectada Agencia de 
Transparencia. De él se dice que “tiene personalidad jurídica propia y plena capacidad 
de obrar. Actúa con autonomía y plena independencia en el cumplimiento de sus fines” 
(IBID: art. 33.2). Sin embargo, tal y como denuncia Acces Info (2013: web), sigue 
adscrito al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, por lo que no será 
independiente (como sería exigible) y el cambio se reduce en lo esencial a un aspecto 
terminológico.  
El mencionado consejo pasa a ser el órgano para la interposición de 
reclamaciones en materia de acceso y será sustitutivo del circuito ordinario de los 
recursos administrativos. Sin embargo, se excluyen de su competencia los recursos 
contra las resoluciones dictadas por la Casa Real, el Congreso de los Diputados, el 
Senado, el Tribunal Constitucional, el Consejo General del Poder Judicial, el Banco de 
España, el Consejo de Estado, el Defensor del Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el 
Consejo Económico y Social e instituciones análogas, contra los que sólo cabrá la 
interposición de recurso contencioso-administrativo (Art. 23 1. y 2.).  
En cuanto a las reclamaciones, se permite que las comunidades autónomas 
atribuyan la competencia para la resolución a dicho consejo (por medio de convenio con 
la Administración General del Estado). Por el contrario, se elimina la obligación del 
Presidente del Consejo Estatal de Transparencia de elaborar una memoria para el 
análisis del cumplimiento de las disposiciones (IBID: art. 24. 5 y 6). 
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Respecto a la composición de la Comisión de Transparencia y Buen Gobierno, 
ésta quedará compuesta por el Presidente, un Diputado, un Senador, un representante 
del Tribunal de Cuentas, un representante del Defensor del Pueblo, otro de la Agencia 
Española de Protección de Datos, otro de la Secretaría de Estado de Administraciones 
Públicas y un último de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (IBID: 
art. 36.2). De este modo, el consejo carece de personal independiente y su Comisión 
“estará compuesta por cargos políticos o administrativos” (Access Info, 2013: web).  
Cabe comentar también que el Presidente del Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno es el único al que se dota de relativa condición independiente debido a que su 
nombramiento se realiza en Comisión Parlamentaria. Sin embargo, tal y como 
recuerda Access Info “hay que diferenciar que la aprobación en comisión 
parlamentaria es muy diferente de la aprobación en el pleno del parlamento” (Access 
Info, 2013: web). Dicho presidente será nombrado por un periodo no renovable de cinco 
años “a propuesta del titular del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas” 
(IBID: art.37.1), lo que confirma la hipótesis de que su independencia es bastante 
limitada. Entre sus funciones figuran las de adoptar recomendaciones para el mejor 
cumplimiento de las resoluciones de la ley y asesorar en materia de transparencia. 
Para Access Info (2013: web) apenas se desarrollan los poderes y las facultades del 
Presidente del Consejo de Transparencia. Además, “no menciona el poder vinculante, 
ni le reconoce las facultades de inspección de instalaciones ni de revisión de 
documentos clasificados” (IBID, 2013: web). 
Es importante destacar que “la condición de miembro de la comisión no exigirá 
dedicación exclusiva ni dará derecho a remuneración” (IBID: art. 36.3). Como 
excepción, el Presidente del Consejo de la Transparencia y Buen Gobierno “percibirá 
las retribuciones fijadas de acuerdo con el Real Decreto 451/2012…”. Esto supone que 
sólo el presidente de dicho consejo percibirá retribución económica, lo que es bastante 
positivo ya que es el cargo más independiente respecto del resto de los que componen 
la comisión.  
En el régimen jurídico se recoge que el Consejo de Transparencia “anualmente 
elaborará un anteproyecto de presupuesto con la estructura que establezca el 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas para su elevación al Gobierno” 
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(IBID: art.39.1a). Para Access Info, esto implica que no será “un sistema 
presupuestario independiente” (Access Info, 2013: web) puesto que rendirá cuentas 
ante el Gobierno, en lugar de hacerlo ante el Parlamento. 
Como aspecto positivo destaca que elevará anualmente a las Cortes Generales 
una memoria sobre el desarrollo de sus actividades y velará por el cumplimiento de la 
Administración General del Estado de las obligaciones contenidas en el capítulo (IBID: 
art.9.2). 
Por último, respecto del consejo, se establece su colaboración con la Agencia 
Estatal de Transparencia para la aplicación de la protección de datos personales y la 
ponderación del interés público en el acceso a la información.  
En cuanto a las disposiciones complementarias, se modifica ligeramente la 
disposición adicional primera para quitar de la aplicación de la ley los archivos que no 
tengan consideración de archivos de oficina o gestión y se simplifica la redacción de la 
disposición adicional segunda y la cuarta.  Se añade una disposición adicional en la 
que se establece a la Secretaría General de la Presidencia como órgano competente 
para solicitar “el acceso a la información que obre en poder de la Casa de su Majestad 
el Rey” (IBID: Disposición adicional sexta). Sin embargo, dicho órgano no es 
independiente, pues depende del Ministerio de Presidencia.  
Un punto positivo es la aprobación por el gobierno de un plan formativo en el 
ámbito de la transparencia para los funcionarios y personal de la Administración 
General del Estado y una campaña informativa para los ciudadanos. A su vez, deja a 
cargo del Congreso de los diputados, el Senado y las Asambleas Legislativas de las 
Comunidades Autónomas la regulación de la aplicación concreta de la ley en sus 
respectivos ámbitos. 
En lo referido al ámbito de las declaraciones patrimoniales, objeto de estudio de 
esta tesis, se mantiene la modificación de la ley 5/2006 para la inclusión de “los demás 
altos cargos” (IBID: Disposición Final Segunda). Se elimina, sin embargo, la 
modificación del nombre de la Oficina de Conflictos de Intereses y de su gestión, que 
sigue quedando como estaba, en parte por la creación del Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno. 
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Se modifica también la ley de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado, para establecerse que varios organismos (la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores, el Consejo de Seguridad Nuclear, etc.) se 
rijan por su legislación específica.  
Se añaden otras modificaciones, como la relativa a la ley de prevención de 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, en la que se amplían los 
sujetos obligados, las medidas de diligencia debida, las personas con responsabilidad 
jurídica, las medidas de control interno, las sanciones y contramedidas financieras 
internacionales y las infracciones muy graves.  
En cuanto al desarrollo reglamentario, se establece la aprobación por el Consejo 
de Ministros en tres meses desde la publicación de la ley en el BOE de un Real Decreto 
por el que se apruebe el Estatuto orgánico del Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno. 
Se sigue estableciendo que la ley se dictará al amparo de ciertos artículos de la 
Constitución, como la competencia exclusiva del Estado en la regulación de la garantía 
de la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento 
de los deberes, las bases y la coordinación de la planificación general de la actividad 
económica, y las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del 
régimen estatutario de sus funcionarios. Se exceptúan de esto varios artículos, como el 
referido a la evaluación del cumplimiento de los planes y programas anuales por las 
inspecciones generales de servicios, el control del Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno de las obligaciones del Estado, la creación del Portal de la Transparencia y 
sus principios técnicos, y la revisión y simplificación normativa de la Administración 
General del Estado (IBID: Disposición final octava). 
En último lugar, es importante en sentido negativo la modificación de la 
entrada en vigor de la ley, cuyos plazos se aumentan considerablemente. Así, se pasa a 
establecer un año desde la publicación en el BOE para la entrada en vigor del título 
preliminar, el título I y el título III, mientras que el plazo se amplía hasta dos años 
para los órganos de las comunidades autónomas y entidades locales (IBID: Disposición 
Final Novena).  
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Como conclusión final, se puede decir que se han ido produciendo mejoras 
secundarias en los diferentes borradores del proyecto hasta llegar al texto definitivo 
(como la creación de un órgano semiindependiente de control y gestión o la inclusión 
del Tribunal Constitucional, la Casa Real, los partidos políticos, sindicatos y 
patronales entre las instituciones sometidas a obligaciones más o menos amplias de 
respuesta). Sin embargo, en la ley finalmente aprobada subsisten las limitaciones más 
graves y decisivas y se incumplen muchas de las mejoras exigibles como el 
reconocimiento del derecho de acceso a la información como derecho fundamental o la 
reforma de la Ley Orgánica de Protección de Datos para evitar que la necesaria y 
proclamada transparencia no quede sistemáticamente minimizada por una absolutista 
concepción de la protección de los datos personales. La dotación de carácter orgánico a 
la ley de transparencia o la eliminación del silencio administrativo negativo continúan 
siendo dos de las principales carencias para que la regulación aprobada constituyera 
un avance de auténtico calado. 
 
3.2.3. Las leyes de transparencia de las Comunidades Autónomas 
 
 En el proceso de creación de una Ley de Transparencia, algunas 
comunidades autónomas compitieron con el Estado central por la creación de una ley 
más rápidamente, aunque no siempre de más calidad.  
Es el caso de la Comunidad Autónoma de Galicia, que en 2006 proponía una 
temprana ley de transparencia y buenas prácticas. En ella se fomenta especialmente 
“el empleo de las técnicas informáticas y telemáticas para el desarrollo de su actividad 
y el ejercicio de sus competencias” (Ley de Transparencia y Buenas Prácticas de 
Galicia, 2006: art. 2 i), pero deja fuera conceptos tan importantes como el de datos 
abiertos o software libre. Como dato positivo destaca la creación de un “registro 
telemático en el cual las personas podrán presentar sus solicitudes, escritos y 
comunicaciones dirigidos a la Administración de la Comunidad Autónoma, a sus 
organismos autónomos y a los demás entes públicos autonómicos que tramiten 
procedimientos administrativos” (IBID: art.8). 
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Fija, además, el derecho de las personas “a solicitar y obtener información sobre 
los aspectos de la actividad administrativa de las instituciones y órganos mencionados 
en el artículo 1 de la presente ley que afecten a sus derechos e intereses legítimos” 
(IBID: art.7). Se cae así de nuevo en el ambiguo término de interés, tan gratuitamente 
citado en la legislación española, pero que deja sin resolver quiénes son aquellos 
interesados. Se obvia además la deseable supresión de la necesidad de justificar el 
interés a la hora de realizar una petición. 
Resulta positivo, en cambio, el fomento de la participación de la ciudadanía en 
la elaboración de las disposiciones de carácter general, aunque matiza que “la 
presentación de propuestas no atribuye la condición de persona interesada en el 
procedimiento” (IBID: art. 9.2), en una nueva alusión restrictiva al término de 
interesado, que parece limitarse así al de ‘afectado’. 
En el tema que nos ocupa, se constituye el Registro de Actividades y el de 
Bienes Patrimoniales de Altos Cargos de la Xunta de Galicia, del que sólo será público 
el Registro de Actividades, cuyo contenido se publicará en la web y en el diario oficial 
de Galicia.   
Otras comunidades autónomas que aún no contaban con una ley de 
transparencia estaban trabajando en ambiciosos proyectos que competían con la 
propuesta de Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno 
del Gobierno.  
Es el caso de Canarias, cuya norma pretende ser aplicable a todas las 
instituciones de la comunidad autónoma. Junto a esto, aspira a poner el foco en las 
retribuciones de los diputados (tal y como ya se publican los sueldos de los miembros 
del Gobierno), una posibilidad siempre bloqueada por la Mesa del Parlamento Canario. 
Además, y como dato más importante, pretende que todo documento que tenga 
carácter oficial y se halle en poder de los gestores públicos pueda ponerse a disposición 
de los ciudadanos que lo requieran en el plazo de 15 días (TORRES, 2012: web). 
Ocurre igual en el caso de Cataluña, donde la pretensión es crear una ambiciosa 
ley de transparencia que regule el derecho de acceso de los ciudadanos a la 
información pública, permitiendo, por ejemplo, conocer el sueldo de todos los cargos 
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públicos (directivos de entes públicos, sociedades o fundaciones), la ejecución de los 
presupuestos o el destino de las subvenciones, y garantizar, entre otras cosas, el acceso 
a documentos públicos ocultos hasta el momento. Junto a esto, pretende establecer 
unos principios de buen gobierno y sanciones para quien los incumpla. Como principal 
carencia el proyecto catalán indica la obligación de realizar una declaración 
patrimonial por los altos cargos al acceder al puesto, pero no deja claro si ésta sería 
pública o no (NOGUER, 2012: web). 
Como ejemplo de leyes de transparencia de calidad se encuentra el Proyecto de 
Ley Foral de la Transparencia y del Gobierno Abierto de Navarra, por su amplitud en 
la definición del concepto de información y por recoger el concepto de neutralidad 
tecnológica, que se basa en la apuesta de la Administración Pública por “la utilización 
y promoción de software de código abierto, así como por el uso de estándares abiertos y 
neutrales en materia tecnológica e informática, y favorecerá dichas soluciones 
abiertas, compatibles y reutilizables, en la contratación administrativa de aplicaciones 
o desarrollos informáticos” (Proyecto de Ley Foral Navarra, 2012: art.4 ñ). 
Además, recoge el derecho del ciudadano “a obtener, previa solicitud, la 
información pública que obre en poder de la Administración Pública, sin que para ello 
esté obligado a declarar un interés determinado, y sin más limitaciones que las 
contempladas en esta Ley Foral” (IBID: art. 5b) o que “no podrá exigirse dicha 
motivación en caso alguno” (IBID: art. 26. 4). Esto contrasta con lo establecido en el 
proyecto de ley nacional (Proyecto, 2012) donde se recoge que “el solicitante podrá 
incluir los motivos por los que solicita la información y que deberán ser tenidos en 
cuenta cuando se dicte la resolución. No obstante, la ausencia de motivación no será 
por si sola causa de rechazo de la solicitud”. Sin embargo, cuando se refiere a datos 
especialmente protegidos, el Proyecto de Ley de Transparencia nacional establece que 
se concederá el acceso previa ponderación tomando en consideración, entre otras 
cuestiones, “la justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un 
derecho o el hecho de que tengan la condición de investigadores y motiven el acceso en 
fines históricos, científicos o estadísticos” (Proyecto, 2012: art. 12.4 b). 
En referencia a los límites, el proyecto de ley foral establece límites similares a 
los del proyecto nacional, sin embargo, se especifica que “las limitaciones mencionadas 
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buscarán su ponderación con el derecho a la libertad de información veraz de los 
medios de comunicación, protegiendo la identidad de los afectados y, en especial, de los 
menores de edad”. Esta mención al derecho a la información recogido en el artículo 20 
de la Constitución, no está presente en el proyecto nacional, que sólo alude al 105.  
Dedica además, un artículo a las garantías para la participación de la 
ciudadanía (Proyecto foral Navarra, 2012: art. 35) y un capítulo a los instrumentos de 
participación y colaboración ciudadanas (IBID: capi II) en el que se especifica la 
creación del “Registro de Participación y Colaboración ciudadanas” con foros de 
consultas, paneles ciudadanos, etc. Otro de los capítulos está dedicado a los derechos 
específicos de participación y colaboración de los ciudadanos en las políticas públicas 
(IBID: cap. III).  
En el tema que nos interesa (y que se analizará con detalle en el apartado 
referido a Navarra), el Proyecto de ley Foral de Navarra recoge que “se harán públicas 
las retribuciones y otras cantidades percibidas por los miembros del Gobierno de 
Navarra y altos cargos de la Administración Pública por el desempeño de actividades 
compatibles. También se harán públicos los bienes y derechos patrimoniales que 
posean al inicio, durante y al final de su mandato o cargo público.” (IBID: art. 64). 
Sin embargo, de nuevo “El Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales tiene 
carácter reservado” (IBID: art. Único, seis). Aunque los datos registrales relativos a las 
retribuciones y otras cantidades percibidas por los miembros del Gobierno de Navarra 
y altos cargos de la Administración Pública por el desempeño de actividades 
compatibles, y los relativos a los bienes y derechos patrimoniales que posean al inicio, 
durante y al final de su mandato o cargo público se publicarán en el Portal del 
Gobierno de Navarra en Internet, en la forma que reglamentariamente se determine. 
A estos efectos, la información referida a los bienes y derechos patrimoniales se 
publicará por referencia a su valor y forma de adquisición, omitiéndose los datos 
relativos a su localización y salvaguardando la privacidad y seguridad de sus titulares 
(IBID: Art. Único, seis)”. 
Aquí hay una palabra clave que hace que este proyecto sea más aperturista que 
el concebido a nivel nacional, ya que en el foral se recoge la publicidad de “los bienes y 
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derechos patrimoniales que (miembros del Gobierno y altos cargos de la 
Administración) posean al inicio, durante y al final de su mandato”, mientras que a 
nivel nacional sólo se indicaba la formulación de declaraciones por los altos cargos en 
el plazo de tres meses “desde la fecha de toma de posesión y cese”, lo que indica que 
sólo existan dos modelos de declaraciones patrimoniales en toda una legislatura, el de 
toma de posesión y de cese, sin actualizar ante posibles cambios patrimoniales.  
En junio de ese año se aprobaba definitivamente la Ley Foral de Transparencia 
y Gobierno Abierto y, según trataremos con más detalle en el capítulo referido a las 
declaraciones de patrimonio y actividades en las comunidades autónomas, regulaba la 
publicación de: 
“las retribuciones y otras cantidades percibidas por los miembros del Gobierno de 
Navarra y altos cargos de la Administración pública por el desempeño de actividades 
compatibles. También se harán públicos los bienes y derechos patrimoniales que posean al 
inicio, durante y al final de su mandato o cargo público” (Ley Foral Navarra, 2012: art. 
63.1).  
Añade además, que el modo de hacer la publicidad será por medio del Registro 
de Actividades y del Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales.  
En general, la nueva ley de transparencia de 2012 de Navarra se aproxima al 
ideal de ley de transparencia a nivel nacional. En ella se establece para la solicitud de 
información la posibilidad de hacerla por cualquier medio, que indique constancia de 
“a) la identidad del solicitante b) la indicación de la información que se solicita, sin que 
sea requisito, indispensable identificar un documento o expediente concreto c) en su 
caso, la forma o formato preferido de acceso a la información solicitada d) una 
dirección de contacto válida a la cual puedan dirigirse las comunicaciones a propósito 
de una solicitud” (Ley Foral, 2012: art.26.3).  
Esto ya supone un avance respecto de la ley 30/1992 (LRJ-PAC, 1992, art. 70) 
pues se elimina la necesidad de incluir los hechos y razones de la petición y la firma 
del solicitante: “El solicitante podrá exponer, si lo desea, las razones que justifican la 
petición de la información. Sin embargo, no podrá exigirse dicha motivación en caso 
alguno” (Ley Foral Transparencia, 2012: art. 26.4). 
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A pesar de todo, la plataforma de petición de datos online Tuderechoasaber.es y 
Access Info aseguran que dicho acceso, que sí se producía así en un comienzo, se ha 
dificultado, ya que desde 2013 obliga a identificarse mediante certificado digital o DNI 
electrónico (DNIe) para realizar solicitudes de información vía Internet, lo que limita 
el acceso a la información en Navarra. Además del certificado digital, se exige a los 
solicitantes indicar su DNI, su dirección postal y su teléfono. Las dos organizaciones 
consideran que (ANDERICA, 2013: web): 
“requerir un certificado digital para poder enviar solicitudes telemáticas es, hoy por 
hoy, un factor excluyente. Actualmente en España hay 2.967.238 certificados activos. No 
parece una solución pensada para todos. Aunque también es posible realizar la solicitud online 
con el DNI electrónico, su uso, pese a haber expedidos más de 32 millones en España, está 
muy lejos de ser generalizado”. 
Desde Tuderechoasaber pidieron al Gobierno de Navarra la reconsideración de 
la postura y cambio de la norma. 
Cambiando de comunidad autónoma, es también destacable la Propuesta de Ley 
de Gobierno Abierto de Extremadura (Propuesta Extremadura 2012), como ágora 
virtual para ayudar a elaborar la futura Ley de buena Administración y de buen 
Gobierno de Extremadura y como modelo de participación ciudadana muy importante 
en cuanto a información, la posibilidad de hacer propuestas, de participar en debates y 
ayudar en la toma de decisiones.  
En esta línea, los grupos parlamentarios Popular, Socialista e Izquierda Unida-
Verdes-SIEX formularon una Propuesta de Ley de Gobierno Abierto de Extremadura. 
Ésta, define el Gobierno Abierto como (IBID: art.39). 
“aquel que es capaz de entablar una permanente conversación con los ciudadanos y 
ciudadanas con el fin de escuchar lo que dicen y solicitan, que toma sus decisiones centrándose 
en sus necesidades y preferencias, que facilita la participación y la colaboración de la 
ciudadanía en la definición de sus políticas y en el ejercicio de sus funciones (…)”. 
El Proyecto de Ley es muy similar al nacional, recogiendo puntos muy similares 
en toda su extensión.  
 - 247 - 
 
 
Concretamente, el proyecto dedica un artículo a la obligación de declarar las 
actividades, bienes, derechos e intereses de los diputados de la Asamblea de 
Extremadura, y establece que “las declaraciones de bienes y derechos incorporadas en 
el correspondiente Registro de bienes y derechos o intereses, también serán públicas 
en el Diario Oficial del ámbito correspondiente, si bien en la declaración comprensiva 
de la situación patrimonial de los diputados, altos cargos y otros cargos públicos 
anteriormente señalados se podrán omitir aquellos datos referentes a su localización a 
efectos de salvaguardar la privacidad y seguridad de sus titulares”.  
Indica además que: 
“tanto las declaraciones de actividades como las de bienes y derechos o intereses, en los 
términos señalados, así como las retribuciones y otras cantidades percibidas por los miembros 
de la Junta de Extremadura, altos cargos de la Administración y diputados de la Asamblea de 
Extremadura, se incorporarán a la sede electrónica corporativa correspondiente a través del 
Portal de Transparencia y Participación Ciudadana”.  
Asimismo, “se harán públicas las prestaciones económicas que se abonen a los 
ex miembros de la Junta de Extremadura o ex altos cargos de la Administración 
Pública”. (Propuesta de Ley de Gobierno Abierto de Extremadura, 2012: Art. 34). 
Como novedad respecto del proyecto estatal se constituye el llamado “Consejo 
Extremeño de Ciudadanos y Ciudadanas” como órgano legitimado por la Asamblea de 
Extremadura para la participación ciudadana, formado por todos los colectivos y 
ciudadanos que deseen formar parte del mismo y para la participación en reuniones.  
Otra de las novedades es la creación de un “Plan de Simplificación 
Administrativa” para promover su racionalización y simplificación. Se publicará en el 
Boletín Oficial de Extremadura y en la web de la Junta de Extremadura (IBID: 
Disposición adicional primera).  
La Junta de Extremadura anuncia a principios de 2013 que aprobará su ley de 
transparencia una vez se conozca la ley nacional, para evitar colisiones con dicha 
norma. 
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Otras comunidades, como la andaluza, anuncian en un principio que prefieren 
esperar a conocer el proyecto nacional para publicar su propia ley. Pese a esto, el 4 de 
junio de 2013 hace público su anteproyecto de ley de transparencia. Este, se basa en el 
proyecto nacional pero incorpora algunos avances como el establecimiento de un plazo 
de 15 días para que las personas físicas y jurídicas que presten servicios públicos o 
ejerzan funciones administrativas, los adjudicatarios de contratos del sector público y 
beneficiarios de subvenciones, suministren información necesaria para el 
cumplimiento de las obligaciones previstas en la ley. (Anteproyecto Andalucía, 2013: 
art. 4.1, 4.2 y 4.3) También introduce multas en caso de incumplimiento de los plazos 
(IBID: art. 4.4). En cuanto a las resoluciones, da un plazo máximo de 20 días para 
dictar y notificar la resolución al solicitante (prorrogable en caso de gran volumen o 
complejidad de la resolución) (IBI: art. 30). 
Dichas condiciones no existen en el proyecto de ley nacional, que no establece 
plazo para el suministro de información por los administrativos y demás personal del 
sector público y, para el caso de las resoluciones, fija hasta 30 días (prorrogables otros 
treinta en caso de gran volumen o complejidad) (Proyecto de Ley, 2012: art. 17.1).  
Además, el anteproyecto de ley andaluza somete a los partidos políticos, 
sindicatos y organizaciones empresariales a la transparencia, tras el debate generado 
sobre su inclusión en la ley nacional. 
En el tema a estudiar, dicha ley incluye la obligación de presentar “las 
declaraciones de actividades, bienes, intereses y retribuciones de altos cargos de la 
Junta de Andalucía” (Anteproyecto Andalucía, 2013: art. 11 d). 
La Junta de Castilla y León anuncia por su parte la elaboración del 
anteproyecto de ley de transparencia para el primer semestre de 2014, y prevé su 
aprobación antes de que finalice el periodo de sesiones, en agosto de 2013, en sintonía 
con los periodos previstos para la ley nacional. 
En cualquier caso, en la mayoría de comunidades autónomas el panorama es 
inestable y cambiante, ya que se hallan en procesos de aprobación de leyes de 
transparencia durante la elaboración de esta tesis.  
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3.3. Legislación de acceso a datos de patrimonio y actividades de 
miembros del Gobierno  
 
Desde 1982, existe en España legislación específica para la regulación de las 
incompatibilidades de altos cargos, la Ley de Incompatibilidades en el Sector Público 
(Ley Incompatibilidades, 1982). Esta se basa en lo recogido por la Constitución 
Española, que establece que “la Administración Pública sirve con objetividad los 
intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, 
descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y 
al Derecho” (C.E., 1978: art.103.1). 
Dicha ley establece una temprana incompatibilidad entre el desempeño de la 
función pública y el ejercicio de cualquier cargo, profesión o actividad, públicos o 
privados, por cuenta propia o ajena, retribuidos o meramente honoríficos, que impidan 
o menoscaben el estricto cumplimiento de los deberes del funcionario, comprometan su 
imparcialidad o independencia o perjudiquen los intereses generales.  
Esta ley se aplicaba al personal civil al servicio de la Administración del Estado 
y sus organismos autónomos, al personal al servicio de las administraciones de las 
comunidades autónomas y los organismos de ellas dependientes, al personal al servicio 
de la Administración local y de los organismos de ella dependientes, al personal que 
ostente la condición de funcionario al servicio de la seguridad social, al personal que 
presta servicios en empresas en la que la participación de capital de una 
administración pública sea, al menos, mayoritaria, así como al restante personal al 
que resulte de aplicación la Ley de Bases del Régimen Estatutario de los Funcionarios 
Públicos (Ley Incompatibilidades, 1982: art primero. Tres).  
Prohibía la percepción de “más de un sueldo con cargo a los Presupuestos de las 
Administraciones Públicas y de los organismos y empresas de ellos dependientes o con 
cargo a los de los órganos constitucionales, salvo autorización expresa por ley o que los 
servicios se presten en régimen de jornada reducida”. (IBID: art. Segundo. Uno). 
Regula, además, las actividades privadas incompatibles con el ejercicio de la función 
pública, entre las que se encuentran: el asesoramiento o la pertenencia a consejos de 
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administración de empresas privadas o la participación superior al 10% en el capital 
de Sociedades que presten servicios a la entidad pública. 
Dicha ley ya establecía la obligación por el personal en servicio activo de 
realizar declaración de las actividades lucrativas profesionales, laborales, mercantiles 
o industriales que ejerzan fuera de las administraciones públicas. 
La ley fue mejorada por la Ley sobre Incompatibilidades de Altos Cargos (Ley 
Incompatibilidades, 1983), basada en el desarrollo del artículo 98.4 de la Constitución 
Española (“La ley regulará el estatuto de incompatibilidades de los miembros del 
Gobierno”) (C.E., 1978)) así como en los principios de separación de funciones, la 
garantía de la independencia y la imparcialidad y la no colisión de intereses. 
La ley exige el desempeño de un solo puesto y la percepción de una sola 
retribución por los altos cargos, lo que constituye, según sus palabras, un avance hacia 
“la solidaridad y moralización de la vida pública” (Ley Incompatibilidades, 1983: 
preámbulo).  
Esta ley ya establecía los altos cargos afectos por la ley de incompatibilidad, 
muy similares a los que establecería la posterior Ley de Regulación de Conflictos de 
Intereses de miembros del Gobierno y Altos Cargos de la Administración (Ley 
Regulación, 2006: art.2).  
Se establecía la dedicación absoluta del ejercicio del alto cargo y su 
incompatibilidad con el desempeño de otro puesto, profesión o actividad públicos o 
privados, por cuenta propia o ajena, retribuidos de cualquier forma. Además, matiza y 
amplía la prohibición establecida por la ley de Incompatibilidades de 1982 de percibir 
más de una remuneración con cargo a los presupuestos de las administraciones 
públicas, prohibiendo también “optar por percepciones correspondientes a puestos 
incompatibles, sin perjuicio de las dietas, indemnizaciones, asistencias que en cada 
caso correspondan por las compatibles” (Ley Incompatibilidades, 1983: art. Segundo 
dos).  
La ley despenaliza una serie de actividades, que sí podrán ser ejercidas por los 
altos cargos, como ostentar aquellos cargos que les correspondan con carácter 
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institucional o para los que fueran designados por su propia condición; representar a 
la Administración en los órganos colegiados directivos, consejos de administración de 
organismos o empresas con capital público (IBID: art.sexto). 
Además, ya indica que “los altos cargos formularán declaración sobre causas de 
posible incompatibilidad con arreglo al modelo que aprobará el Ministerio de la 
Presidencia” (IBID: art. Décimo).  
En 1995, se aprobaba una nueva regulación de incompatibilidades de miembros 
del Gobierno de la Nación y altos cargos de la Administración General del Estado (Ley 
Incompatibilidades, 1995), instada por el Congreso de los Diputados, que impulsaba al 
Gobierno a promover una reforma sobre la legislación de incompatibilidades de altos 
cargos a fin de perfeccionar el régimen sancionador por el incumplimiento de 
declaración. 
Como principio general, se consagra la incompatibilidad absoluta con cualquier 
actividad pública o privada,  retribuida o no, posibilitando el ejercicio de determinadas 
actividades lógicamente exceptuadas por no afectar a la dedicación absoluta del alto 
cargo o a su independencia. 
Del lado más importante, “se constituyen dos registros, uno, el de Actividades, 
en el que los altos cargos efectuarán declaraciones de las actividades que desempeñen, 
así como de aquellas que vayan a desempeñar con posterioridad a su cese. El otro, de 
Bienes y Derechos Patrimoniales, donde tendrán que declarar los bienes y derechos 
patrimoniales que posean, valores y activos financieros negociables, participaciones 
societarias, etc.” (IBID, 1995: Exposición de Motivos). 
La ley obliga a los altos cargos a “efectuar declaración de las actividades que 
desempeñen por sí o mediante sustitución o apoderamiento (…) en el improrrogable 
plazo de tres meses siguientes a la fecha de toma de posesión y cese, respectivamente, 
en el alto cargo, así como cada vez que el interesado inicie una nueva actividad, de las 
que son objeto de regulación en esta Ley” (IBID, 1995: art.5). 
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Además, “quienes tengan la condición de alto cargo están obligados a formular 
en el Registro (…) una declaración patrimonial, comprensiva de la totalidad de sus 
bienes, derechos y obligaciones”, que comprenderá:  
“Los bienes, derechos y obligaciones patrimoniales que posean. Los valores o 
activos financieros negociables. Las participaciones societarias. El objeto social de las 
sociedades de cualquier clase en las que tengan intereses. Las sociedades participadas 
por las que sean objeto de declaración según el apartado c) con señalamiento de sus 
respectivos objetos sociales”. (IBID: art.6) 
En cuanto a los registros, el Registro de Actividades de Altos Cargos tendrá 
carácter público, rigiéndose por lo dispuesto en la Ley Orgánica 5/1992 (L.O., 1992) y 
el artículo 37.1 de la ley 30/1992 (LRJ-PAC, 1992): 
“Los ciudadanos tienen derecho a acceder a los registros y a los documentos que 
formando parte de un expediente, obren en los archivos administrativos, cualquiera que sea 1a 
forma de expresión, gráfica, sonora o en imagen o el tipo de soporte material en que figuren, 
siempre que tales expedientes correspondan a procedimientos terminados en la fecha de la 
solicitud” 
En cuanto al Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales, este tiene “carácter 
reservado” y sólo podrá accederse al mismo (…) previa presentación de solicitud en la 
que se especifique el alto cargo de cuyos datos se quiera tener constancia. Sólo pueden 
acceder a este Registro: las Cortes Generales, de acuerdo con lo que establezcan los 
Reglamentos de las Cámaras; los órganos judiciales, para la instrucción o resolución 
de procesos y de conformidad con lo dispuesto en las leyes procesales; el Ministerio 
Fiscal, cuando realice actuaciones de investigación y el Defensor del Pueblo en los 
términos de su Ley Orgánica. 
El PSOE llevaba en su programa electoral de 2004 la promesa de regular 
legalmente la información sobre los intereses de los miembros del Ejecutivo y así 
mejorar la legislación sobre el régimen de incompatibilidades y la declaración de 
actividades y bienes. 
“Ampliaremos y clarificaremos legalmente el régimen de incompatibilidades y registro 
de intereses de los miembros del Gobierno, de los altos cargos y de los directivos de empresas 
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públicas y de los organismos de control, con el fin de evitar que se produzcan conflictos de 
interés en el desempeño del servicio público. Igualmente se hará, a través de la legislación 
básica del Estado, respecto de las Administraciones Públicas autonómica y local” (PSOE, 
2004: web). 
La promesa se demoró dos años, hasta 2006, con la aprobación de la ley 5/2006 
de Regulación de Conflictos de Intereses de los Miembros del Gobierno y de los Altos 
Cargos de la Administración General del Estado (Ley regulación conflictos, 2006), que 
deroga la ley 12/1995 (Ley Incompatibilidades, 1995). 
El objetivo de esta ley era “establecer las obligaciones que incumben a los 
miembros del Gobierno y a los altos cargos de la Administración General del Estado 
para prevenir situaciones que puedan originar conflictos de intereses” por medio de 
“un nuevo régimen jurídico regulador de la actuación de los altos cargos” (IBID, 2006: 
Preámbulo). 
En este sentido, “se establecen los requisitos a que han de someterse los 
titulares de determinados órganos con carácter previo a su nombramiento”, “se 
establece un nuevo régimen de prevención de situaciones de conflictos de intereses de 
los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la Administración General del 
Estado” y “se consagra el principio de dedicación exclusiva del alto cargo a su puesto 
público, restringiendo todas aquellas actividades que puedan perturbar o incidir en el 
desempeño de sus funciones públicas”. Además, “refuerza el control sobre los intereses 
patrimoniales que pueda tener el alto cargo”, introduce un control adicional en el 
“desempeño por actividades privadas de los altos cargos” e introduce “dos 
innovaciones: la creación de la Oficina de Conflictos de Intereses como órgano 
competente de la gestión del Régimen de Incompatibilidades” (que sustituye a la 
Inspección General de Servicios de la Administración Pública) y el “reforzamiento del 
régimen sancionador” (IBID, 2006: Preámbulo). 
Dicha Oficina de Conflictos de Intereses se consigna como el órgano competente 
para la gestión del régimen de incompatibilidades de altos cargos, y está adscrita al 
Ministerio de Administraciones Públicas. Ella es la encargada de requerir a quienes 
sean nombrados o cesados el cumplimiento de las obligaciones previstas en la ley. 
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Además, será la encargada de “la llevanza y gestión de los Registros de Actividades y 
de Bienes y Derechos Patrimoniales de Altos Cargos y responsable de la custodia, 
seguridad e indemnidad de los datos y documentos que en ellos se contengan”. Junto a 
esto, su personal “tiene el deber permanente de mantener en secreto los datos e 
informaciones que conozca por razón de su trabajo” (IBID, 2006: art. 15). 
Como medida de control se establece, además, que dicha Oficina eleve al 
Gobierno cada seis meses, para su remisión al Congreso de los Diputados, información 
detallada del cumplimiento por los altos cargos de las obligaciones a declarar, así como 
las infracciones y las sanciones impuestas. Esta información contendrá datos sobre el 
número de altos cargos obligados a formular declaración, el número de declaraciones 
recibidas y la identificación de aquellos que no hayan cumplimentado sus obligaciones.  
Como primera conclusión se puede cuestionar el hecho de que dicha información 
sólo sea conocida por la Oficina de Conflictos de Intereses y transmitida al Gobierno y 
el Congreso de los Diputados. ¿Por qué no se hace pública también a los ciudadanos? 
Si de verdad se quiere establecer un control riguroso de la transparencia del régimen 
de conflictos de intereses, son los ciudadanos quienes deben fiscalizar dicho 
cumplimiento.  
En cuanto al ámbito de aplicación de la ley, se aplica a todos los altos cargos del 
Estado, delimitados de forma muy similar a la recogida en la Regulación anterior (Ley 
Incompatibilidades, 1995). 
Estos son, entre otros: (Ley Regulación, 2006: art. 3): 
“Los miembros del Gobierno, los secretarios de estado, los subsecretarios y 
asimilados; los secretarios generales; los delegados del Gobierno en las comunidades 
autónomas, en Ceuta y Melilla; los delegados del Gobierno en entidades de derecho 
público; y los jefes de misión diplomática permanente; así como los jefes de 
representación permanente ante organizaciones internacionales, Los directores 
generales de la Administración General del Estado y asimilados, el director general del 
Ente Público Radiotelevisión Española; los presidentes, los directores generales, los 
directores ejecutivos y asimilados en entidades de derecho público del sector público 
estatal vinculadas o dependientes de la Administración General del Estado, cuyo 
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nombramiento se efectúe por decisión del Consejo de Ministros o por sus propios 
órganos de gobierno y, en todo caso, los presidentes y directores con rango director 
general de las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social, el 
presidente del Tribunal de Defensa de la Competencia y los vocales del mismo (…)”. 
 La ley establece, además, un régimen de incompatibilidades para lo que exige 
una “dedicación exclusiva” en el desempeño de las funciones por parte de los altos 
cargos, que: 
 “no podrán compatibilizar su actividad con el desempeño (…) de cualquier otro 
puesto, cargo, representación, profesión o actividad, sean de carácter público o privado, 
por cuenta propia o ajena, y, asimismo, tampoco podrán percibir cualquier otra 
remuneración con cargo a los presupuestos de las Administraciones Públicas o 
entidades vinculadas o dependientes de ellas, ni cualquier otra percepción que directa o 
indirectamente provenga de una actividad privada”. (IBID: art.5). 
 Sin embargo, entiende lo dispuesto en el párrafo anterior sin perjuicio de las 
excepciones señaladas en los artículos 9 y 10, referidos al régimen de actividades. En 
ellos delimita la compatibilidad del régimen de actividades con ciertas actividades 
públicas, entre ellas, el desempeño de los cargos que les correspondan con carácter 
institucional, el desarrollo de misiones temporales de representación ante otros 
Estados, el desempeño de la presidencia de ciertas sociedades (cuando la naturaleza de 
los fines de la sociedad guarde conexión con las competencias atribuidas al alto cargo) 
y siempre que no perciban remuneración alguna salvo indemnizaciones por gastos de 
viaje, estancias y traslados que les correspondan. Además, permite “compatibilizar su 
actividad con la de Diputado o Senador de las Cortes Generales en los términos 
previstos en la Ley Orgánica del Régimen Electoral General” (IBID, 2006: art.9).  
En cuanto a las actividades privadas, compatibiliza el ejercicio de un puesto de 
alto cargo con las actividades de administración del patrimonio personal o familiar, las 
de producción y creación literaria, artística, científica o técnica y la colaboración y 
asistencia ocasional y excepcional como ponente a congresos, seminarios, etc., siempre 
que no sean consecuencia de una relación de empleo. También será compatible la 
participación en entidades culturales o benéficas que no tengan ánimo de lucro o 
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fundaciones, siempre que no perciban retribución o percepción superior a la 
autorizada. (IBID, 2006: art.10).  
 Junto a esto, la ley establece que los altos cargos deberán formular “una 
declaración de sus actividades profesionales, mercantiles o laborales que hubieran 
desempeñado durante los dos años anteriores a su toma de posesión como alto cargo”, 
que se efectuará ante el Registro de Actividades de Altos Cargos (IBID, 2006: art. 7). 
Regula también, la limitación del ejercicio de actividades privadas tras el cese. 
 Además, en el ámbito de la declaración patrimonial, refuerza el control sobre los 
intereses patrimoniales que pueda tener el alto cargo, su cónyuge o persona que 
conviva con él en análoga relación de afectividad, así como de determinados miembros 
de su unidad familiar (IBID: art.12). 
Es importante observar cómo en la propia ley se reconocen abiertamente la 
existencia de lagunas legales en la publicidad de datos públicos, así como la necesidad 
de establecer modificaciones. También es muy destacable el afán revisionista, de 
exaltación de los valores democráticos que los altos cargos deben ofrecer ante los 
ciudadanos.  
Sin embargo, dicha ley, que supuso un hito en el marco legislativo sobre control 
anticorrupción, se retrasó de modo prolongado en cuanto a su aplicación real. De este 
modo, su desarrollo, que estaba previsto inicialmente para los cuatro meses siguientes 
a su aprobación en 2006, se demoró otros tres años.  
Finalmente, el Real decreto 432/2009 aprueba el Reglamento por el que se 
desarrolla la ley 5/2006 (Reglamento, 2009) y vino a delimitar lo establecido por la ley. 
Éste delimita el objeto y ámbito de aplicación de la ley, especifica cuáles son los 
“cargos asimilados” o establece que “podrán ser depositadas en los Registros de Altos 
Cargos de la Oficina de Conflictos de Intereses, las declaraciones de actividades y de 
bienes y derechos patrimoniales que están obligados a formular el Presidente y los 
consejeros permanentes del Consejo de Estado, de conformidad con lo previsto en su 
ley orgánica” (IBID: art.1). 
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Además, establece que “las entidades de derecho público, organismos 
reguladores y de supervisión, etc. en cuyo capital sea mayoritaria la participación 
estatal o, que sin llegar a ser mayoritaria, la posición de la Administración General del 
Estado sea dominante, comunicarán en el plazo de un mes a la Oficina de Conflictos de 
Intereses cada vez que se produzca un nombramiento, los efectuados respecto de 
aquellos puestos de trabajos que conforme a la ley 5/2006 (…) tengan la condición de 
altos cargos” (IBID: art.2). 
Igualmente: 
“las entidades o empresas públicas o privadas con representación del sector público en 
sus consejos de Administración, comunicarán a la Oficina de Conflictos de Intereses, las 
designaciones que se efectúen para su Consejo de Administración u Órganos de Gobierno en 
personas que conforme a lo dispuesto en la ley 5/2006 (…) tengan la condición de alto cargo” 
(IBID: art.2) 
Asimismo, establece que los Registros de Actividades y de Bienes y Derechos 
Patrimoniales de los altos cargos estén a cargo de la Oficina de Conflictos de Intereses 
(IBID, 2009: art.3) y que dichas declaraciones se presentarán preferentemente en 
forma de documentos electrónicos a través del Registro Telemático del Ministerio de 
Administraciones Públicas. 
Dota a la Oficina de Conflictos de Intereses de grandes poderes, de modo que 
cuando ésta tenga conocimiento de la toma de posesión o de cese de un alto cargo, “se 
dirigirá a él informándole sobre las obligaciones de la ley 5/2006 (…) sobre las 
obligaciones de formular las declaraciones a que se refiere dicha ley” (IBID, 2009: art. 
16). 
Además, para la recepción de declaraciones, se habilitará en la Oficina de 
Conflictos de Intereses, una Unidad de Registro propia (IBID: art. 17). 
La Oficina también podrá exigir subsanaciones, en el caso de que se aprecien 
“deficiencias formales en la declaración o falta de documentación exigible” (IBID: 
art.18, que serán de un mes. Además, si tras examinar la documentación, la Oficina 
descubriese que el interesado pudiese estar incurriendo en alguna de las causas de 
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incompatibilidad, se le dará varios plazos sucesivos de un mes para contestar o aportar 
los datos necesarios. Si, tras el tercer plazo persiste el error, se realizarán por parte de 
la Oficina las actuaciones previas al procedimiento sancionador recogidas en el 
artículo 19 de la ley 5/2006 (2006: art. 19). 
3.3.1. La declaración de actividades. Una situación estancada desde 
1995 
 
La ley 12/1995 (Ley Incompatibilidades, 1995) delimitaba la creación de un 
Registro de Declaraciones de Actividades (junto con otro de Bienes y Derechos 
Patrimoniales) de los altos cargos y obligaba a formular ante el mismo declaración de 
las actividades desempeñadas y de aquellas que fueran a realizar una vez cesado en el 
desempeño de su cargo en los tres meses siguientes a la toma de posesión y cese, así 
como cada vez que el interesado iniciase una nueva actividad. Como dato importante, 
daba carácter público al Registro de Actividades. 
Tal y como explicaba con anterioridad, el PSOE incluyó en el capítulo dos de su 
programa electoral de 2004 la promesa de crear una ley que regulase la información 
sobre los intereses de los miembros del ejecutivo (PSOE, 2004: web).  
La citada ley 5/2006 de Regulación de Conflictos de Intereses de los Miembros 
del Gobierno y de los Altos Cargos de la Administración General del Estado (Ley de 
Conflictos de Intereses, 2006) vino delimitar dicha pretensión.  
Pero el elenco de buenos propósitos queda algo empañado al llegar al capítulo 
referido a la publicación, que, como veremos, presenta algunas peculiaridades.  
La ley recoge, como herencia de la legislación de 1995, que “los altos cargos 
están obligados a efectuar una declaración de las actividades que desempeñen (…) y de 
aquellas que vayan a realizar una vez que hubiesen cesado en el desempeño de los 
cargos, ante el Registro de Actividades de Altos Cargos al que se refiere el artículo 
14.2, en los términos que reglamentariamente se establezcan”. (Ley Conflictos, 2006: 
art. 11).  
Igualmente están obligados a efectuar en tres meses desde la toma de posesión, 
la declaración a la que se refiere el apartado 1 del artículo 7: “una declaración de sus 
 - 259 - 
 
 
actividades profesionales, mercantiles o laborales que hubieran desempeñado durante 
los dos años anteriores a su toma de posesión como alto cargo” (IBID, 2006: art.7.1). 
Sin embargo, dicha declaración no parece constar en el citado Registro de Actividades 
de Altos Cargos, o al menos, no lo indica la ley.   
En cuanto a los plazos, se mantiene el improrrogable plazo de los tres meses 
siguientes a las fechas de toma de posesión y cese, y lo mismo para cada vez que 
inicien una nueva actividad. También serán tres meses en el caso de las actividades 
realizadas durante los dos años anteriores a la toma de posesión como cargo.  
Como punto final al artículo, la ley modifica el órgano competente de la 
supervisión de las declaraciones, y pasa de ser la Inspección General de Servicios de la 
Administración Pública (Ley Incompatibilidades, 1995: art. 9.1) a ser la Oficina de 
Conflictos de Intereses (Ley Conflictos, 2006: art.11.3), que examinará las 
declaraciones y, de apreciar defectos formales, requerirá la subsanación del interesado.  
En lo referido a la publicidad, la ley mantiene de la legislación anterior (Ley 
Incompatibilidades, 1995) el “carácter público” (IBID: art.14.2) del Registro de 
Actividades, rigiéndose por la LOPD (1999).  
Posteriormente, la aprobación del Reglamento por el que se desarrolla la ley 
5/2006 (Reglamento, 2009), delimita el objeto y contenido de las declaraciones. 
Su capítulo dos fija el objetivo del Registro de Actividades de Altos Cargos en el 
depósito y custodia de las declaraciones a que se refieren los artículos 7, 8 y 11 de la 
Ley 5/2006 (referidos al deber de inhibición y de abstención de los altos cargos, las 
limitaciones al ejercicio de actividades privadas con posterioridad al cese, y la 
declaración de actividades). 
El Reglamento recalca, como ya hacía la ley, la obligación de los altos cargos de 
“declarar todas las actividades públicas o privadas que desempeñen, por sí o mediante 
sustitución o apoderamiento, y que sean susceptibles de ser retribuidas o que puedan 
proporcionar ingresos económicos”, además de incluir si reciben “cualquier otra 
remuneración o percepción con cargo a los presupuestos de las Administraciones 
Públicas o entidades vinculadas o dependientes” de éstas y “el inicio o cese en 
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cualquier actividad pública o privada”. Todo esto se formulará “en el improrrogable 
plazo de tres meses desde la fecha de toma de posesión del cargo y del cese, 
respectivamente, así como cada vez que el interesado inicie una nueva actividad de las 
que son objeto de regulación en la ley 5/2006” (IBID: art. 7.1).  
Las declaraciones se cumplimentarán según los modelos que contiene el Anexo I 
del Reglamento. Éste se puede conocer acudiendo al final del Reglamento, en lo 
referido a la declaración de actividades (Reglamento, 2009: 34674-34682).  
El declarante deberá realizar, al cese del cargo, otra declaración idéntica a la 
anteriormente presentada. 
El artículo 10 del Reglamento confirma el carácter público del Registro de 
Actividades de los Altos Cargos o lo que es lo mismo, este Anexo,  y recoge una frase 
verdaderamente aperturista en cuanto al acceso a dichas actividades: “Las personas 
que deseen conocer las declaraciones depositadas en el Registro de Actividades de 
Altos Cargos podrán, previa identificación de su personalidad, solicitar certificación de 
su contenido” (IBID: art.10. 2). 
Dichas certificaciones se solicitarán a la Oficina de Conflictos de Intereses 
mediante escrito, firmado por el solicitante, entregado directamente, o en cualquiera 
de los registros y oficinas determinados por el Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común:  
“En los registros de los Órganos administrativos a que se dirijan; en los 
registros de cualquier órgano administrativo, que pertenezca a la Administración 
General del Estado, a la de cualquier Administración de las Comunidades Autónomas, 
a la de cualquier Administración de las Diputaciones Provinciales, Cabildos y Consejos 
Insulares, a los Ayuntamientos de los Municipios (…), o a la del resto de las entidades 
que integran la Administración Local si, en este último caso, se hubiese suscrito el 
oportuno convenio; en las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se 
establezca; en las representaciones diplomáticas consulares de España en el 
extranjero; en cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes” (LRJ-PAC, 
1992: art. 38.4).  
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La publicidad del Registro de Actividades se rige también por lo establecido en 
la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo común en cuanto en los requisitos a la hora de realizar la solicitud, que 
deberán incluir: el nombre y apellidos del interesado, la identificación del medio o 
lugar a efectos de notificaciones; los hechos, razones y petición de la solicitud, el lugar 
y la fecha, la firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad; y el 
órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige (LRJ-PAC, 1992: art.70.1). 
Se añaden otras exigencias, como la indicación de la denominación del alto cargo 
del que se desea obtener declaración. Se especifica también que se rechazaran las 
solicitudes “genéricas” o “aquellas en las que no aparezca claramente identificado el 
titular del alto cargo del que se solicita la certificación” (Reglamento, 2009: art.10.5).  
Destaca como novedad que para realizar dicha solicitud de modo telemático, el 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas pone (en una fecha entre 2010 y 
2012) un modelo a disposición del público (Ministerio de Hacienda, 2012d: web) en el 
que el interesado debe incluir su nombre y apellidos, DNI, profesión, teléfono y 
domicilio, como se verá en el capítulo próximo, referido a la solicitud de datos. En 
cuanto a los datos del alto cargo, debe indicar su nombre, apellidos, cargo, 
departamento y organismo35. 
El obstáculo está en que en dicha solicitud sólo cabe pedir los datos de una 
persona por página por lo que hay que realizar tantas solicitudes diferenciadas como 
número de altos cargos cuyos datos se quiera conocer. 
Junto a esto, la legislación española de protección de datos se reserva un as en 
la manga. Tal y como se explicó en el epígrafe referido a la LOPD, la ley da la 
consideración de fuentes accesibles al público exclusivamente al censo promocional, los 
repertorios telefónicos, las listas de personas pertenecientes a grupos de profesionales 
(que contengan únicamente los datos de nombre, título, profesión, actividad, grado 
académico, dirección e indicación de su pertenencia al grupo), los diarios y boletines 
oficiales y los medios de comunicación. Sin embargo, no se incluyen publicaciones 
                                                
35
 Es importante destacar que en el modelo original de solicitud de consulta por el que la autora de esta tesis realizó su 
petición no se incluía el campo de “Hechos, razones y petición de la solicitud”. Dicho campo fue incluido en algún 
momento posterior y queda reflejado en el modelo al que se hace referencia en la cita sintética recogida más arriba  
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impresas como el Registro de Actividades. Esto hace que su difusión pública por 
aquellos peticionarios que adquieran la información sea ilegal a ojos de la LOPD y 
sujeta a la consiguiente sanción por la Agencia Española de Protección de Datos. Algo 
que no ocurriría si dichas declaraciones de actividades se publicasen en el Boletín 
Oficial del Estado, como sucede con las de patrimonio. 
De toda esta legislación puede extraerse la conclusión de que, en el marco de un 
avance notable a nivel de contenido, el formato de presentación del Registro lo dotaba 
de un acceso restringido a la difusión pública.  
En este sentido constituyó un avance la aprobación de la ley de transparencia, 
que relajó las condiciones de solicitud de acceso por el solicitante a la presentación de: 
su identidad, la información que se solicita, una dirección de contacto 
(preferentemente electrónica) a efectos de comunicación e indicación de la modalidad 
que se prefiera para acceder a la información solicitada. Como paso muy importante, 
indica que el solicitante “no está obligado a motivar su solicitud de acceso a la 
información” aunque “podrá exponer los motivos por los que se solicita la información 
y que podrán ser tenidos en cuenta cuando se dicte la resolución. No obstante, “la 
ausencia de motivación no será por sí sola causa de rechazo de la solicitud” (Ley 
transparencia, 2013: art.17.3). 
Como se puede comprobar, se pasa de una severa obligación de presentar el nombre 
y apellidos del solicitante, razones de la petición, lugar, fecha, firma y órgano al que se 
dirige, a establecer simplemente la justificación de la identidad, dirección electrónica y 
la posibilidad de incluir o no las razones de petición. Un avance muy positivo.  
En cualquier caso, es destacable el acceso público a este Anexo o lo que es lo mismo, 
el Registro de Actividades de los Altos Cargos, a diferencia de lo que ocurre en el caso 
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3.3.2. La declaración de patrimonio. Un paso adelante hacia el acceso 
digital 
 
La ley 12/1995 constituía por primera vez un Registro de Bienes y Derechos 
Patrimoniales (Ley Incompatibilidades, 1995), donde los altos cargos debían “formular 
en el Registro constituido en el órgano competente, según esta Ley, en los términos 
que reglamentariamente se establezcan, una declaración patrimonial, comprensiva de 
la totalidad de sus bienes, derechos y obligaciones”. 
La declaración patrimonial debía comprender los bienes, derechos y obligaciones 
patrimoniales, los valores o activos financieros negociables, las participaciones 
societarias, el objeto social de las sociedades de cualquier clase en las que tengan 
intereses y las sociedades participadas por aquellas otras que sean objeto de 
declaración con señalamiento de sus respectivos objetos sociales. De lado más 
negativo, la ley de 1995 dotaba a dicho registro de “carácter reservado” (IBID: art.8.3). 
La ley 33/2003, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, se encargaba 
de regular una política patrimonial integral para el sector estatal (Ley Patrimonio 
Administraciones Públicas, 2003).  
Pero no fue hasta 2006 cuando la ley 5/2006 recordaba la obligación de los altos 
cargos de formular declaración en el Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales de 
Altos Cargos (Ley Conflictos de Intereses, 2006: art. 12), y añadía en el apartado c) al 
cónyuge del alto cargo, “sea cual sea el régimen económico matrimonial o persona que 
conviva en análoga relación de afectividad e hijos dependientes y personas tuteladas” 
(IBID, 2006: art.12). 
En cuanto a los plazos, se mantenía el establecido por la regulación de 1995 de los 
tres meses siguientes a las fechas de toma de posesión y cese del alto cargo. 
Como detalle muy importante, la ley mantenía el “carácter reservado” del Registro 
de Bienes y Derechos patrimoniales  (IBID: art.14.3), sólo teniendo acceso al mismo, 
además del interesado, el Congreso de los Diputados y el Senado, los órganos judiciales 
para la instrucción o resolución de procesos y el Ministerio fiscal cuando realice 
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actuaciones de investigación en el ejercicio de sus funciones que requieran el 
conocimiento de los datos obrantes en el Registro.  
Paradójicamente y como novedad respecto de la Ley de Incompatibilidades de 1995, 
se citaba en el mismo artículo que: 
 “El contenido de las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales de los miembros del 
Gobierno y de los Secretarios de Estado se publicarán en el «Boletín Oficial del Estado», en los 
términos previstos reglamentariamente. En relación con los bienes patrimoniales, se publicará 
una declaración comprensiva de la situación patrimonial de estos altos cargos, omitiéndose 
aquellos datos referentes a su localización y salvaguardando la privacidad y seguridad de sus 
titulares” (IBID, 2006: art. 14.4). 
Esta redacción era, cuanto menos, ambigua, y denotaba la existencia de una 
contradicción entre el Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales, de carácter 
reservado, y el contenido de las declaraciones de bienes y derecho patrimoniales, 
publicadas en el BOE. Junto a esto, el adjetivo “comprensiva” indica que la declaración 
puede no ser todo lo rigurosa o formalmente exacta que debería ser.  
La primera observación que cabe hacer es por qué dicho registro no puede tener 
carácter público amparándose en lo dispuesto por el artículo 37 de la ley de régimen 
jurídico de las Administraciones Públicas (LRJ-PAC, 1992: art.37), tal y como ocurría 
en el caso del Registro de Actividades. 
Además hay que preguntarse por qué sólo será accesible el contenido de las 
declaraciones de los miembros del Gobierno y los secretarios de Estado, dejando fuera 
al resto de altos cargos de la Administración, que sí están obligados a formular 
declaración patrimonial, según el artículo 12.1 de la ley 5/2006. 
En este punto es de especial relevancia la modificación introducida por el 
proyecto primero y luego la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Buen Gobierno en el apartado 4 del artículo 14 de la ley 5/2006 para incluir la 
publicación en el BOE de las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales de los 
“demás altos cargos” (Ley, 2013: Disposición Final Segunda Dos). Esto supondría un 
importante avance, crucial para el análisis de esta tesis, puesto que se ampliaría la 
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obligación de presentar su declaración a todos los altos cargos previstos en el artículo 
tres de la ley de regulación de conflictos de intereses  (Ley de Conflictos, 2006: art.3.2).  
Del lado negativo destaca que la ley mantiene la llamada “declaración 
comprensiva”, lo que hace intuir que seguirán omitiéndose datos relevantes en la 
declaración, como veremos en el capítulo siguiente, referido al acceso a los datos.  
 Además, en el Proyecto de Ley de Transparencia se redacta de nuevo el artículo 
15, que aumenta las funciones de la Oficina de Buen Gobierno y Conflictos de 
Intereses. Junto a su anterior función de gestión y custodia de los Registros de 
Actividades y de Bienes y Derechos Patrimoniales de altos cargos, deberá, además, 
gestionar el régimen de incompatibilidades de los altos cargos, requerir a éstos el 
cumplimiento de las obligaciones previstas en la ley y sancionar, en caso contrario. 
Además, se establece que “el personal que preste servicios en la Oficina de Buen 
Gobierno y Conflictos de Intereses tiene el deber permanente de mantener en secreto 
los datos e informaciones que conozca por razón de su trabajo" (PROYECTO, 2012: 
Disposición Final Segunda. Tres 3). 
Volviendo al análisis de los tiempos de aprobación de la publicación del 
patrimonio de los miembros del Gobierno y altos cargos, los diferentes grupos políticos 
no se conformaban con la legislación de 2006 y reclamaban el cumplimiento de la 
propuesta, a lo que el gobierno respondía que no era prioritaria y que estaba 
condicionada a la supresión del impuesto del patrimonio, como declaró en 2008 la 
entonces ministra de Economía y Hacienda, Elena Salgado (Europa Press, 2008a: 
web). 
El resultado no tarda en producirse, en el mismo mes de noviembre los 
diputados de ERC- IU- ICV de la mano del diputado Joan Herrera, plantean una 
moción que insta al Gobierno al cumplimiento de su propuesta. Entre sus argumentos 
destacan que 
"Con reforma o sin ella, estos [los altos cargos y sus cónyuges] seguirá siendo titular de 
un determinado patrimonio o riqueza que ha de ser objeto de control y vigilancia, y la 
obligación del Gobierno es garantizar que los mecanismos que establece la Ley sean eficaces 
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para la consecución de sus propios fines como son prevenir la existencia de conflictos de 
intereses y garantizar la transparencia, el comportamiento ético, la objetividad, la 
imparcialidad e independencia de los miembros del gobierno y de los altos cargos de la 
Administración General del Estado" (IBID, 2008a). 
El PP también se suma a la reivindicación de la medida, presentando una 
Proposición No de Ley para forzar al Gobierno en su compromiso. 
El 26 de noviembre tiene lugar la votación a la moción presentada, a la que el 
Congreso da su respaldo unánime. En consecuencia, el Gobierno asume el compromiso 
aunque negocia el plazo, y propone una enmienda para aumentar de tres a cuatro 
meses el tiempo del que dispondrá para publicar el patrimonio de sus ministros y 
secretarios.  
Entre tanto, grupos políticos como CIU expresan sus dudas sobre la publicación 
de los bienes de los ministros, en línea con las tesis más favorables al secretismo; 
“publicar determinados datos no es el buen camino” (IBID, 2008a), aseveró un 
representante de este grupo.  
Sin embargo no fue hasta 2009, tras cinco años de elusión de la promesa, cuando 
el Gobierno de Rodríguez Zapatero publicó el patrimonio de los miembros del 
Gobierno.  
En primer lugar, se aprueba el Real Decreto que detalla el Reglamento que 
desarrolla la ley, éste establece la fecha de publicación del contenido de las 
declaraciones de bienes, derechos y obligaciones patrimoniales, fijando como plazo 
máximo “anualmente, antes del 30 de septiembre”, que engloba las declaraciones de 
los miembros del Gobierno y secretarios de Estado cuya toma de posesión o cese se 
haya producido en el período comprendido entre el 1 de julio del año anterior y el 30 de 
junio del año en curso. (Reglamento, 2009: art.13.3) 
Como excepción, en el primer año de publicación, 2009, la publicación se retrasa 
hasta el 15 de octubre (IBID, 2009: Disposición transitoria única). 
Además, aclara la confusión entre el “carácter reservado” (Ley Conflictos, 2006: 
art. 3) del Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales y la publicación en el Boletín 
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Oficial del Estado del contenido de las declaraciones de bienes, derechos y obligaciones 
patrimoniales. En este sentido, el Reglamento menciona que los miembros del 
Gobierno y resto de los altos cargos de la Administración General del Estado incluidos 
en el artículo 3.2 de la Ley 5/2006 (IBID: art.3.2) “están obligados a formular 
declaraciones patrimoniales comprensivas de la totalidad de sus bienes, derechos y 
obligaciones, en los modelos previsto en el Anexo I del presente Reglamento (…) 
(Reglamento, 2009: art.11)”. 
Poco después, encontramos una referencia a un segundo anexo, cuando se dice 
que “se procederá a publicar en el Boletín Oficial del Estado el contenido de las 
declaraciones de bienes, derechos y obligaciones patrimoniales, cumplimentadas en la 
forma prevista en el anexo II, por los miembros del Gobierno y los Secretarios de 
Estado (…)” (Reglamento, 2009: art.13.3). El hecho de que este anexo deba ser 
rellenado sólo por los miembros del Gobierno y los secretarios de Estado, que lo 
rellenarán además del anexo I, indica la evidente existencia de dos anexos bastante 
diferentes entre sí, el Anexo I, de carácter reservado y de no acceso público, y el anexo 
II, de acceso público y publicación anual en el BOE.  
La diferencia de contenido entre ambos anexos se puede comprobar al final del 
Reglamento, donde encontramos el citado Anexo I con una completísima “Declaración 
de Bienes Patrimoniales a la toma de posesión” que incluye un detalladísimo 
repertorio de campos (Reglamento, 2009: 34682-34697). 
Estos campos se refieren, entre otros, a la declaración de bienes inmuebles de 
naturaleza urbana y rústica, a aquellos afectos a actividades empresariales y 
profesionales, a depósitos en cuenta corriente o de ahorro, valores representativos de 
la cesión a terceros de capitales propios y de participación en los fondos propios de 
cualquier tipo de entidad, seguros de vida y planes de pensiones, rentas temporales o 
vitalicias, joyas, pieles de carácter suntuario, objetos de arte, antigüedades, vehículos, 
embarcaciones y aeronaves, derechos reales de uso y disfrute, concesiones 
administrativas, derechos derivados de la propiedad intelectual e industrial, opciones 
contractuales y disfrute, y demás bienes y derechos de contenido económico. 
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 Tras esta cumplimentación, el miembro del Gobierno o alto cargo de la 
Administración General del Estado y su cónyuge deberán realizar, al cese del cargo, 
otra declaración idéntica a la anteriormente presentada (IBID: 34701-34712). 
 Al final de esta declaración deberán confirmar que los hechos manifestados son 
verdaderos, y, en el caso del cónyuge, añadir además la voluntariedad de la 
declaración. 
 Esta amplia declaración contrasta fuertemente con lo reflejado en el anexo II: 
“Declaración de bienes, derechos y obligaciones patrimoniales para su publicación en 
el Boletín Oficial del Estado”, que tan sólo incluye el titular del cargo, desglosado en; 
nombre, primer apellido y segundo apellido, el cargo público origen de la declaración; 
desglosado en denominación, el activo; dividido en bienes inmuebles (según valor 
catastral), valor total de otros bienes y total, y pasivo, desglosado en; créditos, 
préstamos, deudas, etc (IBID: 34713). 
 El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas pone a disposición de los 
miembros del Gobierno, las instrucciones para cumplimentar dicho Anexo II (Oficina 
de Conflictos de Intereses, 2012: web). En ellas se indica que el apartado “bienes 
inmuebles” reflejará el valor catastral de todos los inmuebles que pertenezcan al alto 
cargo, indicando que en el supuesto de que el régimen económico matrimonial fuera de 
gananciales, el alto cargo reflejará sólo el 50% de los bienes que pertenezcan al 
matrimonio. Se explica además que el valor catastral figura en el recibo del impuesto 
de Bienes Inmuebles, y que, en el caso de que, por cualquier circunstancia, el bien no 
estuviera aún valorado, se comunicará a la Oficina de Conflictos para que inste ante la 
Dirección General del Catastro dicha valoración.  
 En cuanto al apartado “Valor total de otros bienes”, el cargo público debe 
consignar debidamente sumados, los valores del resto de los bienes patrimoniales de 
los que sea titular (cuentas corrientes, acciones, fondos de inversión, seguros, 
automóviles, etc.). Por lo que respecta a los seguros, se señala que el valor que ha de 
considerarse es el valor de rescate.36 En lo que se refiere a  los vehículos, su valoración 
                                                
36
 Este valor no es la cantidad que el tomador abona a la compañía aseguradora, ni lo que percibiría en el supuesto de 
que se produjera el hecho asegurado. El valor de rescate de un seguro de vida es el importe que la entidad aseguradora 
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se hará de acuerdo a los criterios establecidos en la Orden EHA/3476/2009, de 17 de 
diciembre, por la que se aprueban los precios medios de venta aplicables en la gestión 
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones e Impuesto Especial sobre Determinados 
Medios de Transporte (B.O.E, 26 de diciembre, de 2009).  
 El último apartado del activo: “Total”, refleja la suma de los dos apartados 
anteriores. 
 Se especificará, en su caso, con un asterisco, si los bienes y derechos consignados 
provienen de herencia familiar. 
 Se recuerda que el importe de los bienes especificados en este Anexo es el 
correspondiente exclusivamente al titular del cargo. 
 En el “Pasivo” se consignarán las obligaciones patrimoniales de las que sea 
titular el alto cargo (hipotecas y otros préstamos) y la declaración irá firmada por el 
titular del cargo 
 Comprobamos así, que lo que legalmente se califica como la publicación de una 
“declaración comprensiva de la situación patrimonial de los altos cargos” (Ley 
Conflictos, 2006: art.14.4) se traduce en una enorme diferencia entre las  declaraciones 
recogidas en el Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales de todos los miembros del 
Gobierno y altos cargos de la Administración (el Anexo I), y lo que realmente nos llega 
a los ciudadanos (el Anexo II), apenas un resumen del activo y el pasivo del 
Presidente, ministros y secretarios. Una ínfima parte que resume en una página lo que 
se contiene en unas treinta de la declaración conservada bajo secreto.  
 Esta diferencia se confirma con la publicación, el 15 de octubre de 2009, de la 
Resolución de la Secretaría de Estado para la Función pública (RESOLUCIÓN, 2009), 
por la que se da cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 14.4 de la Ley 5/2006.  
 El Reglamento (2009) dispone que, “anualmente y antes del 30 de septiembre, se 
publicará en dicho Boletín el contenido de las declaraciones de bienes, derechos y 
                                                                                                                                                            
debe abonar al asegurado, si este optase por la rescisión del contrato con anterioridad al plazo previsto. Este importe ha 
de facilitarlo la compañía aseguradora. 
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obligaciones patrimoniales, […] por los miembros del Gobierno y los Secretarios de 
Estado cuya toma de posesión o cese se haya producido en el periodo comprendido 
entre el 1 de julio del año anterior y el 30 de junio del año en curso” (Reglamento, 
2009: artículo 13.3). Sin embargo, en esta primera publicación se permite un retraso, 
asumido por la Disposición Transitoria Única del Real Decreto que da aprobación a 
dicho Reglamento, que establece con carácter excepcional para el año 2009, que “antes 
del 15 de octubre de 2009 se publicará en el Boletín Oficial del Estado el contenido de 
las declaraciones de bienes, derechos y obligaciones patrimoniales (…) por las personas 
que sean miembros del Gobierno o Secretarios de Estado a fecha 30 de septiembre y 
que hayan tomado posesión de su cargo antes del 30 de junio de 2009” (Real Decreto, 
2009: Disposición Transitoria única 2.) 
 A excepción de esta primera declaración, el resto de las presentadas hasta el 
momento de publicación de esta tesis se publican, siguiendo lo establecido por el 
Reglamento, antes del 30 de septiembre. Además, recogen las declaraciones referidas a 
los miembros cuya toma de posesión o cese se haya producido en el periodo entre el 1 
de julio del año anterior y el 30 de junio del año en curso.  
Esto último implica dos cosas: la primera, que para aquellos procesos electorales 
que se celebren fuera de ese periodo, las declaraciones se darán a conocer en el 
siguiente año, con el correspondiente retraso que ello implica. Este es el caso de los 
miembros del Gobierno elegidos en las urnas el 20 de noviembre de 2011, cuyas 
declaraciones no se dieron a conocer hasta la resolución de septiembre de 2012 
(Resolución Secretaría de Estado Administraciones Públicas, 2012).  
Se da una curiosa coincidencia, y es que, en los dos procesos electorales 
celebrados tras el desarrollo de la ley 5/2006 que permitió la publicación de los bienes 
patrimoniales, se ha producido un retraso considerable en dicha presentación. En el 
proceso electoral de marzo de 2008, en el que José Luis Rodríguez Zapatero fue elegido 
Presidente del Gobierno, aún no se había creado el reglamento de desarrollo, por lo 
que dichas declaraciones no fueron publicadas hasta 2009, tras la creación del 
reglamento. En el caso de las elecciones de 2011, celebradas en noviembre, suponen 
una de las pocas excepciones en la historia de la democracia a la ubicación clásica de 
los procesos electorales estatales en los meses de marzo a junio (con las salvedades de 
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1982 y 1989, en el mes de octubre) e implican que, siendo la toma de posesión de Rajoy 
el 21 de diciembre de 2011, se publiquen casi con un año de retraso, en septiembre de 
2012. 
La segunda consecuencia es que cada año sólo se hacen públicas las 
declaraciones patrimoniales de los miembros del Gobierno y secretarios de Estado que 
se han incorporado o han cesado, en lugar de incluir a toda la plana del Gobierno y la 
Administración Pública. 
 De este modo, en la resolución publicada en el BOE del 15 de octubre de 2009, 
por ser el primer año de aplicación de la ley, fue la única resolución de la legislatura 
2008-2011 en la que se incluyeron las declaraciones de los 43 miembros del Gobierno 
que habían tomado posesión el 1 de julio de 2008, siendo el resto meras actualizaciones 
de la toma de posesión y cese de nuevos cargos.  
 Comprobamos así como la resolución del año siguiente, de 27 de septiembre de 
2010 (Resolución Secretaría de Estado para la Función Pública, 2010), sólo recoge los 
cargos referidos a las renovaciones y ceses comprendidas entre el 1 de julio de 2009 y 
el 30 de junio de 2010, lo que implica que la lista se reduzca a nuevos cargos, todos 
ellos secretarios y ex secretarios que han tomado posesión o cesado de su cargo en el 
periodo indicado y, aún más importante, quede fuera la amplia renovación del 
Gobierno que tuvo lugar poco después, el 20 de octubre de 2010, que no se publicó 
hasta la declaración de septiembre de 2011 (Resolución 27 septiembre, 2011). 
 Como ya se mencionaba anteriormente, lo mismo ocurre con la resolución de 
2011, que no recoge la nueva cúpula de Gobierno surgida de las elecciones de 
noviembre, porque la fecha de las elecciones, el 20 de noviembre, fue posterior a la 
fecha del 30 de junio fijada en el reglamento. Éstas serían publicadas en la Resolución 
de 11 de septiembre de 2012 (Resolución, 2012). En septiembre de 2013, por su parte, 
se publican las declaraciones patrimoniales de los cuatro altos cargos cesados y 
nombrados respectivamente en el periodo del 1 de julio de 2012 al 30 de junio de 2013 
(Resolución, 2013).  
 Esta situación da lugar a una grave laguna legislativa, que permite que sólo se 
publiquen las cuentas de todos los miembros del Gobierno y secretarios de Estado una 
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vez cada legislatura, no mostrando el patrimonio anual de los declarantes y sólo una 
actualización de las presentaciones de los cargos que llegan o cesan.  
 Esto no ocurría así en la declaración de actividades contemplada en la ley 
5/2006 y su Reglamento de Desarrollo de 2009 donde se especificaba que se debía 
formular declaración de actividades “cada vez que el interesado inicie una nueva 
actividad de las que son objeto de regulación en la Ley 5/2006”. De este modo, cada 
cambio de actividad es registrado en las declaraciones, cosa que no sucede en el caso 
del patrimonio, donde no se actualizan los posibles incrementos o decrementos del 
activo o pasivo de uno de los declarantes.  
Otra problemática es que el Reglamento de desarrollo establece que “no será 
exigible el cumplimiento de la obligación anual cuando no hubieran transcurrido tres 
meses desde la fecha de toma de posesión del alto cargo y éste hubiera remitido toda la 
documentación exigida” (Real Decreto, 2009: art. 12.5). Esto supone que no se 
incluirán aquellos casos en que la toma de posesión o cese se haya producido en el 
período comprendido entre el 1 de julio del año anterior y el 30 de junio del año en 
curso pero no transcurran tres meses hasta la publicación en el BOE. Para el caso de 
2012, quedarían fuera de publicación aquellos miembros del Gobierno que hayan 
tomado posesión posteriormente al 13 de junio. 
Como conclusión a este epígrafe, se puede afirmar que no parece haberse producido 
un gran avance desde la primera regulación de 1995, cuando el Registro de 
Actividades de Altos Cargos ya era de carácter público. Ni siquiera se ha avanzado en 
la publicación de las declaraciones de dicho registro en el Boletín Oficial del Estado y 
siguen estando sujetas a petición escrita o electrónica por el interesado. 
En el caso del Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales, catorce años no 
bastaron para dotarlo de carácter público y, en el reglamento de 2009 sigue presente el 
calificativo de “carácter reservado” (Real Decreto, 2009: art. 13), tal y como sucedía en 
la primera regulación de 1995. Como paso positivo, cabe resaltar la publicación en el 
Boletín Oficial del Estado del contenido de las declaraciones de bienes, derechos y 
obligaciones patrimoniales por los miembros del Gobierno y los secretarios de Estado.  
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En este sentido, un primer avance en la publicación online de dichas declaraciones 
se produce en febrero de 2013. Entonces, la supuesta concesión de sobresueldos a 
dirigentes del Partido Popular por el ex tesorero del partido, José Luis Bárcenas, 
motiva el anuncio por parte del Presidente del Gobierno, Mariano Rajoy, de la 
publicación de sus declaraciones de renta y patrimonio en la web de La Moncloa. De 
este modo, Rajoy “colgó” en la página web de La Moncloa (La Moncloa, 2013: web), los 
datos de 2003 a 2012 divididos en Retribuciones (de los años 2003 a 2012, Resumen de 
Renta (de 2003 a 2011) y Resumen de Patrimonio (de 2003 a 2007). El análisis 
pormenorizado se desarrolla en el capítulo referido al acceso a los datos de 
declaraciones. 
 
3.4. Legislación de acceso a datos de patrimonio y actividades del 
Congreso de los Diputados  
 
La Ley Orgánica del Régimen Electoral General (LOREG, 1985) es, a rasgos 
generales, la encargada de regular la publicación de los bienes, derechos patrimoniales 
y actividades de los parlamentarios españoles, así, su artículo 160 recoge:  
“Los Diputados y Senadores, (…) están obligados a formular declaración de todas las 
actividades que puedan constituir causa de incompatibilidad conforme a lo establecido en esta 
Ley Orgánica y de cualesquiera otras actividades que les proporcionen o puedan proporcionar 
ingresos económicos, así como de sus bienes patrimoniales, tanto al adquirir como al perder su 
condición de parlamentarios, así como cuando modifiquen sus circunstancias” (LOREG, 1985: 
art.160.1). 
Añade además que estas declaraciones sobre actividades y bienes “se 
formularán por separado conforme a los modelos que aprobarán las Mesas de ambas 
Cámaras en reunión conjunta y se inscribirán en un Registro de Intereses, constituido 
en cada una de las propias Cámaras bajo la dependencia directa de sus respectivos 
Presidentes, a los efectos del presente artículo y a los que determinen los Reglamentos 
de las mismas Cámaras” (IBID: 160.2). 
Para hacer realidad esta pretensión, el Acuerdo de las Mesas del Congreso de 
los Diputados y del Senado, en reunión conjunta, diez años más tarde (Acuerdo, 1995) 
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creaba los modelos de declaración de bienes y actividades y unificaba en un régimen 
común las prácticas desarrolladas en ambas cámaras. Según lo establecido por la 
LOREG, sendas declaraciones se inscribieron en el Registro de Intereses constituido 
en cada una de las cámaras bajo la dependencia de sus respectivos presidentes 
(Acuerdo, 1995: 1). 
En dicho acuerdo se delimitaban los modelos anexos a los que se ajustaban las 
declaraciones de actividades y bienes que habían de formular los diputados y 
senadores al adquirir y al perder su condición de parlamentarios, así como al 
producirse modificación de sus circunstancias. Junto a esto, se establecía la 
dependencia del Registro de Intereses de cada una de las cámaras de su Presidente, 
sin perjuicio de que la gestión administrativa se llevase a cabo por los órganos 
competentes de la respectiva Secretaría General.  
Así, correspondía a la Mesa de cada Cámara la autorización al acceso al 
Registro de Intereses “a quien, mediante escrito razonado de solicitud, acredite su 
interés”.  
En cuanto a la publicidad del registro, ésta se realiza: 
“(…) mediante la exhibición al interesado, en presencia del funcionario competente, de 
fotocopia autenticada de la declaración o declaraciones a que se refiera la autorización, junto 
con el acuerdo o acuerdos plenarios recaídos en relación con ellas”  
Y se añade, para mayor sonrojo, que “respecto de dichos documentos podrán 
tomarse notas, sin que sea posible fotocopiar o solicitar certificaciones” (Acuerdo, 1995: 
art.3.a y 3.b). 
Además, tampoco se autoriza “la exhibición de declaraciones de actividades 
respecto de las cuales no se haya adoptado aún acuerdo del Pleno de la Cámara, ni 
exhibir las declaraciones separadamente de los correspondientes acuerdos plenarios” 
(IBID: 3c). 
Como vemos, aquí se percibe un restringido y severo acceso, que exige acreditar 
un interés, sólo permite acceder a fotocopia de los documentos, en presencia de un 
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funcionario y con la única posibilidad de tomar notas, no fotocopiar o solicitar 
certificaciones. 
 
3.4.1. La declaración de actividades  
 
La situación sobre actividades extraparlamentarias de los miembros de las 
cámaras del Legislativo español queda regulada según lo ya recogido por la LOREG. 
Respecto a las actividades causa de incompatibilidad, mencionadas en el primer 
punto, éstas eran, entre otras:  
“Las actividades de gestión, defensa, dirección o asesoramiento ante cualesquiera 
organismos o empresas del sector público estatal, autonómico o local, respecto de asuntos que 
hayan de resolverse por ellos, que afecten directamente a la realización de algún servicio 
público o que estén encaminados a la obtención de subvenciones o avales públicos (…) 
La actividad de contratista o fiador de obras, servicios, suministros y, en general, 
cualesquiera contratos que se paguen con fondos de organismos o empresas del sector público 
estatal, autonómico o local o el desempeño de puestos o cargos que lleven anejas funciones de 
dirección, representación, asesoramiento o prestación de servicios en compañías o empresas 
que se dediquen a dichas actividades.  
El desempeño de puestos o cargos que lleven anejas funciones de dirección, 
representación, asesoramiento o prestación de servicios en empresas o sociedades 
arrendatarias o administradoras de monopolios. 
La prestación de servicios de asesoramiento o de cualquier otra índole, con titularidad 
individual o compartida, en favor de organismos o empresas del sector público estatal, 
autonómico o local”. (LOREG: art.159.2) 
El citado Acuerdo de las mesas del Congreso de los Diputados y el Senado de 18 
de diciembre de 1995 recogía el modelo de declaración de actividades pero, como 
veíamos anteriormente, el acceso era muy restringido y sólo se permitía el acceso a 
una fotocopia de los documentos, en presencia de un funcionario y con la única 
posibilidad de tomar notas, no fotocopiar o solicitar certificaciones. 
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Dicha declaración de actividades se dividía en: actividades y cargos públicos, 
funciones al servicio de estados extranjeros, ingresos con cargo al sector público, 
actividades privadas, otras actividades y cualesquiera otras actividades que 
proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos. 
Este modelo declaración fue el vigente hasta el final de la IX Legislatura, como 
pude comprobar tras una primera petición de datos en mayo de 2010. 
La situación da un giro el 29 de octubre de 2009, fecha en la que se lleva a cabo 
una importante Proposición de Reforma del Reglamento de la Cámara respecto de la 
publicación de las incompatibilidades de las actividades de los diputados.  
Dicha proposición de reforma se hace sobre la base de la adopción por la 
Comisión del Estatuto de los Diputados, de dos acuerdos en relación con la 
transparencia y la publicidad de la declaración de sus intereses. Dichos acuerdos 
determinan: “Solicitar a la Mesa del Congreso que, a través de los medios que estime 
más oportunos, garantice la publicidad de los dictámenes sobre incompatibilidades” y 
que “el debate y votación del dictamen sobre incompatibilidades del Pleno tengan 
carácter público”. (Proposición Reforma, 2009: Exposición de motivos 1). 
Esta proposición dio lugar a la modificación del artículo 63.2 del Reglamento del 
Congreso sobre el sistema de incompatibilidades que hasta ese momento establecía 
que no eran públicas las sesiones en las que se debatieron informes, dictámenes o 
conclusiones de la Comisión del Estatuto de los Diputados (una de cuyas funciones es 
examinar las declaraciones de actividades de los diputados, de ahí su importancia). Su 
disposición final primera determina: “La Mesa del Congreso adoptará las disposiciones 
necesarias en orden a la publicidad de los dictámenes de la Comisión del Estatuto de 
los Diputados, en coherencia con esa reforma reglamentaria” (Proposición Reforma, 
2009: Disposición final primera) 
La reforma se completa por la adopción del acuerdo de las mesas del Congreso 
de los Diputados y del Senado el 21 de diciembre de 2009 (Acuerdo, 2009), que supone 
un importantísimo paso en el avance hacia la publicación y transparencia de dichas 
declaraciones. La voluntad de transparencia y eliminación de los inconvenientes 
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normativos une a los diputados en impresionante unanimidad por la necesidad de una 
reforma. 
Éste, se ampara de nuevo en el artículo 160.1 de la Ley Orgánica del Régimen 
Electoral General y se basa en que los avances de las tecnologías de la información 
producidos desde la creación del acuerdo de 1995, “han abierto nuevas vías para 
cumplir con el principio de publicidad, que se encuentra estrechamente vinculado con 
el carácter representativo del Parlamento de un Estado democrático” (IBID: 
Preámbulo). 
Menciona además la necesidad de garantizar la exigencia de transparencia y 
publicidad de los dictámenes sobre incompatibilidades lo que motiva la citada reforma 
del artículo 63.2 del Reglamento del Congreso. 
Este acuerdo aprueba las normas en materia de registro de intereses y se 
garantiza el acceso universal mediante “la publicación en sede electrónica de un 
documento elaborado por la Comisión competente que refunda los datos relevantes 
sobre las actividades declaradas por los parlamentarios” (IBID: Preámbulo), lo que 
supone un importantísimo avance, que pasa de la exhibición de fotocopia de las 
declaraciones al interesado a la posibilidad de un acceso electrónico, con todo lo que 
ello supone. 
La nueva declaración, aseguran, “permitirá a cualquier ciudadano obtener 
rápidamente una información actualizada, ordenada, clara y veraz, que evitará la 
realización de complejas búsquedas en distintos documentos”.  
Por ello, las Mesas aprueban que el Registro de Intereses dependa directamente 
de su presidente y que la publicidad del Registro de Intereses de cada cámara, 
excluyendo los bienes patrimoniales, se hará efectiva mediante la publicación en la 
sede electrónica de la cámara de un documento en el que consten “las actividades 
declaradas” y un anexo con los escritos presentados por los Parlamentarios en relación 
con sus actividades declaradas, ambos sobre los que haya recaído el acuerdo definitivo 
correspondiente (IBID: art. 2 a)). 
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Para la elaboración del citado documento, la Comisión tendrá en cuenta las 
actividades declaradas por el parlamentario, junto con las modificaciones y 
aclaraciones presentadas en su mandato y las renuncias declaradas. Junto a esto, 
tendrá en cuenta la mención sobre compatibilidad recaída sobre las declaraciones 
presentadas, con la fecha del acuerdo del dictamen de la Comisión por el que se 
declara la compatibilidad. El documento se publicará en la sede electrónica de la 
cámara correspondiente, “en un formato que no sea susceptible de manipulación por 
terceros” (IBID: art.3). 
Como elemento negativo de este acuerdo cabe subrayar que se mantienen las 
restricciones del acuerdo de 1995 en el acceso a las declaraciones de parlamentarios 
que hayan finalizado su mandato. Estas sólo podrán hacerse públicas en un proceso de 
exhibición personal mediante autorización del Secretario General, por medio de la 
exhibición al interesado de fotocopia autenticada de la declaración a la que se refiera 
la autorización y con la única posibilidad de tomar notas, sin que sea posible fotocopiar 
el documento. Tampoco podrá autorizarse la exhibición de declaración de actividades 
respecto de las que no se haya adoptado acuerdo definitivo de la Cámara ni exhibir 
declaraciones separadamente de los acuerdos plenarios.  
En cuanto al contenido del nuevo modelo de declaración de actividades 
(incorporado al final del Acuerdo de 2009), éste comienza igual que el de 1995, con la 
enumeración de las actividades públicas desempeñadas, pero en lugar de contener una 
lista con los cargos públicos posibles, deja un espacio para que sea el declarante quien 
detalle el cargo desempeñado. Lo mismo ocurre con el ejercicio de la función pública, 
donde el declarante debe especificar la Administración para la que presta sus servicios 
y el tipo de relación con la misma. Posteriormente, en cuanto a las actividades 
privadas desempeñadas, se divide en actividad por cuenta ajena y por cuenta propia, y 
debe detallar la naturaleza de la actividad y el nombre y objeto social de la empresa en 
la que presta sus servicios o tipo de servicios que presta a la Administración Pública y 
naturaleza de los ingresos percibidos de ésta, en caso de ser actividad por cuenta 
propia. Debe detallar también los ingresos con cargo al sector público, las funciones al 
servicio de estados extranjeros y otras actividades que proporcionen o puedan 
proporcionar ingresos económicos (Acuerdo de las Mesas, 2009: 3-6)  
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El Acuerdo entra en vigor el 1 de marzo de 2010 pero no se aplica a las 
declaraciones de actividades de los parlamentarios de la IX Legislatura, como se puede 
comprobar en la petición de las declaraciones de actividades de los diputados llevada a 
cabo en mayo de 2010, que mantienen el modelo de declaración de actividades que se 
acompaña como anexo al Acuerdo de las Mesas del Congreso de los Diputados y el 
Senado, de 18 de diciembre de 1995 (Acuerdo, 1995).  
No será, pues, hasta la X legislatura, cuando los parlamentarios se ajusten a 
este nuevo modelo de declaraciones de actividades, que será el que rija en el momento 
de petición de declaraciones para esta investigación doctoral. 
En julio de 2011, la Ley Orgánica 7/2011 de nuevo viene a trastocar todo el 
panorama existente hasta el momento con la modificación del artículo 160 de la Ley 
Orgánica del Régimen Electoral General  para calificar la declaración del contenido del 
Registro de Intereses de “carácter público” (LO 2011: Artículo único). Esta 
modificación afectaba mayoritariamente a lo referido a bienes patrimoniales, que eran 
los que hasta el momento estaban restringidos al acceso público, por lo que el 
desarrollo más detenido de este asunto se hará en el apartado dedicado a declaración 
de bienes y derechos patrimoniales del Poder Legislativo.  
La modificación del artículo 160 exigió la adaptación del Acuerdo de las Mesas 
del Congreso de los Diputados y del Senado de 1999 (Acuerdo, 1999), que aprobaron un 
modificación a dicho acuerdo el 19 de julio de 2011 (Acuerdo, 2011) en el que se 
modificaba el primer párrafo y la letra a de la norma dos para pasar a estar redactado 
así:  
“La publicidad del Registro de Intereses de cada Cámara, en lo que se refiere a las 
actividades de los Parlamentarios, se hará efectiva mediante la publicación en la sede 
electrónica de la Cámara de la que forma parte el Parlamentario de los siguientes elementos: 
Un documento, elaborado por la Comisión competente, en un formato que no sea susceptible 
de manipulación por terceros, en el que consten las actividades declaradas y sobre las que 
haya recaído el acuerdo definitivo correspondiente” 
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 De este modo sustituye la anterior expresión “queda excluido lo referido a bienes 
patrimoniales” y segrega las declaraciones de actividades de las de bienes y 
derechos patrimoniales.  
Sí se mantiene la letra b) de la norma dos, en la que se detalla la presentación 
por los diputados de un anexo con los escritos en relación con sus actividades 
declaradas y sobre las que haya recaído el acuerdo definitivo correspondiente 
(Acuerdo, 1999: 2b). 
En cuanto al modelo de declaración de actividades, se mantiene el presente en el 
Acuerdo de 2009 y se especifica además que este modelo de declaraciones de 
actividades a formular por los diputados al adquirir o perder su condición de 
parlamentarios no se aplicará hasta la X legislatura, manteniéndose el modelo del 
acuerdo de 1995 para la IX Legislatura (como pude comprobar tras la petición de datos 
de mayo de 2010).  
Entre las carencias a destacar de este nuevo Acuerdo, destaca el hecho de que se 
especifique que la publicación se hará efectiva “en un formato que no sea susceptible 
de manipulación por terceros” (Acuerdo, 2011: art.3), lo que motiva que dichas 
declaraciones se presenten en formato PDF y que suponga así una barrera a la hora de 
realizar un análisis cuantitativo y cualitativo detallado, que obliga al investigador o 
interesado a pasar la información a otro formato susceptible de tratamiento abierto de 
datos.  
En cuanto a la periodicidad, se mantiene la declaración de actividades “al 
adquirir y perder su condición de parlamentarios, así como al producirse modificación 
de sus circunstancias” (Acuerdo, 2011: art.6), lo que implica que los diputados (al 
menos en la teoría) actualicen su declaración de actividades, aunque no con carácter 
anual, sino únicamente cuando se producen circunstancias especiales.  
Por último, y enlazando con el tema ya citado de la consideración de los 
boletines oficiales como fuentes accesibles al público por la LOPD, en este nuevo 
Acuerdo sigue sin regularse la publicación de las declaraciones de actividades en el 
Boletín Oficial de las Cortes. Esto impide, así, que dichas declaraciones de actividades 
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sean accesibles al público a los efectos de la Ley de Protección de Datos y se coarta por 
tanto, la posible difusión por aquellos que tuvieran acceso a las mismas. 
 
3.4.2. La declaración de patrimonio. Un sorprendente avance 
 
El Reglamento del Congreso, en su artículo 18 (Reglamento Congreso, 1992: 
art.18), recogía que los diputados “estarán obligados a formular declaración de sus 
bienes patrimoniales en los términos previstos en la Ley Orgánica del Régimen 
Electoral General”. Sin embargo, no hacía referencia a que estas declaraciones fueran 
o no públicas.  
También la citada Ley Orgánica del Régimen Electoral General  recogía la 
obligación de los diputados y senadores de formular declaración de todas sus 
actividades y bienes patrimoniales en el Registro de Intereses, y se anunciaba que el 
contenido del mismo tenía carácter público “a excepción de lo que se refiere a bienes 
patrimoniales” (LOREG, 1985: 160.2 c) 
Posteriormente, el citado Acuerdo de las Mesas de 1995 (Acuerdo, 1995) que 
vino a regular por primera vez lo referido a la declaración de los bienes patrimoniales 
de los diputados, repetía la misma afirmación: “a excepción de lo que se refiere a 
bienes patrimoniales”. Lo mismo se reflejaba en el Acuerdo de 21 de diciembre de 2009 
(Acuerdo, 2009), donde las Cámaras reafirmaron entonces su postura de excluir los 
bienes patrimoniales de la publicación del documento de Registro de Intereses de la 
Cámara (lo cual parece una prueba de que, cuando depende de la propia institución la 
decisión de transparencia de sus cuestiones económicas, ésta tiende a rechazar la 
publicación y a optar por el ocultismo).   
Esto dejaba patente la existencia de las declaraciones de estos diputados y 
senadores, pero restringía el acceso a su contenido exclusivamente a los propios 
diputados y senadores. Pese a todo y, como ocurría anteriormente, se volvía a dejar un 
frente abierto: el del ‘interés legítimo’, añadiendo un posible permiso de acceso al 
Registro de Intereses a aquellos que acreditasen su interés. 
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De nuevo (como ocurría en la Ley de Procedimiento Administrativo), el concepto 
de “interés legítimo” se incorpora de modo ambiguo, en una asimilación del término 
interesado con el de afectado.  A este interés fue al que yo me remití en mayo de 2010 
para hacer una petición por escrito de consulta de dichas cuentas, que plasmaré en el 
capítulo quinto destinado a los pormenores concretos del acceso a datos empleado en el 
caso práctico de esta tesis.  
Desde la aprobación de la LOREG en 1985 hasta la publicación final del 
patrimonio de los diputados en septiembre de 2011, hubo un largo camino en el que 
muchos personajes de la política reclamaron la publicación de dichas declaraciones.  
Entre otros, el diputado de Izquierda Unida, Gaspar Llamazares, quien 
presentó en octubre de 2009 una proposición de enmienda a la LOREG para promover 
la publicación del patrimonio y la renta de los diputados. Su propuesta añadía un 
artículo al Reglamento del Congreso, para exigir: “El Congreso recabará de cada 
diputado la presentación anual de su declaración de la renta y una declaración de su 
patrimonio y regulará la publicidad de ambos documentos que se archivarán en el 
correspondiente registro” (GAREA, 2009: b). 
Dicha iniciativa no resultó aprobada, pero sí contribuyó a promover algunos 
pasos favorables a una mayor transparencia, como la reforma que permitía la 
publicación digital de las declaraciones de las actividades de los diputados, en octubre 
de 2009. 
Otro de los avances más recientes en este sentido provino del líder del PP, 
Mariano Rajoy, quien aprovechó el plazo de 15 días dado a los grupos políticos por el 
entonces Presidente del Congreso de los Diputados, José Bono, para presentar 
opiniones sobre la revisión del sistema de protección social de los diputados y la 
publicación de sus bienes. El entonces líder del PP anunció su criterio de “acabar con 
los privilegios de los parlamentarios” (REMÍREZ, 2011) y presentó el 8 de febrero de 
2011 una propuesta para la aplicación a los diputados del mismo régimen de 
publicidad de bienes, patrimonio y actividades que regía desde 2009 para los ministros 
y altos cargos de la Administración del Estado. “En publicidad de rentas y 
patrimonio”, recoge su escrito, “debe tenerse en cuenta, por tanto, la Ley 5/2006 de 10 
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de abril de regulación de los conflictos de intereses, y del decreto 432/2009 del 27 de 
marzo, que aprueba el Reglamento” (IBID, 2011). Junto a la publicación de las 
cuentas, el PP recogía otras exigencias en su propuesta, como la revisión del sistema 
de pensiones de los diputados, para impulsar la renuncia a complementos que les 
permiten jubilarse con la pensión máxima.  
Su iniciativa vino seguida de la del grupo socialista que, un día después, remitía 
una proposición al Congreso en la que se pedía un duro programa de austeridad y 
transparencia de la vida parlamentaria, con la publicación de los bienes y propiedades 
de los diputados y senadores, incluidos los de su núcleo familiar y con un formato más 
amplio y detallado del que se exige a los miembros del Gobierno.  
El 14 de junio, las mesas conjuntas del Congreso y del Senado avalaron 
unánimemente el plan del Presidente del Congreso, José Bono, y del Presidente del 
Senado, Javier Rojo, para restringir los complementos de pensión para 
parlamentarios, ampliar la transparencia del patrimonio de los políticos y reforzar los 
criterios para dificultar la compatibilidad del escaño con actividades privadas.  
    Tras este paso, los presidentes del Congreso y del Senado expusieron sus planes a 
los portavoces de los grupos parlamentarios de cada Cámara. Entre ellas figuraba la 
de incrementar la transparencia en relación al patrimonio de diputados y senadores en 
línea con lo que ya hacían los ministros y los secretarios de Estado, pero con 
indicadores más realistas que el valor catastral de los inmuebles que adoptó el 
Ejecutivo.  
 La propuesta del presidente del Congreso consistía en aprobar una proposición 
de ley, avalada por todos los partidos, para que las actividades, rentas y bienes de 
diputados y senadores fueran públicas y accesibles desde las páginas web de las 
Cámaras. Esta nueva regulación implicaría una reforma del artículo 160.2 de la Ley 
Orgánica de Régimen Electoral General (LOREG) para que el registro que tienen 
ambas Cámaras tuviera carácter público. 
La publicidad llegaría sólo un mes después, el 15 de julio de 2011, con la 
aprobación de la ley más importante en materia de publicación de bienes 
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patrimoniales de las Cámaras. La Ley Orgánica 7/2011 (LO de modificación, 2011) 
dota de carácter público a la totalidad del Registro de Intereses. Así, mediante la 
modificación del penúltimo párrafo del artículo 160.2 de la LOREG recoge: “El 
contenido del Registro de Intereses tendrá carácter público. Las Mesas de las 
Cámaras, conforme a lo dispuesto en el párrafo primero de este apartado, acordarán el 
procedimiento para asegurar la publicidad” (IBID, 2011: Artículo único). 
Junto a esto, dicha ley de modificación de la LOREG regula la publicación de las 
rentas de los diputados, que hasta ese momento permanecían secretas.  
Los motivos esgrimidos por dicha ley para modificar la LOREG se basan en 
“contribuir a liberar a los Diputados y Senadores de injustificables valoraciones 
negativas” así como que “los Diputados y Senadores han de ser ejemplo de rigor y de 
transparencia, de manera que ambos principios constituyan las señas de identidad de 
su actividad política” (IBID, 2011: Exposición de motivos). 
Explica cómo la transparencia establecida en la presente ley no invade derechos 
constitucionales, ni convierte a los gestores públicos en “sospechosos de conductas 
irregulares” y añade que “un velo protector que difumine o coloque en un registro 
secreto la realidad patrimonial de los legisladores, más que proteger su derecho a la 
intimidad, podría presentarse por aquellos que buscan la ocasión para generalizar sin 
rigor o difamar sin causa, como circunstancia propicia para la maledicencia y hasta 
como indicio sospechoso de comportamientos repudiables”.  
En consecuencia, “la ley aspira a que los ciudadanos tengan información sobre el 
patrimonio y rentas de sus representantes políticos y que puedan acceder a ella 
fácilmente a través del Boletín Oficial de las Cortes Generales y de la página web de 
cada Cámara” (IBID, 2011: Exposición de motivos).  
La ley establece que se tramitará con urgencia, y que serán los parlamentarios 
en activo en aquel momento (los correspondientes a la legislatura 2008-2011), los 
primeros que cumplan el mandato y hagan públicos sus bienes y rentas. 
Dicha ley orgánica entró en vigor el 8 de septiembre de 2011 (IBID, Disposición 
final única), día en el que los diputados y senadores de la IX legislatura hicieron 
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pública su declaración de bienes patrimoniales, rentas y actividades. Posteriormente y 
tras el cambio del Poder Legislativo en Noviembre de 2011, los parlamentarios de la X 
Legislatura harían lo propio, y entre finales del mes de noviembre y principios de 
diciembre, publicaron sus declaraciones de bienes y rentas en la página oficial del 
Congreso. Dichas declaraciones serán el objeto de mi estudio en el siguiente capítulo.  
Para llevar a cabo dicha publicación era necesario, junto a la modificación de la 
LOREG, aprobar un nuevo Acuerdo de las Mesas del Congreso de los Diputados y del 
Senado (Acuerdo de las Mesas, 2011) que adaptase el Acuerdo de diciembre de 2009 
(Acuerdo de las Mesas, 2009).  
De este modo, y como ya se explicó en el anterior epígrafe, las Mesas del 
Congreso y del Senado en reunión conjunta aprobaban una modificación del Acuerdo 
de 1999 en su primer párrafo, la letra a de la norma dos y la norma cinco.  
En lo referido a declaración de bienes patrimoniales, la nueva norma cinco 
pasaba a tener la siguiente forma “la publicidad del Registro de Intereses de cada 
Cámara, en lo que se refiere a los bienes patrimoniales y rentas de los Parlamentarios, 
se hará efectiva mediante la publicación inmediata de las declaraciones en la sede 
electrónica de la Cámara de la que forma parte el Parlamentario, en un formato que 
no sea susceptible de manipulación por terceros, así como en el Boletín Oficial de las 
Cortes Generales, una vez hayan sido calificadas por la Mesa de la respectiva Cámara” 
(Acuerdo, 2011: art.5).  
Se aprecia aquí ya un paso adelante: la mención a la publicación de las 
declaraciones de los bienes patrimoniales en el Boletín Oficial de las Cortes Generales. 
En línea con lo anteriormente explicado sobre la LOPD, al estar el Boletín Oficial del 
Estado considerado como fuente accesible al público por la ley, la publicación de las 
declaraciones de bienes y rentas en el mismo las dota de carácter público y de 
reproducción libre por aquellos que lo deseen. 
Continuando con el análisis del acuerdo, en él se incluye un modelo anexo de 
declaración de bienes y rentas de diputados y senadores, al que se ajustarán estos a 
partir de la entrada en vigor del Acuerdo. La nueva declaración supone un detallado 
conjunto de aspectos que en principio cubren todas las posibilidades de percepción de 
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ingresos y tenencia de bienes, aun cuando la no exigencia de identificación exacta de 
cada bien deja una laguna importante para la verificación de si a los bienes declarados 
les corresponden los valores que se les imputan.    
Como se puede ver en el Anexo (Acuerdo, 2011:3-7) la declaración recoge los 
datos personales del declarante, las rentas percibidas por el Parlamentario 
(excluyendo las percepciones recibidas del Congreso) según procedencia, concepto y 
euros; la cantidad pagada por IRPF; los bienes patrimoniales según sean estos de 
naturaleza urbana o rústica, los depósitos en cuentas corrientes o de ahorro, cuentas 
financieras y otros tipos de imposiciones. Junto a esto, recoge otros bienes o derechos, 
como deuda pública, obligaciones, acciones y participaciones, vehículos, embarcaciones 
y aeronaves que posea el diputado, y deja un apartado a cumplimentar con otros 
bienes, rentas o derechos de contenido económico no declarados en apartados 
anteriores. Por último, recoge las deudas y obligaciones patrimoniales, por ejemplo 
préstamos. 
Asimismo, entre otras carencias de la nueva resolución cabe destacar, al igual 
que ocurría en el caso de la declaración de actividades, que la publicación se hará 
efectiva “en un formato que no sea susceptible de manipulación por terceros” (IBID, 
2011: art.5) lo que motiva que se presenten en formato PDF y supone una barrera a la 
hora de realizar un análisis cuantitativo y cualitativo detallado, que obliga al 
investigador o interesado a pasar la información a otro formato de tratamiento abierto.  
Como punto positivo, tal y como ocurría con las declaraciones de actividades, el 
Acuerdo obliga a formular las declaraciones “al adquirir y perder su condición de 
parlamentarios, así como al producirse modificación de sus circunstancias” (Acuerdo, 
2011: art.6), aunque esto no implica que en la práctica sea siempre así, como veremos 
en el capítulo cuatro, referido al acceso real a dichas declaraciones. 
Además, el acuerdo establece que quienes tengan la condición de diputados y 
senadores a la entrada en vigor del presente Acuerdo deberán formular nueva 
declaración de bienes y rentas. Aun así, esto no implica que los Parlamentarios 
renueven su declaración anualmente, como quizá sería más pertinente.  
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Otro punto negativo es que, tal y como se indica en la propia declaración de 
bienes y rentas de diputados y senadores, se excluyen de declaración las percepciones 
recibidas del Congreso o del Senado, por encontrarse ya publicadas en la web de las 
Cámaras, lo cual dificulta y ralentiza el proceso de todo aquel interesado en obtener 
una cuantificación completa respecto a cada parlamentario.  
3.5. Legislación de acceso a datos de patrimonio y 
actividades en las comunidades autónomas. Pioneras en 
transparencia 
 
En 2009, cuando se desarrolla el Reglamento para la publicidad del patrimonio 
de los miembros del Gobierno y altos cargos (Real Decreto, 2009), la publicidad 
completa de las actividades, bienes e intereses de los poderes Ejecutivo y Legislativo 
ya se aplicaba en cuatro comunidades autónomas. En primer Castilla la Mancha, que 
desde 1994 hacía públicas en el Diario Oficial de Castilla la Mancha las declaraciones 
de intereses, actividades, bienes y rentas de sus gestores públicos y diputados; 
Extremadura, que desde 2001 publicaba en el Diario Oficial de Extremadura las 
declaraciones de bienes, rentas, remuneraciones y actividades de los miembros del 
Consejo de Gobierno y altos cargos de la Junta de Extremadura, y desde 2008 las de 
los diputados provinciales (en el caso de los diputados las declaraciones también se 
publicaban en la web de la Asamblea de Extremadura); Andalucía, que desde 2005 
publicaba las declaraciones de actividades, bienes e intereses de sus altos cargos y 
diputados en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y en la web de la Junta de 
Andalucía; y Comunidad Valenciana, que desde 2009 daba publicidad (en el mismo 
año 2009) en el Diari Oficial de determinados datos de las declaraciones de bienes y 
derechos patrimoniales de altos cargos de la Generalitat y las declaraciones de 
actividades y bienes patrimoniales de los diputados, en el Boletín Oficial de Les Corts. 
Al margen de éstas, algunas comunidades daban publicidad parcial a algunos de 
los datos. Es el caso de Galicia, que desde 2006 daba publicidad a las declaraciones de 
actividades de los miembros del Gobierno y altos cargos en el Diario Oficial de Galicia 
y en Internet, aunque las declaraciones de bienes no eran públicas. Lo mismo ocurría 
con Cantabria, que desde 2008 daba publicidad en el Boletín Oficial de Cantabria y en 
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Internet al contenido de las declaraciones de actividades de los altos cargos, aunque el 
Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales tenía carácter reservado.  
Este panorama ha ido cambiando progresivamente y, a la espera de 
modificaciones en la ley de transparencia, son varias las comunidades autónomas que 
ya han modificado su legislación para permitir la accesibilidad pública y publicación 
de la información sobre los bienes y actividades de los altos cargos en la 
Administración y cumplir así con su misión democrática de acceso público.  
Vamos a detenernos con más detalle en aquellas cuatro comunidades pioneras 
en la publicación de las declaraciones, abordando, en segundo lugar, algunos ejemplos 
de otras comunidades que las han hecho públicas con posterioridad. 
3.5.1. Castilla-La Mancha. Gobierno. Una legislación muy avanzada 
 
Comenzando por el caso más llamativo, la comunidad autónoma manchega tiene 
una gran trayectoria legislativa reguladora del acceso a declaraciones de contenido 
económico e información de carácter público, con origen en el año 1983. 
Ese año se aprobó el Decreto sobre el Registro de Intereses de Altos Cargos  en 
el que, brevemente, se establecía la necesidad de lograr una mayor transparencia de la 
labor de los miembros del Consejo de Gobierno (Presidente de la Junta de 
Comunidades, Vicepresidente y Consejeros) y demás altos cargos. De este modo y por 
primera vez en España, obligaba a todos los cargos de la Junta a presentar 
“Declaración Notarial de todos sus bienes, así como de actividades o intereses que 
pudiesen verse afectados, de algún modo, por el cargo que desempeñan en la 
Comunidad Autónoma” (Decreto de la Presidencia Castilla La Mancha, 1983: Artículo 
1). Los plazos dados eran extraordinariamente cortos, de un mes desde la publicación 
del nombramiento en el BOE. 
Un año después se aprueba la ley 2/1984 sobre el ejercicio de Funciones e 
Incompatibilidad de los altos cargos del ejecutivo regional de Castilla-La Mancha, que 
regulaba su obligación de efectuar declaración notarial de bienes e incompatibilidades, 
aunque no se recogía específicamente la de actividades e intereses (Ley 
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Incompatibilidades, 1984: art. 9). La ley amplía el plazo de declaración hasta dos 
meses después de la toma de posesión del cargo.  
Estos altos cargos engloban: al Presidente de la Junta de Comunidades, a los 
miembros del Consejo de Gobierno, a todos aquellos titulares de cargos de libre 
designación que por implicar especial  confianza o responsabilidad, sean calificados 
como tales en la disposición que otorgue su nombramiento o por ley, al Vice consejero, 
a los secretarios generales técnicos y asimilados, a los directores generales y 
asimilados, etc. (IBID: art.2). 
En 1993, una temprana ley de transparencia (1993: art. 5º) recupera la mención 
a la declaración de bienes, intereses y actividades, dotando a estas últimas de 
“carácter público”. 
Posteriormente, la ley 6/1994 termina de completar este paso e incluye entre las 
obligaciones de los cargos públicos la declaración de rentas (y su origen) así como las 
variaciones patrimoniales (de bienes) experimentadas por éstos (Ley publicidad 
Castilla-La Mancha, 1994: Exposición de motivos). 
Como paso muy importante, dictamina hacer públicas las declaraciones de 
actividades, bienes y rentas en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, siendo la 
primera comunidad autónoma en España en hacer públicas las declaraciones en un 
diario oficial. 
Para ello, se basa en el pronunciamiento del Tribunal Constitucional en 
referencia a que las declaraciones de la renta y el patrimonio no tienen relevancia para 
la intimidad personal y familiar del contribuyente. “Su publicación en el Diario Oficial 
de Castilla-La Mancha no invade, en consecuencia, derechos constitucionales” (IBID: 
Exposición de motivos). 
Continuando con el argumentario, la ley sostiene que “quien participa en la vida 
pública y, tras solicitarlo, recibe, directa o indirectamente, el mandato democrático, es 
claro que debe soportar, como una carga inherente a su oficio, limitaciones a su 
actividad y también a su intimidad” (IBID: Exposición de motivos). 
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Así, un año después se publican por primera vez en el Diario Oficial las 
declaraciones de bienes, actividades y rentas de los gestores públicos, entre los que se 
englobaba al Presidente de la Junta de Comunidades, los vicepresidentes, consejeros y 
vice consejeros, el síndico de cuentas, secretarios generales técnicos, y así una larga 
lista hasta llegar al personal eventual, además de los cónyuges e hijos dentro de la 
unidad familiar de todos ellos. (IBID: art.2). 
Esta ley, de vigencia en 2013, establece el plazo de presentación en un mes 
desde la fecha de nombramiento y cese (exceptuando la primera vez, en los dos meses 
siguientes a la entrada en vigor de la ley) y su publicación en el Diario Oficial de 
Castilla-La Mancha en los diez días posteriores. 
Dicha legislación supone una de las más avanzadas y tempranas ya que, no sólo 
permite la publicación de las declaraciones de patrimonio y actividades con gran 
detallismo, sino que lo hace doce años antes de la aprobación de la legislación de 
carácter nacional, en 2006. 
Entre las críticas, cabe resaltar que la ley hace una distinción entre los 
obligados a declarar. Mientras la mayoría de los altos cargos deben presentar la 
declaración de datos patrimoniales referida al 31 de diciembre de ese año y los de 
Renta de ese año (con exención del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas), 
en el caso del Presidente de la Junta de Comunidades y los miembros del Consejo de 
Gobierno, las declaraciones de los datos patrimoniales corresponden al momento en 
que accedieron por primera vez al cargo desempeñado (Ley publicidad, 1994: 
Disposición Transitoria).   
Esto supone un agravio comparativo a los altos cargos, obligados a la 
presentación de declaraciones actualizadas a 1994, respecto del Presidente y miembros 
del Consejo de Gobierno, que sólo presentarán unas declaraciones a la toma de 
posesión correspondientes al inicio de legislatura, en 1991, y desactualizadas en el 
momento de declaración.  
Tras ésta, se aprobaron sucesivas leyes del Gobierno y del Consejo Consultivo 
en 1995 y 1997, sin aportar cambios. La ley 11/2003 vino a refrendar lo ya expuesto 
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por la de 1994, aplicado específicamente para los miembros del Consejo de Gobierno. 
Ésta parece corregir la privilegiada situación del Presidente y miembros del Consejo 
de Gobierno anteriormente expuesta, ya que exige la declaración anualmente en el 
plazo de un mes contado a partir del último día para la presentación de la declaración 
del IRPF o, cuando no fuera obligado presentar esta declaración, entre el uno y el 
treinta y uno de julio. 
Esta declaración anual es muy positiva porque permite fiscalizar la trayectoria 
de los declarantes y debería aplicarse al resto de comunidades autónomas.   
En cuanto al contenido, la ley recoge en primer lugar y de modo muy positivo 
que la declaración de actividades comprenderá las actividades de naturaleza laboral, 
económica o profesional desempeñadas en los cinco años anteriores a la toma de 
posesión (los miembros del Gobierno sólo recogen las desempeñadas en los dos años 
anteriores). Del lado negativo, no parece incluirse la retribución percibida por dichas 
actividades. 
La declaración de bienes diferenciará expresamente si estos han sido adquiridos 
con anterioridad o con posterioridad a la fecha de toma de posesión y englobará los 
bienes inmuebles de naturaleza rústica y urbana (con indicación de su superficie, 
ubicación, título y fecha de adquisición), el valor de los saldos medios de los depósitos 
bancarios, acciones, fondos de inversión, pólizas de seguro u otros de análoga 
naturaleza, los vehículos y cualquier otra clase de bienes propiedad del declarante 
mencionados en la actual Ley del Impuesto sobre el Patrimonio.  
Se incorpora, en imitación del modelo de los diputados del Congreso, la 
declaración de rentas, que incluye la procedencia y el concepto de los rendimientos 
netos percibidos en el ejercicio económico anterior a aquel en que se efectúa la 
declaración así como copia de la última declaración del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IBID, 2003: art. 20.4). 
Como punto negativo, excepto en el caso de la declaración exigida por cese, no 
será preciso presentar nueva declaración cuando no hubieran transcurrido doce meses 
desde que se publicó la última presentada. Esto implica una posible pérdida de 
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información en caso de modificación de la situación de un cargo en un plazo inferior a 
un año (Ley Gobierno y Consejo Consultivo, 2003: art.20.3).  
Pese a esto, la comunidad autónoma de Castilla la Mancha cuenta con un 
pionero y amplio marco legislativo que regula ampliamente la declaración de 
actividades, bienes e intereses objeto de estudio. 
3.5.2. Castilla la Mancha. Parlamento 
 
En 1985, el Reglamento de las Cortes de Castilla la Mancha establece que “los 
Diputados estarán obligados a formular una declaración notarial, en la que consten los 
bienes patrimoniales de los que sea titular, así como las actividades económicas o 
profesionales por las que perciba ingresos” (Reglamento Cortes Castilla la Mancha, 
1985: art.20). 
Sin embargo, el Reglamento no fue de aplicación hasta 1993, cuando se aprueba 
con rango de ley autonómica la ampliación de la declaración de intereses, actividades y 
bienes a los diputados provinciales. Se convertía así, en la primera comunidad 
autónoma en crear una ley en esta línea que abarcase al poder Ejecutivo y Legislativo. 
Respecto del acceso a los datos declarados, la ley pretendía “establecer un 
sistema de acceso fácil y rápido a aquellos que deben estar a disposición de todos los 
ciudadanos, a la vez que se preserva la intimidad de aquellos que deban ser 
protegidos” (Ley Transparencia Castilla-La Mancha, 1993: Exposición de motivos). 
Dichas declaraciones se separan en actividades e intereses por un lado y bienes 
por el otro. El motivo: “las declaraciones sobre intereses y actividades tendrán carácter 
público, y de su contenido se dará fe mediante certificación expedida por el funcionario 
encargado” (IBID: art.5). Sin embargo, “el Gobierno remitirá a las Cortes Regionales 
los datos referidos a las declaraciones de bienes, quedando los mismos bajo la custodia 
de su Presidente”. 
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Esto indica que, a pesar de la precoz legislación en materia de declaraciones, 
aún no se hacían públicas las declaraciones de bienes de los miembros de los poderes 
Legislativo y Ejecutivo, como viene siendo habitual en la trayectoria de nuestro país. 
El panorama cambiaría al año siguiente cuando la también citada Ley 6/1994 
(Ley publicidad, 1994), reconocía para los diputados “el derecho a que se publiquen 
gratuitamente en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha las Declaraciones de 
actividades, renta y bienes de quienes voluntariamente las remitan” (IBID. Art.2.2). 
Esto dejaba a decisión de cada uno de los diputados la publicación de sus 
declaraciones. Pese a esto, muchos de ellos harían pública su declaración en agosto de 
1995, según se verá en el análisis contenido de las declaraciones del siguiente capítulo. 
La aprobación de esta ley motiva la modificación del Reglamento de las Cortes 
de Castilla-La Mancha, para la publicación de la declaración de sus actividades, bienes 
y rentas en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha (Reglamento, 1997:art.21.1).  
Dicha modificación considera que “siendo las Cortes la Institución que 
representa al pueblo de la Región, es obvio exigir a los representantes directos de la 
ciudadanía ser los primeros en cumplir la demanda social de transparencia y claridad 
en el ejercicio de nuestras funciones” (Reglamento, 1997: Exposición de motivos). 
Respecto al contenido, el reglamento regula la declaraciones de actividades, 
bienes e intereses de forma idéntica a la de los gestores públicos recogidas en el 
epígrafe anterior por lo que de nuevo cabe destacar la inclusión de aquellas 
actividades desempeñadas en los últimos cinco años a la toma de posesión y la 
declaración de rentas. Junto a esto, la división del patrimonio inmobiliario entre el 
adquirido con anterioridad y con posterioridad a la toma de posesión permite fiscalizar 
en cierto sentido la trayectoria de adquisición de bienes por el diputado. 
En cuanto a los plazos, los diputados presentarán declaración en un mes desde 
su toma de posesión o cese y, de modo muy positivo, anualmente, un mes después de la 
publicación de convocatoria del Decreto de las elecciones autonómicas.  
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Como ocurría para el caso de los miembros del gobierno castellano manchego, no 
es preciso presentar una nueva declaración cuando no hubieran transcurrido doce 
meses desde que se publicó la última, (excepto en el caso de la declaración al cese) lo 
que implica posible pérdida de información relevante para la fiscalización de la 
trayectoria del diputado. 
Llama la atención que “a los efectos de no duplicar declaraciones, los diputados 
que estén obligados por el presente Reglamento y por la ley 7/1997 del Gobierno y del 
Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha, podrán optar por realizar una sola 
declaración” (IBID: art.21.6). De este modo, se impide que se pueda contrastar la 
veracidad de ambas declaraciones. 
Como punto positivo, los cónyuges de los diputados (o quienes estuvieren 
vinculados a ellos por análoga relación de convivencia afectiva) y los hijos que formen 
parte de la unidad familiar, podrán ejercer voluntariamente su derecho a la publicidad 
de sus Declaraciones de actividades, rentas y bienes en el Diario Oficial de Castilla- La 
Mancha (IBID: art.21.10).  
Las sucesivas reformas del Reglamento no han modificado este artículo 21 y en 
2013 la declaración de bienes y actividades de los diputados se seguía rigiendo por el 
mismo. 
3.5.3. Andalucía. Gobierno. Buen acceso 
 
En Andalucía existe desde 1983 la Ley del Gobierno y la Administración de la 
Comunidad Autónoma (Ley del Gobierno y la Administración, 1983), donde se 
regulaban las incompatibilidades del Presidente y los consejeros de la Junta de 
Andalucía, pero dejaba fuera al resto de cargos de la Administración andaluza. 
Posteriormente se aprobó la Ley de Incompatibilidades de Altos Cargos de la 
Administración andaluza (Ley Incompatibilidades, 1984) que, tomando como 
referencia la Ley Orgánica de Incompatibilidades de los Altos Cargos del Gobierno del 
Estado, regulaba las incompatibilidades de los altos cargos de la Administración 
andaluza, asegurando la dedicación absoluta y exclusiva al ejercicio de sus cargos y 
garantizando su independencia.   
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Esta ley fue muy temprana, por lo que en abril de 2005 hubo que hacer una 
reforma a fin de dar mayor transparencia y regular de un modo más estricto el 
régimen de incompatibilidades de los altos cargos. La nueva ley establecía: “Los altos 
cargos y otros cargos públicos estarán obligados, conforme se establezca 
reglamentariamente, a formular declaración de sus actividades, bienes e intereses”. 
(Ley Incomp. Andalucía, 2005: Art. 11).  
Así, los altos cargos a los cuales afectaba esta ley eran (IBID: art.2.1): 
 “El Presidente de la Junta de Andalucía, el Vicepresidente o Vicepresidentes, los 
Consejeros y todos aquellos empleos de libre designación por el Consejo de Gobierno que 
implican especial confianza o responsabilidad y, particularmente, los siguientes: los 
Viceconsejeros, Secretarios Generales, Directores Generales y Secretarios Generales Técnicos 
de las Consejerías y asimilados, los miembros del Gabinete de la Presidencia de la Junta de 
Andalucía, los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, el Presidente, los Consejeros 
electivos que desempeñen sus funciones con carácter exclusivo y a tiempo completo y el 
Secretario General del Consejo Consultivo de Andalucía (…)” 
Estos y otros cargos públicos37 debían presentar declaraciones de sus 
actividades, bienes e intereses, dotadas de carácter público: 
 “El registro de Actividades, Bienes e Intereses al que se alude en el artículo 
anterior será público”, y “el contenido de las declaraciones inscritas en el citado 
Registro se publicará en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y estará disponible 
en Internet” (IBID: Art.14). 
Esto supone un avance respecto de la ley nacional de Regulación de los 
conflictos de intereses de miembros del Gobierno y altos cargos, que sólo regulaba la 
publicación de las declaraciones referidas a los miembros del Gobierno y secretarios de 
Estado  (Ley Regulación, 2006: art.14.4). 
El aspecto menos positivo de la ley andaluza, aunque secundario, es el 
establecimiento como secreta de la parte referida a la declaración del Impuesto sobre 
                                                
37
 “los Consejeros electivos del Consejo Consultivo de Andalucía que desempeñen sus funciones sin exclusividad, el 
Presidente del Consejo Económico y Social de Andalucía, los representantes de la Junta de Andalucía en las Cajas de 
Ahorro y demás entidades de carácter financiero, siempre que desempeñen funciones ejecutivas” (IBID: art.2.2). 
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la Renta de las Personas Físicas y el Impuesto sobre el Patrimonio de cada ejercicio 
económico (Ley Incompatibilidades, 2005: Artículo 12).  
Esta ley, junto con la ley Electoral de Andalucía (1986) fueron modificadas en 
2011 para añadir la obligación de declarar también las retribuciones. Se añadía, 
además, que la declaración se extendería “a las relaciones en materia de contratación 
con todas las Administraciones públicas y entes participados de los miembros de la 
unidad familiar de los altos cargos y otros cargos públicos” (Ley Modificación 2011: 
artículo sexto. Artículo 11). 
Como dato positivo, se daba un plazo de dos meses para la presentación de las 
declaraciones por los altos cargos (IBID: Disposición final tercera 2), inferior al de tres 
meses para los altos cargos del Gobierno contemplado a nivel nacional por la ley 
5/2006. Además, se seguía manteniendo la publicación en el Boletín Oficial del 
Parlamento de Andalucía, en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y en Internet 
(IBID, 2011: Art. tercero. 7) 
El último paso dado en este aspecto tiene lugar en el marco del anteproyecto de 
ley de transparencia aprobado en junio de 2013, que recuerda la obligación por los 
altos cargos de la Junta de hacer públicas sus declaraciones de actividades, bienes, 
intereses y retribuciones (Anteproyecto Andalucía, 2013: art.11 d) aunque olvida 
recordar su publicación en el Boletín Oficial de la Junta, algo que parece darse por 
supuesto acorde con la legislación anterior. 
3.5.4. Andalucía. Parlamento. Buen acceso 
 
En 1986 se aprobó la ley 1/1986 Electoral de Andalucía, que regulaba la 
inelegibilidad e incompatibilidad de los diputados. Dicha ley se completa con la 
modificación del Reglamento del Parlamento de Andalucía en 1995 (Resolución, 1995). 
En él, se establece que: 
“los Diputados estarán obligados a formular, para adquirir la plena condición de 
Diputado, declaración de bienes e intereses, así como de sus actividades, y presentar copia de 
su declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y del Impuesto sobre el 
Patrimonio” (IBID: art.16.1).  
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Se añade además que dichas declaraciones pasarán a formar parte de un 
Registro de Intereses constituido en la Cámara (…) 
Quizá la parte más importante sea la referida a la publicidad: “el registro de 
intereses, en cuanto se refiere a bienes patrimoniales, intereses y actividades tendrá 
carácter público y será accesible a cualquier persona física o jurídica que lo solicite 
motivadamente mediante escrito dirigido a la Mesa del Parlamento de Andalucía” 
(IBID: art.16.3). 
Además, se establecen otras disposiciones como que “las declaraciones deberán 
actualizarse siempre que existan circunstancias modificativas de las mismas” (IBID: 
16.4). 
La aprobación de la citada ley 5/2005 motiva la modificación del Reglamento del 
Parlamento para adaptarlo a los nuevos tiempos. Así, como paso muy importante se 
establece la publicidad de las declaraciones: 
“El contenido de las declaraciones inscritas en el Registro se publicará en 
el Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía y en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía, y estará disponible en Internet” (Reglamento Andalucía, 2005: art.16.3). De 
nuevo se exceptúan las autoliquidaciones tributarias, “que no serán objeto de la 
publicidad establecida en el apartado anterior” (IBID: art.16.4).  
En 2005 se aprobarían los primeros modelos a seguir para las declaraciones, 
siendo el último de ellos en el momento de realización de esta tesis, el Acuerdo de la 
Mesa del Parlamento de Andalucía de marzo de 2012 (Acuerdo, 2012), que serviría de 
modelo a la declaración presentada por los parlamentarios en la IX legislatura.  
Como último paso, la ley 9/2011 (Ley Modificación, 2011: artículo tercero) 
incluía la declaración de las relaciones, en materia de contratación con todas las 
Administraciones públicas y entes participados, de los miembros de la unidad familiar 
de los diputados. En dicha ley también se añadía al Registro la presentación de 
retribuciones. 
 
 - 298 - 
 
 
3.5.5. Comunidad Valenciana. Gobierno, una excepción al 
aperturismo 
 
La Generalitat Valenciana aprueba en 1995 el Decreto 247/1995 por el que se 
crean, en la Conselleria de Presidencia, los Registros de Actividades de Altos Cargos y 
de Bienes y Derechos patrimoniales de los altos cargos de la Generalitat, en los cuales 
“se inscribirán las declaraciones reguladas en el artículo siguiente, cuya presentación 
será obligatoria para todos los altos cargos de la Administración Valenciana” (Decreto 
Gobierno Valenciano, 1995). 
En él se consideran altos cargos desde los miembros del gobierno valenciano, los 
subsecretarios, los secretarios generales y directores generales de la  Presidencia de la 
Generalitat Valenciana y Consellerias que integran la Administración del Gobierno 
Valenciano; pasando por los presidentes, directores generales, gerentes y titulares de 
otros puestos de trabajo o cargos asimilados, hasta los titulares de cualquier otro 
puesto, cualquiera que sea su denominación, cuyo nombramiento se efectúe por el 
Gobierno Valenciano. 
El Decreto dotaba de carácter público al Registro de Actividades de Altos 
Cargos, rigiéndolo según lo dispuesto en la Ley Orgánica de Protección de Datos 
(LOPD, 1995) y la Ley de Régimen Jurídico y Procedimiento Administrativo Común 
(LRJ-PAC, 1992: art. 37).  
Sin embargo, el Registro de Bienes y derechos patrimoniales se inscribía con 
“carácter reservado” y tan sólo podían acceder al mismo, bajo determinadas 
condiciones: las Cortes Valencianas, los órganos judiciales, El ministerio fiscal, el 
Defensor del Pueblo y el Síndic de Greuges (IBID, 1995: art.4.2). 
En 2009, un nuevo Decreto modifica al anterior y delimita la situación de 
declaración de actividades y bienes. Reconoce que, si bien el Registro de Bienes y 
Derechos Patrimoniales de Altos Cargos sigue siendo reservado y con limitaciones 
para acceder a su contenido,  
“se entiende adecuado, con el objeto de reforzar el control sobre los intereses 
patrimoniales que pueda tener un alto cargo, la publicación en el Diari Oficial de la Comunitat 
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Valenciana del contenido de determinados datos de las declaraciones de bienes y derechos 
patrimoniales presentadas” (Decreto Consell, 2009: Preámbulo). 
Para no “menoscabar el derecho a la privacidad y la seguridad de sus titulares” 
(IBID, 2009: Preámbulo) y en imitación del modelo nacional fijado por la ley 5/2006 se 
establece: “la declaración que se publique será únicamente comprensiva de la situación 
patrimonial de estos altos cargos, omitiéndose aquellos datos referentes a su 
localización y salvaguardando la privacidad y seguridad de sus titulares” (Decreto, 
2009: art.4). 
Del lado positivo, se modifican ligeramente los altos cargos sujetos a 
declaración. Se añaden los titulares de las secretarías autonómicas, subsecretarías y 
direcciones generales; los consejeros delegados de sociedades mercantiles con capital 
mayoritario de la Comunidad Valenciana y los directoras o los directores generales, 
gerentes o puestos asimilados de fundaciones del sector público de la Generalitat, 
siempre que perciban retribuciones por el desempeño de dichos puestos. 
En 2012, la Orden 15/2012 de la Conselleria de Presidencia permitió la creación 
de ficheros de datos de carácter personal correspondientes al Registro de Actividades 
de Altos Cargos de la Generalitat y al Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales de 
Altos Cargos de la Generalitat. La Orden justifica su apoyo en la LOPD así como en el 
Real Decreto de Desarrollo de la LOPD (Real Decreto, 2007) en que ambos registros 
contienen datos de carácter personal de dichos altos cargos susceptibles de protección. 
La Orden reiteraba el carácter público del Fichero de Registro de Actividades de 
Altos Cargos de la Generalitat y recogía la unidad ante la que se podía ejercer el 
derecho de acceso, rectificación, cancelación y oposición: Dirección General del 
Secretariado del Consell y Relaciones con Les Cors (Orden Conselleria, 2012: Anexo1). 
Respecto al Fichero de Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales de Altos Cargos 
de la Generalitat, este seguía siendo de carácter reservado. 
En diciembre 2013, las últimas declaraciones publicadas por los miembros del 
Gobierno eran de fecha de 21 de abril de 2010 lo cual denota una falta de 
transparencia e impide el seguimiento del posible enriquecimiento de los cargos. Los 
motivos se detallarán en el siguiente capítulo.  
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3.5.6. Comunidad Valenciana. Parlamento. Sólo declaración a la 
toma de posesión 
 
En sus comienzos, el Reglamento de les Corts Valencianes establecía como 
requisito para adquirir la plena condición de diputado, la presentación de una 
declaración de actividades y de sus bienes patrimoniales. Dichas declaraciones 
incluirían “cualquier actividad que el declarante ejerza y que, conforme a lo 
establecido en la legislación vigente, puedan constituir causa de incompatibilidad y, en 
general, las que proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos” 
(Reglamento Corts Valencianes, 2006: art.21.2). Añadía además que “las declaraciones 
deberán presentarse inicialmente para la plena adquisición de la condición de 
diputado y, asimismo, dentro de los treinta días naturales siguientes a la pérdida de 
dicha condición o de la modificación de las circunstancias” (IBID: art.21.3), lo cual 
permitía el seguimiento de las posibles variaciones patrimoniales y de intereses.  
En lo referido a la publicidad, el contenido del Registro de Intereses conteniendo 
las declaraciones sobre actividades y bienes tendrá carácter público, a excepción de lo 
que se refiera a bienes patrimoniales” (IBID: art.21.4). 
De nuevo contemplamos, cómo los bienes patrimoniales quedaban fuera de la 
publicidad aplicada al resto del Registro, lo que dejaba incompleta la regulación y 
publicidad de las declaraciones de los diputados autonómicos. 
La situación da un giro en 2009, cuando la reforma del Reglamento de las Corts 
Valencianas dotó a dichas declaraciones de carácter público: 
“El contenido del registro tendrá carácter público” (Reforma Reglamento Corts 
Valencianes, 2009: 21.4) 
Además, añadía los requisitos de publicación de las declaraciones por los 
diputados: “la Presidencia de Les Corts ordenará la publicación en el “Boletín Oficial 
de Les Corts” de las declaraciones de actividades y bienes de cada diputado y 
diputada, en el plazo de 15 días desde su toma de posesión” (IBID: art.21.4).  
Esta reforma obliga a que se publiquen las declaraciones de los noventa y nueve 
diputados que componen las Cortes en el Boletín Oficial de las Cortes Valencianas 
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(BOCV), lo que supone un gran avance. Sin embargo, sólo parece regular la 
publicación de declaraciones a la toma de posesión, pero no al cese o a la modificación, 
como sí se indicaba en el (citado) punto anterior del artículo 21. Esto impediría la 
fiscalización de los cambios patrimoniales y de actividades y supondría un paso atrás.  
La resolución de la Presidencia de les Corts procede a regular la declaración de 
las actividades y bienes patrimoniales, y establece el modelo aprobado por la Mesa de 
Les Corts según el cual los diputados deberán presentar su declaración de bienes 
patrimoniales (Resolución declaración Valencia, 2010). 
Además establece otras cuestiones, como que “en el Registro de Intereses se 
inscribirán también las resoluciones del Pleno en materia de incompatibilidades y 
cuantos otros datos sobre actividades de los diputados y diputadas sean remitidos por 
la Comisión del Estatuto de los Diputados y de las Diputadas y no consten 
previamente en el mismo” (IBID: art.3.2). 
La resolución recuerda en su disposición transitoria la obligación de los 
diputados de presentar sendas declaraciones, y establece que si no lo hacen en el plazo 
máximo de diez días, se publicará copia íntegra de las declaraciones de actividades y 
de bienes patrimoniales que consten depositadas en el Registro de Intereses de Les 
Cortes.  
Destaca en este epígrafe el hecho de que la página web de las Corts Valencianes 
(Corts Valencianes, 2013: web) recogía el Reglamento sin la modificación realizada en 
2009, lo que los responsables del departamento jurídico de las Cortes Valencianas 
atribuían a un error, según conversación telefónica mantenida con ellos por la autora 
de esta tesis en marzo de 2013. Sin embargo, el error persistía en diciembre de 2013. 
 
3.5.7. Extremadura. Gobierno 
 
El Estatuto de Autonomía de Extremadura ya establece la dedicación exclusiva 
al ejercicio de sus funciones por los cargos públicos extremeños: “Los miembros de la 
Junta de Extremadura no podrán ejercer otras funciones representativas que las 
propias del mandato parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de 
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su cargo, ni actividad profesional o empresarial alguna” (LO del Estatuto 
Extremadura, 1983: art.41.2).  
Posteriormente, la ley de Gobierno y de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de 1984 promulga un Régimen de Incompatibilidades. En él se establece 
que “el cargo de Presidente se desarrollará con dedicación absoluta, siendo 
incompatible con el desempeño de toda actividad profesional, mercantil o industrial de 
carácter público o privado, por cuenta propia o ajena; asimismo, será incompatible con 
el desempeño de cualquier otra función representativa no derivada de su cargo ni del 
mandato parlamentario” (Ley Gobierno Extremadura, 1984: art.13.2).  
La ley de Incompatibilidades de 1985 incluye a los miembros del Consejo de 
Gobierno de la Junta de Extremadura (el Presidente y los consejeros) y a los altos 
cargos (Ley Incompatibilidades Extremadura, 1985: Art.1.1).  
Como punto importante, delimita; en un primer paso hacia la declaración de 
actividades y bienes, que los cargos a que hace referencia esta ley “formularán 
declaración sobre causas de posible incompatibilidad con arreglo al modelo que 
aprobará la Consejería de Presidencia y Trabajo” (IBID; 1985: Art.8.1). 
Para avanzar coherentemente en transparencia y confianza de la ciudadanía en 
quienes los representan y gobiernan, la ley de Declaración de bienes, rentas, 
remuneraciones y actividades de representantes y cargos públicos extremeños  añade 
la obligación de declarar, de forma oficial y pública, los bienes, derechos, rentas y 
actividades de los cargos públicos a los que afecta la ley, así como su origen y las 
variaciones producidas en su patrimonio durante el ejercicio del cargo, dando a conocer 
al propio tiempo sus actividades e intereses privados (Ley Declaración, 1996: 
Exposición de Motivos). 
En cuanto a la declaración de actividades, se efectuará declaración de “las 
actividades de naturaleza laboral, económica y profesional privadas o públicas, 
retribuidas o no, que desempeñen, por sí o mediante sustitución o apoderamiento” 
(IBID: Art.3). 
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La declaración de bienes y derechos comprende los bienes y derechos 
patrimoniales, valores y activos financieros negociables, saldos medios de los depósitos 
y cuentas bancarias, acciones, fondos de inversión, pólizas de seguros u otros de 
análoga naturaleza, participaciones societarias, objeto de las sociedades participadas y 
de aquellas en las que tengan intereses y cualquier otra clase de bienes propiedad del 
declarante. 
La declaración se realizará hasta dos meses después de la fecha de toma de 
posesión del alto cargo o de la fecha de inicio de la actividad o de la adquisición de 
bienes y derechos que asimismo obligan a efectuar la declaración. Este plazo es menor 
que el de la legislación estatal, de tres meses (ley 5/2006:art.12.2) y contempla, muy 
positivamente, la declaración tras la modificación de circunstancias. 
Como dato más importante, el Consejo de Gobierno ordenará en el plazo de 
veinte días desde la presentación de las declaraciones, la publicación en el Diario 
Oficial de Extremadura de los datos contenidos en los modelos oficiales de declaración 
(Ley Declaración, 1996: art.7.1). 
Además, permite que cualquier persona física o jurídica pueda poner de 
manifiesto ante la Consejería de Presidencia y Trabajo de la Junta de Extremadura 
“irregularidades o inexactitudes en las declaraciones de bienes o intereses” (IBID: 
Art.7.3). 
Por último, el Consejo de Gobierno remitirá la información acerca del número de 
declaraciones y comunicaciones recibidas en el Registro, el número y relación de altos 
cargos que no han cumplido las obligaciones de declarar, el número de procedimientos 
sancionadores incoados y el de resueltos, indicando las infracciones cometidas y las 
sanciones impuestas.  
La ley 10/1997 vino a reformar la legislación de Incompatibilidades de 1985. 
Siguiendo los criterios de la legislación para los altos cargos de la Administración 
Central, se suprime la posibilidad para los altos cargos de compatibilizar puestos de 
representación popular, con la sola excepción de los miembros del Consejo de Gobierno 
(el Presidente y los consejeros). 
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La ley pasa a renombrar a los cargos afectados por la ley, sumando a los 
anteriormente recogidos: los delegados territoriales de la Junta de Extremadura en 
cada una de las provincias de la Comunidad Autónoma (Ley de reforma, 1997: Artículo 
Primero) 
Pese a lo fijado en la ley, las declaraciones de los altos cargos del Gobierno no se 
publicaron en el Diario Oficial hasta cuatro años después, en 2001, con la aprobación 
del Consejo de Gobierno del 20 de marzo que da lugar a la Resolución de julio de 2001 
(Resolución Extremadura, 2001). 
3.5.8. Extremadura. Parlamento 
 
La citada ley de 1996 de Declaración de bienes, rentas, remuneraciones y 
actividades de representantes y cargos públicos extremeños, incluye como personas 
sujetas a declaración, además de los altos cargos mencionados anteriormente, a los 
diputados y senadores de las Cortes Generales elegidos en el territorio de la 
comunidad, y a los presidentes de la Diputación y diputados provinciales de Cáceres y 
Badajoz. Estos remitirán sus declaraciones, que se publicarán en el Diario Oficial de 
Extremadura gratuitamente (Ley Declaración, 1996: Art.3). 
Esta ley motivó en 1996 la reforma del Reglamento de la Asamblea de 
Extremadura para obligar a los diputados a efectuar declaración de actividades (de 
naturaleza laboral, económica y profesional, privadas o públicas, ya sean retribuidas o 
no), y otra declaración que comprenda desde bienes y derechos patrimoniales 
(indicando la superficie, ubicación, título y fecha de adquisición), pasando por valores y 
activos financieros negociables, saldos medios de los depósitos y cuentas bancarias, 
acciones, hasta cualquier otra clase de bienes propiedad del declarante (RERA, 1996: 
Art.1). El artículo indicaba también que las declaraciones se publicarían en el Diario 
Oficial de Extremadura gratuitamente.  
Esta reforma no pareció ser suficiente y, en 2008, una nueva modificación del 
Reglamento recordó la publicidad de las declaraciones e incorporó su publicación 
también en el Boletín Oficial de Extremadura. 
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En ésta se indica que “los diputados estarán obligados a formular declaración de 
actividades, bienes e intereses y a presentar copia de su declaración-liquidación del 
impuesto de la renta de las personas físicas y, en su caso, del impuesto de patrimonio, 
al adquirir o perder la condición de diputado y cuando se modifiquen las 
circunstancias” (Reglamento Extremadura, 2008: Art. 31.1). 
Como punto positivo, indica que las declaraciones deberán actualizarse siempre 
que existan circunstancias modificativas. 
Por su parte, se confirma la inclusión de las declaraciones sobre actividades, 
bienes o intereses como parte del Registro de Actividades, Bienes e Intereses 
constituido en la Cámara. 
En cuanto a la publicidad, “el Registro de Actividades, Bienes e Intereses tendrá 
carácter público, salvo aquellos aspectos referidos a los bienes patrimoniales que la 
Mesa acuerde por razones de seguridad38. El contenido de las declaraciones inscritas 
en el Registro se publicará en el Boletín Oficial de la Asamblea de Extremadura y en 
su página web, a efectos informativos” (IBID: art.31.3). 
La primera publicación de dichos datos tuvo lugar más de un año después, en 
diciembre de 2009, a mitad de la VII legislatura de Extremadura. A partir de ahí se 
seguirían publicando los datos de los diputados de las siguientes legislaturas. 
 
3.6. El resto de comunidades autónomas 
 
3.6.1. País Vasco. Gobierno 
 
El País Vasco obtiene el primer puesto en el Índice de Transparencia de las 
Comunidades Autónomas (INCAU 2012: web) que elabora Transparencia 
Internacional España39 y en determinadas áreas, como la de relaciones con los 
                                                
38
 En una nueva reforma del Reglamento llevada a cabo en julio de 2013 se sujeta esta excepción a los datos relativos a 
la localización de los bienes, a efectos de salvaguardar la privacidad y seguridad de sus titulares. 
39
 El índice está basado en seis áreas de transparencia: Información sobre la Comunidad Autónoma; relaciones con los 
ciudadanos y la sociedad; transparencia económico-financiera; transparencia en las contrataciones de servicios, obras y 
suministros; transparencia en materia de ordenación del territorio, urbanismo y obras públicas y los indicadores del 
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ciudadanos y la sociedad y la transparencia económico-financiera, obtiene la máxima 
calificación.  
Sin embargo, su puntuación flaquea en el grupo de indicadores de cumplimiento 
de la nueva ley de transparencia, concretamente en el punto que nos ocupa, referido al 
indicador de publicación de Declaración anual de Bienes y Actividades de los altos 
cargos de la Comunidad Autónoma. Ahora se verá porqué. 
En cuanto a la legislación en lo referente a las Incompatibilidades, la primera 
ley es la 32/1983. Su objetivo era deslindar los campos de los deberes y el de las 
incompatibilidades así como el de evitar en los cargos públicos la acumulación de 
retribuciones (Informe Incompatibilidades altos cargos: web). 
Ésta afecta a un amplio elenco de cargos públicos que comprenden desde el 
Lehendakari, consejeros, altos cargos de la Administración de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco y/o de sus entes institucionales, delegados territoriales y 
asimilados a los cargos anteriores, pasando por los miembros electivos de los 
territorios históricos y de las corporaciones locales, diputados generales y diputados 
forales, personal al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma del País 
Vasco, de sus organismos autónomos, de sus sociedades públicas, personal al servicio 
del Parlamento hasta llegar a otros órganos o entidades cuyos presupuestos se 
incluyan en los presupuestos generales de la comunidad autónoma (Ley 
Incompatibilidades País Vasco, 1983: art. Uno). 
Dichas personas deberán declarar las actividades profesionales, laborales, 
mercantiles o industriales que ejerzan, así como las derivadas de la administración del 
patrimonio familiar o personal cuando guarden relación con lo previsto en el artículo 
uno (IBID art.8). 
El Decreto 129/1999 (Decreto declaración País Vasco, 1999) viene a hacer 
efectivo el cumplimiento de las obligaciones impuestas por las leyes regulando la 
declaración y registro de las actividades, los bienes y derechos patrimoniales de los 
miembros del Gobierno y los altos cargos de la Administración, entre otros.  
                                                                                                                                                            
proyecto de ley de transparencia estatal. Este índice sólo valora si la información requerida está o no disponible, no la 
calidad de la información publicada, ni tampoco la calidad de la gestión de los Gobiernos de las CC.AA. 
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El ámbito de aplicación comprende a “los miembros del Gobierno, los 
Viceconsejeros, Secretarios Generales y Directores de la Administración General, los 
Directores Generales, Directores y Secretarios Generales de los organismos autónomos 
equiparados a los anteriores” (IBID: art. 2). 
El gobierno vasco tiene la obligación de informar al Parlamento Vasco del 
número de declaraciones recibidas y el número de altos cargos que no cumplen con la 
obligación de declarar. 
El plazo de declaración debe efectuarse en el Registro dentro del mes siguiente a 
la fecha de toma de posesión, cese o modificación de circunstancias, en el caso de la 
declaración de actividades, y de tres meses para la de bienes y derechos patrimoniales.  
Se crea un Registro de Actividades y de Bienes y Derechos Patrimoniales, 
dividido en una primera sección, de carácter público, que incluye los datos 
identificativos del declarante y las declaraciones de actividades. Las personas que lo 
deseen pueden solicitar una certificación así como copias autenticadas de las 
declaraciones originales inscritas que se expedían por el Director de Función Pública 
(IBID: arts. 13 y 14). Sin embargo, no se mencionada nada acerca de una posible 
publicación en el Boletín Oficial o en la web del Gobierno. 
La segunda sección incluía las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales 
y los documentos relativos y, como era de esperar, tenía “carácter reservado”, pudiendo 
acceder a la misma tan sólo el interesado, el Consejero del que dependa, el Consejo de 
Gobierno, el Ararteko (El Defensor del Pueblo), el Parlamento y los Tribunales de 
Justicia y el Ministerio Fiscal. Un posterior informe de Departamento de Hacienda y 
Administración Pública del Gobierno Vasco justificaba dicha reserva en “el secreto y 
debida prudencia y reserva a guardar que el tratamiento de estas materias requiere” 
(Informe Incompatibilidades Altos Cargos País Vasco: 4). 
Este informe reconocía que tanto la efectiva aportación de los datos sujetos a  
declaración como la veracidad de los mismos está siempre sujeta a la voluntad del 
interesado, por ello calificaba de “materialmente imposible” el control con carácter 
previo de todas y cada una de las circunstancias que puedan derivar en un supuesto de 
incompatibilidad (IBID: 6). Todo ello, pese a que el Gobierno tenía obligación de 
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informar al Parlamento Vasco del número de declaraciones recibidas así como de los 
altos cargos que hayan incumplido con dicha obligación. 
El mismo, recogía la necesidad de una nueva regulación en materia de 
incompatibilidades para dar respuesta, por una parte, a la demanda social de mayor 
transparencia de la actividad pública y, por otra, a la conveniencia de regular del modo 
más adecuado el régimen de incompatibilidades de altos cargos, con el fin de reforzar 
su independencia, imparcialidad y dedicación exclusiva a sus funciones públicas (IBID: 
7).  
En este sentido, no deja de sorprender que una comunidad autónoma con un 
índice de calificación de transparencia tan alto y una iniciativa pionera en el desarrollo 
de un portal web de Open Data/Datos Abiertos (2013: web), no publique digitalmente 
los datos referidos a la declaración de actividades y bienes patrimoniales de sus 
autoridades. La petición de los datos verificará dicho extremo.  
 
3.6.2. País Vasco. Parlamento 
 
La Ley de Elecciones al Parlamento Vasco de 1990 recoge la obligatoriedad por los 
Parlamentarios de “formular declaración de todas las actividades que puedan 
constituir causa de incompatibilidad de las enumeradas en esta Ley y de cualesquiera 
otras actividades que les proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos o 
ventajas patrimoniales, así como de sus bienes” (Ley elecciones, 1990: art.8) 
El Reglamento del Parlamento Vasco desarrollaría este punto posteriormente, 
fijando la obligación por los parlamentarios de entregar “la declaración de actividades 
que pueden constituir causa de incompatibilidad, así como de las que, resultando de 
ejercicio compatible, proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos o 
ventajas patrimoniales” (Reglamento Parlamento Vasco, 2012: art. 20.1.a). 
Junto a esto, los parlamentarios deben entregar la declaración de sus bienes 
patrimoniales.  
En cuanto a las condiciones, dichas declaraciones deberán efectuarse “tras la 
presentación de la credencial acreditativa de la condición de electo. Asimismo, deberá 
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presentarse declaración de actividades cada vez que se produzca una modificación de 
circunstancias (…) en el plazo de un mes desde su acaecimiento”. Las modificaciones 
de bienes, por su parte, se declararán en el plazo máximo de un año. Igual declaración 
de bienes se realizará a la pérdida de la condición de parlamentaria o parlamentario”. 
“Las declaraciones sobre actividades y bienes deberán efectuarse en los modelos 
oficiales elaborados por los servicios de la Cámara (…) y se inscribirán en el Registro 
de Intereses, constituido en la Cámara bajo la dependencia directa del presidente o 
presidenta del Parlamento. El contenido del Registro tendrá carácter público, a 
excepción de lo relativo a las declaraciones de bienes patrimoniales” (IBID: art. 20.3). 
De nuevo se aprecia cómo, a imitación de lo que ocurría con la legislación para los 
diputados a nivel nacional antes de la modificación de 2011, la declaración de bienes 
patrimoniales no es pública. Además, el acceso a la declaración de actividades queda 
restringido a la petición por escrito. Del lado positivo destaca el plazo de un mes para 
la presentación de declaración de actividades. Además, existe una comisión de 
Incompatibilidades destinada a examinar las declaraciones de actividades presentadas 
por los Parlamentarios a efectos de declarar la compatibilidad o incompatibilidad de 
las mismas y pronunciarse sobre la idoneidad de los candidatos. También se 
contemplan entre las infracciones muy graves la falsedad u ocultación de datos 
relevantes por su importancia económica o transcendencia social en las declaraciones 
de actividades y bienes (IBID. Art. 118 5º).  
Como conclusión, debe destacarse el atraso de dicha legislación que sólo da acceso a 
las declaraciones de actividades por medio de una petición escrita o electrónica y no 
publica las mismas en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma ni en su página 
web. 
3.6.3. Navarra. Gobierno 
 
Navarra obtiene en 2012 el quinto puesto en el Índice de Transparencia de las 
Comunidades Autónomas (INCAU, 2012: web). De hecho, aumenta 11,3 puntos desde 
el Índice elaborado en 2010 pasando del sexto al quinto puesto. Según este índice, 
Navarra está por encima de la media en todos los indicadores salvo el de 
contrataciones de servicios, obras y suministros.  
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Sin embargo, Navarra hace públicas las declaraciones de bienes y derechos 
patrimoniales de los miembros del Gobierno y sus altos cargos desde una fecha 
reciente, junio de 2012, por medio del Registro de Actividades y del Registro de Bienes 
y Derechos Patrimoniales. 
La primera regulación de la comunidad foral en el ámbito de incompatibilidades 
es la ley 19/1996 donde se recoge la creación del Registro de actividades e intereses de 
altos cargos del Gobierno y la Administración de la Comunidad Foral de Navarra. 
Según recoge la ley, “los altos cargos están obligados a efectuar una declaración 
de las actividades que desempeñen por si o mediante sustitución o apoderamiento y 
(…) aquellas que vayan a realizar una vez que hubiesen cesado en el desempeño de los 
cargos (…)” (Ley foral de Incompatibilidades, 1996: art.11.1). 
En cuanto a la declaración de bienes y derechos, la ley contempla “una 
declaración patrimonial “comprensiva” por los altos cargos y sus cónyuges. Ésta 
comprenderá al menos los siguientes extremos: a) Los bienes, derechos y obligaciones 
patrimoniales que se posean b) Los valores o Activos financieros negociables c) Las 
participaciones societarias d) EI objeto social de las sociedades de cualquier clase en 
las que se tengan intereses e) Las sociedades participadas por las que sean objeto de 
declaración según el apartado c) con señalamiento de sus respectivos objetos sociales 
(IBID: art.12.1). 
Se indica, además, que ambas declaraciones se harán “en el improrrogable plazo 
de los dos meses siguientes a la fecha de toma de posesión y cese respectivamente” 
(IBID: art. 11.2 y 12.2). En el caso de la declaración de actividades, se hará además 
“cada vez que el interesado inicie una nueva actividad, de las que son objeto de 
regulación en esta ley Foral” (IBID: art.11.2). Este plazo ya supone un avance respecto 
a lo regulado por el Reglamento de Desarrollo de la ley estatal 5/2006, que fija tres 
meses para dicha declaración (Reglamento, 2009: art. 7.4 y 12.1). 
Por el contrario, la gran carencia de dicha ley es que deja sin regular la forma de 
garantizar el carácter público de la declaración patrimonial, estableciendo únicamente 
que “el Registro de Actividades e intereses de altos cargos del Gobierno y la 
 - 311 - 
 
 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra tiene carácter público” (Ley Foral, 
1996: art.7.2), pero sin añadir nada respecto al Registro de Bienes Patrimoniales. 
Además, ni siquiera dicho carácter público del Registro de Actividades e 
Intereses es tal, ya que acto seguido se indica que “podrán acceder a los datos del 
Registro de Actividades e intereses de altos cargos del Gobierno y la Administración de 
la Comunidad Foral de Navarra: El Parlamento de Navarra (…), los Órganos 
judiciales, para la instrucción o resolución de procesos que requieran el conocimiento 
de los datos que obran en el Registro, de conformidad con lo dispuesto en las leyes 
procesales y el Ministerio Fiscal, cuando realice actuaciones de investigación, en el 
ejercicio de sus funciones que requieran el conocimiento de los datos que obran en el 
Registro” (IBID. Art. 9.1), lo cual veta el acceso al resto de grupos sociales e individuos. 
La aprobación de la ley Foral 11/2012 de la Transparencia y el Gobierno abierto 
(Ley Transparencia Navarra, 2012) supone un paso más en el camino a la 
transparencia y la rendición de cuentas. En ella se indica que “se harán públicas las 
retribuciones y otras cantidades percibidas por los miembros del Gobierno de Navarra 
y altos cargos de la Administración Pública por el desempeño de actividades 
compatibles. También se harán públicos los bienes y derechos patrimoniales que 
posean al inicio, durante y al final de su mandato o cargo público” (IBID: art. 63.1). 
Esto supone un gran avance respecto a la regulación de 1996 pues impone la 
publicidad de los bienes y derechos patrimoniales de los cargos. Además, se indica que 
dicha publicación se hará “durante” su mandato, lo cual ya supone otra mejora 
respecto de la ley para los miembros del Gobierno de España que sólo establece dicha 
publicación tras “la fecha de toma de posesión y cese”(Reglamento 2009: art.12.1).  
Para adaptar la ley Foral 19/1996 al nuevo marco de transparencia, la ley 
12/2012 modifica el repertorio de los altos cargos sujetos a declaración, que pasan a ser 
el Presidente y los Consejeros del Gobierno de Navarra, los miembros de los Gabinetes 
del Presidente y de los Consejeros del Gobierno de Navarra, a excepción del personal 
administrativo, los Directores Generales de la Administración, los Directores Gerentes 
de los organismos públicos dependientes de la Administración, los Directores Gerentes 
y asimilados de las sociedades públicas y de sus organismos públicos y los Directores y 
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asimilados de las fundaciones públicas y de sus organismos públicos (Ley Foral 
modificación, 2012: Art. Uno.1). 
Además, la nueva ley modifica el artículo nueve de la anterior para establecer 
que “el Registro de Actividades tiene carácter público” (IBID: art.Seis.1) sin limitar su 
acceso a determinados organismos públicos, como hacía la ley de 1996. 
Junto a esto, limita una vez más y siguiendo el modelo nacional el acceso a las 
declaraciones patrimoniales, al establecer que “el Registro de Bienes y Derechos 
Patrimoniales tiene carácter reservado”, y restringiendo el acceso a los mismos 
organismos con acceso al Registro de Actividades mediante la ley de 1996: el 
Parlamento de Navarra, los órganos judiciales y el Ministerio fiscal. Sin embargo, de 
nuevo aquí se repite la maniobra estatal de la ley 5/2006, que establece que los datos 
“relativos a los bienes y derechos patrimoniales que posean al inicio, durante y al final 
de su mandato o cargo público se publicarán en el Portal del Gobierno de Navarra en 
Internet, en la forma que reglamentariamente se determine”. Se añade además que se 
omitirán los datos relativos a su localización para salvaguardar la privacidad y 
seguridad de sus titulares (IBID: art. Seis. 3).  
Todas estas pretensiones se concretan en el Decreto Foral de 2013 (Decreto 
Foral, 2013) que viene a regular los plazos de presentación: dos meses desde la fecha 
de toma de posesión y cese del alto cargo, así como anualmente en el mes de junio (lo 
cual permite una revisión anual del estado de sus declaraciones). Además, durante los 
dos años siguientes a la fecha de cese, las personas que hayan ostentado un alto cargo 
deberán comunicar al Registro de Actividades e Intereses las actividades que vayan a 
desempeñar, así como las prestaciones económicas percibidas. 
El Decreto regula además la inclusión de las actividades públicas por razón de 
su cargo y actividades privadas así como los bienes patrimoniales que posean.  
3.6.4. Navarra. Parlamento. Sólo actividades 
 
La presentación y cumplimentación de las declaraciones de actividades y bienes 
se regula según el Reglamento del Parlamento de Navarra, de 1985. Éste, establece la 
obligación por los Parlamentarios Forales para adquirir la plena condición de tales, de 
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cumplimentar las declaraciones de actividades y de bienes patrimoniales (Texto 
refundido Reglamento, 2011: art. 24). Sin embargo, dicha precocidad en la regulación 
se ve empañada por la restricción de las declaraciones de bienes patrimoniales.  
La declaración de actividades incluye cualquier actividad que el declarante 
ejerza y que, conforme a lo establecido en la legislación vigente, pueda constituir causa 
de incompatibilidad, y en general, las que proporcionen o puedan proporcionar 
ingresos económicos.  
En cuanto a la declaración de bienes patrimoniales se destaca que incluirá 
cualquier tipo de bienes de carácter mobiliario e inmobiliario del declarante, señalando 
con precisión el régimen y grado de representación que le correspondan en cualquier 
sociedad y los depósitos o valores representativos que posea. 
Las declaraciones se inscribirán en el Registro de Intereses, que se constituirá 
en la Cámara bajo la dependencia directa del Presidente de la Cámara y custodia del 
Letrado mayor (IBID: art.24.5) El plazo de presentación será durante el primer 
semestre de cada año y en los dos meses posteriores al cese como Parlamentario foral. 
Además, la no cumplimentación de dichas declaraciones de actividades y de bienes 
supone una sanción para los parlamentarios, como la expulsión de la sala de sesiones o 
la prohibición de la asistencia a las mismas. 
En cuanto a la publicidad, como ya viene siendo habitual, se recoge que “el 
contenido del Registro tendrá carácter público, a excepción de lo que se refiere a bienes 
patrimoniales que quedará solamente a disposición de la mesa de la Cámara” (IBID. 
Art. 24.5). Sin embargo, no se explica cómo puede ejercerse dicho acceso a la parte del 
registro que sí es pública. Descubro así que dicho acceso se regula por un antiguo 
acuerdo de 1995 que nunca se hizo público y me fue facilitado por medio de una 
comunicación personal por email de la letrada del Parlamento de Navarra, Silvia 
Doménech (DOMÉNECH Y GIL, 2013: web). Este dice así: 
“Determinar que el contenido de la primera sección, que tiene carácter público, 
pueda ser consultada por cualquier persona que tenga interés en conocerla, previa 
solicitud al efecto. La manifestación y examen de la declaración de "Actividades" 
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deberá ser autorizada previamente por el Letrado Mayor y sólo podrá efectuarse de 
forma personal por el solicitante sobre las fotocopias debidamente autenticadas de los 
documentos, sin que se facilite a los solicitantes fotocopia de las mismas”. 
La misma letrada aclara, en mayo de 2013, en la comunicación antes 
mencionada, que la declaración de actividades se puede obtener presentando una 
petición por escrito dirigida al Letrado Mayor, mientras que, en el caso de la 
declaración de los bienes patrimoniales, su carácter secreto las restringe 
exclusivamente a la disposición de la Mesa de la Cámara. En cualquier caso, 
aseguraba esta funcionaria que estaban estudiando la posibilidad de que se 
expandiese a los diputados la legislación aplicable a los miembros del Gobierno, cuyas 
declaraciones sí son públicas. En este sentido, la disposición adicional cuarta de la ley 
de transparencia de Navarra (Ley Foral, 2012) que regula la promoción de la 
transparencia en otras instituciones, establece que las distintas instituciones de la 
Comunidad Foral de Navarra adoptarán en su propio ámbito de competencias, en el 
plazo de un año, medidas de transparencia y participación y colaboración ciudadanas 
conforme a los principios y revisiones contenidos en la presente Ley Foral. Teniendo en 
cuenta la entrada en vigor de dicha ley de transparencia a los seis meses de su 
publicación en julio de 2012 en el Boletín Oficial, ello ocurriría en enero de 2013, por lo 
que el plazo para la adaptación al resto de instituciones de la Comunidad Foral de 
Navarra se ampliaría hasta enero de 2014.  
Queda así pendiente la aplicación a los miembros del Parlamento de la 
Comunidad Foral la legislación ya aplicable para los miembros del Gobierno Foral, 
siendo hasta ese momento la situación de severa restricción, con estrictas condiciones 
de acceso a las declaraciones de actividades (con la sola posibilidad de tomar notas) y 
el acceso restringido a las de bienes. 
 
3.6.5. Madrid. Gobierno 
 
La situación de los altos cargos de la Comunidad se regía por la ley de 
Incompatibilidades 14/1995, que deroga la de 1994 y se aplica a los siguientes altos 
cargos de la Comunidad de Madrid:  
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“al  Presidente del Consejo de Gobierno, al Vicepresidente o Vicepresidentes del 
Consejo de Gobierno, a los Consejeros, Viceconsejeros, Directores Generales, Secretarios 
Generales Técnicos y demás cargos de rango igual o superior al de Director General de las 
distintas Consejerías, al Interventor General de la Comunidad de Madrid, al Tesorero General 
de la Comunidad de Madrid, al Director del Gabinete de Presidencia (…)” (Ley 
Incompatibilidades Madrid, 1995: art.2) 
La ley recoge que dichos altos cargos estarán obligados a realizar la “declaración 
notarial comprensiva de las actividades desempeñadas por sí o mediante sustitución o 
apoderamiento, durante al menos el último año anterior a la toma de posesión”.  Éstas 
se presentarán en el improrrogable plazo de los dos meses siguientes a la toma de 
posesión” (IBID: Art.9). 
Del mismo modo, tendrán que “formular ante el Registro De Bienes Y Derechos 
Patrimoniales (…) una declaración notarial comprensiva de la totalidad de sus bienes, 
derechos y obligaciones, así como de su cónyuge, que voluntariamente se preste a ello y 
de sus hijos no emancipados” (IBID. Art. 10). 
De nuevo, el plazo será de dos meses desde las fechas de toma de posesión y 
cese, lo que supone un avance respecto a la legislación nacional, que establece tres 
meses (Reglamento, 2009). 
En lo referido a la publicidad, se establece que al Registro de Actividades le será 
de aplicación la Ley 30/1992. Además, y como es habitual, se establece el “carácter 
reservado” del Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales de los Altos Cargos de la 
Comunidad de Madrid (Ley Incompatibilidades Madrid, 1995: art. 14.4.) al que sólo 
tendrán acceso: La Asamblea de Madrid, el Consejo de Gobierno de la Comunidad de 
Madrid y en ciertos casos los órganos judiciales, el Ministerio Fiscal y el Defensor del 
Pueblo (IBID: art. 14.5). 
A pesar de esto, se añade que se podrá tener acceso a las declaraciones en él 
formuladas “previa presentación de solicitud en la que se especificará el Alto Cargo de 
cuyos datos se quiere tener constancia, así como el nombre y condición del solicitante” 
(IBID: Art.14.4) por lo que no queda claro si el acceso podría realizarse en lo referido al 
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contenido del Registro, no al Registro completo (lo que se constatará mediante la 
solicitud de acceso a los datos realizada en el próximo capítulo). 
El Reglamento de Organización y funcionamiento de los Registros de Altos 
Cargos de la Comunidad de Madrid viene a fijar el modo de presentación y acceso a los 
mismos (Decreto Comunidad de Madrid, 1995). 
En lo que respecta a los Registros de Actividades y de Bienes y Derechos 
Patrimoniales, indica que en él “se inscribirán las declaraciones notariales 
comprensivas” (IBID: Preámbulo y arts.6.1 y 10.1) de las actividades que desempeñen 
los altos cargos y de la totalidad de sus bienes, derechos y obligaciones, 
respectivamente.  
También se indica la obligatoriedad de presentación de las declaraciones 
tributarias anuales correspondientes al impuesto sobre la renta de las personas físicas 
y del impuesto extraordinario sobre el patrimonio, en su caso. 
El Reglamento deja la aprobación de los Modelos de Declaración de Actividades, 
Bienes, Derechos y Obligaciones a la Consejería de Hacienda aunque fija el contenido 
de la declaración de bienes, derechos y obligaciones en los bienes, derechos y 
obligaciones patrimoniales que posean, los valores o activos financieros negociables, 
las participaciones societarias, el objeto social de las sociedades de cualquier clase en 
las que tengan intereses, las sociedades participadas por las que sean objeto de 
declaración con señalamiento de sus respectivos objetos sociales. 
Esto supone una declaración patrimonial bastante amplia y completa que, en 
caso de publicarse, respondería a las demandas de acceso de la población. El problema 
es, sin embargo, que dicho Registro presenta de nuevo “carácter reservado” (Decreto, 
1995: art. 12). 
En cuanto al acceso al Registro de Actividades, se establece el derecho de “Las 
personas interesadas en obtener certificación de las inscripciones del Registro de 
Actividades podrán solicitar la expedición de la misma por cualquiera de los medios 
previstos legalmente” (IBID. Art. 8.2). Su acceso se regula según la ley 30/1992 (LRJ-
PAC, 1992: art.37). 
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Así, el panorama y a raíz del escándalo de los presuntos sobresueldos recibidos 
por miembros del Partido Popular, se abre el debate sobre la necesidad de que los 
políticos hagan públicos sus bienes y retribuciones como ejercicio de transparencia.  
En febrero de 2013 el Partido Popular presenta una Proposición de Ley 
(apoyada por todos los grupos de la Asamblea) para la modificación del artículo 14 de 
la ley 14/1995. Ésta propone una muy positiva actualización de la ley que permita la 
publicación del contenido de las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales de 
los altos cargos en el Boletín Oficial y en la página web de la Comunidad de Madrid 
aunque eso sí,  
“En relación con los bienes patrimoniales, se publicará una declaración comprensiva de 
la situación patrimonial de estos altos cargos, omitiéndose aquellos datos referentes a la 
intimidad de las personas o que pudieran afectar a la privacidad y seguridad de sus titulares” 
(Proposición de Ley Modificación, 2013: art. único). 
Esto hace prever que la posible publicación seguiría el exiguo modelo existente 
para los miembros del Gobierno y altos cargos de la Administración.  
Junto a esto, en una disposición adicional única, se regula a su vez la 
publicación de las retribuciones de los altos cargos en la web de la Comunidad de 
Madrid.  
Sin embargo, en diciembre de 2013 no se había llevado a cabo modificación de la 
ley, por lo que la situación legislativa seguía siendo muy restringida; con acceso 
condicionado a petición en el caso de la declaración de actividades y sin acceso para la 
de bienes patrimoniales.  
3.6.6. Madrid. Parlamento  
 
En cuanto al Poder Legislativo, hasta ese momento, el Reglamento de la 
Asamblea de Madrid (Acuerdo Pleno de la Asamblea, 1997) recogía en su artículo 28: 
“Los Diputados estarán obligados a cumplimentar una declaración de actividades como 
requisito para la adquisición de la plena condición de Diputado (…) Igualmente, 
deberán formular declaraciones complementarias en el plazo de los treinta días 
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naturales siguientes a la modificación de las circunstancias inicialmente declaradas o 
a la pérdida de la condición de Diputado” (IBID: art.28.1). 
Dicha declaración debía seguir el modelo aprobado en 1997 (Acuerdo de la Mesa 
de la Asamblea, 1997). 
Añadía además la obligatoriedad de inscribir las declaraciones de actividades, 
así como las incompatibilidades en un Registro de Intereses, constituido en la 
Asamblea, bajo la dependencia directa de la Mesa y la custodia de la Secretaría 
General. 
El Reglamento dotaba al contenido del Registro de Intereses de “carácter 
público”, asegurando que “serán accesibles a cualquier persona física o jurídica que lo 
solicite, en los casos, en las condiciones y por el procedimiento que fije la Mesa, previo 
parecer favorable de la Junta de Portavoces” (Acuerdo Pleno de la Asamblea: Art.28.2). 
Es preciso matizar la diferencia entre el Registro al completo y su contenido, ya que, 
como ocurría a nivel nacional, el llamado “contenido” es sólo un extracto. 
Además, el acuerdo de la mesa de la Asamblea citado anteriormente fijaba 
ciertas reglas a la hora de hacer público el Registro de Intereses. En primer lugar, 
correspondía a la Mesa de la Cámara “la autorización, en cada caso, al Secretario 
General para facilitar el acceso al Registro de Intereses a quien, mediante escrito 
razonado de solicitud, acredite su interés” (Acuerdo Mesa de la Asamblea, 1997: 
Tercero a)).  
En segundo lugar y para mayor obstáculo, se establecía que “Respecto de dichos 
documentos podrán tomarse notas, sin que sea posible fotocopiar o solicitar 
certificaciones” (IBID, Tercero b)).  
Por último, no autorizaba la exhibición de declaraciones de actividades “respecto 
de las cuales no se haya adoptado aún acuerdo por el Pleno de la Cámara, ni exhibir 
las declaraciones separadamente de los correspondientes acuerdos plenarios” (IBID, 
Tercero c)). 
Dicho acuerdo fue modificado en 2007 (Acuerdo de la Mesa de la Asamblea, 
2007) para fijar un nuevo modelo de declaración de actividades. Sin embargo, éste no 
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incluía fechas de nombramiento o cese, ni desglosaba según tipo de actividad, ni 
incluía si se percibía o no remuneración, y por supuesto, tampoco la cantidad 
remunerada, por lo que el nuevo modelo se anticipaba pobre e incompleto. 
En lo referido a la declaración de bienes patrimoniales, la situación era incluso 
más restrictiva. El Reglamento de la Asamblea (Acuerdo Pleno de la Asamblea, 1997: 
art.29) establecía que los diputados estaban obligados a presentar una declaración 
notarial de sus bienes patrimoniales en el plazo de los dos meses siguientes a la 
adquisición de la plena condición de diputado. 
En ella, podían hacer las manifestaciones oportunas en relación con la variación 
patrimonial que se hubiera producido entre las dos declaraciones. 
Sólo se recogía la presentación de bienes patrimoniales tras la adquisición de la 
condición de diputado, pero no tras el cese, como es habitual en otras declaraciones.  
Junto a esto, respecto a la publicidad, no se indicaba más que las declaraciones 
notariales efectuadas estarían a disposición de la Mesa y de la Comisión de Estatuto 
de Autonomía, Reglamento y Estatuto del Diputado, pero no se añadía nada respecto 
al acceso por los ciudadanos interesados. 
Este artículo 29 fue modificado en 2012 para incluir, tal y como se exigía para la 
declaración de actividades en el Reglamento (1997: art.28), la publicación de las 
declaraciones patrimoniales “en el plazo de los dos meses siguientes a la pérdida de la 
condición de Diputado” (IBID: Artículo único). 
En cuanto al acceso, se establecía que “Las declaraciones notariales efectuadas 
estarán a disposición de la Mesa y de la Comisión de Estatuto de Autonomía, 
Reglamento y Estatuto del Diputado cuando sean necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones” (IBID: art.29). 
La situación, como se puede apreciar, es de terrible atraso para la comunidad 
que alberga la capital del Estado y que en muchos otros aspectos supone un referente 
para el resto del Estado, ya que, por un lado, la declaración de actividades de los 
diputados no se publica en el Boletín Oficial de la Asamblea de Madrid y sólo se hace 
pública mediante petición por escrito y, por el otro, la declaración de patrimonio ni 
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siquiera es de acceso público. Desde la propia Asamblea aseguran desconocer si se 
produce o no dicha publicación aunque aseguran que está en marcha el debate. 
En este sentido, el Grupo Parlamentario Popular planteó en febrero de 2013 una 
Proposición de Ley para modificar los artículos 28 y 29 del Reglamento y así dar a 
conocer públicamente las declaraciones de actividades y bienes de los diputados en el 
Boletín Oficial de la Asamblea y en su página web40.  
 “El contenido del Registro de Intereses tendrá carácter público (…) La Mesa aprobará 
las normas de organización y funcionamiento del Registro de Intereses y dispondrá, asimismo, 
la publicación de las declaraciones de actividades en el Boletín Oficial de la Asamblea de 
Madrid y en la página Web de la Asamblea de Madrid”. (Proposición de Ley Reforma, 2013: 
art. primero) 
Por su parte, el artículo 29, referido a bienes, derechos y obligaciones 
patrimoniales, se reformaría para permitir “la publicación de las referidas 
declaraciones en el Boletín Oficial de la Asamblea de Madrid y en la página Web de la 
Asamblea de Madrid” (IBID, 2013: art. segundo) 
Junto a Madrid, otras comunidades autónomas deciden en 2013 hacer públicos 
los bienes patrimoniales de sus miembros del Gobierno o diputados. A continuación 
analizo el marco legislativo de uno de los poderes (Ejecutivo o Legislativo) de cada una 
de ellas, que se completará con el análisis del acceso real realizado en el siguiente 
capítulo.  
 
3.6.7. Aragón. Parlamento 
 
La ley Electoral de la Comunidad Autónoma de Aragón (1987: art. 5 quáter 1.) 
obliga a los diputados a Cortes de Aragón a: 
“Formular declaración de todas las actividades que puedan constituir causa de 
incompatibilidad, conforme a lo establecido en esta Ley, y de cualesquiera otras actividades 
                                                
40
 El Grupo Parlamentario Popular plantea dicha proposición de ley el mismo día que había planteado la Proposición de 
reforma de la ley 14/1995 para la publicidad de las declaraciones de los altos cargos. 
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que les proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos, así como de sus bienes 
patrimoniales, tanto al adquirir como al perder su condición de Diputados, así como cuando se 
modifiquen sus circunstancias”. 
En ella se establece el “carácter público” del Registro de intereses, con excepción 
de los bienes patrimoniales (IBID: art. 5 quáter 2) 
El Reglamento de las Cortes viene a refrendar la obligación por los diputados de 
presentar declaración de actividades y de bienes patrimoniales “para adquirir la plena 
condición de tales, así como al perder la misma o modificar sus circunstancias” 
(Reglamento Aragón, 1997: art. 18). Las declaraciones de actividades debían incluir 
cualquier actividad que el declarante ejerciese y que, conforme a lo establecido en la 
legislación vigente, pudiera constituir causa de incompatibilidad y, en general, las que 
proporcionasen o pudieran proporcionar ingresos económicos. 
En cuanto a los plazos, debían presentarse dentro de los treinta días naturales 
siguientes a la pérdida de su condición por el diputado o la modificación de sus 
circunstancias. 
En lo referente a la publicidad, el contenido de las declaraciones sobre 
actividades y bienes inscritas en el Registro de Intereses “tendrá carácter público, a 
excepción de lo que se refiera a los bienes patrimoniales” (IBID: art. 18.4). 
En febrero de 2013 los grupos populares en la oposición plantean una 
proposición de reforma del Reglamento de las Cortes aceptada por la Mesa de las 
Cortes. 
Ésta propone el traslado de la presentación de declaraciones y Registro de 
Intereses del capítulo 18 al 36, y la modificación de la expresión “El contenido del 
Registro tendrá carácter público, a excepción de lo que se refiera a los bienes 
patrimoniales” por: “El contenido del Registro tendrá carácter público, en los términos 
y con las condiciones fijadas en este Reglamento” (Proposición Reforma Reglamento, 
2013: art.36). 
El Reglamento pretendía seguir el modelo establecido en el Congreso de los 
Diputados; dar a conocer los bienes, pero sin especificar dónde están ubicados. 
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Tampoco aparecerían las matrículas de los vehículos para evitar problemas de 
seguridad. 
Además, se anunciaba que el 1 de marzo se pondría a disposición pública en la 
página web de las cortes la declaración de intereses e ingresos parlamentarios 
percibidos por los diputados durante 2012, y el 23 de abril se haría lo propio con los 
bienes patrimoniales.  
Esto supondría un gran avance, pues el contenido de los Registros pasaría de 
tener carácter reservado en el caso de los bienes patrimoniales y público bajo petición 
en el de las actividades, a ser puesto digitalmente a disposición del público. Sin 
embargo, como se verá en el siguiente capítulo, la publicación de las declaraciones de 
bienes no se había producido en diciembre 2013, sujeta a la aprobación de un 
paralizado reglamento por las discrepancias entre los grupos. 
  
3.6.8. Castilla y León. Gobierno 
 
Castilla y León se rige por la ley 6/1989 de Incompatibilidades que regula la 
formulación dentro de los dos meses siguientes a la fecha de toma de posesión de una 
“declaración de las actividades que les proporcionen o puedan proporcionar ingresos 
económicos” (Ley 1989: art.12.1). Ésta declaración debía formularse por los miembros 
de la Junta de Castilla y León (Presidente de la Junta, Vicepresidente y consejeros), 
los titulares de los puestos de nombramiento directo por la Junta y altos cargos como: 
secretarios generales y directores generales de la Junta, presidentes, directores 
generales y asimilados de los organismos autónomos de la Administración y de las 
empresas públicas, sociedades, entidades o fundaciones. Además, incluía a gran parte 
del personal de la Junta y a los Gerentes y asimilados de los Organismos Autónomos 
de la Administración de Castilla y León. 
Añade, acto seguido que “en el mismo plazo, los miembros de la Junta de 
Castilla y León formularán, además, declaración notarial de sus bienes patrimoniales” 
(Ley Incompatibilidades Castilla y León, 1989: arts. 12.1 y 12.2). Sin embargo y cómo 
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se puede apreciar, ésta se limita a los miembros de la Junta: el Presidente, el 
Vicepresidente y los consejeros. 
La situación no tardaría mucho en cambiar y un año después se aprobaba la ley 
11/1990 a fin de crear el Registro de Intereses de los miembros de la Junta de Castilla 
y León y de los otros cargos de la Administración de la Comunidad Autónoma para 
reflejar las declaraciones a las que se refería la ley de Incompatibilidades. 
Además, el artículo 12 era modificado para incluir en la obligación de realizar 
declaración de bienes a todo “el personal incluido en el ámbito de aplicación de esta 
Ley” en lugar de únicamente a los miembros de la Junta (Ley creación Registro 
Intereses, 1990: Art. 1º. 3). 
La ley de 1990 dividía el Registro de Intereses en dos secciones, una primera 
donde se inscribirán las declaraciones notariales de bienes patrimoniales, y otra con 
las declaraciones de compatibilidad y de actividades formuladas de conformidad con lo 
dispuesto en la ley. Sobre la publicidad: “Los datos reflejados en ésta última sección 
tendrían carácter público [y] de su contenido se dará fe mediante certificación 
expedida por el funcionario encargado” (IBID: art 2º). Omitía así, la mención al 
carácter privado de los datos de las declaraciones de bienes patrimoniales, dando a 
entender el mismo. 
Posteriormente, un decreto de organización y funcionamiento de dicho registro 
de intereses (Decreto Organización, 1991: 6º) da la vuelta a la situación, dotando de 
carácter público a ambas declaraciones de bienes patrimoniales y actividades, 
indicando que “de su contenido se dará fe mediante certificación expedida por el 
funcionario encargado”. El problema llega a la hora de fijar los requisitos de dicha 
solicitud (personal, por correo o fax), puesto que además de, los habituales, nombre, 
apellidos y dirección, se exige el número de DNI del solicitante junto con una copia del 
mismo y su profesión. Esto excede una vez más los requisitos planteados por la 
Coalición Pro Acceso, que se ciñen a la mención de los datos personales. 
No consta que exista legislación posterior en este asunto, por lo que la situación 
legislativa actual se rige por una ley de veintitrés años de antigüedad. Por el contrario, 
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el acceso real está mucho más avanzado, con la repentina publicación de los bienes de 
los altos cargos en la web de la Junta, según se analizará en el siguiente capítulo. 
3.6.9. Cataluña. Gobierno 
 
La ley 3/1982 (Ley Parlamento Generalidad, 1982) regula las 
incompatibilidades de los miembros del Gobierno, aunque deja sin concretar el asunto 
de las declaraciones que nos ocupa.  
En el caso del personal al servicio de la Administración, la ley 21/1987 regulaba 
su régimen de incompatibilidades, incluyendo en su ámbito de aplicación a los altos 
cargos de la Administración Pública de Cataluña. En ella se establece que, “quien 
desee ejercer otra actividad u ocupar un puesto de trabajo público o privado deberá 
formular previamente la correspondiente declaración de actividades, según el modelo 
establecido reglamentariamente” (Ley Incompatibilidades Generalidad, 1987: art. 16), 
pero no se menciona nada al respecto de la de bienes patrimoniales. 
Pese a la falta de mención explícita en ambas legislaciones, su aprobación dio 
lugar a la creación de los registros de actividades y bienes patrimoniales de altos 
cargos al servicio de la Generalitat. 
Sin embargo, el sistema resultaba insuficiente para su aplicación a los altos 
cargos por lo que se hacía necesario el desarrollo de un nuevo sistema de 
incompatibilidades para las personas que ocupan los puestos más altos de la política 
catalana. Así, la ley 13/2005 (Ley Incompatibilidades, 2005) desarrolla la normativa 
aplicable a dichos altos cargos, desde el presidente y los demás miembros del Gobierno 
(consejeros), pasando por los secretarios y directores generales, hasta llegar a los 
presidentes de fundaciones. En su artículo 12 se establece la obligación por los altos 
cargos a formular declaraciones de actividades (profesionales, mercantiles o 
industriales que, de conformidad con esta ley, puedan ser causa de incompatibilidad, o 
bien declaración de que no se ejerce ninguna actividad considerada incompatible, y 
declaración de las actividades que sean compatibles) así como una declaración 
patrimonial y de intereses (declaración de todos los bienes, derechos y obligaciones en 
los términos que reglamentariamente se determine, incluyendo los de los cónyuges o 
convivientes y los otros familiares de primer grado, siempre que estos consientan). 
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Dichas declaraciones deberán presentarse en el plazo de tres meses desde la 
toma de posesión o cese, y en el plazo de un mes si se produce variación en los hechos 
declarados, los mismos plazos que los establecidos en el Reglamento de desarrollo de la 
ley estatal 5/2006. 
Como de costumbre, mientras la ley establece el “carácter público” del Registro 
de Actividades, el Registro de Bienes Patrimoniales y de Intereses tiene “carácter 
reservado” y está sujeto a la normativa de protección de datos de carácter personal. A 
este último sólo pueden acceder el Parlamento, los órganos judiciales, el Ministerio 
Fiscal, el Defensor del Pueblo y el Síndic de Greuges. (IBID: arts.14.4 y 14.5). 
Respecto al acceso a las declaraciones de actividades por los ciudadanos 
interesados, la ley no se indica cómo puede realizarse. Tras una consulta a la 
Secretaría de Administración y Función Pública de la Generalitat de Cataluña, ésta 
aclaró a la autora de esta tesis que el Registro de Actividades es accesible a cualquier 
ciudadano con sujeción a la legislación aplicable de protección de datos de carácter 
personal. Así, las personas que quieran tener conocimiento de las declaraciones que 
consten en el registro pueden solicitar a la subdirección de Ordenación Jurídica y de 
Inspección General de Servicios de Personal un certificado de su contenido indicando 
la denominación del alto cargo. La persona consultada especificó además que no serán 
atendidas ni tramitadas las solicitudes genéricas ni las solicitudes donde no aparezca 
claramente identificado el alto cargo (Llagostera, 2013: web), lo que contradice la ley 
de Régimen Jurídico y Procedimiento Administrativo Común, que recoge que: 
“Cuando las pretensiones correspondientes a una pluralidad de personas tengan 
un contenido y fundamento idéntico o sustancialmente similar, podrán ser formuladas 
en una única solicitud” (…). Claro que la propia ley se guarda una baza para 
puntualizar: “(…) salvo que las normas reguladoras de los procedimientos específicos 
dispongan otra cosa” (LRJ-PAC, 1992: art.70.2). 
En relación a la publicación de las declaraciones patrimoniales, desde la 
Secretaría de Administración y Función Pública añadieron que estarán atentos a lo 
que disponga la ley nacional de ‘Transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno’” para su transposición a la comunidad autónoma 
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Se aprecia un considerable atraso en la comunidad de Cataluña, donde el acceso 
a los bienes patrimoniales aún sigue restringido y el referido a las actividades debe 
hacerse mediante petición sin ni siquiera facilitarse la publicación en el Boletín Oficial 
de la Generalitat o en la página web de la misma. 
Así las cosas, en febrero de 2013, el President de la Generalitat de Catalunya, 
Artur Mas, publica, siguiendo el ejemplo de Mariano Rajoy, sus datos fiscales, 
analizados en el siguiente capítulo. 
 
3.6.10. Galicia. Gobierno 
 
En 1995 se aprueba el Decreto sobre regulación de registros de Altos Cargos de 
la comunidad gallega (Decreto Regulación registros, 1995). Éste establece como altos 
cargos sujetos a declaración de actividades y de bienes patrimoniales a los miembros 
del Gobierno autonómico, los secretarios generales y directores generales de las 
respectivas consellerías, los delegados y representantes del Gobierno gallego en los 
entes con personalidad jurídica pública y los presidentes, directores generales y 
asimilados de los organismos autónomos. 
Además, el decreto considera también altos cargos sujetos a formular las 
correspondientes declaraciones a un elenco de cargos que va desde los delegados 
provinciales/territoriales de las consellerías de la Xunta de Galicia, los asesores del 
presidente y los jefes de los gabinetes de los conselleiros, pasando por los presidentes, 
los directores generales, los directores ejecutivos, los directores técnicos o de 
departamento de otros puestos o cargos asimilados (cuyo nombramiento se haga por 
decisión del Consello de la Xunta) hasta llegar a los titulares de cualquier otro puesto 
de trabajo de la Administración autonómica, (cuyo nombramiento se efectúe por 
decisión del Consello de la Xunta de Galicia) (IBID, 1995: art.2.2). 
En dicho Decreto se establece la obligación para los altos cargos de la Xunta de 
formular una declaración de actividades e intereses y otra de bienes patrimoniales, 
acompañada ésta de la copia de la última declaración tributaria correspondiente al 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y al Impuesto Extraordinario sobre el 
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Patrimonio que tuviera obligación de presentar. También voluntariamente podrá 
aportarse la declaración de su cónyuge referida a estos tributos.  
Asimismo, se indica que la declaración de bienes patrimoniales deberá contener 
los bienes, derechos y obligaciones patrimoniales que posean, los valores o activos 
financieros negociables, las participaciones societarias y el objeto social de las 
sociedades de cualquier clase en las que tengan intereses y las sociedades participadas 
por las que sean objeto de declaración con señalamiento de sus respectivos objetos 
sociales. Curiosamente, no se indica nada acerca del contenido de la declaración de 
actividades e intereses. 
En cuanto a los plazos, las declaraciones deben presentarse en los tres meses 
siguientes a la fecha de toma de posesión del alto cargo y cese (referidas al momento 
del cese). Además, la declaración de bienes patrimoniales deberá formularse 
anualmente entre el 15 de junio y el 15 de julio y se comunicará a la Inspección de 
Servicios cualquier cambio de los datos de la declaración de actividades e intereses. 
Esto es una cuestión destacable, ya que el período de presentación anual parece 
indicar que las declaraciones de patrimonio se reformulan cada año y no únicamente a 
fecha de toma de posesión y cese, lo cual es muy positivo porque permite constatar la 
trayectoria del alto cargo. 
En este Decreto se establece ya el “carácter público” (Decreto Regulación 
Galicia, 1995: art. 4) del Registro de Actividades e Intereses de Altos Cargos, 
pudiéndose tener acceso personalmente, por correo o por servicio de fax. Pese a esto, se 
ponen trabas al acceso por medio de un exhaustivo modelo de solicitud que no cumple 
con el principio cuarto de la Coalición Pro Acceso, ya que se obliga a incluir datos del 
solicitante como el número del DNI y copia del mismo, la profesión y el motivo de la 
solicitud. Por su parte, el Registro de Bienes Patrimoniales de Altos Cargos tiene 
carácter reservado, como era la tónica de las restantes comunidades autonómica en ese 
momento.  
La ley de 1996 viene a refrendar lo establecido por el Decreto, sin introducir 
cambios aparentes y manteniendo el secreto del Registro de Bienes Patrimoniales de 
Altos Cargos. 
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Diez años después, la ley de transparencia y de buenas prácticas en la 
Administración Pública gallega (Ley de transparencia, 2006: art. 10.1) modifica 
sustancialmente el acceso a dichos Registros de Actividades y de Bienes Patrimoniales 
de Altos Cargos de la Xunta. Así, se pasa de la petición por escrito del contenido de los 
documentos del Registro de Actividades al acceso electrónico a estos: 
“El contenido de las declaraciones inscritas en el mismo, pertenecientes a los 
titulares de aquellos puestos cuyo nombramiento sea efectuado por decisión del 
Consello de la Xunta de Galicia, se publicará en el «Diario Oficial de Galicia» y estará 
disponible en internet”. (IBID: Disposición Adicional Segunda art. 10.2) 
Por otro lado, “del contenido del Registro de Bienes Patrimoniales de Altos 
Cargos de la Xunta de Galicia se dará cuenta anualmente al Parlamento de acuerdo 
con lo que se establezca en el Reglamento de la Cámara” (IBID: Disposición Adicional 
Segunda art. 10.3). 
Hasta ahí, todo parece indicar que dicho registro de bienes no es público, lo que 
se confirma con la mención de los únicos órganos que tendrán acceso al mismo: los 
órganos judiciales, el Ministerio Fiscal y el Defensor del Pueblo (“valedor do poblo”), en 
los términos previstos en sus leyes de creación.  
Como conclusión, hay que señalar que se produce un relativo avance, referido 
exclusivamente a la publicación online del contenido de las declaraciones de 
actividades, pero no así la de bienes patrimoniales.  
Además, se incorporan como sujetos a declaración al personal eventual que, en 
virtud de nombramiento legal, ejerza funciones de carácter no permanente. 
3.6.11. La Rioja. Gobierno 
 
La Rioja se regía inicialmente por la Ley del Gobierno e Incompatibilidades de 
sus miembros. Ésta regula, en su artículo 58, la obligación de formular por los 
miembros del Gobierno sendas declaración de actividades y bienes. En cuanto a la 
declaración de actividades, se refiere a “cualquier actividad, negocio, empresa o 
sociedad pública o privada, que les proporcionen o puedan proporcionarles ingresos 
económicos o en los que tengan participación o intereses”. La declaración de bienes se 
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aplica a aquellos que integren el patrimonio del interesado y será “comprensiva de la 
totalidad de sus bienes, derechos y obligaciones” (Ley Gobierno e Incompatibilidades 
La Rioja, 2003: art. 58). 
Dichas declaraciones se efectuarán en el improrrogable plazo de los dos meses 
siguientes a las fechas de toma de posesión y cese del alto cargo, así como, en su caso, 
cuando se produzca modificación sustancial de la situación patrimonial de los 
declarantes por la adquisición o transmisión de bienes o derechos, así como cualquier 
alteración de las actividades declaradas. 
Esto ya supone una mejora respecto de la ley estatal 5/2006, que daba hasta tres 
meses para la presentación y no incluía la obligación de declarar al producirse 
modificación de la situación patrimonial de los cargos. 
Indica, además, que de apreciarse defectos de forma requerirá la subsanación o 
rectificación por el interesado e incluye, entre las infracciones leves, la omisión de 
presentación de las declaraciones, y entre las graves y muy graves la falsedad de los 
datos presentados. 
El Registro de actividades, Bienes patrimoniales e Intereses constará de dos 
secciones, una de actividades, de “carácter público” y otra de bienes patrimoniales e 
intereses, de “carácter reservado”. A ésta sólo podrán acceder el Parlamento de La 
Rioja (para el ejercicio de las funciones de sus comisiones de investigación), el 
Gobierno de La Rioja, el Defensor del Pueblo u órgano similar de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, así como los órganos judiciales y el Ministerio Fiscal (para la 
instrucción o resolución de procesos penales o en las actuaciones de investigación) (Ley 
Incompatibilidades, 2003: art. 60.2 y 60.3). 
En 2010, la ley 10/2010 (Ley medidas fiscales, 2010: art. 40.dos) establece el  
“carácter público” de la sección de bienes patrimoniales pero mantiene los mismos 
organismos a los que está restringido el acceso. Como se puede apreciar, la 
modificación legislativa no suponía un cambio real en el acceso a datos de bienes 
patrimoniales, sino simplemente un cambio de forma que dote de mejor imagen 
pública a esta regulación, utilizando la apertura como punto de partida para luego 
restringirla en lugar de partir de la restricción y luego abrir el acceso. 
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El contenido de la ley vino a ser regulado definitivamente en 2011, por medio 
del Decreto 16/2011 (Decreto Registro actividades La Rioja, 2011). En él se reiteraba el 
carácter público de la sección de actividades del Registro, según los requisitos 
recogidos por la ley 30/1992 (LRJ-PAC: art. 70). El solicitante podía obtener copias de 
la información o bien datos sueltos presentes en las declaraciones aunque no serían 
admisibles las solicitudes genéricas o aquellas en las que no se especificase el alto 
cargo del que se solicita certificación. Como punto más importante se establece que “el 
contenido de las declaraciones notariales de actividades se publicará en el Boletín 
Oficial de La Rioja”. (Decreto Registro actividades, 2011: art. 10.7). 
En cuanto a la sección de bienes patrimoniales e intereses, el Decreto recoge por 
primera vez la publicación en el Boletín Oficial de La Rioja del contenido de las 
declaraciones comprensivas de la situación patrimonial, cumplimentadas en la forma 
prevista en el anexo I por los miembros del Gobierno y omitiéndose aquellos datos 
referentes a su localización y salvaguardando la privacidad y seguridad de sus 
titulares (IBID: art. 15.2). 
Las personas que deseen conocer el contenido de las declaraciones de dicho 
anexo I podrán, previa identificación de su personalidad, solicitar certificación de su 
contenido. En estas certificaciones se omitirán también los datos referentes a su 
localización, salvaguardando la privacidad y seguridad de sus titulares (IBID. Art. 
15.3).  
El citado anexo I se incluía al final del Decreto, siendo su contenido muy 
escueto, e idéntico al citado Anexo II del Reglamento de 2009 para el Gobierno y altos 
cargos de la Administración General del Estado (Real Decreto, 2009: Anexo II). La 
declaración completa de bienes a la toma de posesión y al cese se haya en el Anexo II, 
sin embargo, dicha declaración no se hace pública. 
En septiembre de 2011 se materializa la publicación conjunta de las 
declaraciones patrimoniales y actividades de los miembros del Gobierno, que se 
estudiará con detalle en el capítulo próximo. 
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3.6.12. Cantabria. Gobierno 
 
La ley 5/1984, de 18 de octubre, de incompatibilidades de altos cargos es la 
primera en esta materia en esta comunidad. Incide en la dedicación exclusiva de los 
altos cargos y se limita a recoger su obligación de formular “declaración sobre causas 
de posible incompatibilidad” (Ley Incompatibilidades Cantabria, 1984: art.diez).  
En 1991 se creaba, en desarrollo de la ley de 1984, el Registro de Intereses de 
Altos Cargos, y en 1995 se haría lo propio con el Registro de Bienes y Derechos 
patrimoniales de Altos Cargos.  
El Decreto 148/2003 daba un paso más, abordando una regulación unitaria para 
ambos Registros, el Registro de Actividades de Altos cargos (anteriormente Registro de 
Intereses) y Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales de Altos Cargos.  
En él, se consideraba alto cargo obligado a efectuar declaración: al Presidente 
del Gobierno, al Vicepresidente, los consejeros, los secretarios generales, directores 
generales y los equivalentes a ellos, los titulares de puestos de libre designación del 
presidente o de los consejeros (con rango superior, igual o asimilado al de director 
general), así como un buen número de otros altos cargos. (Decreto Organización, 2003: 
art.2) 
Estos debían realizar sendas declaraciones en los dos meses desde la toma de 
posesión y cese, así como al inicio de una nueva actividad (IBID: art.8.1).  
En cuanto a la publicidad, se dota de carácter público al Registro de Actividades 
de Altos Cargos. De este modo, daba acceso a “toda persona mayor de edad que tenga 
interés legítimo en que se le expida certificación de las inscripciones practicadas, 
previa identificación de su personalidad” (IBID: art.9).  
El Registro de Bienes y Derechos también tiene “carácter público” pero se limita 
dicho acceso a  al Parlamento de Cantabria, los Tribunales, Juzgados, el Ministerio 
Fiscal, (para la instrucción y resolución de causas judiciales) y al Defensor del Pueblo. 
Como dato positivo, el último punto incluye al acceso a “cualquier ciudadano, en 
cuanto a la enumeración de bienes y derechos, previa identificación personal de los 
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siguientes datos: Nombre y apellidos, documento nacional de identidad, acompañando 
copia del mismo, profesión, domicilio, fecha y firma” (IBID: art.14).  
El acceso a ambos registros se realiza mediante un escrito dirigido a la 
Inspección General de Servicios, sobre una persona o personas determinadas y con 
indicación del fin por el que se solicita. 
El acceso por cualquier ciudadano al registro de bienes supone un avance, sólo 
limitado por la sobre exigencia de requisitos como la presentación de DNI y copia, la 
profesión del solicitante y el fin por el que se solicita la información, que va en contra 
del cuarto principio de la Coalición Pro Acceso (que sólo establece la necesidad de 
proporcionar un nombre, domicilio y descripción de la información buscada). 
La ley de Cantabria 1/2008, de vigencia en el momento de esta investigación, 
viene a refrendar lo establecido por la legislación anterior. Así, redefine y amplía el 
concepto de altos cargos para incluir a los directores de los gabinetes del presidente y 
de los demás miembros del Gobierno de Cantabria, los presidentes, consejeros 
delegados y asimilados de las entidades y sociedades que configuran el sector público 
empresarial de la Comunidad Autónoma, y el resto de cargos del sector público 
autonómico (Ley Reguladora conflictos intereses, 2008: art.1) 
En dicha ley se establece el régimen de incompatibilidad con el ejercicio de 
actividades públicas y privadas y las limitaciones con posterioridad al cese. 
En lo referido a las declaraciones de actividades, se establece un plazo de 
declaración de tres meses desde la toma de posesión así como cada vez que el 
interesado inicie una nueva actividad, por lo que aumenta en un mes más desde la 
legislación anterior. (IBID: art.13.1 y 13.2). Una vez examinadas, se inscriben en el 
Registro de Actividades e Intereses de Altos Cargos, de carácter público. Se establece 
por primera vez la publicación de su contenido en el Boletín Oficial de Cantabria, 
además de estar disponible en Internet. 
Respecto a la declaración de bienes y derechos patrimoniales, los altos cargos 
deberán formular una “declaración patrimonial comprensiva de la totalidad de sus 
bienes, derechos y obligaciones” (IBID: art.15.1). Voluntariamente, su cónyuge o 
 - 333 - 
 
 
persona con quien conviva en análoga relación de afectividad podrá formular esta 
declaración, que será aportada por el alto cargo. Al igual que para las actividades, el 
plazo de declaración es de tres meses siguientes a la fecha de toma de posesión y cese 
del alto cargo. 
La ley da un brusco giro para pasar a dotar al Registro de Bienes y Derechos 
Patrimoniales de “carácter reservado” (IBID. Art.16), suprimiendo el acceso de los 
ciudadanos. Esto supone un terrible paso atrás respecto del Decreto de 2003, que 
dotaba de acceso a cualquier ciudadano, previa identificación personal. De este modo 
se descubre cómo en lugar de avanzar se retrocede en lo que pretendía ser una ley que 
aportase mayor transparencia. 
El Decreto 1/2009 de desarrollo de la ley añade un nuevo apartado en los 
órganos con derecho a acceso y deja así un resquicio de esperanza al acceso a las 
declaraciones de bienes y derechos patrimoniales: 
“Sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa mencionada en el apartado anterior, el 
acceso al Registro se realizará mediante la emisión de certificación de su contenido, previa 
solicitud escrita sobre persona o personas determinadas y con indicación del fin por el que se 
solicita y, en su caso, expediente o causa de que se trate” (Decreto registro actividades 
Cantabria, 2009: art.21.2) 
De este modo, cabe pensar que, tal y como regulaba el Decreto de 2003, los 
ciudadanos podrían dirigir un escrito para solicitar el acceso, aunque de nuevo con 
algunas sobre exigencias, como la justificación del motivo de solicitud. La petición de 
datos recogida en el posterior capítulo demostrará lo ilusorio de estas expectativas. 
Dicho decreto incluye el modelo por el que se regirá la declaración de 
actividades. Se divide en primer lugar en las actividades compatibles a desarrollar 
durante el ejercicio del cargo, ya sean públicas; actividades docentes o de investigación 
en centros universitarios, de formación o de investigación y actividades privadas. En 
segundo lugar, recoge los intereses directamente relacionados con las competencias 
ejercidas. En tercer lugar, las actividades desempeñadas en los dos años anteriores a 
la toma de posesión del cargo, desarrolladas en la Administración del Estado, de las 
Comunidades autónomas, local o institucional; en el sector privado, mercantiles y 
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otras. En cuarto lugar, las actividades causantes del deber de inhibición del 
conocimiento de determinados asuntos y la participación en sociedades contratistas del 
sector público autonómico.  
 
3.6.13. Asturias. Parlamento 
 
El Parlamento de Asturias se rige por el Reglamento de la Cámara, vigente 
desde 1985 pero con sucesivas modificaciones que buscan incrementar la 
transparencia, como la creación del Registro de Intereses, en el que se inscriben las 
declaraciones sobre incompatibilidades, actividades y bienes patrimoniales de los 
diputados. El actual Reglamento, que data de 1997, recoge en su artículo 22 la 
obligación de los diputados, para adquirir la condición plena de tales, así como al 
perderla o sufrir modificación de sus circunstancias, de cumplimentar las declaración 
de incompatibilidades, de intereses y actividades y de bienes patrimoniales 
(Reglamento Asturias, 1997: art.22): 
En cuanto a la declaración de incompatibilidades, ésta incluirá los datos 
relativos a la profesión y cargos públicos que desempeñen. La declaración de intereses 
y actividades estará referida a cualquier actividad, negocio, empresa o sociedad 
pública o privada que proporcione o pueda proporcionar ingresos económicos o en las 
que se tenga participación o intereses y la declaración de bienes está referida a los que 
integren el patrimonio del interesado con copia, en su caso, de las declaraciones del 
Impuesto de Patrimonio que formulen durante el desempeño del cargo, conforme a la 
legislación tributaria. 
Estas declaraciones deberán presentarse inicialmente como requisito para la 
plena adquisición de la condición de diputado y, asimismo, dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la pérdida de dicha condición o de la modificación de las 
circunstancias, y se cumplimentarán por separado y conforme al modelo que apruebe 
la mesa de la Cámara. 
Se inscribirán en el Registro de Intereses que, bajo la dependencia de su 
Presidente, estará custodiado por el Letrado Mayor.  
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La redacción original del Reglamento establecía, como viene siendo habitual, 
que “el contenido del Registro tendrá carácter público a excepción de lo que se refiere a 
los bienes patrimoniales” (IBID: art.22.6). 
A finales de 2011, el principado de Asturias se percata de la necesidad de una 
reforma del Reglamento. Es consciente de que la publicidad en las declaraciones de 
actividades y el secreto de las de bienes patrimoniales, es “aún el más generalizado en 
el conjunto de las instituciones parlamentarias, estatales y autonómicas” (Reforma 
Reglamento Asturias, 2011: preámbulo). Sin embargo, reconoce que:  
“Algunas de ellas han extendido, o están en trance de extender, el carácter 
público del Registro de Intereses a las declaraciones de bienes patrimoniales” y cita al 
Poder Legislativo de Andalucía, Castilla La Mancha, Extremadura, Comunidad 
Valenciana y al Congreso de los Diputados y al Senado.  
Como prueba de la voluntad de la Junta General del Principado de inscribirse 
en esta misma línea de apertura, modifica el artículo 22 del Reglamento de la Cámara 
para establecer que “El contenido del Registro tendrá carácter público”. (IBID: 
Art.Único). 
Deja a la Mesa de la Cámara que acuerde el procedimiento para asegurar la 
publicidad, quien establece, en 2012: “El Registro de Intereses será público y se 
accederá al mismo a través de la página web de la Junta General” (Normas 
reguladoras, 2012: Primera.2). 
Junto a esto, las declaraciones se publicarán a su vez en el Boletín Oficial de la 
Junta General, una vez haya recaído acuerdo definitivo del órgano correspondiente de 
la Cámara (IBID: Quinta). 
Así, los diputados de la IX Legislatura son los primeros en hacer públicas sus 
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3.6.14. Murcia. Parlamento 
 
La ley 5/1994 del Estatuto de Murcia regula la declaración de actividades e 
intereses patrimoniales por los diputados y altos cargos de la Asamblea, entre los que 
se encuentran el Presidente de la Comunidad Autónoma de Murcia, el Vicepresidente, 
los consejeros, y así hasta llegar a los directores de los gabinetes de los consejeros (Ley 
Estatuto Murcia, 1994: art.2.2) 
Centrándonos en los diputados, estos deben formular declaración de todas 
aquellas actividades que puedan constituir causa de incompatibilidad, o de que no se 
ejerce ninguna actividad considerada incompatible, y de las que puedan ser de 
ejercicio compatible. (IBID: art.13). 
También deben formular declaración de intereses, en las que incluirán 
cualesquiera actividad que proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos 
ya sea por la participación del interesado, de su cónyuge o, en su caso, de persona 
vinculada por análoga relación de convivencia afectiva, e hijos menores de edad, en el 
capital de todo tipo de empresas y sociedades que hayan dirigido, administrado o 
asesorado y las actividades desarrolladas, en representación de la Administración 
regional, en órganos colegiados o de dirección de organismos y empresas de capital 
público (IBID. Art.13). 
Por último, la declaración de bienes describirá el patrimonio del interesado en lo 
referido a sus bienes, derechos y obligaciones patrimoniales; valores y activos 
financieros negociables, participaciones societarias y el objeto social de las sociedades 
de cualquier clase en la que tengan intereses. 
Dichas declaraciones debían hacerse en el plazo de los dos meses siguientes a la 
fecha de toma de posesión y de un mes tras el cese así como tras cualquier variación en 
la situación patrimonial o alteración en las actividades declaradas. 
En cuanto a la publicidad, el contenido del Registro de Actividades e Intereses 
“tendrá carácter público” (IBID: art.15.3), a excepción del contenido del Registro de 
Bienes, que tiene carácter reservado. La legislación aquí es ambigua puesto que acto 
seguido se indica que se podrá acceder al contenido del Registro previa presentación de 
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solicitud en la que se especifiquen aquellos datos del alto cargo de los que se desea 
tener constancia, siempre que exista autorización expresa del declarante. 
En cualquier caso y al igual que ocurría en otras comunidades autónomas, sí se 
dota de acceso a unos cuantos organismos: la Asamblea Regional, los órganos 
judiciales; en su labor de instrucción de procesos, el Ministerio Fiscal; cuando realice 
actuaciones de investigación y el Defensor del pueblo. (IBID: art.15.4) 
Un mes después se aprobaban las normas de funcionamiento del Registro de 
Intereses de los diputados (Acuerdo Mesa Murcia, 1994). En ellas se reiteraba el 
carácter público del Registro de Intereses, con acceso debía ser autorizado por la Mesa 
de la Asamblea, previa solicitud escrita, en la que se especifican los datos a que se 
pretende acceder, así como el destino o utilización que se proyecte dar a los mismos. 
De la publicidad del Registro de Bienes no se indicaba nada. 
El Reglamento de la Asamblea Regional se adapta para establecer la obligación 
de los diputados de realizar declaraciones de las actividades que puedan constituir 
causa de incompatibilidad, confirmar la ausencia de actividades incompatibles, así 
como de reflejar las que puedan ser de ejercicio compatible. Junto a esto, obliga a 
efectuar declaración de intereses sobre cualesquiera otras actividades que les 
proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos, y declaración de bienes, 
sobre descripción del patrimonio del interesado. 
Las declaraciones de bienes e intereses deberán formularse por separado, y se 
mantiene el plazo de presentación en los dos meses siguientes a la toma de posesión 
como diputado y en el mes siguiente a la pérdida de condición como diputado, así como 
ante variación en la situación patrimonial y/o alteración en las actividades declaradas 
(Reglamento Murcia, 2002: art.19). 
Como dato importante, las declaraciones sobre actividades, intereses y bienes se 
inscribirán en el Registro de Intereses constituido en la Cámara, cuyo contenido 
“tendrá carácter público” (IBID: art.20). 
Pese a todo, no se indican las circunstancias concretas de ejercicio del acceso. 
Una llamada al gabinete de comunicación, realizada por esta investigadora, remitió al 
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Acuerdo de la Mesa (1994: Sexta), donde se indica que la solicitud debe realizarse por 
escrito. No deja de sorprender que el acceso a las declaraciones de los diputados se rija 
por una norma de casi veinte años de antigüedad. 
 
3.6.15. Canarias. Gobierno 
 
La ley del Gobierno y la Administración pública de Canarias es la primera de la 
isla que regula las incompatibilidades del Presidente, Vicepresidente y Consejeros del 
Gobierno canario, estableciendo la incompatibilidad de su puesto con el ejercicio de 
cualquier otra función o actividad pública que no derive del ejercicio de su cargo y con 
el de toda clase de profesiones liberales y actividades mercantiles e industriales (Ley 
Gobierno y Administración Pública, 1983: art 4). También regula las 
incompatibilidades de los miembros de la Administración. 
La primera ley en la comunidad de Canarias que regula al respecto de la 
obligaciones de realizar declaraciones de bienes y actividades por los altos cargos es la 
3/1997 (Ley Incompatibilidades Canarias, 1997). 
Dicha ley está regida por el principio de que los altos cargos,  
“precisan del régimen de incompatibilidades más exigente, no sólo porque la índole de 
las funciones que tienen encomendadas requiere las mayores cotas de dedicación sino también 
porque su imparcialidad y neutralidad resultan esenciales en el edificio de garantías del 
ciudadano frente a la actuación de los poderes públicos, que constituye un pilar básico en todo 
sistema democrático de Derecho”. (IBID: Preámbulo) 
Considera altos cargos sujetos a declaración (IBID: art.2) al Presidente, el 
Vicepresidente y los demás miembros del Gobierno de Canarias, así como un elenco de 
altos cargos que va desde los viceconsejeros, secretarios generales técnicos, directores 
generales y cargos asimilados de la Administración Pública, hasta llegar a los 
presidentes, consejeros delegados, directores ejecutivos y demás cargos ejecutivos de 
las sociedades mercantiles. 
Dichos altos cargos deben realizar declaraciones de actividades, bienes y 
derechos patrimoniales. Declararán, por un lado, las actividades que desempeñen y 
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sean susceptibles de proporcionales ingresos económicos (aplicable a aquellas 
actividades que realicen personalmente como a aquellas que lleven a cabo mediante 
apoderamiento o sustitución). Por el otro, deberán formular declaración de la totalidad 
de sus bienes, derechos y obligaciones. 
En cuanto a los plazos, dispondrán para declarar de tres meses desde la toma de 
posesión del cargo, así como cada vez que se inicie una nueva actividad o varíe la 
situación patrimonial. En el caso de la de bienes y derechos patrimoniales, también 
habrá de realizarse en los tres meses siguientes al cese. 
Del acceso a los datos obrantes en la sección de Actividades no se dice nada más 
al margen de que éste se rige por la Ley Orgánica 5/1992, de regulación del 
Tratamiento Automatizado de los Datos de Carácter Personal, y por el artículo 37 de 
la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 
Respecto a la sección de Bienes y Derechos, ésta “tendrá carácter reservado” y, 
como de costumbre, sólo podrán acceder a sus datos ciertos organismos: el Parlamento 
de Canarias y el Ministerio Fiscal en la instrucción o resolución de procesos penales o 
en las actuaciones de investigación realizadas (IBID: art.10.3). 
El Decreto 195/1997, aprobado dos meses después, viene a establecer algo 
similar, concretando el “carácter público” de la sección de Actividades de Altos Cargos. 
Quienes tengan “interés legítimo” en que se les expida certificación de las 
inscripciones practicadas en el Registro (se entiende que únicamente de la sección de 
actividades), podrán solicitarlo personalmente, por correo, telegráficamente, o por 
cualquier otro medio telemático que permita identificarle” y, según lo establecido por 
la ley 30/1992 (LRJ-PAC: art.38.4), haciendo constar los datos relativos al solicitante: 
Nombre y apellidos, número del DNI (adjuntando fotocopia del mismo), profesión, 
domicilio, ciudad y provincia, lugar, fecha y firma, así como los datos del alto cargo 
referidos al cargo público que desempeña o haya desempeñado; la Consejería u 
Organismo al que pertenece y los extremos sobre los que se solicita (Decreto, 1997: 
art.9) . 
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Además, en los casos en que “las solicitudes sean genéricas, no se acredite 
interés legítimo para solicitarlas, o no aparezca en la misma claramente identificado el 
titular del alto cargo del que se solicita la certificación” (IBID: ART.10.3) no se 
expedirá certificación.  
Estas exigencias no coinciden con los diez principios establecidos por la 
Coalición Pro Acceso (2012a), cuyo principio número Cuatro a), sólo establece la 
obligación por parte del peticionario de proporcionar su nombre, domicilio y la 
descripción de la información buscada. Así, estaría fuera de lugar la necesidad de 
proporcionar su número de DNI y fotocopia, además de su profesión y el motivo de su 
solicitud. También debería poder hacerse una petición de datos genérica, referida por 
ejemplo a “todos los consejeros del Gobierno de Canarias”. 
Otro hándicap es que se mantiene la obligación de declarar las actividades 
únicamente a la toma de posesión y cambio de situación, pero no al cese, como sí se 
exige para los bienes. 
Además, dichas certificaciones “se entenderán denegadas cuando transcurran 
tres meses desde la fecha de la solicitud, sin que se hubiesen expedido” (Decreto 
Organización, 1997: art.10) por lo que se emplea el silencio administrativo negativo en 
lugar de la contestación denegatoria. 
En cuanto a la Sección de Bienes, Derechos y Obligaciones Patrimoniales, se 
mantiene el “carácter reservado” (IBID: art.8), limitado a los organismos recogidos 
anteriormente en la ley 3/1997. Se deja un pequeño resquicio al acceso ya que podrán 
expedirse certificaciones o copias autenticadas de las declaraciones en los supuestos 
legalmente establecidos por el Inspector General de Servicios, el Notario titular y 
presentado la declaración y el funcionario competente del Parlamento de Canarias. Sin 
embargo, la esperanza se desvanece ya que cuando se soliciten certificaciones de 
declaraciones formuladas ante notario, sólo estarán legitimados para conocer su 
contenido el interesado, el Parlamento de Canarias y el Ministerio fiscal (Ley 3/1997: 
Art.11.2).  
En definitiva, no deja de suponer un atraso que las declaraciones actuales de los 
miembros de los altos cargos canarios se regulen según esta ley y decreto de 16 años de 
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antigüedad (a fecha de estudio de esta tesis), en comparación con los restantes marcos 
jurídicos estudiados.  
3.6.16. Islas Baleares. Parlamento 
 
La declaración de actividades y de bienes y derechos patrimoniales de los 
diputados de las Islas Baleares se rige por lo establecido en su Reglamento.  
En su primera versión de 1986 recoge ya en su artículo 20 (Reglamento 
Parlamento, 1986: art.20) la obligación de los diputados de efectuar “declaración 
notarial de sus bienes patrimoniales y de aquellas actividades que les proporcionen o 
puedan proporcionarles ingresos económicos en el momento de adquirir la condición 
plena de Diputados”. 
Deberá formularse en el plazo de dos meses siguientes a la fecha en que cada 
uno haya asumido su condición como diputado. 
Aquí ya se aprecia un primer hándicap, el hecho de que la declaración sólo deba 
presentarse al inicio de su condición como diputados, dejándose de lado la declaración 
al cese o al producirse modificación de sus circunstancias. 
Además, no se indica nada al respecto de la publicidad de las declaraciones. 
La modificación del Reglamento en 2011 y su entrada en vigor tras las 
elecciones de mayo, modifica más de 80 artículos. En lo que respecta a nuestro estudio, 
el artículo 20 se modifica en forma y contenido, pues pasa a ser el artículo número 21 y 
su contenido recoge lo siguiente:  
“En el término de un mes desde la fecha de plena adquisición de su condición, y 
en el plazo de dos meses después de haberla perdido, los diputados y diputadas 
estarán obligados a depositar en poder de la Oficialía Mayor del Parlamento 
declaración de sus bienes patrimoniales y de aquellas actividades que les proporcionen 
o puedan proporcionar ingresos económicos” (Reglament Parlament, 2011: art.20). 
Dejaba a la Mesa de la Cámara la aprobación de los modelos de declaración, 
aprobado en mayo de 2011. 
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Como se puede apreciar, la modificación permite incluir la declaración al cese 
del cargo y reduce la presentación a la toma de posesión en un mes. Sin embargo, 
sigue dejando fuera la declaración al cambio de circunstancias patrimoniales o de 
actividades del diputado. 
Además, y como dato sorprendente, el nuevo Reglamento de nuevo no menciona 
absolutamente nada acerca de la publicidad de dichas declaraciones, lo que hace 
suponer que debe interpretarse en sentido negativo. 
Pese a esto, los diputados del Parlamento de Islas Baleares decidieron hacer 
públicas en la web sus declaraciones de actividades, bienes, patrimonio y la 
declaración del IRPF en febrero de 2013 
Dado que el Reglamento no recoge la obligación de publicar dichas 
declaraciones, los diputados lo hicieron de modo completamente voluntario, por lo que 
tuvieron que firmar una autorización individual en el caso de la publicación del IRPF. 
La jefa de servicio del área de asistencia técnica parlamentaria (PALMER, 2013: web) 
confirma en una comunicación personal que la decisión de publicar los datos se tomó 
en la Junta de Portavoces del día 13 de febrero de 2013 y consta en acta pero no es 
público. En cuanto a una posible adaptación del Reglamento a la situación, asegura 
que ya viene recogido en el artículo 21, aunque éste no menciona nada acerca de la 
publicidad de las declaraciones. 
 En sentido contrario, la portavoz del Grupo Popular, Margalida Cabrer y 
González, anunciaba que se iniciaría una reforma del Reglamento del Parlament para 
regular la publicación y consolidar lo que se debe publicar cada legislatura (Europa 
Press, 2013c: web). Dicha reforma no se había completado en diciembre de 2013 y 
únicamente había dos proposiciones de ley del Grupo parlamentario MÉS y del Grupo 
Parlamentario Socialista para dar “carácter público” a los datos patrimoniales y de 
actividades (Parlament de les Illes Balers, 2013: web), aún pendientes del trámite de 
toma en consideración por parte del Pleno. 
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3.6.17. Los municipios, pendientes de desarrollar una ley de 
publicidad  
 
La ley reguladora de Bases del Régimen Local, de 1985, establece la obligación 
por los miembros de las Corporaciones locales y los miembros no electos de la Junta de 
Gobierno local, de: 
“formular, antes de  la toma de posesión y cuando se produzcan variaciones a lo largo 
del mandato, declaración de sus bienes y de las actividades privadas que les proporcionen o 
puedan proporcionar ingresos económicos o afecten al ámbito de competencias de la 
Corporación” (RBRL, 1985: art.75.5). 
Indica además que las declaraciones se inscribirían en un Registro de intereses 
constituido en cada Corporación Local. Sin embargo, deja fuera la obligación de 
declarar tras el cese del cargo, la inclusión de actividades públicas y no menciona nada 
acerca de la publicidad de dichas declaraciones. 
 En 2008 se lleva a cabo una modificación de esta ley para incorporar estas 
cuestiones ausentes. Así, se incorpora el apartado 7 al artículo 75 en el que se añade la 
obligación por los representantes locales de formular declaración “sobre causas de 
posible incompatibilidad y sobre cualquier actividad que les proporcione o pueda 
proporcionar ingresos económicos”, así como declaración “de sus bienes patrimoniales 
y de la participación en sociedades de todo tipo, con información de las sociedades por 
ellas participadas y de las liquidaciones de los impuestos sobre la Renta, Patrimonio y, 
en su caso, Sociedades” (Real Decreto 2008 Modificación: Disposición Adicional Novena 
3.). Se amplía así, el ámbito de declaración, haciendo ésta mucho más completa.  
Junto a esto, se amplía el periodo de declaración, incorporando la obligación de 
realizarla tras el cese del cargo y final del mandato. También se habla de 
declaraciones anuales, lo que parece indicar que serán publicadas con carácter anual, 
con las ventajas que ello supone. 
Se crean dos Registros en cada entidad local: el de Actividades y el de Bienes 
Patrimoniales, ambos con carácter público (IBID: Disposición Adicional novena 3), 
aunque no se indica nada más al respecto de cómo realizar el acceso a dichos 
Registros. 
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Además, dota de protección especial a aquellos representantes locales y 
miembros no electos de la Junta de Gobierno Local cuya seguridad personal resulte 
amenazada, pudiendo realizar su declaración de bienes y derechos ante el Secretario 
de la Diputación Provincial e inscribiendo ésta ante el Registro Especial de Bienes 
Patrimoniales. 
El Partido Popular promovió, en marzo de 2010, una iniciativa popular para 
llevar a cabo una reforma en materia de anticorrupción. Dicha reforma daría lugar a 
tres textos legales; la reforma de la ley de financiación de partidos, la ley electoral y la 
nueva ley de Gobierno Local, encaminadas a “dotar de más control y transparencia a 
la Administración pública” (Remírez, 2010) según declaraciones de Juan Manuel 
Moreno, encargado de conducir las conversaciones entre partidos.  
Entre las medidas propuestas para lograr este objetivo estaría la de obligar a 
hacer públicas las declaraciones de bienes y actividades, las de la renta y las 
retribuciones íntegras de los cargos municipales. 
En su momento, dirigentes de los dos principales partidos anunciaron que dicho 
acuerdo podría cerrarse antes del verano y entrar en vigor para las municipales de 
2011, pero no fue así. El siguiente paso, la aprobación en 2013 del Proyecto de ley de 
racionalización y sostenibilidad de la Administración local, no responde a las promesas 
realizadas, dejando sin regular la declaración de bienes, actividades y rentas de los 
cargos electos locales.  
Esta ausencia se justifica en parte, por la inclusión de la obligación de 
publicidad activa por la administración local, primero en el proyecto y luego en la Ley 
de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Bien Gobierno. Así, establece la 
obligación de hacer públicas: “las declaraciones anuales de bienes y actividades de los 
representantes locales, en los términos previstos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local” (Ley transparencia, 2013: art. 8 h). 
El proyecto de 2012 disponía que “cuando el reglamento orgánico no fije los 
términos en que han de hacerse públicas estas declaraciones, se aplicará lo dispuesto 
en el artículo 14, apartado 4 de ley 5/2006” (Proyecto, 2012: 7h). La ley definitiva de 
2013 sustituyó la mención a la ley 5/2006 por “la normativa de conflictos de intereses 
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en el ámbito de la Administración General del Estado”, lo cual parecía un avance. Sin 
embargo, recogían más adelante que “En todo caso, se omitirán los datos relativos a la 
localización concreta de los bienes inmuebles y se garantizará la privacidad y 
seguridad de sus titulares” (Ley transparencia, 2013: art. 8 h) lo cual suponía una 
copia casi exacta del texto del artículo 14.4 de la ley 5/2006, y con ella sus restricciones 
a la hora de conocer una declaración detallada de los bienes inmuebles.  
En cualquier caso, cabe destacar que la ley de transparencia permite la 
declaración y publicación de los bienes y actividades de los miembros de los poderes 
públicos municipales, constituyendo el tercer pilar de este proceso general de 
transparencia de los representantes democráticos. 
Además de esto, a lo largo del año 2013, muchas administraciones locales están 
aprobando de manera individual leyes para la publicación de las actividades y bienes 
patrimoniales de sus representantes. 
3.6.18. Conclusiones. Las comunidades, las más avanzadas  
 
Como conclusión a este extenso estudio, se presenta la siguiente tabla que 
muestra la evolución temporal y principales aportaciones de cada norma, lo que puede 
ayudar a una mejor comprensión del complejo marco regulador español sobre acceso a 
las declaraciones de actividades y bienes patrimoniales:  




Cuadro 3. Evolución temporal de la legislación de acceso a las declaraciones de actividades y patrimonio  
 
  
Año Legislación estatal Legislación autonómica Legislación local 
1982 
 
 Ley de incompatibilidades en el 
sector público. Es la primera 
legislación en España que 
establece las 
incompatibilidades entre el 
desempeño de la función 






  Decreto de la Presidencia de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha, sobre 
el Registro de Intereses de Altos Cargos. Es 
la  primera legislación en España que regula 
la declaración de bienes, actividades e 
intereses por los altos cargos. 
 Ley de Incompatibilidades por el ejercicio de 
Funciones Públicas en la Comunidad 
Autónoma del País Vasco. Es la primera 
legislación en el País Vasco sobre 
incompatibilidades, creada para evitar 
acumulación de retribuciones en los cargos 
públicos. 
 Ley del Gobierno y de la Administración 
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Pública de la Comunidad Autónoma de 
Canarias. Es la primera en Canarias que 
regula las incompatibilidades de los 




  Ley Sobre el Ejercicio de Funciones e 
Incompatibilidades de los Altos Cargos del 
Ejecutivo Regional de Castilla-La Mancha. 
Regula la declaración de bienes por los altos 
cargos en dos meses desde la toma de 
posesión. 
 Ley de Incompatibilidades de altos cargos de 
la Administración Andaluza. Es la primera 
ley en Andalucía que regula las 
incompatibilidades de los altos cargos. 
 Ley del Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura. Es la 
primera en Extremadura que regula el 
régimen de incompatibilidades para el 
Presidente de la Junta de Extremadura, los 
miembros de la Junta y consejeros. 
 Ley de Incompatibilidades de Altos Cargos de 
Cantabria. Es la primera en Cantabria que 




 Ley Orgánica del Régimen 
Electoral General. Es la 
primera ley estatal que regula 
la declaración de bienes, 
derechos patrimoniales y 
actividades de los diputados de 
 Reglamento de las Cortes de Castilla la 
Mancha de 1985. Es el primero en España 
que regula la declaración de bienes, 
actividades económicas o profesionales por los 
diputados regionales. 
 Ley de Incompatibilidades de los miembros 
 Ley Reguladora de Bases del 
Régimen Local. Es la primera 
que establece la obligación por 
los miembros de las 
Corporaciones locales de 
formular declaración de bienes 
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las Cortes. Solamente da 
carácter público a las 
actividades. 
del Consejo de Gobierno y Altos Cargos de la 
Administración de la Comunidad Autónoma 
de Extremadura. Regula las 
incompatibilidades del resto de altos cargos 
de la administración no incluidos en la ley de 
1984. 
 Reglamento del Parlamento de Navarra. Es 
el primero en Navarra que regula las 
declaraciones de actividades y de bienes 




  Ley Electoral de Andalucía. Es la primera en 
Andalucía que regula la inelegibilidad e 
incompatibilidades de los diputados 
regionales. 
 Reglamento del Parlamento de las Islas  
Baleares. Es el primero en las Islas Baleares 
que regula la presentación de las 





  Ley de Incompatibilidades del personal al 
servicio de la Administración de la 
Generalidad. Es la primera en Cataluña que 
regula la declaración de actividades por los 
altos cargos y otros cargos de la 
administración, aunque no regula la de 
bienes. 
 Ley Electoral de la Comunidad Autónoma de 
Aragón. Es la primera en Aragón en regular 
la declaración de actividades y bienes 
patrimoniales por los diputados. Dota de 
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carácter público al Registro intereses, a 
excepción del de bienes patrimoniales. 
1989 
 
  Ley de Incompatibilidades de los Miembros 
de la Junta de Castilla y León y de otros 
cargos de la Administración. Es la primera en 
Castilla y León que regula la declaración de 
las actividades y bienes patrimoniales por los 
miembros de la Junta y otros cargos de la 
Junta y la Administración. Sólo obliga a 
realizar la declaración de bienes a los 
miembros de la Junta. 
 
1990   Ley de Creación del Registro de Intereses de 
los Miembros de la Junta de Castilla y León y 
de otros cargos de la Comunidad Autónoma 
de Castilla y León. Crea por primera vez el 
Registro de Intereses e incluye la obligación 
de realizar declaración de bienes a todos los 
cargos de la Junta y la Administración pero 
sólo da publicidad a las declaraciones de 
actividades. 
 Ley de Elecciones al Parlamento Vasco. Es la 
primera en el País Vasco que recoge la 
obligación para los Parlamentarios de 
formular las declaraciones de actividades y 
bienes. 
 
1991   Decreto de Organización y Funcionamiento 
del Registro de Intereses de altos cargos. 
Regula la publicidad de las declaraciones 
patrimoniales y de actividades de los 
miembros de la Junta de Castilla y León. 
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Establece requisitos concretos como la 
indicación de la profesión y copia del DNI.  
1993 
 
  Ley de Transparencia y Control de Intereses 
privados de Castilla La Mancha. Es la 
primera en España que da carácter público a 
las declaraciones de intereses y actividades 
de los miembros del Gobierno, altos cargos y 
diputados, aunque la declaración de bienes 
patrimoniales sigue siendo secreta. 
 
1994   Ley de Publicidad de los Bienes, Rentas y 
Actividades de los Gestores Públicos de 
Castilla La Mancha. Es la primera en España 
que da carácter público a todas las 
declaraciones de intereses, actividades, 
bienes y rentas de los gestores públicos y los 
diputados que lo deseen y ordena su 
publicidad en el Diario Oficial de Castilla-La 
Mancha. 
 Ley del Estatuto Regional de la Actividad 
Política de Murcia. Es la primera en Murcia 
que regula la declaración de actividades y 
bienes patrimoniales de los diputados 
regionales. Se establece el carácter público 
del contenido del Registro de Intereses pero el 
de Bienes es reservado.  
 Acuerdo de la Mesa por el que se aprueban 
las Normas de Organización y 
Funcionamiento del Registro de Intereses de 
los Diputados Regionales. Establece los 
requisitos de acceso a las declaraciones de 
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actividades de los diputados de Murcia, 
aunque no se indica nada acerca de la 
publicidad de los bienes. 
1995 
 
 Ley de Incompatibilidades de 
los Miembros del Gobierno de 
la Nación y de los Altos Cargos 
de la Administración General 
del Estado. Es la primera ley 
estatal que crea los Registros 
de Actividades y de Bienes y 
Derechos Patrimoniales y 
regula las declaraciones. Da 
carácter público al Registro de 
Actividades por medio de 
petición por escrito pero 
reservado al de Bienes y 
Derechos Patrimoniales. 
 Acuerdo de las Mesas del 
Congreso de los Diputados y del 
Senado. Regula la creación de 
los Registros de Intereses y su 
acceso (únicamente por 
exhibición y toma de notas, no 
fotocopia), a excepción de los 
bienes patrimoniales. 
 Decreto del Gobierno Valenciano, por el que 
se crean los Registros de Actividades y de 
Bienes y Derechos Patrimoniales de Altos 
Cargos de la Generalitat Valenciana. Es el 
primero en la Generalitat que crea los 
Registros. Da carácter público al Registro de 
Actividades, pero reservado al Registro de 
Bienes y Derechos patrimoniales. 
 Ley de Incompatibilidades de Altos Cargos de 
la Comunidad de Madrid. Es la primera en la 
Comunidad de Madrid que crea el Registro de 
Actividades de Altos Cargos de la Comunidad 
de Madrid y el Registro de Bienes y Derechos 
Patrimoniales de Altos Cargos de la 
Comunidad de Madrid pero se dota de 
carácter reservado al de bienes y derechos 
patrimoniales. 
 Decreto por el que se aprueba el Reglamento 
de organización y funcionamiento de los 
Registros de Incompatibilidades de los Altos 
Cargos de la Comunidad de Madrid. 
Mantiene el carácter reservado de la 
declaración de bienes. 
 Decreto sobre regulación de los registros de 
Altos Cargos. Es el primero en Galicia que 
regula la declaración de actividades, de 
bienes y de IRPF de miembros del Gobierno y 
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altos cargos gallegos. Sólo da carácter público 
al Registro de Actividades e Intereses de 
Altos Cargos, siendo de carácter reservado el 
de bienes. 
 Resolución por la que se da publicidad al 
Reglamento del Parlamento de Andalucía. Es 
la primera en Andalucía que regula la 
declaración de bienes, intereses y actividades 
por los diputados y las dota de carácter 
público para cualquier persona física o 
jurídica que lo solicite. 
 Acuerdo de la Mesa del Parlamento de 
Navarra. Regula el Registro de Intereses de 
los parlamentarios forales y da carácter 
público a la declaración de actividades 
(aunque restringido a tomar notas y sin 
posibilidad de hacer fotocopias) pero acceso 




  Ley de declaración de bienes, rentas, 
remuneraciones y actividades de 
representantes y cargos públicos extremeños. 
Es la primera en Extremadura que da 
carácter público y publicidad en el Diario 
Oficial a las declaraciones de bienes y 
actividades de los miembros del Gobierno, 
diputados de las Cortes Generales y 
diputados provinciales, concejales, etc. 
 Ley Foral de incompatibilidades de los 
miembros del Gobierno de Navarra y de los 
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altos cargos de la Administración de la 
Comunidad Foral de Navarra. Es la primera 
que regula la creación del Registro de 
Actividades e Intereses de altos cargos del 
Gobierno y la Administración de la 
Comunidad Foral de Navarra. Da un 
restrictivo carácter público a las 
declaraciones de actividades (restringido a 
ciertas instituciones) y reservado a las de 
bienes. 
 Ley de Incompatibilidades de los Miembros 
de la Junta de Galicia y Altos Cargos de la 
Administración Autonómica. Mantiene el 
carácter público del Registro de Actividades 
de Altos Cargos y el carácter reservado del de 
bienes patrimoniales.  
1997 
 
  Ley de reforma de la Ley 5/1985 de 
Extremadura. Incorpora la creación del 
Registro de Actividades y lo dota de carácter 
público. 
 Ley de Incompatibilidades de los miembros 
del Gobierno y altos cargos de la 
Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias. Es la primera en 
Canarias que regula las incompatibilidades y 
la creación de un Registro de Intereses con 
las declaraciones de actividades y bienes 
patrimoniales de los miembros del Gobierno y 
altos cargos de la Administración Pública. La 
publicidad de las declaraciones de actividades 
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queda sin regular, mientras las de bienes 
tienen carácter reservado. 
 Decreto por el que se regulan la organización 
y el funcionamiento del Registro de Intereses 
de Altos Cargos de la Comunidad Autónoma 
de Canarias. Regula el carácter público de la 
llamada Sección de Actividades (aunque 
sujeto a la realización de peticiones concretas, 
la indicación del DNI, la profesión y el fin de 
la petición) y el carácter reservado de la 
Sección de Bienes, Derechos y Obligaciones 
Patrimoniales. 
 Reglamento de la Asamblea de Madrid. 
Regula por primera vez en la comunidad de 
Madrid la declaración de actividades y de 
bienes patrimoniales por los diputados. Se da 
carácter público a las declaraciones de 
actividades pero no se indica nada respecto 
de las de bienes. 
 Acuerdo de la Mesa de la Asamblea de 
Madrid por el que se aprueba el modelo de 
declaración de actividades. Regula las 
condiciones del acceso a las declaraciones de 
actividades de los diputados pero con 
restricciones (requiere autorización, prohíbe 
hacer fotocopias y sólo permite tomar notas). 
No recoge nada sobre el acceso a la 
declaración de bienes patrimoniales. 
 Reglamento de las Cortes de Aragón. 
Mantiene el carácter secreto de las 
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declaraciones de bienes patrimoniales. 
 Reglamento de la Junta General del 
Principado de Asturias. Regula por primera 
vez en Asturias la declaración de actividades, 
bienes e intereses por los diputados al 
adquirir su condición, perderla o modificarla. 
Da carácter público al Registro de Intereses, 




  Decreto por el que se regula la declaración y 
registro de las actividades y los derechos y 
bienes patrimoniales de los miembros del 
Gobierno, los altos cargos de la 
Administración y los directivos de los entes 
públicos de derecho privado y de las 
sociedades públicas. Es el primero en el País 
Vasco que crea un Registro de Actividades y 
de Derechos y Bienes Patrimoniales, con una 
sección de actividades, con carácter público y 




  Resolución de la Dirección General de 
Coordinación e Inspección de la Junta de 
Extremadura, por la que se lleva a efecto el 
acuerdo del Consejo de Gobierno de 20 de 
marzo de 2001. Publica por primera vez las 
declaraciones de bienes, rentas, 
remuneraciones y actividades de los 
miembros del Consejo de Gobierno y altos 
cargos de la Junta de Extremadura en el 
Diario Oficial de Extremadura. 
 





  Reglamento de la Asamblea de Murcia. 
Otorga por primera vez en la comunidad de 
Murcia, carácter público a todo el Registro 
conteniendo las declaraciones de actividades, 





  Ley del Gobierno e Incompatibilidades de sus 
miembros de La Rioja. Es la primera en La 
Rioja que regula las declaraciones de bienes 
patrimoniales y actividades por los miembros 
del Gobierno tras la toma de posesión y cese 
del alto cargo y cuando se produzcan 
modificaciones de la situación patrimonial o 
alteraciones en la de actividades. La 
declaración de actividades tiene carácter 
público; la de bienes, reservado. 
 Decreto de organización y funcionamiento de 
los Registros de Actividades y de Bienes y 
Derechos Patrimoniales de los Altos Cargos 
de la 
Administración de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria. Regula por primera vez en 
Cantabria la declaración por los altos cargos 
al inicio o cese de su cargo y cuando inicien 
una nueva actividad. Da carácter público al 
Registro de Actividades y también al de 





  Ley de Incompatibilidades de Altos Cargos de 
la Administración de la Junta de Andalucía y 
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de Declaración de Actividades, Bienes e 
Intereses de Altos Cargos y otros Cargos 
Públicos. Es la primera en Andalucía que 
regula las declaraciones de actividades, 
bienes e intereses de todos los altos cargos y 
otros cargos y les da publicidad, también por 
primera vez, en el Boletín Oficial de la Junta 
y en la web.  
 Ley del Régimen de Incompatibilidades de 
Altos Cargos de la Generalidad de Cataluña. 
Es la primera que regula la declaración de 
actividades y de bienes patrimoniales e 
intereses de los miembros del Gobierno de 
Cataluña y los altos cargos. Sólo es pública la 
declaración de actividades. 
 Modificación del Reglamento del Parlamento 
de Andalucía. Permite por primera vez en 
Andalucía la publicidad de las declaraciones 
del Registro de Actividades, Bienes e 
Intereses de los diputados en los boletines 




 Ley  de regulación de los 
conflictos de intereses de los 
miembros del Gobierno y de los 
Altos Cargos de la 
Administración General del 
Estado. Exige por primera vez 
publicidad a las declaraciones 
de bienes patrimoniales, por 
 Ley de transparencia y de buenas prácticas 
en la Administración pública gallega. Es la 
primera de Galicia que permite la publicidad 
de las declaraciones de actividades de los 
miembros del Gobierno y altos cargos en el 
Diario Oficial de Galicia y en Internet. Las 
declaraciones de bienes no son públicas. 
 Reglamento de Les Corts Valencianes. 
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medio de la publicidad en el 
Boletín Oficial del Estado del 
contenido de las declaraciones. 
Fija el plazo de declaración por 
los miembros del Gobierno y 
altos cargos en tres meses tras 
la toma de posesión, cese y 
modificación de circunstancias 
(esto último sólo en el caso de 
las actividades). 
Regula por primera vez la presentación de las 
declaraciones de actividades y bienes de los 
diputados de la Comunidad Valenciana en el 
Registro de Intereses. El contenido del 
registro tendrá carácter público, a excepción 
de lo que se refiera a bienes patrimoniales. 
2008 
 
  Ley reguladora de los Conflictos de Intereses 
de los miembros del Gobierno regula por 
primera vez la publicidad en el Boletín 
Oficial de Cantabria y en Internet del 
contenido de las declaraciones de actividades 
de los altos cargos. Sin embargo, retira el 
acceso ciudadano al Registro de Bienes y 
Derechos Patrimoniales, que pasa a tener 
carácter reservado. 
 Reforma del Reglamento de la Asamblea de 
Extremadura. Regula definitivamente la 
publicidad de las declaraciones de los 
diputados del Registro de Actividades, Bienes 
e Intereses en el Boletín Oficial de la 
Asamblea Extremadura y en su página web. 
 Real Decreto que modifica la 
Ley Reguladora de Bases del 
Régimen Local para añadir la 
declaración tras el cese y 
anualmente. Da carácter 
público al Registro de Intereses, 
aunque no explica cómo puede 
realizarse el acceso al mismo. 
2009 
 
 Real Decreto por el que se 
aprueba el Reglamento por el 
que se desarrolla la Ley de 
regulación de los conflictos de 
intereses de los miembros del 
 Decreto del Consell de Valencia. Regula por 
primera vez la publicidad en el Diari Oficial 
de determinados datos de las declaraciones 
de bienes y derechos patrimoniales de altos 
cargos de la Generalitat. 
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Gobierno y de los altos cargos 
de la Administración General 
del Estado. Regula el acceso 
mediante  petición por escrito a 
las declaraciones de actividades 
y la publicidad en el Boletín 
Oficial del Estado del contenido 
de las declaraciones de bienes y 
derechos patrimoniales. 
 Resolución de la Secretaría de 
Estado para la Función 
Pública. Publica el contenido 
del anexo II del Registro de 
Bienes y Derechos 
Patrimoniales de los altos 
cargos. 
 Proposición de Reforma del 
Reglamento del Congreso de los 
Diputados. Permite por 
primera vez la publicidad de 
las incompatibilidades de los 
diputados del Congreso. 
 Acuerdo de las Mesas del 
Congreso de los Diputados y del 
Senado. Es el primero a nivel 
estatal que regula la publicidad 
digital de las declaraciones de 
actividades de los diputados en 
la sede electrónica del Congreso 
 Decreto de Cantabria sobre los Registros de 
Actividades e Intereses y el de Bienes y 
Derechos Patrimoniales de los Miembros del 
Gobierno y de los Altos Cargos. Plantea la 
posibilidad de acceder al registro de bienes. 
 Reforma del Reglamento de Les Corts 
Valencianes. Da por primera vez carácter 
público a todo el Registro de Intereses con las 
declaraciones de actividades y bienes 
patrimoniales de los diputados y su 
publicidad en el Boletín Oficial de Les Corts. 
2010   Ley de Medidas Fiscales y Administrativas  
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 de La Rioja. Sigue restringiendo el acceso a la 




 Ley Orgánica de modificación 
de la Ley Orgánica del 
Régimen Electoral General. Es 
la primera ley estatal que dota 
de carácter público a todo el 
Registro de Intereses de los 
diputados, incluidos los bienes 
patrimoniales.  
 Acuerdo de las Mesas del 
Congreso de los Diputados y del 
Senado. Regula por primera 
vez la publicidad digital de las 
declaraciones de actividades y 
de bienes de los diputados en la 
sede electrónica de la Cámara. 
 
 Ley relativa a la modificación de la Ley 
1/1986, la Ley 2/2005, y la Ley 3/2005 de 
Andalucía. Incluye por primera vez la 
obligación de hacer declaración de las 
retribuciones de los altos cargos. 
 Decreto por el que se regula el Registro de 
actividades, bienes patrimoniales e intereses 
de los miembros del Gobierno de la Rioja. 
Regula por primera vez la publicidad de las 
declaraciones de actividades y el contenido de 
las declaraciones “comprensivas” de la 
situación patrimonial en el Boletín Oficial de 
La Rioja. 
 Reforma del Reglamento del Parlamento de 
la Junta General del Principado de Asturias. 
Otorga por primera vez carácter público a 
todo el Registro de Intereses, incluyendo las 
declaraciones de bienes patrimoniales de los 
diputados. 
 Modificación del Reglamento de las Islas 
Baleares. Reduce el plazo de presentación y 
añade la presentación tras el cese de los 
diputados. No se indica nada acerca de la 
publicidad pero los diputados publican 
voluntariamente sus declaraciones en la web 
del Parlament. 
• Normal foral reguladora de 
los Registros de Actividades y de 
Bienes y de Intereses en el ámbito 
del Sector Público Foral del 
Territorio Histórico de Gipuzkoa. 
Da carácter público a las 
declaraciones de actividades y 
bienes patrimoniales. 
2012  Proyecto de Ley de  Ley foral de la Transparencia y el Gobierno  Proyecto de Ley de 
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 Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Buen 
Gobierno. Se propone regular la 
publicidad en el Boletín Oficial 
del Estado del contenido de las 
declaraciones de los bienes y 
derechos patrimoniales del 
resto de los altos cargos 
incluidos en la ley 5/2006. 
abierto de Navarra, Otorga por primera vez, 
carácter público a las declaraciones de bienes 
patrimoniales al inicio, durante y al final de 
su mandato de los miembros del Gobierno de 
Navarra. 
 Ley Foral de modificación de la ley 19/1996 
de Navarra. Confiere carácter público a las 
declaraciones de actividades y autoriza la 
publicidad en el portal del Gobierno de 
Navarra en Internet de una declaración 
comprensiva de las declaraciones de bienes 
patrimoniales. 
 Reglamento del Parlamento Vasco. Regula 
por primera vez en el País Vasco la 
presentación de declaración de actividades y 
de bienes patrimoniales por los 
parlamentarios y  da carácter público al 
contenido del Registro, a excepción de los 
bienes patrimoniales 
Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Buen 
Gobierno. Se plantea  obligar a 
hacer públicas las declaraciones 
anuales de bienes y actividades 
de los representantes locales y 
los miembros no electos de la 
Junta de Gobierno Local. Al 
igual que la ley 5/2006, se 
propone dar acceso al Registro 
de Actividades y al contenido de 
las declaraciones de bienes. 
2013 
 
Ley de Transparencia, Acceso a la 
Información y Buen Gobierno. 
Regula la publicidad en el Boletín 
Oficial del Estado del contenido de 
las declaraciones de los bienes y 
derechos patrimoniales del resto 
de los altos cargos incluidos en el 
artículo tres de la ley 5/2006. La 
declaración sigue siendo 
“comprensiva” y omite datos 
referentes a la localización de los 
 Ley del Gobierno y del Consejo Consultivo de 
Castilla-La Mancha. Refrenda lo 
anteriormente expuesto para los miembros 
del Gobierno por la ley de 1994. 
 Anteproyecto de Ley de Transparencia de 
Andalucía. Recuerda la obligación de 
presentar declaraciones de actividades, 
bienes e intereses. 
 Proposición de Ley de reforma del 
Reglamento de la Asamblea de Madrid. 
Pretende dar carácter público a las 
 Proyecto de Ley de 
Racionalización y 
Sostenibilidad de la 
Administración Local.  No 
contempla la regulación de la 
publicidad  de las declaraciones 
de bienes y actividades. 
 Ley de Transparencia, Acceso a 
la Información y Buen 
Gobierno. Regula la publicidad 
de las declaraciones anuales de 
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bienes patrimoniales. declaraciones de actividades y de bienes de 
los diputados de la Asamblea de Madrid en el 
Boletín Oficial y la página web (Sin aplicar). 
 Proposición de Reforma del Reglamento de 
las Cortes de Aragón. Propone conferir 
carácter público a los bienes patrimoniales y 
actividades. 
 
bienes y actividades de los 
representantes locales (aunque 
deja fuera a los miembros no 
electos de la Junta de Gobierno 
Local). La declaración 
patrimonial omite los datos de 
la localización concreta de los 
bienes inmuebles. Regula 
además la publicación por las 
Administraciones Públicas de la 
relación de los bienes inmuebles 
de su propiedad o sobre los que 
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A continuación, se presenta un nuevo cuadro para la evaluación de la legislación de 
acceso a las declaraciones de actividades y bienes patrimoniales actualmente vigente 
en el Estado, las diecisiete comunidades autónomas y los municipios. Con él se 
pretende clarificar la compleja variedad de situaciones de acceso descritas, mediante 
una distribución resumida en tres categorías: “Ilimitado”, cuando la legislación 
permite un acceso total y sin restricciones a las declaraciones de actividades y de 
bienes patrimoniales; “condicionado”, cuando dicho acceso está restringido a petición 
por el solicitante o plantea limitaciones respecto al soporte o forma de acceder 
(exigiendo por ejemplo una justificación de la petición); y “sin acceso”, cuando la ley no 
regula el acceso o lo prohíbe.  
 
Cuadro 4. Evaluación de la legislación de acceso a las declaraciones de 
actividades y patrimonio 
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Una vez evaluada la legislación de acceso a los datos estudiados, el desglose del 
acceso real a la situación de cada una de las comunidades autónomas se planteará en 
el siguiente capítulo.  
Tras el recorrido sinóptico realizado conviene subrayar los aspectos más 
significativos que caracterizan la situación del acceso vigente a la información pública 
en España. Resulta evidente, en primer lugar, la situación de “selva legislativa” 
creada, con tantas normas atomizadas, en ocasiones contradictorias con el resto de 
comunidades y en ocasiones solapadas y sin coordinación estatal ni garantías de 
prevalencia de la norma estatal sobre las autonómicas.  
En segundo lugar, parece oportuno destacar lo que se puede calificar de 
trayectoria de secretismo bastante compartida a nivel estatal y autonómico. Así, la 
mayoría de las comunidades autónomas imitan el modelo estatal que pasa por las 
siguientes fases: un primer momento de ocultismo de ambas declaraciones, un segundo 
momento en que se dota de carácter público a las declaraciones de actividades pero se 
mantiene el carácter y acceso reservado a ciertos organismos y poderes judiciales 
respecto a las declaraciones de bienes, y un tercer momento en el que, con suerte, se 
puede llegar a dar publicidad a las declaraciones de bienes patrimoniales, siendo sólo 
las más avanzadas las que permiten su publicación junto con las de actividades en los 
boletines y diarios oficiales (que incluso en muchos casos se limita a una declaración 
“comprensiva” del contenido de las declaraciones de bienes). 
Así, contrasta la precocidad en este punto de la legislación de algunas 
comunidades autónomas, siendo éstas las que primero han dado ejemplo en la 
regulación de la publicación de las declaraciones de bienes y actividades.  
La legislación pionera es la de la comunidad autónoma de Castilla la Mancha, 
que desde 1983 regula la declaración de bienes, actividades e intereses de los altos 
cargos y dos años más tarde pasaría a regular también las de los diputados regionales, 
siendo la primera en hacerlo en España. Además, en 1994, durante la época de la 
presidencia de José Bono, aprueba una avanzada legislación que recoge con gran 
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detallismo la publicidad en el Diario Oficial de Castilla la Mancha de las declaraciones 
de actividades, bienes y rentas de los miembros de su gobierno y altos cargos y las de 
los diputados y cónyuges que voluntariamente lo deseen. La situación de esta 
comunidad autónoma no puede calificarse sino de extraordinariamente avanzada en 
este punto. Como dato curioso, parece ir siempre doce años adelantada respecto de la 
legislación estatal que, por un lado, no regularía hasta 1995 la creación de los 
Registros de actividades y bienes y derechos patrimoniales y, por el otro, esperaría 
hasta 2006 para regular la publicidad de los mismos. Además, en la aplicación real, 
Castilla la Mancha ha demostrado una gran celeridad en la puesta en práctica de la 
publicación de dichas declaraciones, promesa que hizo realidad sólo un año después de 
la regulación legislativa de 1994, algo que no sucede así para el caso estatal. 
También Extremadura es un ejemplo a tener en cuenta, ya que desde 1996 
regula la publicación de las declaraciones de bienes y actividades de los cargos del 
gobierno extremeño y diputados en el Diario Oficial de Extremadura, aunque hasta 
2001 no fue una realidad.  
Andalucía hizo lo propio en 1995, cuando estableció la publicidad de las 
declaraciones de bienes patrimoniales, intereses y actividades de los diputados 
regionales, accesibles a cualquier persona por petición por escrito. Diez años más tarde 
regularía también la publicidad de las declaraciones de las actividades, bienes e 
intereses de los altos cargos y diputados y su publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta y en Internet. 
Otras comunidades van algo más retrasadas, como Galicia, que en 2006 se sumó 
a la publicación en el Diario Oficial y en Internet de las declaraciones de actividades 
de los altos cargos, pero dejando fuera las declaraciones de bienes. Por su parte, 
Cantabria hace públicas en su boletín oficial a partir de 2008 las declaraciones de 
actividades de los altos cargos, pero no las de bienes.  
También en diciembre de 2009, y unos meses después de que lo hiciera el 
Gobierno, la Comunidad Valenciana publicaba en el Boletín Oficial de Les Corts las 
declaraciones de bienes de los miembros del gobierno y altos cargos de la Generalitat, 
aunque no vuelve a publicarlos desde entonces y deja fuera las de actividades, sujetas 
a petición por escrito acreditando un interés legítimo y directo. Del lado positivo, 
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publica las declaraciones completas de actividades y de bienes de los diputados en el 
Boletín Oficial de Les Corts. La Rioja también se suma, aunque algo tardíamente, 
cuando en 2011 hace públicas las declaraciones en el Diario Oficial pero dejando fuera 
las de actividades, en lugar de las de bienes, como suele ser habitual. 
Pese a estos buenos ejemplos, no todas las comunidades son un modelo de 
accesibilidad, ya que, del lado más negativo, las comunidades de Madrid, País Vasco, 
Cataluña, Navarra y Canarias tienen una escasa y restrictiva legislación reguladora 
de la publicación de las declaraciones de bienes patrimoniales y actividades. Estas 
otras comunidades obligan a pedir por escrito las declaraciones registradas de los 
miembros de sus gobiernos y altos cargos y en algunos casos exigen además justificar 
la petición de la información.  
La situación de la comunidad que alberga la capital del Estado (Madrid) es de 
terrible atraso. Se rige por una ley de 1995 que sólo facilita el acceso público tras 
petición por escrito, a las declaraciones de actividades de los miembros del Gobierno de 
la comunidad (aunque a veces ni siquiera respondan a esta petición, como se verá en el 
próximo capítulo), dejando fuera de toda publicidad la declaración de bienes.  
Igual de grave es la situación del acceso a las declaraciones de los diputados de 
la Asamblea de Madrid, que sólo califica de públicas las declaraciones de actividades 
(las de bienes son de acceso reservado) pero ni éstas se publican en el Boletín Oficial 
de la Asamblea de Madrid ni su acceso es sencillo, ya que sólo es posible mediante 
petición escrita y bajo la acreditación de un interés del peticionario, que se pondera 
respecto de la salvaguarda de intereses de terceros. Desde la propia Asamblea 
aseguran desconocer si se produce o no dicho acceso aunque aseguran que está en 
marcha el debate. 
En la Generalitat de Cataluña el acceso a los bienes patrimoniales aún sigue 
restringido y sólo dota de carácter público al Registro de Actividades, por medio de 
petición por escrito, pero ni siquiera se facilita la publicación en el Boletín Oficial de la 
Generalitat o en la página web de la misma. 
En el caso del País Vasco, aunque su trayectoria comenzó muy tempranamente, 
con la primera regulación sobre incompatibilidades en 1983, se estancó pronto. El 
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acceso a los registros de actividades y bienes patrimoniales de los miembros del 
Gobierno y altos cargos se rige por la ley de 1999, que no ha sido actualizada desde 
entonces. Se dota de carácter público a la sección del Registro donde se contienen las 
actividades a la que se puede acceder mediante petición escrita (aunque, en la 
práctica, dicho acceso sea irrisorio, tal y como se verá en el próximo capítulo) pero la 
sección de bienes y derechos patrimoniales tiene carácter reservado. Se repite la 
misma situación en el caso del acceso de las declaraciones de los diputados vascos, 
cuyo acceso queda restringido a las declaraciones de bienes y sólo permite acceder a la 
de actividades mediante petición escrita. Se muestra así como una legislación 
anacrónica, que sólo permite un exiguo acceso por petición escrita a la declaración de 
actividades y no publica las declaraciones en el Boletín o Diario oficial ni en la web del 
Gobierno. 
El caso de Navarra es bastante sorprendente ya que, aunque desde 2012 cuenta 
con una pionera ley de transparencia que permite la publicación de las declaraciones 
de bienes patrimoniales y actividades de los miembros del Gobierno en la web de 
Navarra, la situación ha evolucionado lentamente y hasta esa fecha se regía por una 
restricción absoluta en el acceso a las declaraciones de actividades y bienes, que sólo 
daba acceso a las mismas a determinados organismos públicos. 
Esta restricción se mantiene para el caso de las declaraciones de bienes y de 
actividades de los diputados navarros que, en un acuerdo arcaico de 1995 y que fue 
aprobado en secreto, sólo permite la posibilidad de tomar notas y no da acceso a 
fotocopias de las declaraciones de actividades. Por su parte, las declaraciones de bienes 
siguen estando restringidas. Queda así pendiente la aplicación a los miembros del 
Parlamento de la Comunidad Foral la legislación ya aplicable para los miembros del 
Gobierno Foral.  
Canarias, por su parte, sólo regula la publicidad de las declaraciones de 
actividades, bajo unas exigencias extremas como la especificación de los cargos 
concretos (invalidando toda solicitud genérica), la presentación del DNI y copia, la 
profesión del solicitante y; por encima de todo, la acreditación del interés legítimo por 
el que se pretende acceder. En el caso de las declaraciones de bienes, éstas ni siquiera 
se hacen públicas.  
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Además, en estos cinco casos, el hecho de que la legislación regule la publicación 
de las actividades de los miembros del Gobierno y/o diputados ni siquiera garantiza 
que dicho acceso se produzca, ya que está sujeto al cumplimiento de las exigencias 
adicionales ya mencionadas. Así lo pude comprobar tras una petición por escrito de las 
declaraciones, cuya denegación se recoge con más detalle en el capítulo siguiente.  
Mientras, a nivel estatal, hasta 1995 no se regula la creación de los Registros de 
actividades y bienes patrimoniales y su acceso, de un modo atrasado y algo anacrónico, 
por escrito y con ciertas restricciones que dejaban fueran las declaraciones de bienes 
patrimoniales. Once años más tarde llegaría la esperada legislación que daba 
publicidad a las declaraciones de bienes de los miembros del Gobierno y altos cargos, 
aunque habría que esperar a la aplicación real hasta 2009 para tener acceso. En 
general y como ya se mencionaba más arriba, no parece haberse producido un gran 
avance desde la primera regulación estatal de 1995, cuando el Registro de Actividades 
de Altos Cargos ya era de carácter público, y aún hoy sigue sin publicarse en el Boletín 
Oficial del Estado, accesible únicamente mediante petición escrita o electrónica del 
interesado. Similar es el caso del Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales, que 
sigue teniendo “carácter reservado” con el sólo acceso a un contenido comprensivo que 
se publica desde 2009 en el Boletín Oficial del Estado pero que no contribuye a aclarar 
dudas ni a fiscalizar la buena actuación de los declarantes.  
En el caso del Congreso, aunque éste ha avanzado más lentamente que el 
Gobierno, desde 2009 ha vivido un proceso exponencial de apertura informativa. Tras 
la creación por medio de la LOREG de 1985 del Registro de Intereses conteniendo las 
declaraciones de actividades y bienes y el acuerdo en 1995 para la regulación de un 
restringido acceso a las declaraciones de actividades mediante exhibición sin 
posibilidad de fotocopias (las de bienes ni siquiera se hacían públicas), la situación 
había permanecido inalterada durante algunos años. En 2009, sin duda un año 
relevante para el tema que nos ocupa, volvió a cobrar vida, con el cambio legislativo 
que dotaba de publicidad a las declaraciones de actividades en la página web del 
Congreso de los Diputados. El segundo y definitivo paso se daría en 2011, cuando una 
modificación de la LOREG permitió además la publicación en la web de las 
declaraciones de bienes y rentas. Así, su transparencia ha superado con creces a la del 
 - 370 - 
 
Gobierno, facilitando el acceso digital a todos los documentos, como es de esperar en 
una sociedad del siglo XXI. 
Finalmente, a tenor de lo que la Ley de Transparencia, Acceso a la Información 
y Buen Gobierno establece, tras su promulgación en diciembre de 2013, se producen 
algunos avances. 
Por un lado, queda establecida la publicación de las resoluciones de autorización 
o compatibilidad de las actividades de todos los empleados públicos (no sólo de los 
cargos mencionados en el artículo tres de la ley 5/2006, como se planteaba en el 
proyecto de ley). Junto a esto, se incluyen “las que autoricen el ejercicio de actividad 
privada al cese de los altos cargos de la Administración General del Estado o 
asimilados según la normativa autonómica o local” (Ley, 2013: art. 8.1. g). Esto es muy 
positivo porque permitirá comprobar de un modo más eficaz qué actividades 
compatibilizan los cargos públicos con su puesto principal y cuáles pasan a 
desempeñar a su cese. Sin embargo, no se aprovecha la nueva ley para modificar el 
acceso a las declaraciones de actividades y plantear que éstas puedan publicarse 
directamente en el BOE, tal y como ocurre en el caso de los bienes patrimoniales.  
En cuanto a las declaraciones de bienes, se incluye, tal y como se preveía en el 
proyecto de 2012, de “los demás altos cargos” entre aquellos sujetos cuya declaración 
de bienes y derechos patrimoniales se publica en el Boletín Oficial del Estado. Sin 
embargo, no se producen mejoras sustanciales en el contenido de las declaraciones, 
que seguirán siendo “comprensivas” y omitirán los datos referentes a la localización, 
en aras de una supuesta preservación de la privacidad y seguridad de los declarantes. 
Se obvia así, una excelente oportunidad de ampliar el ámbito, tanto formal como de 
contenido de las declaraciones, pasando a imitar modelos más detallistas e 
informativos, como el del Congreso de los Diputados o las citadas comunidades 
autónomas.  
También se pasan a declarar las declaraciones anuales de bienes y actividades 
de los representantes locales, aunque, en un calco de la restricción establecida en la 
ley 5/2006, “se omitirán los datos relativos a la localización concreta de los bienes 
inmuebles y se garantizará la privacidad y seguridad de sus titulares” (Ley, 2013: art. 
8 h). 
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En general, los cambios son relativos y no deja de resultar sorprendente que una 
ley que destaca el derecho de los ciudadanos a relacionarse con la Administración por 
medios electrónicos, la cultura de la transparencia y, en general, el empleo de los 
medios electrónicos para facilitar la participación y la transparencia, no pase a regular 
la publicación digital de las declaraciones patrimoniales y de actividades de los 
miembros del Gobierno (más allá de la versión online del BOE), tal y como cabe 
esperar una sociedad digital como la del siglo XXI.  
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Capítulo 4. El acceso a datos de naturaleza pública en España, en la 
práctica 
 
4.1. Acceso a declaraciones de actividades de los miembros 
del Gobierno. Peripecia práctica y resultados: Unas 
declaraciones poco transparentes 
 
El Reglamento de desarrollo de la ley 5/2006 (Ley Conflictos Intereses, 2006) 
establece el “carácter público” de las declaraciones de actividades de los miembros del 
Gobierno (Reglamento 2009: art. 10.1). 
Así, “las personas que deseen conocer las declaraciones depositadas en el 
Registro de Actividades de Altos Cargos podrán, previa identificación de su 
personalidad, solicitar certificación de su contenido” (IBID: art. 10.2). Teniendo en 
cuenta esto, la autora de esta tesis procedió a realizar la solicitud correspondiente en 
las fechas más adelante señaladas. 
La obtención de estas declaraciones no es algo sencillo ya que, a diferencia de lo 
que ocurre con la declaración de patrimonio del Gobierno (accesible en el BOE), el 
aludido acceso está sujeto a la petición por escrito de dichas declaraciones, 
condicionada a su vez a unos requisitos, entre ellos, los establecidos por la ley del 
Régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (LRJ-PAC, 1999: art.70).  
Así, la petición debe realizarse mediante solicitud que incluya el nombre y 
apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo represente, así como la 
identificación del medio preferente o del lugar que se señale a efectos de notificaciones, 
los hechos, razones y petición en que se concrete, con toda claridad, la solicitud, el 
lugar y fecha, la firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad 
y el órgano, centro o unidad administrativa a que se dirige. En esta línea indica que 
“no serán admisibles las solicitudes genéricas ni aquéllas en las que no aparezca 
claramente identificado el titular del alto cargo del que se solicita la certificación” 
(Reglamento, 2009: art. 10.5). 
Bajo estas premisas, en mayo de 2010 la autora de esta tesis hizo una primera 
petición de las declaraciones de actividades referidas a los miembros del Gobierno y 
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altos cargos de la Administración General del Estado del Gobierno del PSOE que 
estuvo en el poder entre marzo de 2008 y noviembre de 2011. El análisis de aquellas 
declaraciones ha sido utilizado en otros trabajos y en una comparación de parte de sus 
resultados, pero para el grueso de la presente investigación se ha sustituido por la 
documentación del gobierno surgido a finales de 2011.  
Dos años y medio después, en la fecha más adelante indicada y, tras el cambio 
de Gobierno, realizo una segunda petición de los datos relativos a los altos cargos que 
tomaron posesión a partir de diciembre de 2011, que constituirán el objeto concreto de 
análisis de la presente investigación. Para mi petición, empleo el formulario de 
solicitud de consulta al Registro de Actividades de Altos Cargos puesto a disposición de 
los interesados en la web del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
(2012d:web)41, que puede ser entregado directamente o en cualquiera de los registros y 
oficinas permitidos (LRJ-PAC, 1992: 38.4), por correo, telegráficamente, o por 
cualquier otro medio telemático que permita identificar al solicitante.  
Siguiendo los requisitos anteriormente enumerados, incluyo mi nombre y 
apellidos, mi DNI, teléfono, domicilio, los datos del alto cargo requeridos, el lugar y 
fecha de la petición, mi firma y el órgano al que se dirige (la Oficina de Conflictos de 
Intereses) pero dejo en blanco el campo referido a profesión del solicitante. El objetivo 
es comprobar el acceso que puede tener un ciudadano ordinario sin necesidad de 
acreditarse como periodista, académico o cualquier otra condición que pueda facilitar 
por razones profesionales el acceso a dichos datos. Junto a esto, pretendo verificar el 
cumplimiento del principio cuarto exigido por la Coalición Pro Acceso, que establece 
como únicos requisitos para solicitar una información: el nombre y domicilio del 
solicitante y la descripción de la información buscada (Coalición Pro Acceso, 2012a: 
web). Tampoco indico, al no ser requerido en la solicitud, los hechos, razones o 
justificación de la solicitud.  
Una vez rellenados los campos, realizo dicha petición por medio del registro de 
uno de los órganos administrativos de la Administración General del Estado, 
                                                
41
 Tal y como se indicaba en el anterior capítulo, el modelo original de solicitud por medio del cual realicé la petición 
inicial de datos difiere del recogido en la cita sintética y bibliografía anexa, ya que, en algún momento, el Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas modificó el modelo, incluyendo el requisito de indicar los “Hechos, razones y 
petición de la solicitud”, a pesar del retroceso que conlleva la obligación al solicitante de tener que justificar su 
solicitud. 
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concretamente el Ministerio de Defensa, tal y como autoriza la ley de Régimen 
Jurídico (LRJ-PAC, 2009: art. 38.4). La fecha de consulta fue el 16 de noviembre de 
2012 y tuvo su entrada en la Oficina de Conflictos de Intereses el 20 de noviembre. 
Posteriormente, la certificación se expidió el 30 de noviembre y la salida de la 
documentación desde dicha Oficina tuvo lugar el 4 de diciembre, llegando a mi 
domicilio particular el 10 de diciembre.  
En total, en todo el proceso se empleó menos de un mes, lo cual puede ser 
considerado un tiempo récord, teniendo en cuenta la demora de muchos 
procedimientos burocráticos en España. Sin embargo, en la primera entrega estaba 
ausente la declaración del Ministro de Economía y Competitividad, Luis de Guindos 
Jurado, por lo que procedí a hacer de nuevo la petición de las declaraciones referidas a 
dicho cargo.  
Exceptuando la ausencia de dicha declaración, el proceso fue rápido y cumplió 
con casi todas las imposiciones de la plataforma Pro Acceso en referencia a los diez 
principios que debería reunir una futura ley de acceso a la información. De este modo, 
según recoge el cuarto principio de la mencionada organización, el derecho de acceso 
fue ejercido sin discriminación ni necesidad de justificar las razones de petición, fue 
sencillo (con posibilidad de ejercerlo de forma escrita u oral, en los idiomas oficiales de 
las autonomías y bajo el único requisito de proporcionar un nombre, domicilio y 
descripción de la información buscada, sin exigir la mención del motivo de la solicitud), 
rápido (en un plazo de 15 días hábiles) y gratuito (incluyendo la posibilidad de petición 
vía correo electrónico). El único reparo fue la imposición de incluir mi Documento 
Nacional de Identidad (DNI), lo cual excede los requisitos imprescindibles del principio 
cuarto de la Coalición Pro Acceso. 
Junto a esto, otro de los principios incumplidos en este acceso a la información 
es el noveno, aquél en el que se recoge que “las entidades públicas, a iniciativa propia, 
deben poner a disposición del público información básica y esencial sin que sea 
necesario realizar una solicitud” (Coalición pro acceso, 2012a). Aunque el Registro de 
Actividades de Altos Cargos es público, no se pone a disposición general por el 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, y éste sólo da acceso por medio 
de solicitud escrita.  
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En diciembre de 2012 y con posterioridad a mi petición, se produce la dimisión 
del entonces Secretario de Energía, Luis Fernando Martí Scharfhausen, y el cese, en 
enero de 2013, del de Seguridad, Ignacio Ulloa Rubio, y su sustitución por los 
secretarios Alberto Nadal Belda, y Francisco Martínez Vázquez, respectivamente. Así, 
el 2 de abril de 2013 solicito ambas declaraciones a la Oficina de Conflictos de 
Intereses del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, no incluyendo esta 
vez en mi consulta mi DNI (ni tampoco mi profesión, al igual que en la declaración 
anterior), para comprobar así el acceso a las declaraciones sin proporcionar mi 
documento de identidad, y verificar el cumplimiento del cuarto de los diez principios 
de la Coalición Pro acceso. 
La respuesta se demora algo más en esta ocasión y casi dos meses después (a 
finales de mayo de 2013) recibo respuesta favorable a la consulta, obteniendo las 
declaraciones de actividades de los nuevos secretarios de Estado de Seguridad y 
Energía, respectivamente. Compruebo así, que, a pesar de que el formulario de 
solicitud de consulta puesto a disposición pública por el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas solicita la inclusión de campos como el DNI y la profesión 
del solicitante, se pueden obtener los documentos sin necesidad de incluir dichos 
campos, lo cual es muy positivo. Esto está, además, en sintonía con lo establecido por 
los requisitos que regulan la solicitud, ya que la Ley de Procedimiento Administrativo 
Común (LRJ-PAC, 1992: art.70.1) no obliga en ningún caso a la inclusión del 
Documento de Identidad ni la profesión del solicitante, ni tampoco lo hace la Ley de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno de 201342. Cabe 
preguntarse por qué el ministerio crea un modelo de solicitud con criterios que exceden 
lo requerido tanto a nivel legislativo como de acceso real.  
Junto a esto y como mera curiosidad, cabe señalar que la declaración del 
Secretario de Estado de Seguridad, Francisco Martínez Vázquez, tiene fecha de 
presentación de 10 de abril de 2013. Este hecho, teniendo en cuenta que mi petición es 
del 2 de abril, podría implicar que la presentación de la declaración del secretario haya 
sido forzada por mi petición. Así mismo, el hecho de que el declarante olvidara incluir 
todos los cargos que le corresponden por carácter institucional podría ser una 
                                                
42
 Ésta sólo requiere tener constancia de la identidad del solicitante, la información que solicita, una dirección de 
contacto y la modalidad que se prefiera para acceder a la información solicitada (Ley transparencia, 2013: art. 17.2). 
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consecuencia de una redacción rápida forzada por la presión de mi petición. Esto es 
sólo una especulación y, teniendo en cuenta que el plazo de presentación de las 
declaraciones por los altos cargos es hasta tres meses desde la toma de posesión, este 
alto cargo, que tomó posesión el 14 de enero de 2013 tendría de plazo hasta el 14 de 
abril, por lo que la habría presentado en plazo.  
En general, el agotamiento del plazo completo en la presentación de 
declaraciones por los altos cargos es algo habitual, aunque algunas autoridades, como 
el Secretario de Estado de Energía, Nadal Belda, que toma posesión el 29 de diciembre 
de 2012, presenta su declaración tan sólo 15 días después de ésta.  
Centrándonos en el análisis de las declaraciones, cabe destacar que pese a que 
se rellenan de acuerdo con el Anexo I recogido en el Reglamento de desarrollo de la ley 
de regulación de conflictos de intereses (Reglamento, 2009) está ausente la segunda 
página de este Anexo, la referida a los Datos de Identificación del Alto Cargo (IBID: 
34675) donde se recogen los apellidos y nombre, fecha de nacimiento, sexo, estado civil, 
NIF, domicilio particular, localidad, provincia, código postal, teléfono y la declaración 
del cónyuge o persona que conviva en análoga relación de afectividad. También faltan 
otras hojas de las declaraciones, ya que no se adjuntan aquellas que el declarante deja, 
supuestamente, en blanco. Para este estudio deduciremos que esos datos están 
ausentes en la declaración original y, por tanto, serán catalogados como no 
presentados. 
Los datos que sí están presentes en dichas declaraciones han sido recopilados en 
una tabla (VER ANEXO II TESIS) cerrada a fecha de julio de 2013, por lo que todas 
las actividades recogidas están vigentes en esa fecha. Del mismo modo, se incorporan 
todos los altos cargos vigentes en esa fecha, entre ellos, los dos secretarios de Estado 
citados anteriormente. 
Para la elaboración de dicha tabla, he verificado cada una de las actividades 
tanto públicas como privadas declaradas por los altos cargos, para comprobar su 
exactitud. En el caso de las actividades públicas, aquellas contenidas en los apartados 
C1 a C5 de la declaración de actividades, las he contrastado mediante la legislación 
referida a miembros del Gobierno y altos cargos así como en los Reales Decretos de 
desarrollo de la estructura orgánica básica de cada Ministerio y por medio de la 
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información encontrada y/o aportada por los propios organismos públicos. Por su parte, 
las actividades privadas, contenidas en los apartados C6, C8 y C9, han sido 
contrastadas por medio de consultas al Registro Mercantil Central y a los organismos 
y empresas correspondientes, así como a los propios interesados, en los casos en que ha 
sido imposible contactar con las empresas que se encontraban en situación de 
extinción. Todas las fuentes de cotejo empleadas se hallan recogidas en el ANEXO II 
de esta tesis. 
Asimismo, he buscado e incluido en color rojo, ordenadas cronológicamente, 
aquellas actividades públicas y privadas encontradas en las fuentes citadas 
anteriormente que los cargos no habían incluido en su declaración. En cuanto a las 
actividades anteriores a la toma de posesión, sólo he incluido aquellas ausentes en el 
periodo referido a los dos años anteriores a la toma de posesión, ya que son las únicas 
que los declarantes deben incluir en el citado modelo, por lo que quedan fuera todas 
las anteriores al periodo 2009/2010. 
Así, he verificado cada una de las actividades, descartando aquéllas que no han 
podido ser debidamente contrastadas (las registradas en el Registro Mercantil con un 
nombre idéntico al del alto cargo pero que no han podido establecerse si eran suyas o 
de otra persona con igual nombre). 
Algunas fechas pueden resultar dispares porque en algunas ocasiones se ha 
recogido la fecha de publicación en el BOE mientras que en otras se recoge la fecha de 
toma de posesión. Esto hace, por ejemplo, que parezca que Víctor Calvo-Sotelo Ibáñez-
Martín, sea antes miembro de la Comisión de Secretarios de Estado y Subsecretarios 
que Secretario de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información. 
El problema está en que para su puesto como secretario de Estado he recogido su fecha 
de toma de posesión mientras que para la de miembro de la Comisión se recoge su 
fecha de publicación en el BOE, tres días antes. Por este motivo, estimo irrelevantes 
pequeñas diferencias de días, debidas a las opciones de fecha de publicación o de toma 
de posesión. 
También cabe decir, respecto a las actividades no declaradas y encontradas 
como resultado de la investigación personal (destacadas en rojo), que las verificaciones 
que me han permitido comprobarlas no son exhaustivas, puesto que su desarrollo 
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superaría ampliamente el ámbito de esta tesis. Sin embargo, los casos recogidos sí 
sirven para ilustrar la evidencia de que existen bastantes carencias en la exigible 
transparencia de las actividades de los miembros del Poder Ejecutivo a estudiar. 
En cuanto al análisis del contenido, he de destacar en primer lugar los casos de 
errores menos graves como los referidos a fechas de nombramiento y cese de varios 
cargos. Por ejemplo, el Secretario de Estado de Administraciones Públicas: Antonio 
Beteta Barreda, declara que fue Consejero de Economía y Hacienda de la Comunidad 
de Madrid entre 2009 y 2011, sin especificar día ni mes, cuando la fecha de inicio real 
es el 25 de junio de 2008. Otro ejemplo es la declaración por el Ministro del Interior, 
Jorge Fernández Díaz, como fecha de toma de posesión el 22 de diciembre de 2012, 
cuando en realidad debiera decir el 22 de diciembre de 2011, error, probablemente, de 
carácter tipográfico.  
En muchos casos tampoco se incluyen las fechas de inicio o de fin de una 
actividad, en lo que parece un ocultismo de posibles incompatibilidades. Además, el 
modelo de declaración invita sólo a recoger aquellas actividades dos años anteriores a 
la toma de posesión, lo cual hace que sea difícil seguir la trayectoria económica de un 
alto cargo y detectar incompatibilidades a más largo plazo. Esto implica que casi 
ninguno de los declarantes recoja el ejercicio de una profesión en situación de servicios 
especiales,43 aunque ésta siga generándoles ingresos (mayoritariamente en forma de 
trienios), cuando ésta está fuera de los dos años anteriores a la fecha de toma de 
posesión. En este sentido, es muy destacable el modelo de declaración del Gobierno y 
las Cortes de Castilla la Mancha, detallado más adelante, donde se han de recoger las 
actividades y puestos públicos desempeñados en los últimos cinco años previos a la 
toma de posesión. 
                                                
43
 La situación de servicios especiales se declara a los funcionarios de carrera cuando son designados miembros del 
Gobierno o de los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, de las 
Instituciones de la Unión Europea o de las Organizaciones Internacionales, cuando accedan a la condición de diputado o 
senador de las Cortes Generales o miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas si perciben 
retribuciones periódicas por la realización de la función, etc. Quienes se encuentren en situación de servicios especiales 
percibirán las retribuciones del puesto o cargo que desempeñen y no las que les correspondan como funcionarios de 
carrera, sin perjuicio del derecho a percibir los trienios que tengan reconocidos en cada momento. El tiempo que 
permanezcan en tal situación se les computará a efectos de ascensos, reconocimiento de trienios, promoción interna y 
derechos en el régimen de Seguridad Social que les sea de aplicación (Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 
2007: art.87) 
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Al igual que ocurría con las declaraciones del anterior Gobierno, lo cierto es que 
es práctica habitual entre los declarantes obviar un buen número de actividades, 
especialmente aquellas adscritas a sus cargos públicos con carácter institucional, 
probablemente por lo tedioso de recopilar dichas actividades una por una. Si bien en 
muchos casos dichas ausencias no suponen nada punible legalmente o investigable por 
posible corrupción, sí indican una importante falta de rigor y calidad de transparencia 
de las declaraciones. 
Es el caso, por ejemplo, del Secretario de Estado de Comercio, Jaime García-
Legaz Ponce, que no incluye en su declaración algunas de las actividades adscritas a 
su cargo, como la presidencia de la Junta Superior Arancelaria y la Comisión 
Interministerial de coordinación de la participación española en la Conferencia de las 
Naciones Unidas para el Comercio y Desarrollo, cargos que le corresponden por Real 
Decreto del Ministerio de Economía y Competitividad (ver ANEXO II). Además rellena 
su declaración a mano, por lo que la caligrafía dificulta la legibilidad. 
Tampoco Jesús María Gracia-Aldaz, Secretario de Estado de Cooperación 
Internacional y para Iberoamérica declara que es el presidente de la Agencia Española 
de Cooperación Internacional y para el Desarrollo, ni presidente del Consejo de 
Administración del Instituto Cervantes ni del Patronato de la Real Academia de 
España en Roma, cargos que le corresponden por Real Decreto del Ministerio de 
Asuntos Exteriores y Cooperación (2012). 
Como ejemplo de errores algo más graves está el “olvido” de incluir el cargo de 
diputado, como le ocurre a Miguel Arias Cañete, que obvia su cargo como diputado por 
Madrid en el Congreso. Además, recoge 2006 como fecha de inicio de su ejercicio como 
abogado colegiado en Jerez de la Frontera, treinta años posterior a la presentada en su 
perfil de Ministro de la página web de la Moncloa, 1976. También olvida incluir su 
puesto como abogado del Estado en situación administrativa de servicios especiales, 
algo que sí incluye en su declaración de actividades en el Congreso de los Diputados, 
que es más completa y detallada, como veremos más adelante.  
Como contrapunto, es muy destacable el detallismo del entonces Ministro de 
Agricultura a la hora de rellenar el último campo de la declaración (que la mayoría de 
altos cargos dejan vacío) referido a la relación pormenorizada de los intereses en el 
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periodo de desempeño de actividades durante los dos años anteriores a la toma de 
posesión (C9). Ahí explica pormenorizadamente el objeto social de las compañías de las 
que era presidente: Petrolífera Ducar y Petrologis Canarias, así como de la que fuera 
Consejero: Bami Newco. Además, en la aclaración o ampliación de datos, recoge las 
actividades de colaboración en medios de comunicación como tertuliano, la presidencia 
de la RACE, etc, indicando las fechas concretas de inicio y cese y la retribución, que 
sólo percibe como tertuliano en la COPE. Probablemente este caso de especial cuidado 
en su declaración esté relacionado con el escándalo periodístico que protagonizó este 
mismo político cuando en el año 2001 ocupaba también la cartera de Agricultura en el 
gobierno de Aznar. Según publicó a comienzos del citado año la revista Interviú y se 
hicieron eco los principales diarios como El País y El Mundo, quedó demostrado 
mediante verificaciones en el Registro Mercantil que el entonces ministro de 
Agricultura, compatibilizaba de forma irregular su puesto en el consejo de 
administración de diversas empresas de producción y servicios agrícolas y ganaderos 
con su cargo de ministro del sector (cfr. Rico, 2001; Mercado/Marcos, 2001; El Mundo, 
2001, entre otros). 
Otro que “olvida” su cargo como diputado es José Manuel Soria López (VER 
ANEXO III TESIS), quien deja en blanco la casilla C.5.2. referida a “Cargos de 
representación popular” así como la referida a los cargos que le corresponden con 
carácter institucional y adscritos a su puesto como Ministro. Su caso es especialmente 
negativo, puesto que tampoco incluye en las “actividades durante los dos años 
anteriores a la toma de posesión”, su puesto de Consejero de Economía y Hacienda y 
Vicepresidente del Gobierno de Canarias entre 2007 y 2010, ni el de presidente del 
grupo parlamentario del Partido Popular en el Parlamento de Canarias ni el de 
diputado regional hasta su nombramiento como ministro. Además, en la página oficial 
del Partido Popular se recogía (a fecha de consulta de enero de 2014) su cargo como 
diputado en el Parlamento de Canarias, algo incompatible con su acta como diputado 
en el Congreso, según la ley de Régimen Electoral General (LOREG, 1985: art. 155.3). 
En realidad, el ministro había dimitido de su acta de diputado del Parlamento de 
Canarias el 29 de noviembre de 2011, por lo que dicha situación se debe a un error de 
actualización en la web del partido, bastante grave, por cierto. En general, se puede 
aseverar que su declaración es la peor de entre todos los altos cargos ya que de hecho 
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aparece completamente en blanco y, por si fuera poco, su nombre está rellenado a 
mano, en lugar de con letras mecanografiadas.  
También presenta su declaración en blanco Gonzalo de Benito Secades, 
Secretario de Estado de Asuntos Exteriores, quien presenta una única hoja con sólo el 
apartado B cumplimentado: “Datos referidos al cargo público para el que ha sido 
nombrado”, es decir, su cargo como Secretario de Estado de Asuntos Exteriores. La 
presentación de esa única hoja parece indicar que el secretario quiere dejar claro que 
no realiza, o no ha realizado en los últimos dos años, actividades al margen de su cargo 
principal, sin embargo, esto no es cierto, ya que De Benito realiza tres actividades con 
carácter institucional inherentes a su puesto, además de ser Patrono de la fundación 
Universidad.es y ex embajador de España en los Emiratos Árabes Unidos en los dos 
años anteriores a la toma de posesión. Incluso aunque se diera el caso de que no 
tuviera más actividades que declarar al margen de su cargo como secretario de Estado, 
resulta más adecuado procedimentalmente que presente el documento de 
declaraciones completo y deje vacíos los campos que correspondan. Su caso es, al igual 
que el de Soria López, uno de los más destacables negativamente. 
Lo mismo ocurre con el Secretario de Estado de la Seguridad Social, Tomás 
Burgos Gallego, que sólo presenta la primera hoja rellena con el campo B, cuando en 
realidad debería recoger un mínimo de tres actividades correspondientes con carácter 
institucional y otras tres desempeñadas en los dos años anteriores a la toma de 
posesión, además de su actividad privada como presidente de la Comisión Nacional de 
Seguridad Social y Pensiones del Partido Popular. 
En manifiesta falta de transparencia incurre la declaración del Ministro de 
Asuntos Exteriores y Cooperación, José Manuel García-Margallo y Marfil, que “olvida” 
incluir todos los cargos que le corresponden con carácter institucional, aunque en su 
caso sí incluye su participación como socio administrador en la empresa García 
Margallo y Méndez de Vigo, en la que trabajó conjuntamente con el Secretario de 
Estado para la Unión Europea, Íñigo Méndez de Vigo, aunque la fecha de inicio 
recogida (1994) sea anterior y más escueta que la recogida en el Registro Mercantil 
Central (5 de mayo de 1995). 
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Caso similar es el del Secretario de Estado de Hacienda, Miguel Ferre 
Navarrete que, entre otros cargos, omite declarar que es el presidente de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria y Vicepresidente del Consejo Rector del Instituto 
de Estudios Fiscales desde enero de 2012, adscritos ambos al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas, según recoge el Real Decreto de desarrollo de la estructura 
del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. En su caso incluye su cargo 
como socio de la fiscalidad de la empresa PriceWaterHouseCoopers (PWC) de 2009 a 
2011, pero olvida incluir sus conferencias en diferentes universidades e institutos que 
compagina con su cargo como secretario de Estado. En la Asociación para el Progreso 
de la Dirección confirman que ya realizaba intervenciones como socio de PWC y 
continúa asistiendo a seminarios o charlas durante su cargo como Secretario de Estado 
de Hacienda, la última en febrero de 2013. También en el Instituto de Fomento 
Empresarial confirman que ha sido ponente en el periodo de 2007 a 2011. Su actividad 
como profesor en la Universidad Carlos III de Madrid viene reflejada en la biografía 
web del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas pero las fechas no se 
detallan por la universidad ni el Ministerio. Cabe preguntarse por qué oculta dichas 
actividades si, según las asociaciones, no percibía retribución por ellas. 
En esta costumbre de dejar en blanco las declaraciones, el ministro Wert Ortega 
hace lo propio con los apartados referidos a la declaración de actividades públicas, 
olvidándose de todos los cargos que le corresponden por carácter institucional. Pese a 
esto, el Ministro de Educación es de los pocos que cumplimentan la última sección del 
apartado C.9., en la que se deben relacionar pormenorizadamente los intereses en el 
periodo de los dos años anteriores a la toma de posesión. Así, indica cuáles eran los 
principales clientes de la empresa consultora Inspire Consultores S.L., que él mismo 
fundó, durante el periodo 2010-2011. Deja fuera de explicaciones el periodo de enero a 
febrero de 2012, cuando dimitió de su cargo de administrador único, por lo que se 
supone que no tuvo actividad en ese tiempo. Añade además, sus principales clientes a 
título personal durante los dos años anteriores a la toma de posesión y, en la 
ampliación de datos por el declarante, recoge su dimisión como Administrador único de 
las sociedades JIW Madrid S.L. e Inspire Consultores S.L., respectivamente, indicando 
que, tras su salida, ambas sociedades modifican su objeto social con el objeto de 
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hacerlas patrimoniales o de mera tenencia de bienes, aunque no incorpora documento 
que acredite su dimisión por escrito.  
Son también casos frecuentes los olvidos de cargos públicos locales, como es el 
caso de Isabel Borrego Cortés, que olvida incluir que fue concejal en el municipio 
madrileño de Pozuelo de Alarcón o su puesto como asesora en materia de urbanismo 
del gabinete de la Consejera de Medio Ambiente, Vivienda y Ordenación del Territorio 
de la Comunidad de Madrid, ambos en los dos años anteriores a su toma de posesión. 
Sorprenden especialmente algunos casos, como el de la Secretaria de Estado de 
Educación, Formación Profesional y Universidades, Monserrat Gomendio Kindelán 
quien, siendo la Secretaria de Estado que más capital registra en su declaración 
patrimonial (como veremos en el epígrafe dedicado al análisis de las declaraciones 
patrimoniales) no menciona más actividades que su puesto como Secretaria de Estado 
y profesora de Investigación del Centro Superior de Investigaciones Científicas. 
Investigando en su trayectoria anterior a su nombramiento como Secretaria de Estado, 
se descubre que ha desarrollado una importante carrera en el terreno de la 
investigación científica y la docencia académica. Doctora en Biología por la 
Universidad de Cambridge (Reino Unido), ha sido investigadora científica del Consejo 
Superior de Investigaciones Científicas desde 1991 y profesora de investigación desde 
2005 hasta su nombramiento como Secretaria de Estado en enero de 2012, 
encontrándose en la actualidad en situación de servicios especiales, según una 
comunicación personal por escrito del Director del Gabinete de la Secretaría de Estado 
de Educación, Formación Profesional y Universidades (FRAILE SANTOS, 2013). 
Además, desde marzo de 1998 a marzo de 2002 fue directora del Museo 
Nacional de Ciencias Naturales, y desde marzo de 2003 a junio de 2004, 
Vicepresidenta de Organización y Relaciones Institucionales del CSIC (REGIDOR, 
2013). Asimismo, ha presentado gran cantidad de publicaciones en revistas científicas, 
participado en Congresos Internacionales y conferencias y es miembro de la Real 
Academia de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales. Ninguna de estas actividades 
públicas y privadas es recogida en su declaración de actividades en el Gobierno lo que 
se justifica porque su actividad académica resulta ajena en principio a potenciales 
conflictos de intereses, y sus puestos como Directora del Museo Nacional de Ciencias 
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Naturales y Vicepresidenta de Organización y Relaciones Institucionales del CSIC 
fueron desempeñadas antes de los dos años anteriores a la fecha de toma de posesión.  
Como conclusión a este apartado, se comprueba que, en muchos casos, los altos 
cargos no declaran actividades públicas que sí aparecen en sus perfiles en los 
respectivos ministerios a los que pertenecen. En cuanto a las actividades privadas 
(como se concretará en el siguiente epígrafe), son pocos los altos cargos que declaran 
actividades privadas en el presente, y casi todas se incluyen entre las desempeñadas 
durante los dos años anteriores a la toma de posesión, aunque en muchos casos las 
actividades privadas se mantengan en la actualidad. Le ocurre así a la ministra de 
Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, Ana Mato, quien incluye como actividades 
anteriores a su toma de posesión sus cargos como vocal del Comité Ejecutivo del 
Partido Popular y Patrono de la Fundación FAES, actividades que mantenía a fecha 
de estudio de esta tesis, en junio de 2013, según lo recogido en la página web del 
Partido Popular (2013a: web) y la de FAES (2013: web). En el caso de reconocer alguna 
actividad privada, ésta suele ser sin retribución, como le sucede al Ministro de 
Interior, Jorge Fernández Díaz, que declara su actividad como Vicesecretario del 
Patronato de la entidad benéfica Fundación Antoni Serra Santamas44.  
Otro de los problemas de las declaraciones en lo referido a las fechas es que, 
como no se exige un formato concreto de día/mes/año, muchos de los cargos rellenan el 
campo simplemente con la información del año de inicio o el de cese, según el que 
corresponda. 
Se dan, además, numerosos errores de redacción en los nombres de las 
empresas. Es el caso de la Fundación CEDDET que el Secretario de Estado de 
Seguridad, Fernando Román García, recoge por error como CEDETT. 
En cuanto a las mejoras que cabría hacer en dicho modelo, podría imitarse el 
aplicado a los miembros del Gobierno y altos cargos de Galicia que, a su vez, se basa 
en el estatal, pero con algunas incorporaciones. Entre éstas, contabiliza las asistencias 
de los declarantes a los órganos colegiados, consejos de administración, etc., indica la 
                                                
44
 En efecto, la ley de conflictos de intereses de miembros del Gobierno y altos cargos de la Administración  autoriza: 
 “La participación en entidades culturales o benéficas que no tengan ánimo de lucro o fundaciones siempre que no 
perciban ningún tipo de retribución o percepción por dicha participación superior a la autorizada…” (Ley Conflictos, 
2006: art. 10 c)). 
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localidad y provincia de las empresas donde se realizan “otras actividades públicas” y 
recoge las actividades docentes. Además, indica la fecha de cese dentro de un buen 
número de actividades, evitando así las confusiones derivadas de dicha ausencia. 
4.1.1. Las declaraciones más ejemplares 
 
Una declaración de actividades que podría calificarse de ejemplar es la del 
Secretario de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa, Fernando Jiménez Latorre 
(VER ANEXO IV TESIS), que incluye todas las actividades adscritas a su cargo (sólo 
olvida su cargo como vocal del Consorcio de la zona franca de Barcelona), así como las 
de representación de la Administración General del Estado en los órganos colegiados, 
etc., presentadas todas con gran detallismo (algo poco habitual si seguimos la 
trayectoria del resto de altos cargos analizados). Lo especialmente destacable es que 
adjunta un anexo donde, junto a la actividad declarada, incluye la legislación por la 
cual se hace efectivo el nombramiento. De este modo se puede comprobar la veracidad 
de lo declarado, así como otros datos, por ejemplo, fecha de nombramiento, 
características de dicho cargo o funciones desempeñadas. Este modelo de declaración 
es el más deseable y debería servir de ejemplo para todos los declarantes. Así, sería 
muy aconsejable una modificación del ANEXO I del Reglamento de desarrollo de la ley 
de Regulación de Conflictos de Intereses (Real Decreto, 2009) para establecer la 
obligatoriedad de incluir la legislación por la cual se asigna cada actividad adicional a 
un alto cargo.  
Esta pretensión se cumple con la nueva ley de transparencia, que establece la 
notificación pública de las resoluciones de autorización o reconocimiento de 
compatibilidad de los empleados públicos y las que autoricen el ejercicio de actividad 
privada al cese de los altos cargos de la Administración General del Estado o 
asimilados según la normativa autonómica o local (Ley transparencia, 2013: artículo 
8.1.g). 
Es también muy destacable, por lo completa, la declaración del Secretario de 
Estado de Servicios Sociales e Igualdad, Juan Manuel Moreno Bonilla, que es de hecho 
el único (de entre los altos cargos estudiados) que ha declarado todas sus actividades 
tanto públicas como privadas (VER ANEXO V TESIS). Así, incluye todos los cargos 
que le corresponden con carácter institucional o para los que fuera designado por su 
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propia condición, así como aquellas actividades desempeñadas durante los dos años 
anteriores a la toma de posesión, ya sean públicas o privadas. A diferencia de Jiménez 
Latorre, no incluye la legislación que hace efectiva el nombramiento de cada uno de los 
cargos que desempeña, el único defecto que cabe encontrarle a dicha declaración. 
En un segundo nivel, es destacable también la declaración de la Vicepresidenta 
del Gobierno y Ministra de la Presidencia, Soraya Sáenz de Santamaría. Con motivo 
de su nombramiento como miembro del Patronato de la Fundación Internacional y 
Para Iberoamérica de Administración y Políticas Públicas (FIIAPP), la ministra 
adjunta a su declaración de actividades un escrito donde explica su compatibilidad con 
su condición de Vicepresidenta del Gobierno, según el artículo 9 de la ley 5/2006, que 
reconoce la compatibilidad de los altos cargos con el desempeño de los puestos que les 
correspondan con carácter institucional, de aquellos para los que sean comisionados 
por el Gobierno, o de los que fueran designados por su propia condición. Indica, 
además, que el artículo 17 de los Estatutos de la FIIAPP, de septiembre de 2009, 
establece que el patronato en Pleno estará presidido por la Vicepresidenta del 
Gobierno y solicita que se remita su escrito con el anexo adjuntado a la Unidad de 
Registro de la Oficina de Conflictos de Intereses, para que esa declaración quede 
depositada e incorporada en el Registro de Intereses. El segundo escrito es su acta de 
aceptación del cargo. Este proceder sería deseable en la declaración de todos altos 
cargos, de modo que los declarantes justificasen por sí mismos la compatibilidad de sus 
cargos principales con aquellos que desarrollen de modo complementario. 
De nuevo merece ser resaltado que la aprobación de la ley de transparencia 
pasa a regular la publicación de las resoluciones de autorización de compatibilidad. 
También es destacable la declaración del Secretario de Estado de 
Infraestructuras, Transporte y Vivienda, Rafael Catalá Polo, que declara hasta treinta 
y un cargos al margen del suyo. Éstos le corresponden con carácter institucional como 
titular de la Secretaría de Estado de Infraestructuras, Transportes y Vivienda, como 
es el caso de SEPES, entidad pública empresarial del suelo. También recoge un buen 
número de sociedades de integración del ferrocarril de las que es Consejero y 
Presidente aunque, como punto negativo, las fechas son diferentes a las recogidas en el 
Registro Mercantil Central para varias de las empresas, entre ellas Bilbao Ría 2000 
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(2013: 1-4). Junto a esto, cabe preguntarse por qué no estaban recogidas en el RMC las 
sociedades de SEPES, SECEGSA, León Alta Velocidad 2003 S.A. y Vitoria Gasteizko 
Abiadura Handia, S.A. (a fecha de consulta de julio de 2013) y por qué omite la 
mención de algunas actividades privadas, como veremos más adelante. 
Otro de los que recoge con gran detalle sus actividades públicas y privadas es el 
Ministro de Economía y Competitividad, Luis de Guindos, que menciona hasta trece 
actividades de carácter privado, entre ellas: responsable del sector financiero de PwC e 
IE Business School, Consejero de las sociedades banco Mare Nostrum, Endesa S.A., 
Endesa Chile, Logista S.A.U., miembro del Consejo Asesor de las sociedades Aguas de 
Barcelona, presidente del patronato de la Fundación para la Investigación Médica 
Aplicada, etc. Además, en el último apartado referido a la aclaración o ampliación de 
datos por el declarante, de Guindos especifica si percibe o no remuneración por las 
actividades detalladas. 
El Secretario de Estado de Relaciones con las Cortes, José Luis Ayllón Manso, 
incluye un escrito dirigido por la directora del Gabinete de la vicepresidenta del 
Gobierno al Ministro de Industria, Turismo y Comercio, José Manuel Soria López. En 
él se indica que él será la persona en representación del Ministerio de la Presidencia 
que asistirá al Pleno de la Comisión Interministerial de Turismo. El otro documento, 
anexado un mes después de la declaración, señala su nombramiento por el ministro 
como vocal de la Junta de Gobierno del Gran Teatro Liceo, que, sin embargo, no se 
recoge en el cuerpo de la declaración de actividades. 
La Secretaria de Estado de Investigación, Desarrollo e Innovación, Carmen Vela 
Olmo, incluye también gran cantidad de sus actividades, incorporando la fecha de 
designación de cada una de ellas y la de autorización en la mayoría de éstas. Como 
contrapunto, olvida cuatro de las actividades adscritas a su cargo y dos actividades 
ejercidas en los dos años anteriores a su cargo, como miembro del Consejo Asesor del 
CSIC y del Ministerio de Ciencia e Innovación. Además, presenta una fecha errónea 
como presidenta del Consorcio para la celebración del año internacional para la 
investigación en Alzheimer y enfermedades neurodegenerativas.  
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4.1.2. Las ausencias más graves. La incompatibilidad, la retribución 
y las actividades no declaradas 
 
En cuanto a las incompatibilidades y comenzando por las remuneraciones, 
según la Ley Orgánica del Régimen Electoral General:  
“los diputados y senadores no podrán percibir más de una remuneración con cargo a los 
Presupuestos de los Órganos constitucionales o de las Administraciones Públicas, sus 
organismos autónomos, entes públicos y empresas con participación pública directa o 
indirecta…” (LOREG, 1985: art.158).   
Esto quiere decir que ningún alto cargo que ejerza como diputado debería cobrar 
remuneración como diputado, lo que puede comprobarse mediante la consulta de la 
casilla C.5.2. “Cargos de representación popular” de la declaración, que todos los altos 
cargos rellenan con un “No”. De este modo, los diputados que son nombrados miembros 
del Gobierno renuncian a sus retribuciones como diputados al Congreso. 
Mientras, aquéllos que son nombrados secretarios de Estado renuncian 
directamente a su escaño como diputados. Ocurre así con: Isabel María Borrego 
Cortés, Tomás Burgos Gallego, Víctor Calvo-Sotelo Ibáñez-Martín, Jaime García 
Legaz Ponce, José María Lasalle Ruiz y Juan Manuel Moreno Bonilla. Si consultamos 
lo establecido en la ley de conflictos de intereses, ésta recoge:  
“Los miembros del Gobierno y los Secretarios de Estado podrán compatibilizar 
su actividad con la de Diputado o Senador de las Cortes Generales en los términos 
previstos en la Ley Orgánica del Régimen Electoral General” (Ley Conflictos Intereses, 
2006: art.9.2).  
La ley no indica incompatibilidad del puesto de secretario de Estado con el de 
diputado, y sólo se recogen como incompatibles “los miembros del Gabinete de la 
Presidencia del Gobierno o de cualquiera de los Ministerios y de los Secretarios de 
Estado” (LOREG, 1985: art.155.2 c). Por tanto, se deduce que fuera de los cargos 
pertenecientes al Gabinete de la Presidencia del Gobierno o de cualquier Ministerio o 
Secretaría, el resto de los altos cargos (que no cumplan ninguna de las otras causas de 
inelegibilidad o incompatibilidad) pueden mantenerse como diputados o senadores si 
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resultaron elegidos. Esto se confirma por la Dirección de Comunicación del Congreso 
de los Diputados (2013: web).  
En ese caso, cabe preguntarse ¿Por qué dimiten de su cargo de diputado los 
nombrados secretarios de Estado, cuando no lo hacen en cambio quienes son 
designados ministro? Una posible motivación es la apuntada por Europa Press, que 
recoge en un artículo sobre la previsión de secretarios de Estado nombrados por el 
Gobierno del PP, lo siguiente: 
“Las fuentes consultadas explicaron que la previsión es que la mayoría de los 
secretarios de Estado que sean diputados tendrán que dejar el escaño para centrarse en sus 
nuevas responsabilidades, salvo, obviamente, el Secretario de Estado de Relaciones con las 
Cortes, José Luis Ayllón”. (EUROPA PRESS, 2011: web). 
Por su parte, el propio Secretario de Estado José Luis Ayllón Manso comentó a 
la autora de esta tesis, en una llamada telefónica personal, que esta práctica se hace 
así a fin de que los secretarios de Estado se entreguen con absoluta dedicación a su 
puesto. El único que se sale de dicha excepción es él mismo, ya que el Secretario de 
Estado de Relaciones con las Cortes debe mantener su escaño “para poder tener una 
mayor relación con las Cortes y estar, así, más dentro de la actividad parlamentaria” 
(AYLLÓN, 2013). El secretario indicó en dicha conversación que fue José María 
Michavila Nuñez el primer secretario de Estado en conservar su escaño como Diputado 
(en 1996), después (en 2000) lo haría Jorge Fernández Díaz. No mantendrían esta 
tradición los socialistas, renombrados con el título de Secretario de Estado de Asuntos 
Constitucionales y Parlamentarios, Francisco Caamaño Rodríguez (que tomó posesión 
en 2004) y José Luis De Francisco Herrero (en 2009), que sí renunciaron a su escaño 
como diputados. En 2011, con la vuelta al Gobierno del Partido Popular, se decidió 
volver a preservar el escaño de diputado del Secretario de Estado de Relaciones con las 
Cortes.   
Otra posible respuesta (menos benigna) es que, al dimitir de su puesto de 
diputado, éste puede pasar a ser ocupado por otro miembro del partido, lo que hace 
que se cobre otro sueldo, que se perdería en caso de que el secretario de Estado se 
quedase con el cargo de diputado sin retribución. 
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Centrándonos en el estudio de las declaraciones, otras de las actividades más 
frecuentemente omitidas por los altos cargos es la docencia.  
El señor Catalá Poló omite su puesto como profesor de Ciencia Política y de la 
Administración en la Universidad Carlos III, recogido en su biografía de la web del 
Ministerio de Fomento (2013: web), pero no confirmado por la Universidad Carlos III. 
También “olvida” su puesto como profesor asociado en el Máster Europeo en Política y 
Sociedad de la Universidad Carlos III de Madrid que, según la información en la web 
de la Universidad (UNIVERSIDAD CARLOS III, 2013: web), habría mantenido hasta 
el curso 2012-2013, compaginándolo con su alto cargo. En caso de confirmarse, la 
actividad de docencia podría ser incompatible con el ejercicio del alto cargo según la 
ley de Conflictos de Intereses de los altos cargos (Ley Conflictos, 2006: art.10) que 
recoge la compatibilidad con: 
“la colaboración y asistencia ocasional y excepcional como ponente a congresos, 
seminarios, jornadas de trabajo, conferencias o cursos de carácter profesional, siempre que no 
sean consecuencia de una relación de empleo o de prestación de servicios o supongan un 
menoscabo del estricto cumplimiento de sus deberes” 
Por otro lado, la figura del profesor asociado se puede desarrollar por 
profesionales que ejerzan su actividad profesional fuera del ámbito académico e 
implica un contrato de carácter temporal y con dedicación a tiempo parcial, lo que 
podría hacerlo compatible en caso de que el secretario de Estado lo hubiera solicitado. 
A parte de la docencia, muchos altos cargos realizan o han realizado actividades 
privadas que no declaran lo que, en muchos casos, genera situaciones de dudosa 
compatibilidad. La que sigue es una recopilación de un variado número de casos de 
altos cargos de los que se han hallado actividades privadas sin declarar (recopiladas 
junto a las actividades declaradas y a las fuentes de verificación correspondientes en el 
ANEXO II de la TESIS), por medio de consultas en el Registro Mercantil Central y a 
fecha de julio de 2013. Es preciso destacar que este estudio se basa en la información 
aportada por el RMC por lo que podría reproducir errores contenidos en éste. A fin de 
contrastar dichas actividades, he dirigido correos electrónicos a los Ministerios, en 
muchos casos por medio de los formularios presentes en las páginas web de los 
mismos. En algunos de dichos formularios he constatado las sobre exigencias a la hora 
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de la solicitud. Por ejemplo, en el formulario para contactar con el Ministerio de 
Industria, Energía y Turismo, el solicitante debe consignar su Documento de 
Identidad Nacional, lo que a todas luces choca con el principio cuarto de la Coalición 
Pro Acceso, que sólo exige consignar el nombre y apellidos y la dirección del solicitante. 
Se puede comenzar citando a la Secretaria de Estado de Investigación, 
Desarrollo e Innovación: Carmen Vela Olmo. Ésta no recoge en su declaración su 
puesto como presidenta de la Sociedad Española de Biotecnología, SEBIOT, una 
actividad confirmada por la propia SEBIOT (HERNÁNDEZ, 2013) y, según la cual, no 
percibió ninguna remuneración por ser ésta una sociedad sin ánimo de lucro. Junto a 
esto, las actividades en Eka Invest (2013: 1-3) y el Instituto Abio Aie (2013: 1-3) fueron 
halladas por medio de una consulta al Registro Mercantil, siendo sus fechas de cese 
febrero de 2012 y abril de 2013, respectivamente, ambas posteriores a su fecha de 
nombramiento como Secretaria de Estado, en enero de 2012.45 Esto fue desmentido por 
la jefa de la Secretaría de Estado (VIÑAS, 2013), que situó el cese de ambas 
actividades con carácter previo a su nombramiento, además de asegurar que no 
percibió nunca remuneración por las mismas. La cuestión es: ¿Por qué es tan 
importante recalcar que no percibió remuneración por dichas actividades si, según la 
su jefa, éstas finalizaron antes de su toma de posesión como secretaria de Estado? 
Por su parte, el Secretario de Estado de Relaciones con las Cortes, José Luis 
Ayllón Manso, figura en el Registro Mercantil Central como apoderado de Olympic 
Moll SA (2013:1-18) (empresa destinada a la compraventa de terrenos y su 
urbanización, edificación, promoción y explotación) desde el 25 de septiembre de 1996 
y no consta baja en el Registro Mercantil Central. Pese a esto, la empresa sostiene que 
el secretario de Estado ya no presenta vinculación con ellos y el propio Ayllón Manso 
llamó por teléfono por propia iniciativa a la autora de esta tesis, tras tener constancia 
de que ella había consultado a la referida empresa. En dicha llamada, tras “agradecer” 
el desvelamiento del supuesto error, aseguró que dejó de estar vinculado a la empresa 
en junio de 1997 (AYLLON MANSO, 2013). 
                                                
45
 La conexión de dichas empresas con la señora Vela Olmo se encontraría en la relación de ambas con la biotecnología, 
especialidad de la Secretaria y en la que ha trabajado en los últimos años. 
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El Registro Mercantil también revela una larga trayectoria del ministro De 
Guindos, que desde 1993 ha formado parte de las sociedades AB Asesores Madrid, AB 
Asesores Cfmb y AB Asesores Red. Éstas se engloban dentro de un entramado de 
sociedades que repiten las siglas AB en Madrid, Barcelona, Almería, Córdoba, 
Valladolid, etc., absorbidas y fusionadas todas ellas por AB Asesores Cfmb 
Distribución Agencia De Valores (2013: 1-27), que a su vez es absorbida en 1999 por el 
grupo Morgan Stanley.  
Morgan Stanley también se hace en 2002 con Ab Pensiones Fondo De Pensiones, 
la otra empresa de la que era miembro De Guindos. Poco después, cambia de 
denominación social para pasar a llamarse Pensionscaixa Privada Activo Crecimiento 
Fp (2013:1-15), pasando a ser La Caixa la entidad promotora. 
El Registro Mercantil no recoge baja de De Guindos en esta empresa por lo que, 
de ser así, esta actividad debería incluirse en su declaración de actividades actual. Sin 
embargo, el Ministerio de Economía y Competitividad no quiso confirmar ni desmentir 
dicha posible baja, pues tras una consulta al respecto, contesta lo siguiente: 
“En relación con su consulta de 18 de junio, por la presente se informa que D. 
Luis de Guindos Jurado en el año 1995 no ocupaba cargo alguno en la Administración 
Pública por lo que no procede contestación alguna sobre las actividades que 
desarrollaba en el ámbito privado” (J.M.F., 2013: web). 
Parece que el Ministerio obvia completamente que la ausencia de notificación de 
la baja en el Registro Mercantil genera dudas acerca de la posible actual vinculación 
del Ministro con la actividad y, por tanto, debe rendir cuentas al respecto. 
Mejor respuesta obtuvo la autora de esta tesis para el caso de Cristobal Ricardo 
Montoro Romero, ministro de Hacienda y Administraciones Públicas que, de 
noviembre de 2007 a abril de 2008, fue Consejero y Presidente de Montoro y Asociados 
Asesores SL, empresa que dos meses después de su cese pasaría a llamarse Equipo 
Económico SL, tal y como figura en el Registro Mercantil (2013: 1-6). Su hermano, 
Ricardo Montoro Romero, también se halla adscrito a la empresa como Consejero 
desde enero de 2008 hasta diciembre de 2012. La Secretaría de Vocales de Asesores del 
Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas confirma la pertenencia del 
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ministro al despacho Montoro y Asociados hasta abril de 2008 y asegura que “vendió 
su participación en abril de 2008 al ser designado Coordinador de Economía y Empleo 
del Partido Popular y, desde esa fecha, abril de 2008, ha suprimido cualquier relación 
jurídica con dicho despacho” (GONZÁLEZ, 2013).  
En este caso, la ausencia de la mención de dicha actividad se justifica porque es 
anterior a los dos años previos a la fecha de toma de posesión, por lo que, ateniéndose 
a lo exigido por la Oficina de Conflictos de Intereses, no es necesario declarar la 
misma. Las únicas faltas que presenta la declaración del ministro son la ausencia de 
las fechas en la que era diputado en la IX legislatura y las fechas como coordinador de 
economía del Partido Popular. 
Ocurre algo análogo con el Ministro de Defensa, Pedro Morenés Eulate, que 
figura en el Registro Mercantil Central como representante de Boguillas SL en varias 
sociedades no declaradas en su registro de intereses. Entre ellas, Inelga Servicios 
Administrativos SL (2013:1-12), desde marzo de 2009, y de Ingenio 3000 SL (2013: 1-
4), desde junio de 2009. En este caso, no se trata de una ocultación por parte del señor 
Morenés, ya que él recoge en su declaración su puesto como Administrador de 
Boguillas SL. Además, y en un intento de curarse en salud, recoge en su declaración de 
modo genérico: “desde el ejercicio 2005 hasta el día 22/12/2011 se ha prestado 
asesoramiento empresarial a compañías del sector financiero, naval, armamentístico y 
de seguridad”. El error mayor es de fechas, ya que varias son diferentes a las recogidas 
en el Registro Mercantil Central, como se puede apreciar en el ANEXO II de la tesis. 
Otras se recogen con nombres diferentes, como es el caso de la actividad de Morenés en 
Construcciones Navales Del Norte SL, que en el RMC sólo se recoge como la sociedad 
extinguida de Astilleros Españoles SA (2013:1-60).  
Un problema marginal se produce con algunas empresas que no recogen 
determinada actividad en el Registro Mercantil  y en cambio los altos cargos declaran 
haber realizado esas actividades. Es el caso de MCH Private Equity Investment 
SGECR, Sociedad Gestora de Entidades de Capital Riesgo; de MBDA SL, de diseño y 
fabricación de misiles, y Segur Ibérica SA, de seguridad privada. Ninguna de estas 
tres recoge en el Registro Mercantil Central la actividad como asesor de Pedro 
Morenés Eulate. Además, y como cuestión secundaria, las fechas de las actividades 
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privadas aportadas en su declaración no coinciden con las recogidas por el Ministerio 
de Defensa. Por ejemplo, indica que fue presidente de la empresa Construcciones 
Navales del Norte S.L. de enero de 2009 a febrero de 2011, mientras en el Ministerio 
la fecha de cese es un mes anterior (Ministerio de Defensa, 2013: web). 
Una de las declaraciones con ausencias más llamativas es la del Secretario de 
Estado de Defensa, Pedro Argüelles Salaverría que, además, es el alto cargo de entre 
los estudiados cuya situación económica es más boyante según el análisis patrimonial 
que se muestra más adelante. Por este motivo, se presenta a continuación un análisis 
más detallado de su trayectoria laboral pública y privada. 
La familia Argüelles tiene casi un siglo de tradición bancaria en España y ya en 
1916 participó de la españolización del Banco Español de Crédito (BANESTO). Jaime 
Argüelles Armada, padre del secretario de Estado, fue su Vicepresidente hasta 1987, 
cuando, tras la llegada de Mario Conde como presidente, fue sustituido por otro de sus 
hijos y hermano del secretario de Estado, Jacobo Argüelles Salaverría (CACHO Y 
ARANCIBIA, 1987: web). 
Posteriormente, tras ser apartado del Banco por Mario Conde, Jacobo Arguelles 
Salaverría constituye el Banco Alcalá en 1989, del que Pedro Argüelles Salaverría 
pasó a ser Consejero en enero de 1991, Apoderado en julio de 1993 y Vocal Consejero 
en noviembre de 1993. En octubre 2009 se convierte en Apoderado Mancomunado 
Solidario, hasta diciembre de 2011, cuando es revocado de dicho puesto (BANCO 
ALCALÁ, 2013), unos días antes de su nombramiento como Secretario de Estado de 
Defensa. 
También el Banco de Jérez estuvo participado por la familia Arguelles, (Jaime 
Arguelles Salaverría llegaría a ser su presidente) pasando Pedro Arguelles a ser Vocal 
en marzo de 1993 y Apoderado en junio de 1993. Un año más tarde, en junio de 1994 
se disolvería para ser absorbido por el Granada Jerez (BANCO DE JEREZ, 2013). 
El Banco Granada Jerez, presidido por Jaime y Jacobo Argüelles Salaverría, dio 
entrada a Pedro Argüelles Salaverría como Consejero primero y Apoderado después en 
septiembre de 1993 hasta su revocación en marzo de 1996, año en que el banco fue 
vendido a La Caixa (BANCO GRANADA JEREZ, 2013). 
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Además, Argüelles figura en el Registro Mercantil Central como consejero de 4B 
de Intermediación desde el 17 de julio de 1991 sin que conste su baja. Su vinculación a 
la empresa se constata porque otros de los Consejeros del 4B es Diego Fernández 
Henestrosa Argüelles (primo de los Arguelles Salaverría) y Fernando Castromil 
Sánchez, ambos Consejeros también de los Bancos Granada Jerez y Banco Alcalá. A 
diferencia de los anteriores, en este banco no parece haber participado ninguno de los 
hermanos Salaverría (4B DE INTERMEDIACIÓN, 2013). Su participación en dicha 
entidad no se puede contrastar debidamente por estar extinguida y no aparecer una 
dirección en el Registro Mercantil ni un teléfono accesible en Internet ni en listines 
telefónicos. 
En cuanto al estudio de sus declaraciones de actividades como Secretario de 
Estado ante el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, Pedro Argüelles 
no incluye su actividad en los Bancos Alcalá, Jérez, Granada Jérez, ni en 4B de 
Intermediación. En el caso del Banco de Jérez y Granada Jérez se justifica por el 
hecho de que estas actividades son anteriores en más de dos años a la fecha de toma de 
posesión. Sin embargo, fue Consejero del Banco Alcalá hasta diciembre de 2011 y, en 
el caso de 4B de Intermediación, atendiendo a lo recogido en el Registro Mercantil 
Central, no habría presentado baja. 
Junto a su actividad bancaria, el empresario y político ha desarrollado otras 
actividades empresariales. Fue Consejero y Director General de Asturiana de Zinc 
entre 1977 y 1989 y del Consejo de Exploración Minera Internacional España SA entre 
1979 y 1980 y posteriormente fue Consejero y Secretario de Patrimonio de Títulos SA 
entre 1982 y 1989. 
Entre 2000 y 2002 dirigió AENA (Aeropuertos Españoles y Navegación Aérea), 
dependiente del Ministerio de Fomento. Posteriormente, desde 2002 y hasta su 
entrada en el equipo de gobierno de Mariano Rajoy, en enero de 2012, dirigió BOEING 
en España y Portugal, la única actividad que recoge en su declaración de actividades 
ante el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 
Además, en el Registro Mercantil figura como Consejero de Transfer Rapid 
España S.A., dedicada al asesoramiento en materia económica, contable y financiera. 
Consta su puesto de Consejero desde el 7 de marzo de 2007 y no figura que haya 
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presentado dimisión o cese (TRANSFER RAPID, 2013). Esta empresa fue declarada el 
10 de julio de 2012,  “en situación de insolvencia total por importe de 12.445,72 euros 
de principal” (Declaraciones de insolvencia, 2012). Tras una visita a su sede, la autora 
de esta tesis descubre que la entidad ha sido trasladada y en lugar no saben nada de la 
misma por lo que dicha actividad no puede confirmarse apropiadamente y por tanto no 
es incluida entre las actividades no declaradas por Argüelles Salaverría.  
En cuanto a su trayectoria política, Argüelles ocupó entre 1996 y 2000 el cargo 
de jefe de Gabinete del ex Ministro de Defensa Eduardo Serra (cargo que 
compatibilizaría con su puesto como Consejero de 4B de Intermediación SA). También 
fue eurodiputado de 1987 a 1989 y diputado regional de Madrid por el PP en la 
legislatura de 1991 a 1995. 
Con su nombramiento como Secretario de Estado de Defensa en enero de 2012, 
Argüelles Salaverría asume además las funciones de Presidente de la empresa de 
consultoría e ingeniería de Defensa, ISDEFE; Presidente del Instituto Nacional de 
Técnica Aeroespacial, INTA; miembro de la reunión ministerial de la agencia de la 
OTAN, NETMA; y consejero de la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales, 
SEPI. Cargos todos ellos retribuidos, a excepción del de miembro de la Agencia 
NETMA. 
De regreso al análisis, el Registro Mercantil revela la actividad desde abril de 
2004 de la Secretaria de Estado de Empleo, Engracia Hidalgo Tena, como consejera de 
Hispanagua SAU, empresa participada de la empresa Canal de Isabel II (2013a: 1-16). 
El RMC no recoge baja de la Secretaría de Estado en Hispanagua, aunque la empresa 
ya desmintió la vinculación actual a la empresa, fechando su cese en enero de 2011 
(HISPANAGUA, 2013b). 
Íñigo Méndez de Vigo y Montojo participó junto con el Secretario de Estado para 
la Unión Europea, como administrador mancomunado de la sociedad García Margallo 
y Méndez De Vigo SRC desde mayo de 1995. En febrero de 2012 la sociedad cambió 
dos veces de nombre, primero para ser García Margallo y Méndez De Vigo SL y luego 
Krainem SL, con el señor Méndez de Vigo como administrador único (KRAINEM, 
2013: SL).  
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En 2006 se había inscrito en el Registro Mercantil una empresa llamada 
Feldstein SL y de la que también era socio, en este caso único, así como administrador 
único, Íñigo Méndez de Vigo, y del que no figura baja en la hoja de la empresa 
contenida en el Registro Mercantil Central. Curiosamente, en 2012, la antigua García 
Margallo y Méndez De Vigo SL, ahora Krainem SL, se instalaba en el mismo lugar de 
operaciones de Feldstein SL (Calle San Marcos, 37), juntándose, así, las dos empresas 
de Méndez de Vigo. Pese a todo, no confirman ni desmienten desde la empresa que 
Méndez de Vigo tenga relación con Feldstein ni que siga siendo o no administrador de 
dichas sociedades. 
En general, existen bastantes casos de posibles incompatibilidades si se tiene en 
cuenta la información recogida en el Registro Mercantil Central. Algunos de los casos 
más difíciles de contrastar son aquellos en los que el alto cargo estudiado tiene un 
nombre idéntico al de otra persona.  Es el caso del Ministro del Interior, cuyo nombre, 
Jorge Fernández Díaz, está muy extendido entre la población, y aparece vinculado en 
el Registro Mercantil con hasta ocho empresas, con las que, confirmando una a una, 
todas revelaron que se trataba de otra persona. Lo mismo ocurre con el nombre de la 
Secretaria de Estado de Comunicación, María del Carmen Martínez Vázquez, que 
aparecía vinculado con varias empresas de hostelería, (cuando en realidad se trataba 
de otra persona) y otra actividad -administradora única de una empresa para la 
prestación de servicios periodísticos a medios de comunicación-, no se ha podido 
contrastar por no disponer la empresa de teléfono de contacto, ni ha sido confirmada 
por el Ministerio de la Presidencia.  
En el caso del Secretario de Estado de Seguridad, Martínez Vázquez (que 
también cuenta con varios homónimos), su actividad como apoderado de una empresa 
dedicada a la edición de libros, no pudo ser confirmada, ya que en la empresa no 
quieren aclarar si se trata de él o una persona con idéntico nombre.  
Lo mismo sucede con el Ministro de Industria, Energía y Turismo, Soria López,  
para el que el Registro Mercantil Central recoge una actividad como consejero de una 
empresa de realización de informes para concesiones y autorizaciones administrativas 
de telecomunicación por cable con sede en Las Palmas, ciudad de la que es originario 
el ministro. Sin embargo, no ha sido confirmada ni desmentida por el Ministerio de 
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Industria, Energía y Turismo y esta investigadora tampoco ha podido localizar un 
teléfono de contacto (sumado a la imposibilidad de desplazamiento hasta Canarias y la 
extinción de la empresa).  
En algunos de los casos, las disparidades son simplemente de fechas, con 
diferencias entre la declarada por el alto cargo y la recogida en el RMC. Así sucede con 
el Secretario de Estado de Comercio, Jaime García-Legaz Ponce, quien incluye en su 
declaración ante el Registro de Intereses de enero de 2012 su cargo como presidente de 
la Sociedad Estatal de Promoción y Atracción de Inversiones (sin detallar la fecha de 
toma de posesión), mientras que en el Registro Mercantil no se incluye su alta en dicho 
cargo hasta junio de 2012, cinco meses después.  
Todo esto demuestra que, además de todo, la información dada por el Registro 
Mercantil es bastante inexacta y, en ocasiones, poco fiable. 
En cualquier caso, con toda la información acerca de las actividades públicas y 
privadas no declaradas por los altos cargos, recogida anteriormente y ampliada en las 
tablas recogidas en el ANEXO II de la TESIS (junto con la bibliografía), he elaborado 
el siguiente cuadro de datos cruzados. En él sólo se recogen las actividades no 
declaradas sin mencionar los errores menores (como disparidades en las fechas de alta 
o baja o recoger, por ejemplo, que el alto cargo es vicepresidente de un sociedad en 
lugar de presidente).  
Junto a esto, sólo se han incluido aquellas actividades privadas localizadas en el 
Registro Mercantil y confirmadas por otras vías, por lo que se han dejado fuera de esta 
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Cuadro 5. Cruce de datos de actividades de los miembros del Gobierno y secretarios de Estado de la X Legislatura 
 
% Verticales 
POBLACIÓN SEXO  CARGO 
  Masculino Femenino Secretario Ministro  Presidente 
Actividades públicas no declaradas 97% 96% 100% 96% 100% 100% 
Más de dos actividades públicas no 
declaradas 79% 75% 90% 67% 100% 100% 
Actividades privadas no declaradas 68% 71% 60% 50% 100% 100% 
Más de dos actividades privadas no 
declaradas 21% 11% 50% 21% 23% 0% 
TOTAL 100% 100% 100% 100% 100% 100% 
N=38 
Este cuadro presenta una lectura en vertical y una comparativa en horizontal.  
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Puede verse así que, por sexo, el 96% de los hombres realizan actividades 
públicas no declaradas, frente al 100% de las mujeres con actividades públicas no 
declaradas. Además, el 75% de los hombres tiene más de dos actividades no declaradas 
frente al 90% de las mujeres con más de dos actividades no declaradas. Junto a esto, el 
71% de los hombres realiza actividades privadas no declaradas frente al 60% de las 
mujeres con actividades privadas no declaradas. Finalmente, el 11% de los hombres 
tienen más de dos actividades privadas no declaradas frente al 50% de las mujeres con 
más de dos actividades privadas no declaradas.  
Por cargo, el 96% de los secretarios realizan actividades públicas que no 
declaran frente al 100% de los ministros. Además, el 67% de los secretarios realizan 
más de dos actividades públicas no declaradas frente al 100% de los ministros. 
Asimismo, el 50% de los secretarios realizan actividades privadas sin declararlas 
frente al 100% de los ministros que incurren en ello. Por último, el 21% de los 
secretarios realizan más de dos actividades privadas que no declaran frente al 23% de 
los ministros que realizan más de dos actividades privadas que no declaran. 
En el caso del presidente, se puede resumir diciendo que presenta actividades 
públicas y privadas sin declarar y que, de entre las públicas, presenta más de dos 
actividades sin declarar. Por el contrario, no presenta más de dos actividades privadas 
sin declarar.  
En general, la mayoría de las ausencias son de importancia relativa y se 
refieren a no mencionar los puestos públicos inherentes al cargo ocupado, aunque sí se 
recoge un apartado en la declaración para dichos cargos que corresponden con carácter 
institucional o para los que fuera designado por su propia condición. Otras de las 
actividades públicas no declaradas corresponden a cargos de responsabilidad ejercidos, 
en el momento y anteriormente a su puesto, tanto en el Congreso de los Diputados, 
(Presidente, Vicepresidente, Secretario o Portavoz de una Mesa, una Comisión o un 
grupo parlamentario), en los diferentes parlamentos regionales, en la Administración 
General del Estado o las administraciones regionales y locales o entidades 
participadas por éstas. Muchos de estos puestos son de carácter remunerado por lo que 
su ocultación reviste mayor gravedad, más teniendo en cuenta que existe un apartado 
 - 401 - 
 
en la declaración donde recoger dichas actividades públicas y otro para aquéllas 
desempeñadas en los dos años anteriores a la toma de posesión.  
En el caso de las actividades privadas, la mayoría son situaciones que no 
generan remuneración o ésta es desconocida. Probablemente, la interpretación que 
subyace es que al no tratarse de segundas retribuciones en las segundas tareas 
públicas o privadas, el alto cargo no considera la obligación de incluirlas y no las tiene 
presentes en el momento de la declaración. En otros casos, el problema parece estar en 
solapamientos de unos pocos meses o en descuido a la hora de indicar fechas con 
exactitud.  
Sí se producen algunas irregularidades más graves como las de inscripciones a 
empresas privadas recogidas en el Registro Mercantil Central, no declaradas por el 
cargo, y con supuesta remuneración. En su defensa, no ha podido ser probada la 
inscripción actual de los cargos a dichas empresas, y sólo puede aportarse la ausencia 
de baja en el Registro Mercantil Central a fecha de cierre del estudio en julio de 2013. 
También, un par de casos de conferencias, seminarios y publicaciones retribuidas (y 
permitidas por la LOREG), que sí se recogen en la declaración del Congreso. 
Al margen de lo anterior, lo que es indiscutible es que las declaraciones denotan 
mucho descuido y escaso cuidado en la cumplimentación por parte de los declarantes.   
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4.2. Acceso a declaraciones de patrimonio de los miembros 
del Gobierno. Peripecia práctica y resultados. 
 
Como quedó explicado en el capítulo anterior, tras el anuncio en 2004 por el 
Presidente del Gobierno de su intención de publicar en el BOE el patrimonio de los 
miembros del Gobierno, se produjo un largo silencio. No fue hasta el 15 de octubre de 
2009 cuando cumplió su promesa y publicó finalmente la anunciada lista de 
informaciones recogida como Anexo II en el Reglamento de desarrollo de la ley 5/2006 
(Reglamento, 2009: art. 13.3) 
En ellas se incluyen los datos del Activo, divididos en bienes inmuebles 
(incluyendo la descripción y el valor), y otros bienes, y el Pasivo, incluyendo créditos, 
préstamos bancarios, deudas… 
Los informes recogen a grandes rasgos y de modo muy escueto lo que son las 
cuentas de un ciudadano corriente: un activo genérico que incluye bienes inmuebles y 
otros bienes sin detallar, y unos fondos ajenos o exigibles del pasivo, que en adelante 
denominaremos pasivo (aunque los fondos exigibles no constituyan más que una parte 
de éste).  
 Los datos ausentes, como los fondos propios o no exigibles del pasivo, que sí se 
presentan en los balances empresariales, son importantes pero pueden deducirse 
calculando la diferencia entre el Activo total y los créditos y préstamos del Pasivo, ya 
que Activo y Pasivo deben totalizar lo mismo. 
El propio Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas pone a 
disposición de los miembros del Gobierno y altos cargos de la Administración General 
del Estado unas instrucciones para cumplimentar este anexo II, destinado a su 
publicación en el Boletín Oficial del Estado (Oficina de Conflictos de Intereses, 2012: 
web).  
En primer lugar, en cuanto a los bienes inmuebles, se recoge que “el apartado 
debe reflejar el valor catastral de todos los inmuebles que pertenezcan al alto cargo. 
En el supuesto de que el régimen económico matrimonial fuera de gananciales, el alto 
cargo reflejará sólo el 50% de los bienes que pertenezcan al matrimonio. Además, 
indica, para más información que “el valor catastral figura en el recibo del impuesto de 
 - 403 - 
 
Bienes Inmuebles. En el caso de que, por cualquier circunstancia, el bien no estuviera 
aún valorado, se comunicará a esta Oficina de Conflictos para que insten ante la 
Dirección General del Catastro dicha valoración” (IBID, 2012). 
Junto a esto, se indica que en el apartado de ‘valor total de otros bienes’ “se 
consignarán, debidamente sumados, los valores del resto de los bienes patrimoniales 
de los que sea el titular el alto cargo (cuentas corrientes, acciones, fondos de inversión, 
seguros automóviles, etc.). Y se añade que, “por lo que respecta a los seguros, se señala 
que el valor que ha de considerarse es el de rescate (Este valor no es la cantidad que el 
tomador abona a la compañía aseguradora, ni lo que percibiría en el supuesto de que 
se produjera el hecho asegurado. El valor de rescate de un seguro de vida es el importe 
que la entidad aseguradora debe abonar al asegurado, si este optase por la rescisión 
del contrato con anterioridad al plazo previsto. Este importe ha de facilitarlo la 
compañía aseguradora)”. Además, “en lo que se refiere a  los vehículos, su valoración  
se hará de acuerdo a los criterios establecidos en la Orden EHA/3476/2009, de 17 de 
diciembre, por la que se aprueban los precios medios de venta aplicables en la gestión 
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones e Impuesto Especial sobre Determinados 
Medios de Transporte (B.O.E, 26 de diciembre, de 2009)”.  
Respecto al cómputo total, se indica que “refleja la suma de los dos apartados 
anteriores” y que “se especificará, en su caso, con un asterisco, si los bienes y derechos 
consignados provienen de herencia familiar. También “se recuerda que el importe de 
los bienes especificados en este Anexo es el correspondiente exclusivamente al titular 
del cargo”. 
Por último, en el Pasivo indica: “Se consignarán en este apartado las 
obligaciones patrimoniales de las que sea titular el alto cargo (hipotecas y otros 
préstamos)” y “la declaración irá firmada por el titular del cargo”. Además, “para 
cualquier duda, el personal de la Oficina de Conflictos de Intereses facilitará todo tipo 
de aclaraciones” (IBID, 2012). 
 Pese a todo, este formulario se queda muy corto si se compara con la amplia 
declaración que los miembros del Gobierno y secretarios están obligados a formular en 
el Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales, el llamado Anexo I, (Reglamento, 
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2009: 34674) donde se exponen todo tipo de datos incluyendo desglose en tipos y valor 
económico.  
El 13 de septiembre de 2012 se publican en el BOE (Resolución Secretaría de 
Estado, 2012) los datos referidos a las declaraciones patrimoniales de los miembros del 
Gobierno y secretarios de Estado del Gobierno surgido de las urnas el 20 de noviembre 
de 2011. El motivo de este aparente retraso es que, según establece el Reglamento (y 
se ha comentado con anterioridad), se publican las declaraciones de los miembros del 
Gobierno y los secretarios de Estado cuya toma de posesión o cese se haya producido 
entre el 1 de julio del año anterior y el 30 de junio del año en curso. Por este motivo, 
las declaraciones correspondientes al Gobierno elegido en noviembre de 2011 se 
publican en el Boletín de septiembre 2012. Un año después se hace lo propio con las 
declaraciones de los cuatro miembros del Gobierno y altos cargos que han tomado 
posesión y cese respectivamente entre los meses de julio del año anterior y junio del 
año en curso (Resolución Secretaría de Estado, 2013). 
Teniendo en cuentaA pesar de lo comentado con anterioridad sobre la terrible 
escasez de los datos aportados, que apenas permite conocer algunas cifras de la 
situación patrimonial de los miembros del Gobierno y secretarios de Estado, existe la 
posibilidad de realizar algunos estudios cuantitativos que, como destaco más adelante, 
la prensa ha obviado por completo hasta la fecha.  
Así, he elaborado una tabla detallada de resultados, (VER ANEXO VI TESIS) a 
partir de los datos patrimoniales publicados en las citadas resoluciones de los meses de 
septiembre de 2012 y septiembre de 2013, respectivamente.  
4.2.1. Estudios univariables 
 
En el campo de los análisis univariables (aquellos que trabajan con una sola 
variable) un interesante estudio que cabe realizar es el cálculo de la media aritmética 
(también llamada promedio) del activo y del pasivo de los miembros del Gobierno y 
altos cargos de la Administración del Estado (ministros y secretarios).  
La media del activo (activo promedio) del Presidente del Gobierno, ministros y 
secretarios de Estado es 1.423.329,66€ y la media del pasivo (pasivo promedio) de 
todos ellos es 99.820,49€.  
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Además, se puede calcular la media para cada grupo de sexo y tipo de cargo. En el 
primer caso, el activo promedio de las mujeres es de 1.834.852,77€ y su pasivo 
promedio es de 118.046,83€. En el caso de los hombres, su activo promedio es de 
1.276.357,12€ y su pasivo promedio es de 93.311,08€. 
En cuanto al filtro por cargo, el activo del Presidente es de 1.261.230,67€ y su 
pasivo es de 0 euros (no es necesario calcular la media al ser sólo uno). El activo 
promedio de los ministros es de 808.487,88€ mientras que su pasivo promedio es 
79.557,70€. El activo promedio de los secretarios de Estado es de 1.763.122,96€ 
mientras que su pasivo promedio es de 114.955,35€. 
Esto nos permite inducir que, en los casos estudiados, las mujeres tienen mayor 
activo pero también mayores deudas que los hombres. Por otro lado, los secretarios de 
Estado tienen mayor activo que los ministros pero también mayores deudas. 
Es preciso tener en cuenta que la media es el resultado de la suma de todos los 
casos entre el número de estos o, dicho de otro modo, “una medida intuitivamente 
satisfactoria de la tendencia central” (Meyer, 1993a:80). Sin embargo, existen 
situaciones en las que unos pocos casos son radicalmente diferentes al resto, y sesgan 
la media, como ocurre con el caso del activo de 14.588.581,00 € de la secretaria de 
Estado de Educación, Formación Profesional y Universidades, Monserrat Gomendio 
Kindelán; o el activo de 18.100.911,40 € del Secretario de Estado de Defensa, Pedro 
Argüelles Salaverría. Ambos casos sesgan el promedio del activo, elevándolo 
considerablemente. De hecho, si calculamos el activo promedio sin estos dos casos 
extremos, éste da un resultado de 594.362,02€. 
Para paliar la distorsión de algunos ‘casos atípicos’ se emplea la mediana, definida 
como “el valor del caso que queda en el medio”  (IBID, 1993a); el punto que deja la 
mitad de los casos por arriba y la otra mitad por abajo. De este modo, la mediana de 
activo (activo mediano) es de 456.091,02€ mientras que la mediana del pasivo (pasivo 
mediano) es de 36.493,47€. El siguiente cuadro explica esta situación:  
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Cuadro 6. Cálculo del activo y del pasivo promedio y mediano de los miembros del Gobierno y secretarios de 
Estado de la X Legislatura 
  
SEXO CARGO 
TOTAL MASCULINO FEMENINO PRESIDENTE MINISTROS SECRETARIOS 
ACTIVO 
PROMEDIO 
1.276.357,12 1.834.852,77 1.261.233,67 808.487,88 1.763.122,96 1.423.329,66 
ACTIVO 
MEDIANO 
497.135,35 351.086,51 1.261.233,67 851.524,05 419.763,67 456.091,02 
PASIVO 
PROMEDIO 
93.311,08 118.046,83 0,00 79.557,70 114.955,35 99.820,49 
PASIVO 
MEDIANO 
20.629,50 90.393,94 0,00 48.446,18 36.493,47 36.493,47 
N=38 
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Como vemos, efectivamente las mujeres tienen un activo promedio más alto que 
los hombres, sin embargo, al calcular el activo mediano, éste desciende hasta una 
cantidad más baja en el caso femenino que en el masculino, lo que quiere decir que 
unos pocos casos sesgan la media hacia arriba (al realizar el promedio sin el valor más 
alto se comprueba este punto). En el caso del pasivo, son las mujeres las que tienen 
más deudas que los hombres, incluso al realizar la mediana del pasivo. 
En cuanto al análisis por cargo, el activo promedio más alto es el de los 
secretarios de Estado, pero, paradójicamente, al calcular el activo mediano, son éstos 
los que obtienen una cifra más baja respecto al Presidente del Gobierno y los ministros 
del Gobierno. Esto se explica por la elevada cifra de activo de dos de los secretarios de 
Estado, Monserrat Gomendio Kindelán y Pedro Argüelles Salaverría, que sesgan la 
media hacia arriba. De hecho, si calculamos el activo promedio total sin estos dos 
cargos, el resultado obtenido es 594.362,02, mucho más cercano al activo mediano 
total, 456.091,02€. En el caso del pasivo, los secretarios tienen más pasivo promedio 
que los ministros, circunstancia que se invierte al calcular el pasivo mediano.  
4.2.2. studios bivariables. Datos de activo y pasivo cruzados con sexo 
y cargo 
 
Otras posibilidades analíticas parten de la realización de estudios bivariables, o 
de relación entre dos variables, por  medio del cruce de datos, entre, por ejemplo: sexo 
y cargo político46 con el activo y/o pasivo (deudas).   
Para llevar a cabo dicha comparativa se precisa de los correspondientes cuadros 
por categorías o subgrupos de variables, que reflejan el cruce de datos por sexo y cargo 
con patrimonio y deudas.  
Para el primer cuadro, tomaré como variables independientes el sexo y el cargo 
(aquellas que son más influyentes y por tanto pueden producir un cambio en las otras). 
Por su parte, la variable dependiente será el Activo total, cuyas frecuencias se 
distribuyen a su vez en una horquilla económica desde 0 a 19.000.000 euros.  
                                                
46
 Aunque las categorías analizadas para la variable ‘cargo’ son tres (presidente, ministro y secretario), este estudio se 
ha limitado a dos categorías, según recomendación del estadístico y profesor Andrés María Alonso (2013), ya que la 
columna de presidente contiene un único dato y el lector interesado puede consultar de modo más eficaz los datos 
absolutos del anterior cuadro 6. 
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Esta determinación como variables independiente y dependiente no responde 
exclusivamente a la influencia directa que pudiera derivarse del sexo o cargo respecto 
al activo, sino a un criterio de dirección de la causalidad, pues se analiza la relación 
que va desde la causa potencial; el sexo y el cargo, al efecto; el patrimonio. De este 
modo se entiende que el sexo o cargo de una persona puede determinar su patrimonio, 
pero su patrimonio nunca determina su sexo y muy difícilmente su cargo. 
Así, teniendo en cuenta el número de datos, se puede dividir en tres categorías o 
clases el activo por sexo y cargo; una primera que abarque de 0 a 500.000 euros de 
activo, una segunda que abarque de 500.000 a 1.000.000, y una tercera de 1.000.000 
en adelante.  
Al estar dicho cuadro planteado desde las variables independientes de sexo y 
cargo, los datos están organizados para una lectura en vertical (lo que implica a su vez 
la comparación en horizontal, tal y como recomiendan los criterios dominantes de los 
especialistas en organización de tablas y cuadros estadísticos para las ciencias 
sociales). Lo anterior se aplica, por ejemplo, del siguiente modo:  
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Cuadro 7: Distribución del Activo total de los miembros del Gobierno y secretarios de Estado de la X Legislatura 
por sexo y cargo 
% Verticales ACTIVO Masculino Femenino Ministro Secretario 
TOTAL Entre 0 y 500.000 52,63% 50,00% 60,00% 38,46% 62,50% 
TOTAL Entre 500.000 y 1.000.000 21,05% 21,43% 20,00% 23,08% 20,83% 
Total entre 1.000.000 y 19.000.000 26,32% 28,57% 20,00% 38,46% 16,67% 
TOTAL ACTIVO 100,00% 100,00% 100,00% 100,00% 100,00% 
N=38 
Analizando dichos datos obtenemos que mientras el 50% de los hombres declaran un activo entre 0 y 500.000 euros, el 60% 
de las mujeres declaran ese nivel; asimismo, mientras el 21,43% de los hombres declaran un activo de entre 500.000 y 1.000.000 
de euros, el 20% de las mujeres declaran esa cantidad. En tercer lugar, el 28,57% de los hombres declaran un activo de entre 
1.000.000 y 19.000.000 frente al 20% de mujeres que declaran esa cantidad. 
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Como vemos, hay un 10% más de mujeres que de hombres con activos bajos (60% 
de mujeres con activos entre 0 y 500.000 euros frente al 50% de hombres); sólo un 
1,43% más de hombres con activos medios (21,43% de hombres con activos entre 
500.000 y 1.000.000 frente al 20% de mujeres) y un 8,57% más de hombres con activos 
altos (28,57% de hombres con activos entre 1.000.000 y 19.000.000 frente al 20% de 
mujeres). Por lo que, a rasgos generales, se puede extrapolar que las mujeres tienen 
mayoritariamente activos más bajos que los hombres, una situación muy similar en la 
franja media y unos activos superiores de los hombres en la franja alta. 
En el caso del cruce de datos de activo según cargo, conocemos que mientras el 
38,46% de los ministros declaran un activo entre 0 y 500.000 euros, son el 62,50% de 
los secretarios los que declaran dicho activo; asimismo, mientras el 23,08% de los 
ministros declaran un activo de entre 500.000 y 1.000.000 de euros, son el 20,83% de 
los secretarios los que declaran dicha cantidad; por último, el 38,46% de los ministros 
declaran un activo superior a 1.000.000 de euros frente al 16,67% de los secretarios 
que lo hacen.  
Como vemos, hay un 24,04% más de secretarios que de ministros con activos bajos,  
un 2,24% más de ministros que de secretarios con activos medios y un 21,79% más de 
ministros que de secretarios con activos altos. Esto permite extraer, a rasgos 
generales, que los secretarios tienen mayoritariamente un activo más bajo que los 
ministros, mientras que un número mayor de estos últimos tienen activos medios y 
altos. En el caso del Presidente del Gobierno, su activo está en la franja superior, con 
lo que se sitúa entre los más altos de los miembros del Gobierno y los altos cargos. 
 Otra observación que cabe hacer es que, aunque el cálculo del activo promedio 
(cuadro 6) parecía indicar que las mujeres tenían mucho activo promedio, en realidad 
la mayoría de los activos de éstas se encuentran en las franjas más bajas (60% entre 0 
y 500.000 euros). Así, unos cuantos casos en la franja más alta (20% entre 1.000.000 y 
19.000.000 de euros) sesgan la media hacia arriba.  
Ocurre lo mismo con los secretarios de Estado, que parecía que tenían activos 
promedios muy altos pero que en realidad la mayoría de estos se encuentran en las 
franjas más bajas (62% entre 0 y 500.000 euros de activo) y de nuevo unos cuantos 
casos (16,67% entre 1.000.000 y 19.000.000 de euros) sesgan la media hacia arriba. 
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Así, se comprueba que para estos dos casos es más objetivo aplicar la mediana.  
Para el segundo cuadro tomaré igualmente como variables independientes o 
influyentes sobre el resto el sexo y el cargo, siendo la variable dependiente el pasivo 
(deudas), cuyas frecuencias se distribuirían en una horquilla económica desde 0 a 
500.000 euros.  
Al igual que ocurría en la tabla anterior, esta determinación como variable 
independiente y dependiente responde a un criterio de dirección de la causalidad, 
analizándose la relación de que va desde la causa potencial; el sexo y el cargo, al 
efecto; las deudas. De este modo se entiende que el sexo o cargo de una persona 
puede determinar sus deudas, pero su deuda no determina su sexo y difícilmente su 
cargo.  
 
Cuadro 8: Distribución de Deuda (“pasivo”) de los miembros del Gobierno 
y secretarios de Estado de la X Legislatura por sexo y cargo 
Tal y como hacíamos con el activo, dividimos en tres categorías el estudio del pasivo 
según sea éste bajo, medio o alto; una primera que abarque de 0 a 60.000 euros de 
pasivo, una segunda de 60.000 a 200.000, y una tercera a partir de 200.000 euros.  
Está planteado desde las variables independientes de sexo y cargo, por lo que de 
nuevo es de lectura vertical. Analizando dichos datos cruzados por sexo obtenemos que 
mientras el 67,86% de los hombres declaran un pasivo de entre 0 y 60.000 euros, el 
40% de las mujeres declaran dicho pasivo; asimismo, el 14,29% de los hombres 
declaran un pasivo de entre 60.000 y 200.000 euros frente al 40% de las mujeres; por 
último, el 17,86% de los hombres declaran un pasivo superior a 200.000 euros frente al 
20% de las mujeres que declaran dicho nivel de deuda.   
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%Verticales PASIVO Masculino Femenino Ministro Secretario 
Entre 0 y 60.000 euros 60,53% 67,86% 40,00% 53,85% 62,50% 
Entre 60.000 y 200.000 21,05% 14,29% 40,00% 38,46% 12,50% 
Entre 200.000 y 500.000 18,42% 17,86% 20,00% 7,69% 25,00% 
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De este modo, se puede deducir que hay un 27,86% más de hombres con un pasivo 
bajo, un 25,71% más de mujeres que de hombres con un pasivo medio,  y apenas un 
2,14% más de mujeres que de hombres con un pasivo alto.  
En el estudio por cargo, se observa que mientras el 53,85% de los ministros tienen 
un pasivo entre 0 y 60.000 euros, el 62,50% de los secretarios tiene dicho pasivo; 
asimismo, el 38,46% de los ministros tienen un pasivo de entre 60.000 y 200.000 euros 
frente al 12,50% de los secretarios; por último, el 7,69% de los ministros tienen un 
pasivo superior a 200.000 euros frente al 25% de los secretarios con dicho rango de 
pasivo. De este modo, se observa que hay un 8,65% más de secretarios que de 
ministros con pasivos bajos, un 25,96% más de ministros que secretarios con pasivos 
medios, y un 17,31% más de secretarios que ministros con pasivos altos. 
En definitiva, los hombres tienen pasivos más bajos que las mujeres y los 
secretarios de Estado tienen los dos extremos, por un lado los pasivos más bajos y por 
el otro los más altos.  
En línea con lo resaltado para el activo, otra observación que cabe hacer es que, 
aunque parecía que los secretarios de Estado tenían mucho pasivo promedio (cuadro 
6), en realidad la mayoría de estos se encuentran en las franjas más bajas (62% entre 
0 y 60.000 euros de pasivo) y unos cuantos casos sesgan la media hacia arriba (25% 
entre 200.000 y 500.000 de euros de pasivo). Así, se comprueba que para este caso es 
más objetivo aplicar la mediana. 
Como vemos, el hecho de que no sea una muestra de una población sino la 
población entera elimina los problemas del error muestral y la fiabilidad estadística en 
los resultados. Por el contrario, el pequeño número de casos resta significación 
estadística a las diferencias por grupos cuando éstas son inferiores a cinco puntos 
porcentuales y resultan poco sólidas por debajo de los diez puntos de distancia 
intergrupal.  
En cualquier caso la visión sintética de los datos permite extraer algunas 
curiosidades de interés noticioso para el conocimiento general de la ciudadanía, que 
son las que han quedado descritas.  
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4.2.3. La correlación entre variables. Gráfico de dispersión y recta de 
regresión lineal 
 
Una vez recogidos los cruces de datos es interesante proceder a establecer una 
correlación entre los datos cuantitativos obtenidos (activo o patrimonio y pasivo o 
deudas), para medir la asociación entre ambas variables así como el nivel de 
intensidad de la misma.  
Dicha correlación es interesante porque permite observar la asociación existente 
entre el patrimonio que poseen el conjunto de los sujetos y sus deudas, pudiendo 
establecer si dicha correlación es positiva (a más patrimonio más deuda) o negativa (a 
más patrimonio menos deuda o viceversa: a menos patrimonio más deuda). 
Para  evaluar la posible correlación se puede calcular la llamada recta de regresión 
lineal cuyo paso previo consiste en la realización de un gráfico de dispersión. Esta 
recta de regresión lineal permite conocer cuál es la línea recta que minimiza la 
distancia a todos los puntos que representan los casos. Del mismo modo, permite 
determinar cuáles son aquellos casos más  atípicos que se salen de lo común. Su 
fórmula de cálculo es y=ax+b.  
En dicha fórmula, tomamos que: a= pendiente y b= ordenada en el origen (punto de 
corte o intersección de la recta con el eje de ordenadas).  
En primer lugar, es interesante calcular el punto de ordenada en el origen por 
medio de la función intersección, que nos devuelve un resultado de 111.461,43. Este es 
el punto en el cual la recta de regresión intersectará el eje de ordenadas.  
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Cuadro 9. Gráfico de dispersión activo-pasivo de los miembros del Gobierno y secretarios de Estado de la X 
Legislatura 
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En segundo lugar, la pendiente nos permite conocer la relación creciente o 
decreciente entre el activo y el pasivo de los miembros del Gobierno y secretarios de 
Estado.  
Conocidas la a (pendiente) y la b (ordenada en el origen), deducimos que los datos 
de la tabla cumplen la relación y=-0,01x + 111.461,43 lo cual quiere decir, por ejemplo 
que, cuando x=0; y=-0,01*0 + 111.461,43; y=111.461,43 (y=ordenada en el origen). 
En esta línea, es interesante calcular también el coeficiente de correlación de 
Pearson, muy relacionado a su vez con la pendiente. Ésta última es igual al coeficiente 
de correlación multiplicado por la desviación estándar de la variable dependiente 
dividido entre la desviación estándar de la variable independiente. Ambos tienen el 
mismo signo, por lo que la correlación es positiva/negativa cuando la pendiente es 
positiva/negativa. El coeficiente de correlación para dicha recta es -0,21, lo cual 
implica que la correlación entre activo y pasivo es de carácter negativo (a más activo 
menos pasivo y viceversa) pero de intensidad o fuerza no muy alta.  
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En efecto, la recta obtenida en conexión con la nube de dispersión de los puntos 
reales reflejados en el gráfico parece presentar una correlación negativa (desciende de 
izquierda a derecha) ya que cada incremento de la variable x responde a un 
decremento de la variable y. Esto significaría que, en el conjunto de los altos cargos 
analizados, a mayor patrimonio, menor cantidad de deuda, lo que resulta muy lógico 
por otra parte, si pensamos en patrimonios ya consolidados en el pasado, con deudas 
canceladas en el caso de que su origen hubiera estado vinculado a un fuerte 
endeudamiento.  Sin embargo, al tratarse de un conjunto de datos muy pequeño, la 
consistencia y coeficiente de probabilidad de esta hipotética correlación tampoco 
pueden resultar muy altos al influir mucho sobre los resultados globales el valor 
numérico de los casos más alejados de la tendencia central47. Traducido al asunto 
estudiado, significa que, si bien se aprecia una tendencia global a que los altos cargos 
con mayor patrimonio/activo hayan sido los que muestran un menor nivel de 
deuda/pasivo, esa tendencia analizada en su conjunto resulta moderada, existiendo en 
concreto bastantes casos que no se ajustan a la tendencia general expresada. Tampoco 
se puede deducir que exista una relación lineal por lo que la recta de regresión lineal 
podría no ser el modelo más adecuado de representación de la posible correlación.  
Esto explica que el comportamiento de buena parte de los políticos individuales 
integrados en el análisis no responda a la pauta de su recta teórica de regresión lineal, 
ya que la nube de puntos de su alrededor presenta una dispersión aleatoria, al no 
estar las variables activo y pasivo altamente correlacionadas. Como consecuencia del 
ya indicado fuerte peso sobre el promedio en un pequeño conjunto de los casos atípicos 
cabe concluir que es posible y útil establecer cuál sería la correlación perfecta entre el 
valor del activo y pasivo para cada uno de los miembros del Gobierno estudiado. Pero 
la realidad es que la dispersión aleatoria que se observa nos indica que las situaciones 
de los altos cargos estudiados resultan bastante dispares (en términos estadísticos se 
diría que existe un mal ajuste entre la recta de regresión lineal y los puntos de la 
muestra, como corresponde a una distancia grande respecto a las medias de los valores 
                                                
47
 Como indica Idoia Portilla (2004:218), para un análisis de correlación sobre un conjunto comprendido entre 40 y 50 
pares de datos, el valor mínimo del coeficiente de r, para empezar a considerar una hipótesis de interdependencia, a un 
nivel de fiabilidad del 95%, debería estar en torno o por encima del 0,300. Como se recordará, en el análisis realizado el 
cómputo obtenido ha sido de -0,21, lo que no supera el límite señalado por esta autora. 
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de x e y en comparación con una dispersión total de los puntos no muy elevada según 
explican Gonick y Smith, (1999: 193 y ss.)).  
Pese a todo, se puede destacar que los dos sujetos más atípicos que cabe observar 
son, en primer lugar, el de la Secretaria de Estado de Educación, Formación 
Profesional y Universidades, Monserrat Gomendio Kindelán. Su caso puede calificarse 
de aberrante en el lenguaje estadístico porque al poseer tanto activo (14.588.581,00) 
para cero euros de pasivo, está muy alejado por la derecha en la variable de las x y 
modifica la trayectoria de la recta de regresión hacia la derecha. El otro punto 
aberrante es el del Secretario de Estado de Defensa, Pedro Argüelles Salaverría, por 
poseer tanto activo (18.100.911,40) para cero euros de pasivo. Estos dos casos indican 
las circunstancias más atípicas (al margen de si pudieran apuntar o no a una situación 
irregular), por entenderse como lo menos habitual que no tengan pasivo para tan 
elevado patrimonio, pudiendo estar la explicación en que se trate de personas de 
antigua fortuna personal, bien por herencia, bien por haber desarrollado intensas y 
rentables actividades económicas en un pasado en el que ya hicieron frente a sus 
endeudamientos. 
Comprobamos, por tanto, si al eliminar dichos puntos atípicos se modifica la 
trayectoria de la recta.  
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Cuadro 11. Recta de regresión lineal del activo-pasivo de los miembros del Gobierno y secretarios de Estado de la 
X Legislatura sin atípicos 
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Para este nuevo caso, la pendiente sin casos atípicos es -0,13 y el coeficiente de 
correlación es -0,38, lo que implica una correlación media entre activo y pasivo. 
Asimismo, el punto de intersección u ordenada en el origen es 184.292,10, lo que 
implica que, para este caso, los datos de la tabla cumplen la relación y=-
0,13*x+184.292,10. Así, para x=0; y=184.292,10.  
Pese a que parece existir una correlación, el estudio de recta de regresión lineal no 
permite establecer conclusiones, ya que para establecer conclusiones relevantes sería 
necesario un estudio posterior que desvelase si esta distancia entre variables podría 
ser fruto de una irregularidad o debido a situaciones pasajeras como por ejemplo una 
hipoteca recién terminada de pagar (lo que explicaría el exceso de patrimonio y la 
ausencia de deuda). En sentido contrario, en el caso de quien contrasta un 
endeudamiento muy elevado para un patrimonio actualmente de valoración escasa, se 
podría asociar a la circunstancia pasajera de un fuerte endeudamiento respecto a 
bienes con expectativa de muy alta rentabilidad (compra de acciones a bajo precio 
mediante voluminosos préstamos pero con la expectativa de que esos valores 
bursátiles incrementen en gran medida su cotización) o, también, al caso de una 
persona viviendo de alquiler y endeudada para pagar lo poco que tiene. 
En cualquier caso, estas cuestiones resultarían ya rastreables, caso por caso, 
mediante el empleo de la investigación periodística convencional, si bien, la pista y 
evidencia de su interés público viene aportada por la aplicación del periodismo de 
precisión, que nos permite obtener una visión de conjunto sobre las tendencias 
centrales y las principales diferencias, a partir de la distribución de los datos 
numéricos inequívocos. Por otra parte, aunque las posibilidades de extraer 
conclusiones contundentes de la comparación interna de estos datos son limitadas por 
las circunstancias ya comentadas y las que se exponen a continuación, el ejercicio de 
periodismo de precisión realizado permite establecer una base descriptiva muy 
interesante para proceder en estudios adicionales a otro tipo de comparaciones. Como 
por ejemplo, ¿el promedio de los miembros del Gobierno es más o menos rico que el 
promedio de los diputados y senadores, representantes de las comunidades autónomas, 
miembros del Tribunal Supremo y Constitucional…? y cuantos otros colectivos de 
entidades públicas o colectivos privados la iniciativa periodística decidiera comparar. 
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Otra posible correlación a estudiar es la existente entre el cargo y el 
activo/pasivo. Ésta es interesante porque permite observar la asociación existente 
entre el cargo de un miembro del Gobierno y su activo/pasivo, pudiendo establecer si 
dicha correlación es positiva (a mayor cargo mayor activo/pasivo) o negativa (a mayor 
cargo menor activo/pasivo o viceversa: a menor cargo mayor activo/pasivo). 
Para este caso no vamos a emplear la recta de regresión lineal puesto que el 
hecho de que ésta siempre trate de ajustarse a los datos puede hacer que en este caso 
lo haga de un modo artificial. En su lugar, emplearemos el diagrama de caja. Éste es 
un gráfico basado en los cuartiles, definidos como “los tres valores que dividen el 
conjunto de observaciones en cuatro partes con el mismo número de elementos” (PEÑA 
y ROMO, 1997: 68). Si la mediana separa en dos mitades el conjunto ordenado de 
datos, el primer cuartil es la mediana de la mitad que contiene los datos más pequeños 
y el tercer cuartil es la mediana de la mitad que contiene los datos más grandes. Por 
ejemplo, en la serie de números 1,3,7,9,10, la mediana es 7, el primer cuartil es 2 y el 
tercer cuartil es 9,5. El siguiente cuadro muestra los cuartiles del activo y del pasivo 
de los secretarios de Estado, ministros y presidente del Gobierno.  El primer cuartil 
dicta que el 25% de la población tiene un activo y pasivo por debajo de este cuartil y el 
tercer cuartil, que el 75% de la población tiene un activo y pasivo por debajo de este 
cuartil.  
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Cuadro 12. Cuartiles del activo y del pasivo 
  Secretario Ministro Presidente 
MEDIANA ACTIVO 419.763,67 851.524,05 1.261.233,67 
PRIMER CUARTIL 
ACTIVO 167.887,94 417.087,67 1.261.233,67 
TERCER CUARTIL 




  Secretario Ministro Presidente 
MEDIANA PASIVO 36.493,47 48.446,18 0,00 
PRIMER CUARTIL 
PASIVO 0,00 0,00 0,00 
TERCER CUARTIL 
PASIVO 185.081,69 116.134,57 0,00 
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El diagrama de caja contiene información sobre la simetría de la distribución y 
permite definir la idea de dato atípico. Para construirlo, se dibuja un rectángulo (o 
caja) cuyos lados verticales pasan por el primer y el tercer cuartil, con una línea 
vertical a la altura de la mediana. También consta de dos verticales de puntos a la 
izquierda del primer cuartil y otras dos a la derecha del tercer cuartil, llamadas 
barreras interiores y exteriores. 
Para el caso que no ocupa, tomaremos como datos del eje de abscisas: el cargo 
(numerado correlativamente 1: Secretario de Estado, 2: Ministro y 3: Presidente del 
Gobierno) y, para el eje de ordenadas; el activo y el pasivo respectivamente. 
El gráfico permite comprobar los datos de la tabla expuesta anteriormente 
referidos a la mediana (línea en rojo), primer cuartil (primera línea azul) y tercer 
cuartil (segunda línea azul).  
Así, el gráfico toma la siguiente forma:  
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Como se puede apreciar, el diagrama presenta una progresión ascendente, por lo que podría deducirse que a mayor cargo 
mayor activo. En cualquier caso, es interesante realizar la observación sin atípicos. 
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El gráfico muestra una mediana ascendente primero y descendente después, por 
lo que no se puede probar la existencia de correlación para este caso. Según el profesor 
Andrés Alonso, el problema es que al ser el presidente del Gobierno un único dato, la 
caja colapsa en una recta. Una solución que propone sería unificar dicho dato con el de 
los ministros o eliminarlo del estudio. 
Para esta relación cargo-activo y cargo-pasivo, no se puede realizar el cálculo de 
la pendiente ni del coeficiente de correlación ya que la variable cargo es cualitativa 
pero no cuantitativa (no hay una valoración numérica única de cada categoría). Esto se 
comprueba si se realiza el cálculo con otra numeración de los cargos, para la que se 
obtiene una pendiente y un coeficiente de correlación completamente distinto.  
Así, habría que realizar el coeficiente de correlación Kendall's Tau en Excel 
(Real Statistics, 2014: web), que establece que existe una correlación fuerte cuando los 
valores son cercanos a 1 o a -1, respectivamente. Para la relación cargo-activo el 
coeficiente Kendall's Tau da un resultado de -0,50, lo que implica una correlación 
media entre cargo y activo. Para la relación cargo-pasivo el coeficiente Kendall’s Tau 
da un resultado de -0,29 lo que implica una correlación baja entre cargo y pasivo. 
4.2.4. El coeficiente de garantía o de distancia a la quiebra 
 
Un estudio de tipo económico que se puede realizar y que sí permitiría 
establecer conclusiones económicas de mayor peso es el llamado coeficiente de garantía 
o de distancia a la quiebra, un ratio que nos informa de la totalidad de los activos 
reales de que dispone un sujeto para hacer frente al pago de su pasivo exigible íntegro. 
Éste se calcula dividiendo el activo real entre las deudas totales (lo que venimos 
llamando pasivo), y su resultado nos informa acerca de la distancia a la quiebra en la 
que se encuentra una persona. De este modo, contamos con un dato más para conocer 
cuál es la salud económica de las cuentas de los miembros del Gobierno. 
Si ratio > 1,  existen activos suficientes para hacer frente a los créditos 
Si ratio = 1, no existen capitales propios 
Si ratio < 1,  existe una situación de quiebra técnica 
Teniendo en cuenta esto, se pueden establecer cuatro grupos: 
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- El formado por los que su ratio es mayor que 1. En él se encuentran, 
Jaime García Legaz Ponce (1,13); Isabel María Borrego Cortés (1,41); Ana Mato 
Adrover (2,14); Ana María Pastor Julián (2,23); Marta Fernández Currás (2,53); Juan 
Manuel Moreno Bonilla (2,60); Jesús Gracia Aldaz (2,82); María del Carmen Martínez 
Castro (2,93); Miguel Ferre Navarrete (5,54); Jorge Fernández Díaz (5,97); Alberto 
Nadal Belda (6,80); Fátima Báñez García (6,82); Tomás Burgos Gallego (6,94); Alberto 
Ruiz-Gallardón Jiménez (9,36); Antonio Germán-Beteta Barreda (9,77); Carmen Vela 
Olmo (13,91); José Manuel García-Margallo Marfil (14,68); Cristobal Ricardo Montoro 
Romero (64,54) y Miguel Arias Cañete (115,46). 
- El formado por aquellos cuyo ratio es igual a 1. En este grupo no hay 
ningún miembro, puesto que ninguno de los ministros ni secretarios tiene la misma 
cantidad de activo que de deudas.  
- El formado por los que su ratio es menor que 1. En él estarían situados, 
de menor a mayor; José María Lasalle Ruiz (0,35); Francisco Martínez Vázquez (0,39); 
José Luis Ayllón Manso (0,71); María Soraya Sáez de Santamaría Antón (0,77) y 
Fernando Román García (0,90). Las circunstancias reales que explicaran la causa de 
cada una de estas preocupantes ratios, atribuibles sin duda a diversos factores, como 
escrituración de viviendas sensiblemente por debajo del valor de mercado y del de las 
hipotecas contraídas, etc. requeriría de nuevo un seguimiento posterior mediante el 
tradicional periodismo de investigación. 
- Aquel formado por los (afortunados) que no tienen deudas, por lo que no 
se les puede aplicar el ratio de garantía (al ser imposible dividir entre cero). Su 
solvencia es evidente, aún más que la de los consignados en el primer grupo.  Aquí se 
encuentran Federico José Ramos de Armas, Víctor Calvo-Sotelo Ibáñez-Martín, 
Gonzalo de Benito Secades, Rafael Catalá Polo, Engracia Hidalgo Tena, José Ignacio 
Wert Ortega, Pedro Morenés Eulate, Fernando Jiménez Latorre, Luis de Guindos 
Jurado, Íñigo Méndez de Vigo y Montojo, José Manuel Soria López, Mariano Rajoy 
Brey, Monserrat Gomendio Kindelán y Pedro Argüelles Salaverría. En este grupo 
destacan especialmente dos personas, Monserrat Gomendio Kindelan y Pedro 
Argüelles Salaverría, que no sólo no tienen deudas sino que además poseen un activo 
muy superior al del resto.  
 - 430 - 
 
Las conclusiones que pueden extraerse de este estudio son, en primer lugar, que 
la mejor situación económica es la del Secretario de Estado de Defensa, Pedro 
Argüelles Salaverría, con un activo de 18.100.911,40 € (del que destaca, sobretodo, que 
el total del activo corresponde al valor total de otros bienes, siendo de cero euros el 
valor de sus bienes inmuebles) y una deuda de 0 €. Le sigue muy de cerca la Secretaria 
de Estado de Educación, Formación profesional y Universidades, Monserrat Gomendio 
Kindelán, con un activo de 14.588.581,00 y de nuevo 0 € de deuda. En tercer lugar, se 
encuentra el Ministro de Agricultura y Medio Ambiente, Miguel Arias Cañete, con un 
coeficiente de garantía de 115,46, lo que significa que, por cada euro que debe, puede 
hacerle frente con 115,46 euros de patrimonio propio. En cuarto lugar se situaría el 
Presidente del Gobierno, Mariano Rajoy Brey, con un activo de 1.261.230,67 euros y 0 
€ de deuda. 
En el otro extremo se encuentra José María Lasalle Ruiz, Secretario de Estado 
de Cultura, que por cada euro que debe sólo puede hacerle frente con 0,35, por lo que 
se halla en la peor situación de los 38 miembros del Gobierno y altos cargos. 
4.2.5. La evolución del activo y del pasivo del gobierno del Partido 
Socialista 
 
Un dato destacado que sí resulta de interés es la comparativa de la declaración 
realizada por primera vez en 2009 (Resolución Secretaría de Estado, 2009) por los 
miembros del Gobierno del Partido Socialista, con la última declaración publicada de 
éstos en 2012 (Resolución Secretaría de Estado, 2012), ya como ex miembros del 
Gobierno.  
Teniendo en cuenta que, según la ley 5/2006 y su desarrollo reglamentario de 
2009, los sujetos a declaración sólo deben realizar ésta a fecha de toma de posesión o 
cese (Ley Regulación, 2006: art 12.2), sólo se puede tomar como comparativa dos 
declaraciones de cada ministro y secretario. Además, hay que tener en cuenta que, 
como se mencionaba anteriormente, cuando la toma de posesión y el cese de un cargo 
se produce en el mismo año, sólo se incluye la declaración al cese. Similar ocurre 
cuando un cargo cambia de un puesto a otro, cuando sólo se publica la declaración a la 
toma de posesión del segundo puesto omitiendo la referida al cese del primer puesto. 
Ante esta problemática, en los casos en que no se presentaba una de las declaraciones, 
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he tomado la más cercana en el tiempo. Por ejemplo, ante la ausencia de declaración al 
cese por un cambio de puesto de secretario de Estado a ministro en el mismo año, he 
tomado la segunda toma de posesión como declaración al cese del primer cargo. 
Además, queda fuera de la representación el Secretario de Estado del Centro Nacional 
de Inteligencia, Félix Sanz Roldán quien, a pesar del cambio de Gobierno, continúa en 
su cargo. Los cuadros elaborados (VER ANEXO VI. Hoja “Activo PSOE 09-12” y 
“Pasivo PSOE 09-12”) recogen la evolución porcentual entre el activo y el pasivo 
entrante y saliente, respectivamente, ordenado en orden descendente, es decir, de 
mayor a menor % de incremento. Así, para el estudio del activo, destacan 
especialmente los casos de la ex Ministra de Defensa (y ex diputada del Congreso 
desde el 31 de agosto de 2013), Carme Chacón, cuyo patrimonio evolucionó desde su 
toma de posesión en 2008 hasta su cese en 2011 (con datos de 2012, cuando presentó 
su declaración patrimonial en el BOE) de 156.718,87 euros a 421.958,29 euros, un 
169,25% de incremento. Éste corresponde mayoritariamente al valor de sus bienes 
inmuebles, que se incrementan desde 171.061,05 a 406.131,83 euros, un 279,35% de 
incremento. La ex Ministra de Defensa atribuye, en una comunicación personal por 
correo electrónico, dicho incremento en sus bienes patrimoniales a la adquisición de un 
tercio de vivienda en Almería para la que, asegura, adquirió una hipoteca que, sin 
embargo, no se refleja en un incremento del valor de su pasivo (Chacón, 2013: web). 
Consultando dichas cuestiones en su declaración de bienes y rentas en el Congreso, 
descubro que sí se recoge la adquisición del 33% de un bien de naturaleza urbana en 
Almería pero la fecha es de 29 de julio de 2001, anterior a su nombramiento como 
diputada y Ministra de Defensa. Junto a esto, se recoge también un préstamo 
hipotecario de 100.000 euros pero su fecha es, nada más y nada menos, que del 29 de 
julio de 2077. Obviando los evidentes errores, se podría sobreentender que en ambas 
fechas se quería decir 2011, en lugar de 2001 y 2077 respectivamente (tal y como 
confirma además la propia Carme Chacón por comunicación personal por correo 
electrónico). En cualquier caso, se aprecia una gran falta de rigor en la elaboración de 
las declaraciones, que parece deberse a las prisas por la publicación temprana de 
dichas declaraciones. Junto a esto, ya no existe posibilidad de corrección, puesto que a 
su baja como diputada el 31 de agosto de 2013, se retiran automáticamente sus 
declaraciones de actividades y de bienes y rentas de la web del Congreso. 
 - 432 - 
 
En sentido contrario, la situación de mayor decremento en su activo es la de la 
Secretaria de Estado de Cooperación Internacional, María Soraya Rodríguez Ramos, 
cuyo patrimonio pasa de ser 403.305,55 euros a su toma de posesión, a 214.838,59 a su 
cese, lo que supone un 46,73% de decremento. 
En lo que respecta al pasivo, el caso más destacable en cuanto al incremento es 
el de Josep Puxeu Rocamora, que pasa de 0 euros a 500.000 euros de deuda en el 
periodo que va desde su toma de posesión del cargo de Secretario de Estado de Medio 
Rural en 2008 hasta su cese en 2012. Este caso sorprende especialmente porque su 
situación económica era la mejor de entre los miembros de su equipo de gobierno del 
PSOE, que tomó posesión en 2008. En sentido contrario, de nuevo la Secretaria de 
Estado de Cooperación Internacional, María Soraya Rodríguez Ramos, es el caso más 
destacado, por ser aquélla cuyas deudas decrecen más: pasa de tener 225.000 euros de 
deudas a su toma de posesión, a 0 euros a su cese, un 100% de decremento de sus 
deudas.  
Así, se deduce que Rodríguez Ramos es el caso extremo, por ser el miembro del 
Gobierno del que más desciende su patrimonio (-46,73%) y del que más descienden sus 
deudas (-100%), sin que a la autora de esta tesis le consten las razones de tan brusco 
descenso. 
Asimismo, los gráficos de dispersión posteriores reflejan la correlación entre el 
activo y el pasivo de entrada (a su toma de posesión) y de salida (a su cese) 
respectivamente de los miembros del Gobierno y secretarios de Estado. 
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Cuadro 17. Evolución del pasivo de los miembros del Gobierno y secretarios de Estado del Partido Socialista 
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Ambos gráficos nos muestran una correlación positiva entre el activo y el pasivo 
de entrada y el de salida. Junto a esto, en ambos se pueden apreciar los casos más 
destacados ya citados por haber sufrido una mayor transformación de su activo o su 
pasivo respectivamente. Así, para el gráfico del activo, observamos que el punto que 
sobresale por la derecha es María Soraya Rodríguez Ramos mientras el que lo hace por 
la izquierda es Carme Chacón. Para el caso del segundo gráfico, es de nuevo María 
Soraya Rodríguez Ramos la que destaca por la derecha, mientras Josep Puxeu 
Rocamora, lo hace por la izquierda.  
Partiendo de estos datos, otra comparación muy interesante es la situación de 
riqueza y endeudamiento del gobierno del Partido Socialista a su entrada en 2008 y el 
gobierno del Partido Popular a su entrada en 2011.  Según el cálculo de la mediana del 
activo y del pasivo de entrada, se puede extrapolar que los populares eran más ricos 
que los socialistas al inicio de su mandato y estaban, a su vez, menos endeudados, 
como se aprecia en el siguiente cuadro.   
Cuadro 18. Comparativa activo y pasivo de entrada de los miembros del 
Gobierno y secretarios de Estado del Partido Popular y del Partido Socialista 
  PP (2012) PSOE (2009) 
ACTIVO PROMEDIO 1.423.329,66 501.562,41 
ACTIVO MEDIANO 456.091,02 279.339,78 
PASIVO PROMEDIO 99.820,49 108.771,24 
PASIVO MEDIANO 36.493,47 44.296,86 
 
Dicha comparativa sólo puede realizarse para la situación  de entrada de ambos 
gobiernos puesto que no disponemos de los datos de salida del Gobierno del Partido 
Popular, que no se publicarán hasta el cese del mismo, previsto para noviembre de 
2015. 
4.2.6. Niveles de transparencia de la información  
 
Las declaraciones de patrimonio presentadas por los miembros del Gobierno y 
altos cargos presentan, no obstante, grandes carencias, basadas en la falta de detalle 
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de las cuentas, sin descripción alguna. En primer lugar, se limitan a referir el activo, 
diferenciando bienes inmuebles y otros bienes. Además, en el caso de los bienes 
inmuebles (pertenecientes al inmovilizado material) no especifica el número, ni el tipo, 
ni la clave, ni la situación o superficie, ni la fecha de adquisición o la participación del 
propietario. Tampoco concretan cuáles son el resto de bienes, si pertenecen al 
inmovilizado inmaterial, o al financiero… etc.  
Además y como cuestión marginal, es preciso matizar lo que muchos medios ya 
denuncian: que el valor de los inmuebles que se está presentando es el catastral y no 
el de mercado o el escriturado, lo que supone una valoración por debajo de la real. Y 
en segundo lugar, como se aclara en el documento explicativo del Ministerio de 
Hacienda sobre la cumplimentación del citado Anexo II (Oficina de Conflictos de 
Intereses, 2012), los ministros casados en régimen de gananciales no declaran el 
100% del valor de los bienes que comparten con su cónyuge sino el 50% que les 
corresponde. 
Más allá de estos datos, no se alude a la procedencia del dinero o bienes, 
especificando sólo si en el activo se incluyen bienes procedentes de herencia familiar.  
Según destacaba en el capítulo anterior, muchas de las carencias se derivan en 
su mayor parte de la ambigua redacción de la ley 5/2006, que sólo obliga a hacer 
públicas las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales del Presidente del 
Gobierno y el total de los 37 ministros y secretarios de Estado, dejando fuera a todos 
los demás sujetos (IBID: art.14.4 y Reglamento, 2009, art.13.3).  
 Esta situación se resuelve con la aprobación de la Ley de Transparencia, Acceso 
a la Información Pública y Buen Gobierno en 2013, que modifica el apartado 4 del 
artículo 14 de la ley 5/2006 para incluir la publicación en el BOE de las declaraciones 
de bienes y derechos patrimoniales de los “demás altos cargos” (Ley, 2013: Disposición 
Final Segunda Dos). Esto supondría un importante avance, crucial para el análisis de 
esta tesis, puesto que se ampliaría la obligación de presentar su declaración a todos los 
altos cargos previstos en el artículo tres de la ley de regulación de conflictos de 
intereses. Hay que recordar, no obstante, que la puesta en práctica de esta disposición 
no se ha hecho aún efectiva al momento de finalización de esta tesis. 
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Además, el hecho de que sólo se publique el contenido de las declaraciones de 
bienes, derechos y obligaciones patrimoniales “por los miembros del Gobierno y los 
Secretarios de Estado cuya toma de posesión o cese se haya producido en el periodo 
comprendido entre el 1 de julio del año anterior y el 30 de junio del año en curso” (Real 
Decreto, 2009: art.13.3) hace que todas aquellas declaraciones posteriores a esta fecha 
se trasladen al año siguiente, con el consiguiente retraso que esto supone. Un buen 
ejemplo de ello es el caso de Antonio Camacho Vizcaíno, el entonces Secretario de 
Estado de Seguridad, nombrado Ministro del Interior el 12 de julio de 2011 y cesado el 
22 de diciembre de 2011, tras el cambio de Gobierno. Como podemos comprobar, tanto 
su nombramiento como su cese se producen con posterioridad al plazo máximo del 30 
de junio por lo que imposibilita la publicación de sus declaraciones en la Resolución de 
septiembre de 2011 (Resolución, 2011). Esto debería resultar en la publicación de 
ambas declaraciones en la Resolución correspondiente a septiembre de 2012, sin 
embargo, la Administración omitió la publicación de su patrimonio al nombramiento 
como Ministro del Interior y se limitó a reproducir el correspondiente a su cese como 
Ministro, dando por hecho que el cambio sería mínimo. Tampoco reproducen su 
declaración patrimonial al cese como Secretario de Estado de Seguridad. ¿Qué 
ocurriría si su declaración patrimonial hubiese cambiado notablemente en el periodo 
de julio a diciembre de 2011? Para este caso, el análisis realizado ha tomado la misma 
cantidad de activo y de pasivo para el cese como Secretario de Estado de Seguridad y 
la toma de posesión y cese como Ministro del Interior.  
Lo mismo ocurre con su sucesor como Secretario de Estado de Interior, Justo 
Zambrana Pineda, de quien únicamente se presenta la declaración al cese, omitiendo 
la declaración referida a la toma de posesión, en julio de 2011. Es el caso también de la 
nombrada secretaria de Estado de Igualdad en julio de 2011, Laura Carmen Seara 
Sobrado, de quien sólo se recoge (en la Resolución de 2012) la declaración al cese de 
diciembre de 2011.  
Para estos casos, se ha considerado la misma cantidad de activo y de pasivo 
para la toma de posesión y al cese. 
Una circunstancia similar se produce para Consuelo Rumí Báñez, quien cesa en 
su cargo de Secretaria de Estado de Inmigración y Emigración en marzo de 2010 para 
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convertirse en Secretaria de Estado de Función Pública de España. De este modo, en 
la Resolución de 2010 se publica directamente su patrimonio a fecha de toma de 
posesión de su cargo como Secretaria de Estado de Función Pública, deduciéndose que 
debe ser el mismo que a fecha de cese de su antiguo cargo, ya que se produce el mismo 
día. En este caso, se ha tomado para el análisis el patrimonio declarado al cese.  
4.2.7. Una inesperada noticia. Publicaciones voluntarias de la 
declaración patrimonial del Presidente del Gobierno y del 
presidente del grupo de la oposición 
 
Tal y como se avanzaba en el capítulo anterior, la acusación a miembros del 
Partido Popular del supuesto cobro de sobresueldos en dinero negro motivó -en una 
decisión sin precedentes-, la publicación en febrero de 2013, en la página web de La 
Moncloa (LA MONCLOA, 2013: web), por el Presidente del Gobierno, Mariano Rajoy, 
de la declaración de sus retribuciones, su declaración del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas (en adelante IRPF) y del Impuesto sobre el Patrimonio.   
En dicha declaración de retribuciones se recogen los datos fiscales 
correspondientes a los rendimientos de trabajo sujetos y sometidos a gravamen del 
IRPF que constan en poder de la Agencia Tributaria desde 2003 a 2012. En concreto se 
hacen constar las diferentes retribuciones percibidas y el total de retribuciones (salario 
bruto), los gastos deducibles (correspondientes a las cotizaciones a la Seguridad Social) 
y las retenciones (por rendimientos de trabajo). Cabe apuntar, por otra parte, que a 
fecha de mayo de 2014 la documentación facilitada respecto de 2012 carecía del 
certificado desglosado de su declaración de IRPF y no se había publicado ninguna 
información relativa a 2013. 
En la declaración del IRPF se recogen los impuestos que gravan la suma de 
todos los ingresos obtenidos en un año natural por una persona física. Se divide en 
diferentes apartados referidos a los rendimientos de trabajo, los rendimientos del 
capital mobiliario, las ganancias y pérdidas patrimoniales, la imputación de rentas 
inmobiliarias (excluida la vivienda habitual y el suelo no edificado), etc. Con esos datos 
se calcula la cuota resultante de autoliquidación y se decide, en función de los pagos a 
cuenta ya deducidos al declarante, si la cuota diferencial o resultado de la declaración 
es positiva o negativa (Hacienda debe aportar o devolver dinero al contribuyente).  
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El Impuesto sobre el Patrimonio es un tributo de carácter directo y de 
naturaleza personal, que grava el patrimonio de las personas físicas. En la declaración 
de dicho impuesto se recogen, por ejemplo, los bienes inmuebles de naturaleza urbana 
y rústica, los bienes y derechos afectos a actividades empresariales y profesionales, los 
depósitos en cuenta corriente o de ahorro, a la vista o a plazo, cuentas financieras y 
otros tipos de imposiciones a cuentas; las acciones y participaciones en el capital social 
o en el fondo patrimonial de Instituciones de Inversión Colectiva y demás bienes y 
derechos de contenido económico, etc. Una vez calculado el total de bienes y derechos 
no exentos, se le restan las deudas deducibles y queda una base imponible a la que, 
tras aplicar las reducciones correspondientes en función de si se tributa por obligación 
personal o real, se obtiene la base liquidable, a la que se le aplica a su vez una escala 
para calcular la cuota íntegra que, tras unas deducciones específicas como la deducción 
por impuestos satisfechos en el extranjero, deriva, finalmente, en una cuota a 
ingresar. 
Centrándonos específicamente en las declaraciones de patrimonio, por ser el 
tema objeto de esta investigación, sería de gran interés el análisis de las referidas a su 
periodo como Presidente del Gobierno (desde noviembre de 2011), sin embargo, debido 
a que el impuesto de patrimonio está suprimido en la comunidad de Madrid desde 
2008, el Presidente del Gobierno no hizo públicas las declaraciones de patrimonio de 
los años 2008 a 2012.  
Junto a esto, el hecho de que el Reglamento de desarrollo de la ley 5/2006 sólo 
contemple la publicación en el BOE de la declaración de los bienes, derechos y 
obligaciones patrimoniales por los miembros del Gobierno y secretarios de Estado cuya 
toma de posesión o cese se haya producido en el periodo comprendido entre el 1 de julio 
del año anterior y el 30 de junio del año en que se hace la primera declaración, implica 
que de Mariano Rajoy la primera que podamos conocer sea la de 2012, tras convertirse 
en presidente el 21 de diciembre de 2011. Una comparación posible es con la última 
declaración del Impuesto de Patrimonial publicada por el Presidente, de 2007, cuando 
los bienes inmuebles de naturaleza urbana tenían un valor de 434.437,04 € y el valor 
total de otro bienes era de 962.855,29 € (231.527,83 + 398.533,08 + 303.076,63 + 
20.702,75 + 9.015), siendo el valor total de los bienes y derechos 1.397.292,33 €. 
Teniendo en cuenta que, en el contenido del Registro de Actividades y Bienes 
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Patrimoniales publicado en el BOE de 2012, el valor de los bienes inmuebles del 
presidente era de 425.555,93 €, el valor total de otros bienes era 835.674,74 € y el total 
de su activo era de 1.261.230,67 €, se aprecia un ligero descenso en sus bienes 
inmuebles y sus otros bienes en el periodo de 2007 a 2012. Ello implica, a su vez, una 
bajada de sus bienes totales.  
Otra posible comparación que puede hacerse es con la declaración de bienes y 
rentas realizada como diputado el 1 de diciembre de 2011 por Mariano Rajoy y 
“colgada” en la página web del Congreso de los Diputados.  
En general, este modelo es completo y recoge ampliamente las declaraciones del 
Impuesto de Patrimonio del interesado, lo cual supone un avance. Sin embargo, 
resulta algo complejo y cabe preguntarse por qué no se publica directamente el Anexo I 
contenido en el Real Decreto de 2009, en lugar de la exigua declaración patrimonial a 
la que los ciudadanos tenemos acceso. Lo deseable sería que todos los miembros del 
Gobierno, altos cargos y diputados presentasen documentos homologados, de modo que 
pudiesen realizarse comparaciones. La publicación anual en el BOE del citado Anexo I 
por todos ellos solventaría todas estas problemáticas. 
Por su parte, en agosto de 2013, Pérez Rubalcaba hace lo propio y publica en la 
web del Partido Socialista sus retribuciones, su declaración del IRPF y la del Impuesto 
sobre el Patrimonio entre los años 2003 y 2012, al igual que había hecho el Presidente 
del Gobierno seis meses antes (Pérez Rubalcaba, 2013: web). El Secretario General del 
PSOE basa su decisión en su promesa de hacer públicos dichos datos en febrero de 
2013 y recuerda la propuesta del grupo socialista presentada en ese mes de febrero 
“para alcanzar un acuerdo con todos los grupos sobre el formato que permitiera 
presentar las declaraciones de la renta de todos los  diputados”. Hasta ese momento se 
hacía pública por los miembros del Congreso de los Diputados una declaración de 
bienes y rentas que incluía todas aquellas rentas percibidas por el parlamentario, pero 
excluía las percepciones recibidas del Congreso, por lo que dicha declaración quedaba 
incompleta. Además, y cómo se verá más adelante, sólo se hizo pública dicha 
declaración con motivo de la composición de la nueva Cámara del Congreso en 
noviembre de 2011 pero no se produjeron actualizaciones en la misma.  
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Así, a la espera de que el Congreso adopte una decisión que obligue a la 
presentación de las declaraciones de la renta de los diputados, Rubalcaba decide 
publicar la suya propia. Del lado más positivo, el Secretario General del PSOE 
acompaña sus declaraciones de una explicación en la que recoge tanto los motivos que 
le impulsan a publicar sus declaraciones como los datos fiscales desglosados año por 
año. 
Entre las carencias, en dichas declaraciones no figuran las dietas percibidas (ya 
sea como diputado, profesor, etc.) porque están exentas fiscalmente. Junto a esto, al 
estar suprimido el impuesto del patrimonio en la comunidad de Madrid desde 2008, el 
secretario del PSOE tampoco presenta sus declaraciones patrimoniales desde ese año, 
con la única excepción del año 2011, cuando la hace pública para dar cuenta de su 
incremento patrimonial correspondiente a la herencia de su madre.  
Así, resulta difícil seguir la evolución de su patrimonio siendo la única 
comparación posible la evolución entre 2007 y 2011, que permite apreciar, tal y cómo 
él mismo menciona, el incremento de patrimonio correspondiente a la herencia de su 
madre en 2011, que se refleja tanto en el incremento del valor de sus bienes y derechos 
como en el de su vivienda habitual (lo que se deduce implica un cambio de casa a una 
de mayor valor).  
Otra comparación posible es entre los datos del Impuesto Patrimonial aportados 
por el Secretario General del PSOE y su declaración patrimonial presentada en el 
BOE de 2009 con motivo de su toma de posesión como Ministro del Interior en 2008. 
Mientras que en la declaración del Impuesto Patrimonial de 2007 Rubalcaba declaraba 
bienes inmuebles por valor de tan sólo 1.978,30 euros, junto con otros bienes por valor 
de 482.172,83 euros (lo que hace un total de 484.150 euros de activos), en la 
publicación de 2009 en el BOE los bienes inmuebles tenían un valor de 109.608 euros y 
los otros bienes: 1.113.546 euros. 
También puede contrastarse la declaración del Impuesto sobre el Patrimonio de 
2011 con la publicación en el BOE de sus bienes patrimoniales al cese como Ministro 
del Interior. En su impuesto de patrimonio de 201148 recoge su vivienda habitual (en 
                                                
48
 Aunque el impuesto de patrimonio estaba suprimido en la comunidad de Madrid, Rubalcaba hace público el suyo en 
2011 para probar el incremento patrimonial que sufre como consecuencia de la herencia de su madre. 
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lugar de bienes inmuebles) por valor de 112.918,55 y el resto de bienes por valor de 
1.048.428,11. En las declaraciones a su salida del Gobierno publicadas en septiembre 
de 2012 en el BOE las cantidades son casi idénticas: sus bienes inmuebles tienen un 
valor de 112.918,50 euros y el resto de bienes de 1.159.192,98,  
En general, la falta de homogeneidad en los modelos presentados (en ocasiones 
unas escuetas declaraciones patrimoniales y en otras, el impuesto sobre el patrimonio) 
induce a confusión en los receptores de la información. En su lugar sería muy deseable 
que los declarantes presentasen siempre el mismo modelo, ya sea éste según el 
desglose contenido en el Anexo I del Reglamento de 2009 o la declaración del Impuesto 
sobre el Patrimonio. 
4.3. Acceso a las declaraciones de actividades de los 
miembros del Congreso. Análisis de contenido: Unas 
declaraciones escasas y poco transparentes 
 
Tras la reforma del 29 de octubre de 2009 del Reglamento de la Cámara del 
Congreso y del Senado en materia de registro de intereses (REFORMA, 2009) y el 
acuerdo conjunto de la Cámara para dar publicidad a las actividades de los miembros 
de las Cortes (Acuerdo de las Mesas, 2009), las correspondientes declaraciones 
comienzan a publicarse en la web del Congreso el 1 de marzo de 2010.  
Desde esta fecha se pueden consultar las actividades públicas (funciones que 
ejerce en cualquier administración) y privadas (tanto por cuenta ajena como propia) 
desempeñadas por los 350 diputados al margen de su función en las Cámaras 
legislativas. Las primeras declaraciones siguen el modelo del Acuerdo de 1995 
(Acuerdo de las Mesas, 1995: 3), que incluye un modelo más extensivo en el que el 
diputado debe señalar con una cruz las actividades desempeñadas.  
Hasta entonces, la declaración de actividades e intereses tenía carácter secreto. 
Antes sólo las conocían los miembros de la Comisión del Estatuto de los Diputados en 
el Congreso, y la Comisión de Incompatibilidades y los portavoces de cada grupo. en el 
Senado. 
En noviembre de 2011, la victoria del Gobierno del Partido Popular da paso a la 
X Legislatura y, con ella, comienza la aplicación de un nuevo modelo de declaración de 
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actividades, recogido en el Acuerdo de 2009. Las declaraciones son cumplimentadas 
inmediatamente por los diputados electos y comienzan a hacerse públicas a comienzos 
del mes de diciembre en la web del Congreso (Congreso, 2011: web).  
Las declaraciones se presentan por medio de un interfaz inicial que recopila los 
contenidos siguientes: los cargos públicos, las actividades públicas a las que ha 
renunciado, las prestaciones de derechos pasivos (las renunciadas y las compatibles), 
las actividades docentes extraordinarias, los cargos en partidos o grupos 
parlamentarios, las actividades de producción y creación literaria, científica, artística o 
técnica; las actividades privadas autorizadas y otras actividades. 
Al final de la enumeración aparecen uno o varios enlaces web, mediante los 
cuales el interesado puede acceder a las declaraciones pormenorizadas, según el citado 
modelo establecido en el Acuerdo de las Mesas de 2009. En él figuran a grandes 
rasgos: las actividades públicas y privadas desempeñadas, los ingresos con cargo al 
sector público, las funciones al servicio de estados extranjeros y el resto de actividades 
que proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos. A su vez, la descripción 
más pormenorizada se puede consultar en el epígrafe referido a las declaraciones de 
actividades del anterior capítulo. 
Esta presentación implica múltiples carencias, entre las que destaca, por 
ejemplo, que los diputados que han causado baja no presentan sus declaraciones de 
actividades ni de patrimonio. Es el caso de Tomás Burgos Gallego, cesante como 
diputado el 9 de enero de 2012, que a pesar de haber sido un mes diputado en la X 
Legislatura, y diputado de seis legislaturas de la democracia, no presenta 
declaraciones. Esto se debe a que el Acuerdo de 2009 mantiene las restricciones en el 
acceso a las declaraciones de parlamentarios que hayan finalizado su mandato. En él 
se establece que estas sólo podrán hacerse públicas mediante autorización del 
Secretario General, por medio de la exhibición al interesado de fotocopia autenticada 
de la declaración a la que se refiera la autorización y con la única posibilidad de tomar 
notas, sin que sea posible fotocopiar el documento (Acuerdo de las Mesas, 2009: art.4). 
Tampoco podrá autorizarse la exhibición de declaración de actividades respecto de las 
que no se haya adoptado acuerdo definitivo de la Cámara ni exhibir declaraciones 
separadamente de los acuerdos plenarios. 
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En cuanto al contenido de las declaraciones presentadas, cabe destacar 
negativamente que muchos de los diputados no actualizan su declaración original 
según las diversas modificaciones posteriores que se producen en las mismas. Por 
ejemplo, tras su toma de posesión en cargos que le corresponden con carácter 
institucional, como ministros del Gobierno o secretarios de Estado, o su cese de 
actividades de creación literaria, ponentes en conferencias, etc. Tampoco actualizan los 
cargos para los que fueran designados por su propia condición, como las misiones 
temporales o la representación de la Administración General del Estado en los 
Órganos Colegiados, etc.  
Un ejemplo de esto es el diputado popular José Luis Ayllón Manso (el único que 
es, además, secretario de Estado), quien no realiza modificación de su declaración en 
diciembre de 2011 para indicar que pasa a ser Secretario de Estado de Relaciones con 
las Cortes o que cesa de su puesto de Secretario General del Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso de los Diputados. Tampoco la diputada y ministra de Empleo 
Fátima Báñez actualiza su declaración para indicar que pasa a ser Vocal Electo del 
Comité Ejecutivo del Partido Popular ni la diputada y Ministra de Sanidad, Servicios 
Sociales e Igualdad, Ana Mato, indica que cesa en su puesto como Vicesecretaria de 
Organización y Electoral del Partido Popular. 
Por su parte, el diputado Álex Jubero no indica que la empresa mercantil para 
la que trabaja como abogado: ASC Advocats, pasa a denominarse Álex Sáez Advocats 
SLP. Tras una consulta al Registro Mercantil Central se constata que el 9 de mayo de 
2013 se produce una modificación estatutaria para cambiar el órgano de 
administración. Así, la actividad de Sáez Jubero pasa de ser administrador solidario a 
ser administrador único (ALEX SAEZ ADVOCATS SLP, 2013: 1-2). En enero de 2014 
el diputado no había actualizado su declaración de actividades en el Congreso para 
incluir dicho cambio.  
En este caso, es importante destacar en cuanto a la compatibilidad de dicha 
actividad como abogado con su puesto de diputado, que la LOREG exige el ejercicio del 
mandato de los diputados “en régimen de dedicación absoluta”. Sin embargo, permite 
que se realice la abogacía mientras no se incurra en las incompatibilidades recogidas 
en el artículo 159.2 de la ley (detalladas en el capítulo sobre legislación) y dicha 
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actividad sea autorizadas por la respectiva Comisión de cada Cámara, previa petición 
expresa de los interesados.  
De todos modos, siempre cabe preguntarse si debería ser compatible la profesión 
de diputado con la de abogado y también cómo se fiscaliza que no incurre en ningún 
ejercicio incompatible con su puesto de diputado. 
De regreso al análisis, en algunos de los casos en que la actualización sí se 
produce, se hace sólo en la hoja de cabecera (el interfaz antes citado) pero no se 
incorporan los documentos anexos con la declaración actualizada de mano del 
declarante, por lo que el ciudadano sólo accede a un ‘refrito’ de la declaración original 
(como es el caso de Soraya Sáenz de Santamaría, cuyo puesto como Vicepresidenta, 
Ministra de la Presidencia y Portavoz del Gobierno, sólo aparece en portada). En otros, 
la actualización es sólo una mera repetición de lo ya citado en documentos de 
declaración anteriores, como ocurre con el socialista Manuel Chaves (que repite en dos 
documentos sus clases en la Universidad de Córdoba y conferencias esporádicas). 
En este sentido, la Ley Orgánica del Régimen Electoral General da a entender 
que deberían hacer declaración ante cada uno de los cambios producidos, según lo 
detallado en el capítulo de legislación.  
Sin embargo, la explicación del Acuerdo de las Mesas del Congreso de 21 de 
diciembre de 2009 acerca de los datos incluidos en el Registro de Intereses resulta algo 
ambigua: 
“Las actividades declaradas por el Parlamentario, junto con las modificaciones y 
aclaraciones que sobre las mismas haya presentado a lo largo de su mandato y la mención, en 
su caso, de las renuncias declaradas” (Acuerdo de las Mesas, 2009: art. 3 a) 
La expresión “haya presentado” puede entenderse aquí de dos formas: por un 
lado, las modificaciones y aclaraciones que el propio diputado haya decidido presentar; 
por el otro, aquéllas que se hayan producido en realidad.   
Pese a la ambigüedad de la legislación, se sobreentiende la obligación de 
declarar ante cualquier modificación de las circunstancias del diputado. Sin embargo, 
varios diputados fallan a la hora de actualizar sus declaraciones cuando se producen 
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cambios de sus actividades, por lo que se podría hablar de cumplimiento legal 
incompleto o impreciso.  
Esta falta de actualización de las declaraciones implica que, en muchos casos, 
éstas correspondan exclusivamente a la situación en el momento de la toma de 
posesión como diputado, lo que impide fiscalizar la situación en momentos posteriores. 
En todo caso, los modelos de declaración han sido revisados por la Oficina de 
Conflictos de Intereses y el propio Congreso de los Diputados previamente a su 
presentación en la web del Congreso, para que las actividades presentadas por los 
Diputados sean compatibles con su cargo por lo que, atendiendo a lo declarado, en 
ningún caso se podría descubrir una posible irregularidad. Así, por ejemplo, cuando los 
diputados declaran de modo genérico su participación en “tertulias, conferencias y 
cursos” de forma eventual y sin indicar fechas de inicio o de cese, cabe suponer que 
dichas actividades son compatibles con su condición como diputado y poco importa 
cuándo se realicen.  
Para responder a esta falta de actualización de las declaraciones, la autora de 
esta tesis realizó una consulta por correo electrónico al gabinete de prensa del 
Congreso (RODRÍGUEZ, 2013: web). Dicho gabinete confirmó en su respuesta la 
obligación de actualización de las declaraciones aludiendo a los citados artículos 160 
de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General y al Acuerdo de las Mesas del 
Congreso de los Diputados. Sin embargo, no explicaba el motivo por el que varios 
diputados no presentan la preceptiva actualización. 
De regreso a los puntos más negativos, el modelo de declaración no pide indicar 
las fechas de inicio ni las de cese de las actividades declaradas, quedando a la libre 
decisión del declarante si incluir dichas fechas o no. Esto impide que se pueda hacer 
una verificación adecuada de las actividades, especialmente las anteriores a la toma de 
posesión,  cuando por ejemplo recogen “diputado en el Congreso” pero no detallan en 
qué legislatura. Ello impide a su vez fiscalizar que el cargo ha dimitido de actividades 
que puedan ser incompatibles.  
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Además, rara vez se indica si la actividad es retribuida o no y más rara aún es 
la recogida de la retribución percibida por dicha actividad (en el apartado “Ingresos 
con cargo al sector público”).  
Muchas de las veces no declaran si ostentan un cargo de responsabilidad en el 
Congreso de los Diputados, como por ejemplo Presidente, Vicepresidente, Secretario o 
Portavoz de una Mesa o una Comisión, lo que supone una importante carencia, ya que, 
como se verá más adelante en el análisis del medio digital Sueldos Públicos, los 
diputados cobran complementos mensuales por razón de dichos cargos. Los únicos que 
no perciben dicho complemento mensual son quienes han renunciado a su retribución 
como diputados (los miembros del Gobierno y secretarios de Estado, a excepción del 
Secretario de Estado Con las Cortes). Además, dicha información se recoge de modo 
genérico en el Registro de Intereses de la web oficial del Congreso (CONGRESO, 
2012), en su información de cabecera, pero no se reproduce por los declarantes. 
En general, el modelo de declaración de actividades del Congreso presenta 
grandes carencias, sobre todo si lo comparamos con el bastante más detallado modelo 
de los miembros del Gobierno. Los miembros del Congreso sólo declaran sus 
actividades públicas desglosadas en cargos públicos desempeñados y ejercicio de la 
función pública o de cualquier puesto al servicio de una Administración Pública, 
mientras los miembros del Gobierno deben detallar si son cargos que les corresponden 
con carácter institucional o por su propia condición, misiones temporales de 
representación ante estados o ante otras organizaciones internacionales, y otras 
múltiples especificaciones, con sus correspondientes fechas de nombramiento y 
retribución, comentadas ya en el epígrafe correspondiente.  
En cuanto a las actividades privadas, el Congreso sólo las divide en actividades 
por cuenta ajena o por cuenta propia, mientras que el Gobierno incluye además los 
cargos en empresas concesionarias o contratistas o con participación en el sector 
público, o el ejercicio de cargos que llevan anejas funciones de dirección, 
representación o asesoramiento de sociedades mercantiles y civiles, entre otras. 
Además, se explicitan todos los detalles de identificación de la entidad o empresa, 
igualmente expuestos en el epígrafe aludido.  
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También los ingresos o percepciones están delimitados de un modo más claro en 
el protocolo establecido para el Gobierno, como ya quedó expuesto. En cambio, el 
Congreso sólo delimita los “ingresos con cargo al sector público” y “otras actividades 
que proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos” sin explicitar si dichas 
actividades son de índole pública o privada.  
Por último, la declaración del Gobierno incluye un apartado destinado a las 
actividades ejercidas durante los dos años anteriores a la toma de posesión, donde se 
ha de mencionar la empresa, el cargo desempeñado, la fecha de inicio y la de fin de la 
actividad. En la del Congreso sólo las incluyen los diputados que unilateralmente lo 
deciden, resultando así declaraciones muy diversas en su grado de detalle y a 
discreción del propio declarante.  
En general, es mucho más sencillo, claro y detallista el modelo de declaración de 
actividades del Gobierno, por lo que sería muy deseable que dicho modelo se aplicase 
también al Congreso de los Diputados. Sin embargo, ambos modelos emplean formatos 
no manipulables ni editables como el pdf así como apartados escritos a mano por los 
diputados, lo que dificulta la lectura y comprensión de los mismos.  
De regreso al análisis y a fin de realizar un estudio pormenorizado de los datos, 
he elaborado una tabla que recoge las actividades declaradas y no declaradas, junto 
con las fuentes utilizadas, para una muestra de 21 diputados del total de los 350 del 
Congreso, lo que equivale a un 6% aproximadamente de la cámara (VER ANEXO VII 
TESIS). Para el caso del Grupo Parlamentario Popular, he escogido ocho de los 
diputados que ostentan, además, un cargo en el Gobierno, para poder realizar así una 
comparativa entre las actividades declaradas como miembros de Gobierno y las 
declaradas como diputados: Miguel Arias Cañete, José Luis Ayllón Manso, María 
Fátima Báñez García, Ana Mato Adrover, Cristobal Ricardo Montoro Romero, Alberto 
Ruiz Gallardón, María Soraya Sáenz de Santamaría y José Manuel Soria López. Del 
Grupo Socialista he tomado seis: Rosa Aguilar Rivero, Carme Chacón Piqueras, 
Manuel María Chaves González, Trinidad Jiménez García-Herrera, Alfredo Pérez 
Rubalcaba y Álex Sáez Jubero. Del Grupo Catalán (Convergència i Unió), dos: Josep 
Antoni Durán i Lleida y Martí Barberà i Monserrat. Del Grupo Mixto, dos: Uxue 
Barkos Berruezo y Joan Baldoví Roda. Del Grupo La Izquierda Plural, uno: Gaspar 
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Llamazares Trigo. Del grupo de Unión, Progreso y Democracia, uno: Antonio Cantó 
García. Por último, del Grupo Vasco (EAJ-PNV), uno: Pedro Azpiazu Uriarte. El 
criterio para elegir a los diputados de la oposición ha sido un sorteo aleatorio con 
estratificación proporcional por grupos. 
Mi objetivo es recopilar, como ya hice para los miembros del Gobierno, aquellas 
actividades declaradas por los diputados, así como sacar a la luz aquellas otras no 
declaradas y debidamente contrastadas (marcadas en rojo en la tabla del ANEXO VII). 
En el caso de aquellas actividades para las que no se incluye remuneración, he 
constatado en su declaración de rentas, publicada a su vez en la web del Congreso si la 
percibe o no. Pese a esto, el desfase entre la declaración de rentas (referida al ejercicio 
anterior, 2010) y la de actividades (del ejercicio actual, 2011) hace que no esté 
reflejada la renta de algunas actividades que se han comenzado a desempeñar en 
2011.   
Es preciso destacar que, debido a las carencias del propio modelo de declaración, 
que no exige fechas en apenas ninguna de las actividades desempeñadas, algunas de 
éstas pueden estar desactualizadas. Junto a esto, el hecho de que no actualicen sus 
declaraciones o lo hagan sólo parcialmente, hace que algunas de las que se registran 
como presentes, no se ejerzan en el momento de finalización de la tabla. 
La fecha de estudio y de última actualización de dicha tabla es de julio de 2013 
por tanto, todas las menciones y actualizaciones se referirán a dicha fecha.  
4.3.1. Las declaraciones más ejemplares 
 
Comenzando por aquellas declaraciones más completas, una de ellas es la del 
diputado del Grupo Parlamentario Popular Alberto Ruiz Gallardón (VER ANEXO VIII 
TESIS), que realiza hasta tres modificaciones a su declaración para especificar su 
renuncia a su sueldo como diputado para poder seguir siendo Alcalde de Madrid y su 
renuncia a las retribuciones correspondientes como diputado del Congreso tras ser 
nombrado Ministro de Justicia en diciembre de 2011 (una aclaración que no recoge 
ningún otro diputado de los estudiados, aunque también otros renuncian a sus 
retribuciones). Para aclarar este punto, incorpora una certificación del Secretario del 
Pleno del Ayuntamiento de Madrid sobre el acuerdo de 23 de julio de 2004 por el que 
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los miembros del Pleno no podrán recibir remuneración con cargo a los presupuestos 
de las administraciones públicas, etc. Por último, el diputado popular incluye todas las 
actividades que le corresponden con carácter institucional por sus cargos como Alcalde 
de Madrid primero y como Ministro de Justicia después; algo que, de nuevo, no hacen 
la mayoría de los declarantes. Su único, fallo es que no presenta su renuncia como 
Alcalde de Madrid ni a los cargos adscritos al ser nombrado Ministro, aunque dichas 
renuncias pueden darse por sobreentendidas.  
También es destacable la declaración de la diputada socialista Rosa Aguilar 
Rivero, que incluye con detalle casi todas las actividades públicas y privadas ejercidas 
desde 1980 hasta la presentación de la declaración en 2011 así como sus actividades 
privadas como abogada, asesora jurídica y docente. Además, actualiza su declaración 
de actividades en dos ocasiones para incluir su cese como Ministra de Medio Ambiente, 
Medio Rural y Marino. En el caso de Rosa Aguilar se produce una curiosa situación 
debida a la carencia formal en el formulario de declaración de la exigencia de detalle 
para las fechas de inicio y de cese de las actividades desempeñadas. Ello vuelve en su 
contra su buena actitud de declarar actividades que realizó hace ya más de veinte 
años. Así, al no indicar las fechas de dichas actividades privadas, parece caer en una 
posible incompatibilidad entre su puesto como ministra y las actividades de abogada y 
asesora jurídica, no permitida según la ley 5/2006 (art.10). Dichas actividades 
privadas se analizarán más adelante, en el epígrafe referido a las actividades privadas 
no declaradas. 
De esta situación se puede extraer la necesidad de mejorar un modelo que, no 
sólo sumerge al ciudadano en la duda y la confusión, sino que además, perjudica la 
transparencia exigida y hasta la imagen de los declarantes. 
La diputada socialista Trinidad Jiménez también recoge todos sus cargos 
públicos desde 2003 hasta 2011 y actualiza su declaración para incluir su cese como 
Ministra de Asuntos Exteriores y Cooperación. Además, da un paso más respecto de 
sus compañeros, incluyendo en su declaración de actividades el salario bruto percibido 
por su cargo como Ministra de Asuntos Exteriores y Cooperación (sólo están obligados 
a incluirlo en la declaración de bienes y rentas).  
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Otro buen ejemplo es el del diputado popular Miguel Arias Cañete, -tal vez 
aleccionado por el episodio narrado páginas atrás-, que realiza dos modificaciones a su 
declaración inicial para incluir aquellas actividades que pasa a desarrollar (por 
ejemplo, vocal de la Fundación FAES) así como todas aquellas que deja de ejercer 
(tertuliano en programas de televisión y radio) tras su toma de posesión como Ministro 
de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente. 
Aquí se aprecia cómo cada uno de los declarantes realiza la declaración a su 
libre albedrío, lo que provoca grandes diferencias entre las mismas.  
4.3.2. La incompatibilidad, la retribución y las actividades privadas 
no declaradas  
 
El diputado de Unión, Progreso y Democracia, Antonio Cantó García del Moral, 
figura en el Registro Mercantil Central como administrador único de la sociedad 
Sarete SL desde el 2 de agosto de 2012 y no se recoge baja a fecha de julio de 2013 
(SARETE SL, 2013), una actividad que no recoge en su declaración de actividades en 
el Congreso pero cuyas acciones sí incluye, sorprendentemente, en la descripción de 
bienes y derechos de la declaración de bienes y rentas del Congreso. 
El conocido como Toni Cantó suspende además a la hora de actualizar su 
declaración ante modificaciones en sus actividades: no actualiza su declaración para 
indicar su baja como administrador único de la sociedad Mariatonianos SL, en agosto 
de 2012. 
Ambas actividades son compatibles ya que la LOREG considera así: “La 
producción y creación literaria, científica, artística o técnica, así como las publicaciones 
derivadas de ellas, siempre que no se incurra en ninguno de los supuestos del artículo 
157.2 o de los apartados 1 y 2 del presente artículo” (art.159.3 b).  
También, Joan Baldoví Roda es a la vez diputado por Valencia en el Congreso y 
concejal de Sueca, en Valencia, algo que es compatible según la LOREG (art 155.3), 
que sólo impide acumular el acta de una Asamblea de Comunidad Autónoma con la de 
diputado al Congreso. Además, al no percibir retribución por su puesto como concejal y 
sólo como diputado, sería perfectamente compatible según la LOREG (art.158.1). Cabe 
preguntarse, sin embargo, si a nivel de desempeño objetivo de su labor, es productivo 
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que sea al mismo tiempo diputado y concejal. Entre sus ausencias, olvida declarar que 
era alcalde de Sueca hasta 2011, antes de ser elegido diputado, según él mismo 
confirma (Baldoví, 2013).  
La diputada socialista Rosa Aguilar Rivero aparece en el Registro Mercantil 
como consejera y presidenta entre 2000 y 2009 de una empresa pública de servicios de 
higiene de Córdoba (Sadeco SA, 2013: 1-26), una actividad que no incluye en su larga 
lista de actividades declaradas ante el Congreso de los Diputados. Esta actividad es 
confirmada por la propia Aguilar (AGUILAR, 2013) en una llamada telefónica por la 
que aclara que dicha actividad fue desarrollada primero en su condición de concejala y 
teniente de alcalde, entre 1988 y 1991. Posteriormente, volvió a presidir la empresa 
tras convertirse en Alcaldesa de Córdoba en 1999, siguiendo la costumbre de todos los 
alcaldes de Córdoba de presidir una empresa pública y delegar la presidencia del resto 
de las empresas municipales en los miembros de su corporación. Asegura que estas 
actividades estaban adscritas a su cargo y, por tanto, no eran remuneradas, salvo las 
dietas correspondientes. En cualquier caso, dicha omisión no es grave puesto que el 
modelo no solicita incluir las actividades adscritas al cargo. 
Además, se aprecian otros casos interesantes de posible incompatibilidad según 
la información obtenida del Registro Mercantil pero, al quedar fuera de los dos años 
anteriores a la toma de posesión, no se recogen en el cuerpo de la tesis ni se 
mencionarán en la tabla del ANEXO VIII.  
Con toda la información debidamente contrastada acerca de las actividades 
públicas y privadas no declaradas por los altos cargos en el periodo de los dos años 
anteriores a la fecha de toma de posesión (2009) y hasta julio de 2013 y  recogida en la 
tabla del ANEXO VIII de la TESIS, he elaborado el siguiente cuadro de cruce de datos:  
Al igual que ocurría para los miembros del Gobierno y secretarios de Estado, 
sólo se incluyen aquellas actividades no declaradas y contrastadas por otras vías, no 
las que presentan errores en la declaración, ya sean éstos de cargos o de fechas. La 
información se presenta con fecha de última actualización de julio de 2013.  
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Cuadro 19. Cruce de datos de declaración por sexo  
% Verticales 
POBLACIÓN SEXO  
  Masculino Femenino 
Actividades públicas no declaradas 100% 100% 100% 
Más de dos actividades públicas no declaradas 90% 93% 86% 
Actividades privadas no declaradas 71% 79% 57% 
Más de dos actividades privadas no declaradas 10% 7% 14% 
Actualiza su declaración* 43% 29% 71% 
TOTAL 100% 100% 100% 
N=21    
*A última fecha de consulta: julio de 2013 
    
Este cuadro, debido a su estructura, presenta una lectura en vertical y una comparativa en horizontal. Así, se puede 
concluir que el 100% de los diputados estudiados realizan o han realizado actividades públicas que no declaran y un 71% 
realizan o han realizado actividades privadas que no declaran. El 29% restante al que no se le han encontrado actividades 
privadas sin declarar en el periodo de los dos años anteriores a la fecha de toma de posesión y hasta julio de 2013, está 
compuesto por Soraya Sáenz de Santamaría, Carmen Chacón Piqueras, Álex Sáez Jubero (aunque en su caso cabe destacar que 
no ha actualizado su declaración para incluir el cambio de nombre de su empresa  por el de Álex Sáez Advocat), Uxue Barkos 
Berruezo, Joan Baldoví Roda y Pedro Azpiazu Uriarte (aunque sí se han encontrado actividades no declaradas en los dos años 
anteriores a la toma de posesión).   
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En general, la mayoría de las actividades públicas no declaradas (además de los 
cargos adscritos a su puesto, para los diputados analizados que son a la vez miembros 
del Gobierno) corresponden a cargos de responsabilidad en el Congreso de los 
Diputados, como por ejemplo Presidente, Vicepresidente, Secretario o Portavoz de una 
Mesa o una Comisión. Muchos de estos puestos son de carácter remunerado por lo que 
su ocultación reviste mayor gravedad, más teniendo en cuenta que el modelo de 
declaración de actividades recoge un apartado para los “ingresos con cargo al sector 
público”, por lo que bien podrían incluir en ese apartado sus remuneraciones por 
cargos de responsabilidad en el Congreso. 
En cuanto a las actividades privadas no declaradas, muchas corresponden a 
cargos dentro de partidos políticos u organizaciones privadas por las que se desconoce 
la percepción de remuneración o se perciben dietas. Las más graves serían las 
referidas a empresas privadas localizadas en el Registro Mercantil Central y sujetas a 
remuneración, como la pertenencia de Tony Cantó a Sarete SL, por la que sí se percibe 
ingresos según su declaración de bienes y rentas. 
Por sexo, el 100% de los hombres y de las mujeres realizan actividades públicas 
que no declaran. Además, tanto el 93% de los hombres y el 86% de las mujeres tiene 
más de dos actividades no declaradas. Junto a esto, el 79% de los hombres realiza 
actividades privadas no declaradas frente al 57% de las mujeres con actividades 
privadas no declaradas. Además, el 7% de los hombres tienen más de dos actividades 
privadas no declaradas frente al 14% de las mujeres con más de dos actividades 
privadas no declaradas.  
En cuanto al porcentaje de diputados que actualizan su declaración, sólo el 43% 
de los casos estudiados lo hace. Dentro de esto, el 29% de los hombres actualizan su 
declaración frente al 71% de las mujeres que lo hacen. 
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4.4. Acceso a las declaraciones de patrimonio de los 
miembros del Congreso. Peripecia práctica y resultados. 
Una larga espera 
 
En 2010, con un escenario en el que el Poder Legislativo central seguía sin 
regular una ley de transparencia que modificase la LOREG y permitiese la publicación 
del patrimonio de diputados y senadores, mi pretensión era obtener la declaración de 
bienes de los diputados de la Cámara. Para conseguir esto, me basé en diferentes 
puntos. 
En primer lugar, en el citado artículo 18 del Reglamento del Congreso de los 
Diputados (véase el capítulo anterior) y  el artículo 98.1, que determina la adopción de 
medidas por la Mesa de la cámara para “facilitar a los medios de comunicación social 
la información sobre las actividades de los distintos órganos del Congreso de los 
Diputados” (IBID: art. 98.1). 
En último lugar, la Sentencia del Tribunal Constitucional del 26 de noviembre 
de 1984 que recoge que las declaraciones de la renta y el patrimonio no tienen 
relevancia para la intimidad personal y familiar del Contribuyente. (TC, 1984) 
En ella, el recurrente Fernando Garrido Falla presentó una demanda ante la 
sentencia que autorizaba las investigaciones de sus operaciones activas y pasivas. Se 
amparó en el artículo 18.1 de la Constitución, considerando el acceso a sus cuentas 
como una vulneración de su derecho a la intimidad personal y familiar. El recurrente 
también se acogía a la invalidez de la publicidad de las cuentas públicas como medida 
de transparencia, negando que “… la  inspección de las cuentas corrientes sea uno de 
los medios más eficaces para la determinación, a efectos tributarios, de la situación 
económica de los contribuyentes”.  (IBID: Art. I 1 C). 
Pese a sus argumentos, el Tribunal Supremo decidió denegar el recurso de 
amparo, por considerar que “la petición de la Inspección Fiscal de que el contribuyente 
facilite las certificaciones de los movimientos de sus cuentas no supone en sí la 
vulneración del derecho a la intimidad reconocido en el art. 18.1 de la Constitución ni 
de ningún otro derecho fundamental o libertad pública”. (TC 110/1984 Artículo II 1.2). 
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Justificó la necesidad de la inspección fiscal para comprobar la conducta fiscal del 
contribuyente y constatar la veracidad de sus declaraciones a la Hacienda Pública. 
Teniendo en cuenta dichos argumentos, los empleé como prueba en mi solicitud 
ante el Congreso de los Diputados.  
En mayo de 2010, después de ponerme en contacto con el Gabinete de prensa del 
Congreso de los Diputados, la Asesoría jurídica y la Dirección de Asistencia Técnica, 
decidí hacer una petición al Registro del Congreso de los Diputados ( Floridablanca, s. 
n.). 
Recibí respuesta el 25 de mayo de 2010, donde se indicaba que el único acceso 
permitido era a las declaraciones de actividades de los diputados, consultables 
directamente en la página web de la Cámara. Respecto a las declaraciones 
patrimoniales, una sola línea me responde que tal régimen no se aplica a las 
declaraciones de bienes, dado su carácter no público.  
Esta respuesta, escueta y poco reveladora, no cumpliría el requisito de la 
Coalición Pro acceso, que exige que se incorpore la necesidad de motivar y justificar las 
denegaciones de acceso en defensa de la seguridad nacional o prevención e 
investigación de delitos. Sugieren también que el ciudadano deberá tener derecho a 
recurrir dichas denegaciones. En mi caso, no recurrí, ya que desde el propio Gabinete 
de prensa del Congreso me avisaron de la imposibilidad de obtener estas declaraciones 
patrimoniales.  
Este primer intento resultó, por tanto, en una decepcionante respuesta. Por 
aquel entonces, la única expectativa de publicidad dependía del desarrollo de la 
Subcomisión sobre posibles modificaciones de la Ley del Régimen Electoral General 
(LOREG 5/1985) que estudiaba la inclusión de la publicidad del patrimonio del Poder 
Legislativo.  
4.4.1. Un sorprendente avance. Declaraciones de bienes y rentas 
 
El citado giro legislativo producido en 2011 (véase el capítulo anterior) 
desencadena en la publicación en septiembre de las declaraciones patrimoniales y de 
rentas de los diputados. Este análisis se centrará en las declaraciones de bienes 
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patrimoniales y rentas por los diputados del nuevo Gobierno, surgido en noviembre de 
2011. 
Dichas declaraciones de los diputados resultan ser mucho más amplias que las 
presentadas por los miembros del Gobierno y secretarios de Estado, según se puede 
comprobar en el Acuerdo de las Mesas del Congreso (2011: 3) y se detalla en el 
anterior capítulo. Sin embargo, son más exiguas que las establecidas en varias 
comunidades autónomas, recogidas más adelante. 
Pasando al análisis concreto de las declaraciones de los diputados recogidas en 
la web del Congreso, éstas presentan algunas carencias. En primer lugar, en lo 
referido a la declaración de las rentas percibidas por el parlamentario, hay que 
constatar que algunas no vienen atribuidas a ningún concepto, como es el caso de la de 
la diputada popular Ana Mato Adrover, que deja en blanco el concepto para poner 
únicamente los euros. Más grave aún es que algunos de los declarantes dejan 
completamente en blanco la declaración de rentas. Es el caso de José Manuel Soria 
López que, fiel a su trayectoria de dejar declaraciones en blanco (como veíamos en la 
del Gobierno), no recoge ninguna renta, cuando se presume que debería percibir 
alguna remuneración por su actividad como Miembro del Cuerpo Superior de Técnicos 
comerciales y Economistas del Estado en situación de servicios especiales, recogida en 
la declaración de actividades del Congreso. 
El otro punto negativo es que dichas rentas se refieren al ejercicio económico 
anterior a la fecha de declaración, por lo que no son “las rentas percibidas por los 
parlamentarios durante su mandato”, tal y como pretendía hacer ver la ley de 
modificación de la LOREG (LO de Modificación, 2011: Exposición de motivos). Bien al 
contrario, se limita a presentarse las rentas anteriores a su condición como diputado 
por lo que, al no presentarse actualización, no se pueden constatar las variaciones 
experimentadas en dichas retribuciones ni tampoco las correspondientes como 
diputado. En este sentido, tras una consulta al gabinete de prensa del Congreso, dicha 
oficina no tiene muy claro a qué periodo corresponden estas rentas, y sólo me aseguran 
que la información de la que disponen “es la publicada en la página web” 
(RODRÍGUEZ, 2013: web) 
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Para justificar dicha ausencia, el modelo de declaración recoge a pie de página 
que se excluyen las percepciones recibidas del Congreso o del Senado, por encontrarse 
ya publicadas en la web de las Cámaras. Efectivamente, si se acude al apartado de 
“Diputados” luego “Régimen económico y protección social” y “Régimen económico del 
diputado” (Congreso de los Diputados, 2011b: web), se puede acceder al régimen 
económico del diputado, dividido éste en retribuciones, indemnizaciones y ayudas y 
subvenciones a grupos parlamentarios. Sin embargo, sería deseable una presentación 
individualizada y real de las nóminas mensuales o las retribuciones anuales percibidas 
como parlamentario, al estilo de la expuesta en la web del Parlamento de Navarra, 
donde se recogen anualmente y con carácter posterior las retribuciones abonadas al 
parlamentario, divididas en retribuciones fijas, cesantías, retribuciones por asistencia 
y el kilometraje de desplazamiento abonado (Parlamento de Navarra, 2013: web).  Así, 
se podrían comprobar las retribuciones reales abonadas y no un régimen económico 
genérico a calcular, como ocurre para el Congreso de los Diputados.  
En este sentido, la Cámara Baja adquirió el compromiso en abril de 2013 de 
publicar en la web las nóminas de los diputados que lo solicitaran expresamente ya 
que, según el presidente del Congreso, Jesús Posada, no puede darse publicidad a los 
datos de los parlamentarios en bloque si no existe una ley específica. El grupo 
parlamentario de Unión, Progreso y Democracia solicitó expresamente y consiguió la 
habilitación de un espacio en la web para la publicación de sus nóminas (SUELDOS 
PÚBLICOS, 2013: web). Así, los diputados de UPyD eran los únicos que, a junio de 
2013, publicaban su nómina en la web por medio de la pestaña “Conozca su nómina en 
la web de UPyD” (UPyD, 2013) incluida en el Registro de Intereses del Congreso de los 
Diputados. Otros diputados como Gaspar Llamazares o Rosa Aguilar también 
manifestaron por medio de una comunicación personal su deseo de publicar su 
nómina, sin embargo, cuando solicité su nómina al señor Gaspar Llamazares (2013) 
me remitió un correo electrónico con un resumen a mano, en lugar de enviarme un 
documento, bien del Departamento de Gestión Presupuestaria del Congreso de los 
Diputados o bien de la Agencia Tributaria. 
Precisamente, el periódico digital especializado “Sueldos Públicos” realiza 
detallados cálculos de los sueldos de los miembros del Gobierno y parlamentarios de 
los poderes Ejecutivo y Legislativo central y de las comunidades autónomas. En junio 
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de 2012 dicho medio (SUELDOS PÚBLICOS, 2012: web) realizó el cálculo de las 
nóminas de todos los diputados del Congreso a partir del régimen económico de los 
diputados publicado en la web y citado anteriormente. Calculan así que el sueldo base 
de todo diputado sin cargo alguno y con circunscripción distinta a Madrid es una 
asignación constitucional de 39.394,18 € brutos al año más 21.886,32 € netos al año de 
indemnización, lo que genera un total de 61.280,5 € brutos anuales. Esto se desglosa 
en: 
- (2.813,87 € asignación brutos/mes X 14 pagas) + (1.823,86 € indemnización 
netos/mes por circunscripción distinta a Madrid X 12)= 61.280,5 € brutos/año  
En el caso de algunos parlamentarios a esta cantidad hay que sumar los 
complementos, gastos de representación y gastos de libre de disposición como 
miembros de una Mesa; los gastos de representación y gastos de libre disposición como 
portavoces y portavoces adjuntos de un grupo parlamentario o los gastos de 
representación como miembros de una Comisión. En esa situación está por ejemplo el 
Presidente del Congreso de los Diputados, Jesús Posada, cuyo sueldo base anual bruto 
totaliza 188.974,92 €, desglosado en: 
- (2.813,87 € brutos/mes asignación x 14 pagas) + (3.064,57 € brutos/mes como 
complemento de presidente Mesa x 14 pagas) + (3.327,89 € brutos/mes como 
gastos representación de Presidente de Mesa x 14 pagas) + (2.728,57 € 
brutos/mes como gastos de libre disposición de Presidente de Mesa x 14 
pagas) + (1.823,86 € indemnización netos/mes x 12)= 188.974,92 € brutos/año  
Jesús Posada es, además, Presidente de la Junta de Portavoces y presidente de 
varias comisiones, cargos que recibirían un complemento retributivo, según el régimen 
económico de los diputados (Congreso de los Diputados, 2012). Sin embargo, no los 
cobra.  
Según confirman desde el Grupo Parlamentario de UPyD (Pérez Alamillo, 2013: 
web), dichos complementos no se acumulan, por lo que un diputado sólo puede recibir 
un complemento aunque pertenezca a varias Mesas o Comisiones, como se comprueba 
en el caso de la diputada de UPyD, Rosa María Díez, quien siendo portavoz de hasta 
cinco comisiones, sólo percibe complemento por una de ellas. Sí que percibe, en cambio, 
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complemento como Portavoz Titular del Grupo Parlamentario UPyD en la Junta de 
Portavoces) (UPyD, 2013). Su sueldo base anual bruto, 101.836,62, se desglosa en: 
- (2.813,87 € brutos/mes de asignación constitucional como diputada x 14 
pagas) + (1.741,19 € brutos/mes como gastos de representación como Portavoz de 
UPyD x 14 pagas) + (926,31 € brutos/mes como de libre disposición como Portavoz X 14 
pagas) + (1.046,48 € brutos/mes como Portavoz de Comisión x 14 pagas)+ (870,56 € 
indemnización netos/mes x 12) 
Además, como se aprecia, la asignación y los complementos se reparten en 14 
pagas, mientras que las indemnizaciones se reparten en 12 pagas, por lo que para 
realizar el cálculo hay que multiplicar por 14 y por 12, respectivamente. 
Continuando con el análisis de las declaraciones de rentas,  resalta como dato 
positivo que varios diputados presentan modificaciones de sus declaraciones 
destinadas a corregir errores, por ejemplo, cantidades presentadas en bruto en vez de 
en neto o alguna cantidad pagada por IRPF mal computada. 
En segundo lugar, en cuanto a la declaración de bienes patrimoniales, ésta no 
incluye la obligación de declarar el valor catastral de los bienes inmuebles, algo que sí 
se recoge en la declaración de los parlamentarios autonómicos de Murcia, por ejemplo 
(que curiosamente dice imitar el modelo nacional) o por los miembros del Gobierno de 
Navarra, que además incluyen el valor de adquisición. Además, el modelo del 
Congreso también olvida incluir el valor en euros (ya sea el de compra o el actual) en el 
apartado referido a vehículos y embarcaciones, donde sólo se recoge la fecha de 
adquisición y la descripción. Tampoco incluye aquí las aeronaves, que sí se incluyen en 
la declaración de los diputados murcianos y los miembros del gobierno de Navarra, 
entre otros.   
Sería muy interesante a su vez, tal y como hacen los diputados castellano-
manchegos o los miembros del gobierno extremeño, especificar qué patrimonio 
inmobiliario y bienes y derechos han sido adquiridos con anterioridad a la toma de 
posesión y cuáles ha sido adquiridos con posterioridad. 
Sería importante también homologar los ejercicios de fecha de declaración 
puesto que, como se comentaba más arriba, la declaración de actividades se refiere a la 
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situación del momento de declaración (diciembre de 2011) mientras que la de rentas se 
refiere al ejercicio económico anterior a la fecha de declaración (2010). Esto hace que 
aquellas actividades con rentas percibidas en el ejercicio de 2010 y que no se ejerzan 
en 2011, no se incluyen en la declaración de actividades, y viceversa, para aquellas que 
comiencen a ejercerse en el año 2011, no se incluye su percepción en la de rentas. Esto 
genera algunas confusiones como sucede con el diputado catalán Martí Barberá y 
Monserrat, que indica en su declaración de actividades que “no percibe ningún tipo de 
remuneración salvo dietas” por su cargo de concejal del Ayuntamiento de Valls, 
mientras en su declaración de rentas recoge 40.033,29 euros de percepción por dicho 
puesto.  Intuyo benévolamente que el señor Barberá cobraba dicha percepción en el 
ejercicio de 2010, pero que, a su toma de posesión como diputado en diciembre de 2011, 
deja de percibirla.  
Al margen de estas cuestiones, es importante resaltar el gran detalle de la 
declaración de bienes y rentas del Congreso, más completa que algunas de las pioneras 
en las comunidades autónomas. Además, comparada con la referida a los miembros del 
Gobierno y secretarios de Estado (que sólo presentan un activo, desglosado en bienes 
inmuebles y otros bienes, y un pasivo genérico), es infinitamente más completa, lo cual 
es sorprendente, ya que el Congreso tiene una mayor tradición de reserva en la 
publicación de los datos patrimoniales, y, de hecho, tardaron dos años más en hacerse 
públicos que los referidos al Gobierno. La pregunta que cabe hacerse es por qué se 
aplican con tan distinto criterio las políticas de transparencia en función del poder 
público a estudiar.  
Como conclusión a este epígrafe, destacar que la detección de bastantes datos 
erróneos, incompletos o inexactos especialmente en las declaraciones de actividades de 
los miembros del Gobierno, altos cargos y diputados (según se recoge en los cuadros 
anexos II y VI) se debe en parte a que los organismos ante los que se presentan dichas 
declaraciones son integrantes del mismo Gobierno y Congreso respectivamente.  
En el caso del Gobierno, el organismo encargado de fiscalizar dichas 
declaraciones es el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, integrado a 
su vez en el Gobierno, lo que le convierte en juez y parte. En el Congreso, el documento 
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de declaración es directamente elaborado por la “Comisión competente”, que refunde 
los datos relevantes sobre las actividades declaradas por los Parlamentarios. 
Esta aparente inexistencia de un organismo externo que fiscalice la exactitud y 
completitud de la información aportada pone aún más de manifiesto la importancia de 
un periodismo de precisión y de datos para identificar y denunciar esas deficiencias. 
4.4.2. Reacciones en prensa 
 
Por lo que se refiere a la cobertura dada por los medios periodísticos a la 
presentación de las declaraciones, ésta ha resultado hasta la fecha meramente 
superficial.  
Titulares del estilo de “Rajoy y cinco de sus ministros tienen un patrimonio 
superior al millón de euros” (Europa Press, 2012b: web), “La crisis no afecta al 
patrimonio de Rajoy y su Gobierno” (EFE, 2012: web) o “Los más ricos del Gobierno” 
(LIBREMERCADO, 2012: web) y visualizaciones como la que presenta Radio 
Televisión Española (RTVE, 2012: web) dan paso a artículos con meras comparativas 
entre los diferentes activos y pasivos de los miembros del Gobierno, como la del 
“ministro más pobre” y “el más rico” o “el secretario más endeudado”, sin entrar a 
realizar análisis univariables como la medida de la media y la mediana, o bivariables, 
como los cruces de variables sexo y cargo con patrimonio y deudas, como los 
anteriormente recogidos. Ilustra muy bien esta poca profundidad el artículo recogido 
por el diario LibreMercado (2012: web): “los más ricos del Gobierno”, en el que el medio 
se limita a presentar un ranking fotográfico con los diez declarantes con mayor 
patrimonio, (Pedro Argüelles Salaverrría, Monserrat Gomendio Kindelan, Miguel 
Arias Cañete, Mariano Rajoy Brey, José Manuel Soria López, Íñigo Méndez de Vigo y 
Montojo, Luis de Guindos Jurado, Fernando Jiménez Latorre, Pedro Morenés Eulate y 
Fátima Báñez García). Según lo explicado con anterioridad, aunque esto es correcto a 
nivel de estudio patrimonial, obvia totalmente el posible cruce de datos entre el 
patrimonio y las deudas de cada uno de estos cargos presentado ofreciendo, así, una 
información pobre, incompleta y de rápida elaboración.  
Lo mismo sucede con el artículo “Rajoy y cinco de sus ministros tienen un 
patrimonio superior al millón de euros” (Europa Press, 2012b: web), que se limita  a 
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mencionar los ministros y altos cargos con mayor patrimonio, como Mariano Rajoy y 
Miguel Arias Cañete y aquéllos con menor patrimonio, como Ana Pastor, destacando 
las cantidades divididas en bienes inmuebles y otros bienes de un modo exacto a como 
son presentadas en el BOE, pero sin ningún tratamiento de los datos. 
Este artículo destaca, eso sí entre “los más ricos” al Secretario de Estado de 
Defensa, Pedro Argüelles, y a la Secretaria de Estado de Educación y Universidades, 
Monserrat Gomendio. También señala entre “los más pobres” a la Secretaria de Estado 
de Presupuestos, Marta Fernández Currás. Recoge por último los patrimonios de los 
cargos más importantes del gobierno saliente del PSOE, como José Luis Rodríguez 
Zapatero y Alfredo Pérez Rubalcaba, así como los mayores patrimonios, como el de 
Miguel Sebastián Gascón. Sin embargo, olvida casos tan llamativos como el de la 
Ministra de Ciencia e Innovación, Cristina Garmendia Mendizabal, con 4.703.898,95 
euros de patrimonio (y cita otros mucho menos relevantes como el de Elena Salgado, 
con 998.934,00 euros de patrimonio). Así, parece que este artículo se haya realizado 
apresuradamente y sin un cruce de datos tan elemental como la relación entre el 
activo con el pasivo de los mencionados. 
En el caso del artículo de Público: “La crisis no afecta al patrimonio de Rajoy y 
su Gobierno” (Público, 2012: web), se limita a destacar uno a uno los casos más 
llamativos, enumerando las cantidades literales de patrimonio y deudas recogidas en 
el BOE y sin ninguna elaboración. Así, destaca a Arias Cañete y el Presidente del 
Gobierno como “los más ricos", y a Ana Mato, Ana Pastor y la Vicepresidenta del 
Gobierno, las de menor patrimonio declarado. Destaca por supuesto al Secretario de 
Estado de Defensa Pedro Argüelles y sus 18,1 millones de euros declarados. 
Casi un calco del anterior es el artículo de El Mundo (2012: web): “Dos 
secretarios de Estado, los más ricos del Gobierno” con la única modificación de los dos 
párrafos iniciales y finales para incluir los casos de los miembros del gobierno 
socialista saliente. La similitud con el texto de Público se explica porque el artículo de 
El Mundo es un refrito de la nota de prensa de la Agencia Efe enviada a los medios 
mezclada (en sus párrafos finales, para tomar la información referida a los miembros 
del gobierno socialista) con la información de Europa Press anteriormente citada. 
 - 464 - 
 
Radio Televisión Española opta por presentar un titular sin entrar a valorar los 
datos: “el patrimonio de nuestros dirigentes, uno a uno” (RTVE, 2012: web) bajo el que 
recoge una visualización y un pequeño texto de tres líneas en el que, una vez más, sólo 
destaca a Mariano Rajoy y a Arias Cañete, además de Pedro Argüelles y la ex ministra 
Garmendia. En positivo resalta que la visualización permite filtrar los datos por cargo 
(presidente, ministro y secretario) y por gobierno (PP o PSOE), así como elaborar un 
top 10, que de nuevo se centra únicamente en los que tienes más patrimonio, obviando 
las deudas. 
En general, ningún medio de los encontrados ha entrado a realizar análisis 
univariables como el cálculo de la media y la mediana, o bivariables, como los cruces 
de variables sexo y cargo con patrimonio y deudas, o la división entre los activos reales 
y el pasivo exigible (el coeficiente de garantía). 
El que más se ha acercado a un análisis en profundidad es El País (GUEDE y 
DE BLAS, 2012: web) que bajo un titular muy similar a los anteriores: “Dos 
secretarios de Estado declaran 18 y 14,5 millones de euros de patrimonio” realiza un 
análisis de los patrimonios más altos y bajos de los miembros de ambos gobiernos. De 
nuevo recoge un ranking de “los diez más ricos” en el que ordena a los miembros del 
Gobierno y secretarios de Estado de ambos gobiernos según tengan mayor o menor 
patrimonio.  
Sin embargo, y a diferencia del resto de medios, se adentra en la investigación 
del perfil de los dos secretarios de Estado que destacan por su elevado patrimonio; 
Pedro Argüelles y Monserrat Gomendio. De Argüelles destaca su puesto como 
vicepresidente de Boeing y AENA (Aeropuertos Nacionales y Navegación Aérea) así 
como su procedencia de una familia de banqueros, propietarios del Banco Alcalá. 
Por su parte, de Gomendio Kindelan destaca que era investigadora del Consejo 
Superior de Investigaciones Científicas antes de su nombramiento como secretaria de 
Estado, directora del Museo Nacional de Ciencias Naturales y ocupó la vicepresidencia 
de Organización y Relaciones Institucionales del CSIC.  
Junto a esto, El País es el único medio que hace una crítica al contenido de las 
declaraciones patrimoniales y asegura que “más allá de esos datos, no se alude a la 
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procedencia del dinero o bienes, como tampoco las actividades que desempeñaron los 
dirigentes en el sector privado antes de incorporarse al cargo público, si es que lo 
hicieron” (IBID, 2012: web). 
En el caso de las declaraciones de los diputados, éstas sí han generado mayores 
reacciones en la prensa española, basadas en parte a la puesta en público digital de las 
mismas, lo cual despierta el interés de los periodistas y facilita su labor de análisis. 
Es el caso del diario digital LaInformación que, partiendo de la recopilación de 
las declaraciones expuestas en formato pdf en la web del Congreso, creó una base de 
datos a la que dio forma por medio de una visualización interactiva en su página web 
(LaInformación, 2012: web). En ella, presentaba los datos clasificados por salarios, 
préstamos, IRPF, acciones, depósitos, dividendos, intereses, otras rentas y otros 
bienes,  visualizando cada cargo por medio de burbujas de colores según su partido y 
de diferente tamaño según las cantidades. 
Junto a esto, la citada iniciativa popular “adopta a un diputado” (2012: web) 
constituye una interesantísima reacción popular promovida por la plataforma Pro 
Bono Público para la transcripción de las declaraciones de bienes de los diputados 
partiendo de los datos en pdf no procesables puestos a disposición pública en la web 
del Congreso. 
4.5. Acceso a las declaraciones de actividades y patrimonio 
de las Comunidades Autónomas. Las pioneras en 
transparencia 
 
En el caso de las autonomías no se recopilan los datos de cada una para realizar 
los correspondientes cómputos y comparaciones, como sí se hizo para el Gobierno y 
Congreso, pues ello resultaría inabarcable para los muchos objetivos que ya cubre esta 
tesis. En su lugar, se aporta un trabajo preliminar de gran utilidad consistente en 
revisar la situación de acceso en la práctica a tal tipo de datos en cada comunidad que 
sirve para dejar de manifiesto cuál es transparencia real existente y delimitar las 
principales dificultades de su estudio.  
Esos mismos procedimientos serían de aplicación, bajo la perspectiva del 
periodismo de precisión, para la realización en otros trabajos futuros del análisis de 
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cuantificación y ejercicio directo de periodismo de precisión correspondiente a los datos 
completos obtenibles en cada comunidad autónoma. 
Por lo general, tal y como se recogía en la tabla final del capítulo tercero, las 
comunidades autónomas españolas han demostrado ser mucho más avanzadas que sus 
homólogos a nivel estatal en la regulación y presentación de las declaraciones de 
bienes y actividades de sus miembros del Gobierno, altos cargos y diputados. 
Como prueba de ello, comentaré que, en 2009, a fecha de la primera regulación 
que da publicidad real a las declaraciones de patrimonio de los miembros del Gobierno 
y secretarios de Estado (Real Decreto, 2009), cuatro comunidades autónomas ya 
hacían públicos dichos datos: Castilla La Mancha, Extremadura, Andalucía y la 
Comunidad Valenciana, y algunas otras ya daban un acceso parcial a los mismos. 
A continuación analizo la situación del acceso a datos de bienes y actividades en 
las diferentes comunidades autónomas desde los primeros pasos hasta 2013. 
Para ello, al igual que hacía en el anterior capítulo, en primer lugar he realizado 
el análisis del Poder Ejecutivo y Legislativo para aquellas comunidades con más 
tradición de transparencia, dejando en un segundo lugar a las que presentan una 
menor transparencia, para las que he escogido uno de los dos poderes: Ejecutivo o 
Legislativo. 
4.5.1. Castilla la Mancha. Gobierno. Información pionera pero no 
digital 
 
El acceso a las declaraciones de actividades, bienes y rentas de los gestores 
públicos de Castilla La Mancha puede realizarse por medio de la web del Diario Oficial 
de Castilla La Mancha. Una vez allí, debe realizarse una búsqueda manual para 
acceder a las declaraciones de los diferentes años.  
Tomando como referencia las declaraciones presentadas a 31 de diciembre de 
2012 correspondientes a ese ejercicio (Acuerdo Consejo de Gobierno Castilla La 
Mancha, 2012) éstas son explícitas, de acuerdo a lo recogido en la legislación 11/2003 
(véase el anterior capítulo).  
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Así, en correspondencia con lo establecido en la ley, incluye el patrimonio 
inmobiliario de naturaleza rústica y urbana, las deudas, los depósitos bancarios, 
acciones, fondos de inversión, pólizas de seguros u otros con naturaleza análoga, así 
como otros bienes y vehículos. Se incluye el valor en euros para todos estos apartados a 
excepción del de patrimonio inmobiliario.  
Por su parte, la declaración de actividades recoge, (aunque no lo indica) aquéllas 
desempeñadas en los cinco años anteriores a la toma de posesión, sin embargo, la 
presentación es escueta y no divide en actividades públicas o privadas ni incluye la 
retribución percibida. La declaración de rentas también se corresponde con lo 
establecido en la ley y permite incluir las retribuciones percibidas por las actividades, 
pese a que la legislación hacía intuir lo contrario. 
Como contrapunto, cabe indicar la escasa legibilidad de las mismas, pues la 
mayoría de ellas han sido rellenadas manualmente y se leen con dificultad. Además, el 
pdf del Diario Oficial es de baja calidad y no permite realizar búsquedas. 
Junto a esto, sería muy deseable que las declaraciones se dispusieran 
directamente en la web del gobierno de Castilla La Mancha por medio de alguna 
opción de fácil acceso (por ejemplo, en su apartado “Transparencia y buen gobierno”) y 
no únicamente por medio de búsqueda manual a través de la página digital de su 
diario oficial.  
4.5.2. Castilla la Mancha. Parlamento. Información pionera y 
explícita. 
 
El Diario Oficial de Castilla la Mancha publica, entre marzo y octubre de 2012, 
las declaraciones de actividades, bienes y rentas del ejercicio de 2011 de los diputados 
de las Cortes, de acuerdo con lo establecido por el Reglamento de las Cortes 
(Reglamento Castilla la Mancha, 1997: art.21.7). 
Tomando la publicación de marzo de 2012 (Acuerdo de la Mesa de las Cortes 
Castilla la Mancha, 2012), ésta corresponde a la toma de posesión y cese de varios 
diputados de la VIII legislatura en el mes de diciembre de 2011. Comprobamos, así, 
una incoherencia, ya que el Reglamento de las Cortes recoge la obligación de 
cumplimentar la declaración en el mes siguiente a la toma de posesión o cese por el 
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diputado y su publicación en el Diario Oficial en los diez días siguientes a dicha 
declaración (Reglamento, 1997: art.21. 2 y 21.7). En la mayoría de los casos la 
declaración se ha producido en diciembre de 2011, pero la publicación en el Diario se 
ha demorado más de los diez días fijados. Es el caso de Carolina Agudo Alonso, quien, 
tras ser nombrada diputada regional el 15 de diciembre, realiza declaración, de 
acuerdo con el plazo de un mes establecido por el Reglamento, a 28 de diciembre. Sin 
embargo, dichas declaraciones no se publicaron en el Diario hasta marzo de 2012, tres 
meses después. 
En general, tanto la declaración de bienes patrimoniales como la de actividades 
de los diputados regionales presentan un gran detallismo y se acogen a lo establecido 
en el Reglamento de las Cortes de Castilla la Mancha (véase el capítulo anterior). 
Como observación, cabe destacar que la publicación del patrimonio inmobiliario 
dividido en el adquirido con anterioridad y con posterioridad a la toma de posesión se 
queda en un mero intento de transparencia, ya que estos diputados realizan su 
declaración pocos días después de la toma de posesión en diciembre de 2011 por lo que 
no hay tiempo material para que adquieran bienes inmobiliarios (de hecho todo ellos 
dejan este apartado en blanco). Sin embargo, esto vuelve a cobrar sentido en la 
declaración anual que todo diputado está obligado a realizar, algo muy positivo para la 
fiscalización de la trayectoria del diputado y que debería aplicarse al Congreso de los 
Diputados. 
Como contrapunto, sería deseable, al igual que se comentaba para el Poder 
Ejecutivo de Castilla La Mancha, que dichas declaraciones se pusieran a disposición 
del público de un modo sencillo en la web de la Asamblea de Castilla La Mancha, en 
lugar de por medio de búsqueda manual en el Diario Oficial.  
4.5.3. Andalucía. Gobierno. Información temprana pero algo escasa  
 
En 2005, la Junta de Andalucía hace públicas de modo muy temprano las 
declaraciones de bienes y actividades de los altos cargos de la Junta (Ley 
Incompatibilidades, 2005), incorporando una novedad: la consulta puede hacerse a 
través de la web de la Junta de Andalucía (Junta de Andalucía, 2013a: web).  
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La localización de la consulta online de los datos es sin embargo compleja. Para 
hacerla, hay que acudir a la web de la Consejería de Hacienda y Administración 
Pública de la Junta y desde ahí en la barra de herramientas de la izquierda ir a la 
pestaña “Administración Pública” y “Profesionales públicos”. Una vez ahí, aparece 
recogida en el apartado “Altos cargos” la “Declaración de Actividades, Bienes e 
Intereses de Altos Cargos”, y clicando en “Registro de Actividades, Bienes e Intereses 
de Altos Cargos en la Administración de la Junta de Andalucía” y luego en “Consulta 
pública”, podemos acceder al formulario (Junta de Andalucía, 2013a: web). En 
definitiva, un largo camino que debería ser mucho más reducido y sencillo.  
La otra opción es recurrir a la web de datos abiertos creada por la Junta (Junta 
de Andalucía, 2013b: web) pero, al hacer una búsqueda, ésta nos remite a la 
Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas por lo que el camino vuelve a ser 
el citado anteriormente. 
En cuanto a la búsqueda, ésta puede ser nominal, por entidad/consejería, 
centro/organismo o por cargo. Al comienzo era necesario introducir el DNI del 
interesado, obligación que, felizmente, desapareció más tarde. Una vez seleccionados 
los parámetros sólo hay que hacer clic en “Buscar” para visualizar las declaraciones de 
actividades e intereses de los miembros del Gobierno y altos cargos. La web no 
proporciona los datos en formato modificable, sólo en html. 
Comenzando por la declaración de actividades, ésta es muy escasa, y sólo refleja 
aquellos campos que el declarante ha rellenado. Por su parte, la declaración de bienes 
patrimoniales es mucho más detallada, se divide en un activo que contiene los bienes 
inmuebles urbanos y rústicos, (que incluye la provincia de ubicación y, al igual que los 
altos cargos del Gobierno central,  el valor catastral del bien, que es mucho más bajo 
que el de mercado) saldo total de cuentas bancarias (donde se indica la entidad y el 
valor en euros), acciones y participaciones en capital de sociedades (que incluyen el 
nombre de la sociedad), seguros de vida, títulos de deuda pública, fondos de 
inversiones y otros valores mobiliarios, así como automóviles, embarcaciones (que 
datallan su valor en euros), obras de arte y otros bienes. El pasivo también es más 
detallado que el presentado por los miembros del Gobierno y contiene los créditos, 
préstamos y deudas, incluyendo la descripción de la deuda y el valor en euros. 
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Todos estos datos se presentan por duplicado: primero a fecha del 
nombramiento y, posteriormente, con actualización al año presente. 
Como incidencia negativa, cabe mencionar que hasta octubre de 2012 la web 
anteriormente mencionada sólo recogía la “Consulta pública de Declaraciones de 
Bienes e Intereses de Altos Cargos”, dejando fuera las actividades. Además, al hacer 
una búsqueda concreta y pulsar en la opción “Buscar”, sólo se ofrecía la opción de “ver 
declaración de bienes”, y algunos altos cargos sólo recogían dicha declaración. Tras 
una llamada a la Consejería de Hacienda y Administración Pública, ésta aclaraba que, 
a pesar de la errónea denominación, el Registro contenía ambas declaraciones y que en 
los casos en los que sólo aparecía la declaración de bienes e intereses era porque el alto 
cargo no desempeñaba ninguna actividad al margen de su puesto principal. 
En enero de 2014 varios cargos seguían sin presentar sus declaraciones de 
actividades e intereses, como ocurría con el ex presidente de la Junta de Andalucía, 
José Antonio Griñán.  
Junto a esto cabe destacar que, al igual que sucede a nivel nacional, la 
declaración de actividades no detalla la remuneración percibida por la actividad y sólo 
indica si la actividad es o no retribuida. Y eso a pesar de que la ley de modificación de 
2011 incluyó la obligación de presentar las retribuciones en las declaraciones, según se 
detalla en el capítulo anterior.  
La declaración de retribuciones se hacen separadamente al resto, en la web de 
la Consejería de Hacienda y Administración Pública. El proceso aunque complejo, se 
simplifica un poco si se accede directamente desde la Consejería y luego en la barra de 
herramientas superior, en “Nuestras webs”, se elige la “Web del empleado público 
andaluz”. Por último, hay que seleccionar la primera pestaña en la barra de 
herramientas de la derecha: “Declaración de la Renta. Consejo de Gobierno” (Junta de 
Andalucía, 2013c: web). 
De nuevo, y como se puede apreciar, el acceso a dichos documentos supone un 
laberíntico proceso de búsqueda que puede desanimar a muchos interesados. Pese a 
estos contratiempos, sí cabe destacar el temprano acceso a dichos documentos, cuatro 
años antes que la facilitación estatal. 
 - 471 - 
 
4.5.4. Andalucía. Parlamento. Información accesible y relativamente 
detallada 
 
Las declaraciones son fácilmente accesibles (mucho más que las de los altos 
cargos) a través del portal del Parlamento de Andalucía. Una vez dentro, hay que 
clicar en el icono de la barra vertical derecha “Diputados y Diputadas” (el tercero en 
orden descendente) y acceder al enlace de la barra vertical derecha “Declaración de 
actividades, bienes, intereses y retribuciones”, donde se puede consultar la relación de 
dichas actividades de los 109 diputados del Parlamento (Parlamento de Andalucía, 
2013: web). También se puede realizar una búsqueda de los Diputados por su grupo 
parlamentario, por su circunscripción electoral o bien hacer una búsqueda nominal en 
el buscador avanzado.  
En cuanto al contenido, al igual que ocurría para el Poder Ejecutivo, dichas 
declaraciones sólo incluyen aquellos campos rellenados por el declarante.  
La declaración de bienes e intereses presenta bastante detalle, y en los bienes 
inmuebles urbanos y rústicos se incluye la clave, el tipo, la situación y el valor 
catastral. Se incluye además el saldo total de las cuentas bancarias y de acciones y 
participaciones en capital de sociedades, títulos de deuda pública, etc. y el tipo y el 
valor de los automóviles, embarcaciones, obras de arte y otros bienes y derechos de 
cualquier naturaleza cuyo valor supere los 6.000 euros. En los seguros de vida cuya 
indemnización supere la cifra de 30.000 euros y en los créditos, préstamos o deudas se 
incluye también la descripción y valor en euros. 
En la declaración de actividades se detallan los campos con las actividades 
ejercidas ya sean cargos públicos o actividades públicas indicando la fecha de 
nombramiento; así como los ingresos y retribuciones con cargo al sector público, 
indicando la causa que justifica el pago y la cantidad íntegra (mensual o anual). La 
inclusión de la cantidad es algo muy positivo, aunque, al igual que ocurre para los 
diputados del Congreso de los Diputados se excluyen las retribuciones del Parlamento 
de Andalucía.  
Del lado más negativo, hay que mencionar que algunos de los diputados no 
presentaban su declaración de actividades, como es el caso de María del Rosario 
 - 472 - 
 
Alarcón Mañas o el de Raquel Arenal Catena. De entre los que sí las presentaban, la 
mayoría no incluía actividades privadas.  
En cualquier caso la declaración presentada se basa sólo en las respuestas 
dadas por los diputados, según el modelo original cumplimentado (Acuerdo de la Mesa 
de la Diputación, 2012), sin que pruebas documentales permitan fiscalizar la 
veracidad de lo presentado. 
Como dato positivo destaca que los diputados incluyen más detalle que sus 
homólogos a nivel nacional e incluyen, por ejemplo, el valor catastral de los bienes 
inmuebles. Además, actualizan su declaración al producirse una modificación de sus 
circunstancias, ya sea en sus actividades o en sus bienes patrimoniales, tal y como 
recoge el Acuerdo (IBID: art.1). 
4.5.5. Comunidad Valenciana. Gobierno, una excepción a la 
transparencia 
 
En diciembre de 2013 las últimas declaraciones de patrimonio publicadas por la 
Comunidad Valenciana eran de abril de 2010. Dichas declaraciones sólo fueron 
publicadas en una única ocasión desde la modificación del Decreto de 1995 (Decreto 
Consell, 2009). 
La explicación tiene una base legal ya que, cuando en 2009, Francisco Enrique 
Camps (en pleno caso Gurtel) modificó el Decreto 247/1995, permitió  la presentación 
por los altos cargos en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor del decreto, del 
modelo de declaración recogido en el anexo y, más importante aún: 
“En el plazo de cuatro meses, contados a partir del día siguiente al de la entrada en 
vigor de este decreto, se procederá a la publicación en el Diari Oficial de la Comunitat 
Valenciana de la declaración a que hace referencia el apartado 3 del artículo 4 del Decreto 
247/1995, de 24 de julio, del Consell, por el que se crearon los Registros de Actividades y de 
Bienes y Derechos Patrimoniales de Altos Cargos de la Generalitat, en su redacción dada 
por el presente decreto”. (Decreto Consell, 2009: Disposición Adicional Primera). 
Pero el cambio tenía trampa: La regulación no preveía la publicación periódica de 
estos datos, por lo que no se volvieron a hacer públicas dichas declaraciones, ni tras las 
elecciones autonómicas en mayo de 2011, ni tras el cambio de Gobierno de Francisco 
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Camps por Alberto Fabra en julio de ese mismo año. Tampoco los altos cargos hicieron 
pública su declaración al cese. 
En cuanto a los motivos, fuentes de Presidencia señalaron al periódico El Levante 
que las declaraciones de bienes de los altos cargos no habían vuelto a hacerse públicas 
porque “la modificación del decreto que acometió el Consell de Camps no lo 
contemplaba” y añadieron que "no descartan" que el Ejecutivo vuelva a modificar la 
norma para regular la difusión periódica (García Gómez, 2013: web). 
Centrándome en el análisis del contenido de las mismas, la propia resolución donde 
se publican las declaraciones ya avisa de que, según el decreto de modificación de 
2009, la declaración de bienes y derechos patrimoniales será “comprensiva” de la 
situación patrimonial de los altos cargos, omitiéndose aquellos datos referentes a su 
localización y salvaguardando la privacidad y seguridad de sus titulares (Resolución 
del conseller, 2010: 15795). 
Esto se comprueba viendo la exigua declaración presentada que, en imitación del 
modelo aplicado para la Administración General del Estado, sólo recoge (Real Decreto, 
2009: Anexo II) los datos del titular del cargo (Nombre, primer apellido y segundo 
apellido), la denominación del cargo público, un activo dividido en bienes inmuebles, 
valor de otros bienes y total, y un pasivo genérico sin especificar. Esta declaración es 
muy exigua, especialmente si se compara con la presentada por los miembros del 
Poder Ejecutivo de otras comunidades, como Castilla la Mancha o Extremadura, o 
incluso la del propio Poder Legislativo de la Comunidad Valenciana, cómo se verá 
posteriormente. 
Más grave aún resulta la situación de acceso al Registro de actividades que, a pesar 
de anunciarse como de carácter público en el Decreto 247/1995  y en el de modificación 
de 2009 (véase el anterior capítulo) no se hace público en el Diario Oficial de la 
Comunidad. Fuentes de declaración personal del gabinete de comunicación de la 
Generalitat me indican en marzo de 2013 que las actividades nunca se han hecho 
públicas y desconocen si se puede acceder a ellas mediante petición por escrito, lo que 
confirma el desorden que reina en dicho ámbito administrativo (Guillén, 2013: web). 
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En este sentido, el 6 de marzo de 2013 esta investigadora realizó una petición por 
escrito de las declaración de actividades y de bienes y derechos patrimoniales a la 
Dirección General del Secretariat del Consell i Relacions amb les Corts. Justifico dicha 
petición en los epígrafes 1 y 3 del artículo cuatro del citado Real Decreto de 2009 del 
Consell.  
Recibo respuesta por escrito de la Consellería el 16 de abril en la que se me indica 
que: 
“De conformidad con lo dispuesto en los artículos 37 y 76 de la ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, deberá acreditar en el plazo de 10 días, un interés legítimo y directo 
para poder acceder a la documentación incluida en el mencionado registro, advirtiéndole que 
en caso de incumplimiento se podrá declarar decaído en su derecho al trámite 
correspondiente”. (VER ANEXO IX) 
Esta respuesta da lugar a dos reflexiones: en primer lugar, a pesar de la dotación 
de carácter público del Registro por parte del Real Decreto de 2009, se ponen límites al 
acceso basados en la LRJ-PAC, lo cual supone una manera de poner coto a la 
transparencia por medio de una ley que ni siquiera tiene carácter orgánico. En 
segundo lugar, contradice el principio cuarto de la Coalición Pro Acceso, en el que se 
establece que no debe ser obligatorio justificar el motivo de la solicitud. 
Por otro lado, el organismo competente obvia de un modo descarado mi petición de 
datos de bienes patrimoniales de los Consellers, lo cual refuerza la teoría, plasmada en 
el capítulo anterior de que la publicación de dichos datos en 2009 fue meramente 
estacional y no parece que existiera voluntad  de realizar actualizaciones periódicas. 
Por su parte, el presidente de la Generalitat, Albert Fabra publica en febrero de 
2013 en la página web de la Generalitat Valenciana su declaración de la renta 
correspondiente al ejercicio de 2011. Ésta se encuentra, en el icono de la derecha “El 
President de la Generalitat Alberto Fabra” y, una vez ahí, se accedía a la misma 
mediante un gran letrero que decía “Declaración de la Renta 2011 del President de la 
Generalitat” (Generalitat Valenciana, 2013: web). Sin embargo, el acceso parece haber 
desaparecido de la web a partir de septiembre de 2013. 
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Esta declaración de la renta se sale totalmente de los modelos de declaraciones de 
actividades, bienes patrimoniales y rentas presentadas por el resto de altos cargos de 
la comunidad autónoma y otras comunidades y parece pretender sustituir la ausencia 
de presentación de dichas declaraciones por el resto de miembros del Gobierno y altos 
cargos de la Generalitat. Responde, además, a la ola de presentaciones de la 
declaración de la renta de los políticos, encabezada por el Presidente del Gobierno en 
febrero de 2013. Pero lo deseable sería que, en lugar de que cada alto cargo hiciese 
público un documento diferente, se adoptase un modelo común que dotase de una 
mayor homogeneización a las presentaciones. Junto a esto, que todas ellas se 
publicasen conjuntamente en la web de la Comunidad Valenciana. 
4.5.6. Comunidad Valenciana. Parlamento. Información suficiente 
 
Las Cortes valencianas hacen pública la declaración de sus diputados en el Boletín 
Oficial de las Cortes Valencianas, consultable a través de la página web.  
Tomaré como referencia el resumen de las declaración publicadas en el BOCV de 
24 de junio de 2011 (Relación de actividades y bienes, 2011), ya que el acceso a las 
declaraciones de 31 de enero de 2013 correspondiente al ejercicio de 2012 y publicada 
en el Boletín Oficial de las Cortes Valencianas (Declaraciones finales, 2013) presenta 
errores informáticos, lo que impide a veces la descarga del fichero en pdf desde el 
Boletín Oficial de las Cortes Valencianas. 
En cuanto a las declaraciones de actividades, engloban los cargos públicos que 
ostenta cada diputado, las actividades públicas y las actividades privadas (incluyendo 
entidad, organismo, empresa o sociedad, cargo desempeñado, fecha de nombramiento, 
así como  posibles renuncias a cargos incompatibles, etc.). Sin embargo, esta 
declaración es escueta y no se incluye la remuneración.  
Por otro lado, las declaraciones de bienes e intereses presentan gran detallismo, 
especialmente si se comparan con la situación del Gobierno de la Generalitat, que sólo 
recoge un activo y un pasivo genéricos. Éstas engloban los bienes inmuebles urbanos y 
rústicos (Incluyendo la clave49, tipo50, situación y valor catastral), los bienes y derechos 
                                                
49
 Pleno dominio, nula propiedad, multipropiedad a tiempo parcial o fórmulas similares con titularidad parcial del bien 
50
 Vivienda, locales, otros inmuebles urbanos, inmuebles rústicos 
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de naturaleza no inmobiliaria (con descripción y valor en euros). En último lugar se 
recoge un pasivo (con la descripción, valor en euros y valor global conjunto).  
Como única limitación, se indica que los datos se deberán cumplimentar con 
carácter obligatorio, mientras que la descripción detallada será de carácter voluntario, 
al revestir los datos carácter personal. También es criticable el fallo ya indicado de la 
aplicación informática del BOCV y el hecho de que no se pongan a disposición pública 
en la web de las Cortes Valencianas. 
4.5.7.   Extremadura. Gobierno.  
 
El Diario Oficial de Extremadura de 30 de junio de 2012 (Resolución Extremadura, 
2012) recoge la declaración de bienes, rentas, remuneraciones y actividades de los 
miembros del Consejo de Gobierno de la Junta y altos cargos correspondientes a 2011.  
En dichas declaraciones se recogen los datos de identificación del declarante 
(incluyendo el Número de Identificación Fiscal, el NIF, que habitualmente se suele 
ocultar). 
La declaración de actividades recoge, en primer lugar, los datos del cargo público 
por el que está obligado a declarar, los cargos públicos por los que debe efectuar 
declaración complementaria y los cargos o puestos de naturaleza laboral, económica y 
profesional privados desempeñados por sí o mediante sustitución o apoderamiento. No 
se recoge retribución en euros para ninguna de las actividades y sólo se indica, para el 
cargo público, si está retribuido o no. Tampoco se indica la fecha de nombramiento 
para las actividades privadas.  
En cuanto a la declaración de bienes y derechos patrimoniales, es positiva la 
división de los bienes inmuebles en aquéllos adquiridos con anterioridad y 
posterioridad a la toma de posesión del último cargo o puesto, y la inclusión de la 
descripción y ubicación, la superficie en M2/Has, el porcentaje participación, título de 
adquisición y fecha de adquisición. Sin embargo, está ausente el valor catastral de los 
bienes inmuebles.   
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Los bienes muebles también se dividen en aquéllos adquiridos con anterioridad y 
posterioridad a la toma de posesión e incluyen la fecha de adquisición y descripción. 
Para estos sí se indica el valor en euros.  
También los créditos, préstamos o deudas indican el valor en euros. 
Por último, es positiva la inclusión de las rentas percibidas en el año anterior a la 
presente declaración (destacando el tipo de renta, la empresa o entidad y el importe o 
rendimiento neto). También deben aportar la declaración del IRPF, pero ésta no se 
publica. 
Como principal punto débil, apuntar la falta de presentación de la declaración 
de actividades por alguno de los cargos. Tal es el caso de Francisco Javier Álvarez 
Amaro, entonces asesor de Agricultura, Medio Rural, Medio ambiente y Energía.  
Destacar además, que algunos cargos no presentan o dejan sin rellenar la 
declaración, de carácter obligatorio, de su cónyuge o persona con análoga relación de 
convivencia afectiva. Como explicación, puede darse el caso de que todos aquellos que 
no la presentan sea porque no tienen pareja con esas condiciones. 
Por último, resaltar el formato pdf de los documentos, un formato no editable. 
4.5.8. Extremadura. Parlamento. Un empeoramiento ostensible. 
 
La primera declaración se hace pública en diciembre de 2009, correspondiendo 
con la VII legislatura (Parlamento Extremadura, 2009: web). El acceso es sencillo y, 
una vez en la web de la Asamblea, se hace clic en el icono inferior “Diputados. Grupos 
y órganos parlamentarios” y, una vez ahí, en “Declaración de bienes”. A pesar de que el 
título se refiere únicamente a la declaración de bienes, en el boletín se hayan incluidas 
también las de actividades. 
Dicha declaración era bastante completa. Sin embargo, el modelo fue modificado 
para la VIII Legislatura (aunque no se produjo un cambio en el Reglamento), 
empeorando sustancialmente la calidad del mismo, así como su visibilidad. 
En la nueva declaración de actividades (Parlamento de Extremadura, 2012: 
web) se suprimen los apartados de “Actividades públicas. Ejercicio de la función 
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pública o desempeño de puestos o actividades públicos. Incluyendo profesión o puesto 
de trabajo y servicio activo”. El apartado de “Actividades privadas” se simplifica 
únicamente en “Cargo en entidades de crédito y/o aseguradoras”. Comparando este 
modelo con el antiguo y con el del Congreso de los Diputados, éste presenta una 
declaración de actividades peor estructurada y más escasa. 
Además, en la declaración de bienes inmuebles se eliminan los apartados “clave” 
y “tipo”, lo cual deriva en una pérdida de detalle y calidad de la información. Sigue sin 
incluirse el valor catastral o de mercado de los bienes inmuebles.   
Otro punto negativo es que no se pide incluir el importe para la mayoría de los 
bienes, sólo para las deudas, el saldo en cuentas bancarias y los depósitos en cuentas 
corrientes a la vista, de ahorro o a plazo.  
Por encima de todo, lo que empeora de un modo más ostensible en esta 
legislatura es la legibilidad del pdf mostrado que, no se puede leer con claridad y ni 
siquiera es editable para poder seleccionar alguno de sus elementos.  En general, es 
una pena el empeoramiento que se observa en la calidad de dichas declaraciones, en 
una comunidad autónoma que hasta ese momento había destacado por ser pionera en 
la publicación de la información patrimonial y de actividades de sus cargos públicos. 
4.6. El resto de comunidades autónomas 
 
4.6.1. País Vasco. Gobierno. Una decepcionante y atrasada respuesta 
 
La legislación dota de acceso público a la sección de declaraciones del Registro 
de actividades y de Derechos y Bienes patrimoniales (ver capítulo anterior), sin 
embargo, no se publican en la web y las personas que deseen acceder al contenido 
deben solicitar certificación del mismo.  
Por su parte, los datos referidos a la declaración de bienes y derechos 
patrimoniales ni siquiera se hacen públicos. En consulta formulada en marzo de 2013 
al buzón de datos abiertos del Gobierno vasco acerca de los motivos de dicho ocultismo 
de los datos referidos a declaraciones de actividades y bienes patrimoniales, me 
respondían que, efectivamente, no existía en estos momentos un acceso digital a estos 
datos. En su opinión,  
 - 479 - 
 
“la publicidad activa de actividades, bienes y derechos patrimoniales de los miembros y 
altos cargos del gobierno, que muchas instituciones han promovido como medida preventiva 
contra la corrupción, no parece que esté resultando una medida eficiente. Por otra parte, la 
jurisprudencia del Tribunal de Derechos Humanos de Estrasburgo viene entendiendo que 
publicar esta información priva a estas personas (y a sus familias) de intimidad y pone además 
en riesgo su seguridad” (Dirección de Innovación y Administración Electrónica, 2013).. 
Sugería, además que, en caso de tener ‘interés’ en conocer los datos referidos a 
las declaraciones de actividades y sus autorizaciones correspondientes, podía solicitar 
a la Dirección de Función Pública una certificación del contenido de las declaraciones 
depositadas en la sección I del Registro e incluso copia autenticada de las 
declaraciones originales inscritas. Teniendo en cuenta esto, realizo, el 6 de marzo de 
2013, petición de las declaraciones de Don Jesús Mª Peña Martínez y Doña Ana Isabel 
Oregi Bastarrika, dirigida a la Dirección de Función Pública del Gobierno Vasco.  
 Para mi petición me acojo a lo establecido en el Decreto  de 1999 (Decreto 
declaración, 1999: 14.1 y 14.2 y 15.1a), donde se dota de carácter público a la sección 
de actividades y de acceso restringido al “interesado”51, entre otros, a la sección de 
bienes y derechos patrimoniales. 
La respuesta que recibo (con salida del Departamento de Administración 
Pública y Justicia el 11 de abril y llegada a mi domicilio el 19) es decepcionante. En 
ella se indica que por un lado que:  
“En relación con la información contenida en la Sección 2ª del Registro, se indica que en 
la referencia del Artículo 15.1 apartado a) “el Interesado”, se refiere al declarante. Esta sección 
tiene carácter reservado, por lo que no se puede facilitar información sobre la misma”.  
Así, se constata una vez más el empleo del término interesado en sustitución del 
de “afectado”, lo que indica un uso algo torticero del vocabulario.  
Por otro lado, en cuanto a la declaración de actividades, la respuesta no es 
mucho más atractiva. Si bien me remiten adjuntos dos certificados de la declaración de 
actividades de Don Jesús Mª Peña Martínez y Doña Ana Isabel Oregi Bastarrika, en 
ellos sólo se recoge: 
                                                
51
 Interés e interesado son términos que, como ya he comentado en otras ocasiones, generan dudas acerca de su 
aplicación al propio declarante o a cualquier persona que tenga interés en conocer la información. 
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“Ha declarado con fecha de 18 de febrero de 2013, que no ejerce mandato o actividad a 
los que se refiere el artículo 6 del Decreto 129/1999, de 23 de febrero, por el que se regula la 
declaración y registro de las actividades y los derechos y bienes patrimoniales de los miembros 
del Gobierno, los altos cargos de la Administración y los directivos de los entes públicos de 
derecho privado y de las sociedades públicas” (VER ANEXO X) 
Cabe recordar, según lo tratado en el capítulo sobre regulación, que en el citado 
artículo seis se recoge que:  
“La declaración expresará si se ejercen mandatos representativos y si realizan 
actividades en el sector público o de carácter profesional, laboral, mercantil o industrial, ya se 
realicen por sí o por apoderamiento, y que proporcionen o puedan proporcionar ingresos 
económicos y que, de conformidad con la legislación en vigor, requieran la autorización o el 
conocimiento del superior jerárquico. No será preciso hacer constar en la declaración: 
a) Las actividades derivadas de la mera administración del patrimonio personal o 
familiar, salvo el supuesto de participación superior al 10 por 100, entre el interesado, su 
cónyuge e hijos menores en entidades que tengan conciertos o contratos de obras, servicios o 
suministros o que estén avaladas o subvencionadas por la Administración General e 
Institucional de la Comunidad Autónoma del País Vasco”. (Decreto Declaración 1999: 
art.6). 
Como vemos, se aprecia una increíble falta de transparencia que deniega el 
acceso a las declaraciones patrimoniales por ser éste de carácter reservado y sólo 
accesible a un interesado (de nuevo en un erróneo uso de dicho calificativo) que en 
ningún caso es el ciudadano. En cuanto a la declaración de actividades, por un lado 
obliga sólo a declarar cierto tipo de actividades, dejando fuera las de administración 
del patrimonio familiar de participación inferior al 10 por 100, algo que también 
sucede en la ley 5/2006. Por otro, no permite el acceso a las declaraciones cuando no 
existen actividades al margen del cargo, como supuestamente ocurre en los dos cargos 
cuya información se ha solicitado.  
 En resumen, urge un cambio en el citado decreto que regula la declaración y el 
registro de las actividades, los derechos y los bienes patrimoniales del Gobierno Vasco 
para homologarlo a otras legislaciones de comunidades autónomas vecinas. Junto a 
esto, en cuanto al proceso de “open data” iniciado en 2009 y que ha derivado en un 
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ambicioso proyecto de web de datos abiertos, debe aplicarse al terreno de la publicidad 
en las declaraciones de bienes y actividades.  
4.6.2. País Vasco. Parlamento. Triste acceso 
 
Como también se trató en el capítulo anterior, sólo las declaraciones de 
actividades de los parlamentarios vascos tienen carácter público. Sin embargo, éstas 
no se hacen públicas y deben solicitarse por vía escrita o telemática.  
Teniendo en cuenta esto, realizo solicitud por escrito y telemática de dichas 
declaraciones en febrero de 2013. Un mes después recibo respuesta por correo 
electrónico de la jefa de prensa y comunicación del Parlamento Vasco, Elena López de 
Aretxabaleta (Aretxabaleta, 2013). Ésta me remite una amplia muestra de las 
declaraciones de actividades de los miembros del Parlamento Vasco (Ver ANEXO XI 
TESIS).  
Dichas declaraciones se acogen a lo establecido por la ley 5/1990 (Ley elecciones, 
1990) y al Reglamento del Parlamento vasco (2012). Sin embargo, comparadas con las 
declaraciones presentadas por el resto de las citadas comunidades autónomas resultan 
decepcionantes. Se componen de una declaración genérica de actividades por cuenta 
propia o ajena que proporcionen al diputado ingresos económicos o ventajas 
patrimoniales y una declaración sobre el desempeño de funciones o cargos públicos a 
efectos de incompatibilidad. 
Así, dichas declaraciones son excesivamente vagas, y no presentan división de 
las actividades en diversos campos que especifiquen por ejemplo, dentro de las 
actividades públicas, cuáles son cargos públicos  y cuáles puestos al servicio de una 
Administración Pública. Tampoco separa dentro de las privadas las que son por cuenta 
propia de aquéllas por cuenta ajena y olvida incluir aquellas otras actividades que 
puedan proporcionar ingresos económicos. Además, no se indican las fechas de inicio o 
fin de las actividades, ni las empresas o sociedades, ni tampoco incluyen si se percibe o 
no remuneración ni la cantidad. Junto a esto, pueden rellenarse a mano por los 
propios declarantes, y así lo hacen varios de ellos y existen erratas importantes en las 
menciones a la ley a la que se sujeta la obligación de declarar, citada como 15/1990 en 
lugar de 5/1990. 
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A pesar de estas negativas circunstancias y el atrasado acceso y contenido, la 
jefa de prensa y comunicación del Parlamento Vasco (Aretxabaleta, 2013) me confiesa, 
como aspecto positivo, que mi petición de las declaraciones ha dado lugar a un proceso 
de cambio para la puesta a disposición pública de las mismas. Mi esperanza es que 
dicho proceso ayude a mejorar también el contenido de las declaraciones, no sólo su 
puesta en público. 
Por su parte, cabe recordar que el Reglamento sostiene el carácter reservado de 
las declaraciones patrimoniales (Reglamento, 2012: art.20.3). 
Al margen de esto, los miembros del grupo socialista del Parlamento Vasco 
decidieron, voluntaria e unilateralmente en diciembre de 2011, poner a disposición del 
público sus declaraciones de actividades, bienes e intereses, dos meses después de que 
lo hicieran los diputados del Congreso de los Diputados. Lo hicieron por medio de la 
red social de Facebook (Parlamento Vasco, 2013: web) 
Dichas declaraciones son muy completas y superan la del Congreso de los 
Diputados ya que, en la de actividades, incluyen más información, como las 
actividades docentes y las de creación literaria, así como las fechas de inicio de las 
actividades públicas. 
De hecho, se basan en una adaptación de lo mejor del Gobierno y del Congreso 
de España. Así, toma el modelo de actividades del Gobierno y el de bienes y rentas del 
Congreso de los Diputados, con la ampliación de algunos datos, como el valor catastral 
de los bienes inmuebles.  
Así, en 2013 el partido socialista vasco era el único que había puesto a 
disposición pública sus declaraciones. Su propuesta, que en mi opinión debiera servir 
para que todos los partidos políticos hicieran lo propio, fue rechazada por la ponencia 
del estatuto del político vasco en la Cámara. 
4.6.3. Navarra. Gobierno. Un buen ejemplo a imitar 
 
Los datos de actividades y bienes y derechos patrimoniales que posean al inicio, 
durante y al final de su mandato o cargo público de los miembros del Gobierno de 
Navarra y altos cargos de la Administración Pública están presentes en la web 
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institucional de Navarra desde 2012. Éstos se localizan en el Portal de Gobierno 
Abierto de la Comunidad Foral de Navarra, en la pestaña derecha de la barra superior 
de herramientas “Buen gobierno” y, una vez ahí, en el apartado de la barra vertical de 
la izquierda: “Declaración de retribuciones, actividades y bienes de los altos cargos” 
(Portal de Gobierno Abierto de la Comunidad Foral de Navarra, 2012: web)  
Respecto a la declaración de actividades e intereses merece destacarse que es 
una de las pocas comunidades autónomas que incluye la remuneración en euros, algo 
que no ocurre a nivel nacional para el Gobierno ni para el Congreso de los Diputados. 
En cuanto a la declaración de bienes y derechos patrimoniales, es muy positiva 
la inclusión del valor de adquisición (de mercado) junto al valor catastral, así como la 
fecha de adquisición. Esto permite contrastar la diferencia entre el valor de mercado 
del bien en el momento de compra frente al valor catastral actual.  En los depósitos en 
cuentas corrientes o de ahorro, cuentas financieras y otros tipos de imposiciones se 
incluye el saldo. Por su parte, en los vehículos se detalla la descripción, la fecha de 
adquisición y valor actual, que permite conocer el valor tras la depreciación del 
vehículo y no el de la compra. En las deudas y obligaciones patrimoniales se indica el 
préstamo y el saldo pendiente en euros.  
Esta declaración de bienes y derechos patrimoniales es mucho más amplia que 
la presentada por los altos cargos a nivel nacional que, recordemos, sólo incluía un 
exiguo activo dividido en bienes inmuebles y otros bienes y un valor de pasivo. 
También es más amplia que la referida a los diputados del Congreso, que no 
consignaban el valor catastral de los bienes inmuebles ni el de adquisición.  
Como punto negativo, hay que mencionar la presentación de los datos 
directamente en formato htm en la web, un formato no editable que impide el 
tratamiento por el usuario. Además, no se presentan los modelos originales rellenos 
por los declarantes, sino una reelaboración de los mismos a partir de la información 
presentada. Otra limitación es que las actividades presentadas son únicamente las 
consideradas compatibles, tal y como se detalla en la ley foral de 2012 que regula la 
publicación (Ley Foral modificación, 2012, art. Seis. 3). 
 
 - 484 - 
 
4.6.4. Navarra. Parlamento. Una decepcionante situación 
 
El acceso a las declaraciones de actividades de los diputados navarros es 
público, según el Reglamento del Parlamento. Pese a esto, según un acuerdo de 1995 
nunca hecho público y remitido personalmente por la letrada del parlamento Silvia 
Doménech a la autora de esta tesis (2013: web) el acceso a las declaraciones de 
actividades deberá ser autorizado “previamente por el Letrado Mayor y sólo podrá 
efectuarse de forma personal por el solicitante sobre las fotocopias debidamente 
autenticadas de los documentos, sin que se facilite a los solicitantes fotocopia de las 
mismas” (Ver ANEXO XII TESIS). Las declaraciones patrimoniales ni siquiera se 
mencionan en dicho acuerdo, por ser de carácter reservado. 
En vista del deficiente panorama (muy sorprendente si se tiene en cuenta la 
avanzada situación en la publicación digital de las actividades y bienes de los 
miembros del Gobierno navarro) dirijo el 6 de mayo de 2013, al Letrado Mayor del 
Parlamento, petición por escrito de las actividades de los diputados de Navarra. En 
abril de 2014 no había recibido contestación a mi petición. 
Así, no parecía cumplirse la prometida adaptación de la aperturista legislación 
de la ley de transparencia Navarra a las distintas instituciones de la Comunidad foral 
en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la ley, en enero de 2013, siendo 
enero de 2014 el plazo límite de adaptación.  
Desde el gabinete de comunicación del Parlamento (Doménech y Gil, 2013-2014: 
web) aseguran que la situación de restricción es sólo temporal hasta la modificación 
del reglamento.  
Destacan, por el contrario, la avanzada publicación de las retribuciones de los 
parlamentarios en la web del Parlamento (Parlamento de Navarra, 2013: web), que 
pueden consultarse en la pestaña “Administración parlamentaria” de la barra de 
herramientas superior y, una vez ahí, en la pestaña “Retribuciones de los 
parlamentarios forales” de la barra vertical de la derecha. Éstas se presentan de 
manera nominal individualizada para cada parlamentario, como también se hace para 
los miembros del Gobierno de Navarra. Sería exigible su aplicación al Congreso de los 
Diputados donde, según se explicaba más arriba, no se realiza una publicación de las 
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rentas percibidas por cada parlamentario y sólo se limitan a publicar un régimen 
económico genérico.  
4.6.5. Madrid. Gobierno. Ausencia de respuesta 
 
En enero de 2013, a raíz del escándalo de los presuntos sobresueldos recibidos 
por miembros del Partido Popular, se abre el debate sobre la necesidad de que los 
políticos hagan públicos sus bienes y retribuciones como ejercicio de transparencia. 
Algunas comunidades que no hacían públicas sus declaraciones o que sólo daban 
acceso a las mismas por medio de una solicitud, como es el caso de la comunidad de 
Madrid, comienzan a plantearse hacerlas públicas y accesibles digitalmente. 
Madrid anuncia en esas fechas que en abril o mayo de 2013 publicará en la 
página web de la Asamblea las declaraciones de bienes y actividades y las 
remuneraciones de sus altos cargos y diputados (Presidente de la Comunidad, 
consejeros y viceconsejeros). Junto a esto, el Presidente de la Comunidad de Madrid, 
Ignacio González, anuncia públicamente en televisión que hará pública su declaración 
de patrimonio y actividades (Telemadrid, 2013: web), promesa que cumple el 20 de 
febrero a través de la página web de la Asamblea de Madrid. 
A la espera de la publicación y teniendo en cuenta la publicidad de la 
declaración de actividades establecida en la Ley de Incompatibilidades de 1995 (véase 
el capítulo anterior), el 13 de febrero de 2013 realicé una petición por escrito al 
Registro de la Consejería de Presidencia, Justicia y Portavocía del Gobierno situado en 
C/Carretas, número 4. En ella solicitaba certificación de las inscripciones del Registro 
de Actividades así como el contenido de las declaraciones de bienes y derechos 
patrimoniales del Presidente de la Comunidad de Madrid y sus ocho consejeros.  
Sin embargo, como dicha solicitud no había sido respondida en septiembre de 
2013, volví a realizarla, amparándome esta vez además en la Proposición de Ley de 
Modificación de la ley 14/1995 (Proposición Ley Modificación, 2013: art. único) que 
actualizaba la ley para permitir la publicación del contenido de las declaraciones de 
bienes y derechos patrimoniales de los altos cargos.  
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Al no haber recibido respuesta, en enero de 2014 realicé una consulta a la 
Atención al Ciudadano de la Comunidad de Madrid, que reveló que no se han 
producido modificaciones en la ley 14/1995 (Atención al ciudadano, 2014: web). 
En esa fecha, la única persona del Gobierno de la Comunidad de Madrid que 
unilateralmente había hecho públicas sus declaraciones de bienes y rentas era su 
presidente, Ignacio González (Comunidad de Madrid, 2013: web) que, en febrero de 
2013, hizo público, como queda dicho, un pdf con su declaración del IRPF del año 
anterior y una declaración de sus bienes patrimoniales. 
Ésta es bastante completa y para los bienes inmuebles de naturaleza urbana 
indica el tipo de bien, el derecho sobre el mismo y la ubicación, omitiendo únicamente 
el nombre de la propiedad por razones de seguridad. Por el contrario, no incluye el 
valor catastral o de compra de dichos bienes. Además, incluye la sociedad y el valor en 
euros de las acciones de sociedades cotizadas y no cotizadas, la entidad y valor de los 
depósitos en cuenta corriente o a plazo, y la entidad y el valor de los seguros de vida, y 
el tipo de deuda y el importe de las obligaciones patrimoniales. Como contrapunto, en 
los vehículos sólo incluye el modelo, pero no el valor de compra o el actual.  
A pesar de las limitaciones apuntadas, dicha declaración resulta bastante 
completa y sería muy conveniente que todos los miembros del Gobierno de la 
Comunidad de Madrid hicieran lo propio.  
4.6.6. Madrid. Parlamento. Una anacrónica y atrasadísima 
legislación  
  
En el caso de la Asamblea, sucedía algo muy similar a lo ocurrido con los altos 
cargos de la Comunidad de Madrid. De acuerdo con lo previsto en el Reglamento de la 
Asamblea y hasta la anunciada publicación online en la web, las declaraciones de 
actividades de los diputados se suponen públicas. No sucedía lo mismo con la 
declaración de bienes patrimoniales, que tenía carácter reservado. 
De este modo, y apelando a la legislación anterior, dirigí un escrito de solicitud 
al Registro General de la Presidencia de la Asamblea de Madrid, situado en la Plaza 
de la Asamblea s/n, para la obtención de acceso a los Registros (o al menos, a los datos 
obrantes en ellos). 
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Dicho escrito tuvo su entrada en el Registro General de la Comunidad de 
Madrid el 20 de febrero de 2013 y fue respondido por la Mesa de la Asamblea el 4 de 
marzo de 2013 (VER ANEXO XIII TESIS) de este modo: 
 “De la normativa expuesta, se traduce que en el momento presente respecto al acceso a 
la declaración de actividades pese al carácter público del registro de intereses no existe un 
acceso libre a los datos consignados. En ausencia de un procedimiento al efecto y no tratándose 
de un derecho de contenido absoluto, habrá de ser la Mesa con el parecer favorable de la Junta 
de Portavoces la que fije el procedimiento en atención a los casos y condiciones concretas, 
debiendo ponderar en todo momento el interés del peticionario y el interés público o de 
terceros. Interés, que en el presente caso, no ha sido acreditado por lo que en atención a la 
necesaria ponderación en la salvaguarda de intereses de terceros que pudieran resultar 
afectados procede su denegación”. 
La Mesa se basa en respuestas a peticiones análogas, según las cuales, el 
derecho de acceso a las declaraciones debe atenerse a “la ponderación entre el interés 
que justifique la solicitud y el interés público de terceros que pudiera resultar 
afectado” (IBID: 5). 
Añade que “más allá de la aprobación de un modelo de declaración de 
actividades por Acuerdo de 15 de junio de 2007, no existe la regulación de un 
procedimiento general de acceso al Registro de Intereses por lo que corresponde a la 
Mesa ponderar los casos y condiciones en los que dicho acceso puede ser autorizado” 
(IBID: 5). 
Posteriormente, la Secretaría se adentra en la distinción existente entre 
publicidad de la información y libre acceso a la misma para defender que: 
“En tanto que la primera nace de una obligación establecida por la Ley y 
vinculante para los poderes públicos, que merced a ello publican la información en su 
poder sin necesidad de que se formule una previa solicitud de la misma, el libre acceso 
presupone el reconocimiento de un derecho subjetivo, bien que supeditado a condiciones 
tanto sustantivas como procedimentales, las cuales se pondrán de manifiesto en su 
regulación legal y en la ponderación de los intereses en juego” (IBID: 5). 
Se apoya además, en la diferencia entre los conceptos de “publicidad activa” y 
“derecho de acceso a la información pública” recogidos en el Proyecto de Ley de 
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Transparencia en tramitación en ese momento (Proyecto Ley Transparencia, 2012: 
capi.3 y capi.8), cuando, en realidad, a juicio al menos de esta investigadora, todo lo 
que está dotado de publicidad debería de ser de acceso público. 
Respecto a las declaraciones de bienes, la respuesta se resolvía con un escueto 
“no se contempla su publicidad y por lo tanto no es posible acceder a la solicitud de 
recepción de dichos datos por un particular” (IBID: Conclusiones 2). 
Pese a todo, asegura que el Pleno de la Asamblea de Madrid, ha tomado en 
consideración la Proposición de Ley presentada por el Grupo Parlamentario Popular, 
de Reforma de los artículos 28 y 29 del Reglamento de la Asamblea de Madrid 
(Proposición de Ley de Reforma, 2013) y que se encuentra en fase de tramitación en 
Comisión. 
Por ello, deja abierta una ventana de esperanza, indicando que “(…) parece 
conveniente en todo caso esperar al resultado de los trabajos legislativos en este 
sentido” (IBID: Conclusiones 3). 
Así, la Asamblea de la capital de España se rige por un atrasadísimo y 
anacrónico Reglamento que no permite el acceso a las declaraciones de actividades ni 
de bienes de sus diputados, pese a que las primeras si tienen carácter público. 
Resulta así absolutamente imprescindible la aprobación y puesta en práctica de 
la Proposición de Reforma para la modificación de los artículos 28 y 29 y la puesta a 
disposición pública en el Boletín Oficial de la Asamblea y su página web de dichas 
declaraciones. 
4.6.7. Aragón. Parlamento. Sólo actividades. 
 
El Parlamento de Aragón inicia, en febrero de 2013, la modificación de su 
Reglamento (Proposición Reforma Reglamento, 2013) para dotar de acceso público a 
las declaraciones de patrimonio de los diputados  así como su publicación, junto con la 
declaración de actividades, en la web de las Cortes de Aragón. 
Se anuncia que la participación ciudadana será posible mediante aportaciones 
de colectivos o individuos a través de los medios de comunicación habilitados al efecto. 
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Podrán así hacer llegar sus sugerencias, que se remitirán a los grupos parlamentarios, 
y acceder a los documentos parlamentarios y al seguimiento en su tramitación.  
En consecuencia, el 1 de marzo se ponen a disposición pública en la web de las 
Cortes, las declaraciones de actividades de los parlamentarios, consultables en el 
apartado “Transparencia” de la barra superior, y luego en la pestaña “Registro de 
intereses” y “Declaración de actividades” (Cortes de Aragón, 2013a: web). 
El modelo de presentación es una adaptación del empleado hasta la X 
legislatura de las Cortes Generales para el Congreso de los Diputados (Acuerdo de las 
Mesas, 1995: 3), cuando fue introducido el nuevo modelo (Acuerdo de las Mesas, 2009: 
3). Por ello, el modelo de declaración de los parlamentarios de Aragón recoge una lista 
de cargos a marcar por el declarante, dividida en actividades y cargos públicos, 
funciones al servicio de estados extranjeros, ingresos con cargo al sector público, 
actividades privadas, otras actividades y cualesquiera otras actividades que 
proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos (especificando por escrito 
estas últimas). 
Cabe preguntarse porqué se ha mantenido el modelo antiguo de declaración del 
Congreso de los Diputados en lugar de incorporar el nuevo, aprobado en 2009 y vigente 
desde la entrada de la X Legislatura de las Cortes Generales. Ante esto, un técnico 
consultado (ALONSO, 2013: web) responde que el modelo actual de declaración de los 
parlamentarios aragoneses ya fue actualizado en algunos de sus apartados para 
adaptarlo a la modificación parcial por la Ley Orgánica (LO modificación LOREG, 
2011: art. 50) del artículo 155 de la LOREG, referido a las incompatibilidades de los 
diputados y senadores. Añade que “En ese momento no se consideró necesario hacer 
una modificación completa del citado pliego, ya que no había planteado problema 
alguno y el mismo responde, de forma bastante exhaustiva, a los supuestos de 
incompatibilidades recogidos en la normativa electoral” (ALONSO, 2013: web). 
En cualquier caso, la puesta a disposición pública digitalmente de las 
actividades de los parlamentarios aragoneses supone un avance respecto de la 
situación anterior, que supeditaba el acceso a una consulta por escrito a las mismas. 
Un derecho que, según comenta Alonso, no ha ejercido nadie nunca, lo que demuestra 
la disuasión que supone una petición por escrito. 
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También es positiva la inclusión en la página web de las retribuciones de los 
diputados a año vencido, que puede consultarse desde la página de inicio, en el 
apartado de “Transparencia”, “Régimen económico de los diputados” y luego 
“Percepciones Diputados año 2012” (Cortes de Aragón, 2013b: web). Al igual que 
ocurría con el Gobierno y el Parlamento de Navarra, y de modo muy positivo, las 
retribuciones vienen recogidas nominalmente por cada uno de los parlamentarios. 
Del lado más negativo, a fecha de enero de 2014, la modificación del Reglamento 
de las Cortes no se ha culminado aún ya que la ponencia encargada de elaborar el 
informe sobre las enmiendas presentadas a la citada propuesta se paralizó por las 
discrepancias entre los grupos parlamentarios en diversos puntos, según relata el 
citado Técnico superior jurídico de las Cortes. 
Así, sigue sin estar disponible la publicación digital de las declaraciones de 
bienes patrimoniales, prevista para abril de 2013. No obstante, esperan que los grupos 
parlamentarios lleguen a un consenso y dicha modificación y consiguiente publicación 
se haga realidad. 
4.6.8. Castilla y León. Gobierno. Acceso digital a la declaración de 
bienes pero restringido a la de actividades. 
 
La Junta de Castilla y León es otra de las comunidades autónomas que hace 
públicas las declaraciones de bienes desde 2013, concretamente a partir de febrero, 
cuando decide colgar las declaraciones de bienes de sus miembros del Gobierno y altos 
cargos en la web de la Junta. Así, desde la página de la Junta (2013a: web) se accede a 
éstas por medio del icono “Gobierno Abierto” situado en la barra lateral derecha y 
luego en la barra superior de la página en “Transparencia”, y en “Información 
institucional básica” elegir la opción “Cargos electos” y “Declaraciones de bienes y 
actividades e incompatibilidades de los altos cargos de la Comunidad Autónoma”. 
En cuanto al análisis de contenido de las declaraciones de bienes patrimoniales 
del Presidente y Consejeros de la Junta, éstas son relativamente amplias y recogen los 
bienes inmuebles divididos según clave, tipo, localidad y metros, aunque no indican su 
valor en euros, una ausencia destacada.  
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Sí se indica el valor para el saldo total de cuentas bancarias, las acciones y 
participaciones en capital de sociedades, títulos de deuda pública, fondos de 
inversiones, certificados de depósitos y otros valores mobiliarios, los automóviles y 
para los créditos, préstamos o deudas. Todos ellos deben darse a fecha de declaración.  
Como dato negativo, cabe destacar que sólo se recoge la declaración de los 
miembros del Gobierno, el Presidente y consejeros, pese a que la ley de 1990 (Ley 
Registro intereses Castilla y León, 1990: Art. 1º.2) obligaba a la declaración de todos 
los miembros del Gobierno y la Administración como secretarios y directores 
generales, etc.  
Junto a esto, pese a que la pestaña de acceso indica que se contienen las 
declaraciones de bienes y actividades e incompatibilidades, lo cierto es que únicamente 
se encuentran las declaraciones de bienes. Esto contradice a la Ley de creación del 
Registro de Intereses de la Comunidad autónoma, que dota de “carácter público” a las 
declaraciones de actividades (1990: art.2º). 
Tras una consulta al Gobierno de la Junta de Castilla y León acerca de los 
motivos por los que únicamente se publican las declaraciones de bienes, el responsable 
de prensa argumenta que:  
“El presidente de la Junta y los Consejeros decidieron que los datos contenidos en sus 
declaraciones notariales de bienes patrimoniales se publicaran, aun cuando la ley no lo exigía. 
No se plantearon hacer públicas por el mismo medio las declaraciones de compatibilidad ya 
que, de acuerdo con la normativa, estas ya son públicas, y la ley establece la forma de acceder 
a ellas” (Ibáñez, 2013: web).  
Esto repite el modelo a nivel estatal donde, al ser ya públicas las declaraciones 
de actividades por medio de petición por escrito, sólo se da publicidad en el BOE a las 
de patrimonio.  
De este modo, el 13 de abril de 2014 solicito por escrito el acceso a las 
declaraciones de actividades de dos de los miembros de la Junta de Castilla y León; el 
Presidente de la Junta y el Consejero de Sanidad. Recibo una respuesta por escrito el 8 
de mayo de 2014, donde me indican que me ponga en contacto telefónicamente con la 
Inspección General de Servicios para concretar la fecha de consulta. En la inspección 
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me confirman que el acceso al documento original es únicamente presencial (en la 
ciudad de Valladolid) y sin posibilidad de realizar copia del mismo. La propia 
responsable reconoce que la ley no recoge dichas restrictivas condiciones pero se 
justifica en que “la normativa es muy atrasada, de los años 90” (Camacho, 2014).  
Como mi pretensión es verificar la facilidad de acceso al documento a distancia 
y esto excluye la intención de desplazarme hasta Valladolid, recurro a una medida 
alternativa, solicito por correo electrónico un certificado del contenido de las 
declaraciones. En dicha solicitud debo incluir una copia de mi DNI, tal y como se 
recogía en la legislación (desarrollada en el capítulo tercero) lo que supone una sobre 
exigencia más allá de los requisitos habituales.  
El 28 de mayo recibo dicha respuesta a mi solicitud por correo ordinario (VER 
ANEXO XIV), con las declaraciones de actividades de los dos cargos solicitados: el 
Presidente de la Junta y el Consejero de Sanidad. Ésta se divide en varias partes: en 
la primera, se recoge una declaración de compatibilidad en la que se manifiesta que el 
alto cargo no está incurso en ninguna de las causas de incompatibilidad referidas en la 
ley citada ley 6/1989 de incompatibilidades, acto seguido, se recoge una enumeración 
de los cargos declarados, todos ellos sin remuneración. En la segunda parte, se 
certifica la realización de declaración de actividades. En la tercera, recoge la 
realización de declaración de sus bienes patrimoniales ante notario (pero no se recopila 
la misma, ya que está en la sede digital). En la cuarta parte, se recogen las empresas o 
sociedades en cuya dirección, asesoramiento o administración ha tenido parte el 
declarante, su cónyuge o persona de su familia, en los dos años anteriores a la fecha de 
toma de posesión, se divide en el nombre de la sociedad o empresa, su domicilio fiscal, 
la actividad de la sociedad y el puesto desempeñado por el cargo. En la última parte se 
hace una aclaración o ampliación de datos por el declarante, sin que en ambas figure 
ninguna manifestación.  
Cabe destacar la obtención de la información solicitada, aunque ésta requiera 
un par de intentos y se refiera exclusivamente al contenido de la declaración y no a la 
declaración original. En lo referido al contenido, sí cabe lamentar la escasez de la 
misma, puesto que no indica las fechas ni la retribución percibida por las actividades 
desempeñadas. 
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Como información adicional, conviene mencionar que la Junta dispone también 
de un portal de datos abiertos (Junta de Castilla y León, 2013b: web) pero la búsqueda 
en él no arroja resultados referidos a las declaraciones de bienes ni actividades. Si lo 
que se pretende es el fomento de la transparencia, cabe preguntarse por qué se crean 
dos portales paralelos con informaciones no coincidentes entre sí.  
4.6.9. Cataluña. Gobierno. Sólo declaraciones de actividades 
 
Según se comentaba en el anterior capítulo, el Registro de Actividades de los 
altos cargos de la Generalitat es de carácter público. Dicho acceso se realiza por medio 
de una solicitud a la subdirección de Ordenación Jurídica y de Inspección General de 
Servicios de Personal por medio de un certificado de su contenido indicando la 
denominación del alto cargo. Añaden, además, que no serán atendidas ni tramitadas 
las solicitudes ‘genéricas’ ni aquéllas donde no aparezca claramente identificado el alto 
cargo, tal y como confirma la Secretaria de Administración y Función Pública del 
Departamento de Gobernación y Relaciones Institucionales (Llagostera, 2013: web). 
Respecto a las declaraciones de bienes patrimoniales, éstas tienen “carácter 
reservado” (Ley de Régimen de Incompatibilidades, 2005: art. 14. 5) y se atendrán a lo 
dispuesto por el Proyecto de Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Buen Gobierno (Llagostera: web), en fase de enmiendas en la comisión constitucional 
del Congreso de los Diputados a fecha de estudio de esta tesis. 
Teniendo en cuenta esto y acogiéndome el artículo 14.4 de la ley 13/2005 realizo, 
el 6 de marzo de 2013, petición por escrito de acceso a los datos del Registro de 
Actividades referentes al Conseller de la Presidencia, Francesc Homs i Molist, y del 
Secretari del Gobierno de la Generalitat, Jordi Baiget i Cantons. Al no recibir 
contestación reitero mi petición el 20 de septiembre de 2013. Responden a mi petición 
el 1 de octubre, aunque alegan que me enviaron una primera respuesta a domicilio el 2 
de agosto de 2013, que yo nunca recibí.  
En dicha respuesta (VER ANEXO XV TESIS) incluyen las declaraciones de 
actividades de los dos cargos solicitados. En general, la declaración de actividades es 
detallada y se presenta el formulario original, no una reelaboración posterior de las 
actividades declaradas por el alto cargo. Sin embargo la distribución es un poco 
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desordenada y dispersa, ya que no agrupa las actividades públicas por un lado y las 
privadas por el otro, lo que se puede comprobar para el epígrafe de “cargos electos 
compatibles”, que iría mejor dentro de “otras actividades públicas compatibles”.  
Además, teniendo en cuenta que la legislación tampoco lo exigía, no se incluyen 
las fechas de inicio y/o cese de cada actividad ni tampoco si percibe o no retribución por 
la misma o qué cantidad. Tampoco se pide información detallada de los organismos de 
empleo ni las actividades anteriores a la toma de posesión, muy relevantes a la hora de 
conocer la trayectoria del declarante. 
Así, las únicas declaraciones accesibles son las de actividades y el único medio 
de obtener éstas (hasta julio de 2013) es una petición por escrito a la Generalitat. 
Junto a esto, la indicación de que no serán tramitadas las solicitudes genéricas pone 
trabas al derecho de acceso, ya que obliga a especificar uno a uno los altos cargos de 
cuya información se quiere tener conocimiento. En definitiva, una situación anacrónica 
y atrasada que resulta, cuanto menos, poco acorde con el nivel de acceso de otras 
autonomías. 
El 29 de julio de 2013, con la creación del Portal de la Transparencia de la 
Generalitat de Catalunya: “Transparència Gencat” se incorpora un modelo 
normalizado para realizar una consulta del Registro de Actividades de los Altos 
Cargos al Servicio de la Generalitat (Generalitat de Catalunya, 2013a). En él, se exige 
indicar el nombre, apellidos, DNI, dirección y teléfono del solicitante, lo cual supone 
una extralimitación de los requisitos de solicitud.  
En lo referido a las declaraciones patrimoniales, en el mismo portal de 
transparencia se recoge que, a partir del 1 de agosto de 2013, cuando un cargo cese de 
sus funciones, se publicará la variación patrimonial existente entre los datos 
declarados en el momento de nombramiento y los declarados al cese. Efectivamente, 
en los primeros meses de 2014 pasa a incluirse dicha variación patrimonial aunque, 
como es lógico, se limita a los ex altos cargos, pues es de los únicos de los que se conoce 
el patrimonio de entrada y el de salida. 
A fecha de octubre de 2013, el único de los altos cargos de la Generalitat que 
hacía públicas sus declaraciones patrimoniales era el entonces presidente Artur Mas 
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que, en febrero de 2013, pone a disposición pública en la web de la Generalitat su 
declaración de bienes. Puede accederse a los datos en la web de la Generalitat en la 
pestaña “Generalitat” de la barra superior y luego “El President” y una vez ahí en “El 
president Mas”/ “Dades fiscals” (Generalitat de Catalunya, 2013b: web).  
La declaración, que presenta los datos referidos a 31 de diciembre de 2012, es 
desordenada, sin división por apartados y en idioma catalán. Su contenido es una 
recopilación de los campos rellenados por el Presidente de la Generalitat. Del lado 
positivo, indica la ubicación de su vivienda en propiedad, el año de adquisición y el 
valor de compra, así como que está pagada en su totalidad.  Indica además el valor en 
euros de sus cuentas corrientes y depósitos bancarios, de sus acciones cotizadas en 
bolsa, de su plan de pensiones y de ahorro y de otros valores mobiliarios y deuda 
pública de la Generalitat. En general, la declaración rompe con el modelo establecido 
para los altos cargos de la Generalitat y es mucho más simple que la presentada por 
los miembros del Gobierno y altos cargos del resto de comunidades autónomas.  
Las declaraciones con las retribuciones completas anuales  de los altos cargos 
del gobierno autonómico catalán (Presidente de la Generalitat, los consejeros, los 
secretarios generales de la presidencia, los secretarios generales y los directores 
generales) son consultables en el Portal de Transparencia (Generalitat de Catalunya, 
2013c). Éstas siguen siendo genéricas, sin un cálculo de retribución individualizada 
como veíamos para Navarra y Aragón y sería deseable, y las cantidades son menores 
que las presentadas junto a las declaraciones de Artur Mas. Esto se debe, según se 
explica en el propio portal, a que las cantidades han sido minoradas de acuerdo a la 
legislación de contención del gasto (IBID: web) 
4.6.10. Galicia. Gobierno. Sólo actividades. 
 
La declaración de actividades de los miembros de la Presidencia y de las ocho 
consellerías de la Xunta de Galicia es de carácter público, pero de complicado acceso 
por lo que a esta investigadora le ha sido imposible encontrarla en la web de la Xunta. 
En su lugar, resultó localizable por medio de la búsqueda en el Registro de Intereses 
de Altos Cargos (Xunta de Galicia, 2012: web).  
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Las declaraciones son amplias y similares a las de los miembros del Gobierno y 
altos cargos de la Administración General del Estado, aunque con algunas variaciones, 
como la inclusión de la localización de algunas de las empresas en la que realiza la 
actividad o la eliminación de la obligación de indicar si percibe retribuciones o no en 
las misiones temporales de representación y en los cargos de representación popular. 
Incluye además, la obligación de declarar el ejercicio de la docencia pública, indicando 
la universidad, las funciones y las fechas. Además, es muy destacable el hecho de que 
se obligue a especificar la fecha de cese de actividades en las empresas, algo que no se 
hace en la declaración estatal (puesto que se da por hecho que todas las actividades 
declaradas se ejercen en el momento de la declaración y ya se recoge un apartado 
específico para las actividades anteriores a la fecha de toma de posesión).   
También es destacable la actualización de los datos, ya que se presenta 
modificación de estos cuando se produce, por ejemplo, una nueva actividad a mitad de 
mandato. Como aspecto negativo, cabe mencionar que no incluye las retribuciones 
percibidas por las actividades, al igual que sucede en el modelo estatal. Además, 
algunos cargos no presentan declaración de actividades. 
Por su parte, la declaración de bienes patrimoniales no es pública. La única 
declaración de bienes patrimoniales disponible es la de entonces presidente de Galicia, 
Alberto Nuñez Feijoo, que la hace pública en febrero de 2013 junto a su declaración de 
la renta de las personas físicas. Está accesible en la página principal de la Xunta de 
Galicia en la pestaña “Gobierno e instituciones” de la barra superior y dentro de esta 
“La presidencia” y en el último campo de la barra lateral izquierda “datos fiscales y 
patrimoniales” (Xunta de Galicia, 2013). Esta declaración de bienes patrimoniales es 
bastante amplia e incluye la clase y características, situación, fecha de adquisición, 
derecho sobre el bien y título de adquisición. Indica además el saldo de los depósitos en 
cuenta corriente, otros bienes o derechos incluyendo su valor, e incluye vehículos y 
aeronaves (aunque sin valor económico) y préstamos, indicando el importe concedido y 
el saldo pendiente de pago. En el caso de la declaración de las rentas percibidas por el 
parlamentario el modelo indica el concepto, la procedencia y el valor en euros.  
En definitiva, se trata de una declaración bastante completa cuya aplicación 
sería muy deseable al resto de miembros del Gobierno y la Administración de Galicia.  
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La ausencia de las declaraciones de bienes patrimoniales de los altos cargos 
gallegos contrasta con el anuncio, en marzo de 2013, de la publicación de las 
declaraciones patrimoniales de los parlamentarios en la web del Parlamento de 
Galicia. En general, cuesta comprender por qué se producen tantas diferencias entre 
las materias sujetas a presentación por los miembros del Poder Ejecutivo frente al 
Legislativo.  
Por otro lado, los miembros del Gobierno y altos cargos gallegos hacen públicas 
sus retribuciones en la página web de la Xunta, con expresa indicación de los 
diferentes conceptos retributivos como las retribuciones brutas, los trienios y los 
complementos, según se explicita en la Ley de Transparencia y buenas prácticas de 
Galicia (2006: art.17). 
4.6.11. La Rioja. Gobierno. Escasa declaración de bienes pero 
aceptable declaración de actividades 
 
Las declaraciones de los altos cargos de la Comunidad Autónoma de La Rioja 
son consultables en la web del Gobierno de La Rioja en el icono “Portal de la 
transparencia”, y luego en el icono “Información Institucional” y por último en la 
pestaña “Declaración de bienes y actividades de los Altos Cargos de la Comunidad 
Autónoma” (La Rioja, 2013: web). 
Tras la aprobación del Decreto 16/2011 (Decreto Registro Actividades, 2011: 
Anexo I) las declaraciones de patrimonio se publican en abril de 2011, pero con motivo 
de las elecciones autonómicas celebradas en mayo de 2011, se vuelven a hacer públicas 
dichas declaraciones, esta vez de manera conjunta con las de actividades, en 
septiembre de 2011 (Resolución publicación declaraciones La Rioja, 2011). 
Así, en lo referido a declaración de bienes patrimoniales, se recoge el Anexo I, 
que sólo incluye un activo genérico, dividido en bienes inmuebles y valor total de otros 
bienes, y un pasivo igualmente genérico.  
Por su parte, la declaración de actividades se divide en cargos que le 
corresponden con carácter institucional o para los que fuera designado por su propia 
condición, representación de la Administración General de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja en los órganos de dirección y administración de organismos y entes 
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públicos de la Comunidad Autónoma y otras Administraciones Públicas, cargos de 
representación popular, cualquier otra remuneración con cargo a los presupuestos de 
las Administraciones Públicas o entidades vinculadas o dependientes de las mismas y, 
por último, otras actividades contempladas en la ley.  Como punto muy positivo, se 
constata que en todas las actividades se debe indicar si son o no retribuidas aunque 
sin indicar la cantidad. 
Entre las carencias, las declaraciones sólo se refieren a los miembros del 
Gobierno: el presidente y sus siete consejeros, no incluyendo a los altos cargos, al 
contrario de lo que ocurre a nivel estatal. Además, la presentación de sendas 
declaraciones sigue un orden caótico y resulta difícil de seguir, no separando con 
espacios suficientes unas declaraciones de las otras. Tampoco incluye fechas de inicio 
ni de cese. 
Como punto positivo, las declaraciones se presentan cuando se produce alguna 
modificación de las circunstancias patrimoniales o de las actividades del cargo. Así, el 
Consejero de Educación, Cultura y Turismo, Gonzalo Capellán Miguel, presenta, dos 
meses después, una nueva declaración al producirse modificación de sus 
circunstancias patrimoniales por contraer una deuda. Esto no ocurre en la 
Administración General del Estado, donde se presentan dos únicas declaraciones 
patrimoniales al nombramiento y al cese. 
4.6.12. Cantabria. Gobierno. Sólo declaración de actividades 
 
El acceso a las declaraciones de actividades se hace por medio de la página web 
del Gobierno de Cantabria, en la pestaña de la barra superior: “Gobierno de 
Cantabria” y luego en la barra lateral izquierda en “Registro de Actividades e 
Intereses de los Altos Cargos” (Gobierno de Cantabria, 2012: web). 
Las declaraciones analizadas recogen la situación de los altos cargos a fecha de 
agosto de 2012. Dichas declaraciones suponen una adaptación o compendio del modelo 
establecido en el decreto de 2009 (véase el anterior capítulo) y recopilan únicamente 
los campos con las actividades declaradas por el cargo. Es muy positivo el hecho de que 
en las actividades públicas se indique la remuneración en euros, aunque en la 
práctica, muchas no contemplen remuneración alguna. También, la presentación de 
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declaración por todos los altos cargos del Gobierno y la Administración. Del lado 
negativo, no se incluyen las fechas de toma de posesión y cese, y sólo se incluye 
remuneración para las actividades públicas y las docentes. 
Por su parte, el Gobierno de Cantabria se acoge al carácter reservado del 
Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales de los altos cargos, según lo establecido 
en la legislación de 2008 e ignora por completo la legislación posterior. Así se constata 
tras una petición por escrito de las declaraciones patrimoniales de los altos cargos el 
31 de julio de 2013, reiterada el 19 de septiembre por falta de respuesta. El 4 de 
octubre tiene salida de la Consejería de Presidencia y Justicia la respuesta, en la que 
se acogen a lo establecido por la Ley de 2008 (Ley reguladora de Conflictos de 
Intereses, 2008: art. 16): “el Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales tendrá 
carácter reservado” por lo que sólo se permite el acceso al Parlamento, órganos 
judiciales, Ministerio Fiscal y Defensor del Pueblo.  
Así, se pasa por alto el decreto de 2009 en el que se deja un resquicio a su acceso 
“previa solicitud escrita sobre persona o personas determinadas y con indicación del 
fin por el que se solicita y, en su caso, expediente o causa de que se trate” (Decreto 
registro Cantabria, 2009: art.21.2): 
Junto a dichas declaraciones, el presidente de Cantabria hacía pública, en 
febrero de 2013, su declaración de bienes y rentas en el Portal de la Transparencia de 
Cantabria (2013: web). Juan Ignacio Diego Palacios realiza su declaración de un modo 
genérico y sin seguir ninguna estructura u orden; sin embargo, ésta es bastante 
amplia. Por contra, no recoge el valor en euros de sus bienes inmuebles ni de sus 
vehículos. También olvida recoger sus posibles deudas u obligaciones patrimoniales, en 
caso de tenerlas. Además, cuesta comprender por qué el Presidente cobra retribuciones 
por ser diputado, cuando habitualmente nadie puede percibir más de una 
remuneración con cargo a los Presupuestos de los órganos constitucionales de las 
Administraciones Públicas (LOREG, 1985: art.158.1) 
En general, como ya destacábamos para casos similares, se echa de menos una 
homologación en la presentación de declaraciones, que regule que todos los altos 
cargos presenten un modelo unificado de actividades y bienes patrimoniales, en lugar 
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de la ausencia total de declaración de bienes, a favor de una publicación improvisada 
de datos fiscales del presidente de Cantabria. 
4.6.13. Asturias. Parlamento. Buena declaración de bienes 
 
Los diputados del Parlamento de Asturias hacen públicas sus declaraciones de 
incompatibilidades, intereses, actividades y bienes patrimoniales en la web de la 
Junta General del Principado de Asturias así como en el Boletín Oficial de la Junta 
General.  
digitalmente, desde la web de la Junta General del Principado de Asturias, la 
pestaña “Diputados” de la barra vertical de la derecha y luego el enlace “Listado 
completo de diputados-IX legislatura” permite acceder a los datos de cada uno de los 
diputados por medio del enlace “declaraciones”. 
En cuanto al contenido del formulario de actividades presentado por los 
diputados, éste recoge en primer lugar las incompatibilidades, con una larga lista de 
cargos públicos a completar por el declarante, pero sin indicar fecha de toma de 
posesión o cese.  
Por otro lado, en los intereses y actividades, se contemplan otras actividades 
públicas desempeñadas distintas a las declaradas, solicitando al declarante el mayor 
grado de detalle posible. Las actividades privadas se dividen en las desempeñadas por 
cuenta ajena y propia, indicando la naturaleza de la actividad o el nombre y objeto 
social de la empresa. También se debe especificar si se perciben ingresos con cargo al 
sector público, consignando la entidad pagadora y las causas que justifican el pago.  
En último lugar, se deben  consignar otras actividades que proporcionen o 
puedan proporcionar ingresos económicos, especificando el tipo de actividad 
desempeñada y si percibe remuneración en el caso de actividades para entes públicos.  
Este formulario es concreto pero no es muy práctico, puesto que se exige que sea 
el declarante quien detalle cada campo por su cuenta, en lugar de incluir los campos 
ya delimitados, por ejemplo “naturaleza de la actividad” o “entidad pagadora”. 
Además, no pide el detalle de las fechas de inicio y cese de cada actividad ni el valor de 
la remuneración percibida por ésta.  
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Se recogen, por otro lado, los bienes patrimoniales, desglosados en las rentas 
percibidas por el/la diputado/a en el ejercicio económico anterior a la fecha de 
declaración (incluyendo la procedencia de las rentas, el concepto y los euros) y la 
cantidad pagada de IRPF en el ejercicio anterior. 
 Los bienes inmuebles de naturaleza urbana y rústica se presentan con detalle 
(indicando clase y características, situación, fecha de adquisición, derecho sobre el bien 
y título de adquisición) pero no se incluye el valor catastral o de compra, lo cual es una 
importante carencia. Además, se incluye el saldo en euros de los depósitos en cuentas 
corrientes o de ahorro, cuentas financieras, etc. y el valor en euros de otros bienes o 
derechos y de otros bienes, rentas o derechos de contenido económico no declarados en 
apartados anteriores. En los vehículos, embarcaciones o aeronaves sólo se incluye la 
fecha de adquisición y el modelo, pero no el valor. Por último y de forma muy positiva, 
en el apartado de deudas y obligaciones patrimoniales se incluye el importe concedido 
y el saldo pendiente a la fecha de 31 de diciembre del ejercicio anterior a la 
declaración. 
Dichas declaraciones son completas e imitan el modelo nacional del Congreso de 
los Diputados, especialmente en el caso de las declaraciones patrimoniales, que son un 
calco exacto presentando, por tanto, sus mismas carencias. Cabe resaltar además que 
el documento presentado por los declarantes es el mismo que el formulario a 
cumplimentar, y no una adaptación con las respuestas del mismo. 
4.6.14. Murcia. Parlamento. Declaración patrimonial excelente pero 
ausencia de las actividades 
 
La publicidad del Registro de Intereses de los diputados se hace efectiva por 
medio de la ley 5/1994 (Ley Estatuto Regional, 1994) y el Reglamento de la Asamblea 
(Reglamento Murcia, 2002: art.20.1). Sin embargo, a comienzos de 2013 aún no se 
hacía público dicho Registro y los interesados debían remitir solicitud por escrito al 
Registro General de la Asamblea Regional de Murcia indicando el motivo y destino de 
los datos.  
La situación cambia en abril de 2013, cuando la Asamblea Regional cuelga en su 
web las rentas, patrimonio e impuestos de los diputados, aunque no dice nada de las 
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actividades. Para acceder, una vez en la web de la Asamblea Regional de Murcia en la 
imagen de la esquina inferior derecha “Composición actual de la Cámara” se puede 
acceder a cada uno de los escaños que simbolizan los 45 diputados y, una vez ahí, en el 
enlace “declaración patrimonial”. Para acceder a la declaración conjunta, dentro de la 
página de inicio de la Asamblea en el enlace “Asamblea Regional”, en “Los Diputados 
Regionales” y seleccionando “Diputados-VIII Legislatura” (Asamblea de Murcia, 2013: 
web). 
Los diputados murcianos decidieron no seguir el modelo aprobado en abril de 
2011 (véase el capítulo anterior) y, tras consultar el modelo que siguen otros 
parlamentos autonómicos, optan finalmente por aplicar el formulario que desde 
septiembre de 2011 cumplimentan los diputados al Congreso y los Senadores, con 
ligeras variaciones.  
De este modo, las declaraciones de rentas y bienes patrimoniales son una copia 
casi exacta de las del Congreso de los Diputados, con una mejora: para los bienes 
inmuebles se añade el valor catastral y un mayor detalle en la descripción de la 
situación, que debe incluir el municipio. Así, éstas son de una calidad muy alta y sólo 
faltaría añadir el valor de los vehículos y embarcaciones, que sí se incluía en los 
modelos aprobado por la Asamblea de Murcia en 2011. Cabe preguntarse por qué no se 
ha mantenido este campo, lo que la hubiese convertido en una declaración (casi) 
perfecta.  
Del lado más negativo, destaca la ausencia de la declaración de actividades de 
los parlamentarios (aunque el citado Reglamento de la Asamblea Regional de Murcia 
regula su publicidad en el artículo 20.1). Este hecho ya iba implícito en el anuncio de 
publicación por la Asamblea, que sólo se refería a la publicación de las rentas, 
patrimonio e impuestos de los diputados.  
En último lugar, en cuanto a la forma de las declaraciones, éstas se presentan 
en un pdf protegido, por lo que no se puede imprimir, impidiendo un tratamiento 
posterior de análisis. 
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4.6.15. Canarias. Gobierno. Un atraso anacrónico. 
 
Tal y como se recogía en el capítulo anterior, la legislación de Canarias marca 
un restrictivo acceso a las declaraciones de actividades de los altos cargos, que se 
transforma en nulo cuando se refiere a las de bienes. 
El acceso a las declaraciones de actividades está sujeto a petición por escrito, 
con estrictas condiciones fijadas por el citado Decreto de Organización y 
Funcionamiento. Así, el gobierno de la Comunidad Canaria permite el acceso por 
escrito a “quienes tengan interés legítimo” (IBID: art.9) pero haciendo constar los 
datos referidos al nombre y apellidos del solicitante, número de DNI y fotocopia, 
profesión, domicilio, ciudad, provincia y los datos del alto cargo acerca del cargo 
público que desempeñe o haya desempeñado y la Consejería u organismo al que 
pertenezca así como los extremos sobre los que se solicita el certificado. 
Para cumplimentar dichos campos, el Gobierno de Canarias pone a disposición 
del solicitante un modelo de solicitud de certificado de actividades y/o de bienes, 
derechos y obligaciones patrimoniales (Gobierno de Canarias, 2013: web). 
Se aprecian varios incumplimientos de los diez principios de la Coalición Pro 
Acceso (2013: web). En primer lugar, en lo que respecta al cuarto principio, el Decreto 
de Canarias obliga al solicitante a facilitar su profesión y su DNI y copia del mismo, en 
oposición a la simple facilitación de los datos personales y el domicilio establecida por 
la Coalición. Junto a esto, la necesidad de cumplimentar “los extremos sobre los que se 
solicita el certificado” en el modelo de solicitud, parece una manera encubierta de 
obligar a incluir los motivos de la solicitud.  
Para verificar dicho acceso, el 5 de marzo de 2013 esta investigadora realizó una 
petición de declaración de actividades, bienes y derechos patrimoniales del Consejero 
de Educación, Universidades y Sostenibilidad del Gobierno de Canarias, Don José 
Miguel Pérez García dirigida al Registro de Intereses de Altos Cargos de la Inspección 
General de Servicios de la Consejería de Presidencia, Justicia e Igualdad del Gobierno 
de Canarias. Recibo respuesta por parte del Gobierno de Canarias un mes después de 
mi petición (con entrada el 6 de marzo y salida de la Consejería de Presidencia el 1 de 
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abril) en la que la Consejería me deniega el acceso a los datos de actividades y bienes y 
derechos patrimoniales. 
En el caso de las actividades, su negativa se basa en el Decreto de Organización 
y Funcionamiento, que niega el acceso “cuando las solicitudes sean genéricas, no se 
acredite interés legítimo para solicitarlas, o no aparezca en la misma claramente 
identificado el titular del alto cargo del que se solicita la certificación” (1997: art.10.3). 
Así, recogen en su respuesta que: 
“sin perjuicio de que el acceso a la Sección de Actividades de Declaraciones de Altos 
Cargos tiene carácter público, no ha acreditado un interés legítimo para acceder a declaración 
de actividades del citado alto cargo, por lo que igualmente no se le puede facilitar dicha 
información” (VER ANEXO XVI TESIS). 
Por otro lado, la negativa de acceso a los bienes patrimoniales de basa en el 
“carácter reservado” recogido en la ley (1997: art.10.3) y en el decreto (1997: art.8). 
Exponen que mi solicitud “no cumple con los supuestos establecidos en dicho artículo 
para acceder a la declaración de bienes y derechos de Don José Miguel Pérez García, 
por lo que dado el carácter reservado de la Sección no puede acceder a dichos datos” 
(VER ANEXO XVI TESIS). 
Así, mis dos peticiones de actividades y bienes patrimoniales respectivamente 
son denegadas. Una por no acreditar interés legítimo para acceder a la misma, algo 
que choca frontalmente con el cuarto principio de la Coalición pro acceso, y la otra por 
ser de acceso reservado.  
Así, Canarias resulta ser junto con Madrid y País Vasco, la comunidad más 
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4.6.16. Islas Baleares. Parlamento. Atraso legislativo compensado con 
un buen acceso real 
 
La última reforma del Reglamento del Parlamento de Baleares no recoge la 
publicidad de las declaraciones de actividades y de bienes patrimoniales. Pese a este 
enorme atraso, los diputados del Parlamento de Islas Baleares decidieron hacer 
públicas en la web sus declaraciones de actividades, bienes, patrimonio y la 
declaración del IRPF el 21 de febrero de 2013 (Parlament de les Illes Balears, 2013: 
web).  
Éstas pueden consultarse en la web del Parlamento de las Islas Baleares en el 
apartado de la barra horizontal superior “Els nostres representants”, y luego  de nuevo 
en la barra superior “Diputats” (en castellano, “Nuestro representantes” y 
“Diputados”). Dentro de cada uno de los diputados se puede acceder a los enlaces 
“Declaración de bienes y actividades” y “Declaración de IRPF”.  
La declaración de actividades incluye los ingresos con cargo al sector público, 
desglosado en cargos públicos, actividades públicas y actividades en entes públicos, y 
empresas con participación pública mayoritaria por las cuales perciben salarios, 
dietas, gastos de desplazamiento, etc., En todos ellos se pide indicar la fecha de inicio 
aunque está ausente la remuneración. Por su parte, en la condición de pensionista, de 
derechos pasivos o de cualquier régimen de la Seguridad Social, se pide indicar la 
entidad pagadora. Para las actividades privadas se emplea un formato similar, 
indicando la fecha de inicio pero no la retribución.  
En cuanto a los bienes patrimoniales, destaca que en todos los campos se indica 
el valor en euros. Es así para las cuentas bancarias (saldo), las acciones y 
participaciones en capital de sociedades, títulos de deuda pública, fondos de inversión 
y otros valores mobiliarios. También se incluye el valor en euros de los vehículos, 
embarcaciones, obras de arte, antigüedades y otros bienes y derechos de cualquier 
naturaleza cuyo valor sea superior a 6.000 euros, y para los seguros de vida 
rescatables, el ajuar doméstico y otros bienes patrimoniales y deudas. Para los bienes 
inmuebles urbanos y rústicos se indica además la titularidad, la situación del 
inmueble y la descripción. 
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 Esta declaración es muy completa e incorpora mejoras respecto a la declaración 
de los diputados del Congreso de los Diputados, como la incorporación del valor 
(catastral) en los bienes inmuebles aunque no incluye, por el contrario, la fecha de 
adquisición de los mismos. En el caso de los vehículos incorpora también su valor. 
Como conclusión, sería muy deseable modificar el Reglamento para dotar de 
publicidad obligatoria a las declaraciones, aunque ésta ya sea un hecho en la práctica. 
4.6.17. Los Municipios. Vélez-Málaga, ejemplo de transparencia. 
 
La ola de publicación de declaraciones que invadió a muchas comunidades 
autónomas salpicó a su vez a un buen número municipios. Como ejemplo, citaré el caso 
del municipio de Vélez-Málaga, en Málaga, que anunció en enero de 2013 que sus 25 
concejales publicarían anualmente una declaración de sus intereses de actividades y 
bienes, según un nuevo modelo previsto por el equipo de gobierno municipal (Europa 
Press, 2013b: WEB). La propuesta fue debatida en pleno ordinario y se anunció que en 
el plazo de un mes aproximadamente desde enero se publicarían las declaraciones de 
bienes y actividades en el tablón de edictos municipal y en la página web. 
Finalmente se publicaron en mayo de 2013. Tales declaraciones son 
consultables en la web del Ayuntamiento de Vélez-Málaga, en la pestaña superior “Tu 
Ayuntamiento” en la opción “Transparencia”. Una vez ahí, se puede acceder a la 
normativa y declaraciones pinchando en el enlace “Declaraciones de Actividades, 
Bienes e Intereses de los Titulares de Órganos Directivos de Libre Designación del 
Excmo. Ayuntamiento de Vélez-Málaga” (Ayuntamiento de Vélez-Málaga, 2013: web). 
Las declaraciones son muy detalladas y adecuadas. En primer lugar la 
declaración de actividades está correctamente estructurada en diferentes secciones y 
se indican las fechas de inicio o nombramiento. Como contrapunto y en línea con la 
mayoría de comunidades autónomas, no recoge si se perciben o no retribuciones por las 
actividades y tampoco las cantidades. Tampoco recoge las actividades ejercidas 
anteriormente a la fecha de toma de posesión. 
En cuanto a los bienes patrimoniales, es muy destacable que se indique el valor 
de todos los campos, (el catastral o de mercado para los bienes inmuebles). Algo que no 
se recoge para los diputados del Congreso de los Diputados (y por supuesto tampoco en 
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la exigua declaración de los miembros del Gobierno y altos cargos de la Administración 
del Estado).  
En cuanto al pasivo, sólo cabe destacar la ausencia de un mayor detalle en la 
descripción de las deudas, desglosándolas, por ejemplo, en el importe concedido y el 
saldo pendiente, tal y como hace el Congreso. 
Por último, destaca que se pide indicar la cantidad pagada en los impuestos de 
renta, patrimonio y sociedades, algo que no hacen los miembros del Gobierno ni 
tampoco del Congreso, que sólo indican la cantidad pagada por IRPF. En general, el 
modelo es bastante amplio y aceptable.  
Junto a esto y, tal y como anunció el alcalde, los datos se irán actualizando 
anualmente, lo cual es muy positivo aunque falta comprobar que en la práctica vaya a 
ser exactamente así, lo que no ha ocurrido en otras promesas anteriores del mismo 
estilo. 
4.7. Conclusiones del capítulo. La aplicación del periodismo 
de precisión como creador de valor añadido 
 
 La aplicación de la perspectiva y técnicas de análisis del periodismo de 
precisión/de datos al complejo y vasto conjunto de informaciones accesibles analizadas 
permite concluir que la realidad descubierta había pasado desapercibida hasta la 
fecha, en su mayor parte, para el periodismo convencional, a pesar de su relevancia. El 
prolijo esfuerzo de recolección y cotejo de datos efectuado ha puesto de manifiesto que 
la normativa establecida para el acceso a los datos de actividades y situación 
económica de los políticos en ejercicio resulta muy desigual y a menudo impide o no 
garantiza la transparencia detallada e inequívoca de dicha información (lo que ya en sí 
mismo constituye una importante noticia respecto al nivel de transparencia existente 
en la práctica sobre estos aspectos). Pero incluso tras la evidencia de múltiples lagunas 
o ausencia de control institucional sobre las erratas, inexactitudes e insuficiencias de 
las declaraciones oficiales que los políticos realizan en los últimos años en España, se 
puede obtener, sin embargo, un importante conjunto de ‘noticias’, tanto de carácter 
estructural como de identificación nominal, hasta ahora sepultadas bajo la avalancha 
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informe de datos que en teoría se puede consultar sobre las actividades económicas y 
patrimonios de los cargos ejecutivos y legislativos de nuestro país. 
 
 El periodismo convencional ha aprovechado las recientes reformas en materia 
de divulgación oficial de este tipo de datos para realizar algunas esporádicas y 
apresuradas indagaciones, que ha trasladado a la opinión pública, en forma de 
revelaciones curiosas pero, en general, de escasa trascendencia. 
 
 Sin embargo, un aprovechamiento más exhaustivo de esas nuevas 
oportunidades de acceso, aun siendo todavía imperfectas, permite al periodismo de 
precisión/de datos demostrar su capacidad para generar valor añadido, cuando la 
iniciativa de indagación periodística se superpone al mero ejercicio de la toma de 
declaraciones en notas de prensa o de hojeo improvisado de listados hechos públicos. 
 
4.7.1. Principales hallazgos respecto a miembros del Gobierno y 
diputados del Congreso 
 
De forma más específica, respecto a los miembros del Gobierno y diputados del 
Congreso, los resultados ya detallados en el presente capítulo se pueden sintetizar en 
los siguientes aspectos más descollantes:  
En primer lugar, en cuanto al estudio de las declaraciones de actividades de los 
miembros del Gobierno y altos cargos, cabe subrayar que su acceso está condicionado a 
petición por escrito, lo cual incumple el noveno principio de la Coalición Pro Acceso que 
exige la puesta a disposición pública de dicha información sin necesidad de solicitud. 
Pese a esto, la recepción de la solicitud es rápida y el modelo de presentación es 
bastante aceptable y transparente.  
Respecto a la información así obtenida del actual Gobierno (una vez agrupadas 
las publicaciones de declaraciones de septiembre de 2012 y septiembre de 2013) 
destaca, entre las carencias menos graves, que los declarantes olvidan incluir las 
actividades adscritas a su cargo con carácter institucional. Algo más grave es el olvido 
de los cargos de representación popular, como el de diputado o miembro de 
parlamentos autonómicos.  
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En el caso de las actividades privadas, a menudo olvidan aquéllas no 
remuneradas, como conferencias o seminarios, lo que de nuevo reviste escasa 
gravedad. Entre las ausencias más graves figura la ausencia de declaración de algunas 
de sus actividades privadas desempeñadas en el presente, según lo recopilado del 
Registro Mercantil Central y otras fuentes institucionales y privadas, que la autora de 
esta tesis –aun de forma no exhaustiva-, ha podido cotejar. Hay además errores de 
fechas y discrepancias entre la información recogida en el RMC y en los organismos 
públicos y privados consultados. En general, existen bastantes casos de posibles 
incompatibilidades no subsanadas si se tiene en cuenta dicha información.  
En el extremo opuesto, la declaración más ejemplar es la de Fernando Jiménez 
Latorre (Secretario de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa), que incluye todas 
sus actividades incluyendo la legislación por la que se hace efectivo el nombramiento. 
En cuanto a los resultados cuantitativos, se observa que la mayoría de los casos 
estudiados (97%) realizan actividades públicas que no declaran. Incurren en esta 
irregularidad el 100% de las mujeres y los ministros analizados, así como el 
presidente. Por su parte, el 68% realizan actividades privadas que no declaran. Este 
incumplimiento incluye a todos los ministros y el presidente. 
En segundo lugar, en cuanto al estudio de las declaraciones patrimoniales de los 
miembros del Gobierno, cabe destacar en primer lugar el rápido acceso, que se realiza 
por medio del BOE, ya sea en su versión en papel o digital. Sin embargo, la sencillez 
de acceso queda un tanto devaluada por el contenido real, restringido a lo que califican 
de declaración “comprensiva”. Tal y como ha quedado expuesto en el presente capítulo, 
el reglamento que regula estas declaraciones distingue dos formularios que los 
miembros del Gobierno y sus altos cargos han de rellenar: El Anexo I, muy detallado y 
exhaustivo de todos los bienes muebles e inmuebles, activos financieros o de cualquier 
otro tipo y pasivo o deudas contraídas, pero destinado al archivo interno y no accesible 
a los ciudadanos; y el Anexo II, de carácter sintético y carente de especificaciones, que 
es el finalmente hecho público a través del BOE. Como consecuencia de lo anterior, los 
análisis socioestadísticos que se pueden aplicar resultan bastante restringidos, pero 
aun así, el periodismo de precisión/de datos ha podido obtener algunos resultados que 
amplían lo conocido hasta ahora mediante el periodismo convencional. 
 - 510 - 
 
Asimismo, lLa realización de estudios estadísticos univariables, como la media y 
la mediana del activo y del pasivo respectivamente permiten probar que, pese a que la 
realización de la media parece indicar que las mujeres tienen un activo superior al de 
los hombres, la mediana demuestra que en realidad su situación más característica es 
de patrimonio inferior. Lo mismo sucede con los secretarios de Estado, cuyo activo que 
parece ser más alto que el de los ministros, es en realidad más bajo si nos atenemos al 
indicador de situación más característica que representa el valor mediana (inversión 
que se produce cuando en un pequeño conjunto de casos la media aritmética queda 
muy afectada por algunos casos extremos muy alejados del resto). 
Los estudios bivariables de cruce de datos entre activo/pasivo  y sexo/cargo 
permiten a su vez distribuir en franjas el activo y el pasivo de los altos cargos 
estudiados. Dicha distribución permite comprobar lo anteriormente mostrado, que son 
las mujeres las que tienen activos más bajos (el 60% tienen entre 0 y 500.000). En 
cambio, unos cuantos casos en la franja más alta (20% entre 1.000.000 y 19.000.000 de 
euros) sesgan la media hacia arriba. Lo mismo ocurre con los secretarios de Estado, 
cuyos activos promedios eran muy altos pero en realidad la mayoría de éstos se 
encuentran en las franjas más bajas (62% entre 0 y 500.000 euros de activo) y de 
nuevo unos cuantos casos (16,67% entre 1.000.000 y 19.000.000 de euros) sesgan la 
media hacia arriba.  
Para el pasivo ocurre algo similar y, la realización de dichos cálculos permite 
comprender que el aparentemente alto pasivo promedio de los secretarios de Estado, 
se encuentra en realidad en las franjas más bajas, tal y como indicaba la mediana 
(62,5% entre 0 y 60.000 euros de pasivo) y son unos cuantos casos los que sesgan la 
media hacia arriba (25% entre 200.000 y 500.000 euros de pasivo). Esto permite 
comprobar que para los dos conceptos abordados (activo promedio y pasivo promedio) 
es más apropiado aplicar la mediana. 
Continuando con los estudios estadísticos, el cálculo del gráfico de dispersión 
nos permite conocer que la correlación entre las variables de activo y pasivo es 
negativa (a mayor activo menor pasivo) aunque con intensidad moderada. Este estudio 
permite deducir a su vez que los casos más atípicos o aberrantes son los de la 
Secretaria de Estado de Educación, Formación profesional y Universidades, Monserrat 
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Gomendio Kindelán y del Secretario de Estado de Defensa, Pedro Argüelles 
Salaverría, por poseer unos activos muy elevados para cero euros de pasivo. 
A su vez, es importante estudiar la correlación entre las variables de cargo y 
activo/pasivo por medio de los diagramas de caja. Éstos permiten deducir que la 
correlación es ascendente para el primer caso: a mayor cargo mayor activo, siendo 
difícil probar la correlación entre las variables de cargo y pasivo. 
Los estudios matemáticos de coeficiente de garantía o distancia a la quiebra 
concluyen que es el citado Pedro Argüelles Salaverría el cargo que posee una mejor 
situación económica, seguido de la también citada Monserrat Gomendio Kindelan, el 
ministro de Agricultura y Medio Ambiente, Miguel Arias Cañete y el presidente 
Mariano Rajoy Brey. La peor situación económica, por su parte, es la del Secretario de 
Estado de Cultura, José María Lasalle Ruiz. 
Por otro lado, la comparativa entre el activo y pasivo de entrada y salida del 
precedente gobierno socialista, permite conocer que la ex Ministra de Defensa, Carmen 
Chacón Piqueras experimentó el mayor crecimiento de su patrimonio durante su 
ejercicio, al pasar de 156.718,87 euros a 421.958,29 euros, lo que significa un 169,25% 
de incremento. En sentido contrario, la ex Secretaria de Estado de Cooperación 
Internacional, María Soraya Rodríguez Ramos fue quien experimentó el mayor 
decremento de su activo, con una pérdida del 46,73%, producto de su descenso de los 
403.305,55 euros declarados a su toma de posesión, a los 214.838,59 consignados en su 
cese. En el pasivo, Josep Puxeu Rocamora, ex Secretario de Estado de Medio Rural, es 
el caso más llamativo, por pasar de 0 euros de deuda a 500.000. En el extremo 
contrario, de nuevo María Soraya Rodríguez Ramos es quien experimenta un mayor 
decremento de su pasivo, al haber reducido a cero euros en el momento del cese las 
deudas por 225.000 euros que declaraba a su toma de posesión (lo que unido al 
anterior dato vendría a indicar que la vertiginosa reducción de la deuda de esta ex 
secretaria de Estado se habría producido mediante la reducción en una magnitud 
similar de su patrimonio).  
ta de regresión lineal permite verificar para la comparación entre la situación 
de entrada y salida del anterior gobierno socialista, una correlación positiva entre el 
activo/pasivo de entrada y el activo/pasivo de salida, (a mayor activo de entrada, 
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mayor activo de salida y también a mayor pasivo de entrada, mayor pasivo de salida), 
lo que resulta completamente acorde con lo esperable en términos de normalidad 
económico financiera. 
POtra comparación muy interesante, que también ha revelado la perspectiva del 
periodismo de precisión/de datos aplicada, es la diferencia entre la situación de riqueza 
y endeudamiento del Gobierno del Partido Socialista a su entrada en 2008 y el 
Gobierno del Partido Popular a su entrada en 2011. Según el cálculo de la mediana del 
activo y del pasivo de entrada, se puede extrapolar que los dirigentes populares eran 
más ricos que los socialistas al inicio de su mandato y estaban, a su vez, menos 
endeudados. 
Por lo que respecta a la declaración patrimonial del actual Presidente del 
Gobierno, Mariano Rajoy, se observa una ligera bajada de sus bienes patrimoniales 
entre los años 2007 a 2012 (de casi 1,4 millones a cerca de 1,3 millones), estando a su 
vez el citado presidente en el grupo de los cuatro miembros de su Gobierno con mayor 
patrimonio y situación patrimonial más desahogada (con cero euros de deuda). Por 
parte de su principal oponente político actual, Pérez Rubalcaba, los datos registrados 
muestran una situación patrimonial similar a la del Presidente del PP y muy 
estabilizada (en torno al 1,2 millones de euros) entre 2009 y 2012, pero con un fuerte 
incremento previo de su patrimonio entre 2007 y 2009, si nos atenemos a los datos 
fiscales publicados por el propio Pérez Rubalcaba en su declaración de impuestos de 
patrimonio de 2007, hecha pública a través de la web del PSOE. 
En tercer lugar, en cuanto al análisis de las declaraciones de actividades de los 
diputados, el propio modelo de declaración establecido ya deja bastante que desear, 
puesto que no solicita las fechas de inicio ni de cese de las actividades ni si se percibe o 
no retribución por las mismas.  
Muchos de los diputados declarantes no actualizan las declaraciones como 
debieran tras el inicio o cese de actividades, si bien algunos de estos olvidos no son 
graves, especialmente cuando se refieren a cargos institucionales o nombres de 
empresas no actualizados. Otros sí actualizan su declaración pero lo hacen únicamente 
en la hoja de cabecera.  
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Olvidos más graves son, por ejemplo, los de los cargos de responsabilidad en el 
Congreso de los Diputados, de carácter retribuido. En general, se trata de un modelo 
de declaración menos detallado que el empleado para las actividades del Gobierno.  
Entre las declaraciones más ejemplares está la del diputado del PP, Alberto 
Ruiz Gallardón, pues recoge todas y cada una de las actividades por él desempeñadas. 
Junto a él sobresale la diputada socialista, Rosa Aguilar, que también incluye todas 
sus actividades con gran detallismo. Entre las menos ejemplares descuella la del 
diputado y actor Toni Cantó, de UPyD, que omite actividades de carácter privado 
cotejadas por la autora de esta tesis, como la administración de una sociedad. 
En cuanto a los resultados porcentuales, obtenemos que el 100% de los 
diputados estudiados realiza alguna actividad pública que no declara. Tal carencia 
informativa corresponde en su mayoría a puestos no remunerados adscritos a su cargo 
(para los que son a la vez miembros del Gobierno) y, de modo más grave, cargos 
remunerados de responsabilidad en el Congreso de los Diputados. En cuanto a las 
actividades privadas, el 71% realiza actividades privadas que no declara, habiendo 
detectado esta deficiencia en el 79% de los hombres y 57% de las mujeres de una 
pequeña muestra de diputados sometida por la autora de esta tesis a cotejo 
exhaustivo. Dichas actividades corresponden en muchos casos a cargos políticos y 
organizaciones privadas, siendo las más graves las detectadas mediante consulta 
efectiva realizada por la autora de esta tesis en el Registro Mercantil Central. Además, 
menos de la mitad de los diputados actualiza su declaración. 
En cuarto lugar, en cuanto a las declaraciones patrimoniales y de rentas de los 
diputados, el cambio legislativo en 2011 supuso un avance inesperado, con la 
presentación de unos modelos de declaración mucho más amplios que los llevados a 
cabo por el Poder Ejecutivo. Entre las carencias, los modelos exigen la declaración de 
las rentas percibidas en el ejercicio económico anterior a la declaración (2010) y 
excluyen la percibida como diputado, lo que impide contrastar la renta percibida por 
sus actividades actuales y la remuneración por su cargo de representación popular. 
Por otra parte, no se recoge el valor en euros de los bienes inmuebles ni el de los 
vehículos o embarcaciones. 
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Respecto a la cumplimentación, varios declarantes, como el diputado y Ministro 
de Industria, Turismo y Comercio, José Manuel Soria, dejan su declaración de rentas 
en blanco, aun realizando actividades por las que cabe suponer que percibiría una 
remuneración. Además, algunos diputados no actualizan su declaración, lo cual impide 
hacer un seguimiento de su trayectoria. 
En este apartado, la información presentada por los autores de la web Sueldos 
Públicos contrastada con la publicación discrecional de sus nóminas por parte de los 
diputados de UPYD ha permitido a su vez el cálculo de las nóminas de dos los 
diputados estudiados, pudiéndose comprobar las altas cuantías que perciben por sus 
cargos de representación popular.  
Pasando a valorar el tratamiento dado en los medios de comunicación a todas 
estas cuestiones cabe concluir que las informaciones periodísticas presentadas, en 
general, resultaron mejorables. Han sido especialmente escasos los datos publicados 
referidos al Poder Ejecutivo, donde la mayoría de los medios se ha limitado a la 
enumeración de los datos publicados en el BOE acerca de los miembros que más 
patrimonio o más deudas poseían pero sin realizar cruces de datos entre los mismos. 
Las declaraciones del Poder Legislativo, por su parte, sí parecen haber cobrado mayor 
interés entre los medios, sobre todo por parte de algunas publicaciones digitales, como 
los citados análisis de LaInformación y ProBonoPúblico. 
Como se puede comprobar, la aplicación del periodismo de precisión a esta 
investigación permite extraer resultados sustanciosos, sujetos al desarrollo de 
reportajes periodísticos sobre los mismos, a pesar incluso de la igualmente señalada, 
falta de exhaustividad y detalle en parte de las declaraciones oficiales hechas públicas. 
4.7.2. Resultados destacados sobre asambleas autónomas y 
municipales: Las comunidades autónomas y los municipios, los más 
avanzados 
 
Pasando a los resultados comparativos obtenidos en las comunidades 
autónomas, en general, las declaraciones de actividades y bienes de éstas son, en 
muchos casos, más avanzadas que las de los poderes Ejecutivo y Legislativo central.  
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Al igual que se realizó para el anterior capítulo con la legislación, a continuación 
se presenta un nuevo cuadro para la evaluación del acceso real a las declaraciones, 
dividido éste según sea “Ilimitado”, “condicionado” y “sin acceso”. 
Cuadro 20. Evaluación del acceso real a las declaraciones 
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 En los casos en los que se ha exigido la justificación del interés o la consulta exclusivamente presencial, no se ha 
realizado la solicitud. 
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 Pese a que la legislación restringía o impedía el acceso, los declarantes deciden unilateralmente publicar sus 
declaraciones. 
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Cuadro 21. Evaluación del contenido de las declaraciones de actividades y 
patrimonio 
Por último, el siguiente cuadro refleja un análisis del contenido de las 
declaraciones de actividades y patrimonio del Estado, las diecisiete comunidades 
autónomas y el municipio analizado de Vélez-Málaga. La distribución en este caso se 
hace atendiendo a cuatro categorías: “Muy bueno”, “bueno”, “escaso”, y “sin acceso”. 
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 Conforme a un Anexo II de contenido sintético que no contiene el contenido. completo de las 
declaraciones reales. 
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Según queda recogido en este capítulo y verifican estos cuadros, existen algunas 
declaraciones especialmente correctas que serían un buen modelo a imitar por el 
ejecutivo y legislativo central.  
Se puede destacar diversos aspectos positivos de las declaraciones del Poder 
Ejecutivo y Legislativo de la comunidad autónoma de Andalucía, sobre todo en lo 
referido a la declaración de bienes, ya que la de actividades es más escasa y sólo 
presenta la información recogida por el declarante. Resalta también la publicación del 
Poder Ejecutivo y Legislativo de Castilla La Mancha, que presenta gran detallismo y 
concreción en sus declaraciones, sobre todo en el caso de las de patrimonio. Son 
notables también las del Poder Legislativo de la Comunitat Valenciana, cuyas 
declaraciones patrimoniales presentan gran detallismo, especialmente si se comparan 
con la situación del Gobierno de la Generalitat Valenciana, que sólo recoge un activo y 
un pasivo genéricos. 
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Pero por encima del resto sobresalen las declaraciones de actividades y 
especialmente la de bienes del Poder Ejecutivo de Navarra, que, además de ser mucho 
más amplias que las aportadas a nivel nacional por los miembros del Gobierno y 
secretarios de Estado, incluyen los datos de las remuneraciones en euros percibidas 
por las actividades realizadas y la clase, el título de adquisición, el valor catastral, etc. 
de los bienes inmuebles. Su acceso es, además, digital. Sorprende sin embargo, en 
sentido diametralmente opuesto que el Poder Legislativo de la misma comunidad de 
Navarra pone restrictivas condiciones al acceso a las declaraciones de actividades 
(exigiendo el acceso presencial) y ni siquiera hace públicas las de bienes patrimoniales. 
En un excelente nivel se sitúa también, el contenido de las declaraciones de 
bienes del Poder Legislativo de Murcia, que copia la pauta del Congreso de los 
Diputados con algunas adaptaciones y mejoras, como la inclusión del municipio de 
ubicación de los bienes inmuebles y el valor catastral. Por el contrario, su formato deja 
que desear, al ser éste un pdf protegido.  
Por último, resaltan igualmente las declaraciones de actividades y bienes del 
Poder Legislativo de las Islas Baleares, que son muy completas y aportan mejoras 
respecto a la declaración de los diputados del Congreso de los Diputados, como la 
incorporación del valor de los bienes inmuebles y los vehículos.  
En el caso de los municipios, si bien no se ha realizado al respecto un rastreo 
exhaustivo, merece comentario específico la publicación de declaraciones del 
consistorio de Vélez-Málaga, presentadas con gran detallismo e inclusión del valor en 
euros para todos los campos de la declaración patrimonial.  
Entre las declaraciones mejorables se encuentran las del Gobierno de la 
Comunitat Valenciana, cuyas declaraciones patrimoniales son elementales mientras 
que las de actividades ni siquiera se presentan. También el Poder Legislativo de 
Extremadura resulta criticable por realizar un cambio de modelo que empeora 
ostensiblemente tanto la calidad de las declaraciones de actividades como las de 
bienes. Tampoco se publica la declaración de bienes del Poder Ejecutivo de Galicia, 
siendo sólo pública la de su presidente, Nuñez Feijoo. Por su parte, el gobierno de La 
Rioja recoge un exiguo anexo, idéntico al del Gobierno, para las declaraciones de 
bienes patrimoniales. Cantabria, por su parte, no publica la declaración de bienes de 
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su Gobierno, dotándola de carácter reservado. Destaca negativamente también la 
ausencia de la declaración de actividades del Poder Legislativo de Murcia a pesar de 
que el Reglamento regula la publicidad.  
Las comunidades peor valoradas en el seguimiento realizado han resultado ser 
las de País Vasco, Madrid y Canarias. En primer lugar, el Gobierno del País Vasco, 
adolece de una increíble falta de transparencia que, por un lado, deniega el acceso a 
las declaraciones patrimoniales por ser éste de carácter reservado y sólo accesible al 
propio interesado –entendido este concepto referido al sujeto de la declaración y en 
ningún caso a cualquier ciudadano- y, por otro lado, sólo obliga a declarar cierto tipo 
de actividades. En cuanto al Parlamento Vasco, las declaraciones de actividades sólo 
pueden pedirse por escrito y además son excesivamente genéricas mientras que el 
Reglamento sostiene el carácter reservado de las declaraciones patrimoniales.  
Por su parte, ni el Gobierno ni la Asamblea de Madrid hacen públicas las 
declaraciones de actividades ni de bienes, en una anacrónica y atrasadísima 
legislación. En el caso del Gobierno de esta comunidad, ni siquiera ha contestado a la 
petición por escrito de esta investigadora para el acceso a las declaraciones de 
actividades. 
Por último, el Gobierno de Canarias no da acceso público a la declaración de 
bienes, mientras que la de actividades está sujeta a una acreditación de una 
motivación e interés legítimo, lo cual excede los requisitos del nuevo marco legislativo 
de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno (2013).  
Se aprecian, por tanto, dos velocidades en las comunidades autónomas, algunas 
cuyo acceso y contenido de las declaraciones de actividades y bienes superan con creces 
a las del Estado y otras que, simplemente no parecen estar dentro del siglo en el que 
vivimos. Así, es preciso instar especialmente a los poderes Ejecutivo y Legislativo de 
Madrid y País Vasco y al Poder Ejecutivo de Cataluña, Comunidad Valenciana y 
Canarias a modificar el acceso a dichos datos de actividades y bienes de sus miembros 
del Gobierno y del Parlamento, respectivamente, para que los ciudadanos puedan 
fiscalizar que la labor de sus cargos públicos se realiza correctamente. 
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Capítulo 5: El acceso a datos públicos en países de referencia: Estados 
Unidos y Países Bajos 
 
5.1. Legislación general sobre acceso a la información de 
interés público en los Estados Unidos 
 
Como ya se mencionaba en el capítulo de marco téorico, el control ciudadano de 
los asuntos públicos es considerado un asunto de primera importancia en EEUU, ya 
que, de acuerdo con uno de los principios básicos del liberalismo en el que su sistema 
político se fundamenta, el individuo debe tener recursos para defenderse de los abusos 
del Estado y éste ha de dotar de transparencia a los asuntos públicos.   
La Constitución estadounidense, redactada en septiembre de 1787 y ratificada 
en 1788 (Constitución, 1787), fue el primer gran paso legal en cuestiones de apertura 
democrática del mundo occidental contemporáneo. Pese a que sus borradores y 
sesiones de redacción fueron guardados en secreto (con guardias apostados en las 
puertas del State House of Philadelphia para echar a los mirones) y no establece un 
derecho explícito al acceso de información, el texto fijó que la mayoría de las 
deliberaciones fuesen públicas. Por su parte, los debates en la Corte Suprema 
estuvieron abiertos al público desde la primera sesión en 1790, aunque no fue hasta 
1946 cuando el Congreso abriría a la participación pública los procedimientos 
regulatorios del Poder Ejecutivo. 
 
La Primera Enmienda de 1791 incorporó el derecho a la libertad de expresión 
con la siguiente fórmula: 
 
“El Congreso no aprobará ninguna ley que se aboque al establecimiento de 
religión alguna, o que prohíba el libre ejercicio de la misma; o que coarte la libertad de 
expresión o de prensa; o el derecho del pueblo a reunirse pacíficamente y a solicitar del 
Gobierno la reparación de agravios” (IBID: I enmienda). 
 
El compromiso con la libertad de expresión está patente en dicha enmienda. 
Según recoge GRABER (1995: 119),  
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“No resulta tampoco sorprendente que la Constitución de Estados Unidos 
prohíba al Congreso aprobar leyes que atenten contra la libertad de prensa. La razón 
fundamental es que los periodistas deben tener libertad para criticar al gobierno sin 
temor a la represión o al castigo. Esta prohibición no ha sido siempre respetada, sobre 
todo en épocas de guerra o tensión política, sin embargo las transgresiones han sido 
comparativamente menores, efímeras y excepcionales”. 
Como punto negativo, a diferencia de otras legislaciones de acceso a la 
información, como la ley de acceso a la información sueca de 1766, el enfoque parece 
darse solamente en el derecho a la libertad de expresión pero no en la libertad de 
acceso (MUSTONEN, 2006: 52 y 56). 
En general, los fundadores reconocieron el poder del Gobierno para controlar la 
información como un medio de limitar la participación, a pesar de que en la 
Declaración de Independencia de 1798, una de las quejas contra el gobierno británico 
era que las restricciones a un gobierno abierto y los debates minaban las actividades 
democráticas (BANISAR, 2006: 18). 
Quizá, por eso, los buenos propósitos de la Primera Enmienda revelaron un 
proceso hacia la apertura gubernamental en Estados Unidos que “comenzó pronto pero 
procedió lentamente” (FUNG ET AL, 2007: 25). Tras el avance recogido a finales del 
siglo XVIII, el movimiento de apertura democrática se estancó durante dos siglos. 
En 1947 se aprobó la Administrative Procedure Act (ABA, 1947: web), como 
respuesta a las crecientes preocupaciones sobre la justicia y la contabilidad que 
acompañó al extraordinario crecimiento de los organismos federales durante el New 
Deal y los años de la guerra. La nueva ley contemplaba la publicación por los 
organismos del Poder Ejecutivo de información sobre sus estructuras, poderes y 
procedimientos, las regulaciones finales y los comentarios públicos.  
Sus propósitos eran cuatro: exigir a los organismos que mantuviesen al público 
informado de su organización, procedimientos y reglas; hacer posible la participación 
pública en el proceso de creación de las leyes; establecer standards uniformes para el 
proceso formal de creación de una ley y adjudicaciones y definir la esfera de acción del 
proceso judicial.  
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Concretamente, la sección tres se ocupaba de “asistir al público en su relación 
con los organismos administrativos exigiendo a los organismos que pusieran su 
material a disposición pública en una forma precisa y actualizada” (IBID: section 3). 
Sin embargo, aunque recogía que “se aplica a todos los organismos de los 
Estados Unidos”, acto seguido recogía que excluía al Congreso, los Tribunales así como 
los gobiernos de los territorios, posesiones y del distrito de Columbia (IBID: section 3). 
Además, permitía excepciones al acceso a la información: “cualquier función de 
los Estados Unidos que requiera de secreto en el interés público” (IBID: section 3, 
exceptions). Aun así, el Secretario de Justicia (Attorney General) que analiza el texto 
resalta que sólo se cumple la excepción “en el caso” de que la función requiera del 
secreto por motivos de interés público (como, por ejemplo, material confidencial 
militar) siendo aplicable la publicación, en caso contrario.  
La otra excepción era para “cualquier cuestión que se refiera a la gestión 
interna de una agencia”. De nuevo el Secretario de Justicia defiende la excepción 
alegando que “si un asunto concierne únicamente al propio organismo y, por tanto, no 
afecta a los miembros del público en ningún caso, no hay requisito para su publicación 
acogiéndose a la sección 3” y pone el ejemplo del personal interno de un organismo o 
sus procedimientos presupuestarios (IBID: section 3, exemptions). 
Del lado positivo, fija la obligación para cada organismo de publicar en el 
Registro Federal un listado de los documentos públicos que posee, su clasificación 
como confidenciales o no y la forma en que la información está disponible, etc. Como 
contrapunto, la sección no define qué es un archivo o documento oficial (“oficial 
record”), sino que deja a cada organismo la tarea de examinar si sus materiales 
pueden ser considerados como tales.  
Establece que dichos archivos o documentos públicos deben ser únicamente 
divulgados a “las personas apropiada y directamente afectadas”, (IBID: section 3, c)), 
lo que parece restringir la información a un supuestamente afectado por la misma (que 
en la mayoría de los casos acaba refiriéndose al propio sujeto de los datos). El 
Secretario de Justicia justifica dicha restricción en que no se pretende “abrir los 
archivos del Gobierno a inspección general” y se restringen a las personas con “una 
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razón válida y legítima para solicitar el acceso a los documentos de un organismo”, lo 
que deja abierta la posibilidad de acceso a otras personas distintas del sujeto 
identificado en los datos.  
Además, deja fuera la “información considerada confidencial por una buena 
causa”  (IBID: section 3 c)) ya sea por una norma de un organismo o por un conjunto de 
hechos particulares. 
Todas estas cuestiones “dejan en manos de la administración un amplio margen 
de discrecionalidad” (SANZ, 2010). Por eso, en los años cincuenta se empezó a 
cuestionar la legislación restrictiva del acceso a la información administrativa y 
comenzó el proceso de reforma de la Administrative Procedure Act. 
5.1.1. La FOIA 
 
Este proceso desembocó en la aprobación de la Ley de Libertad de Información, 
Freedom of Information Act  (FOIA, 1966), considerada como la señal del triunfo de la 
leyes de libertad de información a lo largo del mundo (MANNINEN, en MUSTONEN, 
2006:18) y un hito que hizo que muchos países reconocieran la importancia del derecho 
a saber y siguieran el ejemplo. Francia y los Países Bajos aprobaron leyes de acceso a 
la información en 1978, Australia y Nueva Zelanda harían lo propio en 1982 y Canadá 
en 1983 e Inglaterra en 2000, entre muchos otros continuadores. 
La ley plantea como principio general que la Administración Pública 
estadounidense debe facilitar a los ciudadanos acceso a los documentos completos que 
obren en poder de aquélla -dentro de ciertos límites y conforme a procedimientos 
especificados-, para garantizar así la igualdad entre gobernantes y gobernados en 
materia de información pública. 
Aplica sus principios a los departamentos y oficinas del Poder Ejecutivo Federal, 
incluidas las Fuerzas Armadas, quedando fuera el Congreso, la Administración de 
Justicia y los poderes locales y de cada Estado. No obstante, esta aparente exclusión es 
sólo competencial, ya que los mismos principios de la FOIA están luego extendidos a 
los restantes organismos, mediante una cadena de leyes locales de cada Estado y de 
regulaciones de los poderes Legislativo y Judicial, que aplican en cada caso una lógica 
legal muy similar. En la mayoría de estos otros ámbitos se hace por medio de las leyes 
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de libertad de información particulares de cada Estado y otras regulaciones sectoriales 
posteriores coloquialmente conocidas también como sunshine acts, cuya traducción 
(ley o leyes de la luz solar, o de transparencia), da buena fe de su pretensión 
(DeFLEUR, 1997:62-63; DADER, 2008: 102).  
Además, desaparece el concepto de ‘interesado’, presente en leyes españolas 
como la de Procedimiento Administrativo Común (según se recoge en el capítulo 
referido a la legislación española). 
El texto de esta ley que se tomará como referencia en este análisis es la 
resultante tras la última enmienda hasta ahora aplicada del año 2009 (FOIA, 2009).55 
En cuanto a su estructura, se divide en 12 secciones. La primera sección se divide a su 
vez en 7 subsecciones, cuyas dos primeras establecen categorías de información que 
deben automáticamente ser reveladas por los organismos federales como las 
descripciones de la organización, funciones, reglas de procedimiento y política de un 
organismo. También, ciertos tipos de documentos como opiniones, órdenes en la 
adjudicación de los casos, declaraciones de políticas, manuales administrativos e 
instrucciones, así como documentos revelados bajo la FOIA y que posiblemente 
vuelvan a ser revelados, que deben ser rutinariamente “puestos a disposición pública y 
copia” (FOIA, 2009: section (a) (2)). Este derecho requiere que ciertos documentos sean 
revelados proactivamente, habitualmente en las web de los organismos públicos.  
La tercera subsección es la más utilizada ya que permite que los documentos 
que no sean puestos a disposición pública en primera instancia, según las dos 
subsecciones anteriormente mencionadas, puedan ser solicitados por el público. Si un 
departamento u oficina de la Administración Federal recibe una solicitud apropiada de 
documentos, debe ponerlos a disposición del público a menos que los documentos o 
porciones de dichos documentos estén exentos según las excepciones de la sección 
segunda o tercera, recogidas más adelante. En consecuencia, “un  organismo debe 
hacer esfuerzos razonables para buscar los documentos en formato electrónico, excepto 
                                                
55
 En la actualidad hay una nueva enmienda (H.R.1211 - FOIA Oversight and Implementation Act of 2014), prevista 
para su aprobación en 2014, que aún estaba pendiente de incorporación definitiva en el momento de cerrar esta tesis. 
Los detalles previstos (cfr. www.opencongress.org/bill/hr1211-113/show) no plantean en principio modificaciones de 
gran calado, ya que afectan sólo a aspectos burocráticos complementarios. 
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cuando dichos esfuerzos interfieran significativamente en el funcionamiento del 
sistema de información automatizada de la agencia” (FOIA, 2009: section a (3 C)). 
La cuarta subsección establece, entre otras cuestiones, las tasas y límites de 
tiempo y requiere a los organismos que den información sobre el estado de una 
solicitud que tarde más de diez días en procesarse.  
La segunda sección de la FOIA establece las nueve excepciones a la revelación, 
que se abordan con detalle más adelante. 
La tercera sección fue añadida en la enmienda de 1986 (FOIA, 1986) a fin de 
dotar de especial protección a ciertos documentos y considerarlos como “no sujetos” a 
los requerimientos de la FOIA (2009: (c)). Estos casos son: una investigación en 
desarrollo sobre un proceso penal cuando se cree que el sujeto no es consciente de la 
investigación y la revelación puede interferir en el procedimiento; informantes 
confidenciales en los casos de documentos de organismos en aplicación del derecho 
penal; documentos del FBI, asuntos de inteligencia extranjera o documentos de 
terrorismo internacional, cuando la existencia de estos documentos es clasificada.56 
Los documentos son temporalmente excluidos de la ley mientras los requisitos se 
cumplan. Así, dejarían de aplicarse estas excepciones, una vez el sujeto de una 
investigación criminal sea consciente de la misma, cuando el informe confidencial sea 
oficialmente revelado o los documentos de inteligencia extranjera o de terrorismo 
internacional se desclasifiquen, respectivamente.  
La cuarta sección establece que la FOIA no realizará ninguna otra retención de 
información, y señala específicamente “la información del Congreso” (IBID: section 
(d)).  
La quinta sección requiere a cada organismo que entregue al Secretario de 
Justicia un informe anual sobre sus operaciones relacionadas con la FOIA y otro 
informe anual del Departamento de Justicia al Congreso sobre los litigios de la FOIA y 
                                                
56  Esta excepción se aplicaría, por ejemplo, en el caso de que una persona que está siendo investigada por la 
justicia y lo sospeche, solicite información sobre documentos referidos a sí mismo para averiguar si efectivamente esa 
investigación se está llevando a cabo. Si el organismo le deniega los documentos acogiéndose a la excepción de la 
FOIA b 7 (A), el sujeto sabrá que efectivamente está siendo investigado. Esto se soluciona si el organismo responde 
simplemente sin revelar la existencia del documento, tal y como recoge la tercera sección.  
 - 530 - 
 
sus esfuerzos para fomentar el cumplimiento de la misma. Algunos de estos informes 
se analizarán más adelante.  
La sexta sección define los términos “organismo” y “documento” (IBID: section 
(f)). Fue modificada por la Ley de Libertad de Acceso a la Información Electrónica, la 
Electronic Freedom of Information Act (FOIA, 1996a), en la que me detendré más 
adelante.  
La séptima exige a los organismos que preparen guías de referencia de la FOIA 
describiendo sus sistemas de información y facilitando a los demandantes un libro de 
ayuda para realizar peticiones.  
Las últimas cinco secciones fueron incorporadas en la enmienda de la FOIA de 
2007 (Open Government Act). La primera de ellas crea la Oficina de Servicios de 
Información del Gobierno (OGIS) para “ofrecer servicios de mediación para resolver 
disputas” y a fin de revisar las políticas y procedimientos de los organismos, y hacer 
recomendaciones al Congreso y el presidente para mejorar la administración de la 
FOIA. Además, ofrecerá mediación para resolver disputas entre los solicitantes de 
información. Por su parte, la OGIS asegura que cualquiera puede pedirle consejo ya 
que se considera el “defensor del pueblo de la FOIA” (OGIS, 2013: web). 
La novena sección establece que la Oficina de Rendición de Cuentas de los 
Estados Unidos (GAO) lleve a cabo análisis e informes del nivel de cumplimiento de la 
FOIA por los organismos.  
La secciones décima, undécima y duodécima requieren que cada organismo 
designe un Oficial Jefe de la FOIA y delimitan sus funciones: vigilar el cumplimiento 
de esta sección; informar al jefe y al director del organismo, así como al Secretario de 
Justicia; sugerir al director del organismo mejoras de dicha sección; facilitar la 
comprensión de las excepciones legales por el público y designar los llamados “enlaces 
públicos”. Estos facilitarán la ayuda al solicitante, la reducción de los retrasos y el 
incremento de la transparencia e informarán a su vez al Oficial Jefe de posibles quejas 
(FOIA, 2009: Section (j), (k), (l)).    
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5.1.1.1. Las nueve excepciones 
 
La ley permite que prácticamente todo documento del Poder Ejecutivo pueda ser 
puesto a disposición pública, excepto que incurra en una de las nueve excepciones 
recogidas (aunque se dice de éstas que son “discrecionales, no obligatorias”) 
(Department, 2013). 
Dichas excepciones fueron creadas por el Congreso para permitir a los 
organismos retener ciertos tipos de información para protegerla. Son las siguientes: 
La primera excepción se refería inicialmente a cuestiones “específicamente 
establecidas bajo criterio del Ejecutivo como secretas en el interés de la defensa 
nacional o de la política exterior”. (FOIA, 1966: section 3 (e) (1)). 
Sin embargo, la interpretación restrictiva de esta exención otorgaba una 
libertad absoluta a la Administración para clasificar documentos en base a la 
legislación nacional, lo que llevó al Congreso a modificar la ley para permitir la 
revisión judicial de documentos cuando existían dudas sobre su naturaleza y sobre el 
peligro que pudiera suponer su divulgación para la seguridad nacional. En 1974 se 
añadiría el punto B para matizar “y que hayan sido específicamente clasificadas según 
lo dispuesto por dicho criterio del ejecutivo”. (FOIA, 2009: section (b) 1 (B)),  
La segunda excepción recoge “Lo referido únicamente a las normas internas y 
prácticas de un organismo” (2009: sec. b (2)). Aunque no ha llegado a ser reformada, el 
propio Departamento de Justicia de Estados Unidos ha reconocido que durante 
bastante tiempo existió una importante confusión acerca de la cobertura de esta 
segunda excepción debido a las diferentes maneras en que fue abordada en los 
informes del Senado y de la Cámara de Representantes de los Estados Unidos (House 
of Representatives) cuando fue redactada. El Senado aseguró entonces que la  
excepción se refería “solo a las reglas internas y las prácticas de un organismo”, como 
por ejemplo el uso personal del parking o la distribución de las horas de comida, u 
otras políticas de empresa como la baja por enfermedad (FOIA GUIDE, 2004: 
Exemption 2). 
Por el contrario, los informes de la Cámara de Representantes dieron una 
interpretación más expansiva a esta excepción, ampliándola a: “reglas de 
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funcionamiento, guías y manuales de procedimiento para los investigadores o 
examinadores gubernamentales”, pero sacaron de esta excepción “las cuestiones de 
administración interna” como las relaciones entre empleados y las condiciones de 
trabajo y los procedimientos administrativos rutinarios ocultos bajo la ley (IBID: 
Exemption 2). 
La tercera excepción de la FOIA se refería inicialmente a los documentos cuya 
revelación está “específicamente prohibida por ley” (FOIA, 1966: sec. 3 (e) (3)), como 
por ejemplo, la Transportation Safety Act (FOIA GUIDE, 2004: Exemption 3)  
Casi una década después, la Corte Suprema interpretó la redacción de dicha 
excepción como un intento del Congreso de “permitir que leyes aprobadas antes de la 
FOIA que autorizaban esconder información confidencial, sigan sin verse afectadas por 
la revelación de la FOIA” (IBID: Exemption 3). Por miedo a que esta interpretación 
pudiese permitir a los organismos la evasión de la FOIA, el Congreso realizó una 
enmienda a dicha excepción en 1976, pasando a matizar:  
“Siempre y cuando dicha ley requiera que las materias sean retenidas de una forma 
que no se permita una interpretación discrecional o (la ley) establezca criterios particulares 
para retenerlas, o se refiera a tipos concretos de materias a ocultarse” (FOIA, 1976: sec. 
(a) (c) (3). 
La enmienda de 2009 reformaría de nuevo esta excepción para obligar a que 
todas las leyes redactadas tras esa fecha citasen específicamente este párrafo, como 
recoge la FOIA en su versión final hasta la fecha (2009: section (b) (3) (B)). Esto no 
soluciona el problema de la aplicación retroactiva de esta sección pero sí los conflictos 
con leyes posteriores. Además, la ley exige a los organismos que incluyan en sus 
informes anuales una relación de todas las leyes que se basen en esta excepción.   
La cuarta excepción de la FOIA prohíbe la revelación de “secretos comerciales57 
e información comercial o financiera privilegiada o confidencial obtenida por una 
persona” (FOIA, 2009: section (b) (4)).  
                                                
57
  El secreto comercial ha sido reconocido para productos manufacturados e información sobre diseños, pero no 
para información general sobre el físico de los productos o características de realización de su fórmula cuando su 
publicación no revele su fórmula. 
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En opinión del Departamento de Justicia de los Estados Unidos, esta excepción 
“está dirigida a proteger los intereses tanto del Gobierno como de los que entregan la 
información” y su existencia anima a los peticionarios a proporcionar voluntariamente 
al Gobierno información comercial o financiera y con la seguridad de que ésta es de 
confianza (FOIA GUIDE, 2004: Exemption 4). 
Esta opinión es compartida por algunos autores, que recogen que “dicha 
exención tiene como fin asegurar la provisión a la Administración de información 
comercialmente sensible sin que el proveedor de la información a la Administración 
pueda tener reservas debido a su posible divulgación posterior” (SANZ, 2010: 218).  
La quinta excepción recogía en un comienzo que la revelación no se aplicaría a 
“los Memorándums o Cartas interadministrativas o intra-administrativas salvo que se 
faciliten por ley a una parte privada en proceso judicial con un organismo” (FOIA, 
1966: sec. 3 (e) (5)). Esta excepción sería reformada para corregir “salvo que se 
faciliten por ley a un organismo en proceso judicial contra otro organismo” (FOIA, 
2009 section (b) (5).  
Entre los objetivos de dicha excepción está el de proteger el proceso de toma de 
decisiones de las organismos públicos. Sin embargo, el propio Departamento de 
Justicia reconoce que puede ser dudoso cuándo un documento es intra o inter 
administrativo y podría parecer que sólo abarca documentos generados por un 
organismo y no los que son distribuidos más allá del Poder Ejecutivo. De nuevo la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo aclaró el ámbito de aplicación en una decisión 
unánime en el que recogía que dicha excepción no abarcaba los documentos remitidos 
al Departamento del Interior por varias tribus indias, por lo que dichos documentos no 
tenían protección privilegiada (FOIA Guide, 2004: Exemption 5).  
La sexta excepción se refiere a “documentos personales y médicos y archivos 
similares cuya revelación constituiría una invasión evidente e injustificada de la 
intimidad personal” (FOIA, 2009: section (b) (6)) y se engloba, junto con la excepción 7 
(C), entre aquéllas referidas a la privacidad del individuo. El término de mayor 
conflictividad aquí es el de “archivos similares” que por su amplitud engloba 
prácticamente cualquier información administrativa que contenga referencias a 
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particulares y que queda únicamente delimitado por la mención a la invasión 
injustificada de la intimidad personal.  
Junto a esto, la problemática de abordar cuándo la invasión en la privacidad 
queda justificada por legítimo respeto a otros derechos en colisión se resuelve con la 
aplicación de una balanza entre el derecho público a la revelación y el derecho 
individual a la privacidad. Si el interés privado por la no revelación es considerado por 
el juez competente inferior al interés público (o a otro interés privado demostrado como 
prevaleciente) para su conocimiento, la información debe ser revelada. En cambio, si 
no existe interés público o la privacidad pesa más que dicho interés público, la 
información debe ser protegida (FOIA GUIDE, 2004: Exemption 6). 
Para realizar dicho balance es importante delimitar qué se entiende por interés 
público. Por eso, el Tribunal Supremo delimitó y estrechó dicho concepto, considerado 
el “propósito central” de la FOIA y ciñéndolo a los casos en los que la información 
“arroja luz sobre el funcionamiento de un organismo o sus obligaciones legales” (FOIA 
UPDATE, 1989).  
La séptima excepción recogía inicialmente aquellos “archivos de investigación 
recopilados con el propósito de ejecución de la ley salvo que sea permitido por ley a una 
parte privada”, (FOIA, 1966: sec. 3 (e) (7). De este modo, dicha excepción estaba 
pensada para impedir el acceso a todo el material de una investigación, sin tener en 
cuenta el estatus de la investigación o la naturaleza de los documentos.  
Las dos enmiendas posteriores, de 1974 y 1986, modificaron y estrecharon esta 
excepción. Así, en primer lugar se pasó a hablar de documentos de investigación. En 
segundo lugar, su revelación debía amenazar uno de los seis escenarios enumerados 
entre las excepciones de dicho artículo siete.  
La reforma de 1986 cambió la mención “documentos de investigación” por 
“documentos o información” y terminó de delimitar los seis escenarios de exclusión de 
la obligación de facilitar el acceso:  
 “(A) que pudiera, razonadamente esperarse que intervinieran en el proceso de 
cumplimiento de la ley, (B) pudiera privar a una persona del derecho a un juicio justo o 
una adjudicación imparcial, (C) pudiera constituir una injustificada invasión de la 
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privacidad personal,58(D) pudiera razonadamente esperarse que revelara la identidad 
de una fuente confidencial incluyendo una estatal, local o agencia exterior o autoridad o 
cualquier institución privada que proporcione información confidencial, y, en el caso de 
un documento o información compilada por una autoridad para el cumplimiento de la 
ley penal en el curso de una investigación penal o por una agencia que conduzca una 
investigación de inteligencia de seguridad nacional o la información proporcionada por 
una fuente confidencial, (E) que revelara técnicas y procedimientos para las 
investigaciones del cumplimiento de la ley o procesamientos, o revelara guías para las 
investigaciones del cumplimiento de la ley o procesamiento si pudiera esperarse que 
esta revelación pusiera en peligro el cumplimiento de la ley, o (F) pudiera esperarse que 
pusiese en peligro la vida o la seguridad física de los individuos” (FOIA 1986: section 
(a) 7).  
Existe también una octava excepción, que se refiere a los documentos:  
“contenidos en o relacionados con informes sobre exámenes, explotación o 
condiciones, preparados directamente, por encargo, o para el uso de un 
organismo responsable de la regulación o supervisión de instituciones 
financieras”. (1966: Sec. 3 e (8)) 
Esta excepción no ha sido modificada en ninguna de las enmiendas posteriores 
de la ley. Su objetivo principal parece ser el de preservar la intimidad de las 
instituciones financieras frente a la revelación de informes sobre su estado, así como 
mantener la confianza de los bancos en los organismos reguladores. Al igual que 
ocurría en la cuarta excepción (referida a los secretos comerciales) la existencia de esta 
reserva en la ley anima a las instituciones financieras a proporcionar voluntariamente 
la información al Gobierno, y éste les da la seguridad de que la información será 
confidencial. 
Esta medida es considerada ciertamente secretista por algunos autores, que 
aseguran que “sólo se podrá conseguir que los bancos operen con fundamentos firmes a 
través de acciones […] que requieran un mayor acceso a la información por parte del 
ciudadano” y no al contrario (DAVIS y PIERCE, 1994: 214-215)  
                                                
58  Para este apartado se aplica el balance anteriormente mencionada entre el interés privado de la ocultación y el 
interés público de la revelación. 
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En último lugar, la novena excepción excluye la “información geofísica o 
geológica, incluyendo mapas, concerniente a pozos de petróleo” (FOIA, 1966: Sec. 3 (e) 
(9)). Un supuesto que tampoco ha sido modificado en ninguna de las enmiendas 
sufridas por la ley, más que para quitar el paréntesis que anteriormente abarcaba a 
“incluyendo mapas”. 
La ley también regula el acceso parcial a los documentos “tras el borrado de las 
partes que están exentas bajo esta subsección”. Exige indicar (en el lugar del borrado) 
la cantidad de información borrada y, desde la enmienda de 2007, también “la 
excepción bajo la cual el borrado se ha realizado”, a menos que esta indicación dañe el 
interés protegido por la excepción (FOIA, 2007).  
El Departamento de Justicia de los Estados Unidos, responsable del informe en 
el que me he basado, entre otros, para analizar las nueve excepciones, considera que 
éstas permiten que el libre acceso no se aplique de un modo descontrolado, y no 
interfiera en la defensa nacional, la legislación, la información comercial o la 
privacidad personal, entre otras.  
Del lado más positivo, autores como Vaughn destacan que, en la mayoría de los 
casos, estas nueve excepciones autorizan a la administración a retener los documentos 
a los que se refieren, pero no lo exige. De hecho, el autor relata cómo el ex Presidente 
de los Estados Unidos, Bill Clinton (en el Gobierno entre 1993 y 2001) y la Secretaria 
de Justicia Janet Reno dieron instrucciones a las administraciones de no acogerse a 
las excepciones a no ser que la revelación del documento perjudicase gravemente el 
interés público (VAUGHN, 2000: 16).  
5.1.1.2. Las enmiendas de la FOIA. La administración electrónica y la ley de 
gobierno abierto 
 
Como se explicaba anteriormente, la FOIA original de 1966 ha sido revisada por 
las enmiendas de detalle de 1974, 1976, 1986, 1996, 2007 y 2009, estando a punto de 
adoptarse otra más en 2014.  
La primera versión de la FOIA (1966) ya constituía por su parte una revisión de 
la sección de revelación pública de la Administrative Procedure Act, que generalmente 
ha sido considerada como “muy por debajo” de los objetivos democráticos de revelación 
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y ha sido vista más como una ley de retención que de divulgación (Department, 2013: 
web). 
La FOIA volvió a ser sustancialmente enmendada en 1974, para estrechar las 
excepciones referidas a la seguridad nacional y cumplimiento de la ley (FOIA, 1974). 
Además, amplió la especificación de muchos de sus procedimientos como las tasas, los 
límites de tiempo e inspección por los tribunales.  
La enmienda de 1976, por su parte, volvió a estrechar las excepciones, limitando 
las provisiones de no revelación por referencia a otras leyes (FOIA, 1976).  
En 1986, la reforma delimitó la excepción referida a la protección de 
información para el cumplimiento de la ley y creó una nueva estructura de tarifas y 
excepción de cuotas. 
Quizá la excepción más relevante en cuanto al acceso a la información sea la 
Electronic Freedom of Information Act (FOIA, 1996a), por lo que vamos a detenernos 
más en ésta.  
A finales de los noventa la sociedad requería un acceso electrónico a la 
información. La creciente revolución electrónica motivaba la necesidad de una mayor 
rapidez en las búsquedas y cruces de datos así como resolver la incompatibilidad entre 
los formatos ofrecidos y los aparatos de reproducción de los solicitantes.  
Sin embargo, el soporte informático debía enfrentarse a algunos problemas, 
entre ellos, la vulnerabilidad de los sistemas informáticos por fallos de seguridad, la 
pérdida de datos, el coste de los sistemas o la falta de estandarización de los sistemas 
informáticos.  
A esto se sumaba una actitud obstruccionista de muchos departamentos de la 
Administración e interpretaciones contradictorias por parte de los tribunales de 
Justicia en cuanto al alcance del término “archivo administrativo”, como prueba un 
informe del Congreso (SANZ, 2010: 224). 
Para afrontar esos problemas, la EFOIA se basa en la obligación de entregar los 
documentos en cualquier formato solicitado que sea de uso generalizado, y tiene en 
consideración que: 
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“Los organismos del Gobierno usan cada vez más ordenadores para llevar a cabo 
negocios administrativos y almacenar públicamente documentos administrativos e 
información valiosos; y, los organismos del Gobierno deben usar nuevas tecnologías 
para promover el acceso público a los archivos administrativos y la información” 
(FOIA, 1996a: Purposes).  
En base a esto y siguiendo el comentario de DeFLEUR (1997: 54 y ss.), el 
primero de sus avances es la redefinición del concepto de documento archivado 
(“record”) que pasa a ser considerado como cualquier documento archivado por la 
Administración en cualquier formato, incluido el electrónico. Solventa así, uno de los 
problemas de la antigua FOIA y pasa a poner a disposición pública los documentos 
archivados electrónicamente por la Administración.  
Se establece además la obligación para los organismos públicos de crear índices 
con los documentos que han sido publicados por medio de las tecnologías informáticas 
a fecha de 31 de diciembre de 1999. El plazo era menor para aquellos creados a partir 
del 1 de noviembre de 1996a, los cuales tenían un año para ponerse a disposición del 
público ya fuera por medio de las tecnologías informáticas u otros medios electrónicos. 
(IBID: Section 4). 
El segundo problema solventado por dicha reforma de la FOIA es el tipo de 
formato o soporte en el que la Administración debe facilitar un documento. La 
Administración debe facilitar un documento “en cualquier formato en el que lo pida el 
solicitante si es así reproducible con facilidad”. Además, se establece que toda 
Administración debe realizar esfuerzos por mantener su documentación en los 
formatos más usuales (IBID: Section 5 (B)).  
El tercer problema resuelto por esta actualización es el de qué cabe entender por 
originar un documento de nueva creación específica (cuestión que no cabría exigirle a 
la Administración en una petición de documentos). Según la nueva enmienda, ello 
consistiría en elaborar un cruce específico de datos que no haya sido previamente 
elaborado por la Administración o tener que aportarlo en más de un formato de los 
existentes (lo que no anula la obligación de aportar los documentos originales a partir 
de los cuales realizar los cruces de datos por el interesado). También se regulan los 
casos en los que la redacción de documentos electrónicos por la Administración implica 
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el borrado de una parte del documento exenta del deber de publicidad. En esas 
ocasiones, la Administración debe indicar la ubicación y extensión de la parte borrada, 
aunque efectuará tal supresión sólo si dispone de la tecnología adecuada para 
realizarla (FOIA, 1996a: SEC. 9).  
El cuarto problema resuelto sería la definición de una búsqueda razonable. 
Antes de la nueva ley los funcionarios tendían a aceptar la obligación de una 
‘búsqueda manual’, pero no una ‘búsqueda informática’. Ahora se acepta realizar las 
búsquedas necesarias, incluyendo medios de búsqueda automatizados de los 
documentos administrativos para responder a una solicitud, con el límite expresado en 
el párrafo anterior (FOIA, 1996a: Section 5 (C)  y (D)). 
Para finalizar con la revisión aportada por DeFLEUR, el quinto problema que 
podría resolverse con la E-FOIA es el de los códigos o manuales de interpretación que 
deberán facilitarse para los casos en los que las hojas de datos archivadas no resultan 
interpretables sin los correspondientes libros de códigos. En tales circunstancias, y 
aunque la ley no hace mención expresa al respecto, algunas sentencias judiciales al 
respecto han exigido a la Administración la entrega de manuales o especificaciones de 
codificación cuando resulten indispensables para interpretar los datos (FOIA, 1996a: 
Section 4 (1)). 
Además de dichas incorporaciones, la EFOIA introdujo otras mejoras como el 
llamado “procedimiento acelerado”, aplicable a ciertas situaciones en las que el 
solicitante demuestra una “necesidad imperiosa” de acceso a unos datos. Se aplicaría 
en primer lugar a los casos en los que la ausencia de respuesta podría suponer  una 
“inminente amenaza a la vida o la seguridad física de un individuo”. La segunda 
justificación de diligencia especial sería para peticiones realizadas por personas que se 
dedican a la difusión de información al público y en función de la urgencia por 
informar al público (IBID: Section 8 (a)). 
Esta reforma incorporó también el tratamiento multipista o múltiple, por el cual 
la Administración podrá hacer tratamiento de peticiones de diferentes tamaños en 
varias pistas y agilizar así un mayor número de peticiones de menor cantidad de 
datos. Además, de este modo se incentiva a los solicitantes a realizar peticiones más 
acotadas (IBID: Section 7 (a)).  
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Junto a esto, una importante mejora en la rapidez y eficacia de respuesta por la 
Administración es la matización del término “circunstancias excepcionales” (que 
permite dar mayor tiempo de respuesta al organismo). Dicha provisión deja de incluir 
los retrasos en las respuestas producto de un alto pero predecible volumen de trabajo, 
aunque sí se contempla dicha circunstancia excepcional si el organismo demuestra un 
progreso en la reducción de sus peticiones pendientes. Por contra, establece que la 
negativa de una persona a modificar el alcance de su solicitud o aceptar un calendario 
alternativo tras tener la posibilidad de hacerlo, será considerada como un factor 
determinante de si existen circunstancias excepcionales. (IBID: Section 7 (c)) 
Del lado más negativo, tras la recepción de la petición por el organismo, se 
amplía el plazo de decisión acerca de si se ocupará o no de la misma desde diez a 
veinte días. Tras ese plazo notificará al peticionario su decisión, sus motivos y su 
derecho de apelar ante dicha decisión (IBID: Section 8 (b)). La ley no indica los motivos 
por los que se amplía dicho plazo. Fue Bill Clinton quien en su discurso de 1996 matizó 
que “el Congreso reconoce que con los limitados recursos de hoy en día, a menudo es 
difícil responder a las peticiones de la FOIA en los 10 días anteriormente establecidos 
en la ley, por eso esta nueva legislación extiende la respuesta jurídica hasta 20 días” 
(CLINTON en FOIA, 1996b: web).  
En general, se produce un avance en la actualización electrónica constante de 
buena parte de los contenidos que gestiona cada oficina (accesibles en Internet sin 
necesidad de que el ciudadano lo pida), así como de solicitudes y respuestas 
electrónicas. Esto permite que la Administración se convierta en plenamente 
participativa, poniendo toda su información a disposición del público en lugar de 
simplemente mantenerla en los archivos hasta la solicitud por parte de los ciudadanos.  
Sin embargo, en los años noventa continuaban los conflictos entre el right-to-
know (derecho a saber) y otros valores como la seguridad nacional, la privacidad y los 
secretos comerciales y algunos denunciaban el abismo existente entre las promesas de 
la ley y la práctica de los organismos públicos.  
Con la llegada de la era del presidente George Bush (enero 2001-enero 2009), 
algunos autores constataron el desarrollo de una política de secretismo oficial que se 
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vio acentuada tras los ataques del 11 de septiembre de 2001, cuando los 
departamentos federales suprimieron rápidamente de sus páginas webs miles de 
documentos de información sobre salud y seguridad y ocultaron la información sobre 
las personas arrestadas tras el 11-S bajo la excusa de que la información disponible 
daba facilidades a los terroristas (FUNG et al., 2007). 
La tendencia se plasmó en la modificación de la política del Departamento de 
Justicia establecida en 1993 por la Fiscal General Janet Reno, basada en la presunción 
general de revelación y su política de revelaciones generalizadas. Así, tras la llegada 
del nuevo Fiscal General John Ashcroft, en octubre de 2001, éste estableció que las 
revelaciones sometidas a criterio de los organismos consideraran cuidadosamente los 
valores fundamentales de la seguridad nacional, el desarrollo efectivo de la ley y 
privacidad personal. Además, comunicó que el Departamento de Justicia de los 
Estados Unidos defendería en los tribunales a cualquier organismo federal que 
retuviera información por razones justificadas (la Fiscal General Reno había defendido 
la retención de la información por un organismo sólo cuando éste considerase que la 
revelación dañaría un interés protegido por una excepción). Sin embargo, los 
seguimientos de la Oficina de Rendición de Cuentas del Gobierno de 2003 (GAO, 2003: 
web) hallaron que mayoritariamente las nuevas directrices no había supuesto cambios 
en las respuestas a peticiones basadas en la FOIA (un 48% de los entrevistados 
manifestaron que no habían notado un cambio con respecto a las revelaciones 
discrecionales por los organismos públicos).  
Pese al denunciado secretismo, durante el mandato de George Bush se 
introdujeron varios proyectos de ley para mejorar el funcionamiento de la FOIA. En 
diciembre de 2005, el presidente creó una nueva orden sobre la “mejora de la política 
de revelación de la Administración Pública” que incluía cambios menores en las 
políticas de los organismos públicos como la introducción de un jefe de la FOIA que 
realizara una revisión de los organismos y creara un plan para mejorar el acceso. Esta 
orden ejecutiva fue vista por algunos expertos como una manera de evitar la adopción 
de nueva legislación (BANISAR, 2006: 160). 
En 2007, todavía en la era de los Bush, llegaría una nueva e importante 
enmienda de la FOIA, la Ley de Gobierno Abierto (FOIA, 2007) que se guía por el 
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criterio ya fijado por el Tribunal Supremo de que la revelación y no el secreto 
constituyen el objetivo dominante de la política estadounidense en materia de 
documentación administrativa.  
Junto a las reformas ya mencionadas, la estructura de la ley y las nueve 
excepciones, la ley citada complementaria define el concepto de ‘representante de un 
medio de comunicación’ (FOIA, 2007: Sec. 3). Así, incorpora en dicha definición a 
“cualquier persona o entidad que reúna información de interés potencial para un 
segmento del público, use sus capacidades editoriales para convertir las materias 
primas en un trabajo distinto y lo distribuya a una audiencia”. Por su parte, define la 
noticia como “información que trata de asuntos actuales o que podría ser del interés 
actual del público” (IBID: Sec. 3). Además, cita ejemplos de medios de comunicación 
como las estaciones de televisión o radio, los editores y periódicos e incorpora a los 
medios alternativos electrónicos y a los periodistas freelance, cuando estos demuestren 
una probable publicación de sus contenidos en la empresa, estén o no empleados por 
ésta.   
Estas reformas muestran una pretensión de privilegiar el acceso a la 
información a aquéllos cuya misión consiste en distribuirla a la sociedad, algo que 
pone de manifiesto la importancia que se otorga cada vez con mayor empeño al 
conocimiento por los ciudadanos de los asuntos revestidos de interés público. 
La nueva ley también delimita las situaciones en las que un tribunal puede 
decretar compensación económica del Estado al litigante si se demuestra que su 
derecho prevalece sobre el del organismo. Cuando ha obtenido “una orden judicial o un 
acuerdo escrito aplicable, o decreto de consentimiento o un cambio de postura 
voluntario o unilateral del organismo, si la petición del demandante no es 
insustancial” (IBID, Section 4 (2)).  
Además de la compensación, el organismo puede no exigir tasas de búsqueda o 
por duplicación de documentos si no cumple con los plazos de tiempo previstos, 
siempre que no sucedan circunstancias inusuales o excepcionales (IBID: Section 6, (b) 
(A)). 
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Se introducen obligaciones de mayor transparencia para los casos en los que 
algún documento hubiera sido inadecuadamente ocultado por un organismo público. 
Para estos casos, el Secretario de Justicia deberá notificar al Consejo Especial las 
acciones disciplinarias necesarias y remitir anualmente un informe al Congreso sobre 
el número de acciones civiles llevadas a cabo. También el Consejo Especial deberá 
remitir al Congreso un informe con las acciones llevadas a cabo (IBID: Section 5) 
Respecto a los plazos, incluye especificaciones acerca del periodo de 20 días que 
tiene el organismo para determinar qué hacer con la petición. Especifica que este 
periodo no podrá empezar más allá de “diez días desde que la petición es recibida por 
primera vez por algún departamento del organismo (…)”. Añade que el periodo de 20 
días no puede ser ampliado por el organismo excepto si es necesario hacer una petición 
de información al solicitante o aclarar con él cuestiones relacionadas con la valoración 
económica y en el momento en que el organismo recibe la respuesta del solicitante se 
pone fin al periodo de ampliación (IBID: Section 6 (a) (1)).  
Otras mejoras para ayudar al solicitante son la incorporación del citado 
“sistema de enlace público” (IBID: Section 6 (b)(B)). También, un “número 
individualizado de seguimiento” para las propuestas que lleven más de diez días, un 
número de atención telefónica o un servicio de atención electrónica para dar 
información sobre el estado de una petición y el tiempo estimado de resolución (IBID: 
Section 7 (a)). 
Además, en los informes anuales que cada organismo debe enviar al Secretario 
de Justicia de los Estados Unidos con las estadísticas de las peticiones recibidas y 
procesadas, se incluye la obligación de informar del número de veces que se ha 
apoyado en la ley para autorizar la ocultación de una información, la media de días 
que tarda en contestar desde que recibe la propuesta, la media de días laborables o el 
número medio de respuestas que han contestado en diferentes periodos de entre 20 y 
200 días, entre 200 y 300 días, entre 300 y 400 y más de 400 días, así como otra serie 
de informaciones basadas en las medias y medianas de días que tarda en contestar 
según diversos criterios (IBID: Section 8: (a)), todos aplicados a cada departamento del 
organismo y al organismo en su totalidad (IBID: Section 8: (b)). Dichos informes se 
recogen en la página web del Departamento de Justicia de los Estados Unidos y se 
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dividen en los presentados por todos los organismos federales, los del Director Jefe de 
la FOIA y los del Departamento de Justicia sobre litigios y su cumplimiento (USDOJ, 
2013a: web).  
Como dato muy importante destaca el paso dado hacia la disponibilidad pública 
de los datos, estableciendo la obligación por cada organismo público de poner los “datos 
estadísticos primarios” usados en los informes a disposición del público en un formato 
electrónico y por vía de petición (IBID: Section 8: (c)).  
En una continuación de la labor iniciada por la EFOIA en la definición del 
concepto de documento archivado (‘record’) (que incluyó aquéllos en formato 
electrónico), la nueva ley incorpora en dicha definición cualquier documento 
mantenido por un organismo o entidad contratada por el Gobierno, para los propósitos 
de gestión de documentos.  
La última enmienda de la FOIA examinada en esta tesis tiene lugar en 2009, 
sin embargo, ésta sólo añade la citada provisión en la tercera excepción para que todas 
las leyes redactadas desde 2009 que excluyeran información, lo indicarán 
específicamente. Su incorporación da lugar a la ley en su forma actual, a fecha de 
enero de 2014 (FOIA, 2009). 
Como último paso, en 2011 el Departamento de Justicia establece que los 
organismos indicasen si habían empleado alguna de las excepciones en el año fiscal 
anterior, aunque ello no se plasma en una enmienda de la ley (Department, 2013: 
web). 
5.1.1.3. La situación actual de la FOIA 
 
En general, desde la aprobación de la FOIA en 1966 su uso crece de forma 
exponencial. Según recoge DeFLEUR (1997: 54-55), en 1991, ya se tramitaban más de 
medio millón de solicitudes anuales, con un coste aproximado de 67 millones de 
dólares. En 1995, sólo los trámites del Departamento de Investigación Federal por 
estas solicitudes costaban 21 millones de dólares.  
Haciendo un estudio de las fechas más reciente según los datos de los citados 
informes emitidos por el Departamento de Justicia (USDOJ, 2013a: web) en 2006, el 
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número de solicitudes relacionadas con la FOIA y la Privacy Act por todos los 
departamentos federales y organismos públicos fue de 21.412.571, siendo el 
Departamento de Asuntos de Veteranos y la Administración de la Seguridad Social el 
departamento y el organismo que recibieron el mayor número de peticiones: 1.938.206 
y 18.691.031, respectivamente. En 2007, el número de peticiones recibidas por todos 
los departamentos federales y organismos públicos fue de 21.758.651, un 1,6% más que 
el año anterior. De nuevo el Departamento de Asuntos de Veteranos y la 
Administración de la Seguridad Social fueron los dos que más peticiones recibieron, 
con un total de 2.008.589 y 18.995.845, respectivamente.  
Sin embargo, tal y como destaca el informe, muchas de estas peticiones al 
Departamento de Asuntos de Veteranos y la Administración de la Seguridad Social 
eran realizadas por individuos en primera persona buscando sus propios historiales, 
por lo que, en opinión de BANISAR (2006:159) estas peticiones “deberían haber sido 
tratados como peticiones de la Ley de Privacidad”. 
Por este motivo, el Departamento de Justicia cambia en 2008 su política de 
recuento de peticiones para hacerla más precisa. Así, el nuevo recuento “limita los 
informes anuales de la FOIA a aquellas peticiones de acceso que implican el uso de la 
FOIA”. Como consecuencia, las solicitudes al Departamento de Asuntos de Veteranos y 
la Administración de la Seguridad Social se reducen drásticamente hasta 99.333 y 
34.444, respectivamente. El Departamento de Justicia considera que en adelante será 
más fácil comparar las estadísticas y ver las tendencias porque las estadísticas 
reflejadas en el Informe Anual de la FOIA no estarán sesgadas por el voluminoso 
número de peticiones por medio de la Privacy Act recibidas por los organismos 
(USDOJ, 2013b: web).  
En el cambio de política también se introduce el recuento de los atrasos y los 
organismos deben informar del número de peticiones atrasadas en la Section XII de su 
Informe anual.  
Sin embargo, el reconocimiento legal del derecho de acceso no significa que los 
funcionarios faciliten con agilidad y sin trabas la documentación solicitada y “los 
problemas de ambigüedad jurídica y de argucias administrativas siguen existiendo” 
con algunas tácticas oclusivas de los funcionarios como grandes demoras en los plazos 
 - 546 - 
 
de respuesta, trato desigual según el solicitante, borrado selectivo de información, 
tarifas desorbitadas, cambio del formato de acceso y negación de la existencia de la 
información (DeFLEUR, 1997: 64 y ss.). 
En un informe de 2012 de la citada OGIS se recogen las mejoras de la FOIA 
basadas en recomendaciones al Congreso y al Presidente de los EEUU. Entre éstas, se 
recomienda dar asistencia a los solicitantes para que busquen sus propios documentos 
según la ley de Privacidad, dinamizar el modo en que los organismos comparten 
información con la OGIS, facilitar la coordinación de la comunicación entre organismos 
para que se realicen peticiones más amplias o fomentar habilidades de resolución de 
conflictos de la FOIA para profesionales de la ley (OGIS, 2013b: web). 
5.2. Legislación y acceso a datos de actividades y 
patrimonio de miembros del Ejecutivo y de la Cámara de 
Representantes estadounidense 
 
Ya la Constitución de este país establece en 1787 que "de forma periódica 
deberá publicarse una Declaración y Recuento regular de los ingresos y gastos de todos 
los Fondos públicos" (Constitución, 1787: Sección 9). 
Los primeros pasos reales en la regulación de las actividades de los políticos se 
dan a mediados del siglo XX, con la primera ley general promulgada al respecto, la Ley 
Hatch de 1939, que define las reglas y restricciones que rigen sobre las actividades 
políticas en las que pueden participar los trabajadores federales. La ley ha sido 
sometida a numerosas enmiendas desde 1994 y, en la actualidad, su aplicación es 
supervisada por un pequeño organismo del Poder Ejecutivo, la Oficina de 
Asesoramiento Especial (OSC, 2014: web) y la penalización por violarla es la 
separación del servicio o una suspensión sin sueldo de no menos de 30 días. 
En ella se incluye a los empleados civiles del Poder Ejecutivo del Gobierno 
Federal de los Estados Unidos exceptuando el Presidente y el Vicepresidente, a los 
empleados del servicio postal y empleados a tiempo parcial. Los empleados federales y 
del distrito de Columbia sujetos a la ley siguen cubiertos durante sus vacaciones 
anuales, baja por enfermedad, baja sin retribución o permiso. Sin embargo, los 
empleados que trabajan de forma ocasional o discontinua o los empleados especiales 
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del Gobierno, sólo están sujetos a las restricciones cuando forman parte de asuntos del 
Gobierno.  
Dentro de esto, se clasifican en dos categorías: los más restringidos, los 
pertenecientes a la Comisión Electoral Federal, el Servicio Secreto, la Agencia Central 
de Inteligencia (CIA), etc.; y los menos restringidos, todos los no incluidos entre los 
más restringidos (OSC, 2013: web). 
Los pertenecientes al primer grupo no pueden: ser candidatos a elección a un 
organismo público en unas elecciones; tomar parte activa en campañas políticas ni en 
gestión política; usar su influencia o autoridad oficial para interferir o afectar el 
resultado de una elección; solicitar, aceptar o recibir una donación para un partidario o 
candidato de un partido o grupo político y participar de actividad política. 
Los menos restringidos no pueden: usar su autoridad oficial o influencia para 
interferir o afectar a los resultados de una elección; solicitar, aceptar o recibir una 
donación para un partidario o candidato de un partido o grupo político; ser candidatos 
para un organismo público en unas elecciones; solicitar o desalentar la participación 
política de alguien con negocios pendientes antes de su empleo y participar de ninguna 
actividad política (IBID: web). 
Pese a las prohibiciones iniciales muy restrictivas, las enmiendas más recientes 
a esta ley permiten alguna participación personal de la mayoría de los empleados 
públicos en las actividades políticas, incluso para los más restringidos, como 
registrarse y votar, participar en campañas donde ninguno de los candidatos 
representa un partido político; aportar dinero a campañas, partidos o grupos políticos; 
asistir a reuniones y mítines políticos, etc. (IBID: web). Sin embargo y como punto más 
negativo, la ley está enfocada a los empleados civiles del Poder Ejecutivo pero deja 
fuera de regulación al Presidente y Vicepresidente.  
Las regulaciones sobre las actuaciones y actividades de los cargos públicos 
darían un segundo paso en 1960, cuando el presidente John F. Kennedy comenzó a 
cambiar el énfasis de las simples prohibiciones penales a normas más ambiciosas. Su 
gobierno comenzó un proyecto para establecer un código de conducta administrativo 
para los funcionarios del Poder Ejecutivo que no solamente se refiriese a conflictos de 
 - 548 - 
 
intereses sino también a actividades que presentasen la apariencia de esos conflictos. 
Por lo tanto “el código administrativo abarcó una gama mucho más amplia de 
actividades que las prohibidas por el código penal”. (S. LEY ET AL, 2000: 39). 
En el tema que nos ocupa, EEUU lleva la delantera, y la publicación de datos de 
patrimonio y actividades de los funcionarios de Gobierno y servidores públicos en las 
ramas ejecutiva, legislativa y judicial del gobierno federal está totalmente regulada 
desde hace más de 30 años. En 1978, la Ley de Ética en el Gobierno (Ethics in 
Government Act, 1978) exige por primera vez a los miembros del Gobierno y ciertos 
funcionarios del Poder Ejecutivo, el Congreso y los jueces federales, revelar y someter 
su información financiera y de intereses a disposición del público.  
Cuando la ley se promulgó, algunos estados ya tenían leyes que hacían pública 
la declaración financiera, por lo que surgió en parte de éstas. La ley buscaba corregir 
el discurso existente para los empleados federales, que se basaba sólo en un informe 
interno dentro de cada organismo. El Congreso respondía así a las críticas de la 
Oficina de Rendición de Cuentas sobre la efectividad del sistema de revelación.  
Dicha ley se aprobó tras el escándalo del caso Watergate, en el que el presidente 
Richard Nixon autorizó espionaje ilegal a los miembros de la oposición demócrata. 
Este hecho, que finalizó con la dimisión del presidente y el encarcelamiento de un 
buen número de miembros de su comité, tuvo como resultado una fuerte llamada a la 
ética y la apertura gubernamental de información. En respuesta, la ley estableció 
ciertas reglas de conducta para los empleados del Gobierno. Estas reglas fueron 
diseñadas para reducir la corrupción y prevenir el uso impropio del conocimiento 
adquirido en el desarrollo gubernamental.  
Junto con la ley, se creó la llamada Oficina Nacional de Ética Gubernamental 
(OGE), pensada para “determinar la política ética para todo el Poder Ejecutivo” (S. 
LEY, 2000:40). Su primer director tras la aprobación de la ley, Jackson Walter, alaba 
el gran avance que suponía la ley:  
“Una evidencia de que el conflicto de intereses se ha convertido en algo 
central es que ahora cada comité del Senado se abstiene de incorporar a sus 
candidatos a la Cámara sin primero recibir la confirmación de la Oficina de 
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Ética del Gobierno de que las declaraciones financieras de los candidatos les 
permitirán asumir compromisos políticos legislativos” (IBID, 1981). 
Centrándonos en el estudio concreto del contenido de la ley, se aplica a un 
variado elenco de cargos: en primer lugar, al Presidente y el Vicepresidente de los 
Estados Unidos y todo empleado del Poder Ejecutivo incluyendo un ‘empleado especial 
del Gobierno’59 que ocupe una posición clasificada por encima de las GS-15 del 
‘General Schedule’60 o, fuera del mismo, para aquéllos cuyo ratio de salario básico sea 
igual o mayor al 120% del ratio mínimo del salario básico de los citados GS-15 del 
General Schedule. Junto a éstos, todo miembro de un servicio uniformado cuyo grado 
sea igual o superior al O-7 fijado en la sección 201 del título 37 del US CODE,61 todo 
empleado en cualquier otra posición que sea considerado de igual clasificación por el 
director de la OGE y todo empleado nombrado de acuerdo a la sección 3105 del título 
5, del Código de los Estados Unidos62 (ETHICS, 1978: sec. 101 (f)).  
Afecta además a todo empleado no descrito anteriormente que tenga una 
posición en el Poder Ejecutivo excluida del servicio de competencias por ser de carácter 
confidencial o de elaboración de la política, excepto en el caso de que el director de la 
OGE los excluya de aplicación si determina que esta exclusión no afecta 
negativamente a la integridad del Gobierno o la confianza del público en la misma.  
Está también incluido el Director General de Correos y su director adjunto, todo 
gobernador de la Junta de Gobernadores del Servicio Postal de los Estados Unidos y 
todo oficial o empleado del Servicio Postal de los Estados Unidos o la Comisión Postal 
Reguladora que ocupe un puesto cuyo salario básico sea igual o mayor al 120% del 
ratio mínimo de salario básico de los GS-15 del ‘General Schedule’ (ver nota nº 5), el 
director de la OGE y los oficiales designados de la misma, todo empleado civil no 
descrito anteriormente, empleado en la Oficina Ejecutiva del Presidente (a parte del 
                                                
59  Según la sección 202 del Título 18 del US Code, un empleado del Poder Ejecutivo, legislativo o de cualquier 
organismo independiente de los EEUU o del distrito de Columbia que es designado o empleado para llevar a cabo, con 
o sin compensación, durante un tiempo no superior a 130 días durante cualquier periodo de 365 días consecutivos, 
funciones temporales ya sea en tiempo completo o intermitente; un comisario a tiempo parcial; un juez magistrado a 
tiempo parcial o sin tener en cuenta el número de días; un consejero independiente, etc. 
60  El General Schedule es el término empleado para describir la escala de salario de los funcionarios en los 
Estados Unidos. El salario básico del grupo GS-15 para 2014 es de 100.624 $, según la tabla se salarios de la United 
States Office of Personal Management (2014a: web). 
61  General de brigada, vicealmirante, etc. 
62  Esta sección recoge que todo organismo público puede nombrar tantos jueces administrativos como sea 
necesario para los procedimientos requeridos en las secciones 556 y 567 del título 5 del Código de los Estados Unidos. 
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empleado especial del Gobierno) que dirija una comisión de nombramiento del 
Presidente (IBID: sec. 101 (f)). 
En cuanto al Poder Legislativo o Congreso, están incluidos en el ámbito de 
aplicación: los senadores de los Estados Unidos, los miembros de la Cámara de 
Representantes, los delegados al Congreso y el Comisionado Residente de Puerto Rico. 
También, los oficiales o empleados del Congreso, siendo éstos: cualquier  individuo del 
Poder Legislativo (que durante al menos sesenta días ocupe un puesto cuyo salario 
básico sea igual o mayor al 120% del ratio mínimo de salario básico de los GS-15 del 
‘General Schedule’) que no sea un miembro del Congreso o el Vicepresidente, y que sea 
remunerado por el Secretario del Senado o el Oficial Administrativo Jefe de la Cámara 
de Representantes. También se incluye a los miembros de la Government 
Accountability Office cuyo salario menos el pago local sea igual o mayor al 120% del 
ratio mínimo de salario básico de los GS-15 del ‘General Schedule’ y a los asistentes 
principales designados por cada miembro del Poder Legislativo que no tengan un 
empleado cuyo salario básico sea igual o mayor al 120% del ratio mínimo de salario 
básico de los GS-15 del ‘General Schedule’ (IBID: sec.109 (12) y (13)). 
La ley también incluye a los miembros del Poder Judicial, que dejaremos fuera 
de explicación detallada por no ser dicho poder objeto de esta tesis doctoral.  
En cuanto a los plazos de presentación, los anteriormente mencionados deberán 
presentar un informe de declaración “a lo largo de treinta días desde la toma de 
posesión” a menos que el individuo haya dejado otro puesto de los descritos 
anteriormente en los treinta días previos o que ya haya rellenado un informe por el 
nombramiento o como candidato a su nuevo puesto  (IBID: sec.101 (a)). 
Junto a esto, cualquiera de los anteriormente mencionados que lleve a cabo las 
funciones de su puesto o cargo durante un periodo superior a sesenta días en el año, 
deberá rellenar un informe como máximo el 15 de mayo de ese año (IBID: sec. 101 (d)). 
Por último, deberá presentar otro informe en los treinta días posteriores a su 
cese en dicho puesto y cubriendo la parte del año desde el cese hasta la fecha en que el 
individuo deja su puesto o posición, a menos que dicho individuo haya aceptado otro 
empleo de los descritos anteriormente (IBID: sec. (e)). En el caso de que no haya 
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presentado el informe anual citado en el anterior párrafo, el informe de cese deberá 
cubrir el año anterior. 
De todo esto se deduce que se sigue la más completa de las opciones posibles, 
requiriendo a los declarantes presentar un informe inicial tras la toma de posesión, un 
informe anual y un informe final tras el cese. Esto no ocurre en el caso de las 
declaraciones patrimoniales de los miembros del Gobierno y secretarios de Estado 
españoles, que sólo las presentan a la toma de posesión y al cese según la citada ley 
5/2006 y su reglamento de desarrollo.  
Además, establece de modo muy lógico que se pueda prescindir de la 
presentación de algún informe si se cubre con otro: por ejemplo, si no presentó el 
informe anual en 2011 y cesa tras las elecciones de 2012, el de cese debe cubrir el 
periodo del año anterior. Del mismo modo, la declaración de cese en 2012 sustituye a 
la de toma de posesión de los miembros que son reelegidos en las elecciones de ese 
mismo año o viceversa, la de toma de posesión puede sustituir a la de cese. En 
comparación, la legislación española no regula la sustitución de unas declaraciones en 
caso de proximidad temporal, pero en la práctica ocurre discrecionalmente a decisión 
de los declarantes, como se veía en el anterior capítulo.  
En cuanto al contenido de las declaraciones establecido en la ley, éste varía en 
función del tipo. Para las declaraciones anuales a presentar hasta el 15 de mayo, así 
como las declaraciones al cese, los contenidos exigidos son muy detallistas (IBID: sec. 
102 (a)).   
En el primer apartado de la ley se recoge la fuente, tipo y cantidad o valor de los 
ingresos y honorarios de cualquier fuente recibidos durante el año anterior y con un 
valor desde los 200 dólares. También deben incluirse los pagos hechos a organizaciones 
caritativas en lugar de honorarios. Del lado más negativo, se excluyen los ingresos 
percibidos por su empleo actual en los Estados Unidos, lo que impide conocer el salario 
del declarante.  Es curioso que tengan que detallar cualquier ingreso especial pero no 
su salario regular.  
Junto a esto, la fuente y tipo de ingresos que consistan en dividendos, rentas, 
intereses y ganancias de capital recibidos durante el año anterior y con un valor desde 
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los 200 dólares, clasificados en nueve categorías que van desde menor o igual a 1.000 $ 
hasta mayor de 5.000.000 $. 
En el segundo apartado se incluyen los regalos recibidos, detallando la 
identidad de la fuente, una breve descripción y el valor total agregado de los mismos, 
debiendo ser éste superior a los 250 $, con un mínimo de 100 $ para cada uno de ellos. 
Esta premisa dejaría fuera de declaración, por ejemplo, el caso en el que el declarante 
recibiera de una misma fuente seis regalos de 50 $ cada uno, a pesar de que totalizaría 
300 $ (más del mínimo exigible de 250 $) al ser menor de 100 $ cada uno. También se 
exceptúan aquéllos regalos recibidos de un familiar y la comida, alojamiento o gastos 
de atención recibidos como parte de la hospitalidad personal de un individuo. Para los 
viajes y reembolsos, se debe indicar además el itinerario, las fechas y el tipo de gastos 
devengados. 
Junto a los regalos, el declarante debe incluir una breve descripción de los 
reembolsos recibidos en forma de viajes, indicando el itinerario, las fechas y los gastos, 
de nuevo identificando la fuente. 
En el tercer apartado: los intereses en propiedad que posea en un mercado o 
negocio, o para la inversión o producción de ingresos, indicando la identidad y 
categoría de su valor, siempre que exceda los 1.000 $ al cierre del año anterior.  
El cuarto apartado está destinado a la identidad y categoría de las deudas que 
tenga con sus acreedores, excluyendo a su esposa, un pariente, hermano o hijo, que 
excedan los 10.000 $ en cualquier momento de año anterior. Hay excepciones 
parciales, como que sólo tendrán que declarar las hipotecas avaladas por bienes 
inmuebles que constituyan residencia del declarante o de su esposa, en el caso del 
Presidente, el Vicepresidente y los miembros del Congreso. En cuanto a las 
excepciones totales, se excluye cualquier préstamo avalado por un vehículo personal de 
motor, muebles para el hogar o electrodomésticos,  que no exceda el precio de compra 
del ítem que lo asegura. 
El quinto apartado de la ley engloba la descripción, fecha y categoría del valor 
de cualquier compra, venta o intercambio que supere los 1.000 $ de bienes inmuebles, 
existencias, acciones, bonos, etc. De modo ciertamente negativo, la ley parece excluir 
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de declaración los bienes inmuebles que se usen como residencia personal del 
declarante (Ethics, 1978: Sec. 102 (5) (A)), como se comprobará con el acceso real a las 
declaraciones del siguiente epígrafe.  
Tanto los intereses en propiedad, las deudas y las compras, ventas o 
intercambios, se deberán clasificar según franjas que van desde menor o igual a 15.000 
$ a mayor a 50.000.000 $. 
Como dato muy positivo, dentro de la declaración financiera general se 
encuentra también la de actividades e intereses, a diferencia de lo que ocurre en el 
caso español, donde tanto para el Gobierno como para el Congreso, la declaración de 
patrimonio se realiza independientemente de la de actividades.  
Así, se recoge un sexto apartado donde el declarante debe incluir todos los 
puestos o actividades ejercidos al margen de su puesto principal en los dos años 
anteriores a la fecha de declaración. Del lado más negativo, se excluyen los cargos 
ejercidos en la Administración de los Estados Unidos, lo que impide hacer un 
seguimiento de sus cargos asociados a su puesto principal. Se excluyen también los 
ejercidos en entidades religiosas, sociales, de beneficencia o políticas o de naturaleza 
honoraria. Debe incluir, además, las compensaciones o recompensas superiores a 5.000 
$ recibidas de un organismo que no sea el Gobierno de los Estados Unidos, en los dos 
años anteriores a la declaración. Esto deja fuera la posibilidad de conocer el salario de 
los miembros del Gobierno, que tampoco parece poder consultarse en la web de la Casa 
Blanca, donde se limitan a ofrecer el salario de los oficiales empleados de la misma. 
El séptimo apartado de la ley recoge una descripción de la fecha, partes y 
términos de cualquier acuerdo referido a un futuro empleo, un permiso de ausencia 
durante el periodo de presentación de informes, continuación de los pagos por un ex 
empleador que no sea el Gobierno de los Estados Unidos y la continuidad en un plan 
de seguridad social mantenido por un antiguo empleador.  
El octavo y último apartado recoge el valor en efectivo de cualquier interés del 
individuo en un fideicomiso ciego, a menos que el instrumento de fideicomiso fuese 
ejecutado antes del 24 de julio de 1995 y excluye al beneficiario de recibir información 
del valor total en efectivo de cualquier interés en el fideicomiso. 
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Por su parte, las declaraciones de toma de posesión para todos los cargos 
anteriormente mencionados se presentan de modo separado y engloban: los ingresos, 
dividendos, rentas  e intereses (del año presente y el anterior); los intereses en 
propiedad y deudas, excluyendo hipotecas y préstamos asegurados por propiedades o 
un vehículo, respectivamente (en los 31 días anteriores a la fecha de cumplimentación 
del informe), las actividades al margen del cargo y los acuerdos sobre futuros empleos.  
Junto a esto, y en lugar de rellenar los diferentes puntos de la declaración, debe 
proporcionar la información en un formato alternativo, según las reglas adoptadas o 
especificaciones escritas de la oficina de supervisión ética correspondiente al poder en 
el que dicho individuo sirva (la Oficce in Goverment Etchis o el Commitee on Standars 
of Official Conduct). Además, el declarante puede indicar la cantidad exacta en 
dólares, en lugar de la franja correspondiente, como se veía anteriormente (IBID: Sec. 
102 (b)).  
Además, todas las declaraciones deben incluir información referida a la esposa o 
hijos dependientes del declarante, exceptuando sus actividades e intereses, acuerdos 
futuros de empleo y valores en efectivo. 
Las sanciones por retraso superior a treinta días o más allá de un plazo 
extendido en la presentación de la declaración serán penalizadas con 200$ de multa. 
La presentación de un informe falso conllevará una pena de cárcel inferior a un año 
(IBID: Sec. 104). El jefe de cada organismo, el secretario implicado, el director de la 
OGE, etc. deben dar al Secretario de Justicia el nombre de un individuo del que se 
crea razonablemente que no ha presentado o ha falsificado su informe. 
En cuanto a la publicidad de dichas declaraciones, cada organismo público y el 
Secretario de la Cámara de Representantes (en los casos que nos ocupan) pondrán a 
disposición pública los informes cumplimentados bajo este título, excepto los que no 
sean públicos,63 en los treinta días tras su recepción y permitirán la inspección de los 
mismos o proporcionarán copia a cualquier persona que lo solicite (IBID: Sec. 105 (a) y 
(b)(1)).  
                                                
63
 En el caso de individuos en la Oficina del Director de la Inteligencia Nacional, la CIA, etc. 
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Para acceder a las declaraciones, la persona interesada deberá rellenar un 
formulario escrito indicando su nombre, ocupación y dirección; el nombre y la dirección 
de cualquier otra persona u organización por la cual la inspección o copia es solicitada, 
y una declaración de que esta persona es consciente de las prohibiciones de la 
obtención y el uso del informe. Estos requisitos son razonables, a excepción del referido 
a la profesión del solicitante, que supera lo establecido por el cuarto principio 
demandado en España por la Coalición Pro Acceso y que según dicho grupo no debería 
ser exigible (Coalición, 2012a: web).  
Del lado más negativo, se indica que se podrá exigir una “razonable cantidad a 
pagar que se considere necesaria para recuperar el coste de reproducción o envío 
postal de dicho informe excluyendo el salario del empleado implicado en dicha 
reproducción o envío”. Aunque, acto seguido, recoge que una copia de dicho informe 
podrá ser proporcionada sin coste o a coste reducido si se determina que es “en el 
interés público” (IBID: Sec. 105 (b)(1)). El cobro por las copias tampoco respondería al 
cuarto principio de la Coalición, que recoge la gratuidad del acceso y el derecho de los 
solicitantes a consultar documentos que contengan la información buscada y/o recibir 
información por correo electrónico de forma gratuita. 
Por último, se establecen los casos de ilegalidad del uso de los informes (con 
fines ilegales; con propósitos comerciales, excepto el uso de los medios de comunicación 
para su diseminación al público general; para establecer la calificación de crédito de 
un individuo; para el uso directo o indirecto en la solicitud de dinero para 
organizaciones políticas o de caridad, u otros propósitos) y las sanciones 
correspondientes (IBID: sec. 105 (c) (1) y (2).  
5.2.1. Las declaraciones de actividades y patrimonio de los miembros 
del Gobierno. La importancia de la Stock Act 
 
El Poder Ejecutivo de los Estados Unidos está dividido en la Oficina Ejecutiva 
del Presidente (formada por el Presidente, la Primera Dama, el Vice Presidente y la 
esposa del Vice Presidente), los quince Departamentos de Estado (Agricultura, 
Comercio, Defensa, Educación, Energía, Sanidad y Servicios Humanos, Seguridad, 
Desarrollo urbanístico, Justicia, Trabajo, Estado, Interior, Tesoro, Transporte, 
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Asuntos de los Veteranos) y varios organismos independientes y corporaciones. Mi 
estudio se ha centrado en el Presidente y Vicepresidente de los Estados Unidos y los 
quince secretarios de Estado.  
El organismo responsable de desarrollar los mecanismos de declaración de sus 
correspondientes actividades y patrimonio es la citada U.S. Office of Government 
Ethics. Su objetivo es “prevenir conflictos de intereses e identificar conflictos 
potenciales entre las funciones del declarante y sus intereses financieros privados y 
afiliaciones” (OGE, 2013: web). 
La OGE pone a disposición de los declarantes dos tipos de formularios, según 
que la ley de ética clasifique las declaraciones como públicas o confidenciales. Las 
declaraciones financieras de carácter público emplean el impreso 278 (OGE Form 278), 
mientras que las confidenciales emplean el 450 (OGE Form 450). 
Un paso fundamental es la aprobación en 2012 de la ley Stock Act para la 
prohibición de que los miembros y empleados de la Cámara de Representantes usen 
información no pública derivada de sus puestos oficiales para su propio beneficio y 
otros propósitos (Stock Act, 2012: 1). Ésta, de la que se hablará con detalle en el 
epígrafe destinado a la Cámara de Representantes pues se centra mayoritariamente 
en el Poder Legislativo, supone también un importantísimo cambio en cuanto a la 
publicación digital de las declaraciones de ciertos miembros del Poder Ejecutivo.  
Establece que, como máximo el 31 de agosto de 2012 o 90 días tras la aprobación 
de esta ley, las declaraciones financieras cumplimentadas según lo establecido por la 
Ethics in Government Act, sean “puestas a disposición pública en las webs oficiales de 
los respectivos organismos del Poder Ejecutivo no más tarde de treinta días tras ser 
cumplimentadas” (Stock Act. 2012: Sec. 11 (a) (1)). 
Junto a esto, recoge que en los 18 meses desde la aprobación de la ley, el 
Presidente, por medio del Director de la OGE, deberá desarrollar sistemas que 
permitan el acceso público a las declaraciones financieras “por medio de bases de datos 
mantenidas en la web oficial de la Office of Government Ethics” (Stock Act, 2012: Sec. 
11 (b) (1)). Esta segunda provisión va más allá y no sólo permite el acceso a las bases 
de datos sino que además permite al público “buscar, clasificar y descargar los datos”. 
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Junto a esto, se establece que no será necesario iniciar sesión (por medio de un 
usuario) para buscar o filtrar los datos contenidos en los informes, aunque sí se 
empleará un protocolo de inicio de sesión para la persona que desee descargar dichos 
datos.  
Como reacción a la aprobación de la ley, en 2012 se pasa a crear en la web de la 
Casa Blanca de los Estados Unidos (www.whitehouse.gov/) un sistema de documentos 
en formato pdf que se proporcionan al usuario por vía email, accesible en la opción de 
la barra de herramientas superior “Briefing Room” y dentro de ésta, “Financial 
Disclosures” (White House, 2013: web).  
Así, los interesados pueden solicitar los mismos por medio de un formulario 
online, en el que se piden una serie de campos obligatorios (nombre, etc.), ceñidos a lo 
recogido en la ley sobre ética, ya explicada en el epígrafe anterior. Como novedad, es 
especialmente destacable la solicitud del correo electrónico, que permite el acceso a los 
documentos digitalizados. También, el hecho de que se permita elegir entre cinco años 
diferentes, a diferencia de lo que ocurre en España, donde sólo se da la posibilidad de 
obtener las declaraciones referidas a la situación financiera en el momento presente 
del alto cargo. Sin embargo, y según se recogía anteriormente, la solicitud de la 
ocupación del solicitante excede los requisitos deseables (y no es eludible porque la 
aplicación informática no deja hacer la solicitud sin rellenar dicho campo). De modo 
positivo, la información parece proporcionarse de forma gratuita, a pesar de la 
posibilidad recogida en la ley de cobrar una tasa razonable para cubrir los costes de 
reproducción y envío.  
También se menciona la sanción de hasta 11.000 dólares fijada por el Secretario 
del Departamento de Justicia contra cualquier persona que obtenga o use un informe 
para cualquier propósito prohibido. 
Acogiéndome a la primera vía que establece la citada Stock Act, el 1 de 
noviembre de 2013, realicé personalmente petición online de la declaración financiera 
de los cuatro miembros de la Oficina Ejecutiva del Presidente y algunos de los 
secretarios de Estado. Al no recibir contestación, reiteré mi petición el 9 de enero de 
2014. No recibí contestación hasta el 14 de marzo de 2014 (Disclosures, 2014: web), en 
la que se me indicaba que mi solicitud para 2013 no estaba aún disponible y que me la 
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enviarían una vez ésta fuera puesta en público. De un modo curioso, me indicaban que 
algunas de mis peticiones podrían no verse resueltas puesto que algunos de los 
firmantes no habían sido miembros de la Casa Blanca durante al menos sesenta días, 
sin embargo, los cargos requeridos habían pasado a formar parte del Gobierno en las 
elecciones presidenciales de 2012.  
La otra vía de acceso, según lo establecido por la Stock Act, son las bases de 
datos de las declaraciones en la página web de la OGE. La Stock Act establecía un 
plazo de creación de 18 meses tras la promulgación de la ley en abril de 2012, por lo 
que las bases de datos deberían encontrarse en la web desde octubre de 2013. Este 
plazo fue ampliado un año después en un proyecto de ley (Bill to modify, 2013: Sec. 1 
(b) (2) (B)) al “1 de enero de 2014”. Sin embargo, a finales de enero de 2014 no se había 
publicado dicha información en la web y el personal de la OGE me comunicaba que se 
encontraban desarrollando aún la aplicación informática correspondiente (OGE, 2014: 
web). En mayo de 2014 seguía sin estar disponible. 
Junto a esto, el proyecto de ley introducía recortes en el personal sujeto a 
declaración online. Así, eximía a todo el Poder Ejecutivo de declaración online, excepto 
al Presidente, el Vicepresidente, los 15 secretarios de Estado así como alrededor de 67 
altos cargos del Gabinete64 (Bill to modify, 2013: Sec. 1 (b) (2) (B)).  
Junto a esto, eliminaba la posibilidad de realizar búsquedas, clasificaciones y 
descargas de los datos contenidos en las bases de datos recogidas en la web de la OGE.  
Esto suponía una triste maniobra de limitar el alcance de la publicación online 
tanto en la forma como en el contenido, así como un retroceso a la situación anterior.  
La situación de acceso digital, como se puede comprobar, es incompleta, a pesar 
de lo recogido en la Stock Act y a causa de la citada ley de modificación de 2013. A la 
espera del desarrollo de la herramienta para la publicación de dichas declaraciones en 
la web de la OGE, hemos de conformarnos con las declaraciones de 2010 a 2012 del 
Presidente y el Vicepresidente de los Estados Unidos, publicadas en el blog de la web 
de la Cámara de Representantes en mayo de 2013 (White House, 2013b: web).  
                                                
64
  Según lo recogido en la sección 5312 o 5313 del Código de los Estados Unidos, siempre que hayan sido nombrados 
por el Presidente y confirmados por el Senado. 
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En cuanto al contenido de las declaraciones financieras, hay que destacar en 
primer lugar que engloban el patrimonio (aunque incompleto, como luego se explica) y 
las actividades, por lo que permiten un mejor y más rápido acceso. Además, el modelo 
se mantiene mayoritariamente fiel a lo establecido por la Ethics in Governemt Act 
(aunque en diferente orden), recogido en el anterior epígrafe, por lo que se partirá de 
la estructura ya explicada para desglosar los diferentes apartados.  
El primer apartado (inventario A) referido a los ingresos generados y laborales, 
es muy detallista y se acoge a lo recogido en el primer punto de la ley. Incluye, por 
primera vez, la mención del patrimonio destinado para la inversión o producción de 
ingresos, desglosando su valoración en categorías desde menos de 1.000 hasta más de 
50.000.000 euros. En el caso de los ingresos laborales del esposo/a del declarante, sólo 
incluye la fuente pero no la cantidad. 
El segundo apartado (inventario B) recoge el quinto punto de la ley referido a 
toda compra, venta o intercambio que exceda los 1.000 euros. Introduce por primera 
vez la denominación de “transacciones” y las desglosa por tipo, fecha y cantidad. Tal y 
como se apuntaba en la ley, excluye los bienes inmuebles del declarante o su esposa. 
En la segunda parte de este apartado se recogen los regalos, según lo regulado 
en el segundo punto de la ley. Los requisitos se han relajado y se han aumentado las 
cantidades respecto de lo establecido por la ley, pasando de 250$ a 350 $ el valor total 
agregado y de 100$ a 140 $ para cada uno de ellos, lo que implica dejar fuera un mayor 
número de obsequios. Como novedad, se deberá excluir lo dado por el Gobierno de los 
Estados Unidos al declarante y su organismo de trabajo.  
Junto a esto, el modelo recoge que no complete dicho inventario B “un nuevo 
candidato, designado o candidato a Vicepresidente o Presidente”, lo cual supone una 
falta de transparencia para los citados casos exentos de declaración. Lo curioso es que 
tanto Obama como Biden dejan en blanco dicha sección en varias de las declaraciones 
estudiadas de 2009 a 2012 (sólo la completa Biden en 2011 para recoger el reloj de 
cricket vulcano que le regala un senador de Finlandia) (The White House, 2013b: web) 
a pesar de que en su status de declarante recogen “titular” y no “candidato”. Como 
justificación, todo parece indicar que no tienen nada que declarar en dicho apartado, 
puesto que rellenan la casilla de la parte superior “ninguno”. 
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En el tercer apartado (inventario C) se recogen de modo muy detallado las 
deudas, reproduciendo lo recogido en el apartado cuarto de la ley e incluyendo además 
el acreedor, la fecha, el ratio de interés y el plazo aplicable. No queda del todo claro si, 
de acuerdo a lo recogido en la ley, se recogen todas las hipotecas del Presidente y del 
Vicepresidente o las que únicamente proporcionen ingresos por alquiler, como recoge 
el formulario. 
Los “acuerdos y convenios” son recogidos también en la segunda parte de este 
tercer apartado, en correspondencia exacta con lo recogido en el apartado séptimo de 
la ley.  
El último inventario (D) recopila la declaración de actividades establecida en el 
apartado sexto de la ley, dividida en los puestos, por un lado y las compensaciones 
superiores a 5.000 $, por el otro. De modo muy positivo, incluye más detalles de los 
desplegados en la legislación, como el nombre, la dirección y el tipo de organización (la 
ley sólo pedía incluir la “identidad”) y las fechas de inicio y cese de desempeño de las 
actividades. Del lado negativo, se añade una restricción en el apartado de las 
compensaciones, que no tendrán que rellenar el “titular, declarante por cese, candidato 
vicepresidencial o presidencial” (The White House, 2013b: web). Como consecuencia, ni 
Obama ni Biden rellenan este apartado en ninguna de sus declaraciones.  
En general, como se puede apreciar, las declaraciones financieras de los 
miembros del Poder Ejecutivo son muy detalladas y engloban tanto las patrimoniales 
como las de actividades, tal y como sería deseable para los miembros del Poder 
Ejecutivo y Legislativo español. Además, deben realizarse anualmente y no 
únicamente a la toma de posesión y al cese, al contrario que en el caso del ejecutivo 
español. 
Entre las pocas carencias que cabe achacarle está la ausencia de la declaración 
de los bienes inmuebles, que podría incluirse en el ‘inventario A’ referido a patrimonio 
e ingresos o en el B, referido a las transacciones. También, la ausencia de las 
cantidades exactas en dólares, que se presentan únicamente como identificación del 
tramo en el que se encuentran, dentro de la tabla de intervalos establecida, a 
excepción del caso de los regalos y reembolsos en concepto de viajes.  
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Además, no se incluyen las actividades ejercidas dentro de la Administración de 
los Estados Unidos ni la remuneración en dólares percibida por éstas, lo que supone 
una importante carencia a la hora de conocer las actividades públicas desempeñadas 
por el declarante.  
Por último, algunos de los declarantes no tienen que completar ciertos 
apartados, como en el citado caso de las transacciones y las compensaciones superiores 
a 5.000 $ lo que reduce significativamente la transparencia de las declaraciones.  
5.2.2. Las declaraciones de actividades y patrimonio de los miembros 
de la Cámara de Representantes. Un ejemplo de transparencia en el 
acceso y el contenido 
 
El Poder Legislativo en EEUU, denominado también Congreso, está formado 
por la Cámara de Representantes (House of Representatives) y el Senado. Para mi 
estudio he analizado exclusivamente las declaraciones referidas a la Cámara de 
Representantes, del mismo modo que estudié las declaraciones de los miembros del 
Congreso de los Diputados en el caso de España.  
Las normas de presentación de dichas declaraciones quedan reguladas por el 
Committee on Ethics (COE, 2014), organismo ante el cual tienen que presentar 
declaración los candidatos, que determina si éstas han sido rellenadas a tiempo y si 
son adecuadas y completas. Este Comité presenta un Manual (Comittee, 2008: web) 
con las normas para la cumplimentación, basada directamente en lo establecido por la 
citada Ethics in Government Act. 
Según establece la ley y reitera dicho comité, los miembros de la Cámara de 
Representantes deben presentar anualmente como máximo el 15 de mayo las 
declaraciones referidas a su situación financiera del año anterior (Comittee, 2014: 
web). Deben presentar además declaración al cese en los treinta días desde la fecha de 
fin de su empleo en la Cámara de Representantes excepto en el caso de que hayan 
aceptado un nuevo empleo en el gobierno federal que requiera la presentación de una 
declaración financiera y siempre que avisen al Secretario de la Cámara de 
Representantes por escrito. Esto, que también se aplicaba al Poder Ejecutivo, se regula 
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en la ley de ética, y supone una práctica muy positiva siempre que no transcurran más 
de un periodo razonable entre el cese y la toma de posesión.  
Tanto la declaración anual como la declaración al cese se harán por medio del 
impreso A (IBID: web). 
Por su parte, la declaración financiera a la toma de posesión se basa en el 
impreso B y debe presentarse en los treinta días tras la asunción del nuevo cargo 
siempre que tenga un salario englobado igual o mayor al ratio GS-15 del General 
Schedule (ver nota al pie número cinco). Al igual que ocurría con la declaración al cese, 
si el candidato al nuevo puesto ha rellenado una declaración recientemente referida al 
cese de otro puesto dentro del gobierno federal no es necesario que complete el 
informe, siempre que no transcurran más de treinta días e informe al Secretario de la 
Cámara de Representantes.  
Las declaraciones de todos los miembros de la cámara son públicas (ver el 
epígrafe referido a legislación) y el Secretario de la Cámara de Representantes las 
pone a disposición de la inspección pública al cabo de treinta días tras su recepción.  
Como dato muy positivo, el COE solicita enmiendas de las declaraciones cuando 
detecta que éstas presentan alguna deficiencia, por lo que el declarante debe indicarlo, 
marcando la casilla “enmienda” del informe. El comité sólo interviene cuando detecta 
incumplimiento respecto de lo regulado por la ley. 
En 2007, una aperturista ley para la transparencia del Congreso ya hablaba por 
primera vez del acceso online a las declaraciones. Así, establecía que el Secretario de 
la Cámara de Representantes debía poner a disposición pública en la página web de la 
Oficina de la Secretaría las declaraciones en un formato que permitiera búsquedas, 
clasificación y descargas, siempre que fuera técnicamente practicable, no más tarde 
del 1 de agosto de 2008 (Act to provide transparency, 2007: Sec. 304 (a) y (b)).  
En 2012, la citada ley Stock Act termina de regular lo anterior. Ésta exige en 
primer lugar a los miembros de la cámara rellenar un informe en los 30 días 
siguientes a recibir notificación de una transacción y no más allá de 45 días tras la 
misma (Stock Act, 2012: Sec. 6 (a)). Anteriormente, dichas transacciones debían 
presentarse una única vez al año según el citado apartado 5 del contenido de los 
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informes de la ley de ética. Del lado negativo, están excluidas las transacciones en las 
inversiones a largo plazo.   
Al igual que ocurría en el caso del Poder Ejecutivo, la Stock Act supone un paso 
imprescindible en la regulación del acceso digital. Ésta permite, de modo muy 
aperturista, que no más tarde del 31 de agosto de 2012, el Secretario de la Cámara de 
Representantes garantice la puesta en público de las declaraciones financieras 
cumplimentadas por los miembros, candidatos y empleados de la cámara en la web de 
la Cámara de Representantes en los 30 días siguientes a su cumplimentación (IBID: 
Sec. 8 (a)). 
Además, en los 18 meses tras la promulgación de la ley (octubre de 2013), el 
Secretario de la Cámara de Representantes desarrollará sistemas para garantizar el 
acceso público a dichas declaraciones por medio de bases de datos mantenidas en la 
web oficial que “permitan al público buscar, clasificar y descargar los datos contenidos 
en los informes”  (Stock Act, 2012: Sec. 8 (b)(B)). 
Esta ley supone un enorme avance en el acceso digital a la información y 
permite abolir los anteriores requisitos de acceso, como el nombre, ocupación, etc. (ver 
epígrafe referido a la legislación). 
Sin embargo, y como ya se mencionaba para el caso del Poder Ejecutivo, la 
aprobación en 2013 de una modificación de la Stock Act supone un retroceso en la 
aplicación de la publicación online, tanto en la forma como en el contenido. En primer 
lugar, en cuanto al contenido, limita la publicación online a los miembros y los 
candidatos a la Cámara de Representantes, dejando fuera a los funcionarios y el 
personal de la Cámara (Bill to modify, 2013: Sec. 1 (b) (1)). Esto no supone un cambio 
sustancial para mi investigación, centrada exclusivamente en los miembros de la 
Cámara.  
En cuanto a la forma, al igual que ocurría para el Gobierno, la ley retrasa la 
publicación hasta el 1 de enero de 2014 (IBID: Sec. 1 (b) 1 (B)) y empeora los requisitos 
de acceso online, dejando de ofrecer la posibilidad de buscar, filtrar y descargar los 
datos por el usuario. 
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Felizmente, parece que dichas restricciones se quedan sólo en la teoría ya que 
desde aproximadamente agosto de 2008, gracias a la aprobación de la citada ley de 
transparencia de 2007, pueden encontrarse las declaraciones en la web de la Cámara 
de Representantes (www.house.gov). Éstas se encuentran en el apartado “Financial 
Disclosure Reports” en la mitad inferior de la página a la derecha, bajo el letrero 
“Public Disclosure”. Tomaré como referencia una de las declaraciones anuales de 2012 
(Office of the Clerk, 2013).  
A pesar de lo establecido en dicha prohibitiva enmienda, la Cámara sí ha 
desarrollado una base de datos de acceso a las declaraciones. Por medio de la opción 
“Search Financial Disclosure Reports” se pueden realizar búsquedas por apellido de 
los miembros o candidatos de la Cámara de Representantes e introducir filtros por 
estado, distrito o año de declaración.  
La aplicación permite acceder a las declaraciones de los años 2008 a 2014, según 
aprobó la citada ley de transparencia en 2007. De todos modos, las declaraciones 
anteriores a esa fecha están disponibles en papel en el Centro de Recursos 
Legislativos.    
Al presentarse las declaraciones financieras a fecha de 15 de mayo referidas al 
año vencido, las declaraciones correspondientes al año 2013 no están disponibles hasta 
agosto 18de 2014, por lo que no han podido ser consultadas antes del cierre de la 
presente tesis. Así, sobre 2013 sólo se encuentran los informes de miembros que cesan 
en dicho año o de aquéllos que han sido llamados a presentar el citado informe 
periódico de transacciones. Lo mismo ocurre para las declaraciones referidas al año 
2014, que se publicarán en mayo de 2015, encontrándose en marzo de 2014 las 
declaraciones de aquéllos (pocos) que han cesado en los primeros meses del año o han 
sido requeridos a presentar dichos informes periódicos.  
 Como única crítica en cuanto al acceso cabe mencionar que los informes 
disponibles son únicamente los anuales, las enmiendas y los de cese (cumplimentados 
según el modelo A), quedando excluidas de acceso los de toma de posesión 
(cumplimentados según el modelo B) 
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En cuanto al contenido de las declaraciones financieras y teniendo en cuenta lo 
recogido por la ley, nos centraremos en las diferencias existentes con el Poder 
Ejecutivo.  
A nivel general, se observa una ordenación diferente de los inventarios. 
Comenzando por el primer apartado, referido a los ingresos (inventario I, II y 
III), se aprecia una importante diferencia, ya que los miembros del Poder Legislativo 
distinguen entre ingresos de trabajo (renta salarial), donativos transferidos a 
organizaciones benéficas en lugar de honorarios y renta no salarial, según recogía la 
ley. Al igual que ocurría con el Poder Ejecutivo, no tienen que detallar su salario 
percibido por su puesto principal dentro del Gobierno de los Estados Unidos. En 
cambio, la mejora es que los miembros de la Cámara de Representantes sí detallan la 
cantidad exacta percibida en los ingresos declarables, en lugar de señalar una 
categoría o franja.  
El apartado de transacciones (inventario IV) es muy similar al de los miembros 
del Poder Ejecutivo. Incluye una pequeña mejora, al incorporar la compra o venta de la 
residencia personal del declarante cuando ésta generase ingresos por alquiler. 
El apartado referido a las deudas (inventario V) no incluye los intereses y el 
plazo aplicable, por lo que es algo más escaso que el del Poder Ejecutivo. Excluye las 
hipotecas sobre la residencia del declarante excepto si dicha residencia está alquilada. 
Como semi aclaración a esto, el formulario indica que “la legislación pendiente puede 
requerir a los miembros declarar hipotecas en sus residencias personales” (Office of 
the Clerk, 2013: web) 
El Poder Legislativo recoge por un lado los regalos y por el otro los reembolsos y 
pagos por viajes (inventario VI y VII), dando para este último apartado información 
más detallada referida a la provisión de alojamiento, comida y el número de días.  
El apartado referido a la declaración de actividades (inventario VIII) es muy 
similar al del Poder Ejecutivo, recogiendo las remuneradas y no remuneradas y de 
nuevo sólo aquéllas al margen de las desempeñadas para los Estados Unidos. Sin 
embargo, no indica el tipo de organización ni las fechas de inicio y cese de la actividad. 
Tampoco recoge el apartado destinado a la compensación superior a 5.000 $ recibida 
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de una fuente. La falta de detalle de este apartado se justifica por la existencia del 
citado Inventario I, para ingresos del trabajo o renta salarial, donde ya se recogen los 
ingresos por otras actividades al margen de la principal. 
Por último, el apartado de acuerdos (inventario IX) es idéntico y sólo cambia el 
orden, ubicando la fecha en primer lugar, posteriormente las partes y luego el acuerdo.  
En general, la declaración financiera del Poder Legislativo es muy detallista y 
recoge incluso más información que la del Poder Ejecutivo. Esto se ejemplifica en la 
división del apartado de ingresos entre ingresos salariales, donativos transferidos en 
lugar de honorarios e ingresos no salariales y en la expresión de cantidades exactas 
para los primeros. Es especialmente importante que los ingresos no salariales incluyen 
los bienes inmuebles (aunque sólo los destinados a inversión o producción de ingresos) 
y debe indicarse la dirección completa de ubicación de los mismos. También es más 
detallista en lo referido a las declaraciones de viajes. Sin embargo, presenta algunos 
de los mismos defectos que las declaraciones del Poder Ejecutivo, como la no inclusión 
de los cargos dentro de la Administración estadounidense ni las remuneraciones 
percibidas por éstos y otros cargos al margen de los Estados Unidos.  
A pesar de las deficiencias apuntadas, las declaraciones del Poder Legislativo de 
los Estados Unidos constituyen un ejemplo de transparencia tanto en cuanto a la 
forma (acceso digital a las bases de datos) como al contenido (transparencia de los 
datos) y sería un perfecto ejemplo a imitar por sus homólogos españoles. Es 
absolutamente reseñable que, tras la introducción de la ley de transparencia en 2007 y 
la Stock Act en 2012, pueda accederse a las declaraciones de los miembros de la 
Cámara de Representantes digitalmente (con la única aparente excepción de las 
declaraciones a la toma de posesión) y cabe preguntarse por qué la enmienda de la 
Stock Act coarta dicho acceso si en la práctica sigue produciéndose.  
Ha de destacarse negativamente que esto mismo no se aplique a los miembros 
del Gobierno y secretarios de Estado de los Estados Unidos cuya información 
financiera está sujeta a petición online a la web de la Casa Blanca y aún no se recoge 
en la OGE. Sólo queda esperar si la aplicación de la ley Stock Act y su modificación 
haría realidad la publicación de dichas declaraciones, fijadas para enero de 2014 y que, 
según el citado representante de la OGE, estarían en proceso.  
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5.3. Legislación general sobre acceso a la información de 
interés público en los Países Bajos65 
 
La elección de Los Países Bajos se justifica en el sentido de escoger un país de la 
Unión Europea, que por un lado tenga imagen de trayectoria general de transparencia, 
unido a la oportunidad de realizar una estancia de investigación en él. Su peculiar 
tradición normativa (combinación de reglas proactivas de transparencia con confianza 
en el autocontrol de la clase política), le sitúa como un elemento de comparación muy 
interesante para España, al ofrecer un modelo de contraste bastante diferente respecto 
al proporcionado por Estados Unidos. 
La transparencia es una preocupación de largo recorrido en los Países Bajos. En 
1795, la Declaración de los Derechos del Hombre de los Países Bajos, de modo muy 
similar a Francia, recogía: 
“Todo el mundo tiene el derecho a exigir de cada funcionario de la administración pública, 
la rendición de cuentas y justificación de su conducta” (Banisar, 2006: web) 
En el siglo XX, la Constitución de los Países Bajos recoge el derecho de acceso a la 
información pública, aunque no lo hace desde su primera edición en 1972, sino que 
incorpora dicho derecho en 1983: 
“En el ejercicio de sus deberes, los órganos del Gobierno deberán observar el derecho de 
acceso público a la información de conformidad con las normas que sean prescritas por ley 
en el Parlamento” (Constitution The Netherlands, 1983: art.110). 
Aunque este artículo ha sido reconocido de forma general como una obligación por 
los órganos del Gobierno hacia el aperturismo y la publicación de la información, no se 
considera que provea a los ciudadanos del derecho a solicitar el acceso sino que es más 
bien visto como un principio general de gobierno abierto. Así, debe ser relacionado con 
los artículos 66, 80, 121, 125, 133 y 134 de la Constitución de los Países Bajos, 
                                                
65 La bibliografía recoge la legislación consultada en su idioma original, excepto en los casos en que se 
ha localizado una versión digital en inglés. Asimismo, todas las traducciones de textos legales 
holandeses han sido realizadas por la propia autora tras el asesoramiento correspondiente. 
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referidos al acceso público a reuniones de los órganos consultivos, órganos de 
representación y Poder Judicial. 
Junto a esto, parece que, al igual que en el caso español, dicha regulación queda 
fuera de los denominados ‘derechos fundamentales’, pues no es recogida hasta el 
artículo 110. A este respecto, algunos autores como el profesor de derecho público de la 
Universidad de Tilburg (LEENKNEGT, 2013: 343-345), consideran que el concepto de 
derecho de acceso a la información es de tal “madurez constitucional” que debe ser 
incluido en el capítulo uno, referido a los derechos fundamentales de la Constitución. 
Como consecuencia de dichas demandas, ha habido varios debates para reformar la 
Constitución e incluir el derecho de acceso a la información entre los derechos 
fundamentales, según recogeré más adelante. 
5.3.1. La WOB 
 
El derecho de acceso a la información fue aprobado en 1980 y especificado 
definitivamente en 1991 por medio de la Ley de Acceso Público a la Información del 
Gobierno (WOB). Ésta se desarrolla en conexión con el mencionado artículo 110 de la 
Constitución, a fin de revisar la legislación concerniente al aperturismo y el acceso 
público a la información gubernamental e incorporarlos a la legislación de los Países 
Bajos. 
Según ésta, “toda autoridad administrativa debe, en el ejercicio de sus funciones, 
revelar información de acuerdo con la presente Ley, sin prejuicio de las disposiciones 
establecidas en otros estatutos” (WOB, 1991a: art. 2).  
Así, permite que toda persona pueda solicitar información sobre cuestiones 
administrativas a las oficinas del Poder Ejecutivo o alguno de los organismos o 
instituciones que desarrollen labores por las que sean responsables ante aquél (IBID: 
art. 3.1). En esa misma sección se recoge la obligación de especificar el asunto o el 
documento sobre el que el solicitante requiere la información (IBID: art. 3.2). Esto, 
como veremos a la hora de la petición, implica indicar en detalle los nombres y 
apellidos de los altos cargos sobre los que se requiere la información.  
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Como punto positivo destaca que no existe el silencio administrativo y se debe dar 
notificación por escrito “del rechazo a revelar toda o parte de la información que 
solicitó” (IBID: art. 5.2) ya fuera esta solicitud por escrito o verbalmente. 
 El primer punto negativo de la ley es el referido a los plazos. A pesar de que se 
establece que la Administración debe decidir acerca de la solicitud de información lo 
antes posible, acto seguido se puntualiza que “en ningún caso más de cuatro semanas 
tras la fecha de recepción de la solicitud” (WOB, 1991b: art. 6.1). Este plazo fue 
ampliado respecto del establecido por la ley en sus inicios, de dos semanas (WOB, 
1991a: art. 6), lo cual supone un retraso considerable en el plazo de contestación en 
línea con las legislaciones más lentas (como el caso español) y un distanciamiento de la 
media europea, de dos semanas.  
Estas cuatro semanas pueden ser extendidas otras cuatro más, siempre que se 
comunique el motivo por escrito al solicitante, antes de que finalice el primer periodo 
(IBID: art. 6.2). Además, se puede suspender el plazo de respuesta desde el día 
siguiente a aquél en el que el organismo notifique al solicitante que una tercera parte 
interesada pueda tener reservas en la decisión tomada (WOB, 1991b: art. 6.3).  
Como contrapunto y en cuanto a la forma de acceso a la información, la 
Administración puede suministrar los documentos requeridos de diversas formas:  
“emitiendo una copia de los documentos o transmitiendo su contenido exacto de alguna 
otra forma, permitiendo al solicitante tomar nota de los contenidos de los documentos, 
suministrando un extracto de los documentos o un sumario de sus contenidos o 
suministrando la información contenida en los documentos” (WOB, 1991a: art. 7.1). 
Para la elección de uno de estos métodos, la Administración deberá tener en cuenta 
la preferencia del solicitante y la rapidez del proceso, lo cual da prevalencia a las 
necesidades de acceso de dicho solicitante. 
Otro punto positivo es la existencia de cierta información que la Administración 
deberá proporcionar voluntariamente, la referida “a su política y la preparación y 
ejecución de la misma, cuando la provisión de dicha información vaya en el interés de 
una gobernabilidad democrática efectiva” (IBID: art. 8.1). 
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Junto a esto, deberá garantizar que la información se proporcione de una manera 
comprensible y que satisfaga tanto a la parte interesada como al mayor número de 
miembros del público posible y en un periodo de tiempo adecuado que les permita dar 
a conocer sus visiones a la autoridad administrativa (IBID: art. 8.2). 
Las recomendaciones de los comités de seguimiento independientes a las 
autoridades administrativas “deben ser puestas a disposición pública cuando sea 
necesario y, si es posible, con notas explicativas”. El periodo “no será superior a cuatro 
semanas tras haber sido recibidas por la autoridad administrativa”. (IBID: art. 9.1 y 
9.2).  
Pasando al estudio de las excepciones, la ley original fijaba varias excepciones y 
restricciones al acceso a la información. Así, la revelación de la información no será 
aplicable cuando: 
 “pueda poner en peligro la unidad de la corona, dañar la seguridad del Estado o 
cuando los datos se refieran a compañías y procesos de manufacturación y sean 
proporcionados al Gobierno confidencialmente por personas física o legales” (WOB, 1991a: 
art. 10.1).  
La revisión posterior de la ley añadió la excepción a la revelación de los “datos 
personales” (WOB, 1991b: art. 10.1. d), pero únicamente de los denominados “datos 
personales especiales”, referidos a la religión, filosofía, raza, ideas políticas, salud, vida 
sexual, afiliación a sindicatos, según lo recogido en la Ley De Protección De Datos 
Personales (WBP, 2000: chapter 2, sec. 2). Se deja un punto de inflexión, al quedar 
fuera los casos en que “no se infrinja la privacidad”. 
Esta provisión deja un margen a la revelación de datos personales “no especiales” 
así como aquéllos especiales que no infrinjan la privacidad. Está en línea, aunque con 
mayor ambigüedad, con las excepciones recogidas por la FOIA estadounidense, que 
exceptúa el acceso a los datos de carácter personal sólo cuando constituya una invasión 
injustificada de la privacidad personal.  
La ley de acceso a datos neerlandesa establece, además, una provisión muy 
importante: la información será también omitida cuando el interés de la revelación no 
“pese más” que una serie de intereses. Así, de nuevo regula de modo similar a la FOIA, 
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que para decidir si se producía o no una invasión injustificada en la intimidad, 
establecía una balanza entre el interés de revelación frente al interés de protección. 
Los intereses referidos son: las relaciones entre los Países Bajos y otros estados u 
organizaciones internacionales; los intereses económicos y financieros del Estado y 
otros organismos públicos o administrativos; la investigación de delitos criminales y la 
persecución de los delincuentes; la inspección, control y vigilancia por las autoridades 
administrativas; el respeto a la privacidad personal; la importancia de que el 
destinatario sea el primero en conocer la información; y la prevención de ventajas 
desproporcionadas o desventajas de las personas físicas o jurídicas afectadas o de 
terceras partes (IBID: art. 10.2).  
Además, cuando los documentos hayan sido elaborados para consulta interna, las 
opiniones personales no serán reveladas excepto cuando sea en el interés de la 
democracia efectiva de gobierno” (IBID: art. 11).  
La información medioambiental tiene, por su parte, excepciones limitadas, como se 
explicará más adelante.  
A rasgos generales, la WOB se encuentra en la media de las leyes de protección de 
datos europeas. Sin embargo, entre sus mayores carencias se encuentra el hecho de 
que sólo se aplica al Poder Ejecutivo (IBID: art. 1a) y deja fuera al Parlamento, a los 
tribunales y jueces y a las compañías privadas.  
Junto a esto, según los expertos, la WOB se usa de modo muy escaso. Un estudio de 
2005 del experto en el acceso a documentos públicos Roger Vleugels (2005: web) 
revelaba una media de 1.000 peticiones al año, frente a los 2,5 millones de peticiones 
llevadas a cabo en EEUU y las 100.000 en Inglaterra, y un retroceso de las peticiones 
desde mediados de los años noventa. Entre los motivos: la falta de tradición de 
investigación política entre los medios de comunicación y las ONG, la inexistencia de 
sanciones ante la lentitud de una respuesta, demasiadas y vagas excepciones, la baja 
condición de los archivos del Gobierno neerlandés, el sentimiento común entre el 
público y los periodistas de que hacer peticiones por medio de la WOB podría enturbiar 
las buenas relaciones con el Gobierno, y la falta de una sensación de urgente control al 
Gobierno (IBID: web). 
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De hecho, los estudiosos de la trayectoria de transparencia en los Países Bajos 
como la profesora adjunta de Derecho Constitucional y Administrativo de la Facultad 
de Derecho de la Universidad de Leiden, Marga Groothuis (2013) coinciden en que, 
tras un primer impulso en los años noventa y 2000 (plasmado en el deseo de 
modernizar la ley de acceso a documentos públicos), desde 2001 se produjo un 
retroceso en la situación de acceso a documentos públicos y un freno en las ansias de 
transparencia anteriormente manifestadas. Dicho cambio no tiene una explicación 
sencilla para los estudiosos de la ley, según Groothuis, y se necesita de la opinión de 
los historiadores y científicos políticos para entender el por qué del mismo. El informe 
de la Comisión Franken, encargado por el Gobierno y redactado en 2000 por el Comité 
de los Derechos Fundamentales en la era digital, redactó cinco recomendaciones para 
mejorar el acceso a la información pública así como la mejora de acceso a documentos 
en la era de las nuevas tecnologías (LEENKNEGT, 2002: web). Una de sus 
pretensiones era reformar la Constitución de los Países Bajos para añadir el derecho 
fundamental de acceso a la información pública ya que, como se explicaba 
anteriormente, la Constitución recoge la obligación de los órganos del Gobierno hacia 
el aperturismo y la publicación de la información, pero no considera que provea a los 
ciudadanos del derecho a exigir el acceso.  
El primer resultado pudo verse en 2000, cuando el Gobierno propuso un nuevo 
derecho fundamental referido al derecho de acceso a la información de las autoridades 
públicas: 
“Todo el mundo tendrá derecho de acceso a la información en poder de las autoridades 
públicas. Este derecho puede ser limitado por o según una ley del Parlamento. Debe ser 
una preocupación de las autoridades asegurar el acceso a la información en poder de las 
autoridades” (TWEEDE KAMER, 2000: 30). 
Sin embargo, esto no desembocó en una reforma de la Constitución, anunciada de 
nuevo en 2002, pero no culminada.  
Siguiendo el repaso de la profesora Groothuis (2013), en 2003 fue realizado otro 
informe por la Universidad de Tilburg a petición del Gobierno de los Países Bajos para 
entender cómo la ley era puesta en práctica y cuáles eran sus mayores retos. Éste 
probó que la ley WOB contaba con varios problemas y era necesario reformarla.  
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En noviembre de 2004 el Gobierno respondió positivamente a la reforma de la 
Constitución y de la WOB para incluir el acceso a documentos públicos sugerida por 
los citados informes del comité Franken y la Universidad de Tilburg y hubo un breve 
debate en los Países Bajos.  
Según relata Groothuis, en 2005 el Gobierno dio el primer paso importante con la 
redacción de un borrador completamente nuevo con el asesoramiento de la 
Universidad de Wageningen. Sin embargo, este borrador nunca fue enviado al 
Parlamento ni llegó a convertirse en proyecto de ley. Así, la historia revela amagos de 
avance, que no se han traducido en modificaciones reales de la Constitución y sólo 
parciales de la WOB. 
Mientras, en 1998 se había creado el Convenio de Aarhus sobre el acceso en los 
países de la Unión Europea a la información en materia de medio ambiente (Convenio 
Acceso a la Información, 1998), al que se adhirieron los Países Bajos en diciembre de 
2004.  
Por su parte, en 2003 se aprobaba la Directiva europea relativa al Acceso Público a 
la Información Medioambiental (2003), cuyos cambios fueron introducidos en una 
revisión de la WOB realizada en julio de 2005 a fin de salvaguardar el derecho de 
acceso a dicha información. Así, se redefinía el concepto de información 
medioambiental y se añadían otras provisiones para no aplicar la exclusión de 
publicidad a ciertos organismos de Gobierno cuando estén relacionados con la 
información medioambiental (1991b: art. 1a. 2.). Además, el plazo de respuesta para 
solicitudes de información medioambiental vuelve a ser de dos semanas y sólo se 
amplía hasta cuatro semanas cuando el tamaño o la complejidad de la información lo 
justifique, previa notificación al solicitante (IBID: art. 6.6.). Tampoco se aplica una 
posible ampliación de los plazos cuando una tercera parte interesada pueda tener 
reservas en la decisión tomada. 
Junto a esto, se obliga a incluir los métodos usados en la preparación de cierta 
información medioambiental como: el estado del aire, la atmósfera, el agua; las 
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radiaciones o residuos; las medidas administrativas, políticas o informes; o el estado 
de salud de las personas66 (IBID: art. 7.3).  
Además, algunas excepciones al acceso (datos de compañías y procesos de 
manufacturación, datos personales, privacidad…) no se aplican cuando se refiere a 
información sobre las emisiones al medio ambiente (IBID: art. 10. 4). 
En sentido contrario, se añade un artículo según el cual el acceso a la información 
medioambiental se omitirá cuando el interés “no pese más” que la protección al medio 
ambiente y la seguridad y la prevención del sabotaje (IBID: art. 10. 7). Dicha excepción 
se aplica según el citado balance entre el interés de revelación y el interés de 
protección. 
Por último, se modifica la restricción al acceso a la información acerca de opiniones 
personales sobre políticas en documentos de consulta interna (algo muy presente en la 
legislación holandesa, según Groothuis) cuando se refieran a la información 
medioambiental. Para ello, se hará un balance de la importancia de la protección de 
dichas opiniones personales frente al interés de revelación de la información 
medioambiental (IBID: art. 11. 4). 
Por otro lado, la firma de la Directiva europea sobre Reutilización de la 
Información del Sector Público (2003) también da lugar a la incorporación de ciertas 
provisiones en la WOB en diciembre de 2005. Así, se añade un nuevo capítulo para 
recoger el derecho de toda persona a solicitar al gobierno o autoridad pública la 
reutilización de información,67 indicando únicamente la información que se desea 
reutilizar, sin necesidad de acreditar algún interés, aunque con la posibilidad de exigir 
por el organismo una mayor especificación de la petición, cuando ésta haya sido 
formulada de forma muy general (WOB, 1991b: art. 11b). Estas condiciones cumplen 
con los requisitos establecidos por la Coalición Pro Acceso, pues no exigen indicar 
motivos ni aportar datos personales. 
                                                
66
  Según lo establecido por la ley de acceso a la información medioambiental en su artículo 19.1  
67  La Directiva define la reutilización como “el uso de documentos que obran en poder de organismos del sector 
público por personas físicas o jurídicas con fines comerciales o no comerciales distintos del propósito inicial que tenían 
esos documentos en la misión de servicio público para la que se produjeron”. Añade que “el intercambio de documentos 
entre organismos del sector público en el marco de sus actividades de servicio público no se considerará reutilización” 
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Además, se recoge que, en la medida de lo posible, los documentos estén disponibles 
para su reutilización electrónica (IBID: art. 11d). Como contrapunto, se incluye que 
“no se garantizará el derecho exclusivo a la reutilización a menos que sea necesario 
para la provisión de un servicio de interés general”, y en tal caso se revisará tres veces 
al año si continúa existiendo tal interés general (IBID: art. 11g). Otro punto negativo 
es la introducción de costes de obtención de la información reutilizada, que “no 
deberán superar los de recopilación, producción, reproducción y diseminación de la 
información así como el de rendimiento justo de la inversión realizada”, aunque se 
podrán crear reglas más estrictas según orden del Consejo (IBID: 11h). Esto supondría 
en la práctica la imposición de costes para casi todas las peticiones, puesto que muchas 
peticiones de documentos tienen por fin su reutilización con fines distintos del 
propósito inicial. Sin embargo, tal y como ironiza Vleugels (2013), el truco está en 
solicitar el acceso, nunca la reutilización. 
En 2009 se aprueba una ley que penaliza el atraso en las respuestas a solicitudes 
efectuadas por medio de la WOB (Wet DWANGSOM, 2009). Para la Asociación de 
Municipios de los Países Bajos (VNG) esto da lugar a un “uso indebido” de la WOB ya 
que los ciudadanos, bufetes de abogados y otros proveedores de servicios legales usan 
la ley para realizar peticiones inadecuadas y obtener el pago de una multa. Así, 
escriben una carta a la Cámara de Representantes (Tweede Kamer) en agosto de 2013 
en la que instan a “poner fin a este abuso de la ley” y tomar medidas para invalidar la 
ley de multas (VNG, 2013).  
Del otro lado, expertos como Vleugels destacan que es precisamente esa Asociación 
de Municipios de los Países Bajos la que motivó que, en 2009, alrededor del 15% de los 
municipios comenzasen a cobrar por las peticiones vía WOB, pese a que, según destaca 
Vleugels, el memorandun de la WOB prohíbe cobrar (Sólo se introducen costes para el 
caso de la reutilización, como veíamos anteriormente). 
Esta situación de retroceso en las políticas de transparencia se acentuó 
especialmente durante el mandato como Ministro del Interior y Relaciones del Reino 
de los Países Bajos de Pieter Hein Donner, de octubre de 2010 a diciembre de 2011. En 
mayo de 2011 anunciaba cambios en la WOB por el supuesto mal uso dado a ésta por 
parte de los periodistas. Así, Donner criticaba que docenas de funcionarios tuvieran 
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que ocuparse diariamente de las peticiones cursadas y consideraba que esto no era un 
“uso eficiente del tiempo” (DAHLLÖF, 2011: web).   
Por otro lado, reconocía que la ley es un buen instrumento para los periodistas para 
conseguir noticias pero “ya teníamos libertad de prensa en los Países Bajos antes de 
que la ley existiera” (IBID: web). 
Donner mostraba su posición de que los documentos que muestren posturas previas 
a las decisiones gubernamentales se mantengan “fuera del conocimiento público”, ya 
que “una observación equivocada hecha por el Ministro de Finanzas puede producir 
millones de daños hoy en día”. Además, parecía querer restringir la cantidad de 
peticiones vía WOB introduciendo diferentes tipos de umbrales como un límite 
máximo de peticiones por año o un límite del número de documentos por petición.  
Entre las principales reacciones consta la de la parlamentaria islandesa Brigitta 
Jonsdottir que, tras escuchar estas declaraciones en directo, dijo que le sorprendía que 
“los periodistas no se hubieran alzado en protesta”. 
También el citado experto en ‘wobbing’, Vleugels, describió el anuncio del ministro 
como la segunda guerra holandesa contra la libertad de información, siendo la primera 
el escenario de 1970,  cuando los políticos se opusieron a la introducción de una ley de 
acceso a la información (IBID: web).  
Para Vleugels, la actual WOB: 
“aunque moderna en su nacimiento, fue aprobada en mayo de 1980, está seriamente 
pasada de moda por su limitado ámbito de aplicación, su falta de orientación hacia la 
demanda de transparencia electrónica y datos abiertos y sus amplias excepciones. Permite 
prácticas de fácil rechazo de la información, procedimientos muy largos, escasa localización 
de recursos para realizar peticiones y escasa o irregular revelación proactiva” 
(VLEUGELS, 2012: web). 
Vleugels destaca negativamente las últimas revisiones de la WOB, anteriormente 
recogidas, que permiten restringir la transparencia, extendiendo los límites de tiempo 
para las decisiones y se manifiesta contra un ‘percibido’ abuso de la ley. 
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Así, la propuesta de revisión de la ley realizada en 2012 por la parlamentaria 
Mariko Peters, del Partido Verde Holandés, fue acogida favorablemente por este 
experto (IBID, 2012: web).  
La petición de reforma se basa en el Convenio del Consejo de Europa sobre el 
Acceso a Documentos Públicos (TROMSØ, 2009), considerado por los especialistas en 
acceso a la información y transparencia como el último escalón y un “modelo a imitar” 
(GROOTHUIS, 2013) a pesar de lo cual aún no ha sido firmado por los Países Bajos.  
También tiene en cuenta lo fijado por el Convenio de Aarhus en materia de medio 
ambiente y las recomendaciones del comité del Gobierno en 2004 para la revisión de la 
antigua WOB, el diseño en 2006 de una ley general de gestión de la información 
gubernamental, así como los estándares internacionales de la organización Artículo 19 
para la legislación de acceso a la información. 
En ella se proponía un derecho más elaborado de acceso a la información pública, la 
imposición de la transparencia como la norma y un endurecimiento de las excepciones, 
la creación de una comisión de información independiente, el aumento de su alcance 
para que todos los poderes públicos sean transparentes y un sistema pro activo de 
revelación vía electrónica más rápido y sistemático que sea editable y rastreable 
electrónicamente.  
Es especialmente destacable el capítulo referido a la información revelada 
proactivamente por el Gobierno, relacionado a su vez con el objeto de la investigación 
de esta tesis. Sería muy positivo que los documentos referidos a las declaraciones de 
bienes, derechos patrimoniales y actividades de los miembros del Poder Ejecutivo y los 
bienes y derechos patrimoniales de los miembros de la Cámara Baja fueran publicados 
de forma voluntaria (tal y como se hace con las actividades de la Cámara Baja) y 
recogidas en un registro electrónico, sin necesidad de tener que realizar petición de 
dichos datos o buscarlos en los archivos de la Cámara Baja.  
También la citada profesora Marga Groothuis se muestra especialmente de acuerdo 
con la revisión del este capítulo de la actual WOB y considera que debería ser más 
específica, concretando aquellos archivos que el Gobierno debería poner accesibles 
digitalmente.   
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En lo referido a los acontecimientos más recientes, la llegada al Gobierno del nuevo 
Ministro del  Interior y Relaciones del Reino en noviembre de 2012, Ronald Plasterk, 
cambia la situación. Plasterk se posiciona desde el comienzo mucho más propicio al 
gobierno abierto y todo hace esperar que su postura sea favorable a una aprobación del 
proyecto de la ex parlamentaria Mariko Pefers y la modificación propuesta por la VNG 
para acabar con el uso de la WOB exclusivamente para el cobro de multas por retraso.  
Haciendo un breve estudio de la Ley de Protección de Datos de Carácter Personal 
de los Países Bajos (WBP, 2000) ésta establece definiciones muy similares a la LOPD 
española como, por ejemplo: “datos de carácter personal”, “fichero”, “procesamiento de 
datos” o “controlador/responsable del fichero”. Sin embargo, a la hora de hablar de la 
persona titular de los datos objeto de tratamiento, le denominan “data subject” (WBP, 
2000: art.1 f) al igual que la Directiva Europea sobre Protección en el Tratamiento de 
Datos Personales (1995), y traducido al español como “titular de los datos”. Así, se 
evita caer en la confusa denominación de la LOPD (1999: art.3 e) al titular de los datos 
como “afectado o interesado”. 
Junto a esto, mientras la LOPD española obliga al “consentimiento del interesado” 
(LOPD: art.3 h) para el tratamiento de datos personales que le conciernen, de nuevo la 
WBP habla del consentimiento del “titular de los datos” (WBP: art. 1 i) para el 
tratamiento de los datos personales. En general, a lo largo de toda la WBP se habla del 
‘titular de los datos’, nunca del ‘interesado’, lo que implica un uso más inequívoco del 
lenguaje, ya que queda claro que se refiere a la persona titular de los datos y no al que 
simplemente esté interesado en el acceso.  
Por otro lado y al igual que ocurre con la LOPD, la WBP también exige para el 
tratamiento de datos personales que el titular de los datos haya dado 
“inequívocamente” su consentimiento y sólo contempla una serie de excepciones a 
dicho consentimiento, en sintonía con lo establecido por la directiva europea (1995: 
art.7) como que el tratamiento sea necesario para llevar a cabo un contrato del que el 
titular de los datos formara parte, para tomar medidas en respuesta a una pregunta 
suya, para proteger sus intereses vitales, etc. (WBP: art. 8) 
Tampoco recoge la WBP las denominadas por la LOPD “fuentes accesibles al 
público” (como se explicó en el capítulo tercero), que constituyen una invención de 
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nuestra legislación española y limitan considerablemente dicho concepto al dejar fuera 
de éste, por ejemplo, a cualquier blog o red social que para la jurisprudencia española 
no constituyen un “medio de comunicación social”.  
5.4. Legislación y acceso a las declaraciones de actividades, 
patrimonio y retribuciones de los miembros del Gobierno de 
los Países Bajos 
 
El Poder Ejecutivo de los Países Bajos se compone del Gobierno (Regering) y el 
Gabinete (Kabinet). El Gobierno se compone del Rey y los ministros, y el Gabinete, de 
los ministros y los secretarios de Estado.  
Tal y como se ha visto anteriormente, en los Países Bajos existe una ley general 
de acceso a la información pública (WOB) pero no existen leyes secundarias que 
regulen el acceso a los datos de patrimonio y actividades de los miembros de los 
poderes públicos. En España, por el contrario, primero se aprobaron leyes sectoriales 
para la  regulación de conflictos de intereses y la publicación del patrimonio y 
actividades y más tarde se aprobó una ley de transparencia o acceso a datos públicos.   
Aun así, el tema de la publicación de las declaraciones de actividades de los 
cargos públicos holandeses tiene un largo recorrido histórico. El estudio realizado a 
continuación se ha basado en los documentos correspondientes al periodo entre 1814 y 
1995, digitalizados en la página web de Staten-Generaal Digital 
(Statengeneraaldigital.nl) así como los referidos al periodo entre 1995 y 2013, 
digitalizados en la página oficial del Gobierno de los Países Bajos (overheid.nl). 
El primer e importante paso a este respecto se produce en junio de 1969, cuando 
la Cámara de Representantes recoge la moción del diputado Laban C.S acerca de la 
publicación de las actividades adicionales de los cargos públicos. Así, “considerando 
que es deseable la transparencia de los puestos de los ministros, secretarios de Estado, 
diputados provinciales y alcaldes de las funciones remuneradas” invita, por primera 
vez, al Gobierno a tomar medidas para la publicación y puesta en público de las 
funciones públicas y privadas remuneradas de los ministros, secretarios de Estado, 
diputados regionales y concejales (TWEEDE KAMER, 1969a: web).  
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Esto supone un importante paso, pues era la primera vez que se invitaba a la 
publicación de dichas actividades adicionales, aunque dicha publicación parecía 
limitarse exclusivamente a las remuneradas. 
La moción es aprobada por la Cámara, tal y como se deduce de una pregunta 
por escrito planteada en noviembre de 1970 por el mismo diputado autor de la moción 
(TWEEDE KAMER, 1970: web). Éste transmite su preocupación al Primer Ministro 
por saber qué ha ocurrido con su propuesta, y si se van a publicar dichas 
declaraciones. La respuesta viene por parte del Ministro del Interior, Beernink, en la 
que directamente asegura que “ninguno de los ministros o secretarios de Estado de 
este gabinete ostenta una función adicional remunerada”. Además, recoge, que dichos 
datos sobre actividades adicionales han sido proporcionados al Gobierno de forma 
“confidencial” por lo que no ve el motivo para hacerlos públicos (IBID, 1970). Esta 
aseveración supone una importante prueba de la visión del ministro, que invita a 
confiar ciegamente en su palabra pero sin ofrecer ninguna prueba al respecto.  
En febrero de 1978, los miembros de la Cámara de Representantes Stofellen y 
Vellenga, preguntaban al Gobierno sobre las funciones adicionales de los ministros 
(TWEEDE KAMER, 1978: web). Concretamente, le preguntaban acerca de si era cierto 
que, al contrario de lo que ocurría en al anterior Gobierno, algunos ministros que 
ejercían como profesores antes de su toma de posesión, todavía no habían renunciado a 
dichos cargos. También si era cierto que otros ministros todavía tenían una o más de 
una función adicional. Por su parte, el Primer Ministro Van Agt respondía que todos 
los ministros habían renunciado a su antigua función pero reconocía que algunos 
desempeñaban otras posiciones por las que no recibían remuneración. Como punto 
importante, indicaba que se podía acceder a un registro “confidencial” de funciones en 
la biblioteca de la Cámara de Representantes, donde se indica que éstas ya no pueden 
ser ejercidas y serán depuestas. Sin embargo el término “confidencial” no deja claro 
hasta qué punto y quién puede acceder a dicho registro.  
El debate continúa en los siguientes años sin avances significativos. No es hasta 
octubre de 1987 cuando se escribe la carta más importante en cuanto a la política de 
las actividades adicionales al cargo (TWEEDE KAMER, 1987a). En ella el Ministro del 
Interior establece políticas sobre diversas cuestiones relacionadas con el desempeño de 
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actividades por los cargos públicos. Como punto importante, si bien no existe una 
prohibición de la compatibilización de actividades adicionales, fija dos criterios para su 
aceptación: en primer lugar, no debe haber conflictos “indeseables” de intereses entre 
el cargo principal y el adicional; en segundo lugar, la función secundaria no debe 
implicar un consumo de tiempo tal que la función principal “se vea perjudicada” (IBID, 
1987a: 5).  
Como dato muy importante, considera que si una actividad adicional es 
aceptada, lo adecuado es ejercer publicidad de la misma (IBID: 5). Considera que la 
notificación y divulgación pueden permitir que se evite un conflicto de intereses e insta 
a que se cree “una regla fija” (TWEEDE KAMER, 1987: 8). Cita como ejemplo la 
regulación de la ley de Provincias (Provinciewet, 1992) y Municipios (Gemeentewet, 
1992) en la que ya se empiezan a revelar las actividades de los Comisarios del Rey, los 
diputados provinciales, los alcaldes y los concejales.  
Considera por otro lado que la práctica nos muestra que las funciones 
adicionales son “habitualmente hechas públicas”, pues existe una genérica tendencia 
hacia la transparencia. Por eso motivo, no ve por el momento “la necesidad de crear 
una norma obligatoria que establezca el deber de publicar las actividades adicionales 
de los miembros del Consejo de Estado, del Tribunal de Cuentas, el Defensor del 
Pueblo y los miembros de los Estados Generales”. Cree que es suficiente con enfatizar 
vigorosamente que “es deseable informar y revelar dichos datos, en la medida en que 
esto no suceda ya”. Junto a esto, asegura que puede promover que los datos se hagan 
accesibles de una forma uniforme, por ejemplo “en un registro central” que agrupe las 
actividades adicionales de todos los puestos públicos. 
El Ministro del Interior valora tres opciones posibles a la hora de tratar el 
asunto de las actividades adicionales de los cargos públicos.  
La primera: “la prohibición total de toda actividad adicional o auxiliar”, que el 
ministro considera “extrema”, “totalmente desproporcionada” y sólo válida si alguien 
quiere ver “violada” la confianza en la imparcialidad e independencia de los cargos 
(IBID: 6).  
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La segunda opción sería la de extender la compatibilidad entre la función 
principal y determinadas funciones sociales y de negocios, opción que también es 
considerada algo extrema por el ministro aunque más aceptable.  
La última opción sería permitir únicamente las actividades adicionales no 
remuneradas. El ministro tiene también objeciones frente a esta opción ya que 
considera que no es natural ni lógico hacer distinciones entre funciones remuneradas y 
no remuneradas, ya que lo importante es el contenido de la función adicional y no si 
ésta es o no remunerada (IBID: 7).  
Como punto importante, considera que debe ser el propio interesado el que 
tenga la responsabilidad de decidir si el desempeño de una función adicional puede 
entrar en conflicto con el desarrollo de su cargo principal o consume gran parte del 
tiempo que debería dedicar a éste. Pone el ejemplo de la declaración realizada por los 
miembros de la Cámara del Algemene Rekenkamer (el equivalente a Tribunal de 
Cuentas de España) de que no realizarán ninguna función adicional cuyo ejercicio sea 
un obstáculo para la ejecución de sus obligaciones o el mantenimiento de su 
imparcialidad o independencia (IBID: 7 y 9). Así, deja un amplio margen de 
responsabilidad al cargo público interesado para decidir sus funciones adicionales. 
La conclusión que se desprende es que el ministro opta por la ausencia de 
regulación, depositando toda la responsabilidad y confianza en el cargo público 
declarante y dejándole total libertad para ejercer o no su derecho. Sólo se compromete 
a promover y convencer a los interesados para que realicen su declaración pero en 
ningún caso forzar ésta.  
Posteriormente, en un adjunto a la carta, establece el procedimiento para la 
presentación de dichas posiciones adicionales por los ministros y secretarios de Estado.  
Explica que, inicialmente, dichas actividades eran comunicadas con carácter 
confidencial al Primer Ministro (tal y como se veía en el documento de 1970, cuando el 
Ministro del Interior de los Países Bajos decía que habían sido comunicadas al 
Gobierno de forma “confidencial”) y, tras un debate, se decidió que las declaraciones se 
presentaran en una carta del Primer Ministro a la Cámara de Representantes (IBID: 
10). Este procedimiento es el que se sigue utilizando en la actualidad, por medio de 
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comunicación escrita del Primer Ministro al Presidente de la Cámara Segunda de los 
Estados Generales.  
En la documentación adjunta señalada se incluye la carta del Secretario de la 
Comisión Permanente del Interior, en la que solicita por escrito al Ministro del 
Interior, el 17 de septiembre de 1987, que, en la carta informativa que tienen previsto 
enviarles con las funciones adicionales realizadas por los funcionarios públicos, se 
incluya la descripción de las distintas regulaciones que existen en aquel momento para 
los respectivos puestos públicos, incluyendo el aspecto cuantitativo (el número de 
funciones secundarias de un titular de un cargo público), cualitativo (esquema de los 
posibles intereses asociados a la función principal y la secundaria) y el aspecto 
económico (el neto de los ingresos obtenidos por la función secundaria y la función 
principal) (IBID, 1987: 18). Como dato importante, solicitan que se incluya la opinión 
de Gobierno acerca de la posible modificación o creación de la legislación reguladora de 
dichas declaraciones de actividades.  
En julio de 1988 el Ministro del Interior C. P. van Dijk, (TWEEDE KAMER, 
1988a: 2) promete a la Cámara de Representantes que estudiará si existen razones 
para limitar los ingresos provenientes de actividades secundarias de los cargos 
públicos. Como paso muy importante, considera una buena idea la publicación anual 
en el Nederlandse Staatscourant (Boletín Oficial Neerlandés) de las actividades 
adicionales de los cargos públicos en general así como de los miembros de la Cámara 
de Representantes de los Estados Generales, como veremos en el epígrafe referido al 
análisis de la situación en la Cámara de Representantes. Así, les pide su cooperación 
en el envío de sus funciones adicionales, clasificando éstas entre “remuneradas” y “no 
remuneradas” para su publicación en el mes de agosto en el Nederlandse 
StaatsCourant. Este paso es muy importante, pues supondría la primera publicación 
de dichas actividades adicionales en un medio a disposición del público. 
Para comprobar dicho extremo, realicé una búsqueda del ejemplar del 
Nederlandse Staatscourant del mes de agosto 1988. El Gobierno ha llevado a cabo en 
su página oficial un proceso de digitalización de los ejemplares del Nederlandse 
Staatscourant (Officiële Bekendmakingen, 2013: web). Sin embargo, por el momento, 
sólo se ha realizado para el periodo de 1995 a 2013, por lo que no fue posible acceder al 
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de 1988. Por su parte, la Biblioteca Central de la Universidad de Leiden (Países Bajos) 
sí archiva ejemplares en papel del Nederlandse Staatscourant desde sus primeras 
ediciones por lo que pude tener acceso. Sin embargo, no me fue posible localizar la 
publicación de actividades de los miembros del Gobierno en los ejemplares de los 
meses de agosto de 1988 ni de 1989. 
En los años ochenta y noventa continúa el debate sobre la compatibilidad y 
puesta en público de las funciones adicionales. La situación avanza de modo más 
rápido para el ámbito local y regional, creándose una regulación para la 
compatibilización de actividades adicionales. La ley de Provincias (Provinciewet, 1992: 
art. 40b) y la de Municipios (Gemeentewet, 1992: art. 41b) establecen, tras su última 
revisión en 2010, que tanto los diputados regionales como los concejales y el alcalde no 
pueden “llevar a cabo funciones adicionales cuyo ejercicio sea indeseable para la 
adecuada realización de sus tareas” o que afecten al desarrollo de su cargo principal. 
Como punto importante, deben anunciar su decisión de adoptar una función adicional 
y poner éstas a “disposición pública” para su “inspección”. Además, aquéllos que 
realicen sus tareas a tiempo completo harán también públicos “los ingresos 
correspondientes a sus actividades adicionales”. La publicación estará disponible no 
más allá del 1 de abril del año en que el ingreso fue recibido. En el caso de los alcaldes 
la enmienda de 2010 parece implicar un retroceso ya que se pasa de la publicación de 
las actividades adicionales a la sola publicación de sus funciones adicionales ‘no 
oficiales’, incluyendo, eso sí, los ingresos por éstas, a partir del 1 de abril del año 
siguiente al que fueron recibidos (Gementeewet, 1992: art. 67). Una posible explicación 
es que, según se regula en la ley, el alcalde no podrá percibir ingresos por otros cargos 
asociados a su puesto como alcalde, por lo que parece lógico que tampoco tenga que 
declararlos (IBID: art. 66.4).  
De regreso a la situación del Poder Ejecutivo, ésta da un giro en 2002 con la 
llegada al poder del Primer Ministro, J.P. Balkenende. Éste adopta en diciembre una 
relevante política de integridad por la que todos los miembros del Gobierno y 
secretarios de Estado debían abandonar sus funciones y actividades remuneradas y no 
remuneradas así como otras actividades antes de asumir su puesto, a fin de evitar que 
estas funciones “puedan perjudicar en algún aspecto las decisiones objetivas” y 
basándose en el importante compromiso que el cargo requiere hacia las partes 
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interesadas. Además, recoge que los términos de ‘otras actividades’ y ‘otras funciones’ 
deben ser interpretados del modo más amplio posible e incluye puestos voluntarios en 
clubes o asociaciones, cátedras a tiempo parcial, funciones editoriales y membresías de 
los comités de recomendación, etc. Se indica además que no se permite la opción de 
dejar una función en reposo por medio del denominado ‘contrato de hora cero’ 
(TWEEDE KAMER, 2002: 3). 
Se recoge, además que, si el candidato ve una razón para desarrollar una 
función particular y quiere continuar por algún tiempo puede hacerlo sólo en 
circunstancias excepcionales con permiso expreso del Primer Ministro y del Formateur 
(representante del rey encargado de formar Gobierno), como ha sucedido para casos en 
los que un ministro estaba a punto de terminar una investigación doctoral de unos 
alumnos.  
En lo referido a las declaraciones patrimoniales, el Primer Ministro opta por el 
secretismo, recogiendo que “las cifras concretas referidas a los ingresos y bienes de los 
candidatos se mantienen protegidas y, por lo tanto, no serán comunicadas al 
coordinador” (IBID: 3). 
Establece una clasificación de los intereses financieros y empresariales, 
clasificando estos en primer lugar según los que no suponen un riesgo de “aparente”68 
conflicto de interés. Aquí se encuentran: el dinero en efectivo, los bienes muebles e 
inmuebles que no son explotados comercialmente, los bienes muebles e inmuebles que 
son explotados comercialmente sin influencia individual en la gestión y operación, los 
bonos, las acciones en fondos públicos, las participaciones sin riesgo en empresas, las 
acciones que pueden ejercitarse sólo después del mandato y las acciones de las 
empresas como parte de una inversión relacionada con bienes inmuebles.  
En segundo lugar se contemplan aquellos casos en los que sí hay un riesgo de 
“aparente” conflicto de interés, como las acciones o participaciones de riesgo e 
inversión en sociedades individuales cotizadas y no cotizadas, en la medida en que el 
valor acumulado en el momento de la aceptación supere los 25.000 euros. En el caso de 
                                                
68
 Siempre que se habla de interés se incorpora el adjetivo “aparente”, en lo que parece un intento del Primer Ministro 
de curarse en salud. 
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los ministros de finanzas, dadas las responsabilidades particulares de dichos ministros 
en los mercados financieros, no les está permitido tener acciones en dichos fondos.  
Existe también conflicto en la posesión de bienes muebles e inmuebles que sean 
objeto de explotación comercial donde la persona tiene influencia sobre la gestión y 
operación, y cuando los ingresos netos acumulados anuales sean superiores a 3.500 
euros. Junto a esto figuran también las opciones sobre acciones que puedan ser 
ejercidas durante la duración del mandato, la opción de regreso al "contrato de cero 
horas"69 con un empleador, y los intereses financieros y de negocios de un socio si hay 
un matrimonio en régimen de gananciales. 
Por último, se recogen las cuatro soluciones aceptadas para reducir el riesgo del 
que califican de “aparente” interés. Así, se propone en primer lugar la enajenación70 de 
la propiedad o la renuncia a la opción de vuelta a un "contrato de cero horas " con un 
empleador. En segundo lugar, la conversión de acciones de empresas individuales en 
acciones de fondos públicos (excepto para los ministros de Hacienda). En tercer lugar, 
la separación del control y la gestión de la propiedad, por lo que ninguna influencia 
puede ser ejercida durante el mandato, aceptándose la incorporación de la propiedad 
en una sociedad de gestión cuyo gobierno esté formado por partes independientes 
(excepto la familia). En cuarto y último lugar, la captación (por medio de una 
declaración escrita al coordinador) de acciones o participaciones no cotizables durante 
el mandato, junto a la que se recomienda incluir un inventario con el tamaño y la 
composición de la cartera de acciones. 
La carta termina diciendo que la información intercambiada entre un candidato 
y el Primer Ministro es estrictamente confidencial, a excepción de la carta que al 
principio del periodo de Gobierno envía el Primer Ministro a la Cámara Baja indicando 
los intereses financieros y de negocios incompatibles y las actividades al margen de su 
cargo (en la que, dice, se excluyen los intereses financieros que han sido abandonados). 
Así, el Primer Ministro se comprometía a redactar al comienzo de cada 
legislatura una carta al presidente de la Cámara Baja exponiendo las actividades e 
                                                
69
 Una figura laboral que  no garantiza el salario, al no tener una carga de trabajo fija pero exige al trabajador estar 
disponible las 24 horas del día, lo que la hace incompatible con otro trabajo. 
70
 Pasar o transmitir a alguien el dominio de algo o algún otro derecho sobre ello. 
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intereses adicionales permitidas de los ministros y secretarios de Estado entrantes. 
Dicha carta se hace pública según lo establecido en la Ley de Procedimiento de la 
Cámara de Representantes, de 1993, que recoge que “todos los documentos enviados 
entre el Gobierno y la Cámara de Representantes se publicarán inmediatamente de 
forma digital siempre que sea posible, a menos que el documento sea clasificado como 
confidencial” (Rules of Procedure, 2013: Sec. 151.1).  
La manera de plantear la publicación, en cada legislatura en lugar de 
anualmente, da a entender que no se publican los posibles cambios en las actividades 
adicionales de los cargos o las actividades adicionales de éstos. Sería deseable por 
tanto que se hablase de una declaración anual, tal y como se hace, por ejemplo, en 
Estados Unidos.  
A pesar de esta política, no se han encontrado cartas con las declaraciones 
referidas a los años 2002 a 2005.  
La primera carta localizada del Primer Ministro Balkenende al Presidente de la 
Cámara de Representantes con las declaraciones financieras, de intereses e 
actividades, data de septiembre de 2005 (en su segundo gabinete, el llamado 
“Balkenende II”, formado en enero de 2003). En ella explica que la mayoría son 
miembros de comités de recomendación  (CvA) pero aun así, lamenta que dichas 
actividades adicionales se produzcan ya que teniendo en cuenta la citada política 
aprobada por él en 2002, los ministros y secretarios de Estado no pueden ostentar 
funciones adicionales a su cargo, incluso aunque, como es el caso, los ministros no 
persigan intereses en dichas actividades. Enfatiza así que, siguiendo lo establecido no 
se permitirán funciones adicionales sino es bajo circunstancias excepcionales y 
siempre que sea informada la Cámara de Representantes. Adjunta el anexo con las 
citadas funciones adicionales de los ministros y secretarios de Estado, incluyendo 
únicamente en las observaciones, las fechas de la actividad, algunas de ellas con la 
fecha de inicio y cese pero otras sólo con el año, sin indicar el mes ni mucho menos 
el/los día/s. Tampoco se incluyen las remuneraciones, lo que se justifica en parte 
porque se supone que dichas actividades y funciones adicionales no son remuneradas 
(TWEEDE KAMER, 2005: web).  
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La publicación de dichas actividades genera un debate que se mantiene a lo 
largo de los meses de septiembre y octubre, por medio de varias cartas en las que el 
Primer Ministro recoge el cese de algunos de los miembros del Gabinete de los 
diferentes comités de recomendación junto al permiso para la continuación de otros en 
dichos comités, según lo autorizado por la política de diciembre de 2002. 
En julio de 2006 J.P. Balkenende escribe, tras las formación de su tercer 
gabinete, otra carta en la que recogía “una serie de actividades adicionales por mí 
autorizadas” (TWEEDE KAMER, 2006a: web) de acuerdo a su política de diciembre de 
2002. En ella se recoge la autorización a la Ministra de Educación, Cultura y Ciencia 
como Patrón de Honor en la sociedad de Gestión del Agua de Omán; el mantenimiento 
del Secretario de Estado de Defensa de su Asiento Honorario en el 90 Comité de la 
Edición Internacional de cuatro días de manifestaciones Nijmegen. Por último, el 
Ministro de Salud, Bienestar y Deporte mantiene su participación en el Congreso 
Internacional de la Sociedad de la Infección Hospitalaria del 15 al 18 de octubre de 
2006.  
El cambio de Gobierno en junio de 2010 y la formación del Gabinete de Mark 
Rutte trae también un giro en la política de aceptación de actividades adicionales 
hacia un modelo más estricto. De este modo, el Primer ministro recogía en su carta 
que “todos los ministros y secretarios de Estado han afirmado que han depositado 
todas sus actividades (secundarias) antes de la toma de posesión en el gabinete del 
Gobierno” (TWEEDE KAMER, 2010: web). 
Como únicas excepciones, el ministro recogía sus lecciones cívicas dos horas a la 
semana y no remuneradas en el Instituto Johan de Witt College de La Haya bajo la 
supervisión de un profesor cualificado.  
Junto a esto, recogía la lista de intereses financieros y empresariales 
abandonados por los ministros y secretarios de Estado. Según la política de 2002, los 
declarantes “ponen distancia”, ya sea de una empresa, de negocios e intereses 
financieros, de una propiedad o bienes inmuebles, por medio de la transferencia a un 
tercera parte independiente, o un ‘guardián’, sin contacto con el miembro del Gobierno 
que administre sus intereses durante su tiempo en el cargo.  
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Como punto final a esta parte, el Ministro del Interior añade que algunos 
ministros informaron de que tienen en alquiler algunas de sus propiedades o las de sus 
parejas pero que no considera éstos como “relevantes intereses empresariales” que 
requieran “medidas especiales” (IBID: 1). Aquí se observa una visión un tanto 
proteccionista de la situación patrimonial de los cargos, que lleva a que no se publique 
información que sería relevante para la fiscalización de su situación. 
En julio de 2011, se produce un interesante debate en cuanto a la publicidad del 
contenido de las declaraciones patrimoniales de los miembros del Gabinete.  
Entonces, tres partidos políticos preguntan al Gobierno acerca de su postura en 
torno a la publicidad de dichos bienes: VVD (Conservadores-liberales), D66 
(Progresistas-Liberales) y Groenlinks (Progresistas-Ecologistas). 
Los miembros del VVD dudan de si los datos deben ser abiertos al público y se 
basan en la importancia del derecho fundamental a la privacidad, un derecho también 
de los cargos públicos.  
Por su parte, el D66 considera que, según la interpretación del artículo 68 de la 
Constitución, un miembro del Parlamento puede preguntar cualquier cosa a un 
miembro del Gobierno71 ya sea dónde fue éste de vacaciones o cualquier otra pregunta 
acerca de sus finanzas o las de sus familiares. El D66 considera que un ministro 
siempre puede contestar que la respuesta no es de incumbencia del representante, que 
invade su privacidad o va en contra de los derechos fundamentales del Estado. Es 
decisión del Parlamento el aceptar o no dicha respuesta.  
Por su parte, el partido GroenLinks se sorprende acerca de que el Gobierno 
relacione la privacidad con la prevención de conflictos de intereses y se pregunta cómo 
la gente puede constatar si hay un conflicto de intereses si todos los intereses privados 
deben permanecer en secreto (TWEEDE KAMER, 2011: web). 
El Gobierno responde a estas cuestiones acercando sus posturas a las del VVD. 
Reconoce que la publicidad es importante pero asegura que también lo es la protección 
de la privacidad de la esfera no pública. Añade que se puede preguntar cualquier cosa 
                                                
71
 Los ministros y secretarios de Estado deben aportar, oralmente o por escrito, al Parlamento ya sea separadamente o en 
sesión conjunta, cualquier información solicitada por uno o varios miembros, siempre que la provisión de dicha 
información no entre en conflicto con los intereses del Estado 
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siempre que se incluya dentro de la obligación de proveer información contemplada en 
el citado artículo 68 y sea de interés público. Sin embargo, la importancia democrática 
de proporcionar una respuesta debe ser medida con respecto al interés de la privacidad 
(según el artículo 10 de la Constitución).72 Se aprecia cómo el Gobierno fija el derecho 
a la privacidad como punto de partida, mientras el D66 y el GroenLinks fijan el 
derecho a la transparencia como punto de partida. 
En noviembre de 2012 se celebran elecciones parlamentarias y se forma el 
Gobierno Rutte-Asscher, consistente en una coalición entre el partido VVD y el PvdA. 
En dicha nueva formación se percibe un compromiso con la transparencia por medio de 
la reiteración de la política de Balkenende de 2002.  
También, en un incremento de la transparencia y detalle de las declaraciones 
presentadas en la carta del Primer Ministro Rutte a la Cámara de Representantes 
(TWEEDE KAMER, 2012a), se ofrece una descripción mucho más detallada de la 
situación de los ministros previa a la asunción de su cargo.  
Así, en primer lugar, Rutt recoge las actividades autorizadas, entre ellas las del 
Ministro del Interior, Ronald Plasterk, que continúa siendo “miembro inactivo” del 
KNAW (Real Academia de Ciencias de Holanda) y del KHMW (Sociedad Real de 
Ciencias de Holanda). Por otro lado, el ex Secretario de Estado de Economía, Cornelis 
Verdaas (que abandonó el Gobierno en diciembre de 2012), es miembro de una banda 
de música de actuación voluntaria y sin remuneración periódica. El Primer Ministro 
Mark Rutt, por su parte, recoge que él mismo seguirá dando las dos horas semanales 
de clases no remuneradas y bajo la supervisión de un profesor cualificado en el 
Instituto Johan de Witt College de La Haya. 
En segundo lugar, recoge los intereses financieros y de negocios de los miembros 
de Gobierno y del Gabinete, aclarando que el riesgo de conflicto de intereses es sólo 
“aparente” (IBID: 1). Es el caso del Secretario de Estado de Educación, Cultura y 
Ciencia, Sander Dekker; que pone distancia respecto de sus acciones de renta variable, 
que serán gestionadas por un banco. Por su parte, recoge la decisión de la Secretaria 
de Estado de Infraestructura y Medio Ambiente, Wilma Mansveld, de disolver en 
                                                
72
 Todo el mundo tiene derecho al respeto de su privacidad, sin perjuicio de las restricciones impuestas por o acordes 
con una ley del Parlamento 
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noviembre la corporación denominada W.J. Mansveld Consultancy (e incluye además 
el número de inscripción en la Cámara de Comercio) que adquirió en 2001 y de la que, 
según se recoge, “nunca ha hecho uso”. Asimismo, la representante legal de la banda 
del secretario de Estado de Economía Cornelis Verdaas, la Hi Ho Silver asegura que el 
secretario de Estado no tiene que estar presente en todas las actuaciones y sólo tocará 
con el grupo musical cuando se lo permita su puesto.  
Como punto final a esta parte, al igual que en la anterior declaración, el 
Ministro del Interior añade que algunos ministros informaron de que tienen en 
alquiler algunas de sus propiedades, pero no lo considera como “relevantes intereses 
empresariales” que requieran “medidas especiales” (IBID: 2).  
En tercer y último lugar y como novedad, se recoge la lista de las actividades 
desarrolladas por los ministros y secretarios de Estado previamente a la asunción de 
su puesto y a las que tendrán que poner punto final. Así, por primera vez, se pasa de 
indicar que los ministros y secretarios de Estado han depositado todas sus funciones a 
recoger éstas en detalle. 
En dicha lista de actividades se adjunta también la clasificación dentro de un 
consejo consultivo (RvA) o de un consejo de vigilancia (RvT) y se indica el código de 
inscripción en la citada Cámara de Comercio. Se incluyen las declaraciones de doce de 
los veinte miembros que componen el gabinete de Gobierno pero sin indicar el motivo 
por el que éstas están ausentes. Únicamente en el caso del Ministro del Interior se 
especifica que no tenía otras actividades antes de su nombramiento. 
La última declaración presentada a fecha de estudio de esta tesis es de febrero 
de 2014, tras el nombramiento del nuevo Secretario de Estado de Finanzas (TWEEDE 
JAMER, 2014: web). 
En general, se percibe una evolución desde el contenido de la primera 
declaración en 2005, donde sólo se recogían las actividades adicionales autorizadas; la 
de 2010, donde se pasa a incluir también los intereses financieros; y la de 2012, donde 
se incluyen las actividades adicionales e intereses autorizados y las actividades en las 
que han cesado.   
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Como principal carencia de dicha presentación puede señalarse que la 
información se presenta en un pdf, un formato no rastreable ni editable y que impide 
la edición por los interesados en la consulta y tratamiento de los datos. Esto no deja de 
ser sorprendente en una sociedad donde la transparencia y el periodismo de datos, con 
el empleo de las herramientas de tratamiento de datos que éste conlleva, están en 
auge. 
Como conclusión, la situación puede resumirse del siguiente modo: no existe 
legislación específica para las declaraciones de patrimonio y actividades y sólo una 
política establecida en 2002 acerca de la incompatibilidad de desarrollar funciones 
adicionales y de poseer ciertos intereses financieros y patrimoniales, que se traduce en 
una información indirecta aunque relativamente amplia. 
En cuanto al modelo resultado de esa política, a diferencia de lo que ocurre en 
España y en imitación del modelo estadounidense (salvando las enormes distancias en 
cuanto a la transparencia), agrupa en un mismo documento las declaraciones 
financieras y de intereses y actividades. Dicho documento es bastante exiguo y, para el 
caso de los intereses financieros, sólo recoge a rasgos generales aquellos sobre los que 
han puesto distancia. Sin embargo, no detalla el patrimonio personal del declarante 
(bienes muebles, inmuebles, acciones, saldo en cuentas bancarias, vehículos, deudas, 
etc.), ni, obviamente, las cantidades asociadas al mismo. 
Respecto a las actividades adicionales autorizadas, la información sobre fechas 
de desarrollo es escasa, especialmente en comparación con los miembros de la Cámara 
de Representantes o Tweede Kamer, como se verá a continuación.73 Tampoco se 
incluyen las remuneraciones percibidas por dichas actividades.  
Respecto de las actividades en las que el político ha cesado, éstas tampoco 
incluyen fechas ni remuneración aunque sí el código de inscripción en la Cámara de 
Comercio (que permitiría acceder a la información de fechas).  
Esta situación de ausencia de datos puede responder a varios motivos.  
                                                
73
 Es importante tener en cuenta que en los Países Bajos, a diferencia de España, ninguno de los 
miembros del Gobierno forma parte de la Cámara de Representantes, por lo que la regulación y puesta 
en práctica de las actividades e intereses por los miembros del Parlamento no les incluye. 
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En primer lugar, el hecho de que no exista una ley que regule de manera 
específica la publicidad de las actividades y los bienes patrimoniales puede responder 
a que, siguiendo la política gubernamental, la mayoría de los miembros del Gobierno 
renuncian a realizar otras actividades (remuneradas y no remuneradas) al margen de 
la principal previamente a la asunción de su puesto así como a intereses financieros 
incompatibles. Junto a esto, la ausencia de inclusión de la percepción de remuneración 
responde a que no perciben remuneración por las mismas.  
Sin embargo, tal y como se ha podido comprobar por medio del estudio de las 
diferentes cartas, algunos sí realizan otras funciones, por lo que sería deseable que se 
regulase el desempeño de éstas por medio de una ley que estableciese cuáles son 
adecuadas y compatibles con su puesto, tal y como se hace para el Poder Ejecutivo 
regional y municipal. 
Consultado un representante del Ministerio del Interior y Relaciones del Reino 
de los Países Bajos (VAN DER MEYDEN, 2013: web), éste asegura que la política 
actual no permite actividades adicionales, salvo aquéllas excepcionalmente 
autorizadas por el Primer Ministro. Junto a esto, justifica la ausencia de las 
remuneraciones en el hecho de que, al ser actividades declinadas, ya no se percibe 
ninguna remuneración por ellas, por lo que no es relevante informativamente la 
cantidad que se percibía en el pasado por las mismas. Sin embargo, esta respuesta es 
válida sólo a medias, pues olvida el caso de la remuneración de las actividades 
excepcionalmente autorizadas y desarrolladas junto a su cargo. 
Cambiando de asunto, el representante resalta que sí se hacen transparentes 
los regalos recibidos y los costes empleados en llevar a cabo sus obligaciones, 
registrándose en el departamento. El procedimiento o guía a seguir para dichas 
cuestiones se recoge en el manual o guía de las funciones de los ministros entrantes, 
que el citado representante remitió por correo a la autora de esta tesis (Handboek, 
2013: web).  
En primer lugar, y recapitulando lo referido a la declaración de las actividades, 
en dicha guía de actuación se recuerda la obligación de los ministros entrantes de 
declinar todas sus actividades anteriores a su puesto de trabajo “para evitar la 
aparición de conflictos de intereses y garantizar un compromiso total en el trabajo” 
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(Handboek 5.1.4.) y remiten a lo especificado en la carta del Ministro a la Cámara de 
Representantes del 20 diciembre de 2002. 
Respecto a los regalos, se indica que los ministros deben ser cuidadosos y 
aclaran cómo deben actuar a la hora de recibirlos. Los regalos recibidos de terceros 
deben ser registrados en el departamento definiendo la persona u organismo que 
entrega el regalo y la fecha (HandBoek art. 5.4.3) excepto los de valor inferior a 50 
euros y entregados en mano al ministro. Indica además que no se aceptará dinero ni 
vales de dinero ni tampoco los regalos dados con la intención de obtener un favor 
político. El ministro debe consultar si un regalo es aceptable y, si no lo es, debe escribir 
una carta indicando los motivos del rechazo. Los regalos aceptados pueden ser 
expuestos temporalmente. 
Como punto muy positivo, destaca que en dicha guía se regula la publicación de 
los costes de administración invertidos en el desarrollo de las funciones de los 
ministros (incluyendo facturas, recibos, informes de gastos…). El objetivo de dicha 
publicación es “determinar qué gastos están relacionados con sus deberes” y así 
fomentar la transparencia (Handboek, 2013: art. 5.1.7).  
Dichos gastos se publican en la página oficial del Gobierno de los Países Bajos 
http://www.rijksoverheid.nl/ en el apartado de la barra de herramientas superior 
“Documenten en publicaties” (“Documentos y publicaciones”). Una vez allí debe 
realizarse una consulta manual, clasificada por ministerios.  
Si consultamos, por ejemplo, los gastos del Ministerio de Asuntos Exteriores de 
septiembre de 2013 (Rijksoverheid, 2013c: web) observamos que en su hoja primera 
recoge las facturas del ministro Frans Timmermans por un total de 7.362,22 euros en 
viajes a Mallorca, Helsinki, Caracas, El Cairo, Vilnius, Túnez, Nueva York, 
Luxemburgo o Helsinki.  
Sin embargo, se perciben varias cuestiones que no quedan claras. En primer 
lugar, los gastos no cuadran, ya que sumando todas las cantidades aportadas se 
supera la cantidad de 7.362,22 euros supuestamente invertida. Junto a esto, se 
ocultan con recuadros negros los nombres de las personas acompañantes al ministro. 
Por ejemplo, en el gasto referido al hotel en Mallorca, los 988 euros por la habitación  
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(300 euros al día x 3 días más 88 euros de trayecto de ida y vuelta del aeropuerto al 
hotel en taxi), son sólo una parte del gasto total de 2.398 euros, correspondiente a otra 
persona cuyo nombre se oculta. En el viaje a Túnez también se oculta el nombre de la 
persona acompañante del ministro, que genera la misma cantidad de gasto que éste. 
En el hotel de Luxemburgo se recoge una cantidad de 2.190 euros por el alojamiento y 
desayuno de 10 personas, de la que se indica que los gastos del ministro sólo son 219 
euros, 199 por habitación y 20 por el desayuno.  
Otros datos tampoco están claros, por ejemplo la factura correspondiente al 15 
de junio de 2013 (Rijksoverheid, 2013: 7) no se ubica a ningún destino y se reduce de 
265 a 212 euros sin explicar el motivo.  
En cualquier caso, la publicación de esta información es muy positiva puesto 
que permite conocer la información referida a los gastos de viajes oficiales de los 
ministros y fiscalizar así, si se produce alguna irregularidad. 
Sin embargo, el Gobierno deja sin publicar en su web la información referida al 
patrimonio y actividades objeto de esta tesis. Como consecuencia, el 14 de noviembre 
de 2013 esta investigadora realizó una primera petición por medio de la WOB de las 
declaraciones patrimoniales de los miembros del Gobierno holandés y ciertos 
secretarios de Estado pertenecientes al Gabinete al Ministerio del Interior y 
Relaciones del Reino. Ésta fue por escrito, ya que, tal y como recoge Vleugels, “la 
Administración holandesa no usa internet aún” (Vleugels, 2013: web). Además, tuve 
que especificar la información de modo detallado (WOB, 1991: Section 3.2) recogiendo 
los nombres de todos los ministros y secretarios de Estado que forman el Gabinete, 
según indicación de Vleugels (IBID: web). Junto a esto, no se pone a disposición del 
público un formulario online o similar por lo que tuve que crear mi propio modelo de 
solicitud.  
Dos meses después no había recibido contestación por lo que el 28 de enero de 
2014 reiteré mi petición (incluyendo como destinatario al Ministerio de Asuntos 
Económicos y reduciendo el número de ministros y secretarios de Estado a la mitad). 
El 20 de febrero recibí notificación de ambos ministerios.  
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En primer lugar, el Ministerio del Interior y Relaciones del Reino, me comunica 
que en mi primera petición de noviembre de 2013 estaban ausentes los datos de 
contacto en el impreso (sólo los incluí en el remitente del sobre) por lo que mi petición 
no pudo ser procesada. Me indica que, una vez obtenidos mis datos de contacto por 
medio de mi segunda petición, remite mi solicitud al Ministerio de Asuntos Generales, 
el que tiene competencia en la materia. Del mismo modo, el Ministerio de Asuntos 
Económicos me comunica la competencia del Ministerio de Asuntos Generales y la 
remisión a éste de la solicitud. 
En marzo de 2014 recibo respuesta por parte del Ministerio de Asuntos 
Generales (Secretariaat Ministerraad, 2014). Éste me remite a dos de las cartas de 
2002 y 2013 anteriormente citadas, donde se recoge la política de las declaraciones. Me 
remite a su vez al referido diario de los ministros y a las declaraciones de los ministros 
de los miembros del actual gabinete, recogidas en varias cartas de 2012 a 2014, ya 
citadas anteriormente.  
En general, da la sensación de que la publicación tiene un cierto aire de 
pasividad y únicamente se da el paso cuando un interesado realiza una petición, en 
lugar de hacerlo de modo proactivo. Del lado más positivo, el Gobierno pone las 
peticiones realizadas por medio de la WOB a disposición del público en su web, según 
establece la guía de actuación (Handboek, 2013: 5.1.8.) por lo que cualquiera puede 
consultarlas. Sin embargo, en dichas recopilaciones no recoge las preguntas 
realizadas, sólo las respuestas. 
 
5.4.1. La declaración de retribuciones de los miembros del Gabinete 
 
Los miembros del Gabinete publican sus retribuciones, aunque dicha 
publicación no se realiza por una exigencia específica y directa, sino a raíz de diversas 
leyes para la publicación del salario de altos cargos en sectores con financiación 
pública. Ente dichas regulaciones figura la ley para la revelación de los altos ingresos 
en los sectores con financiación pública (WOPT, 2006), ideada para rendir cuentas 
acerca del gasto de los fondos públicos y, concretamente, de organizaciones y 
organismos legales financiados total o parcialmente con fondos públicos.  
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De aplicación en 2009, requiere la divulgación de los ingresos que excedan la 
media del salario anual cotizable de los ministros (IBID: art. 6.1). Se aplica a los 
miembros del ejecutivo provincial, el alcalde y los concejales de los municipios, las 
juntas del agua, las entidades empresariales, una persona o entidad jurídica 
establecida por ley, una entidad legal bajo ciertas condiciones, etc. Sin embargo, la ley 
deja fuera de publicación el salario de los ministros, que sólo se incluye a efectos de 
calcular la cantidad a divulgar. 
Por este motivo, en una carta de febrero de 2013 del Ministro del Interior y 
Relaciones del Reino al Parlamento recogida en la web del Poder Ejecutivo de los 
Países Bajos (RIJKSOVERHEID, 2013a: web), Plasterk reconocía la extraña ausencia 
de los ministros en la presentación de los informes de la ley WOPT, precisamente 
porque el cálculo de la cantidad estándar se hacía según el salario cotizable de los 
ministros como punto de partida. El ministro reconocía que dicha situación había 
generado preguntas de miembros de la Cámara de Representantes o la petición, 
apelando a la WOB, del periódico Algemeen Dagblad para conocer las remuneraciones 
de 2011 y 2012.  
Sin embargo, consideraba que la no inclusión de los salarios de los ministros o 
secretarios de Estado en la WOPT “no suponía una falta de transparencia” pues, según 
recogía más adelante, éstos eran públicos. Se excluían únicamente de la publicidad los 
elementos cuya divulgación pudiera suponer un atentado a la seguridad de los 
ministros y secretarios de Estado y que, además, no se consideraban parte del salario 
cotizable anual a efectos de la WOPT, como el salario destinado al coche oficial de los 
ministros y secretarios de Estado (que se considera imprescindible al necesitar todos 
ellos un coche privado por razones de seguridad).  
Junto a la carta, se incluían adjuntas, por primera vez, las retribuciones de los 
ministros y secretarios de Estado correspondientes a 2011 y 2012 así como el método 
de cálculo de la WOPT de 2012 y 2013, por medio de dichos salarios.  
Dichas retribuciones también se pueden encontrar por medio de búsqueda 
manual en la web del Gobierno (www.rijksoverheid.nl), en el apartado “Regering” y, 
dentro de éste en “Documenten en publicaties”. Sin embargo, sería deseable que la 
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información se dispusiera directamente en la web de modo más sencillo y directo, sin 
necesidad de realizar ninguna búsqueda. 
Pasando al análisis concreto de las cantidades, el Ministro del Interior explica 
que, en 2012, el salario base  anual de los ministros fue de 144.108 €. Este salario 
parte de lo fijado en la ley de ministros y secretarios de Estado (Wet Rechtspositie, 
1993: art. 1 y 2): 10.325,86 € al mes x 12 meses, que totaliza 123.910,32 € al año.  A 
esto se suma el 8% de salario por vacaciones y el 8,3% de bonus anual, que totaliza la 
cantidad redondeada de 144.108 € de salario anual. Sin embargo, como se puede 
comprobar en la gráfica anexa con el resumen de la remuneración de los ministros de 
2012, esta cantidad no se cumple para muchos de los ministros, pues las cantidades de 
beneficios por vacaciones y el bonus anual varían según los derechos devengados en el 
año anterior así como la fecha de renuncia.  
Junto a esto, el Ministro del Interior explica que los ministros tienen una 
cantidad destinada a gastos fiscales, que en 2012 fue de 8.215,75 € y, en el caso del 
Primer Ministro y del Ministro de Asuntos Exteriores, 16.431,75 € y 13.875,67 € 
respectivamente. Estas cantidades no se corresponden con las fijadas en el decreto de 
disposiciones para los ministros y secretarios de Estado (Voorzieningenbesluit, 2002: 
art. 10), donde se establece una cantidad mensual de 344.26 € para todos los ministros 
y de 688.53 € para el Primer Ministro y el Ministro de Asuntos Exteriores, que en el 
cálculo anual da un total de 4.131,12 € y 8.262,36 € respectivamente, cercana, esta 
última, a los 8.215,75 € citados por el ministro en su carta para los ministros 
ordinarios, pero no para los de mayor privilegio fiscal.  
En el caso de los secretarios de Estado, el salario base según la citada ley (Wet 
rechtspositie, 1993: art. 1) es 9.691,95 € al mes x 12 meses, que totaliza 116.303,40 €. 
En la carta de Plasterk no se especifica qué cantidad de beneficios por vacaciones y 
bonus anual reciben los secretarios por lo que no se puede calcular el cómputo global 
del salario anual.  
En general, la información del Ministro del Interior es detallada pero no está 
suficientemente clara y muchos de los cálculos de las remuneraciones efectuados a 
partir de las leyes citadas en su carta no arrojan los mismos resultados recogidos. 
 - 599 - 
 
Como dato adicional cabe añadir que en enero de 2013 se aprobaba una nueva 
ley de remuneración para los oficiales del sector público y semipúblico (WNT, 2012) 
que sustituía a la antigua WOPT. La ley introduce un nivel máximo de remuneración 
para los altos cargos de instituciones públicas e institutos relacionados del 130% de la 
base imponible anual de un ministro (salario cotizable anual menos gastos e 
indemnizaciones oficiales y pensiones), lo que se conoce como nivel Balkenende.  
Para el profesor de la Facultad de Derecho de la Universidad de Leiden, Wouter 
Hins, especialista en derecho de medios de comunicación: “La WOPT busca la 
transparencia: los ingresos mayores de X deben ser publicados; la WNT establece un 
límite: los ingresos superiores a Y no están permitidos” (HINS, 2013). 
Sin embargo, la WNT deja de nuevo fuera de publicación los salarios de los 
ministros. 
Como conclusión, cabe observar que no existe una legislación específica para la 
revelación de las retribuciones de los ministros y secretarios de Estado y estos revelan 
sus retribuciones únicamente como consecuencia del cálculo requerido en la WOPT y 
la WNT. 
5.5. Legislación y acceso a las declaraciones de la Cámara 
Baja  
 
El Parlamento neerlandés (Staten Generaal) se divide en dos cámaras: la 
Cámara Baja (Tweede Kamer der Staten-Generaal) y la Cámara Alta (Eerste Kamer 
Der Staten-Generaal). Mi estudio de la situación de acceso a datos de patrimonio y 
actividades del Poder Legislativo se centra exclusivamente en la Cámara Baja o 
Segunda Cámara del Parlamento, en adelante citada como Tweede Kamer.  
Dicha cámara se compone de 150 miembros, elegidos directamente por los 
ciudadanos nacionales de los Países Bajos mayores de 18 años mediante voto 
proporcional por periodos de cuatro años (Constitution Netherlands, 2008: arts. 52, 53 
y 54). 
La función principal de las Cámaras es actuar como colegisladores y revisar si el 
Gobierno está desarrollando sus tareas adecuadamente. Junto a esto, la Tweede 
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Kamer tiene el papel de formular la política remitiendo mociones, pidiendo al 
Gobierno que legisle en un asunto particular o expresando una opinión en su política.  
No existe un código específico que regule la ética y la conducta esperada de los 
miembros del Parlamento y concretamente de los representantes de la Tweede Kamer. 
Sin embargo, la Constitución (en su enmienda de 1983) requiere a aquéllos que 
acepten ser miembros del Parlamento “hacer un juramento o afirmación y promesa 
ante la Cámara según lo prescrito por Ley del Parlamento de que no han hecho nada 
que pueda excluirles legalmente de ocupar cargos” y “jurar o prometer lealtad a la 
Constitución y que desempeñarán fielmente sus ocupaciones” (IBID: art. 60).  
El juramento anteriormente referido se recoge en la Ley de Juramento de los 
Ministros y Miembros de los Estados Generales (Wet beëdiging, 1992: art. 2) por la 
que los futuros representantes juran no haber hecho ningún regalo o favor, aceptado 
regalo o promesa a cambio de favores relacionado con el cargo, así como lealtad al Rey, 
al fuero del Reino y a la Constitución y se comprometen a realizar fielmente sus tareas 
asignadas.  
Junto a esto, la Cámara de la que el miembro pasa a formar parte tendrá 
derecho a pronunciarse y un tribunal podrá decidir si ha habido una violación del 
juramento bajo el Código Criminal (TWEEDE KAMER, 1996: 3). Para el Gobierno, el 
objetivo del juramento es establecer lo que es compatible y lo que no. Sin embargo, no 
comenta en qué casos pueden existir conflictos con el artículo 60, dejando gran poder 
de decisión al parlamentario, pues “después de todo, el interesado debe decidir, en 
primer instancia, por sí mismo” (IBID, 1996: 3). 
En 2013, un estudio realizado por el Grupo de Estados Contra la Corrupción 
(GRECO) sobre la prevención de la corrupción entre los miembros del parlamento, 
jueces y fiscales llegó a la conclusión de que: 
“la razón principal para la ausencia de un código uniforme de conducta/ética en 
el Parlamento Holandés es que las autoridades públicas han sido reticentes a mezclarse 
en lo que veían como los asuntos internos de los partidos políticos, que 
tradicionalmente han tenido valores y principios morales diferentes” (COUNCIL OF 
EUROPE, 2013: 11).  
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Así, si bien considera que los miembros del Parlamento deben tener su propia 
moralidad, deposita la labor de control a éstos en otros organismos como los partidos 
políticos (responsables de seleccionar a los miembros del Parlamento, ubicarlos en una 
lista de candidatos a las elecciones y hasta obligarles a ceder su puesto en caso 
necesario) y los medios de comunicación (que juegan un importante rol de perro 
guardián, sacando a la luz cualquier conducta no ética de un miembro del 
Parlamento). 
Junto a esto, en el estudio se resalta cómo son los propios miembros del 
Parlamento los que han rechazado adoptar un código uniforme de conducta/ética. 
Entre las razones dadas por éstos a los responsables del estudio figuran las siguientes: 
el hecho de que el nivel de integridad entre los miembros del Parlamento es alto y 
éstos cuidan su comportamiento ante la vigilancia de los medios de comunicación, que 
no hay un concepto común entre los parlamentarios de lo que es ético y lo que no lo es 
(argumento que,  para el grupo evaluador, contradice el del alto nivel de integridad 
entre los parlamentarios) o que los miembros del Parlamento sólo deben rendir 
cuentas ante el público por su conducta, por medio de elecciones (IBID: 11).  
Sin embargo, los miembros del grupo evaluador no se muestran convencidos de 
estos argumentos ya que, en primer lugar, son conscientes de la existencia de malas 
conductas entre los miembros del Parlamento. En general, consideran que el 
Parlamento debe tratar las cuestiones de integridad por sí mismo y no delegar en otras 
instituciones como los partidos políticos, que pueden tener la tentación de ocultar o 
encubrir malas conductas para prevenir daños a la reputación del partido. Como 
conclusión, el informe del GRECO recomienda que se desarrollen códigos de conducta 
para los miembros de ambas cámaras del Parlamento, sean adoptados con la 
participación de sus miembros y puestos fácilmente accesibles al público (IBID: 12).  
Tampoco hay legislación que regule los conflictos de intereses de los 
parlamentarios, por ejemplo, en el caso de una votación sobre una materia que les 
implique personalmente, ya sea directa o indirectamente. El informe recoge algunas 
respuestas recibidas acerca de cómo se afronta esta situación en la práctica, por 
ejemplo, abandonando la sesión voluntariamente. Sin embargo, existe discrepancia de 
opinión, lo que para los expertos del GRECO es el resultado de la ausencia de 
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regulación y de nuevo invita a las autoridades a crear reglas internas y códigos de 
conducta (IBID: 13). 
Sí existe regulación sobre las incompatibilidades de los parlamentarios en la 
Constitución de los Países Bajos. Así, “nadie podrá ser miembro de ambas Cámaras 
simultáneamente” ni ningún miembro de los Estados Generales (Staten Generaal) 
puede ser “Ministro, Secretario de Estado, miembro del Consejo de Estado, miembro 
de la Sala General de Cuentas, Defensor del Pueblo o suplente del Defensor del 
Pueblo, o vocal o Fiscal General o Abogado General del Tribunal Supremo” 
(Constitution Netherlands, 2008: art. 57.1 y 57.2). A pesar de lo anterior, un ministro o 
secretario de Estado que “hubiere presentado la dimisión de su cargo podrá no 
obstante acumular su cargo con la condición de miembro de los Estados Generales 
hasta que se haya decidido sobre esa presentación de dimisión” (IBID: art. 57. 3).  
Por último, una ley del Parlamento podrá disponer acerca de “otros cargos 
públicos no compatibles con el ejercicio del mandato de miembro de los Estados 
Generales o de una de las Cámaras” (IBID: art. 57.4). 
El borrador inicial propuesto por el Gobierno contemplaba la incompatibilidad 
entre la función principal de un parlamentario y cualquier otro cargo. En 1983, un 
miembro del Parlamento, De Kwaadsteniet, propuso una enmienda para incluir la 
palabra ‘públicos’ y así limitar la regulación del Parlamento a los cargos públicos, 
siendo la explicación oficial que la ley no debía intervenir demasiado en las actividades 
privadas de los parlamentarios (TWEEDE KAMER, 1996: 3). 
Por otro lado y también como resultado de esta enmienda, la ley de 
incompatibilidades entre el Parlamento y el Parlamento Europeo concierne sólo a 
cargos públicos y prohíbe a los miembros de los Estados Generales ser Defensores del 
Pueblo, Comisarios del Rey, miembros de las fuerzas armadas en servicio activo, 
oficiales del Consejo de Estado, etc. (Wet Incompatibiliteiten, 1994: art. 1). Un 
miembro del Parlamento que caiga en una de estas incompatibilidades es 
automáticamente puesto en excedencia, desprovisto del deber de desarrollar el puesto 
incompatible y de su remuneración durante la duración de su mandato, tras lo cual 
reanudará su antiguo puesto. También existen otras restricciones para los miembros 
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del Parlamento, como la de ejercer en consejos consultivos, que parte de la idea de la 
importancia de no mezclar “varias posiciones relevantes” (TWEEDE KAMER, 1996: 4). 
Todas estas incompatibilidades con puestos públicos se fiscalizan cuando el 
parlamentario acepta su compromiso y, junto a su juramento citado anteriormente, 
realiza una declaración firmada por él “revelando todos los puestos públicos que 
ostenta” (Elections Act, 1989: art. V3. 1). 
En general, se observa una mayor presión sobre la compatibilidad entre los 
cargos públicos ejercidos por los miembros del Parlamento frente a un abandono de la 
fiscalización de las actividades privadas. Además, se deja gran libertad a que sea el 
propio parlamentario el que decida. 
Centrándonos en el tema objeto de nuestro estudio, a continuación se recoge el 
recorrido histórico de la puesta en público de las actividades de los parlamentarios.  
En junio de 1969, tras varios intentos fallidos, la Cámara de Representantes 
aceptaba por primera vez la moción de un diputado para la divulgación de las 
actividades de los miembros de la Cámara de Representantes (TWEEDE KAMER, 
1969b). Así, Weijters c.s. (del KVP) y otros, considerando “deseable la transparencia de 
las funciones adicionales de los miembros de la Cámara de Representantes”, se 
mostraban favorables a la divulgación de otras posiciones mantenidas por los 
diputados”. Dicha moción se recogía sólo un día después de la propuesta referida a los 
miembros del Poder Ejecutivo, recogida en el epígrafe destinado al Gobierno. 
La moción no indicaba cómo debía hacerse la publicación voluntaria de las 
funciones adicionales pero, en cualquier caso, “fue concebida como una tarea de los 
partidos políticos” (TWEEDE KAMER, 1996: 1).  
Como resultado, en 1976 se lleva a cabo la creación de un registro público de las 
posiciones mantenidas por los parlamentarios a propuesta del Presidente de la 
Cámara Baja, A. Vondenling. Entre los motivos, tal y como recogieron los medios de 
comunicación, pesaba la participación de dos diputados como asesores de una empresa 
petrolera americana (TWEEDE KAMER, 1996:2), sumado a la defensa de Vondeling 
durante años de la apertura de funciones adicionales para llevar a cabo un control 
público de las lealtades privadas de los diputados. De este modo, desde 1976 hasta la 
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actualidad, los grupos envían periódicamente una declaración de actividades a la 
Secretaría General y dos o tres veces al año se establece una inspección de dicha lista.  
Así lo confirma el Presidente de la Cámara Baja en una carta al Ministro del 
Interior (TWEEDE KAMER, 1988b: 1). Como dato muy importante, recuerda que, 
“desde entonces” existe una lista actualizada dos veces al año con dichas actividades 
adicionales remuneradas y no remuneradas en la Secretaría General y en el 
departamento de información y relaciones públicas. Ésta, añade, es consultada a 
menudo por la prensa y puede ser asimismo consultada por “todas las personas 
interesadas del país” por medio de “petición de copias” (IBID, 1988b).  
Mi intención era consultar dicha lista para verificar su existencia, así como el 
acceso que un ciudadano corriente puede tener a la misma. Así, solicito por correo 
electrónico el acceso a la lista en papel de las actividades contenida en dicha oficina de 
la Secretaría General. Sin embargo, esta vía no da lugar a una contestación y recurro 
a la profesora de la Facultad de Derecho de la Universidad de Leiden, Marga 
Groothuis, quien contacta personalmente con el departamento de documentación de la 
Tweede Kamer y obtiene el documento por vía electrónica. 
El documento remitido (VER ANEXO XVII) comienza con una carta del 
Presidente del Parlamento a los presidentes de las diferentes fracciones de los partidos 
en la que recuerda la moción del representante Weijters c.s en 1969 y teme que ésta 
haya caído en el olvido. Asegura que ha pedido a los miembros de la Cámara que 
recojan sus actividades adicionales. También recoge la necesidad de modificar tanto 
las Reglas de Procedimiento, citadas más adelante (Rules of Procedure, 2013: web) 
como la Constitución. El Presidente menciona como referencia el modelo implantado 
en el Parlamento Europeo por el representante Geurtsen. Éste se basa en la 
presentación por los miembros del Parlamento Europeo de sus actividades de intereses 
personales y financieros cuando pasan a ocupar su puesto e impone un castigo por 
incumplimiento de la obligación de proporcionar las actividades adicionales (según 
Vondeling el castigo más severo es la publicidad negativa que obtiene un 
representante que no revele sus actividades).  
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Como punto más importante, se recoge la lista en papel de las actividades 
auxiliares74 de los miembros de la Cámara Baja publicadas el sábado 17 de enero de 
1976 en el Haagsche Courant, un periódico diario que fue distribuido en el área 
metropolitana de La Haya durante más de un siglo y medio. La publicación se 
incorpora como anexo tercero a dichas cartas (VER ANEXO XVII TESIS) y, en ella, el 
periódico recoge las actividades adicionales en una lista dividida por partidos políticos 
y, dentro de éstos, de modo nominal por candidatos indicando si las actividades son o 
no remuneradas.  
En cuanto a la publicidad, el Presidente establece que los presidentes de las 
diferentes fracciones políticas pondrán a disposición de la Cámara anualmente dichas 
actividades para su consulta en la Secretaría General de la Cámara de 
Representantes. En las reglas escritas y no escritas de 1996, se resaltaría que aunque 
cada año en septiembre el secretario realiza dicha tarea de recopilación, sigue siendo 
deseable que los miembros informen de los cambios provisionales en el registro para 
preservar su propia independencia y no depender del Presidium  de la Cámara. Se 
destaca constantemente que es el propio cargo público interesado el que debe decidir 
“por sí mismo” (TWEEDE KAMER, 1996: 2). 
En lo referido a la periodicidad de la declaración, recoge que se producirá tras el 
nombramiento de cada uno de los miembros así como anualmente, al comienzo de cada 
año de trabajo. Esta publicación anual supone un paso muy positivo e implica por 
tanto la posibilidad de hacer un seguimiento periódico de la evolución de las 
actividades de los miembros.  
Continuando con el estudio del recorrido histórico de las declaraciones, desde 
1984 pasa a crearse un “registro de viajes al extranjero” que estén, total o 
parcialmente, financiados por terceros, y cuya inspección está abierta a “todo el 
mundo” (TWEEDE KAMER, 1996: 2). Así, la Presidencia insta a los miembros que 
vayan a viajar a informar a la oficina de la Secretaría General, aunque, del lado más 
negativo, de nuevo se indica que la especificación de los viajes se hará de forma 
“voluntaria”, lo que la deja al libre albedrío de los parlamentarios.  
                                                
74
 Habla en todo momento de “actividades auxiliares” en lugar de “actividades adicionales”, un término 
que considera “más amplio” para su propósito. 
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En octubre de 1987, el Ministro del Interior escribe una carta (citada en el 
epígrafe referido a los miembros del Poder Ejecutivo) al Presidente de la Cámara de 
Representantes de los Estados Generales dedicada por primera vez al asunto de las 
funciones adicionales de las personas que desempeñan cargos públicos.  
En ella, establece para los miembros de los Estados Generales (TWEEDE 
KAMER, 1987a: 1) que la Mesa de la Cámara (Presidium) debe ser informada de otras 
posiciones de los miembros del Parlamento. Como ya se apuntaba anteriormente, 
añade que la lista se actualizará cada año y “estará disponible para inspección 
pública”. Sin embargo, con respecto a los ingresos percibidos por una función adicional, 
éstos no serán de carácter público, y se dirigirán exclusivamente al organismo 
ejecutivo de la legislación relevante (TWEEDE KAMER, 1987a: 11). 
En julio de 1988 (TWEEDE KAMER, 1988a) se da un paso más. El Ministro del 
Interior asegura en una carta a los miembros del Parlamento que “le parece una buena 
idea” incluir en la publicación anual del Nederlandse Staatscourant (en la que 
también se proponía incluir al resto de cargos públicos) a los miembros de la Cámara 
de Representantes de los Estados Generales. Así, pide a éstos la creación de una lista 
de sus funciones adicionales indicando el tiempo necesario y si éstas son remuneradas 
o no remuneradas para su publicación anual durante el mes de agosto en el periódico 
(IBID, 1988a: 2). Esto supone un paso adelante en la actitud del Gobierno, que invita a 
la Cámara de Representantes a hacer públicas sus actividades en la Gazeta Oficial del 
Gobierno y pone una fecha concreta, el mes de agosto. El Parlamento por su parte 
acepta la propuesta (TWEEDE KAMER, 1988b: 1) y parece darse cuenta de que el 
acceso al registro resulta bastante restringido para el ciudadano de a pie. El 
Presidente de la Cámara Baja añade que “no hay duda” de que dicha publicación en el 
Nederlandse Staatscourant generará un debate público y hará que los cargos públicos 
sean más cuidadosos con sus actividades de acuerdo con lo que se espera de ellos. 
Parece que trata de usar la publicación de las actividades adicionales en el diario 
oficial como una censura previa a los miembros de la Cámara, que les abstenga de 
tener actividades no lícitas o compatibles. 
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Tal y como se recogía en el epígrafe destinado al Gobierno, la búsqueda en los 
ejemplares en papel del Nederlandse StaatsCourant de la publicación de dichas 
actividades adicionales no produjo resultados. 
Continuando con la legislación existente al respecto, en 1993 se aprueban las 
reglas de Procedimiento de la Cámara de Representantes. Sin embargo, no es hasta la 
reforma diez años posterior (Rules of Procedures, 2013: web) cuanto toman su forma 
original.  
En abril de 2003, se producen diversas mociones de miembros del Presidium de 
la Cámara de Representantes, solicitando la reforma del artículo 150a de la ley para la 
obligación de los parlamentarios de formalizar registros con las declaraciones de sus 
actividades adicionales y sus viajes al extranjero. Finalmente prospera la moción del 
representante Dijksma (TWEEDE KAMER, 2003a). Así, las normas de procedimiento 
de 1993 pasan a recoger la obligación por los miembros de la Cámara de 
Representantes de declarar en sendos registros tanto sus actividades adicionales como 
sus viajes al extranjero invitados por terceras partes (Rules of Procedure, 2013: art. 
150a.1 y 2). Sin embargo, aún quedarían dos pasos más para que la legislación tomase 
su forma actual. 
Como segundo paso, en octubre de 2003, el miembro de la Cámara Dijsselbloem 
plantea una moción para la creación de un registro de regalos: 
“Teniendo en cuenta que en muchos parlamentos extranjeros y en el Parlamento 
Europeo ya existe un registro de esa práctica y que los funcionarios incluso tienen 
prohibido aceptar regalos (...) Teniendo también en cuenta lo que se da a conocer por el 
gobierno local y provincial respectivamente” (TWEEDE KAMER, 2003b). 
Así, invita a la presidencia a crear un registro conteniendo los regalos de más de 
50 euros recibidos por los miembros de la Cámara de Representantes.  
Su moción es aprobada y lleva, en diciembre de 2003, a la reforma de la ley para 
la introducción de un registro de regalos. De este modo, se introduce el párrafo tercero 
en la ley tal y como se presenta en su redacción actual: 
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“Se mantendrá un registro en la oficina de la Secretaría General en el que los miembros 
[de la Cámara de Representantes] deberán registrar los regalos recibidos con valor superior a 
50 euros, no más allá de una semana tras la recepción” (TWEEDE KAMER, 2003c: 1). 
Los motivos que dan el Presidente de la Cámara y el Secretario General para la 
modificación de dichas reglas de procedimiento se basan en: la integridad de los 
diputados; la existencia de un registro de regalos en muchos parlamentos extranjeros, 
el Parlamento Europeo (donde los funcionarios no pueden aceptar regalos) y el ámbito 
local y provincial; o la aprobación de una política de integridad corporativa para el 
gobierno, de la que los parlamentarios no pueden quedar fuera (TWEEDE KAMER, 
2003c:1-2). 
Además, recogen que dicho registro se basará, al igual que los dos registros 
existentes para las actividades adicionales y los viajes, en la publicidad, por lo que se 
modifica el párrafo cuarto para añadir que “los tres registros” estarán disponibles para 
la inspección pública (IBID, 2003c: 1). Empleará también los mismos plazos que en los 
otros registros, por lo que los miembros deberán declarar el regalo con una demora de 
“no más allá de una semana” tras recibir éste. También habrá sanciones por 
inscripción tardía o incorrecta. 
Por último, el Presidium considera que el término "regalo" debe ser interpretado 
en sentido amplio e incluir, por ejemplo, las comidas y entradas para eventos 
culturales y deportivos. Sin embargo se omiten como regalos los recibidos “en el 
contexto de las actividades convocadas por la propia Casa de Representantes” tales 
como visitas de las comisiones y viajes de los delegados de la Cámara (IBID: 2).  
El último paso se da en febrero de 2006, cuando el miembro de la Cámara Jan 
de Vries (TWEEDE KAMER, 2006b: 1) realiza una propuesta de modificación de las 
Reglas de Procedimiento de la Cámara Baja para incluir la declaración de las 
remuneraciones percibidas por dichas actividades adicionales. Dicha propuesta es 
aceptada y se modifica el artículo 150a.1, que toma su redacción actual. Así, pasa a 
establecer que se creará “un registro de intereses” en la oficina del Secretario General 
en el cual los miembros informen acerca de sus cargos al margen de su puesto 
principal “no más allá de una semana tras aceptar éstos” y dividiendo el registro en 
 - 609 - 
 
puestos “remunerados y no remunerados”. Se incluirá además el salario anual 
esperado por dichas actividades.  
Por último, los parlamentarios deberán informar una vez más de sus ingresos 
no más allá del 1 de abril del año en el que reciban las remuneraciones, lo que supone 
un paso fundamental, puesto que implica la publicación periódica anual de dichas 
declaraciones, con el consiguiente seguimiento tantas veces mencionado que ésta 
permite. Así lo ve también el miembro de la Cámara que realiza la propuesta, para 
quien esto permite que las declaraciones “estén actualizadas” (IBID: 1). Junto a esto, 
valora que “la publicidad de las ganancias de los negocios contribuye a la máxima 
transparencia” y puede ser relevante para evaluar “el espíritu empresarial en el 
ejercicio de una profesión y los posibles beneficios resultantes de ésta” (TWEEDE 
KAMER, 2006b: 1).  
Por último, se deja un margen de libertad a los declarantes, permitiéndoles usar 
los informes de las cuentas anuales aprobadas el año financiero anterior para evitar 
esperar (IBID: 1). 
Junto a dicha legislación, la ley que regula las remuneraciones (Wet 
schadeloosstelling leden Tweede Kamer) (1990: art. 5.1) se modifica a su vez en 2006 
para incluir la obligación por los parlamentarios de declarar sus actividades al margen 
de su cargo y las retribuciones recibidas por ellas antes del 1 de abril de cada año. Ésta 
es más importante que el Reglamento de Procedimiento de la Cámara de 
Representantes, puesto que, a diferencia de éste, no es una norma interna (aprobada 
internamente por las Cámaras) sino una ley.  
La ley establece que la declaración “será inspeccionada por la oficina de la 
Secretaría General de la Cámara de Representantes” (IBID: art. 5.1) y recoge la 
definición de ingreso recibido por actividades adicionales. 
Por último, especifica que la publicidad de las actividades y los ingresos se 
aplicará también a los representantes de los Países Bajos en el Parlamento de la 
Unión Europea (IBID: Art. 5.3). 
En la práctica, desde 2011 pueden consultarse los informes sobre las 
declaraciones de actividades, registros de regalos y viajes en la web de la Cámara 
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Baja. Así, entrando en la web oficial de la Tweede Kamer (www.tweedekamer.nl) y 
desplegando la pestaña de la barra superior ‘Kamerleden’ (Miembros del Parlamento, 
en español) y luego en ‘Openbare Registers’ (Registros públicos) (TWEEDE KAMER, 
2013: web) se accede a los tres registros separados referidos a las actividades, regalos 
y viajes. Éstas presentan gran detallismo y complejidad, detallando si son o no 
retribuidas y la cantidad percibida por cada una de ellas. Se incluyen, además dos 
ficheros anexos con los regalos recibidos por los congresistas y los viajes realizados. 
El análisis pormenorizado del contenido de dichas declaraciones constituiría un 
buen ejercicio de periodismo de precisión/ datos, sin embargo superaría los objetivos de 
desarrollo y extensión de esta tesis, por lo que no se realiza en la misma.  
En cuanto al análisis formal, no deja de sorprender que estas actividades, al 
igual que ocurría con la información referida a los miembros del Gabinete (ministros y 
secretarios de Estado) se presente en un formato pdf, que impide la edición y 
tratamiento por los lectores interesados. 
En general y como recapitulación a este epígrafe, destaca la situación de 
ausencia de acceso a datos de patrimonio en contraste con el nivel de acceso 
establecido para las actividades de los miembros de la Cámara Baja o Tweede Kamer.  
En primer lugar, en lo referido a la declaración patrimonial y de modo similar a 
lo que sucedía con el Gobierno, no parece existir una regulación específica que recoja la 
presentación de los datos referidos a patrimonio de los miembros del Parlamento. 
Junto a esto, no puede tenerse acceso a ellas por petición por medio de la WOB, ya que 
el Parlamento no está sujeto a la regulación de la ley, aunque sí se incluiría en el 
proyecto de ley planteado en 2012 por el Partido Verde. Esta ausencia es analizada a 
su vez por los miembros del GRECO: 
“En un sistema que opta por el tratamiento de conflictos de intereses y las 
conductas no éticas por medio de la transparencia y la confianza mutua en lugar de la 
restricción y el control, los registros públicos cumplen su propósito sólo si dan una 
imagen tan completa y precisa como sea posible de los intereses actuales de un 
miembro del Parlamento, referidas por ejemplo a sus actividades o su patrimonio y 
responsabilidades” (COUNCIL OF EUROPE, 2013: 16).  
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Así, concluyen recomendando que se incrementen las categorías de intereses y el 
nivel de detalle declarado, incluyendo el patrimonio y las responsabilidades así como 
otras actividades y posiciones. Junto a esto, recomiendan ampliar el ámbito de 
aplicación a los cónyuges y familiares dependientes, aunque dudan de la conveniencia 
de hacer pública esta última información (IBID: 17).   
Por otro lado, en cuanto al acceso a las declaraciones de actividades y tal y como 
destaca el informe del GRECO, no existen reglas que impidan a los miembros del 
Parlamento desarrollar otras actividades y se les permite libertad de decisión. Al 
contrario, éstas son bienvenidas ya que dan fe de que se implican en la sociedad 
(COUNCIL OF EUROPE, 2013: 14). 
Como hemos constatado, éstas sí se hacen públicas, justificado quizá en que el 
privilegio de desarrollar dichas actividades con libertad y sin constricciones a la 
retribución implica una obligación de transparencia de las mismas.  
Por el contrario, los miembros del Gobierno, al tener prohibido desde 2002 
(TWEEDE KAMER, 2002) desarrollar actividades adicionales, salvo aquellas 
permitidas expresamente por el Primer Ministro, no muestran ese aperturismo a la 
hora de hacer públicas las mismas. Esto se refleja en una escasa presentación (de 
aquellas actividades permitidas y las abandonadas) en una carta del Primer Ministro 
al Presidente de la Cámara de Representantes, en lugar de una más eficaz publicación 
digital, por ejemplo, en la web del Gobierno. 
Como conclusión, cabe señalar el interés que existe por preservar la cultura de 
transparencia y confianza mutua en los Países Bajos (junto con el papel controlador 
ejercido por los medios de comunicación) y, como consecuencia, el rechazo de algunas 
personas a la creación de lo que consideran innecesaria burocracia o constricciones 
financieras para el Estado. Sin embargo, tal y como apuntan los expertos del GRECO, 
el rol de control y supervisión podría ser ejercido de modo eficiente por organismos 
parlamentarios como comités especializados y organismos que proporcionen guías 
acerca de cuestiones éticas y conflictos de intereses a los parlamentarios (IBID: 19). 
5.6. Evaluación comparativa entre España, Estados Unidos 
y Países Bajos 
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La comparación de la situación de los tres países estudiados en materia de 
información pública sobre actividades económicas y patrimonio de sus altos cargos 
gubernamentales y diputados nacionales puede sintetizarse en varios cuadros 
presentados a continuación, respecto a la delimitación legislativa, el acceso en la 
práctica y la claridad o detalle de la información facilitada. 
Se expone, en primer lugar, un cuadro para la evaluación comparativa de la 
legislación de acceso a las declaraciones de actividades y bienes patrimoniales en los 
tres países. Al igual que ocurría en el capítulo tercero, con él se pretende clarificar la 
compleja variedad de situaciones de acceso descritas, mediante una distribución 
resumida en tres categorías: “ilimitado”, cuando la legislación permite un acceso total 
y sin restricciones a las declaraciones de actividades y de bienes patrimoniales; 
“restringido/ condicionado”, cuando dicho acceso resulta complejo, está supeditado a la 
petición expresa de algún ciudadano o plantea limitaciones respecto al soporte o forma 
de acceder (exigiendo por ejemplo una justificación de la petición); y “sin acceso”, 
cuando la ley no regula el acceso o lo prohíbe.  
Cuadro 22. Evaluación de la legislación de acceso a las declaraciones de 
actividades y patrimonio 
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75
 Si bien se limita una versión reducida de las declaraciones completas. 
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Junto a esto, se presenta un segundo cuadro que, al igual que se hacía en el 
capítulo cuarto, evalúa el acceso real a las declaraciones, calificándolo de “Ilimitado”, 
“Restringido/Condicionado”, o “Sin acceso”. 
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76
 La política de integridad adoptada por el Gobierno en 2002 sólo recoge la publicación digital pero no indica dónde se 
realiza ésta. 
77
 Únicamente se publican anualmente en la web las declaraciones del Presidente del Gobierno y el Vicepresidente. 
78
 Aunque la publicación se realiza en la web del Parlamento ésta está sujeta a una complicada búsqueda. 
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Por último, un tercer cuadro evalúa el acceso al contenido de las declaraciones, 
clasificándolo según sea éste “muy bueno”, “bueno”, “escaso” o “sin acceso”.  
Cuadro 24. Evaluación de la claridad y detalle del contenido de las 
declaraciones de actividades y patrimonio 
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El estudio anterior así como los cuadros elaborados permiten comprender que se 
producen diferencias entre los tres países, tanto en la legislación establecida como en 
el acceso real y en la claridad o detalle del contenido. 
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En primer lugar, atendiendo al cuadro 22, se puede establecer que el marco 
legislativo que permite un acceso más eficaz a los datos de los tres países estudiados es 
el estadounidense. Por su parte, la legislación española dota de un acceso ilimitado a 
las declaraciones de actividades y patrimonio del Congreso, que desde 2011 facilita el 
acceso digital a todos los documentos, anteriormente restringidos, mientras el acceso 
queda condicionado en lo referido a las actividades del Gobierno (ya que deben 
solicitarse por escrito, según la ley 5/2006), y resulta en realidad restringido al 
distinguir la propia regulación entre un formulario sintético e incompleto para la 
divulgación público y otro exhaustivo para archivo interno. Por último, en los Países 
Bajos la legislación establece la publicación digital de las declaraciones de actividades 
y patrimonio del Gobierno pero no da acceso al patrimonio de los miembros de la 
Cámara de Representantes y tampoco se puede solicitar éste por medio de la WOB, 
puesto que el Parlamento queda fuera de la aplicación de dicha ley.  
Atendiendo al cuadro 23, referido al acceso real, se comprueba que a pesar de 
que la legislación estadounidense (cuadro 22) daba publicidad ilimitada en la web de la 
Casa Blanca, en realidad el acceso a las declaraciones financieras (que engloban las 
actividades y el patrimonio) de los secretarios de Estado está sujeto a petición digital 
por el solicitante. De esto sólo se excluye la publicación anual de las declaraciones 
financieras del Presidente y el Vicepresidente, empleadas para el análisis realizado en 
este capítulo. Por su parte, aunque la legislación permite la publicidad de las 
declaraciones de los miembros del Gobierno de los Países Bajos, el acceso real debe 
realizarse por medio de una complicada búsqueda digital de las cartas publicadas en 
una de las web estatales. No ocurre así con las declaraciones de actividades de los 
miembros de la Cámara de Representantes holandesa que se hacen públicas de forma 
accesible y sencilla en la web de la cámara. Así, se puede concluir que existe una mejor 
situación comparativa de acceso en España, con acceso ilimitado a todos los campos 
excepto la declaración de actividades de los miembros del Gobierno, la única que debe 
ser solicitada. 
Junto a esto, y como ya se destacaba anteriormente, cabe resaltar 
negativamente que en los tres casos las declaraciones disponibles se presentan en 
formato PDF, lo que supone una barrera a la hora de realizar un análisis cuantitativo 
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y cualitativo detallado, pues obliga al investigador o interesado a pasar la información 
a otro formato susceptible de tratamiento abierto de datos. 
Por último, atendiendo a la claridad y detalle del contenido (cuadro 24), se ha 
demostrado que la situación más favorable es la de Estados Unidos. Pese a que faltan 
algunos detalles, las declaraciones financieras de los responsables políticos federales 
de este país contemplan gran cantidad de información como las fechas, la descripción y 
valor en dólares de casi todo, destacando especialmente las declaraciones de los 
miembros de la Cámara de Representantes, por lo que en su conjunto su nivel de 
claridad y detalle es superior al encontrado en los otros dos casos. España se sitúa en 
un lugar intermedio, puesto que sólo podría calificarse de “bueno” el contenido de las 
declaraciones de actividades del Gobierno y de patrimonio del Congreso, mientras las 
declaraciones de patrimonio del Poder Ejecutivo están limitadas a la referencia a un 
activo y pasivo genéricos –negando el acceso público a las declaraciones completas que 
de hecho archiva la administración-, y las de actividades del Congreso omiten incluir 
detalles como las fechas o las retribuciones percibidas.  
Los Países Bajos quedarían en el peor puesto, siendo su contenido el más 
restringido, ya que recoge una lista conjunta de las actividades autorizadas y las 
abandonadas, junto a los bienes patrimoniales de los que han “puesto distancia”, pero 
sin indicar fechas ni retribuciones percibidas por las actividades o valor en euros de los 
bienes. Además, la ausencia de legislación referida a las declaraciones patrimoniales 
del Congreso, se plasma en la inexistencia de un acceso real. Como excepción, el acceso 
a las declaraciones de actividades del Congreso puede calificarse de “bueno” al 
contemplar la descripción, fechas y retribución en euros de las mismas.  
Así se puede comprobar que, al contrario de la hipótesis inicialmente planteada 
en el capítulo introductorio (H4), la situación en Estados Unidos y Países Bajos no es 
tan aperturista como inicialmente se suponía. En el caso del primero, un aperturista 
marco legal no culmina en un acceso de plena facilidad (aunque sí con un buen 
contenido). En el segundo, la ausencia de legislación clara se confirma con un 
resultado de mejorable acceso y contenido.   
Del mismo modo, la situación en España sorprende positivamente en algunos 
aspectos, aunque luego encubre deficiencias notables en otros. El marco legal aplicado 
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a los poderes del Estado en esta materia es claro y no lleva a engaños, plasmándose en 
un acceso real (cuadro 23) idéntico al descrito en la legislación (cuadro 22). La parte 
más mejorable es la referida al contenido (cuadro 24), escaso en lo referido al 
patrimonio del Gobierno y actividades del Congreso. Junto a esto, la falta de control 
sobre la exactitud o completitud de las informaciones aportadas, que esta 
investigadora ha podido comprobar mediante cotejos no exhaustivos por medio de 
fuentes externas, respecto a la omisión de datos relevantes de diversos miembros del 
Gobierno y del Congreso sin que las oficinas de control haya detectado o exigido la 
rectificación. 
Por otra parte, en lo que se refiere al acceso y contenido de los datos relativos a 
las comunidades autónomas españolas (estudiadas en los capítulos tercero y cuarto), la 
situación regulatoria y de acceso real resulta muy  compleja, con importantes 
diferencias entre comunidades, que oscilan desde una situación óptima a una oclusión 
absoluta. Así, existe un conjunto de normas dispersas y atomizadas que dan lugar a 
una situación interna española muy desigual y a la postre, un tanto caótica, tanto que 
ya fue calificada de “selva legislativa” en el capítulo tercero. Esto implica que, si bien 
el tratamiento del tema para el Gobierno y Congreso nacionales es el mencionado, no 
existan garantías de prevalencia de la norma estatal sobre las autonómicas.  
Además, es interesante introducir otro comentario diferenciador respecto a la 
variable tiempo. En España, el avance legislativo, el acceso aceptable y con trabas 
reales relativamente menores, se ha producido muy recientemente. En el caso del 
Gobierno, aunque desde 1995 una ley de incompatibilidades regula la petición por 
escrito de las declaraciones de actividades, no es hasta 2009 cuando se facilita un 
acceso directo, incorporando la publicación digital de las declaraciones patrimoniales a 
través del BOE (aunque la de actividades sigue restringida a solicitud escrita). En 
cuanto al Congreso, si bien desde 1995 se puede realizar petición por escrito de las 
actividades, su consulta estaba restringida a la toma de notas, sin posibilidad de 
realizar fotocopias de los documentos. Es de nuevo en 2009 cuando se produce el paso 
hacia una mayor transparencia, con la puesta en público sin restricciones en la web 
del Congreso de las mismas, completada, dos años después, por la disposición digital 
en la misma plataforma de las declaraciones patrimoniales. Así, la publicación digital 
de dichas declaraciones del Gobierno y el Congreso data de 2009 y 2011, 
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respectivamente, por lo que apenas llevamos cinco años con una situación de 
transparencia.  
Mientras, Estados Unidos cuenta desde 1978 con una ley de ética que da acceso 
público (por medio de inspección o copia) a cualquier persona que solicite las 
declaraciones financieras de los miembros del Poder Ejecutivo y Legislativo. Sin 
embargo, este temprano acceso tardó bastantes años en dar el salto hacia la 
digitalización y no sería hasta 2012 cuando la aprobación de la ley Stock Act abrió el 
acceso público en la web de la Casa Blanca, aunque sujeta a petición, como veíamos 
anteriormente (con la excepción de las declaraciones del Presidente y del 
Vicepresidente, publicadas desde 2010). En el caso de la Cámara de Representantes, 
dicha publicidad digital se produjo con anterioridad, cuando en 2007 una aperturista 
ley de transparencia pasó a regular la puesta en público de las documentos en la web 
de la Secretaría de la Cámara de Representantes, lo que sería refrendado en 2012 por 
la Stock Act. 
En los Países Bajos existe desde 2000 una política de integridad acerca de la 
incompatibilidad de los miembros del Gobierno y del Gabinete de desarrollar funciones 
adicionales y poseer ciertos intereses financieros y patrimoniales, que se traduce en la 
publicación desde 2005 en la web del Parlamento de una información indirecta aunque 
relativamente amplia de las declaraciones de los miembros del Gobierno y secretarios 
de Estado. Éstas han ido mejorando en 2010 y 2012, con la inclusión de las actividades 
autorizadas por el Primer Ministro y los bienes patrimoniales sobre los que han puesto 
distancia. En el caso de la Cámara Baja, sus reglas de procedimiento fueron 
modificadas en 2003 para formalizar la creación de registros disponibles para 
inspección pública con las declaraciones de las actividades adicionales, incluyendo en 
2006 la obligación de a clasificar éstas entre remuneradas y no remuneradas. A nivel 
de acceso, no fue hasta 2011 cuando dichas declaraciones de actividades pasaron a 
publicarse en la web de la Tweede Kamer.  
Así, vemos que las situaciones de acceso han evolucionado paralelamente en los 
últimos años. En general, la trayectoria temporal de los tres países es similar. Un 
primer momento en el que se dota de acceso público a las declaraciones sujeta en la 
mayoría de los casos a petición por escrito y un segundo momento, muy reciente, en el 
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que se da publicidad a las mismas en documentos oficiales y webs. Si bien cabe 
destacar que Estados Unidos fue el primero en dotar de acceso público a las 
declaraciones por medio de su ley de ética de 1978, de nuevo la publicidad digital de 
las mismas data de fechas recientes. 
 - 620 - 
 
Capítulo 6. Conclusiones 
 
La combinación de la amplia revisión y discusión teórica realizada y del 
trabajo de campo original llevado a cabo ha permitido alcanzar todos los 
objetivos fijados al comienzo de esta investigación, así como corroborar 
mayoritariamente las hipótesis y responder a su vez a las preguntas de 
investigación. Este capítulo de conclusiones que es, además, el cierre de esta 
investigación, se dedicará a la explicación de estos puntos, matizando los 
principales resultados obtenidos y hallazgos más destacables, así como a 
señalar aquéllos aspectos que no han respondido a las expectativas iniciales.  
6.1. Cumplimiento de objetivos 
 
Como comentaba, la integración entre la revisión y discusión teórica y el 
trabajo de campo efectuados ha permitido alcanzar los objetivos fijados al 
comienzo de esta investigación. 
Así, en cuanto al primer objetivo teórico planteado, se ha demostrado la 
conexión cada vez más fuerte de la democracia contemporánea con la 
transparencia de los datos públicos. La importancia de dicha vinculación ha 
dado lugar a la aprobación progresiva de leyes de transparencia en los países 
estudiados, como la pionera FOIA de 1966 en Estados Unidos o la WOB de 
1991 en los Países Bajos. España ha ido con retraso a este respecto, siendo el 
último país de la Unión Europea con más de un millón de habitantes en 
promulgar una ley de transparencia. Dentro de España, a su vez, el proceso de 
aprobación progresiva de leyes de transparencia en algunas comunidades 
autónomas pioneras como Galicia o Navarra culminó en la aprobación a finales 
de 2013 de la Ley de Transparencia, Acceso a Documentos Públicos y Buen 
Gobierno, lo que supone un importante hito a favor de la exigencia 
institucional de la transparencia de los datos de interés o incumbencia pública 
en nuestro país. Ésta a su vez se ha visto reforzada por la aprobación 
consecutiva de leyes de transparencia en otro buen número de comunidades 
autónomas, pendientes del texto nacional para establecer los suyos propios.  
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Junto a esto, el estudio desarrollado ha resaltado el importante papel de 
la investigación periodística basada en la aplicación del análisis estadístico y 
de cruce de datos inspirado en las ciencias sociales y las enormes posibilidades 
que implica en el conocimiento y fiscalización ciudadanas de la gestión de la 
Administración, al hacer aflorar informaciones periodísticas relevantes que 
permanecerían inadvertidas en caso de un tratamiento simplista y coyuntural 
de datos aislados (y que, en muchos casos, los propios interesados no quieren 
que sean revelados).  
Así, se ha querido demostrar la importancia del periodista como ese 
intermediario necesario entre el riguroso lenguaje de los estadísticos y los 
ciudadanos, que le permita llevar a estos últimos ese conocimiento necesario 
para la fiscalización de los representantes públicos. De ahí que se haya 
resaltado la importancia de la formación de dichos periodistas en las técnicas 
de análisis informático y estadístico. 
En cuanto al objetivo teórico-práctico, se ha realizado un completo 
seguimiento del panorama legislativo español en materia de acceso a la 
información administrativa o de titularidad pública (leyes de acceso a la 
información medio ambiental, Ley de Régimen Jurídico y Procedimiento 
Administrativo Común, Ley Orgánica del Poder Judicial y Acceso a Sentencias 
Judiciales) y protección de los datos (Ley Orgánica de Protección de Datos). 
Asimismo, el trabajo realizado incluye un seguimiento específico de los 
diferentes cambios legislativos en cuanto a la información sobre patrimonio, 
actividades y (en menor grado) retribuciones de miembros del Gobierno y 
Congreso del Estado progresivamente introducidos desde el año 1995 en 
España y, específicamente, desde los relevantes cambios llevados a cabo en 
2009. Dicho seguimiento se ha completado con el estudio comparativo de la 
legislación genérica de acceso a la información y la específica de acceso a 
declaraciones de actividades y bienes patrimoniales de los responsables 
equivalentes en Estados Unidos y los Países Bajos. Tal y como se indicaba en 
la introducción, esta comparación se ha limitado a la legislación, condiciones 
concretas de acceso y un estudio genérico del contenido, ya que una 
comparación de datos cuantitativos y cualitativos (por medio de cuadros como 
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los realizados para el Poder Ejecutivo y Legislativo español) superaría con 
creces los límites razonables marcados en los objetivos de la presente tesis. No 
obstante, tal comparación directa de datos sería un objetivo para seguir 
trabajando en el futuro, una vez resuelta esta primera investigación. 
En cuanto al objetivo práctico, se ha elaborado un estudio estadístico de 
los datos obtenidos referidos a declaraciones de patrimonio e intereses 
económicos de los altos cargos del Gobierno y diputados del Congreso. Éste ha 
cubierto sus pretensiones, englobando: estudios univariables, como la media y 
la mediana del activo y del pasivo por sexo y por cargo; estudios bivariables, 
como el cruce de datos de activo y pasivo con sexo y cargo; estudios de 
correlación entre variables, como el gráfico de dispersión y la recta de regresión 
lineal para observar la correlación entre activo y pasivo y la evolución del 
activo y del pasivo del anterior Gobierno o el diagrama de caja para la 
correlación del cargo con activo y pasivo; y estudios económicos, como el 
coeficiente de garantía o de distancia a la quiebra. Todos ellos han sido 
recopilados en sus correspondientes tablas, cuadros y apéndices de bases de 
datos creadas al efecto. 
El objetivo de evaluación teórico-práctica también ha sido satisfecho, 
resaltando las posibilidades pero también carencias que en la práctica real de 
acceso se producen respecto a cada una de las reglamentaciones sobre el acceso 
público a los datos de patrimonio, actividades y retribuciones de los miembros 
del Poder Ejecutivo y Legislativo. Así, son destacables las carencias existentes 
en la ley 5/2006 y su desarrollo reglamentario de 2009, que se limita a “una 
declaración comprensiva” de los bienes de los miembros del Poder Ejecutivo 
que omite los datos referentes a la localización y valoración específica, en aras 
de una supuesta preservación de la privacidad y seguridad de los declarantes.  
Respecto a la ley de transparencia aprobada en 2013, la descripción y 
evaluación específica de dicha nueva norma permite destacar, de modo muy 
positivo,  su inclusión de “los demás altos cargos” entre aquellos sujetos cuya 
declaración de bienes y derechos patrimoniales se publicarán en el BOE a 
partir de la entrada en vigor de ese apartado específico de la nueva regulación. 
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Además, establece la publicación de las resoluciones de autorización o 
compatibilidad de las actividades de todos los empleados públicos y las que 
autoricen el ejercicio de actividad privada al cese de los altos cargos de la 
Administración General del Estado o asimilados, permitiendo así comprobar 
qué actividades compatibilizan los cargos públicos con su puesto principal y 
cuáles pasan a desempeñar a su cese.  
Del lado más negativo, las declaraciones patrimoniales seguirán siendo 
“comprensivas”, obviando una excelente oportunidad de presentar, por 
ejemplo, el impreso de declaración denominado Anexo I (modelo de carácter 
reservado que contiene un amplio y detallado número de campos, que los altos 
cargos han de cumplimentar, sólo para un archivo interno de la 
Administración) o imitando modelos más detallistas e informativos, como el del 
Congreso de los Diputados o algunas de las citadas comunidades autónomas. 
Junto a esto, la nueva ley no modifica el acceso a las declaraciones de 
actividades, por lo que éstas siguen sin poder publicarse directamente en el 
BOE, tal y como ocurre con las de bienes patrimoniales.  
Así, las mejoras se centran en el contenido de la ley pero no en el acceso, 
siendo éste muy mejorable –en comparación con lo observado en muchos otros 
de las regulaciones, tanto autonómicas como de los otros países comparados-, 
por medio de la puesta a disposición pública digital de las actividades.  
 
 
6.2. Cumplimiento de hipótesis  
 
La mayoría de las hipótesis generales sometidas a análisis han quedado 
validadas, en unos casos mediante procedimiento lógico-deductivo y en otros, 
mediante el análisis empírico efectuado. 
En primer lugar, se ha demostrado ampliamente la importancia del 
periodismo de precisión/datos como especialidad innovadora para el análisis 
sistemático y detallado de los datos. Concretamente, se ha mostrado 
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especialmente útil específicamente para el estudio del caso que nos ocupa, 
referido a los datos patrimoniales y de actividades de los cargos políticos por 
poseer las (mencionadas) adecuadas herramientas cualitativas y cuantitativas 
para realizar dicho análisis. 
Muy en relación con esta primera hipótesis, se ha probado la 
importancia de la existencia de un contexto legal aperturista en materia de 
transparencia informativa y de facilitación de acceso a los datos para el 
desarrollo de dicha modalidad de periodismo, comprobando que cuando los 
datos se ponen a disposición pública se generan reacciones positivas. Como 
ejemplo de los abundantes casos de aplicación descritos –tanto del panorama 
internacional como nacional-, cabe resaltar en apretada síntesis la iniciativa de 
“El Indultómetro”, basada en el análisis de datos puestos a disposición pública 
por el Gobierno en el BOE sobre indultos, que permitió llevar a cabo un 
ejercicio de periodismo de precisión basado en la recopilación, análisis y 
visualización de las personas indultadas en España.  
En Estados Unidos, el periódico Los Angeles Times pudo realizar un 
estudio de periodismo de datos sobre la calidad de la enseñanza de los 
profesores (“Evaluando a los profesores”) gracias al acceso a las bases de datos 
puestas a disposición pública por las escuelas locales del distrito educativo de 
Los Ángeles.  
Del mismo modo, la investigación premiada en los premios de 
periodismo de datos de 2012, “Terroristas para el FBI”, partió del análisis de 
los datos recogidos por el Departamento de Justicia de los Estados Unidos 
sobre acusados de terrorismo interno tras el 11 de septiembre. Así, a partir de 
éstos, el periódico Mother Jones pudo realizar su propia base de datos para 
descubrir cuántos de los mencionados en dicha lista estaban verdaderamente 
envueltos en delitos de terrorismo.  
Como vemos, el relativamente fácil acceso a datos en Estados Unidos 
queda reflejado en un buen número de casos de ejercicio de periodismo de 
precisión en este país. 
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En tercer lugar, queda probado el papel de la transparencia de los datos 
oficiales referidos a patrimonio y conflicto de intereses de los representantes 
públicos como un pilar fundamental de su responsabilidad ante los ciudadanos 
y su fiscalización por medio del periodismo de precisión/datos y las otras 
modalidades sociológicas ya indicadas como una eficaz manera de controlar su 
función y la denuncia de posibles irregularidades en el desempeño de sus 
obligaciones. 
La cuarta hipótesis, por su parte, no ha podido ser demostrada y, tal y 
como ya se apuntaba en las conclusiones del capítulo quinto, el estudio del 
marco legal y real de acceso a los datos en Estados Unidos y los Países Bajos 
ha rechazado parcialmente la idea inicial de un marco de transparencia 
claramente superior en dichas democracias al encontrado en España en el 
momento actual. Para su explicación, es preciso diferenciar el estudio desde el 
punto de vista de lo establecido en los textos legislativos y del acceso real.  
En Estados Unidos, aunque la transparencia de los datos ha inspirado 
aquella democracia desde su creación y ha formado parte de sus normas 
administrativas más concretas al menos desde 1966, la situación se ha 
estancado en los últimos años. Si bien es cierto que la legislación contempla el 
acceso digital a los datos de los miembros del Gobierno y la Cámara de 
Representantes, el acceso real es parcial en el caso del ejecutivo, pues sólo se 
cumple para las declaraciones del Presidente y el Vicepresidente, sujetando a 
petición digital las de los secretarios de Estado, cuya respuesta se demora 
varios meses. Esto incumple el noveno principio de la Coalición Pro Acceso, por 
el que las instituciones debieran poner a disposición del público la información 
de titularidad e incumbencia pública sin que sea necesario hacer una solicitud. 
Como contrapunto, el contenido de las declaraciones financieras tanto del 
Gobierno como del Congreso sí es destacable, muy superior al contemplado en 
los otros dos países analizados.  
En el caso de los Países Bajos, existe en primer lugar una gran escasez 
en cuanto a la legislación, que es sustituida para el Poder Ejecutivo por 
políticas de integridad y normas internas. Mientras, la Cámara de 
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Representantes sí cuenta con una legislación específica de revelación pero se 
centra exclusivamente en las actividades, obviando el patrimonio, que tampoco 
puede solicitarse por la ley de acceso a la información holandesa (WOB), por 
quedar fuera de la aplicación de dicha ley la citada Cámara. En el acceso real, 
aunque sí se ponen a disposición del público las declaraciones del Poder 
Ejecutivo y Legislativo en la web del Parlamento y de la Cámara Baja 
respectivamente, la búsqueda no es sencilla en el primer caso, pues obliga al 
registro de cada una de las cartas enviadas por el Primer Ministro al 
Presidente de la Cámara Baja conteniendo las declaraciones. En cuanto al 
contenido, éste queda reducido para el Poder Ejecutivo a una recopilación de 
los intereses financieros que los cargos han abandonado, las actividades que 
han sido depuestas y las que han sido autorizadas por el Primer Ministro, todo 
ello con escasa presentación de fechas. Sí cabe destacar el detallismo del 
contenido de las declaraciones de actividades (las únicas publicadas) de la 
Cámara Baja, que incluyen fechas y cantidades de retribuciones. 
Para el caso de España, al contrario de lo que podía pensarse en un 
comienzo (y se planteaba en las hipótesis), las medidas legislativas adoptadas 
desde 2009 en referencia al acceso público a datos de intereses y patrimonio de 
altos cargos y diputados sí han supuesto una importante introducción de 
transparencia en el sistema democrático español. Esto se plasma en la 
publicación digital de las actividades (en 2009) y el patrimonio (en 2011) de los 
diputados en la web del Congreso y el acceso digital desde 2009 por medio del 
BOE a las declaraciones patrimoniales de los altos cargos del Poder Ejecutivo, 
quedando únicamente condicionado a petición por escrito el acceso a las 
declaraciones de actividades de los aludidos miembros del Ejecutivo. Sin 
embargo, en cuanto al contenido, sí puede constatarse que, tal y como se 
planteaba, no se ha producido una transparencia tan amplia como cabría 
deducir de lo regulado en los propios textos legales. Esto es especialmente 
destacable para el caso de las declaraciones patrimoniales del Poder Ejecutivo, 
limitadas a una declaración ‘comprensiva’, y ridículas en comparación al 
detallismo del ya citado Anexo I, presentado obligatoriamente por los 
declarantes pero de carácter reservado. Lo mismo ocurre con las declaraciones 
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de actividades del legislativo, que se limita a una escasa presentación carente 
de fechas y retribuciones.  
Conviene subrayar, a su vez, que las importantes inexactitudes y 
lagunas detectadas en los datos declarados por algunos altos cargos y una 
muestra de diputados de la última legislatura, sometidos a un ejercicio de 
verificación por la autora de la tesis, ponen de manifiesto, que no sólo importa 
–para valorar la calidad de la transparencia adquirida-, el conjunto de 
exigencias establecidas, sino el grado de certeza atribuible a los datos 
consignados y el nivel de control real existente sobre los datos erróneos o 
falsos. 
Sin embargo, y ahí es donde entra en juego la hipótesis quinta, es cierto 
que a pesar de la escasa transparencia facilitada -y la calidad de la misma, 
según lo indicado en el párrafo anterior-, en el contenido de las declaraciones 
de patrimonio, actividades e intereses de los poderes Ejecutivo y Legislativo 
españoles, se puede obtener una visión sintética de alto valor para el control 
ciudadano o fiscalización democrática de los representantes y cargos públicos 
por medio del empleo del periodismo de precisión/ datos. Esto se ejemplifica 
especialmente en el caso de las declaraciones patrimoniales del ejecutivo, 
donde, la escasez de detalle de los datos se suple con el buen uso factible de las 
herramientas de periodismo de precisión y la estadística, que permiten realizar 
los citados estudios cuantitativos.  
 
 
6.3. Cumplimiento de preguntas de investigación 
 
Continuando con el análisis de resultados, el trabajo ha permitido 
responder a las preguntas de investigación inicialmente planteadas: 
La promulgación de las leyes y reglamentos en España introduce 
mejoras en el acceso a las declaraciones estudiadas, especialmente en el caso 
del Congreso de los Diputados, donde se ha pasado a permitir el acceso digital 
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a sus declaraciones completas de bienes y actividades. Mientras, el acceso 
digital es parcial (sólo a las declaraciones de bienes) en el caso de los miembros 
del Gobierno y secretarios de Estado. En cualquier caso, dichas mejoras son 
menos evidentes en el caso de Estados Unidos, donde el acceso sigue estando 
condicionado a petición por escrito para los secretarios de Estado; y en los 
Países Bajos, donde el acceso está sujeto a una compleja búsqueda en el caso 
del Gobierno y es restringido, para el patrimonio del Congreso. 
Dichas medidas españolas presentan carencias en la fiscalización y 
control de los representantes políticos desde el punto de vista de que las 
declaraciones patrimoniales del Poder Ejecutivo son escasas y no se actualizan 
anualmente y, en el caso de las de actividades, aunque sí se actualizan, no se 
presentan digitalmente, por lo que están sujetas a petición y seguimiento 
anual por el interesado. Por su parte, la legislación regula la actualización de 
las declaraciones de patrimonio y actividades del Poder Legislativo pero ésta 
queda a discreción del declarante, por lo que no siempre se produce. Además, 
tanto para el Poder Ejecutivo como para el Legislativo, la legislación sigue sin 
exigir muchos datos que serían imprescindibles para una mejor fiscalización, 
como los referidos a retribuciones percibidas por las actividades realizadas o 
valor en euros de todos los bienes patrimoniales, entre otros. Todo ello 
contribuiría a la supervisión y prevención de un posible ilegítimo 
aprovechamiento privado de sus competencias públicas.  
Respecto a las preguntas de investigación de carácter específico: 
En primer lugar, cabe concluir que la publicación de cuentas afecta de 
modo completamente diferente según sea estudiado el Gobierno y la 
Administración o el Poder Legislativo. Así, en España, aunque la legislación 
avanzó de un modo más rápido para el Poder Ejecutivo (siendo los pioneros en 
poner a disposición en el BOE y por escrito sus declaraciones patrimoniales y 
de actividades, respectivamente), en el caso de las declaraciones de actividades 
la publicación aún no es digital y sigue sujeta a petición por escrito. Por su 
parte, el Congreso de los Diputados ha compensado con creces su retraso 
inicial en la publicidad de los datos (especialmente los de patrimonio, que 
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fueron de carácter secreto hasta la aprobación de una ley orgánica en julio de 
2011), dando lugar a publicaciones digitales de sus datos de bienes 
patrimoniales, rentas y actividades que, especialmente para el caso de las 
primeras, son mucho más avanzadas que las del Poder Ejecutivo. En el caso de 
Estados Unidos, de nuevo se producen diferencias en la aplicación a los dos 
poderes: para el Poder Ejecutivo, mientras las declaraciones de Obama y Biden 
son publicadas digitalmente, las de los secretarios de Estado están sujetos a 
petición digital (con una demora de meses en la entrega de los mismos); 
mientras, la Cámara de Representantes las pone a disposición pública en la 
página web del Secretario de la Cámara, con las facilidades que eso implica. 
Por último, los Países Bajos de nuevo registran diferencias en el acceso a los 
datos ya que, mientras el Gobierno sólo establece una política de actuación que 
requiere la publicación de sus declaraciones financieras en cartas enviadas por 
el Primer Ministro al Presidente de la Cámara de Representantes, la Cámara 
de Representantes cuenta con una normativa interna específica y una 
legislación que se plasma en la puesta en público por vía digital de las 
declaraciones de actividades en su página web.  
Asimismo, en cuanto a la aplicación de las leyes de incompatibilidades, 
éstas no afectan igual a un poder que a otro. En el caso del Poder Ejecutivo, la 
legislación es más permisiva para España y Estados Unidos, donde se permite 
compatibilizar el puesto principal con otras actividades adicionales (en el caso 
de España se declaran todas las actividades adicionales, siendo notificadas en 
EEUU sólo las actividades fuera del Gobierno). Por el contrario, en los Países 
Bajos, la legislación no permite la compatibilización a los miembros del 
Gobierno y del Gabinete de su cargo con actividades adicionales, ya sean estás 
públicas o privadas, aunque luego en la práctica sí pueden autorizarse 
excepcionalmente actividades por el Primer Ministro. No ocurre así con los 
miembros de la Cámara Baja holandesa, que sí pueden desarrollar actividades 
adicionales, incluso remuneradas.  
En cuanto a las diferencias existentes en la regulación de la publicación 
de los datos estudiados en los gobiernos y las asambleas legislativas españolas, 
existe un variado elenco de casos descritos con detalle en los capítulos tercero y 
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cuarto. Se percibe un crisol de escenarios establecido a discreción de cada una 
de las comunidades autónomas que de nuevo difiere si se analiza desde el 
punto de vista de lo establecido en el texto legislativo, de acceso real o de 
contenido efectivamente revelado.  
En primer lugar, en cuanto al escenario legal, cabe destacar 
especialmente los casos de las cuatro comunidades autonómas pioneras en el 
acceso a dicha información, como son Castilla la Mancha, Andalucía, 
Comunidad Valenciana y Extremadura. Junto a éstas, las que, sin ser las 
pioneras, han demostrado un desarrollo legislativo muy positivo, son: el 
Gobierno de Navarra, el Gobierno de La Rioja, el Parlamento de Asturias y el  
Gobierno del municipio de Vélez-Málaga. Las legislaciones de todos ellos dan 
un acceso ilimitado a las declaraciones de actividades y patrimonio, ya sea 
mediante publicación en su boletín oficial y/o en la web.  
En lo que respecta al acceso real a las declaraciones, es importante 
destacar aquellos casos en los que pese a que la legislación restringía o 
impedía el acceso a las declaraciones, éste se produce por medio de su 
publicación espontánea en la web a discreción de los declarantes. Es el caso de 
las declaraciones de actividades del Parlamento de Aragón, dotadas por la 
legislación de acceso condicionado a petición por escrito pero publicadas 
inesperadamente en la web. Lo mismo sucede con las declaraciones de 
patrimonio del Gobierno de Castilla y León, cuya legislación condiciona el 
acceso a petición por escrito (con exigentes requisitos como la inclusión de la 
profesión del solicitante y una copia de su DNI) pero son finalmente publicadas 
en la web. Del mismo modo, Murcia sorprende publicando en su web del 
Parlamento las declaraciones de patrimonio, sujetas legalmente a petición por 
escrito. Por último, el Parlamento de Islas Baleares publica en su web sendas 
declaraciones, en contraposición a lo establecido en su reglamento. 
En el extremo opuesto, la Comunidad de Madrid refleja la peor de las 
situaciones, puesto que al acceso anunciado en la legislación como condicionado 
a petición por escrito tanto para las actividades del Gobierno como del 
Parlamento, es en realidad restringido, como se pudo comprobar en la petición 
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de datos reflejada en el capítulo cuarto. Tampoco se da acceso a las 
declaraciones patrimoniales, de carácter reservado en el caso del Gobierno de 
España y ni siquiera reguladas, en el del Congreso.  
Otro caso destacable negativamente es Cantabria, otra de las 
comunidades autónomas cuya legislación da un acceso condicionado a petición 
por escrito de las declaraciones de patrimonio de su Gobierno, pero que en la 
práctica no da acceso a las mismas.  
Junto a esto, destaca negativamente la exigencia de justificación del 
interés para el acceso a las declaraciones de actividades del Gobierno de la 
Comunidad Valenciana, del Gobierno de Canarias y del Parlamento de Murcia. 
Alguna otra comunidad fija la restricción del acceso a una consulta presencial, 
como sucede para las actividades del Parlamento de Navarra (a pesar de que el 
reglamento establece la publicidad de las declaraciones sujeta a petición por 
escrito). En todos estos casos, la sobre exigencia de requisitos ha motivado que 
no se hayan solicitado dichos documentos. 
En tercer lugar, en cuanto al contenido, es muy destacable la calidad de 
las declaraciones del Gobierno de Navarra (con datos mucho más amplios que 
los aportados a nivel nacional por los miembros del Gobierno y secretarios de 
Estado de España, pues se incluyen las remuneraciones en euros percibidas 
por las actividades realizadas y la clase, el título de adquisición, el valor 
catastral, etc. de los bienes inmuebles), de acceso digital. Destaca también la 
calidad de las declaraciones del Parlamento de Islas Baleares y (sólo el 
patrimonio) de Murcia, casos especialmente curiosos pues, como se comentaba, 
los reglamentos de dichas comunidades autónomas restringían e incluso no 
regulaban, en el caso de Baleares, la publicación de las declaraciones, y fueron  
puestas a disposición pública por decisión discrecional de los diputados. El 
municipio de Vélez-Málaga es a su vez destacable, especialmente en lo referido 
a las declaraciones patrimoniales, que incluyen descripciones y valor en euros 
de todos los campos, algo poco habitual. 
En cuanto a las reacciones en los medios periodísticos respecto a la 
facilitación pública de dichos datos, éstas han sido mayoritariamente tímidas, 
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sin explotar adecuadamente las posibilidades de indagación por medio de 
elaboraciones de tablas de datos que permitan los citados cálculos univariables 
de media y mediana, bivariables de cruces de datos o de correlación por medio 
de la recta de regresión lineal, etc. En general, la prensa se ha centrado 
mayoritariamente en analizar las declaraciones publicadas en el BOE o en la 
web, sin proceder al análisis de aquellos datos menos accesibles, como las 
actividades del Gobierno y secretarios de Estado, por estar sujetos a petición 
por escrito. Además, han prestado mucha más atención a la publicación de 
patrimonio del Poder Ejecutivo que a la del Legislativo. Dentro de esto, el 
enfoque de los análisis realizados sobre el patrimonio del Poder Ejecutivo se ha 
basado en destacar quién posee más/menos patrimonio o quién posee 
más/menos deudas, sin llegar a realizar estudios comparativos económicos, 
poniendo en relación de modo más eficiente dichas variables de activo y pasivo 
por medio, por ejemplo, del coeficiente de garantía.  
Existen, claro está, honrosas excepciones, como la labor de algunos 
diarios digitales como La Información o Sueldos Públicos, que sí han analizado 
con más detalle las actividades y retribuciones de los diputados, 
respectivamente, por medio de la elaboración de cuadros y visualizaciones de 
datos. 
En cuanto a la pregunta de investigación referida a los aspectos que 
resultan más sobresalientes o relevantes y las irregularidades en los 
resultados de análisis de datos desarrollados en la parte empírica de esta tesis, 
paso a enumerar los siguientes: 
Comenzando por los resultados más sobresalientes, en lo referido a las 
declaraciones patrimoniales del Gobierno, la realización de estudios 
estadísticos univariables como la mediana, permite probar que las mujeres del 
Gobierno y los secretarios de Estado tienen un activo inferior al de los altos 
cargos masculinos y los ministros, respectivamente. Del mismo modo, las 
citadas mujeres tienen deudas más altas que las de sus colegas masculinos y 
los secretarios tienen deudas más bajas que las de los ministros.  
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Otros resultados interesantes son la constatación de la correlación 
negativa (con intensidad moderada) entre el activo y el pasivo de los miembros 
del Poder Ejecutivo estudiados así como el descubrimiento de los dos casos más 
atípicos, el de Monserrat Gomendio Kindelan y Pedro Argüelles Salaverría, por 
presentar una cantidad elevadísima de activo para cero euros de pasivo. 
A su vez, el estudio por medio de los diagramas de caja arroja una 
correlación positiva (de carácter medio, como prueba el coeficiente Kendall’s 
Tau) entre las variables cargo y activo, siendo difícil probar la correlación para 
las variables de cargo y pasivo, cuyo coeficiente Kendall’s Tau arroja una 
correlación baja (-0,29). 
Los estudios matemáticos de coeficiente de garantía o distancia a la 
quiebra concluyen que las mejores situaciones económicas entre los miembros 
del actual Gobierno son, en orden descendente, la de Pedro Argüelles 
Salaverría, Monserrat Gomendio Kindelan, Miguel Arias Cañete y Mariano 
Rajoy Brey. La peor situación económica, por su parte, es la de José María 
Lasalle Ruiz. 
Por otro lado, la comparativa del activo y el pasivo de entrada y salida 
respectivamente del Gobierno socialista anterior, permite establecer que existe 
una correlación positiva, a mayor activo y pasivo de entrada, mayor activo y 
pasivo de salida, lo que se encuentra dentro de la normalidad económico 
financiera. 
Además, permite poner de relieve casos destacados de importante 
incremento en el activo como es el de la ex Ministra de Defensa, Carmen 
Chacón, que se justifica por la compra de una vivienda. Otro de los casos más 
llamativos es el del Secretario de Estado de Medio Rural y Agua, Josep Puxeu 
Rocamora, quien sufre el mayor incremento de su pasivo, pasando de cero 
euros de deuda a 500.000 euros. Su caso es especialmente llamativo porque su 
situación inicial era la mejor de entre los miembros de su equipo de Gobierno 
socialista. 
 - 634 - 
 
Pero sin duda, el caso más destacable es el de la ex Secretaria de Estado 
de Cooperación Internacional, María Soraya Rodríguez Ramos, que destaca 
como el más extremo de entre los miembros del ex Gobierno socialista, por ser 
aquélla cuyo patrimonio y deudas sufren, ambos, el mayor descenso en el 
periodo que transcurre en el cargo. 
Otro resultado muy interesante es que, según el cálculo de la mediana 
del activo y del pasivo de entrada, se puede extrapolar que los populares eran 
más ricos que los socialistas al inicio de su mandato y estaban, a su vez, menos 
endeudados. 
En lo que respecta a la declaración del Impuesto de Patrimonio 
presentada por el Presidente del Gobierno, se ha detectado una ligera bajada 
de sus bienes patrimoniales de los años 2007 a 2012 (de casi 1,4 millones a 
cerca de 1,3 millones). Por parte del Secretario General del PSOE; Pérez 
Rubalcaba, los datos registrados muestran un fuerte incremento previo de su 
patrimonio entre 2007 y 2009 y una situación patrimonial similar a la del 
Presidente del PP y muy estabilizada (en torno al 1,2 millones de euros) entre 
2009 y 2012. 
En cuanto a las declaraciones de patrimonio de los miembros del 
Congreso, éstas no incluyen la obligación de declarar el valor catastral de los 
bienes inmuebles, algo que sí se recoge en la declaración de los parlamentarios 
autonómicos de Murcia, por ejemplo, o por los miembros del Gobierno de 
Navarra. Además, el modelo del Congreso también olvida incluir el valor en 
euros (ya sea el de compra o el actual) en el apartado referido a vehículos y 
embarcaciones, donde sólo se recoge la fecha de adquisición y la descripción. 
Tampoco incluye aquí las aeronaves, que sí se incluyen en la declaración de los 
diputados murcianos y los miembros del gobierno de Navarra, entre otros, ni 
indica qué bienes y derechos han sido adquiridos con anterioridad y con 
posterioridad a la toma de posesión. 
Además, mientras la declaración de actividades se refiere a la situación 
del momento de declaración (diciembre de 2011) la de rentas se refiere al 
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ejercicio económico anterior a la fecha de declaración (2010). Por ello, sería 
importante también homologar los ejercicios de fecha de declaración. 
Pese a esto, es destacable el gran detalle de la declaración de bienes y 
rentas del Congreso, más completa que algunas de las pioneras en las 
comunidades autónomas. Comparada con la de los miembros del Gobierno y 
secretarios de Estado es infinitamente más completa, lo cual es sorprendente, 
teniendo en cuenta la mayor tradición de reserva en la publicación de los datos 
patrimoniales del Congreso que, de hecho, tardaron dos años más en hacerse 
públicos que los referidos al Gobierno.  
En general, el análisis de los datos ha puesto de relieve aspectos 
notorios, permitiendo además que aflorasen algunas irregularidades que 
hubieran pasado desapercibidas de no emplear estas técnicas de cruce y 
análisis de datos y que pueden desarrollarse de un modo extensivo hasta llegar 
a la causa de las mismas por medio del empleo del periodismo de datos.  
En lo referido a las declaraciones de actividades, se observa que la 
mayoría de los miembros del Gobierno y altos cargos estudiados (97%) realizan 
actividades públicas que no declaran, estando incluidos el 100% de sus 
componente femeninos y los ministros, así como el Presidente del Gobierno. 
Por su parte, el 68% realizan actividades privadas que no declaran, estando 
aquí incluidos todos los ministros y el presidente. 
La mayoría de las ausencias son de importancia relativa y se refieren a 
la no mención de las actividades adscritas a su cargo con carácter institucional 
o sus cargos de representación popular, como el de diputado o miembro de 
parlamentos autonómicos (por los que no perciben remuneración, según la ley 
de incompatibilidad). Junto a esto, a menudo olvidan aquellas actividades 
privadas no remuneradas, como conferencias o seminarios. Entre las ausencias 
más graves, ciertos altos cargos olvidan declarar algunas de sus actividades 
privadas desempeñadas en el presente y supuestamente remuneradas según lo 
recopilado del Registro Mercantil Central y otras fuentes institucionales y 
privadas. Sin embargo, no ha podido ser probada la adscripción actual de los 
cargos a dichas empresas, y sólo puede aportarse la ausencia de baja en el 
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Registro Mercantil Central a fecha de cierre de esta parte del estudio en julio 
de 2013. Hay además errores de fechas y discrepancias entre la información 
recogida en el RMC y en los organismos públicos y privados consultados. En 
general, existen bastantes casos de posibles incompatibilidades si se tiene en 
cuenta dicha información.  
Para el caso de los diputados, resulta llamativo que toda la población 
estudiada presente actividades públicas sin declarar, y dentro de éstos a su vez 
todos los hombres y todas las mujeres. Además, el 90% de los diputados 
estudiados tienen más de dos actividades públicas sin declarar y dentro de 
éstos, sobresale una mayoría de hombres. La mayoría de las actividades 
públicas no declaradas corresponden a cargos de responsabilidad en el 
Congreso de los Diputados. Muchos de estos puestos son de carácter 
remunerado por lo que su ocultación reviste mayor gravedad, sobre todo 
teniendo en cuenta que el modelo de declaración de actividades recoge un 
apartado para estos ingresos con cargo al sector público. 
En cuanto a las actividades privadas no declaradas, la cifra se reduce al 
71% destacando el sexo masculino como aquéllos que presentan un mayor 
porcentaje de actividades privadas sin declarar. Muchas corresponden a cargos 
dentro de partidos políticos u organizaciones privadas por las que se desconoce 
la percepción de remuneración o dietas. Las más graves serían las referidas a 
empresas privadas localizadas en el Registro Mercantil Central y sujetas a 
remuneración, como la pertenencia del diputado de UPyD, Toni Cantó, a 
Sarete SL. 
Finalmente, es destacable matizar que sólo el 43% de los diputados 
estudiados actualiza su declaración. Dentro de éstos, son mayoritariamente las 
mujeres las que lo hacen. 
En general, las declaraciones denotan escaso cuidado en su 
cumplimentación por parte de los declarantes lo que se refleja en bastantes 
datos erróneos, incompletos o inexactos, especialmente en las declaraciones de 
actividades de los miembros del Gobierno, altos cargos y diputados. Esto puede 
deberse en parte a que los organismos que supervisan y corrigen dichas 
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declaraciones -el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y una 
Comisión Competente del Congreso-, son integrantes del mismo Gobierno y 
Congreso respectivamente. Esta aparente inexistencia de un organismo 
externo que fiscalice la exactitud y completitud de la información aportada 
pone aún más de manifiesto la importancia de un periodismo de precisión y de 
datos para identificar y denunciar esas deficiencias. 
Estos estudios permiten responder afirmativamente a la pregunta de 
investigación acerca de si el acceso público a las declaraciones contribuiría al 
ejercicio del periodismo de precisión en los tres países de estudio.  
En toda la investigación puede comprobarse que aquellos casos en los 
que no existe un acceso público a los datos y el interesado en conocerlos debe 
solicitarlos personalmente, éste no los solicita o al menos, no frecuentemente. 
Así ocurre en algunas comunidades autónomas donde, al no estar los datos a 
disposición del público y únicamente sujetos a petición, nadie ha hecho nunca 
uso de este derecho, hasta la petición cursada por la autora de esta tesis. Eso 
mismo se puede comprobar con las declaraciones de actividades de los 
miembros del Gobierno y secretarios de Estado que, al estar sujetas a petición 
por escrito, no han sido objeto de debate ni análisis en los medios de 
comunicación. 
Por el contrario, las declaraciones de patrimonio de los miembros del 
Gobierno y secretarios de Estado, publicadas anualmente en el BOE; y las de 
bienes, rentas y actividades de los diputados del Congreso, puestas a 
disposición del público en la página web del Congreso, han atraído el interés y 
comentario de la prensa. Dicho análisis dista de poder ser considerado de 
periodismo de precisión/ datos, puesto que no se centra en un tratamiento 
sistemático mediante el empleo de herramientas socio estadísticas, 
matemáticas y económicas, como las recogidas anteriormente.  
Como excepción, merece ser mencionado el análisis, tratamiento y 
visualización de los datos realizado por el diario digital LaInformación, uno de 
los pocos que supo aplicar las herramientas de tratamiento de datos y 
visualización adecuadas para presentar la información al público. Junto a esto, 
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las citadas iniciativas populares “adopta un senador” y “sigue a tu diputado” 
(realizadas por la plataforma “Pro Bono público”), basadas en la transcripción 
voluntaria por los ciudadanos de los datos referidos a las declaraciones 
patrimoniales de los diputados y senadores españoles (que habían sido 
presentados en formato pdf, no procesable informáticamente), supusieron una 
demostración más del incremento del periodismo de precisión/ datos generado 
tras la puesta a disposición del público de las declaraciones.  
A su vez, en EEUU, la puesta a disposición digital anual de las 
declaraciones financieras de Barak Obama y Joe Biden genera (en los años 
estudiados, de 2009 a 2012) un análisis por parte de la prensa y medios 
digitales de ese país que no se produce para el caso de los secretarios de 
Estado, cuya declaración está sujeta a petición.  
Queda así probada la unión existente entre la publicidad de los datos de 
declaraciones y el ejercicio del periodismo de precisión, que no puede 
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Chapter 6. Conclusions 
 
The combination of the wide revision and the theoretic discussion as well as the 
original fieldwork has achieved to reach all the objectives fixed at the beginning of this 
investigation, as well as corroborate the majority of the hypothesis and answer to the 
investigative questions. This chapter of conclusions that is, also, the close of this 
investigation, will dedicate to the explanation of these points, qualifying the main 
results obtained and more noteworthy achievements, as well as those that have not 
answered to the initial expectations. 
 
6.1. Accomplishment of objectives 
 
As I have just mentioned, the revision, the theoretic discussion and fieldwork 
done have reached the objectives fixed at the beginning of this investigation. 
Therefore, as for the first theoretic objective fixed, the strong relation between 
the contemporary democracy and the transparency of public data has been proved. 
The importance of this union has led to the progressive approval of transparency laws 
in the studied countries, like the pioneer FOIA of 1966 in United States or the WOB of 
1991 in the Netherlands. Spain has evolved with delay, being the last country of the 
European Union with more than one million inhabitants without a transparency law. 
Within Spain, the process of progressive approval of transparency laws in some 
pioneer autonomous communities such as Galicia or Navarra culminated in the 
approval at the end of 2013 of the Transparency Law, Access to Public Documents and 
Good Government, as the confirmation of the victory of the data transparency in our 
country. This was enforced by the consecutive approval of transparency laws in other 
autonomous communities, dependent on the national text to establish their owns.  
Besides, this study has highlighted the important role of the journalistic 
investigation based on the application of the statistical analysis and data crossing 
inspired in social sciences and the huge possibilities that implies for citizen 
watchdogging of the public administration management since it make emerge relevant 
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information that would be hidden with a simple treatment of isolated data (that, in 
many cases, the data subject do not want to reveal) 
So this way the importance of the journalist as the necessary intermediate 
between the rigorous language of statistics and citizens has been shown, as the person 
leading the citizens the necessary knowledge to oversee public representatives. That is 
the reason why the training of journalists in informatics and statistical analysis 
techniques is so relevant.  
As for the theoretic-practical objective, a complete monitoring of the legislative 
scenario of access to general information laws (laws on access to environmental 
information, the Juridical Regime of Public Administrations and Common 
Administrative Procedure Law, Organic Law on the Judicial Power and Access to 
Judicial Sentences) and data protection laws (Organic Law on the Protection of 
Personal Data) has been done. Besides, a specific monitoring of the different 
legislative changes related to assets, activities and, to a lesser extent, retributions, 
progressively introduced from year 1995 in Spain and, specifically, since the relevant 
changes put into practice in 2009. This monitoring has been completed with the 
comparative study of the generic legislation on access to information and the specific 
one on access to activities and assets declarations of the equivalent posts in United 
States and the Netherlands. As indicated in the introduction, this comparison is 
limited to the legislation, accurate conditions of access and a generic study of the 
content, since a comparison of quantitative and qualitative data (through charts as 
those created for Spanish Executive and Legislative power) would overcome the 
reasonable limits expected in the aims of this thesis. However, this direct comparison 
of data would be an objective to continue working in the future, once the first 
investigation is solved.  
As for the practical objective, a statistical study of the data obtained related to 
assets and interests declarations of the top members of the Government and 
representatives of the Congress has been elaborated. It covered its aims, compiling: 
univariable studies, such as the average and the median active and passive by sex and 
post; bivariable studies, as the data crossing of active and passive by sex and post; 
correlation studies, as the chart type x-y (scatter) and the linear regression (to observe 
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the correlation between active and passive and the evolution of active and passive of 
last Government) or the box-plot, for the correlation between the post and the active 
and passive; and economic studies, as the distance to bankruptcy rate. They are all 
compiled in charts, tables, databases and appendices created for that purpose.  
The aim of the theoretic-practical evaluation has also been satisfied, 
highlighting the possibilities but also the weaknesses of each of the regulations on 
public access to Executive’s and Legislative Power’s assets, activities and salaries. The 
absences in the law 5/2006 and its regulation in 2009 are remarkable since they 
limited to a “comprehensive declaration” of assets of members of Executive Power that 
omits the data referring to location to accomplish with a supposed preservation of the 
privacy and security of the declarants. 
With respect to data transparency law passed in 2013, it is remarkable the 
inclusion, in a very positive way, of “the rest of the top members” between the subjects 
whose declarations of assets will be published in the BOE (Spanish Official Bulletin) 
from the moment the law takes effect. Moreover, it establishes the publication of the 
resolutions of authorization or compatibility of the activities of all the public posts and 
those authorizing the exercise of a private activity after the cease of the top members 
in the General Administration or similar. That allows checking which activities they 
make compatible with their principal post and which ones they do when leaving.  
The negative aspect is that the assets declarations will continue to be 
“comprehensive”, ignoring an excellent opportunity to present, for instance, the Annex 
I (reserved file containing a wide and detailed number of fields, only to intern use of 
the Administration) or imitating more detailed and informative models, such as that of 
the Congress or some of the autonomous communities mentioned. Additionally, the 
new law does not modify the access to the declarations of activities to publish them 
directly in the BOE, as it happens with those of assets.  
So we can observe that ameliorations are focused on the content of the law but 
not in the access, that could be improved (by comparison with the situation observed 
in other regulations, whether in the autonomous communities or other countries 
compared) by making the activities publicly digitally available. 
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6.2. Accomplishment of hypothesis 
  
Most of general hypothesis submitted to analysis have been accomplished. In 
some cases through a logic-deductive procedure and, in others, through an empiric 
analysis.  
In first place, the importance of precision/data journalism as an innovating 
speciality for the systematic and detailed analysis of data has been widely 
demonstrated. It has been shown especially useful to the case studied referred to 
assets and activities declarations of the political posts through its accurate 
quantitative and qualitative tools to perform that analysis.  
Absolutely linked to this first hypothesis, the importance of the existence of an 
opening legal context in matter of information transparency and access to data for the 
developing of this specialty of journalism has been proved, since when data are made 
public positive reactions appear. As an example of the abundant cases described- 
whether in the international or national scenario- the Spanish  initiative “El 
Indultómetro” may be highlighted. It is based in the analysis of data about clemencies 
made public by the Government in the BOE, what allowed to perform an exercise of 
precision journalism based in the compilation, analysis and visualization of the people 
reprieved in Spain.  
In United States, the newspaper “Los Angeles Times” could perform a study of 
data journalism about the quality of teaching of professors (“Evaluating the teachers”) 
through the access to databases made available by local schools of the educational 
District of Los Angeles. 
In the same way, the rewarded investigation in 2012 Data Journalism Awards, 
“Terrorist for the FBI”, came from the analysis of the data compiled by the 
Department of Justice of the United States about those accused of intern terrorism 
after September Eleventh. So from this data, the newspaper Mother Jones could 
perform its own database to discover how many of the mentioned in that list were 
really involved in crimes of terrorism.  
As we can see, the partially easy access to data in United States generates a 
great number of examples of precision journalism in that country.  
 - 644 - 
 
In third place, the role of transparency of official data referred to assets and 
conflict of interest of the representatives is proved as a basis of their responsibility 
with citizens. Also the monitoring through data/precision journalism and other 
sociologic modalities already mentioned result an efficacy manner to control the 
function and the complaint of possible irregularities in the development of its 
obligations.  
The fourth hypothesis has not been proved and, as mentioned in the conclusions 
of chapter four, the study of the legal context and real access to data in United States 
and the Netherlands has partially refused the initial idea of a superior transparency 
scenario in those democracies that the one in Spain. In order to explain that is 
important to make a difference between the study from the point of view of legislation 
or the real access.  
In United States, transparency of data has inspired that democracy from the 
beginning, taking part of its administrative regulation from at least 1966; however, in 
the last years the situation is stuck. Despite the fact that legislation contemplates the 
digital access to members of Government’s and House of Representatives’ data, the 
real access is partial for the Executive Power and only covers the President’s and 
Vicepresident’s declarations while those of secretaries of State are tied to digital 
petition, whose answer delays several months. That do not accomplish with ninth 
principle of Pro Access Coalition, that establishes that institutions should make 
publicly available the information of public incumbency and ownership without being 
necessary to make a request. On the other hand, the content of the financial 
disclosures from both the Government and the Congress is remarkable, very superior 
to that observed in the other two countries analysed.  
As for the Netherlands, there is a big lack of legislation, substituted in the 
Executive Power by integrity policies and internal rules. Meanwhile, the House of 
Representatives do have a specific legislation of disclosure but it focus exclusively in 
the activities, ignoring the assets, that cannot either be requested through the Dutch 
law on access to information (WOB), because the Camera is not included in the law. 
Considering the real access, despite the declarations of Executive and Legislative 
Powers are publicly made available in the Parliament’s and the House of 
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Representatives’ websites, the search is not easy in the first case since it implies the 
registration of each of the letters containing the declarations sent by the Prime 
Minister to the President of the Second Chamber. As for the content, it is simplified 
for the Executive Power to a compilation of financial interests of the abandoned posts, 
the stopped activities and those authorized by the Prime Minister, all with a scarce 
presentation of dates. It is especially remarkable the detailed content of the 
declaration of activities (the only ones published) of the Second Chamber, with the 
inclusion of dates and amounts of remunerations. 
In the Spanish scenario, in contrast with what was initially presumed (and 
proposed in the hypothesis), the legislative measures adopted from 2009 with 
reference to the public access to top members and deputies’ interests and assets data 
has supposed an important introduction of transparency in the Spanish democratic 
system. That is shown in the digital publication of the activities (in 2009) and assets 
(in 2011) of the deputies in the House of Representatives’ website and the digital 
access from 2009 through the BOE to top members of the Executive Power’s 
declarations of assets, being only subject to written petition the access to the 
declaration of activities of the mentioned members of the Executive. However, it must 
be noted, as was initially proposed, that the content do not accomplish with the wide 
transparency regulated in the legal texts. That is especially remarkable in the access 
to the Executive Power’s declaration of assets, limited to a “comprehensive” 
declaration, ridiculous by comparison with the detail of the Annex I, whose 
presentation is compulsory but has preserved access. The same happens with the 
legislative power’s declarations of activities, limited to a scarce presentation without 
dates and retributions.  
It is convenient to highlight the relevant inaccuracies and absences detected in 
the data declared by some top members and a sample of deputies of the last 
legislature, submitted to an exercise of verification by the author of this thesis. That 
demonstrates that –in order to value the quality of the transparency acquired- not 
only matters the whole of exigencies established, but the degree of certainty of 
compiled data and real control about the erroneous or false data.  
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However, and there is where the fifth hypothesis appears, it is true that the 
scarce transparency given –and the quality of it, as was shown in the previous 
paragraph-, in the content of the declaration of assets, activities and interests of the 
Spanish Executive and Legislative Powers, provides a synthetic vision of high value to 
citizen control or democratic monitoring of the representatives and public posts 
through precision/data journalism. That is especially exemplified in the case of the 
Executive Power’s declarations of assets where the lack of detail is covered with a good 
use of precision journalism’s tools and statistics that allow developing the mentioned 
quantitative studies.  
6.3. Accomplishment of investigative questions  
 
Continuing with the analysis of results, the work has allowed answering the 
investigative questions initially posed: 
The implementation of laws and regulations in Spain introduces improvements 
in the access to declarations studied, especially in the Spanish Congress, where the 
digital access to complete declarations of assets and activities has recently been 
allowed. Meanwhile, the digital access is partial (only to assets declarations) for 
members of Government and secretaries of State. Anyway, those improvements are 
less evident in the case of United States, where the access is still submitted to a 
written petition for the secretaries of State; and in the Netherlands, submitted to a 
complex research in the case of the Government and restricted, for the Congress’ 
assets.  
Those Spanish measures present shortages in the monitoring and control of the 
public representatives because the Executive Power’s declaration of assets are scarce 
and not updated annually, and despite those of activities are updated, they are not 
presented digitally, so they are submitted to petition and annual control by anyone 
interested. Besides, the legislation regulates the updating of the Executive Power’s 
declarations of assets and activities, but it is subject to the declarants’ decision, so it 
does not always happen. Finally, whether for the Executive or the Legislative Power, 
the legislation still do not demand many data that would be indispensable for a better 
monitoring, such as those referred to retributions for activities performed or the value 
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in euros of all the assets, etc. This all would contribute to the supervision and 
prevention of a possible private use of the public competencies.  
With regard to investigative questions of specific character: 
At first place, we must conclude that the publication of accounts affect 
completely different whether it is studied the Government and the Administration or 
the Legislative Power. Therefore, in Spain, despite the legislation advanced quicker 
for the Executive Power (being the pioneers in making public in the BOE and in 
written their declarations of assets and activities, respectively), the declaration of 
activities is still not digitally published and continues subject to a written petition. 
The Congress has highly compensated its initial delay in the publicity of data 
(especially those of assets that were secret until the approval of an organic law in July 
2011), becoming into digital publications of the data of assets, retributions and 
activities that, especially in the case of the first, are much more advanced than those 
of the Executive Power. In United States, there are some differences in the application 
to both powers: for Executive Power, while the financial disclosures of Obama and 
Biden are published digitally, those of the secretaries of State are subject to digital 
petition (with a delay of months in the delivery); meanwhile, the House of 
Representatives make them publicly available in the clerk of the House of 
Representatives’ website, with the ease implied. Eventually, the Netherlands present 
differences in the access to data and while the Government establishes just a policy of 
integrity requiring the publication of their financial declarations in letters sent by the 
Prime Minister to the President of the House of Representatives, the House has a 
specific intern rule and a legislation that results in the digital publicity of the 
declarations in its website. 
As for the application of the incompatibility laws, these affect differently 
between powers. In the Executive power’s case, the legislation is more permissive in 
Spain and United States, where the compatibility between the main post and other 
additional activities is permitted (in Spain’s case all the additional activities are 
declared while in US only those out of the Government). On the contrary, in the 
Netherlands, the legislation do not allow the compatibility between the post as 
member of Government or the Cabinet and other additional activities, whether they 
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are public or private, despite later in the practice some activities can be exceptionally 
authorized by the Prime Minister. It does not happen with the members of the Dutch 
Second Chamber, that can develop additional activities, even remunerated.  
As for the differences between the regulation of the publication of the studied 
data in the Government and the Spanish Legislative Assemblies, there is a variety of 
cases described with detail in chapters third and fourth. There is a variety of scenarios 
within the autonomous communities that differ when analysed from the point of view 
of what is established in the legislation, in the real access or the revealed content.    
In first place, as for the legal scenario, the four pioneering autonomous 
communities in the access to that information: Castilla La Mancha, Andalucía, 
Comunidad Valenciana and Extremadura, are especially remarkable. Apart from 
these, those that have demonstrated a very positive legislative development are: 
Navarra’s Government, La Rioja’s Government, Asturias’ Parliament and Vélez 
Málaga’s Government. All of these legislations provide and unlimited access to 
declarations of activities and assets, whether it is through publication in the bulletin 
and/or in the web.  
As for the real access to declarations, it is important to highlight those cases 
where despite the legislation restricted or prevented the access to declarations, these 
were spontaneously published in the website by the declarants. Is the case of the 
declarations of activities of Aragon’s Parliament, classified as conditioned and subject 
to written petition but suddenly published in the website. The same happens with the 
declarations of assets of Castilla y León’s Government, whose legislation subjects the 
access to written petition (with exigent requisites as the inclusion of the declarant’s 
profession or a copy of the ID) but are eventually published in the website. Similarly, 
Murcia’s Parliament makes surprisingly public the declarations of assets, subject in 
the legislation to written petition. Finally, Islas Baleares’ Parliament publishes in its 
website both declarations, contrarily to what was established in the regulation.  
On the opposite, Madrid Community reflects the worst situation, since the 
access announced in the legislation as conditioned to written petition for both 
activities of the Government and the Parliament is in fact restricted, as tested in the 
data petition of chapter four. Access to declarations of assets is also denied, with 
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reserved character in the case of the Government and not even regulated, in the 
Congress. 
Another negatively remarkable case is Cantabria, whose legislation provides an 
access conditioned to written petition for the declarations of assets of the Government, 
but does not give access to them in the practice. 
Besides, the exigency of the justification of interest in the access to the 
declarations of activities of the Comunidad Valenciana’s Government, Canarias’ 
Government and Murcia’s Parliament can be negatively highlighted. Other 
communities restrict the access to a person consultation, as it happens with the 
declaration of activities of Navarra’s Parliament (despite the regulation establishes 
that the publicity of the declarations is subject to written petition) and Castilla y 
León’s Government. In all these cases, the over exigency of requisites has motivated 
that those documents have not been requested. 
In third place, as for the content, the quality of the declarations of Navarra’s 
Government is very remarkable (with data much wider than those provided at 
national level by the Spanish members of Government and secretaries of State, since 
it includes remunerations in euros perceived for the activities and the type, title of 
acquisition, the property value, etc. of the real state), with digital access. The quality 
of declarations of Islas Baleares’ Parliament and Murcia (just the assets) is also 
remarkable. Both are exceptionally curious cases because their regulations restricted 
and even did not regulate, in Baleares’ case, the publication of the declarations, but 
they were made publicly available as a result of representatives’ personal decision. 
The municipality of Vélez-Málaga is also remarkable, and the declaration of assets 
include descriptions and value in euros in all the fields, what is unusual.  
Dealing with the media’s reactions, they have been mainly shy, without 
exploiting adequately the possibilities of inquiry by elaborating data tables allowing 
the mentioned univariable calculations of the average and the median, bivariables of 
data crossing or of correlation through linear regression, etc. In general terms, media 
has mainly focused on analysing the declarations published in the BOE or in the 
website, without analysing those data less accessible, such as the Government’s and 
secretaries of State’s activities, subject to written petition.  
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Besides, media has paid much more attention to publication of assets of 
Executive Power than to Legislative Power. The approach of performed analysis about 
the Executive Power’s assets is based in highlighting who has more/less assets or 
more/less debts, without developing economic comparative studies, linking more 
efficiently those variables of active and passive trough, for instance, distance to 
bankruptcy rate.       
Obviously, there are exceptions, such as the work of some digital newpapers like 
La Información or Sueldos Públicos, that has analysed with more detail the activities 
and retributions of representatives, respectively, by means of elaboration of charts and 
data visualizations. 
As for the investigative question referred to the most remarkable or relevant 
aspects and the irregularities in the results of data analysis, developed in the empiric 
part of this thesis, I enumerate: 
Starting with the most outstanding results, with reference to Government’s 
declaration of assets, the perform of univariable statistical studies such as the median, 
allows testing that women of Government and secretaries of State has less active than 
that of the male top members and ministers, respectively. Similarly, mentioned 
women have higher liabilities than those of their male mates and secretaries of State 
have fewer liabilities than those of the ministers.  
Other interesting results are the verification of the negative correlation (with 
moderate intensity) between active and passive of members of Executive Power 
studied as well as the discovering of the two cases more atypical, those of Monserrat 
Gomendio Kindelan and Pedro Argüelles Salaverría, since they present a really high 
quantity of assets and zero euros of liabilities.    
Simultaneously, the study through box-plots demonstrates a positive correlation 
(of medium type, as demonstrated by the distance to bankruptcy rate) between the 
variables post and assets, being difficult to probe the correlation for the variables post 
and liabilities (its coefficient Kendall’s Tau probes a poor correlation: -0,29). 
The mathematical studies of distance to bankruptcy rate conclude that the best 
economic situations between members of current Government are, in descendent 
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order: that of Pedro Argüelles Salaverría, Monserrat Gomendio Kindelan, Miguel 
Arias Cañete and Mariano Rajoy Brey. The worst economic situation is that of José 
María Lasalle Ruiz.  
Besides, the comparative between incoming and outgoing active and passive 
respectively from the previous socialist Government, allows confirming a positive 
correlation: the bigger the incoming active and passive, the bigger the outgoing active 
and passive, what is within the financiering economic normality. 
Moreover, this comparative allows observing some remarkable cases of an 
important increment in the active such as that of former Minister of Defence, Carmen 
Chacón, justified by the purchase of a house. Another highlighting situation is that of 
the Secretary of State of Rural Environment and Water, Josep Puxeu Rocamora, who 
suffers the biggest increment in its passive, going from zero to 500.000 euros. This 
case is especially remarkable since its initial situation was the best between the 
members of the Socialist Government. 
 Undoubtedly, the most highlighting case is that of the former Secretary of State 
and International Cooperation, María Soraya Rodríguez Ramos, the most extreme 
between the members of the former socialist Government since her assets and 
liabilities experiment the highest decrease in the period she passes in the post.  
 Another interesting result, according to the calculation of the active and 
passive’s median, is that popular were richer than socialists at the start of the 
government and also had less liabilities.  
Dealing with the President of the Government’s property tax, a light drop in his 
real state has been detected from 2007 to 2012 (from almost 1,4 millions to almost 1,3 
millions). As for the General Secretary of the Spanish socialist party: Pérez Rubalcaba, 
the registered data show a strong previous increase in his assets between 2007 and 
2009 and a similar situation to that of President of the Popular Party and very 
established (about 1,2 millions of euros) between 2009 and 2012.       
 As for the members of the Congress’ declarations of assets, these do not include 
the obligation of declaring the property value of the real state, what must be compiled 
by the autonomic parliamentarians in Murcia, for instance, or by the members of the 
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Government of Navarra. Additionally, the Congress’ model forgets to include the value 
in euros (whether it is the purchase value or the current one) in the section for 
vehicles and boats, where only the acquisition and description dates are included. 
Neither the space crafts are included here, included in the declaration of Murcia’s 
parliamentarians and members of Navarra’s Government, and do not indicate which 
assets and rights have been acquired before and after taking up the post.      
Besides, while the declarations of activities refer to the situation in the moment 
of the declaration (December 2011) that of income refers to the previous economic 
exercise to that of the declaration date (2010). Consequently, it would be important to 
homologate the exercises by the declaration date.  
Despite that fact, it is remarkable the huge detail in the declaration of assets 
and incomes of the Congress’ members, more complete than some of the pioneers in 
the autonomous communities. It is also surprisingly more complex than that of the 
members of the Government and secretaries of State, despite the big tradition of 
secrecy in the publication of the Congress’s data of assets, published two years later 
than those of the Government.  
In general, the data analysis has remarked notorious aspects, allowing 
emerging some irregularities that would have passed unnoticed without employing 
these data crossing and analysis techniques and that can be developed in an extensive 
way to discover the cause through data journalism.  
As for the declaration of activities, we may observe that most of the members of 
Government and top officials studied (97%) perform public activities that do not 
declare, including here 100% of the female members and the ministers, as well as the 
President of the Government. Besides, 68% develop private activities that do not 
declare, including all the ministers and the president. 
Most of the absences are of relative importance and consist on failing to mention 
the adjoined activities to the post with institutional character or the posts of popular 
representation, such as that of representative or member of an autonomic parliament 
(for which they do not perceive any retribution, according to the law of 
incompatibility). Besides, they commonly forget declaring those private activities not 
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salaried, such as conferences or seminaries. Between the most serious absences, some 
top members forget declaring some of their private activities currently developed and 
supposedly salaried according to the information found in the Registro Mercantil 
Central (Spanish commercial register) and other institutional and private sources. 
However, the current link to those enterprises could not be proved and only was 
verified the absence of cease in the Registro Mercantil Central when this part of the 
thesis was finished in July 2013. Moreover, there are some errors in dates and 
disagreements between the information compiled in the commercial register and the 
consulted public and private institutions. In general, there are several cases of 
possible incompatibilities taken this information into consideration. 
Dealing with the representatives, it is remarkable that the entire studied 
sample develop public activities not declared and, within those all men and all women. 
Apart from that, 90% of the studied representatives have more than two public 
activities without declaring, excelling a majority of men. The majority of the 
undeclared public activities correspond to posts of responsibility in the House of 
Representatives. Most of those posts are salaried so the occultation is more serious, 
especially considering that the model of declaration of activities includes a section for 
these incomes within the public sector.  
With reference to undeclared private activities, the cipher decreases until 71%, 
highlighting the male genre as those presenting the biggest percentage of undeclared 
private activities. The majority correspond to post within political parties or private 
organizations for what the perception of remuneration or subsistence allowance is 
unknown. The most serious would be those referred to private enterprises located in 
the Spanish commercial register and subject to retribution, such as the Toni Canto’s 
membership to Sarete SL.  
Eventually, is remarkable to qualify that only the 43% of the representatives 
update their declaration, being the women those that update them the most.  
In general terms, the declarations filling denote little care by the declarants, 
reflected in many erroneous, incomplete or inexact data, especially in the members of 
the Government, top members and representatives’ declarations of activities. That 
may be because the institutions supervising and correcting these declarations –
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Ministry of Finance and Public Administration and a designed commission in the 
House of Representatives- are part of the same Government and Congress 
respectively. This apparent inexistence of an extern organism monitoring the accuracy 
of the information given reveals even more the relevance of a precision and data 
journalism to identify and denounce these deficiencies.    
These studies allow answering positively the question about whether the public 
access to declarations would contribute to the exercise of precision journalism in the 
three countries studied.       
The whole investigation confirm that those cases where do not exist a public 
access to data and those interested must ask them personally, they do not request 
them frequently. That happens in some autonomous communities where data are not 
publicly available and only submitted to petition, so nobody has exercised the right to 
petition, until the petition done by this thesis’ author. That can be checked in the case 
of the members of Government and secretaries of State’s declarations of activities, 
subject to written petition, so not a matter of debate or analysis in the media. 
On the contrary, the members of Government and secretaries of States’ 
declarations of assets, published annually in the Spanish official bulletin; and those of 
assets, incomes and activities of the representatives of the Congress, made publicly 
available in the Congress’ website, have attired the media’s interest and comments. 
This cannot be considered a precision/data journalism analysis since is not focused in 
a treatment through socio statistic, mathematic and economic tools, such as those 
previously mentioned.  
As an exception, we must mention the data analysis, treatment and 
visualization performed by the digital news LaInformación, one of the few that applied 
the accurate data treatment and visualization tools so as to present the information 
publicly. Besides, the mentioned popular initiatives: “adopta un senador” and “sigue a 
tu diputado” (performed by the platform “Pro Bono Público”), based in the voluntary 
transcription by the citizens of the Spanish representatives and senators’ declaration 
of assets (what where presented in pdf format, not computationally processing), 
proved the increasing of the precision/data journalism after the public disclosure of the 
declarations.  
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Similarly, in United States the digital annually availability of Barack Obama 
and Joe Biden’s financial disclosures generates (in the studied years, from 2009 to 
2012) analyses performed by newspapers and digital media, in  contrast with the 
absence of analysis of secretaries of State’s declarations, subject to petition.  
So the link between the data asset’s publicity and the exercise of precision 
journalism is proved, not developed without a transparent access to information. 
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CD adjunto con anexos 
 
 
 
 
